PÁGINA  

Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe

[image: image1.png]



DIARIO  DE  SESIONES
121º Período Legislativo

28ª Reunión  –  25ª Sesión ORDINARIA DE PRÓRROGA
20 DE NOVIEMBRE DE 2003

Presidencia: Sr. Alberto Nazareno Hammerly

Secretarios: Sres. Avelino Lago y Edgardo Fiol

Subsecretario: Sr. José Alberto Maccerola

1 SUMARIO


Asunto
Página

11
SUMARIO

2
ASISTENCIA
6
3
APERTURA DE LA SESIÓN
7
4
Versión Taquigráfica
7
(Sesión ordinaria de prórroga del 13/11/03 – Aprobada)
7
5
asuntos entrados Nº 28
7
5.1
Comunicaciones Oficiales
7
5.2
Dictámenes de comisión
8
5.2.1
Tasas judiciales para procesos concursales
8
5.2.2
Banco Santafesino de Inversión y Desarrollo: venta de activos remanentes del 
Estado Provincial
8
5.2.3
Código Fiscal – Registro de recategorización de vehículos: modificación del 
artículo 265
8
5.2.4
Comisión Actos Celebratorios 150º Aniv. de la Constitución Nacional 


(prórroga)
8
5.2.5
Bajos Submeridionales: creación de un parque nacional
8
5.2.6
Cajero automático en La Pelada
8
5.2.7
Día Mundial para la Prevención del Abuso Infantil
8
5.3
Proyectos del Poder Ejecutivo
8
5.3.1
Convenio Marco con el Instituto Nacional de la Propiedad Industrial
8
5.3.2
Departamento de Emergencias Coordinadas
9
5.3.3
Convenio de Cooperación con la Municipalidad de Puerto General San Martín 
(refacción de Escuela Especial Nº 2074)
9
5.4
Proyectos de los señores diputados
9
Proyectos de ley:
9
5.4.1
Ley Nº 9816 – Caja de Previsión Social de los Agentes Civiles del Estado: 
modificación de artículos 11 y 45
9
5.4.2
Ropa femenina de todos los talles en comercios provinciales
9
5.4.3
Ley Nº 11.696 – Estado de Emergencia Económica Financiera en la Provincia: 
derogación del artículo 4º
9
5.4.4
Código Procesal Penal: modificación del artículo 313
9
5.4.5
Código Procesal Penal: modificación del artículo 338
9
5.4.6
Día del Emprendedor Santafesino
9
Proyectos de declaración:
10
5.4.7
Reconocimiento a Campeona Nacional de la Olimpíada Matemática 

Argentina
10
(Queda reservado)
10
5.4.8
Fiesta del Vecino en Rosario
10
5.4.9
Jornada Forestal del Norte Santafesino Forestar con Nativas
10
(Queda reservado)
10
Proyectos de comunicación:
10
5.4.10
Caja de Jubilaciones y Pensiones: Resolución Nº 054/03 (suspensión del 

trámite jubilatorio)
10
5.4.11
Cambios de domicilio efectuados en Alvear (pedido de informes)
10
5.4.12
Corrección del mapa político de la provincia
10
(Preferencia para la próxima sesión)
10
5.4.13
Créditos especiales para pymes afectadas por tormentas
11
(Queda reservado)
11
5.4.14
Club Atlético Central Córdoba (Rosario): cesión de terrenos
11
5.4.15
Redes secundarias de gasoducto: presentación de proyectos
11
5.5
Proyectos del Senado
11
5.5.1
Auditorías externas a inspecciones de la API
11
(Queda reservado)
11
5.5.2
Convenio entre la DPV y la DNV (Programas de Reconversión Vial)
11
5.5.3
Convenio de pasantías con la Facultad Regional Santa Fe
11
5.5.4
Ley Nº 12.118 – Exenciones para damnificados por la catástrofe hídrica: 
sustitución del artículo 1º
12
5.5.5
Adhesión al Seguro Nacional de Maternidad e Infancia (acta acuerdo)
12
5.5.6
Traslado de Registro de Contratos Públicos de Teodelina
12
(Queda reservado)
12
5.5.7
Ley Nº 11.759 – Fondo de Asistencia y Fortalecimiento Comunal: 


modificación arts. 1º, 8º y 9º
12
(Preferencia para la próxima sesión)
12
5.5.8
Hogar de Ancianos de Los Quirquinchos: donación de inmueble
12
5.5.9
Registro Civil de la Provincia: agencias móviles
12
(Preferencia para la próxima sesión)
12
5.6
Notas de los particulares
13
5.7
Asuntos Entrados fuera de lista
13
5.7.1
Incorporación de la señora Stella Maris Aiup como diputada provincial
13
(Nota – Dict. Com. As. Const. y Leg. Gral. – Aprobado)
13
5.7.2
Justificación de inasistencia del señor diputado Federico Pezz
14
(Nota – Aprobada)
14
5.7.3
Diario El Ciudadano y la Región: estado de la causa judicial
15
(Proyecto de declaración – Queda reservado)
15
5.7.4
Impresión de ejemplares del libro Oral y Escrito
15
(Proyecto de resolución – Queda reservado)
15
5.7.5
Remisión de oficio del Juzgado en lo Penal Correccional
15
(Nota Oficial – Girada a comisión)
15
5.7.6
Universidad Austral: Aranceles y convenios con la Administración Pública
15
(Nota – Girada a comisión)
15
5.7.7
Fondo de Asistencia Tecnológica: aprobación de lo actuado por la Comisión 
Especial
15
(Proyecto de resolución – Queda reservada)
15
5.7.8
Diario Castellanos: embargo de las rotativas
15
(Proyecto de declaración – Preferencia para la próxima sesión)
15
5.7.9
Resarcimiento económico para inundados de los Dptos. La Capital y Las 

Colonias
16
(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)
16
5.7.10
Encuentro de Teatro Popular Latinoamericano: medidas de seguridad
16
(Proyecto de comunicación – Queda reservado)
16
5.7.11
Reconocimiento a Germán Díaz por su actuación en las Olimpíadas de 

Filosofía
17
(Proyecto de declaración – Queda reservado)
17
5.7.12
Guía telefónica en sistema Braille: distribución gratuita
17
(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)
17
5.7.13
Decreto Nº 3693/03 – Compra de vehículos para la Policía: ratificación
18
(Proyecto de ley – Preferencia para la próxima sesión)
18
5.7.14
Ley Nº 10.160-Orgánica del Poder Judicial: modificación artículo 4º, 7º y 60
18
(Proyecto de ley – Preferencia para la próxima sesión)
18
5.7.15
Diez Jóvenes Sobresalientes 2003 de la Provincia de Santa Fe
18
(Proyecto de declaración – Queda reservado)
18
5.7.16
Samco de Campo Hardy: designación de odontólogo
19
(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)
19
5.7.17
Dragado y Balizamiento del río Paraná: renegociación del contrato
19
(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)
19
6
Peticiones y manifestaciones de los señores diputados
19
6.1
Regulación de la actividad farmacéutica
19
(Proyecto de ley – Cambio de orden de giro a comisiones)
19
6.2
Donación de inmueble a la comuna de Villa Eloísa
19
(Proyecto de ley – Preferencia para la próxima sesión)
19
6.3
Instituto de Seguridad Pública (Isep): creación
19
(Proyecto de ley – Preferencia para la próxima sesión)
19
6.4
Ley Nº 10.160 – Orgánica del Poder Judicial: modificación del artículo 7º
20
(Proyecto de ley – Queda reservado)
20
6.5
Registro Civil de la Provincia: agencias móviles
20
(Proyecto de ley – Modificación giro a comisiones – Ver punto 5.5.9)
20
6.6
Banco de Santa Fe y Banco Santafesino de Inversión y Desarrollo: pedido 

de informes sobre el proceso de liquidación de los entes residuales
20
(Pedido de informes – Solicitud de respuesta)
20
7
TRATAMIENTOS SOBRE TABLAS
20
7.1
Reconocimiento a Campeona Nacional de la Olimpíada Matemática
20
7.1
Argentina
21
(Proyecto de declaración – Aprobado)
21
7.2
Jornada Forestal del Norte Santafesino Forestar con Nativas
21
(Proyecto de declaración – Aprobado)
21
7.3
Créditos especiales para pymes afectadas por tormentas
22
(Proyecto de comunicación – Aprobado)
22
7.4
Ley Nº 10.160 – Orgánica del Poder Judicial: modificación del artículo 7º
24
(Proyecto de ley – Aprobado)
24
7.5
Auditorías externas a inspecciones de la API
25
(Proyecto de ley – Aprobado)
25
7.6
Traslado de Registro de Contratos Públicos de Teodelina
25
(Proyecto de ley – Aprobado)
25
7.7
Diario El Ciudadano y la Región: estado de la causa judicial
26
(Proyecto de declaración – Aprobado)
26
7.8
Impresión de ejemplares del libro Oral y Escrito
26
(Proyecto de resolución – Aprobado)
26
7.9
Fondo de Asistencia Tecnológica: aprobación de lo actuado por la Comisión 
Especial
27
(Proyecto de resolución – Aprobado)
27
7.10
Encuentro de Teatro Popular Latinoamericano: medidas de seguridad
27
(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)
27
7.11
Reconocimiento a Germán Díaz por su actuación en las Olimpíadas de 

Filosofía
28
(Proyecto de declaración – Aprobado)
28
7.12
Diez Jóvenes Sobresalientes 2003 de la Provincia de Santa FE
29
(Proyecto de declaración – Aprobado)
29
8
Apartamiento del orden de la sesión
29
8.1
Métodos quirúrgicos de anticoncepción para mujeres y hombres
29
8.2
Programa de Detección Precoz de Tumores de Próstata
30
(Proyecto de ley – Preferencia para la próxima sesión)
30
8.3
Ley Nº 10.160 – Ley Orgánica del Poder Judicial: modificación de art. 7º y 

87
30
(Proyecto de ley – Preferencia para la próxima sesión)
30
8.4
Ley Nº 25.086 – Entrega de armas de fuego no registradas
30
(Proyecto de ley – Preferencia para la próxima sesión)
30
9
TRATAMIENTO SOBRE TABLAS
30
9.1
Métodos quirúrgicos de anticoncepción para mujeres y hombres
30
(Proyecto de ley – Aprobado)
30
10
TRATAMIENTO PREFERENCIAL DE PROYECTOS
39
10.1
Banco de Alimentos
39
(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)
39
10.2
Métodos quirúrgicos de anticoncepción para mujeres y hombres
40
(Proyecto de ley – Aprobado sobre tablas)
40
10.3
Área Metropolitana del Gran Rosario (Amgro)
40
(Proyecto de ley – Vuelve a comisión)
40
10.4
Adhesión a Ley Nacional Nº 25.422 (Régimen para la Recuperación de la 
Ganadería Ovina)
40
(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)
40
10.5
Condonación de cuotas de financiación de viviendas inundadas (San Carlos 
Centro)
40
(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)
40
10.6
Problemática de las inundaciones en sistema Leyes-Setúbal (pedido de 

informes)
41
(Proyecto de comunicación – Aprobado)
41
10.7
Aeropuerto de Sauce Viejo: obras de refacción
42
(Proyecto de comunicación – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)
42
10.8
Fondo del Conurbano – Ley Nº 24.443: aporte permanente a la Provincia
42
(Proyecto de comunicación – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)
42
10.9
Cuerpo de Bomberos Voluntarios de Franck: provisión de computadora
43
(Proyecto de comunicación – Aprobado)
43
10.10
Uniones Estables de Parejas
43
(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)
43
10.11
Fiesta Turística Provincial del Camionero y Fiesta Turística Local y 

Regional
44
(Proyecto de declaración – Aprobado)
44
10.12
Rezonificación de predio urbano en Villa Gobernador Gálvez
44
(Proyecto de comunicación – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)
44
10.13
Lago del Parque General Belgrano: partidas presupuestarias para su 
recuperación
45
(Proyecto de comunicación – Aprobado)
45
10.14
Observatorio de Residuos Peligrosos, Tóxicos y Nocivos para la Salud
45
(Proyecto de ley – Aprobado)
45
10.15
Enriquecimientos injustificados de personal policial
48
(Proyecto de ley – Aprobado)
48
10.16
Ley Nº 10.160 – Orgánica del Poder Judicial: modificación de los arts. 7º, 


84, 90 y 93
50
(Proyecto de ley – Aprobado)
50
10.17
Ley Nº 10.160 – Orgánica del Poder Judicial: modificación de los art. 7º, 


84, 90 y 93
51
(Proyecto de ley – Aprobado)
51
10.18
Ley Nº 10.160 – Orgánica del Poder Judicial: modificación art. 5º, 7º, 100, 

147 y 151
52
(Proyecto de ley – Aprobado)
52
10.19
Programa de Detección Precoz de Tumores de Próstata
53
(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)
53
10.20
Ley Nº 10.160 – Ley Orgánica del Poder Judicial: modificación de art. 7º y 

87
54
(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)
54
10.21
Ley Nº 25.086 – Entrega de armas de fuego no registradas
54
(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)
54
10.22
Sistemas y equipos informáticos de organismos estatales: uso de software 
libre
54
(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)
54
10.23
Donación de terrenos a comuna de Santa Isabel
54
(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)
54
10.24
Promoción de la Cunicultura – Ley Nacional Nº 23.634: adhesión provincial
55
(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)
55
10.25
Programa Provincial de Prevención de Accidentes
55
(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)
55
10.26
Dirección Provincial de Hidráulica: informe sobre las inundaciones
55
(Proyecto de comunicación – Aprobado)
55
10.27
Ley Nº 4889 – Caja de Previsión Social de los Profesionales de la 


Ingeniería: modificación
56
(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)
56
10.28
Sistema para el Registro de Personal
56
(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)
56
10.29
Ley Nº 11.460 – Prevención y tratamiento del Sida: modificación
56
(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)
56
10.30
Derecho de las embarazadas al acompañamiento en el parto
57
(Proyecto de ley – Aprobado)
57
10.31
Lago del Parque General Belgrano: partidas presupuestarias para su 
recuperación
60
(Proyecto de comunicación – Aprobado – Ver punto 10.13)
60
10.32
Informe sobre actuaciones promovidas por miembros de la comuna de 

Alvear
62
(Proyecto de comunicación – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)
62
10.33
Regulación de la actividad de las entidades de medicina prepaga
62
(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)
62
10.34
Derechos y deberes de pacientes en establecimientos de salud
62
(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)
62
10.35
Ley Nº 11.627-Normas electorales: modificación
63
(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)
63
10.36
Modificación Ley 11.586 (Pensión graciable a excombatientes)
63
(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)
63
10.37
Regulación de la actividad agraria
63
(Proyecto de ley – Aprobado)
63
10.38
Promoción, regulación y planificación del turismo
220
(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)
220
10.39
Ley Nº 11.739 – Expropiación de inmuebles: modificación del artículo 5º
220
(Proyecto de ley – Aprobado)
220
11
ORDEN DEL DÍA
227
12
inasistencias
227
13
INDICE DE oradores
229
14
INDICE DE PROYECTOS APROBADOS EN LA PRESENTE SESIÓN
230


(((((
ASISTENCIA
2 
Diputados Presentes
Bloque

Departamento

AIUP,  Stella Maris
PJ

Rosario

ÁLVAREZ, Jorge Mario
UCR

Caseros

ÁLVAREZ, Ricardo Alfredo
PJ

San Gerónimo

BARRERA, Edmundo Carlos
PJ

La Capital

BASALDELLA, Miguel Ángel
UCR

Rosario

BAUDIN, Juana Aurora
BS

General Obligado

BRODA, Susana María
PJ

San Martín

BULLRICH, Miguel Alberto
PDP

La Capital

CANE, Roberto Raúl
PJ

Constitución

CAVIGIURI, Dolly Luisa
PJ

La Capital

CECCHI, Alfredo Luis
BS

General López

D´AMBROSIO, Ángel Mario
BRA

Rosario

DALLA FONTANA, Ariel Raúl
PJ

La Capital

DECH, Ricardo Elías
PJ

Iriondo 

DEMARÍA, Juan Domingo
PJ

San Cristóbal

DI POLLINA, Eduardo Alfredo
BS

Rosario

DI SCIASCIO, Diego Raúl
UCR

Rosario

ESQUIVEL, Mario César
PJ

La Capital

FAVARIO, Carlos Alberto
PDP

Rosario

GIACOSA, Ricardo Andrés
UCR

Castellanos

GIARDINO, Pedro Luis
PJ

San Lorenzo

GIORGETTI, Jorge Raúl
PJ

Castellanos

GONZALEZ, Mónica Silvina
PJ

Rosario

GRBAVAC, Antonio Jorge
PJ

General López

GUIDO DE NIRICH, María Leonor
UCR

General López

GUTIÉRREZ, Marta Susana
PJ

Rosario

HAMMERLY, Alberto Nazareno
PJ

La Capital

IBALDI, Mario Raúl
UCR

San Gerónimo

MAINETTI, Osvaldo Marcelo
PJ

Rosario

MAZZIOTTA, Fernando Gabriel
PJ

Rosario

MEOTTO, Liliana Graciela
PJ

Rosario

MIGNO, María Silvia
UCR

San Javier

MOLINAS, Raúl Alfredo
UCR

La Capital

PAGANINI, Carlos Alberto
PJ

La Capital

POCHETTINO, Domingo José
PJ

La Capital

RESCHIA, Sandra Ceferina
PJ

Vera 

REUTEMANN, Roberto Federico
PJ

La Capital

RITTER, Oscar Raúl
BRA

Las Colonias

SAMARDICH, Rafael
BRA

Rosario

SCHACHNER, Élida BEATRIZ
PJ

Las Colonias

STRADA, Livio Antonio
PJ

La Capital

STRAUSS, Nanci Graciela
PJ

La Capital

TATE, Alicia Ester
BRA

La Capital

UGALDE, José Ariel
PJ

Caseros

VENESIA, Laura Mercedes
PJ

Rosario

VILLALBA, Josefa
UCR

Rosario

ZOGBI, Eduardo José
BRA

La Capital

Diputados Ausentes
Bloque

Departamento

GALARETTO, Eduardo Horacio
UCR

San Lorenzo

PEZZ, Federico Gustavo
UCR

General Obligado

SCHPEIR, Analía Lilian
UCR

Vera

3 APERTURA DE LA SESIÓN



En la ciudad de Santa Fe, a las 13:30 del veinte de noviembre de dos mil tres, los señores diputados presentes en la Sala de Sesiones, ante la falta de quórum, solicitan a la Presidencia que continúe llamando hasta lograr el número reglamentario.



A las 16:53 se reúne la Cámara de Diputados de la Provincia, en la 25ª Sesión Ordinaria de Prórroga del 121º Período Legislativo.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con la presencia de 47 diputados declaro abierta la sesión.


Por Secretaría se pasará lista de los diputados presentes.

–
Están ausentes los señores diputados Eduardo Galaretto, Federico Pezz y Analía Schpeir.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Invito a los señores diputados Mario Ibaldi y Osvaldo Mainetti a izar la Bandera Nacional en el mástil del recinto.

–
Puestos de pie los señores diputados, personal de la Cámara y público presente, los señores diputados Mario Ibaldi y Osvaldo Mainetti izan la Bandera Nacional.

–
Aplausos.

4 Versión Taquigráfica

(Sesión ordinaria de prórroga del 13/11/03 – Aprobada)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra a consideración del Cuerpo la Versión Taquigráfica correspondiente a la sesión del 13 de noviembre de 2003.


Si no se formulan observaciones, se dará por aprobada.

–
Resulta aprobada.

5 asuntos entrados Nº 28

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará cuenta de la nómina de los Asuntos Entrados Nº 28, con su destino correspondiente.

–
Por Secretaría Parlamentaria se da lectura:

5.1 Comunicaciones Oficiales

Asunto Nº 1 – El señor Subsecretario de Asuntos Legislativos eleva respuesta a las siguientes minutas de comunicación:

· Expte. Nº 11.461 – PJ: pedido de informes sobre erradicación de la plaga del pájaro Estornino pinto en Santa Fe. (Nº 7223/03)

· Expte. Nº 11.031 – BS: subsidio para la Asociación Cooperadora de la Escuela Nº 1213, de Sunchales. (Nº 7224/03)

· Expte. Nº 10.961 – BS: construcción de un salón para uso del comedor escolar de la Escuela Nº 825, de Rosario. (Nº 7225/03) 

· Expte. Nº 10.834 – UCR: subsidio a la Asociación Cooperadora de la Escuela Nº 6085, de Colonia Francesa, departamento San Javier. (Nº 7226/03)

· Expte. Nº 10.224 – BS: pedido de informes sobre el Hospital de Niños Dr. Orlando Alassia. (Nº 7227/03)

· Expte. Nº 11.579 – DB: reclamo ante el Poder Ejecutivo Nacional para la inclusión en el Presupuesto 2004 de la conexión vial Corrientes-Santa Fe. (Nº 7228/03)

· Expte. Nº 10.937 – PJ: reprogramación de los vencimientos de facturas de la Empresa Provincial de la Energía. (Nº 7229/03)

· Expte. Nº 10.949 – BS: reparación y acondicionamiento de la unidad móvil morguera, dependiente de la Dirección Provincial de Accidentología. (Nº 7230/03)

· Expte. Nº 10.474 – PJ: inclusión de la Escuela Nº 572, de Nelson, en las pruebas piloto de actividades curriculares y comedor los sábados. (Nº 7231/03)

· Expte. Nº 10.170 – UCR: pedido de informes sobre campaña de vacunación contra la Fiebre Hemorrágica Argentina. (Nº 7232/03)

· Expte. Nº 8815 – PJ: subsidio para la Asociación Cooperadora de la Escuela de Educación Técnica Nº 346, de Rosario. (Nº 7233/03)

· Expte. Nº 10.760 – PJ: declaración de interés provincial del Programa Reflejos de Tradición, que se emite por el canal local (Caviar) de Arrufó. (Nº 7235/03)

· Expte. Nº 11.061 – DB: solicitud a la Empresa Provincial de la Energía para que exima del pago de mayor consumo energético a los establecimientos que funcionan como centros de evacuados, registrados por el Comité de Emergencia. (Nº 7236/03)

· Expte. Nº 11.215 – UCR: pedido de informes sobre la obra Bajos Submeridionales-Canal Línea Paraná, tramo III, primera sección A y B; y tramo IV, primera y segunda sección, y el llamado a licitación pública. (Nº 7237/03)

· Expte. Nº 11.216 – UCR: pedido de informes sobre la obra Bajos Submeridionales-Línea Paraná del Programa para Desarrollo Agropecuario. (Nº 7238/03)

–
Anexado a sus antecedentes.

5.2 Dictámenes de comisión

5.2.1 Tasas judiciales para procesos concursales

Asunto Nº 2 – Dictámenes de las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley de los señores diputados Tate, D’Ambrosio, Ritter, Samardich y Zogbi, por el cual la Provincia adhiere a la invitación contenida en el artículo 13 de la Ley Nº 25.563, de establecer modificaciones en el Régimen Fiscal Provincial de las tasas judiciales para los procesos concursales. (Expte. Nº 9383 – BRA)

–
Girado al Orden del Día.

5.2.2 Banco Santafesino de Inversión y Desarrollo: venta de activos remanentes del Estado Provincial

Asunto Nº 3 – Dictámenes de las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley (Mensaje Nº 2652) por el cual se faculta al Poder Ejecutivo a vender los activos remanentes correspondientes al balance final de liquidación del Banco Santafesino de Inversión y Desarrollo SA que le fueron adjudicados al Estado Provincial, por su calidad de accionista Clase A de la sociedad liquidada. (Expte. Nº 11.470 – PE)

–
Girado al Orden del Día.

5.2.3 Código Fiscal – Registro de recategorización de vehículos: modificación del artículo 265

Asunto Nº 4 – Dictámenes de las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley venido en revisión, por el cual se modifica el artículo 265 del Código Fiscal, referido al registro de recategorización de vehículos (Expte. Nº 11.424 – Senado, y su acumulado, Expte Nº 9397 – BS, Nota Particular Nº 1057/02 y Nota Oficial Nº 6840/03)

–
Girado al Orden del Día.

5.2.4 Comisión Actos Celebratorios 150º Aniv. de la Constitución Nacional (prórroga)

Asunto Nº 5 – Dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley venido en segunda revisión, por el cual se sustituye el artículo 4º de la Ley Nº 12.096, referida a la creación de la Comisión Organizadora de los Actos Celebratorios del 150º Aniversario de la Sanción de la Constitución Nacional, que se cumplió el 1º de mayo de 2003. (Expte. Nº 10.889 – DB)

–
Girado al Orden del Día.

5.2.5 Bajos Submeridionales: creación de un parque nacional

Asunto Nº 6 – Dictámenes de las comisiones de Industria y Comercio y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de comunicación del señor diputado Zogbi, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo evalúe la factibilidad de crear un parque nacional en la región denominada Bajos Submeridionales, y en caso de establecer su viabilidad, efectuar la petición correspondiente al Poder Ejecutivo Nacional. (Expte. Nº 11.680 – BRA)

–
Girado al Orden del Día.

5.2.6 Cajero automático en La Pelada

Asunto Nº 7 – Dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de la señora diputada Schachner, por el cual se solicita al Nuevo Banco de Santa Fe SA la instalación de un cajero automático en La Pelada. (Expte. Nº 11.648 – PJ)

–
Girado al Orden del Día.

5.2.7 Día Mundial para la Prevención del Abuso Infantil

Asunto Nº 8 – Dictámenes de las comisiones de Derechos y Garantías y de Educación en el proyecto de comunicación de la señora diputada Cavigiuri, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación, se evalúe la posibilidad de incorporar la fecha 19 de noviembre como Día Mundial para la Prevención del Abuso Infantil en el Calendario Escolar Único del año 2003 y sucesivos,. (Expte. Nº 10.657 – PJ)

–
Girado al Orden del Día.

5.3 Proyectos del Poder Ejecutivo

5.3.1 Convenio Marco con el Instituto Nacional de la Propiedad Industrial

Asunto Nº 9 – Proyecto de ley por el cual se aprueba el Convenio Marco suscripto entre el Instituto Nacional de la Propiedad Industrial y la Provincia de Santa Fe, con relación a las acciones generales de cooperación mutua, difusión y agilización de la aplicación de los derechos en propiedad industrial (Mensaje Nº 2695, Expte. Nº 11.746 – PE)

–
Girado a las comisiones de Industria y Comercio, de Asuntos Constitucionales y Legislación General y de Presupuesto y Hacienda.

5.3.2 Departamento de Emergencias Coordinadas

Asunto Nº 10 – Proyecto de ley por el cual se dispone la adhesión de la Provincia a la Ley Nacional Nº 25.367, de Creación del Departamento de Emergencias Coordinadas en el ámbito del Ministerio del Interior. (Mensaje Nº 2696, Expte. Nº 11.747 – PE)

–
Girado a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

5.3.3 Convenio de Cooperación con la Municipalidad de Puerto General San Martín (refacción de Escuela Especial Nº 2074)

Asunto Nº 11 – Proyecto de ley por el que se aprueba el Convenio de Cooperación entre el Superior Gobierno de la Provincia y la Municipalidad de la ciudad de Puerto General San Martín, referente a la ampliación de la cocina comedor, aula y sanitarios de la Escuela Especial Nº 2074. (Mensaje Nº 2697, Expte. Nº 11.748 – PE)

–
Girado a las comisiones de Educación, de Asuntos Comunales, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

5.4 Proyectos de los señores diputados

Proyectos de ley:

5.4.1 Ley Nº 9816 – Caja de Previsión Social de los Agentes Civiles del Estado: modificación de artículos 11 y 45

Asunto Nº 12 – Proyecto de ley de la señora diputada Migno, por el cual se incorpora el inciso 6) al artículo 11 e incorpora el Capítulo VIII bis, modifica el artículo 45 bis de la Ley Nº 9816 (Caja de Previsión Social de los Agentes Civiles del Estado. (Expte. Nº 11.728 – UCR)

–
Girado a las comisiones de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

5.4.2 Ropa femenina de todos los talles en comercios provinciales

Asunto Nº 13 – Proyecto de ley de las señoras diputadas Migno y Guido de Nirich, por el cual se establece que a partir de los 240 días de promulgada la presente ley, los comercios situados en el territorio provincial que vendan ropa femenina deberán tener en existencia todos los talles correspondientes a las medidas antropométricas de la mujer, de las prendas y modelos que comercialicen y ofrezcan al público. (Expte. Nº 11.729 – UCR)

–
Girado a las comisiones de Industria y Comercio y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

5.4.3 Ley Nº 11.696 – Estado de Emergencia Económica Financiera en la Provincia: derogación del artículo 4º

Asunto Nº 14 – Proyecto de ley de los señores diputados Cecchi, Álvarez J., Baudín, Di Pollina y Tate, por el cual se deroga el artículo 4º de la Ley Nº 11.696, referida al estado de emergencia económica financiera en la provincia. (Expte. Nº 11.730 – DB)

–
Girado a las comisiones de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

5.4.4 Código Procesal Penal: modificación del artículo 313

Asunto Nº 15 – Proyecto de ley del señor diputado Molinas, por el cual se modifica el artículo 313, Capítulo III, del Código Procesal Penal de la Provincia, referido a obstáculos fundados en privilegio constitucional. (Expte. Nº 11.744 – UCR)

–
Girado a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

5.4.5 Código Procesal Penal: modificación del artículo 338

Asunto Nº 16 – Proyecto de ley del señor diputado Molinas por el cual se modifica el inciso 4) del artículo 338 del Código Procesal Penal de la Provincia. (Expte. Nº 11.745 – UCR)

–
Girado a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

5.4.6 Día del Emprendedor Santafesino

Asunto Nº 17 – Proyecto de ley de la señora diputada Venesia, por el cual se instituye el 24 de octubre como el Día del Emprendedor Santafesino. (Expte. Nº 11.760 – PJ)

–
Girado a las comisiones de Industria y Comercio, de Educación y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

Proyectos de declaración:

5.4.7 Reconocimiento a Campeona Nacional de la Olimpíada Matemática Argentina

(Queda reservado)

Asunto Nº 18 – Proyecto de declaración de la señora diputada Guido de Nirich, por el cual esta Cámara expresa su beneplácito y reconocimiento a la señorita Magalí Giaroli, alumna de 9º Año EGB, de la Eempi Nº 8092 de la ciudad de Carmen, departamento General López, merecedora del título de Campeona Nacional en el Certamen Nacional de la XX Olimpíada Matemática Argentina. (Expte. Nº 11.741 – UCR)

SRA. GUIDO DE NIRICH EÍ "UCRGUIDO DE NIRICH, María L." .– Pido la palabra.


Solicito que este asunto sea reservado en Secretaría, para su posterior tratamiento sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Muy bien. Así se hará, señora diputada.


Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–
Por Secretaría Parlamentaria se da lectura.

5.4.8 Fiesta del Vecino en Rosario

Asunto Nº 19 – Proyecto de declaración –de la señora diputada Venesia– de interés legislativo de la XVIII Fiesta del Vecino, que se realizará el 14 de diciembre de 2003, en las calles del barrio Empalme Graneros, de la ciudad de Rosario. (Expte. Nº 11.762 – PJ)

–
Girado a la Comisión de Promoción Comunitaria.

5.4.9 Jornada Forestal del Norte Santafesino Forestar con Nativas

(Queda reservado)

Asunto Nº 20 – Proyecto de declaración –del señor diputado Pezz– de interés legislativo de la Jornada Forestal del Norte Santafesino Forestar con Nativas, que se desarrollará el 21 de noviembre de 2003, en la localidad de Villa Ana, departamento General Obligado. (Expte. Nº 11.764 – UCR)

SRA. GUIDO DE NIRICH EÍ "UCRGUIDO DE NIRICH, María L." .– Pido la palabra.


Solicito que este asunto sea reservado en Secretaría, para su posterior tratamiento sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Muy bien. Así se hará, señora diputada.


Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–
Por Secretaría Parlamentaria se da lectura.

Proyectos de comunicación:

5.4.10 Caja de Jubilaciones y Pensiones: Resolución Nº 054/03 (suspensión del trámite jubilatorio)

Asunto Nº 21 – Proyecto de comunicación de la señora diputada Guido de Nirich, por el cual se solicita, por intermedio de la Caja de Jubilaciones y Pensiones, se considere rever el Anexo I, inciso 2), de la Resolución Nº 054/03 que establece la suspensión del inicio del trámite jubilatorio hasta tanto el organismo empleador no cumplimente la información requerida. (Expte. Nº 11.742 – UCR)

–
Girado a las comisiones de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

5.4.11 Cambios de domicilio efectuados en Alvear (pedido de informes)

Asunto Nº 22 – Proyecto de comunicación del señor diputado Di Sciascio, por el cual se solicita se proceda a informar con respecto a los cambios de domicilio registrados en los últimos cuatro años en la localidad de Alvear, departamento Rosario. (Expte. Nº 11.757 – UCR)

–
Girado a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

5.4.12 Corrección del mapa político de la provincia

(Preferencia para la próxima sesión)

Asunto Nº 23 – Proyecto de comunicación del señor diputado Di Sciascio, por el cual se solicita se proceda a corregir el mapa político de la provincia, de manera que queden expuestos correctamente los límites del departamento Rosario en el extremo sudoeste, en el límite con el departamento San Lorenzo. (Expte. Nº 11.758 – UCR)

–
Girado a la Comisión Bicameral de Límites.

SR. DI SCIASCIO EÍ "UCRDI SCIASCIO, Diego" .– Pido la palabra.


Solicito que este proyecto sea tratado con carácter preferencial, en la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el pedido de tratamiento preferencial para la próxima sesión.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–
Por Secretaría Parlamentaria se da lectura.

5.4.13 Créditos especiales para pymes afectadas por tormentas

(Queda reservado)

Asunto Nº 24 – Proyecto de comunicación del señor diputado Di Sciascio, por el cual se solicita se proceda a gestionar ante el Banco de la Nación Argentina y el Nuevo Banco de Santa Fe S.A. la instrumentación de líneas crediticias especiales para las pequeñas y medianas empresas que sufrieron los daños ocasionados por los vientos huracanados del 11 de noviembre de 2003, que están ubicadas en los departamentos declarados en emergencia mediante el Decreto Nº 3811/03. (Expte. Nº 11.759 – UCR)

SR. DI SCIASCIO EÍ "UCRDI SCIASCIO, Diego" .– Pido la palabra.


Solicito que este asunto sea reservado, para su posterior tratamiento sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Muy bien. Así se hará, señor diputado.


Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–
Por Secretaría Parlamentaria se da lectura.

5.4.14 Club Atlético Central Córdoba (Rosario): cesión de terrenos

Asunto Nº 25 – Proyecto de comunicación de la señora diputada Venesia, por el cual se solicita se gestione ante la Municipalidad de Rosario la cesión, por el término de 10 años y a título gratuito, de los terrenos que actualmente ocupan las instalaciones del Fútbol Infantil del Club Atlético Central Córdoba, linderos al Estadio Gabino Sosa. (Expte. Nº 11.761 – PJ)

–
Girado a las comisiones de Asuntos Comunales y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

5.4.15 Redes secundarias de gasoducto: presentación de proyectos

Asunto Nº 26 – Proyecto de comunicación del señor diputado Pezz, por el cual se solicita se presenten al organismo nacional los estudios y proyectos tendientes a la realización de las obras de redes secundarias de gasoducto en el territorio provincial. (Expte. Nº 11.763 – UCR)

–
Girado a las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda.

5.5 Proyectos del Senado

5.5.1 Auditorías externas a inspecciones de la API

(Queda reservado)

Asunto Nº 27 – Proyecto de ley venido en segunda revisión, por el cual todas las verificaciones e inspecciones impositivas practicadas por la Administración Provincial de Impuestos (API) estarán sujetas a auditorías externas de carácter selectivo, por el sistema de muestreo. (Expte. Nº 10.178 – UCR)

SR. ÁLVAREZ, Jorge EÍ "UCRÁLVAREZ, Jorge" .– Pido la palabra.


Solicito la reserva de este asunto en Secretaría, para su posterior tratamiento sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Muy bien. Así se hará, señor diputado.


Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–
Por Secretaría Parlamentaria se da lectura.

5.5.2 Convenio entre la DPV y la DNV (Programas de Reconversión Vial)

Asunto Nº 28 – Proyecto de ley venido en revisión (Mensaje Nº 2629) por el cual se ratifica el convenio marco de colaboración y coordinación vial entre la Dirección Provincial de Vialidad y la Dirección Nacional de Vialidad, con relación a los programas de reconversión vial (Expte. Nº 11.749 – PER)

–
Girado a las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

5.5.3 Convenio de pasantías con la Facultad Regional Santa Fe

Asunto Nº 29 – Proyecto de ley venido en revisión (Mensaje Nº 2630) por el cual se ratifica el convenio marco de pasantías entre el Ministerio de Salud y Medio Ambiente de la Provincia y la Facultad Regional Santa Fe de la Universidad Tecnológica Nacional. (Expte. Nº 11.750 – PER)

–
Girado a las comisiones de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

5.5.4 Ley Nº 12.118 – Exenciones para damnificados por la catástrofe hídrica: sustitución del artículo 1º

Asunto Nº 30 – Proyecto de ley venido en revisión (Mensaje Nº 2654) por el cual se sustituye el artículo 1º de la Ley Nº 12.118, referida a exenciones para los damnificados por la catástrofe hídrica. (Expte. Nº 11.751 – PER)

· Girado a las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

5.5.5 Adhesión al Seguro Nacional de Maternidad e Infancia (acta acuerdo)

Asunto Nº 31 – Proyecto de ley venido en revisión (Mensaje Nº 2659) por el cual se ratifica el acta acuerdo celebrada entre los Ministerios de Salud y Medio Ambiente de la Provincia y de Salud de la Nación, relativa a la adhesión al Seguro Nacional de Maternidad e Infancia. (Expte. Nº 11.752 – PER)

–
Girado a las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

5.5.6 Traslado de Registro de Contratos Públicos de Teodelina

(Queda reservado)

Asunto Nº 32 – Proyecto de ley venido en revisión (Mensaje Nº 2636) por el cual se traslada el asiento del Registro de Contratos Públicos Nº 321 desde la comuna de Teodelina a la ciudad de Villa Cañás, ambas del departamento General López. (Expte. Nº 11.753 – PER)

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Pido la palabra.


Tal como fue acordado en la Comisión de Labor Parlamentaria, solicito que este asunto sea reservado para su posterior tratamiento sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Muy bien. Así se hará, señor diputado.


Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–
Por Secretaría Parlamentaria se da lectura.

5.5.7 Ley Nº 11.759 – Fondo de Asistencia y Fortalecimiento Comunal: modificación arts. 1º, 8º y 9º

(Preferencia para la próxima sesión)

Asunto Nº 33 – Proyecto de ley venido en revisión, por el cual se modifica el artículo 1º y se derogan los artículos 8º y 9º de la Ley Nº 11.759, de Fondo de Asistencia y Fortalecimiento Comunal – Aporte no Reintegrable. (Expte. Nº 11.754 – Senado)

–
Girado a las comisiones de Asuntos Comunales, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Pido la palabra.


Solicito el tratamiento preferencial de este proyecto, para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Ariel Ugalde.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–
Por Secretaría Parlamentaria se da lectura:

5.5.8 Hogar de Ancianos de Los Quirquinchos: donación de inmueble

Asunto Nº 34 – Proyecto de ley venido en revisión, por el cual se autoriza a la comuna de Los Quirquinchos, departamento Caseros, a donar un inmueble al Hogar de Ancianos de dicha localidad. (Expte. Nº 11.755 – Senado)

–
Girado a las comisiones de Asuntos Comunales y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

5.5.9 Registro Civil de la Provincia: agencias móviles

(Preferencia para la próxima sesión)

Asunto Nº 35 – Proyecto de ley venido en revisión, por el cual se amplían las funciones de las oficinas del Registro Civil de la Provincia para actuar como agencias móviles. (Expte. Nº 11.756 – Senado)

–
Girado a las comisiones de Asuntos Constitucionales y Legislación General y de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión.

–
Modificación del giro a comisión. Ver punto 6.5.

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Pido la palabra.


Solicito el tratamiento preferencial de este proyecto, para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Ariel Ugalde.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–
Por Secretaría Parlamentaria se da lectura:

5.6 Notas de los particulares

Asunto Nº 36 – El Colegio de Abogados de Rosario, Delegación Cañada de Gómez, del Distrito Judicial Nº 6, solicita la aprobación de la Ley Orgánica del Poder Judicial (desdoblamiento de los Juzgados Penal de Instrucción y Correccional. (Nº 1223/03)

–
Anexado a sus antecedentes.

Asunto Nº 37 – La Asociación Defensa de los Derechos del Animal (Addera) remite nota relacionada con el Expediente Nº 11.677 – PJ, por el cual se solicita se dé respuesta a un cuestionario de la entidad. (Nº 1224/03)

–
Anexado a sus antecedentes.

Asunto Nº 38 – El Colegio de Profesionales de la Ingeniería Civil de Santa Fe remite nota en la que sugiere el texto para modificar el articulado del proyecto de Ley Nº 11.619 – UCR, en objeción al ejercicio de la profesión por parte de profesionales no matriculados. (Nº 1225/03)

–
Anexado a sus antecedentes.

5.7 Asuntos Entrados fuera de lista

5.7.1 Incorporación de la señora Stella Maris Aiup como diputada provincial

(Nota – Dict. Com. As. Const. y Leg. Gral. – Aprobado)

SR. SECRETARIO (Lago).– Obra en Secretaría la nota presentada por la señora Stella Maris Aiup, en la que solicita su incorporación a esta Cámara a partir de la fecha.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada. 

–
Asentimiento.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

Rosario, 18 de noviembre de 2003

Sr. Presidente de la

Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe,

Sr. Alberto Hammerly

De mi consideración.



Por la presente, solicito mi incorporación al Honorable Cuerpo que usted preside. Como es de su conocimiento, el señor Carlos Bermúdez ha renunciado a su banca para cumplir otras funciones igualmente importantes para el Estado Provincial, que ya le han sido asignadas.



La necesidad de cubrir este espacio hasta completar el mandato es el fundamento de mi petición, ya que ello se puede corroborar, la objetividad de la petición, a través de la documentación que se adjunta.



Aprovecho la oportunidad para saludarle a usted, y por su intermedio, a su Honorable Cuerpo, con atenta y distinguida consideración.

Stella Maris Aiup


SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJESQUIVEL, Mario" .– Pido la palabra.


Señor presidente: solicito pasar a un cuarto intermedio, a fin de que la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General produzca el dictamen del caso.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción de cuarto intermedio formulada por el señor diputado Mario Esquivel.

–
Resulta afirmativa.

–
En consecuencia, a las 17:03 el Cuerpo pasa a cuarto intermedio hasta las 17:15.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con quórum legal, se reanuda la sesión.


Por Secretaría se dará lectura al dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, de acuerdo con el artículo 50 de nuestro Reglamento.


–
Se lee:

Señores diputados:



Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha estudiado la presentación efectuada por la señora Stella Maris Aiup, candidata oficializada a diputada provincial por los sublemas Frente de la Unidad, Una Provincia que crece y Tomemos conciencia, todos tributarios al lema Justicialista, y aspirante a cubrir el cargo de diputada provincial vacante por la renuncia del señor diputado Carlos Bermúdez. Analizada la misma, no existiendo impugnación hábil y encontrando que la señora Stella Maris Aiup reúne las calidades exigidas por el artículo 33 de la Constitución Provincial, sin que obren en Secretaría impugnaciones, y no contando existencia de alguna de las incompatibilidades a que refiere el artículo 52 de la Constitución, esta Comisión os aconseja le prestéis aprobación al diploma de la citada diputada.

Sala de Comisión, 20 de noviembre de 2003.

Esquivel – Di Pollina – Migno – Meotto – Barrera – Strada – Favario – Basaldella – Reutemann – Dalla Fontana – D’Ambrosio

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la incorporación de la señora Stella Maris Aiup, según lo aconseja el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Invito a la señora Stella Maris Aiup a acercarse al estrado, a prestar el juramento de ley.

–
La señora Stella Maris Aiup se acerca al estrado.

–
Puestos de pie los señores diputados, personal de la Cámara y público presente, la señora diputada Stella Maris Aiup presta el juramento de ley.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Señora diputada Stella Maris Aiup, ¿juráis por Dios, la Patria y su honor desempeñar fielmente el cargo de diputada provincial de esta Cámara y obrar en un todo de conformidad con lo que prescriben la Constitución Nacional y Provincial?

SRA. AIUP EÍ "PJAIUP, Stella Maris" .– Sí, juro.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si así no lo hiciereis, Dios y la Patria os lo demanden.

–
Aplausos

–
Las autoridades del Cuerpo y diputados presentes saludan y felicitan a la señora diputada Stella Maris Aiup,

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Invito a la señora diputada Stella Maris Aiup a ocupar la banca que correspondía al ex diputado Carlos Bermúdez.

–
Así se hace.

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Pido la palabra.


Señor presidente: a los fines de hacer más dinámica esta incorporación, propongo que la diputada que acaba de asumir ocupe los lugares que ha dejado vacante en las distintas comisiones el ex diputado Carlos Bermúdez.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración del Cuerpo, la moción formulada por el señor diputado Ugalde, en el sentido de que la señora diputada Stella Maris Aiup integre las mismas comisiones que ocupaba el diputado Carlos Bermúdez.

–
Resulta afirmativa.

5.7.2 Justificación de inasistencia del señor diputado Federico Pezz

(Nota – Aprobada)

SR. SECRETARIO (Lago).– Obra en Secretaría una nota del señor diputado Federico Pezz, en la que solicita que por razones particulares se le justifique la inasistencia a la presente sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración del Cuerpo, el pedido solicitado por nota del señor diputado Federico Pezz.

· Resulta aprobado.

5.7.3 Diario El Ciudadano y la Región: estado de la causa judicial

(Proyecto de declaración – Queda reservado)

SR. SECRETARIO (Lago).– Obra en Secretaría, para su ingreso y posterior tratamiento sobre tablas, el proyecto de declaración en el que esta Cámara expresa su preocupación por el estado de la causa judicial que afecta al diario El Ciudadano y la Región, de la ciudad de Rosario.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada. (Expte. Nº 11.768 – DB)

· Asentimiento.

5.7.4 Impresión de ejemplares del libro Oral y Escrito

(Proyecto de resolución – Queda reservado)

SR. SECRETARIO (Lago).– Asimismo, obra en Secretaría, para su ingreso y posterior tratamiento sobre tablas, el proyecto de resolución por el que se modifica el artículo 1º de la resolución de esta Cámara del 13 de noviembre de 2003, sobre la impresión del libro Oral y Escrito, de la profesora Raquel Diez Rodríguez de Albornoz.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada y quedará reservado. (Expte. Nº 11.766 – PJ)

· Asentimiento.

5.7.5 Remisión de oficio del Juzgado en lo Penal Correccional

(Nota Oficial – Girada a comisión)

SR. SECRETARIO (Lago).– Se encuentra en Secretaría, para su ingreso, la nota oficial por la cual el Juzgado en lo Penal Correccional de la Primera Nominación remite oficio (Expte. Nº 7239/03 – Nota Oficial)

–
Girada a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General

5.7.6 Universidad Austral: Aranceles y convenios con la Administración Pública

(Nota – Girada a comisión)

SR. SECRETARIO (Lago).– Obra en Secretaría la solicitud dirigida a esta Cámara por la Facultad de Ciencias Empresariales –Sede Rosario– de la Universidad Austral, referida al estudio de la suspensión de aranceles y eventuales convenios con la Administración Pública Provincial.

· Girada a la Comisión de Educación.

5.7.7 Fondo de Asistencia Tecnológica: aprobación de lo actuado por la Comisión Especial

(Proyecto de resolución – Queda reservada)

SR. STRADA EÍ "PJSTRADA, Livio" .– Pido la palabra


Solicito se dé ingreso –y que se reserve en Secretaría, para su posterior tratamiento sobre tablas– al proyecto de resolución por el cual la Cámara aprueba todo lo actuado por la Comisión Especial que tuvo a cargo todo lo vinculado con el Fondo de Asistencia Tecnológica.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo, así se hará. (Expte. Nº 11.767 – DB)

· Asentimiento.

5.7.8 Diario Castellanos: embargo de las rotativas

(Proyecto de declaración – Preferencia para la próxima sesión)

SR. DI SCIASCIO EÍ "UCRDI SCIASCIO, Diego" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada al proyecto de declaración por el que la Cámara de Diputados de la Provincia expresa su preocupación ante la medida judicial ordenada por el Juzgado de 1ª Instancia en lo Civil y Comercial de la 3ª Nominación de la ciudad de Rafaela.


Dicha medida dispone el embargo de las rotativas del diario Castellanos de la misma ciudad, lo que violentaría y cercenaría la libertad de expresión, derecho firmemente protegido por nuestra Constitución Nacional y recogida por la jurisprudencia, en diversos fallos que han favorecido a los diarios Clarín, Río Negro y Crónica.

En función de ello es esta preocupación de mi parte. Me acompañan en la firma del proyecto las diputadas María Silvia Migno, María Leonor Guido de Nirich y Alicia Tate.


Asimismo, solicito que este proyecto sea tratado con carácter preferencial, en la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada con giro a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General. (Expte. Nº 11.769 – DB)

–
Asentimiento.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el pedido de tratamiento preferencial formulado por el señor diputado Diego Di Sciascio, para la próxima sesión.

–
Resulta afirmativa.

5.7.9 Resarcimiento económico para inundados de los Dptos. La Capital y Las Colonias

(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)

SRA. TATE EÍ "BRATATE, Alicia" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada al proyecto de comunicación por el que se requiere al Poder Ejecutivo que se abone simultáneamente el adicional de 2.000 pesos a todos los afectados por la inundación de los departamentos La Capital y Las Colonias. Como hay proyectos similares, solicito que este sea glosado a los anteriores.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo se le dará entrada, con giro a la Comisión de Promoción Comunitaria. (Expte. Nº 11.772 – BRA)

–
Asentimiento.

5.7.10 Encuentro de Teatro Popular Latinoamericano: medidas de seguridad

(Proyecto de comunicación – Queda reservado)

SRA. TATE EÍ "BRATATE, Alicia" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada al proyecto de comunicación por el que se peticiona al Poder Ejecutivo que disponga las medidas necesarias para garantizar la continuidad en la prestación de los servicios y la seguridad de los participantes y asistentes al Encuentro de Teatro Popular Latinoamericano, que se va a realizar en la localidad de Rincón, del 18 al 22 de noviembre, cuyos actos centrales tendrán lugar el 21 de noviembre, motivo por el cual ya había solicitado su tratamiento sobre tablas. Me gustaría hacer un breve racconto, señor presidente.


En los primeros meses del año 2002, un grupo de entidades se constituyó en la Coordinadora de la Costa, con objetivos muy puntuales: mantener las condiciones naturales de la zona, promover la utilización racional del suelo, mantener las defensas costeras, construir nuevos terraplenes de defensa y mantener los existentes, con criterios que permitieran mantener el hábitat natural, y también, desde el punto de vista operativo, habilitar la posibilidad de suscribir convenios con organismos gubernamentales y no gubernamentales, para concretar estos objetivos propuestos.


Por ello, la Coordinadora de la Costa, en nombre y representación de las entidades que la integran, realizó una presentación ante la Justicia en el marco de la Ley Nº 10.000, por la cual se reclamaba la realización inmediata de las obras de mantenimiento en las defensas, el llamado a licitación para la construcción de nuevas defensas, la creación de un plan de evacuación de las viviendas existentes y la erradicación de las que estaban construidas en lugares que podían ser inundables.


La vecinal Región Centro es parte de la Coordinadora de la Costa y junto con otras entidades estaba organizando un festival latinoamericano de teatro. Habían logrado que la localidad de Rincón fuera subsede del Encuentro de Teatro Popular Latinoamericano, cuyo espectáculo central se había previsto en la plaza de Rincón, para el día 21, o sea, mañana.


Como es un acontecimiento muy importante para la localidad y para toda la zona –es muy difícil que para un evento internacional de estas características se pueda conseguir que una localidad pequeña como Rincón sea subsede– la Comisión Vecinal se contactó con el presidente comunal, Mario Fasino. Le pidió autorización para ocupar la plaza y el intendente se comprometió a la promulgación de una ordenanza, a fin de declarar el encuentro de interés comunal, declaración a la que se agregarían las de interés provincial y municipal, con las que ya cuenta este evento.


Pero posteriormente, un vespertino local publicó la presentación realizada ante la Justicia por la Coordinadora de la Costa, entidad que también integra aquella vecinal. A raíz de esto, el Intendente Fasino, por intermedio de una nota, les comunica que no van a hacer ninguna de las contribuciones que habían prometido; no van a aportar el escenario ni los baños químicos, es decir, no van a cumplir con unas cuantas promesas que se habían hecho previamente.


Al hablar telefónicamente con la gente que integra la vecinal, les dijo que no les van a dar nada de lo que habían prometido, porque ellos habían participado en las expresiones publicadas en el diario El Litoral, en las cuales “se falta a la verdad y se persiguen fines políticos”. En realidad, los fines que se persiguen son los objetivos que yo enuncié al principio.


El permiso comunal para realizar el evento se otorgó, pero no se conceden ninguno de los otros beneficios que habían prometido. Como esa llamada telefónica fue acompañada de veladas amenazas, los organizadores del evento tienen justificados temores de que algún grupo de inadaptados realice provocaciones en este acto, que –como decía al principio– es importante. Además, estas amenazas hacen temer por la seguridad de los participantes, muchos de ellos extranjeros, y de los que acuden a este tipo de eventos que son, por lo general, familias con chicos pequeños.


Entonces, me parece que es oportuno hacer este planteo en este momento, teniendo en cuenta que el acto central se va a realizar mañana 21. Por eso yo había solicitado el tratamiento sobre tablas de este proyecto, porque si no se trata hoy, no tendría ningún sentido tratarlo la semana que viene, sobre la leche derramada. Me parece que sería bueno que pudiéramos tratarlo y aprobarlo.


De cualquier manera, señor presidente, solicito de su gestión ante el Ministro de Gobierno para que pueda garantizar la tranquilidad en este evento que se va a realizar mañana. Gracias, presidente.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada y será reservado. (Expte. Nº 11.770 – BRA)

5.7.11 Reconocimiento a Germán Díaz por su actuación en las Olimpíadas de Filosofía

(Proyecto de declaración – Queda reservado)

SRA. CAVIGIURI EÍ "PJCAVIGIURI, Dolly" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada –y que se reserve para su posterior tratamiento sobre tablas– al proyecto de declaración de interés de esta Cámara de la destacada actuación que le cupo al alumno Germán Díaz, del Instituto Arquidiocesano Nº 3084 de la ciudad de Santa Fe, en la instancia nacional de las VII Olimpíadas de Filosofía realizadas durante los días 6, 7 y 8 del mes en curso, en Mar del Plata, auspiciadas por la Unesco y el Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología de la Nación.


En este certamen, Germán Díaz obtuvo el primer lugar en el trabajo sobre La Conceptualización del Estado-Nación en el Siglo XXI, tema desarrollado desde el punto de vista ético, lo que lo habilita a competir en la instancia internacional en el año 2004, en Seúl, Corea.


Quiero dejar constancia, señor presidente, de que participaron 4.600 alumnos del nivel polimodal –de los que sólo 120 llegaron a la instancia nacional– y de que el trabajo sobre la Conceptualización del Estado-Nación en el siglo XXI, desarrollado desde el punto de vista ético, puso a prueba el pensamiento crítico en temas que normalmente no resultan atractivos para los adolescentes. Su participación fue todo un desafío y demostró su relevante capacidad reflexiva, respondiendo a preguntas sobre la libertad y la soberanía con valiosos fundamentos científico-filosóficos.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada y será reservado. (Expte. Nº 11.771 – PJ)

–
Asentimiento.

5.7.12 Guía telefónica en sistema Braille: distribución gratuita

(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)

SRA. CAVIGIURI EÍ "PJCAVIGIURI, Dolly" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada al proyecto de comunicación en el que se requiere al Poder Ejecutivo interceda ante la Secretaría de Medios de Comunicación, dependiente de la Presidencia de la Nación, para que incluya dentro de los alcances de la Resolución Nº 10.059/99, Anexo 3, Reglamento General de Clientes del Servicio Básico Telefónico, la distribución gratuita de una guía telefónica escrita en sistema Braille, con los números de emergencia, servicios públicos, servicios a la comunidad y organismos oficiales de las principales ciudades del país, destinada a abonados y usuarios ciegos o con disminución visual severa.


Quiero destacar, señor presidente, que la historia nos muestra el penoso caminar de los invidentes, que mucho tiempo estuvieron subsistiendo gracias a la mendicidad y recluidos en el analfabetismo puro.


Además, la guía de referencia contribuirá a normalizar la utilización de ciertos medios de comunicación. La accesibilidad a las instituciones públicas será un avance más para el colectivo de ciegos y disminuidos visuales, los que podrán desarrollarse con mayor independencia y seguridad en una sociedad que debe ser inclusiva, plena de derechos e igualdades. Ellos también son abonados y usuarios de un servicio público no gratuito y, por ende, sujetos a idénticos tratamientos que los que reciben los otros usufructuarios.


Por último, los modernos servicios de integración y normalización coadyuvan a su incorporación socioeducativa y laboral, por lo que, de esta manera, contarán con los mismos derechos, oportunidades y obligaciones que las demás personas. Gracias, señor presidente.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo se le dará entrada, con giro a las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Asuntos Constitucionales y Legislación General. (Expte. Nº 11.773 – PJ)

–
Asentimiento.

5.7.13 Decreto Nº 3693/03 – Compra de vehículos para la Policía: ratificación

(Proyecto de ley – Preferencia para la próxima sesión)

SR. SECRETARIO (Lago).– Se encuentra en Secretaría, para su ingreso, el Mensaje Nº 2699, sobre la ratificación del Decreto Nº 3693/03, por el que se dispone la adquisición de vehículos destinados a la Policía de la Provincia.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo se le dará entrada, con giro a las comisiones de Asuntos Constitucionales y Legislación General y de Presupuesto y Hacienda. (Expte. Nº 11.776 – PER)

–
Asentimiento.

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Pido la palabra.


Solicito el tratamiento preferencial de este proyecto, para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Ariel Ugalde.

–
Resulta afirmativa.

5.7.14 Ley Nº 10.160-Orgánica del Poder Judicial: modificación artículo 4º, 7º y 60

(Proyecto de ley – Preferencia para la próxima sesión)

SR. SECRETARIO (Lago).– Se encuentra en Secretaría, para su ingreso, el Mensaje Nº 2655, proyecto de ley por el que se modifican varios artículos de la Ley Nº 10.160-Orgánica del Poder Judicial.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo se le dará entrada, con giro a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General. (Expte. Nº 11.778 – PER)

–
Asentimiento.

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Pido la palabra.


Solicito el tratamiento preferencial de este proyecto, para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Ariel Ugalde.

–
Resulta afirmativa.

5.7.15 Diez Jóvenes Sobresalientes 2003 de la Provincia de Santa Fe

(Proyecto de declaración – Queda reservado)

SRA. GONZÁLEZ EÍ "PJGONZÁLEZ, Mónica" .– Pido la palabra.


Solicito se dé ingreso –y que sea reservado, para su posterior tratamiento sobre tablas– al proyecto de declaración de interés legislativo del evento denominado Diez Jóvenes Sobresalientes 2003 de la Provincia de Santa Fe, que tendrá lugar en Rosario, el próximo miércoles 3 de diciembre, organizado por la Cámara Juniors de Rosario. Este evento ya cuenta con la declaración de interés provincial, por Decreto Nº 113 de este año.


Me acompaña con su firma en esta iniciativa el señor diputado Jorge Álvarez.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada y será reservado. (Expte. Nº 11.777 – DB)

–
Asentimiento.

5.7.16 Samco de Campo Hardy: designación de odontólogo

(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)

SRA. BAUDÍN EÍ "FPSBAUDÍN, Juana" .– Pido la palabra.


Solicito se dé ingreso al proyecto de comunicación por el que se requiere al Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Salud y Medio Ambiente, proceda a la designación de un odontólogo en el Samco de Campo Hardy, departamento General Obligado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo se le dará entrada, con giro a las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Presupuesto y Hacienda (Expte. Nº 11.774 – BS)

–
Asentimiento.

5.7.17 Dragado y Balizamiento del río Paraná: renegociación del contrato

(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)

SR. GIORGETTI EÍ "PJGIORGETTI, Jorge" .– Pido la palabra.


Solicito se dé ingreso al proyecto de comunicación relacionado con la próxima renegociación del contrato de dragado y balizamiento del río Paraná, desde el Río de la Plata hasta Puerto San Martín, para que no se modifiquen en él las características tarifarias, secciones de dragado y demás condiciones.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Muy bien. Con el asentimiento del Cuerpo se le dará entrada, con giro a las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Asuntos Constitucionales y Legislación General. (Expte. Nº 11.775 – PJ)

–
Asentimiento.

6 Peticiones y manifestaciones de los señores diputados

6.1 Regulación de la actividad farmacéutica

(Proyecto de ley – Cambio de orden de giro a comisiones)

SR. POCHETTINO EÍ "PJPOCHETTINO, Domingo" .– Pido la palabra.


Solicito el cambio en el orden de giro a comisiones del proyecto de ley (Expte. Nº 11.697 – PJ) que regula la actividad farmacéutica en la provincia de Santa Fe.


Este proyecto fue girado en este orden a las siguientes comisiones: Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, Salud Pública y Asistencia Social y Asuntos Constitucionales y Legislación General.


Pido que se invierta el orden de las dos primeras comisiones a las que fue enviado el proyecto: que vaya primero a la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, luego a la de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión y, por último, a la de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no hay oposición, así se hará, señor diputado.

6.2 Donación de inmueble a la comuna de Villa Eloísa

(Proyecto de ley – Preferencia para la próxima sesión)

SR. DECH EÍ "PJDECH, Ricardo" .– Pido la palabra.


Solicito el tratamiento preferencial del proyecto de ley (Expte. Nº 10.169 – PJ) referido a la donación de un inmueble a la comuna de Villa Eloísa, para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Ricardo Dech.

–
Resulta afirmativa.

6.3 Instituto de Seguridad Pública (Isep): creación

(Proyecto de ley – Preferencia para la próxima sesión)

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Pido la palabra.


Solicito el tratamiento preferencial, para la próxima sesión, del proyecto de ley (Expte. Nº 11.652 – SEN) referido a la creación del Instituto de Seguridad Pública (Isep), según lo acordado en la Comisión de Labor Parlamentaria.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Ariel Ugalde.

–
Resulta afirmativa.

6.4 Ley Nº 10.160 – Orgánica del Poder Judicial: modificación del artículo 7º

(Proyecto de ley – Queda reservado)

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Pido la palabra.


Solicito se reserve en Secretaría, para su posterior tratamiento sobre tablas, el proyecto de ley (Expte. Nº 11.123 – SEN) relacionado con la modificación del artículo 7º de la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley Nº 10.160), según lo convenido en la Comisión de Labor Parlamentaria.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Así se hará, señor diputado.

6.5 Registro Civil de la Provincia: agencias móviles

(Proyecto de ley – Modificación giro a comisiones – Ver punto 5.5.9)

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Pido la palabra.


Con las debidas disculpas, señor presidente, pero en la lista de los Asuntos Entrados solicité el tratamiento preferencial, para la próxima sesión, del Asunto Nº 35. En realidad, como fue destinado a dos comisiones, según lo conversado con los integrantes de la Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, pido que se destine exclusivamente a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, con la preferencia ya otorgada.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no hay oposición, así se hará, señor diputado.

–
El Expte. Nº 11.756 – SEN es girado únicamente a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.6 Banco de Santa Fe y Banco Santafesino de Inversión y Desarrollo: pedido de informes sobre el proceso de liquidación de los entes residuales

(Pedido de informes – Solicitud de respuesta)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Tiene la palabra el señor diputado Carlos Favario, para hacer una manifestación.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Gracias, señor presidente.


Solicito que por intermedio de la Presidencia se realicen las gestiones para obtener una pronta respuesta al pedido de informes aprobado por esta Cámara (Expte. Nº 11.487 – PDP), referido al proceso de liquidación del Banco Santafesino de Inversión y Desarrollo.


En atención a que ha entrado un proyecto con dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, conforme lo planteamos en el seno de la comisión, volvemos a señalar la necesidad de contar con esa información para pronunciarnos, en definitiva, sobre el pedido de liquidación de bienes por parte de la entidad que tiene a su cargo la liquidación del ente.


En consecuencia, esperamos contar a la brevedad con esa contestación por parte del Poder Ejecutivo, porque entendemos que es fundamental para pronunciarnos en otro expediente que, seguramente, se va a considerar en la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Muy bien.

7 TRATAMIENTOS SOBRE TABLAS

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– A continuación, se debe considerar el tratamiento sobre tablas de los asuntos reservados en Secretaría.

7.1 Reconocimiento a Campeona Nacional de la Olimpíada Matemática Argentina

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado el proyecto de declaración (Expte. Nº 11.741 – UCR) de la señora diputada Guido de Nirich, por el cual esta Cámara expresa su beneplácito y reconocimiento a la señorita Magalí Giaroli, alumna de 9º Año EGB, de la Eempi Nº 8092 de la ciudad de Carmen, departamento General López, merecedora del título de Campeona Nacional en el Certamen Nacional de la XX Olimpíada Matemática Argentina.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "zdReconocimiento a Campeona Nacional de la Olimpíada Matemática Argentina" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Declara:


su beneplácito y reconocimiento al desempeño de la señorita Magalí Giaroli, alumna de 9° año de la EGB de la Eempi N° 8092 de la ciudad de Carmen, departamento General López, en el Certamen Nacional de la XX Olimpíada Matemática Argentina, que la hiciera merecedora del título de Campeona Nacional, primer nivel de dicho certamen.

Fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


El presente proyecto de declaración tiene como finalidad destacar el notable desempeño de la joven Magalí Giaroli, en la XX Olimpíada Matemática Argentina que tuvo lugar en la ciudad de Buenos Aires entre los días 28 de octubre y 1 de noviembre del presente año, y que la hizo merecedora de la máxima distinción del certamen, el ser Campeona Nacional en el primer nivel.


Giaroli, de 15 años de edad, alumna del noveno año de la EGB en la Escuela de Enseñanza Media Particular Incorporada (Eempi) N° 8.092 de la localidad de Carmen, ha tenido que superar diversas etapas durante el transcurso del año para poder competir, junto con otros 260 alumnos provenientes de distintos puntos del país en este certamen nacional de matemática que se realiza anualmente. En principio, tuvo que participar en el Interescolar de su ciudad natal, después superar las instancias zonal y regional llevadas a cabo en la ciudad de Venado Tuerto y finalmente tomar parte en el provincial que se desarrolló en la ciudad de Vera. Es digno de destacar que, paralelamente, asistió a competencias internacionales con un notable desempeño: fue distinguida con una mención en la prueba de selección del equipo que representará a nuestro país en la 14 Olimpíada Matemática del Cono Sur y, por segunda vez, obtiene una medalla de bronce en el Certamen Iberoamericano Olimpíada de Mayo que se desarrolló en la ciudad de Rosario y en el que compitieron alumnos de otros 19 países.


Es en el año 1999 cuando, cursando el 5º año del EGB, Magalí comienza a participar en las Olimpíadas Matemáticas Ñandú. Al año siguiente, ya se convierte en Subcampeona de la provincia de Santa Fe; y en el 2001 logra el título de Campeona Provincial y la medalla de bronce en un certamen iberoamericano.


Señor Presidente, la intención de la presente declaratoria es brindar el merecido reconocimiento a esta joven santafesina, no sólo por la máxima distinción alcanzada, sino fundamentalmente por el esfuerzo constante, las ansias de superación demostradas por ella. Reconocimiento que debe ser un estímulo para fortalecer dichas virtudes en una etapa cultural en donde la obtención del éxito fácil e inmediato es presentada a nuestros jóvenes como un ideal de vida, paradójicamente, en un siglo que ubica al conocimiento y al aprendizaje continuo como pilares centrales para el progreso personal y la sostenibilidad del desarrollo de cualquier país o región. Asimismo, es necesario destacar la labor de los directivos y docentes de las instituciones educativas de nuestra provincia que, a pesar de las múltiples dificultades por las que atraviesa el proceso de enseñanza, incentivan a los chicos a que tomen parte en certámenes escolares como son las olimpíadas de matemática, brindándoles el apoyo y el ánimo necesarios para que alcancen los objetivos propuestos.


Por los argumentos expuestos es que solicito a mis pares acompañen con su voto afirmativo el presente proyecto de declaración.

María Leonor Guido de Nirich

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

7.2 Jornada Forestal del Norte Santafesino Forestar con Nativas

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado, a pedido de la señora diputada Guido de Nirich, el proyecto de declaración (Expte. Nº 11.764 – UCR) de interés legislativo de esta Cámara de la Jornada Forestal del Norte Santafesino Forestar con Nativas, que se desarrollará el 21 de noviembre de 2003, en la localidad de Villa Ana, departamento General Obligado.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:

 EÍ "zdJornada Forestal del Norte Santafesino Forestar con Nativas" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Declara:


De interés legislativo la Jornada Forestal del Norte Santafesino “Forestar con nativas” a desarrollarse el día 21 de noviembre de 2003 en la localidad de Villa Ana, departamento General Obligado organizado por la Cooperativa “El Quebracho” de Villa Ana.

Fundamentos del autor del proyecto
Señor Presidente:


La Jornada está patrocinada por el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio de Santa Fe, y cuenta también con el apoyo de Fundapaz y organizaciones no gubernamentales de nuestro país y ONG de Italia.


La misma apunta, principalmente, a la promoción de la forestación como una actividad económica ecosustentable y de primaria importancia para la preservación y renovación de los recursos naturales de la zona.


La demanda de los recursos forestales crece aceleradamente año tras año. Anualmente las industrias consumen 300.000 toneladas de leña como combustible, a las que se agregan las miles de toneladas utilizadas como materia prima en las carpinterías y la tala para la expansión del frente agropecuario, de lo que se deduce que es necesario recuperar estos recursos para garantizar la continuidad de las actividades económicas y preservar concomitantemente el medio ambiente. Esta jornada constituye Señor Presidente, un comienzo para proponer soluciones viables.


En base a estas breves consideraciones, solicito la aprobación de mis distinguidos colegas.

Federico Pezz

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

7.3 Créditos especiales para pymes afectadas por tormentas

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado, a solicitud del señor diputado Di Sciascio, el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.759 – UCR) por el que se requiere al Poder Ejecutivo se proceda a gestionar ante el Banco de la Nación Argentina y el Nuevo Banco de Santa Fe S.A. la instrumentación de líneas crediticias especiales para las pequeñas y medianas empresas que sufrieron los daños ocasionados por los vientos huracanados del 11 de noviembre de 2003, que están ubicadas en los departamentos declarados en emergencia mediante el Decreto Nº 3811/03.

 
Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "zcCréditos especiales para pymes afectadas por tormentas" 
La Cámara de diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, gestione ante:

1 – El Banco de la Nación Argentina y el Nuevo Banco de Santa Fe SA la instrumentación de líneas crediticias especiales en cuanto a plazo y tasa de interés, para financiar la reparación de los daños causados por los vientos huracanados del día 11 de noviembre próximo pasado en los activos productivos de la pequeñas y medianas empresas ubicadas en los departamentos declarados en emergencia mediante el Decreto 3.811/03

2 – El Poder Ejecutivo Nacional, la creación de un fondo para el subsidio de las tasas de interés de las líneas crediticias antes citadas, con parte del producido por la aplicación de retenciones a la exportación de productos agropecuarios. 

Fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:

El motivo del presente proyecto de comunicación se debe a los cuantiosos daños que produjeron los vientos huracanados del 11 de noviembre próximo pasado en los departamentos declarados en emergencia por el Decreto 3.811, especialmente en las localidades de Firmat, Arequito, San José de la Esquina, Chabás, Sanford, Bigand, Villa Mugueta, Fuentes, Arminda, Pueblo Muñoz, Acebal, Carmen del Sauce, Coronel Bogado, Albarellos, Uranga, Villa Amelia, Coronel Domínguez, Arroyo Seco, Gral. Lagos, Fighiera, Pavón, Pavón Arriba, Empalme Villa Constitución y Villa Constitución.

La tormenta de ese fatídico día no solamente produjo daños materiales, sino también ocasionó pérdidas irreparables como lo son las muertes que se produjeron en esa jornada.

Entre los daños materiales se cuentan voladura de techos y derrumbes de paredes, tanto en casas de familias, establecimientos de enseñanza, entidades sociales y deportivas, como en locales comerciales e industriales y del sistema productivo en general, al tiempo que también se encuentran voladuras de plantas de silos dedicadas al almacenaje de granos.

Es evidente que este fenómeno provocó que muchas familias quedaran sin techo, lo que llevó a un rápido accionar del Poder Ejecutivo Provincial, que a través de distintos organismos (Defensa Civil, Subsecretaría de Municipios y Comunas, Secretaría de Promoción Comunitaria) se hizo presente en la zona de desastre con chapas, colchones, tirantes y cuanto elemento hiciese falta, hasta incluso fondos para las comunas y municipios afectados.

No obstante este esfuerzo, al que se le debe sumar la ayuda solidaria recibida en diversos centros (Ejemplo: Casa del Estudiante de Pavón Arriba en la ciudad de Rosario, obras de teatro en Sala Mateo Booz en Rosario a beneficio damnificados Pavón Arriba, etc.), y al que sin dudas deberá sumarse el aporte del Estado Provincial para la reparación de entidades educativas, el mismo no alcanza para reparar los daños causados en el sistema productivo de la región, en este sentido los daños fueron cuantiosos, ya que el viento barrió con galpones para guarda de implementos y maquinarias, galpones para depósito, establecimientos fraccionadores, establecimientos industriales, instalaciones para almacenaje de granos, locales comerciales, redes de distribución de energía eléctrica, y hasta con sembradíos de soja y maíz.

Dadas estas pérdidas, para que la región afectada pueda reponerse económicamente hablando, es necesaria la asistencia crediticia por parte del sector financiero para la reparación del capital productivo regional de las pymes, cualquiera fuere su actividad, y en ese sentido el Banco de la Nación Argentina es una herramienta de trascendental importancia, a la que puede sumarse el Nuevo Banco de Santa Fe SA

También, en mi opinión, y dada la magnitud del daño, esa asistencia crediticia debería estar acompañada con una tasa de interés subsidiada por el Gobierno Nacional, y en ese sentido bien se podrían obtener los fondos necesarios de las retenciones aplicadas a la exportación de productos agropecuarios.

Esta opinión se funda en el irrefutable hecho que la región afectada es una aportante por excelencia a la producción agropecuaria, por ende generadora de ingresos para el fisco nacional a través de las retenciones, entonces lo menos que podría recibir esta región es una retribución a ese aporte por parte del Gobierno Nacional a través de la subvención de la tasa de interés de las líneas crediticias que se reclaman.

Un aspecto que tampoco puede dejarse de lado es la situación en que se encuentra la mayoría de los pueblos afectados; y en ese sentido, utilizando la terminología utilizada en el estudio de desarrollo de territorios, la década de los 90 ubicó a la mayoría de estos territorios como “sumergidos”, en contraste con los “archipiélagos”, a los que se conoce como territorios que se han podido desarrollar a pesar de la globalización y las políticas económicas del momento.

Estos territorios “sumergidos” se vieron afectados en los ’90 por un tipo de cambio bajo que alentaba las importaciones, afectaba la rentabilidad de los pequeños establecimientos manufactureros y de las explotaciones agropecuarias, y a causa de esto se producía la quiebra del sistema productivo, comercial, de servicios, la concentración de la tierra y la emigración de las familias y en especial los jóvenes. 

Todos estos factores negativos que causaron daños, algunos irreparables y peores que los del vendaval, tuvieron su fin con aplicación de nuevas políticas desde marzo del 2002 en adelante, pero las consecuencias de los daños anteriores condicionaron el repunte de estas regiones, por ejemplo, hoy se habla del boom de la agricultura, por los precios internacionales y por el tipo de cambio relativamente alto, y esto si bien es un beneficio tangible, es aprovechado en mayor medida por los dueños de los campos (sus ingresos se multiplicaron por tres), que por quienes trabajan la tierra (sus ingresos se multiplicaron por tres, pero más del 70% de sus gastos también se multiplicó por tres.) y hoy muchos de los campos de la región tienen sus dueños en las grandes ciudades, al tiempo que el sector manufacturero se ve perjudicado por la falta de tecnología y financiación para exportar, y por la debilidad del mercado interno.

No obstante lo enumerado, ciertamente estas regiones “sumergidas” empiezan a elevarse lentamente y su mejora es palpable, pero si ante la ocurrencia de fenómenos como el arriba citado, rápidamente no se socorre a las regiones afectadas, se corre el riesgo que gran parte de los agentes productivos queden condenados a no elevarse de por vida.

Por todo lo expuesto solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Diego Raúl Di Sciascio

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración, el tratamiento sobre tablas del proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Pido la palabra.


Tal como lo manifesté en la Comisión de Labor Parlamentaria, desde el Bloque Justicialista vamos a dar curso favorable al proyecto presentado por el señor diputado Di Sciascio, que plantea que se proceda a gestionar la instrumentación de líneas crediticias ante el Banco de la Nación Argentina y también ante el Nuevo Banco de Santa Fe, pero básicamente, ante el primero de estos.


En razón de ello, queremos dejar sentado lo que, justamente, le estuve comentando ayer al vicepresidente del bloque, diputado Jorge Álvarez: que están muy avanzadas las gestiones por parte del Poder Ejecutivo. El Ministro de la Producción, Fragueyro, en una reunión que tuvimos por otro tema, manifestó ayer que probablemente hoy ya estaría firmado el convenio para el otorgamiento de una línea de créditos con intereses subsidiados, para la zona donde ocurrió la catástrofe.


Entonces, vamos a avalar con nuestro voto el proyecto, pero como se plantean gestiones ante dos bancos, queríamos dejar aclarado que parte de esta gestión ya fue realizada, que ya está instrumentada.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

7.4 Ley Nº 10.160 – Orgánica del Poder Judicial: modificación del artículo 7º

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado, a solicitud del diputado Ugalde, el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General del proyecto de ley (Expte. Nº 11.123 – SEN) por el que se modifica el artículo 7º, puntos 4) y 4.5) de la Ley Nº 10.160 – Orgánica del Poder Judicial.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 11123 – SEN – Venido en Revisión), autoría del senador Calvo, por el cual se modifica el artículo 7º punto 4) – 4.5. de la Ley 10160 – Orgánica del Poder Judicial. Y atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores, esta Comisión ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación:

 EÍ "zlLey Nº 10.160 – Orgánica del Poder Judicial\: modificación del artículo 7º" 
La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

ley:

Artículo 1º – Modifícase el artículo 7º – punto 4) – 4.5.) de la Ley Orgánica del Poder Judicial N° 10.160 (t.o. por Decreto N° 046/98), el que quedará redactado de la siguiente manera:


“4.5.) N° 5: cuatro en lo Civil, Comercial y Laboral; dos en lo Penal de Instrucción; uno en lo Penal de Sentencia; uno en lo Penal Correccional; uno en lo Penal de Faltas y dos de Menores”.

Artículo 2º – Modifícase el artículo 100 – apartado a) de la Ley Orgánica del Poder Judicial N° 10.160 (t.o. por Decreto N° 046/98), el que quedará redactado de la siguiente manera:


“a) Asiento y competencia territorial


Artículo 100 – Tienen asiento en las sedes de los Distritos Judiciales N° 1, 2, 3, 4, 5 y 14, y ejercen su competencia material dentro de sus respectivos territorios.

Sin perjuicio de ello, los jueces del Distrito Judicial N° 1 extienden su competencia territorial al Distrito Judicial N° 11; los del Distrito Judicial N° 2, a los Distritos Judiciales N° 6 y 7; el del Distrito Judicial N° 3, a los Distritos Judiciales N° 8 y 9; el del Distrito Judicial N° 4, al Distrito Judicial N° 13 y los del Distrito Judicial N° 5, al Distrito Judicial N° 10.”

Artículo 3º – El Poder Judicial deberá disponer de las medidas necesarias para dotar de los recursos humanos y materiales al juzgado creado por esta ley con el fin de proveer a su funcionamiento y por los medios legales correspondientes.

Artículo 4º – Los Poderes Ejecutivo y Judicial arbitrarán las medidas conducentes para que la presente ley entre en vigencia el 1° de enero de 2003.

Artículo 5º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de comisión,19 de noviembre de 2003.

Esquivel – Reutemann – Barrera – Meotto

Proyecto de ley original

La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Artículo 1º – Modifícase el artículo 7º – Punto 4) – 4.5) de la Ley Orgánica del Poder Judicial Nº 10.160 (t.o. por Decreto Nº 046/98), el que quedará redactado de la siguiente manera:


“4.5) Nº 5: cuatro en lo Civil, Comercial y Laboral; dos en lo Penal de Instrucción, uno en lo Penal de Sentencia; uno en lo Penal Correccional; uno en lo Penal de Faltas y dos de Menores”.

Artículo 2º – El Poder Judicial deberá disponer de las medidas necesarias para dotar de los recursos humanos y materiales al juzgado creado por esta ley con el fin de proveer a su funcionamiento y por los medios legales correspondientes.

Artículo 3º – Los Poderes Ejecutivo y Judicial arbitrarán las medidas conducentes para que la presente ley entre en vigencia el 1º de enero de 2003.

Artículo 4º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Cámara de Senadores, 22 de mayo de 2003.

Paulichenco – Muniagurria

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto en general.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueban los artículos 1º al 4º; artículo 5º de forma.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consecuencia, se comunica al Senado.

7.5 Auditorías externas a inspecciones de la API

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado, a solicitud del diputado Jorge Álvarez, el proyecto de ley venido en segunda revisión *(Expte. Nº 10.178 – UCR) por el que las verificaciones e inspecciones impositivas practicadas por la Administración Provincial de Impuestos (API) estarán sujetas a auditorías externas de carácter selectivo, por el sistema de muestreo.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "zlAuditorías externas a inspecciones de la API" 
La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Artículo 1º – Agréguese el inciso m) al artículo 12 de la Ley Nº 3.456–Código Fiscal de la Provincia de Santa Fe (t.o. por Decreto Nº 2.350/97)– y sus modificatorias, que quedará redactado de la siguiente manera:


“inciso m) – Hacer practicar auditorías sobre las verificaciones e inspecciones impositivas realizadas por la Administración Provincial de Impuestos, las que se efectuarán con carácter selectivo por sistema de muestreo, el que no deberá ser inferior al diez por ciento (10%) en relación a la cantidad de inspecciones y montos determinados”.

Artículo 2º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Cámara de Senadores, 13 de noviembre de 2003.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto en general.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueba el artículo 1º; artículo 2º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consecuencia, se comunica al Poder Ejecutivo.

7.6 Traslado de Registro de Contratos Públicos de Teodelina

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado, a solicitud del señor diputado Ugalde, el proyecto de ley venido en revisión (Expte. Nº 11.753 – PER) por el que se dispone el traslado del Registro de Contratos Públicos de la localidad de Teodelina a la ciudad de Villa Cañás, ambas del departamento General López.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "zlTraslado de Registro de Contratos Públicos de Teodelina" 
La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Artículo 1º – Trasládase el asiento del Registro de Contratos Públicos Nº 321 desde la Comuna de Teodelina a la Ciudad de Villa Cañás, ambas del departamento General López, cuyo titular fuera designado por Decreto del Poder Ejecutivo Nº 1959 del 19 de julio de 1982.

Artículo 2º – Derógase la Ley Nº 8542.

Artículo 3º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Cámara de Senadores, 13 de noviembre de 2003.

Paulichenco – Betique

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas del proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto en general.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueban sin observación los artículos 1º y 2º; artículo 3º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consecuencia, se comunica al Poder Ejecutivo.

7.7 Diario El Ciudadano y la Región: estado de la causa judicial

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado el proyecto de declaración (Expte. Nº 11.768 – DB) por el que esta Cámara expresa su profunda preocupación por el estado de la causa judicial que afecta al diario El Ciudadano y la Región, de la ciudad de Rosario.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "zdDiario El Ciudadano y la Región\: estado de la causa judicial" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Declara

I. Su profunda preocupación por el estado de la causa judicial que afecta al Diario “El Ciudadano y la Región” de la ciudad de Rosario y que pone en peligro la continuidad de la fuente de trabajo y un espacio de información y expresión de la comunidad.

II. Su solidaridad con las setenta familias que dependen de la continuidad de esa fuente de trabajo e insta a sus propietarios a la realización del máximo esfuerzo que posibilite revertir la situación actual, evitando el cierre del diario.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Hemos tomado conocimiento que se ha dictado la quiebra de la sociedad propietaria del diario El Ciudadano y la Región, que se edita en la ciudad de Rosario, por un juez de la ciudad de Buenos Aires.


Es doblemente preocupante esa situación, porque a la par de afectar la estabilidad laboral de 70 empleados, privará a una importante región de nuestra provincia de una visión periodística distinta.


Nos hacemos eco de múltiples apoyos a la continuidad del diario, y manifestamos nuestra solidaridad con sus trabajadores en la difícil coyuntura.

Hammerly – Favario – D’Ambrosio – Ugalde – Di Pollina – Álvarez, J.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas del proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

7.8 Impresión de ejemplares del libro Oral y Escrito
(Proyecto de resolución – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado el proyecto de resolución (Expte. Nº 11.766 – PJ) por el que se modifica el artículo 1º de la resolución de Cámara aprobada en la sesión ordinaria del 6 de noviembre de 2003 (Expte. Nº 11.706 – PJ), referida a la impresión de ejemplares del libro Oral y Escrito.

Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "zrImpresión de ejemplares del libro Oral y Escrito" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Resuelve:

Artículo 1º – Modifícase el Artículo 1º de la resolución de Cámara, aprobada en la sesión ordinaria del día 13/11/03–Expte. Nº 11706 el que quedará redactado de la siguiente forma:


“Artículo 1º – Autorizar a la Secretaría Administrativa de la Cámara para que disponga la impresión anual de quinientos ejemplares del libro “Oral y Escrito” de la profesora Nidia Raquel Diez Rodríguez de Albornoz a partir del año 2004 hasta el año 2008 inclusive”.

Artículo 2º – Regístrese, comuníquese y archívese.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


La modificación efectuada se fundamenta en que consignando el lapso entre el año 2004 y 2008 inclusive, se contaría con 2.500 ejemplares del libro de referencia, con lo cual se abastecerá a un significativo porcentaje de escuelas y otras instituciones afines, las que, sin duda alguna, podrán aprovechar tan valioso material técnico pedagógico.


Atento a lo expuesto solicito de mis pares el voto afirmativo al presente proyecto.
Hammerly – Cavigiuri

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas del proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

7.9 Fondo de Asistencia Tecnológica: aprobación de lo actuado por la Comisión Especial

(Proyecto de resolución – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado, a solicitud del señor diputado Strada, el proyecto de resolución (Expte. Nº 11.767 – DB) por el que se aprueba todo lo actuado por la Comisión Especial de los Fondos de Asistencia Tecnológica I y II.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "zrFondo de Asistencia Tecnológica\: aprobación de lo actuado por la Comisión Especial" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Resuelve:

Artículo 1º – Atento el Acta de Sesión de Conclusión de Actividades elevada a esta Cámara por los miembros oportunamente designados para integrar la Comisión Especial de los Fondos de Asistencia Tecnológica I y II, y en consideración a lo expresado en la misma, se resuelve aprobar todo lo actuado por dicha Comisión, agradeciendo a sus componentes el esfuerzo aplicado para la obtención del éxito que la ha distinguido.

Artículo 2º – Regístrese, comuníquese, archívese.

Strada – Bullrich – Molinas – Baudín – Ugalde – D’Ambrosio

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas del proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

SR. STRADA EÍ "PJSTRADA, Livio" .– Pido la palabra


Este proyecto se refiere al acta de conclusión de la Comisión Especial de los Fondos de Asistencia Tecnológica I y II.


Quiero remarcar cuál es el destino de los proyectos que no fueron reclamados por sus autores. En virtud de que muchos de ellos tienen una cláusula de reserva, la Comisión dispuso su envío al Archivo de la Cámara, con faja de seguridad, y habilita sólo a la Presidencia para cualquier tipo de modificación al respecto.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

7.10 Encuentro de Teatro Popular Latinoamericano: medidas de seguridad

(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado, a pedido de la diputada Alicia Tate, el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.770 – BRA) por el que se solicita al Poder Ejecutivo que arbitre las medidas necesarias para garantizar la continuidad en la prestación de los servicios y la seguridad de los participantes y asistentes al Encuentro de Teatro Popular Latinoamericano, que se realizará en la localidad de Rincón, del el 18 al 22 de noviembre de 2003, organizado por la Vecinal Rincón Centro.

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Pido la palabra.


Señor presidente: en la Comisión de Labor Parlamentaria comentábamos que, a pesar de lo que muchas veces ha dicho el diputado D’Ambrosio –que no está presente en este momento–, en el sentido de que los fundamentos de los proyectos no hacen a la parte resolutiva, de este surge toda una serie de interrogantes que, al menos a mí, se me ha presentado cuando el presidente de bloque me lo entregó, por lo cual le manifesté que me lo dejara ver, porque lo quiero estudiar.


En atención al planteo de la diputada Tate con relación a los tiempos, creo que ella hizo una manifestación posterior y pidió si se podían hacer gestiones por Presidencia ante el Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, ya que creo que este evento comenzará mañana.


Yo me inclinaría por esa posibilidad, ante la aprobación de un proyecto en el que hay toda una serie de cuestiones a tener en cuenta. Honestamente, en lo personal, no dudo de lo que expresa la señora diputada, pero me gustaría constatarlo.


Entonces, yo no le daría curso al tratamiento sobre tablas, aunque reitero que sí comparto lo expresado, que se efectúe alguna gestión ante la eventualidad de algún problema que se pudiera suscitar en San José de Rincón.

SRA. TATE EÍ "BRATATE, Alicia" .– Pido la palabra.


No tengo inconveniente, señor presidente, en que se hagan las gestiones ante el Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto y quede constancia de la advertencia de la posibilidad de inconvenientes durante el transcurso de este festival.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Muy bien, dejamos el proyecto ingresado.

–
El proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.770 – BRA) es girado a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

7.11 Reconocimiento a Germán Díaz por su actuación en las Olimpíadas de Filosofía

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado, a pedido de la diputada Cavigiuri, el proyecto de declaración (Expte. Nº 11.771 – PJ) en el que esta Cámara expresa su reconocimiento al alumno Germán Díaz, del Instituto Arquidiocesano Nº 3084 de la ciudad de Santa Fe, por su destacada actuación en la instancia nacional de las VII Olimpíadas de Filosofía.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "zdReconocimiento a Germán Díaz por su actuación en las Olimpíadas de Filosofía" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Declara:


De interés la destacada actuación que le cupo al alumno Germán Díaz del Instituto Arquidiocesano Nº 3084 de la ciudad de Santa Fe, en la instancia nacional de las VII Olimpiadas de Filosofía realizadas durante los días 6, 7 y 8 del mes en curso en Mar del Plata, auspiciadas por la Unesco y el Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología de la Nación, obteniendo el primer lugar del certamen en el trabajo sobre la “Conceptualización del Estado-Nación en el siglo XXI”, desarrollando el tema desde el punto de vista ético, quedando habilitado para competir la instancia internacional en Seúl (Corea) en el año 2004.

Fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


Germán Díaz, alumno que cursa Educación Polimodal en el instituto de referencia, participó en las VII Olimpiadas de Filosofía llevadas a cabo en la ciudad de Mar del Plata durante los días 6, 7 y 8 de noviembre del año en curso, después de haber sorteado exitosamente las instancias zonal y provincial, tal como lo exigía la reglamentación respectiva, en las que participaron 4600 alumnos del nivel precitado.


De ese total sólo 120 alumnos de distintas provincias del país llegaron a la instancia nacional.


Su trabajo sobre “La conceptualización del Estado–Nación en el siglo XXI” que desarrolló sobre el punto de vista ético, puso a prueba su pensamiento crítico en temas que normalmente no resultan atractivos para los adolescentes. Su participación fue todo un desafío, demostrado en su relevante capacidad reflexiva para responder preguntas sobre la libertad y la soberanía aplicando, acertadamente, conceptualizaciones filosóficas que dieron valioso fundamento al trabajo, analizado por el jurado constituido a tales efectos.


Fueron los profesores Solís– coordinador jurisdiccional de las Olimpiadas de Filosofía en la provincia de Santa Fe– y Martín Pascual –coordinador zonal–, quienes tuvieron la responsabilidad de la organización, supervisión y de otras actividades inherentes a este importante certamen para que resultara exitoso.


Marcelo Cataudela, profesor de los estudiantes ganadores de los primeros puestos (1º y 3º), destacó el esfuerzo realizado por los alumnos expresando que “la propuesta de las Olimpiadas de Filosofía es interesante y tiene como objetivo fomentar el pensamiento crítico de los chicos y animarlos a ser ciudadanos responsables en una sociedad que necesita de su participación”.


“Al contrario de lo que muchos opinan, los adolescentes tienen inquietudes y este certamen les brinda la oportunidad de ejercitarse en su búsqueda personal de una manera más comprometida.”


Germán Díaz deberá competir ahora en Seúl (Corea) a nivel internacional.


Teniendo en cuenta que la Filosofía es una exquisita curiosidad intelectual que busca la verdad por la verdad y que hoy, las cuestiones filosóficas despiertan creciente interés, es natural que el hombre de nuestro tiempo no pueda eludir la búsqueda de una respuesta, a las preguntas supremas que inevitablemente formula su inteligencia, que además, las ciencias particulares estudian sectores de lo real y detienen su inquisición en las razones o causas próximas. La Filosofía, en cambio, abarca la realidad entera y sitúa su investigación en el ámbito de las razones últimas; es obvio que las diversas ciencias trabajan sobre tal o cual parcela del ser y que el saber filosófico aspira a conocerlas todas.


No hay ciencia cuyo objeto no lo sea también de la Filosofía.


Si bien la Filosofía siempre estuvo en relación con otras formas de saber; en el mundo contemporáneo ha debido replantear su rol y su modo de vincularse a ellas, especialmente ante el desarrollo científico y tecnológico y los profundos cambios operados en el último siglo en el mundo de la cultura.


Atento a la importante experiencia que pudieron vivir estudiantes del Polimodal en estas Olimpiadas y la destacada actuación que le cupo a Germán Díaz, el que jerarquizó su condición de alumno crítico, reflexivo y transformador, solicito de mis pares la aprobación al presente proyecto.
Dolly L. Cavigiuri 

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

7.12 Diez Jóvenes Sobresalientes 2003 de la Provincia de Santa FE

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado, a pedido de la diputada Mónica, González, el proyecto de declaración (Expte. Nº 11.777 – DB) de interés de esta Cámara del evento denominado Diez Jóvenes Sobresalientes 2003 de la Provincia de Santa Fe, organizado por la Cámara Junior de Rosario.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "zdDiez Jóvenes Sobresalientes 2003 de la Provincia de Santa FE" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Declara:


De interés legislativo el evento denominado “Diez Jóvenes Sobresalientes 2003 de la Provincia de Santa Fe” organizado por la Cámara Junior de Rosario y que culmina con la entrega de los premios a realizarse en la misma ciudad el próximo miércoles 03 de diciembre.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Este programa anual, organizado por la Cámara Junior de Rosario selecciona a 10 (diez) jóvenes, entre los 18 y 40 años, que exhiban méritos destacados para ser merecedores de esta distinción.


El concurso está destinado a reconocer a quienes con su capacidad, esfuerzo e integridad humana van desarrollando con éxito su accionar, planteando nuevos paradigmas de vida a nuestra comunidad y, en particular, a nuestra juventud. Los postulantes se presentan en 10 categorías y deben estar avalados por una institución o persona de reconocida trayectoria en la categoría que se postula.


La naturaleza del evento lo hace merecedor al voto favorable de mis colegas.
González – Álvarez, J.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

–
Resulta afirmativa

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

8 Apartamiento del orden de la sesión

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Señora diputada Nanci Strauss: ¿usted quería solicitar un apartamiento del Reglamento?

8.1 Métodos quirúrgicos de anticoncepción para mujeres y hombres

SRA. STRAUSS EÍ "PJSTRAUSS, Nanci" .– Sí, señor presidente, solicito el apartamiento del orden de la sesión, porque según lo convenido en la Comisión de Labor Parlamentaria, voy a pedir la reserva en Secretaría del Expediente Nº 11.675 – DB, para su posterior tratamiento sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el pedido de apartamiento del orden de la sesión solicitado por la señora diputada Nanci Strauss.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Ahora sí, señora diputada Nanci Strauss, queda reservado el Expediente Nº 11.675 – DB, para su consideración.

8.2 Programa de Detección Precoz de Tumores de Próstata

(Proyecto de ley – Preferencia para la próxima sesión)

8.3 Ley Nº 10.160 – Ley Orgánica del Poder Judicial: modificación de art. 7º y 87

(Proyecto de ley – Preferencia para la próxima sesión)

8.4 Ley Nº 25.086 – Entrega de armas de fuego no registradas

(Proyecto de ley – Preferencia para la próxima sesión)

SR. ÁLVAREZ, Jorge EÍ "UCRÁLVAREZ, Jorge" .– Pido la palabra.


Dentro de este apartamiento del orden de la sesión, señor presidente, solicito el tratamiento preferencial para la próxima sesión de tres proyectos que ya tienen media sanción del Senado y que están en esta Cámara.


Son los referidos a los siguientes temas: implementación en la provincia del Programa de Detección Precoz de Tumores de Próstata (Expte. Nº 10.516 – SEN); modificación de los artículos 7º y 87 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, con respecto a la creación de un juzgado en lo penal de sentencia en el Distrito Judicial Nº 10 (Expte. Nº 11.328 – SEN); entrega de armas de fuego al Ministerio de Gobierno por parte de las personas que no las tengan registradas en forma legal (Expte. Nº 11.649 – SEN).

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Jorge Álvarez.

–
Resulta afirmativa.

9 TRATAMIENTO SOBRE TABLAS

9.1 Métodos quirúrgicos de anticoncepción para mujeres y hombres

(Proyecto de ley – Aprobado)

SRA. GUIDO DE NIRICH EÍ "UCRGUIDO DE NIRICH, María L." .– Pido la palabra.


Señor presidente: la señora diputada Nanci Strauss pidió el tratamiento sobre tablas del proyecto referido a métodos quirúrgicos de anticoncepción para hombres y mujeres (Expte. Nº 11.675 – DB).


Solicito la vuelta a comisión de este proyecto, y que se trate en conjunto con otro que he presentado el 10 de octubre, Expediente Nº 11.559 – UCR (Contraconcepción quirúrgica voluntaria en efectores de salud), porque se refiere exactamente al mismo tema.

SRA. STRAUSS EÍ "PJSTRAUSS, Nanci" .– Pido la palabra


Señor presidente: con el mayor de los respetos que me merece la señora diputada preopinante, con respecto a este tema, con el resto de las señoras diputadas, en oportunidad de que viniera a esta Cámara una funcionaria de la Nación, públicamente y estando en Presidencia hice mención a que estábamos trabajando en él y que, llegado el momento, iban a participar todas las diputadas, las que tenían la opción de acompañar el proyecto con su firma.


Tengo presente que cuando nosotras ingresamos no la vi a la señora diputada Guido de Nirich en las dos sesiones, no estuvo presente. A mí, particularmente, me hubiera gustado tratarlo con ella, incluso, con todas las señoras diputadas, porque este es un tema de género, que merece el mayor de los respetos y el tiempo para su tratamiento conjunto.


Yo no le veo demasiada similitud; es más, creo que tiene muchas y marcadas diferencias con el proyecto de la señora diputada Guido de Nirich. Por lo cual, de mi parte, preferiría que hoy sea tratado sobre tablas este proyecto que, además, se ve enriquecido con la firma de más de 20 diputados de diversos bloques. Por lo que tengo entendido es mucho más amplio y, además, lo han visto las otras diputadas del bloque e incluso, le han hecho algunas modificaciones y lo han enriquecido, por lo cual preferiría tratarlo en el recinto.

SR. BULLRICH EÍ "PDPBULLRICH, Miguel" .– Pido la palabra.


Señor presidente: yo me voy a oponer al tratamiento sobre tablas de este expediente. En sesiones anteriores, incluso, la mayoría de esta Cámara aceptó la postergación del tratamiento de algunos expedientes, de lo cual yo no había tomado conocimiento, y que creo que por su importancia merecían un análisis y, por lo menos, la postergación de una semana, para hacer los estudios y las consultas pertinentes.


No sé por qué comisión pasó este expediente, pero ninguno de los integrantes demócratas progresistas tuvo la oportunidad de verlo. Y me parece que la importancia de este proyecto es superlativa, por cuanto se trata de un método anticonceptivo irreversible, que va en contra de lo sancionado oportunamente por esta Cámara con relación a la paternidad responsable, proyecto en el que se hacía mención a métodos no abortivos y no irreversibles.


Este tipo de anticoncepción –que no le compete solamente a las mujeres, porque también está la vasectomía para los hombres– me parece que es de interés de todos, sobre todo, porque no da lugar al posterior arrepentimiento, y las mujeres o los hombres que se hagan este tipo de tratamientos van a quedar inhabilitados para la concepción para toda la vida.


Yo prefiero apostar a la vida. Y no sé si es lo que conviene a los argentinos seguir algunas iniciativas de otros países, con respecto a la natalidad. Todo eso, al margen del problema alimentario, que es un problema por mala política, pero no porque este país no le pueda dar de comer a 33 millones de argentinos.


Me parece que tengo derecho a ver el expediente, no solamente en forma personal, sino que lo trate la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General que es, en definitiva, la que le da el broche de oro a todos los proyectos de ley. Y que puede interiorizarse también el diputado Favario, puesto que hasta la fecha no hemos visto el expediente, ni se puso en consideración en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.


Un proyecto de esta naturaleza merece el estudio y el respeto que nos debemos todos los diputados, para tomar conocimiento con profundidad de un tema tan delicado como este. Gracias, señor presidente.

SRA. STRAUSS EÍ "PJSTRAUSS, Nanci" .– Pido la palabra


En primer lugar, quiero decirle al señor diputado Bullrich que este es un tema que se está tratando y estudiando desde hace más de dos años, que soy médica, que tengo más de 22 años de actividad en mi profesión y que soy una persona sumamente respetuosa, fundamentalmente de mi prójimo.


Más allá de todo esto, creo que el diputado tuvo acceso al expediente, y que es una pena que la prensa haya accedido a él antes que el mismo diputado, porque incluso, el tema ha salido en los medios, se ha intentado que se haga un debate en ellos, pero realmente, no generó el debate esperado, e incluso, fue muy aceptado por la sociedad en general.


Con respecto al método, se basa en el derecho del respeto personalísimo individual, no compromete la vida de la persona –que, en definitiva, es quien va a decidir acceder a él–, no compromete la vida de la gestación, no es abortivo y es un método –y esto es importante que lo aclare– reversible.


Es un método de infertilidad, y en cualquier momento la paciente puede solicitar la reanastomosis de las trompas o la reanastomosis en el caso del varón. Más allá de todo esto, si bien estamos en Santa Fe, existen lugares donde se hacen métodos un poquito más sofisticado o mucho más simples, y consiste nada más que en colocar un clip. Es una técnica muy simple, se hace una nueva incisión; demanda escasos minutos con una simple sedación, no requiere ni siquiera una anestesia local y en pocos minutos se puede hacer la recanalización de la trompa.


Quería hacerle esta aclaración al diputado Bullrich, porque nosotros tenemos que llevarle tranquilidad a la sociedad, y para eso estamos.


Más allá de todo esto, pretendemos llenar ese vacío legal que existe, y si bien yo no quería ahondar en esto, debo señalar que estamos tratando de que haya justicia para todos, de que haya equidad en el tratamiento, porque el acceso a la salud debe ser para todos igual.


Aquellas pacientes que pueden acceder al método en el sector privado, porque su situación económica se los permite, abonan la cirugía o la técnica –que se practica en minutos– y dentro de un marco de ilegalidad, los profesionales lo hacen; esta práctica es de uso cotidiano. En cambio –y esto es lo triste–, aquellas otras mujeres que no tienen el respaldo legal ni la educación, la información o el dinero suficiente, no pueden acceder a estos métodos. Y es por eso que yo quería hacer estas aclaraciones.


También quiero puntualizar que nosotros no estamos promoviendo una práctica para que, compulsivamente, todas las mujeres de la provincia salgan a ligarse las trompas, o los varones a hacerse una vasectomía. Este es un método alternativo más con el que va a contar la mujer, que luego de haberse interiorizado y recibido toda la información acerca de estas prácticas y del riesgo que conlleva hacérselas –porque ningún método de anticoncepción, ni médico ni quirúrgico, deja de tener sus riesgos–, la paciente tomará la decisión con su profesional médico, pasará luego por algo así como un equipo de bioética, que le hará rubricar su consentimiento, y recién entonces podrá someterse a la práctica, que no es abortiva y es un método reversible. Aquí, en Santa Fe, es un método reversible también. Gracias, señor presidente.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Señor presidente: no voy a discutir la cuestión desde el punto de vista científico.


Sin perjuicio de disentir en la cuestión de fondo con el señor diputado Bullrich, porque tenemos posiciones filosóficas distintas en la interpretación de esta cuestión, yo voy a apoyarlo en la oposición al tratamiento sobre tablas.


No tengo de mi parte ningún inconveniente en votar el tratamiento preferencial de este proyecto para la próxima sesión, pero si ayer, en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, se informó que el tema no iba a ser considerado, no puedo compartir hoy que por una decisión de último momento, adoptada por el bloque mayoritario, se decida un tratamiento sobre tablas de una cuestión importante y trascendente como esta.


Por lo tanto, reitero que coincido en el fondo con el proyecto, pero creo que también tenemos derecho a sumar aportes de nuestra parte, a los fines de mejorar la legislación, sin perjuicio de que otros también tengan el derecho de hacer el análisis para cuando el tratamiento esté fijado, no a las apuradas, a fin de que cada uno marque su posición, con absoluta claridad.


En consecuencia, me opongo al tratamiento sobre tablas, coincido con el espíritu del proyecto y estoy dispuesto a votar el tratamiento preferencial para la próxima sesión.

SR. DI POLLINA EÍ "FPSDI POLLINA, Eduardo" .– Pido la palabra.


Quiero manifestar la posición del Bloque del Partido Socialista. Nosotros coincidimos con el proyecto, somos cofirmantes, y también coincidimos con la mayoría de los argumentos manifestados por la señora diputada Strauss.


Este es un debate que tuvimos en su oportunidad, cuando discutimos el proyecto de procreación responsable, que hoy es ley.


Estos son métodos anticonceptivos que –como muy bien lo explicó la señora diputada Strauss– son reversibles, y además, el proyecto persigue la igualdad de posibilidades para la población santafesina. Sabemos muy bien que en la actualidad, un sector de la sociedad tiene la posibilidad de acceder a estos métodos lícitos –porque eso ni siquiera está en discusión–, mientras que un sector mayoritario, por cuestiones económicas, sociales y de educación, no tiene la más mínima posibilidad de hacerlo.


Creemos que esta legislación le brindará al Estado la oportunidad de integrar estos métodos anticonceptivos al propio Programa de Salud Reproductiva o de Procreación Responsable que aprobamos en su momento. Por lo tanto, apoyamos el tratamiento sobre tablas, porque estamos en un todo de acuerdo con el proyecto.


También es real que este proyecto lleva muchos días en la Legislatura. No es un tema más, porque es sobresaliente –como bien se decía aquí–; todo el mundo tiene conocimiento de él y sabe perfectamente bien que es controvertido y cuestionado por algunos sectores minoritarios, pero a la hora de discutir, siempre nos encontramos con que aparecen determinadas trabas.


Creemos que es una situación de real justicia para nuestra sociedad que se apruebe un proyecto de esta naturaleza, por eso entendemos que hoy debe ser tratado. Desde el Bloque Socialista apoyamos su tratamiento sobre tablas y vamos a acompañar también su aprobación.

SRA. GUIDO DE NIRICH EÍ "UCRGUIDO DE NIRICH, María L." .– Pido la palabra.


Ya que los proyectos son similares, acepto el tratamiento sobre tablas, y que se trate en conjunto con la redacción de la señora diputada Strauss.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas del proyecto de ley (Expte. Nº 11.675 – DB), al que se adjunta al proyecto de ley de la señora diputada Guido de Nirich (Expte. Nº 11.559 – UCR).

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:

(Expte. Nº 11.675 – DB)

La Legislatura de la Provincia sanciona con Fuerza de

Ley:

Artículo 1º – El Ministerio de Salud y Medio Ambiente, por intermedio de los efectores públicos de salud, posibilitará el acceso a métodos de anticoncepción quirúrgicos denominados ligadura de Trompas de Falopio para las mujeres y vasectomía para los hombres.

Artículo 2º – Facúltase a los profesionales de salud idóneos, a realizar las prácticas médicas mencionadas en el artículo 1º previo cumplimiento de las condiciones previstas en el artículo 4º.

Artículo 3º – Facúltase a la Autoridad de Aplicación a autorizar la aplicación de otros métodos de anticoncepción quirúrgicos que en el futuro fueran aprobados por el Ministerio de Salud de la Nación.

Artículo 4º – En los casos previstos en los artículos 1º a 3º, se requerirá del paciente, en forma previa a la intervención:

a) su expresa voluntad y consentimiento por escrito;

b) su conformidad de haber recibido información de las alternativas de utilización de otros anticonceptivos no quirúrgicos autorizados;

c) su conformidad de haber recibido información de las características del procedimiento quirúrgico, sus posibilidades de reversión, sus riesgos y consecuencias.

El detalle de la información suministrada respecto de los ítems b) y c) serán transcriptos y formarán parte del consentimiento del punto a), debiendo ser rubricados conjuntamente.

Artículo 5º – En el caso de incapaces declarados judicialmente, los métodos de anticoncepción quirúrgica, podrán ser aplicados mediante previa autorización escrita de su curador, quien a su vez deberá contar con la pertinente venia judicial.

Artículo 6º – El paciente capaz, o el representante legal en el caso de los incapaces previstos en el artículo 5º, contarán con el previo asesoramiento e información detallada de un equipo interdisciplinario, cuya formación y funcionamiento será reglamentado por la Autoridad de Aplicación, que asegure el estado de plena conciencia y el conocimiento de los alcances y de las consecuencias de la elección de un método de anticoncepción quirúrgico.

Artículo 7º – Los métodos de anticoncepción quirúrgicos autorizados por la presente, forman parte del programa creado mediante la Ley 11.888 y se integran al mismo con todas las previsiones allí contempladas, así como con sus objetivos y orientaciones.

Artículo 8º – La autoridad de aplicación de la presente, es el Ministerio de Salud y Medio Ambiente de la Provincia.

Artículo 9º – El Poder Ejecutivo reglamentará esta ley dentro del plazo de 90 días a partir de su promulgación.

Artículo 10 – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:

El presente viene a llenar un vacío en la legislación, que se produce ante la interpretación que algunos profesionales médicos hacen respecto a la necesidad de requerir autorización judicial para utilizar medios anticonceptivos quirúrgicos, mientras que en distintos dictámenes de la justicia, se niega la necesidad de expedirse sobre el particular al entender que la prescripción o recomendación profesional de su aplicación habilitan por sí mismos el uso del método. A su vez, pretende reglamentar el ejercicio del derecho humano personalísimo de decidir el proyecto de vida personal y en ese marco de disponer sobre el cuidado del propio cuerpo en aquellos casos en que la autonomía personal decide la realización de una intervención quirúrgica que limita la posibilidad del individuo de procrear, como por ejemplo, una ligadura de trompas en el caso de las mujeres, o la vasectomía u otra cirugía equivalente en el caso de los varones.

No se trata de un proyecto que establezca parámetros de índole médica, porque el eje central es el respeto por la autonomía personal para determinar el propio proyecto de vida y el respeto por las decisiones respecto del propio cuerpo y el principio de equidad y derecho a la salud.

La bioética conlleva como objetivo básico el respeto por la persona, su dignidad y sus derechos. En la práctica, el eje de sus principios universales (beneficio, autonomía y justicia) y la confidencialidad, veracidad y consentimiento informado, abren el camino a la implementación de prácticas como las aquí planteadas.

El respeto por las decisiones personales sobre el cuidado de la salud y el propio cuerpo, mientras no comprometan a terceros, pertenecen al ámbito privado y la interferencia estatal o de otros particulares ha sido definida como inconstitucional y, como explícitamente reza el art. 19 de la Constitución Nacional, están exentas de la autoridad de los magistrados y, por lógica correlación, de la autoridad de los médicos, familiares y/o cualquier otro sujeto.

Prueba de lo expuesto, en casos que normalmente toman estado público, se plantea la negativa de un paciente a someterse a un tratamiento o práctica médica y en ellos la jurisprudencia ha dictaminado, en la totalidad de los casos, a favor de la voluntad del paciente.

Burdamente podemos aseverar que se le permite a una persona (competente y por voluntad expresa), “dejarse morir” pero no se le permite limitar o suspender su capacidad reproductiva.

Es posible afirmar con total certeza que esta práctica médica no compromete el derecho a la vida propia ni ajena, así como tampoco a una vida en gestación.

Si la preservación de la propia vida no es un deber jurídico, tampoco lo es el de reproducirse y, mucho menos, el de estar disponible para ello.

El presente es un paso más en nuestra tarea legislativa en defensa de los derechos individuales, en especial los relacionados con la salud reproductiva y se suma para remover otro obstáculo que impide el acceso igualitario de las mujeres de cualquier condición social a la protección de su salud y dignidad personal.

Cada persona que decide practicarse una operación de este tipo, estructura su propia valoración de las circunstancias personalísimas que lo impulsan, y pueden ser motivadas por cuestiones de salud física o psíquica, motivos de índole económica relacionados con su núcleo familiar o con sus hijos, un determinado proyecto personal distinto al aceptado socialmente, su libertad sexual o infinidad de causas, tantas como proyectos de vida que, por ser personales y privados, y al no afectar a otros, no corresponde someterlas al arbitrio de un tercero.

El único requisito que consideramos insustituible es el de la voluntad explícita de la persona capaz mayor de edad y la declaración de la misma de conocer los métodos alternativos para igual propósito y los riesgos de este método.

A pesar de ser una realidad palpable, no es nuestra intención abundar en argumentos basados en la difusión y habitualidad de su práctica cotidiana aplicada a personas de sectores de ingresos medios y altos, postergando a amplios sectores sin acceso a prestadores privados, siendo quizá los más necesitados de facilidades para acceder a ellos, ya que tanto por limitaciones económicas, educativas o culturales, no acceden o no mantienen una continuidad en el uso de otros anticonceptivos hoy previstos en la Ley 11.888.

En función de ello y concentrándonos en la preservación de los principios de equidad, la resistencia a practicarla en los hospitales públicos, amparada en el actual ordenamiento legal, se constituye en arbitraria y contraria a la igualdad ante la ley que sustenta nuestra Constitución.

En este contexto constitucional, toda norma que se contraponga a sus preceptos y a los tratados y convenciones que la integran, implica su tácita derogación, pero, sin perjuicio de ello y por conocer que el dictado de ciertas normas no resulta redundante sino que contribuyen a clarificar su interpretación, instamos a su tratamiento y promulgación legislativa.

El inc. 18 del art. 20 de la Ley Nacional Nº 17.132 (ley que reglamenta el ejercicio de la medicina), prohibe a los profesionales que ejerzan la medicina "practicar intervenciones que provoquen la esterilización sin que exista indicación terapéutica perfectamente determinada y sin haber agotado todos los recursos conservadores de los órganos reproductores".

La interpretación de dicha norma debe hacerse en los términos en que se concibe el Art. 19, incisos 3 y 4, de la misma ley.

Dice el art. 19 que los profesionales que ejerzan la medicina están, sin perjuicio de lo que establezcan las demás disposiciones vigentes, obligados a "respetar la voluntad del paciente en cuanto sea negativa a tratarse o internarse, salvo los casos de inconsciencia, alienación mental, lesionados graves por causa de accidentes, tentativa de suicidio o de delitos. En las operaciones mutilantes se solicitará la conformidad por escrito del enfermo, salvo cuando la inconsciencia o alienación o la gravedad del caso no admitiera dilaciones. En los casos de incapacidad, los profesionales requerirán la conformidad del representante del incapaz" (inc. 3).

Por su lado, el inciso 4 establece como obligación "no llevar a cabo intervenciones quirúrgicas que modifiquen el sexo del enfermo, salvo que sean efectuadas con posterioridad a una autorización judicial".

Según los organismos especializados en materia de salud, se entiende por salud "un estado de completo bienestar físico, mental y social, y no solamente la ausencia de afecciones y enfermedades" (Organización Panamericana de la Salud: Constitución de la Organización Mundial de la Salud. En Documentos Básicos, Documento oficial Nº 240, Washington, 1991, p.23).

Los avances científicos permitieron a la profesión médica traspasar los límites de la mera atención y tratamiento de enfermedades para también comenzar a prevenirlas (Ver al respecto Roemer, Ruth; "El derecho a la atención de la salud", en “El derecho a la salud en las Américas", OPS, publicación científica Nº 509, Washington, 1989, p. 20).

Paralelamente la salud ha sido reconocida, en el ámbito nacional e internacional, como un derecho humano, inherente a la dignidad humana, de forma tal que el bienestar físico, mental y social que pueda alcanzar el ser humano constituye un derecho que el Estado está obligado a garantizar.

La Convención Internacional sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (con jerarquía constitucional –art. 75 inc. 22 C.N–) consagra en su art. 12: "Los Estados adoptarán las medidas para eliminar la discriminación en el acceso a los servicios de atención médica, inclusive en los que se refieren a la planificación familiar y garantizarán los servicios apropiados en relación con el embarazo, el parto, el período posterior al parto, proporcionando servicios gratuitos cuando fuere necesario".

Como es posible advertir, los Estados –dentro de los cuales se encuentra la Argentina- no sólo se obligan a adoptar acciones positivas para garantizar el derecho a la salud, sino que también se obligan a adoptar medidas genéricas e inmediatas destinadas a evitar la discriminación.

En cuanto a los efectos de la intervención quirúrgica, resulta esclarecedor lo manifestado por el Dr. Nicholson, en oportunidad de haber sido convocado por la Comisión de Salud de la Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires para que brindara asesoramiento científico sobre el tema: "…todo el mundo cree que la llamada ligadura tubaria es irreversible. Eso no es así. En muchos lugares del mundo hay estadísticas que demuestran que mujeres que se han seccionado las trompas (...) si se hacen la anastomosis en la terminal de las trompas seccionadas tienen un setenta u ochenta por ciento de posibilidad de éxito. Incluso, hay procedimientos más fáciles como la colocación de unos clips que se sitúan por laparoscopía y se produce la obstrucción tubaria. Si la mujer resuelve tener hijos, vuelve a hacerse otra laparoscopía, se sacan los anillos o los clips y puede perfectamente volver a quedar embarazada…" (Versión taquigráfica de las sesiones del día 6 de octubre de 1999).

Igual concepto debemos aplicar al considerar una vasectomía, y corresponde reiterarlo, los efectos de la intervención no son definitivos: la ligadura de Trompas de Falopio y la vasectomía, no se tratan de métodos de esterilización sino de un método de infertilización.

Este tipo de intervenciones, habida cuenta de la existencia de técnicas de permeabilización, como la recanalización quirúrgica de los conductos ligados por una obstrucción tubaria, imponen relativizar el carácter irreversible de la misma, y por lo tanto desechar su categorización como esterilizante o mutilante, sin perjuicio de la futura posibilidad de engendrar o concebir por medio de técnicas de fertilización asistida.

Esta intervención quirúrgica, si bien consiste en un método que evita embarazos, no está equiparada al resto de los métodos anticonceptivos conocidos.

Hoy, estos métodos se aplican previa prescripción médica, y con fines terapéuticos, en casos en los cuales un nuevo embarazo –con alto grado de probabilidad de producirse, ya sea debido al contexto social en el cual se llevan a cabo las relaciones sexuales de la paciente y/o al fracaso de anteriores métodos anticonceptivos– pondría en serio peligro la salud de la paciente y de sus hijos.

Se trata de una auténtica situación de peligro para la salud entendida integralmente, que torna necesario que –respetándose todos los derechos de los pacientes- se entorpezca lo menos posible la última solución disponible para prevenir el mal que un nuevo embarazo significaría.

El derecho a la integridad psicofísica comprende, entre otras cosas, el derecho a conservar todas las partes del cuerpo, lo cual impide mutilaciones no consentidas, el derecho a ser respetado en las más profundas convicciones, en el honor, etc. La salud comprendida como integridad psicofísica se encuentra protegida por disposiciones de derecho constitucional, internacional, civil y penal (Cfr. Kraut, El derecho de los pacientes, Abeledo Perrot, p. 135).

El derecho civil, por su parte, prevé acciones de daños, destinadas a volver las cosas al estado anterior o, en caso de ser ello imposible, a un resarcimiento pecuniario.

Estos diversos medios de protección están previstos para aquellos casos en los cuales se haya actuado sin un válido consentimiento de la víctima, prestado a los fines de que se proceda a una acción autorizada por la normativa vigente.

Y, aún en aquellos casos que exista un consentimiento válido dado por los pacientes para la realización de la operación quirúrgica, también resulta claro que existe protección jurídica para los supuestos de mala praxis médica.

Ahora bien, la regla general es la necesidad de un consentimiento dado válidamente. El art. 19, inc. 2 de la Ley 17.132 –ya citado- obliga a los profesionales a respetar la voluntad del paciente y a solicitar la conformidad por escrito del paciente en casos de operaciones mutilantes.

El consentimiento válido que permite realizar prácticas médicas legales es aquel dado por un paciente, provisto de información adecuada, sin coerciones. Detrás de esta concepción se encuentra la autonomía de la voluntad del paciente, especialmente el derecho a la autodeterminación en cuanto a la integridad psicofísica.

Los requisitos para el respeto de la autodeterminación consisten en que el paciente actúe en forma autónoma y dotado de capacidad, en que el consentimiento que dé sea libre, voluntario e informado, y en que se le brinde toda la información pertinente.

La autonomía debe entenderse como la libertad personal de elegir como se quiera. Salvo algunas excepciones, las personas tienen "la capacidad de expresar su voluntad, previa comprensión del acto médico y de sus consecuencias sobre la vida y la salud, de la facultad de comparar las ventajas alternativas, además de la posibilidad de sobreponerse al medio, la angustia y el nerviosismo que conlleva una situación de esta índole" (Cfr. Highton-Wierzba, La relación médico-paciente: el consentimiento informado. Ad Hoc, Bs. As., 1991).

Elemental es en este rumbo la información médica. El derecho a la información, como manifestación del derecho constitucional a la vida y a la salud, constituye una derivación del derecho a la autodeterminación sobre el propio cuerpo en el marco del derecho a la autonomía (ver Kraut, p. 157).

Definen Highton y Wierzba el consentimiento informado como una declaración de voluntad efectuada por un paciente por la cual, luego de brindársele la suficiente información con respecto al procedimiento o intervención quirúrgica que se le propone como médicamente aconsejable, éste decide prestar su conformidad y someterse a tal procedimiento o intervención.

En aquellos casos en los que el paciente no pueda dar su consentimiento, el profesional debe requerírselo a sus representantes legales.

Claro está que una mujer o un hombre informados, que previa información pertinente toma una decisión sobre su cuerpo, están dando el consentimiento necesario y suficiente como para que se proceda a la práctica solicitada.

En este sentido, una autorización judicial o de una junta médica o el consentimiento del cónyuge no solo excederían el ámbito de lo necesario, sino que afectan el derecho a la autodeterminación cuya consagración ha costado serios esfuerzos.

La realización de una práctica médica legal con el consentimiento del propio paciente que se encuentra en posibilidad de darlo, es suficiente. Sumar nuevos requisitos de personas que no tienen –o no pueden tener legalmente– voz y voto sobre el cuerpo del paciente, solo vulnera la autodeterminación.

El requerimiento de una autorización judicial exigido por los profesionales de la medicina que ejercen el arte en el ámbito de los hospitales públicos es una exigencia que no sólo es discriminatoria en virtud de las prácticas que ocurren en las instituciones privadas, sino que afectan derechos humanos protegidos por toda la normativa ya mencionada.

No olvidemos que no se trata de la simple elección del método anticonceptivo más fiable a los fines de evitar un embarazo no deseado, sino de proteger la salud de la paciente (y de sus hijos) que puede entrar en serio riesgo por un embarazo muy probable, circunstancia que justifica el método solicitado.

Resulta incomprensible advertir cuál es el rol que en tal camino le cabe a un magistrado.

Las leyes básicas de salud reconocen como derecho de todas las personas en su relación con el sistema de salud y con los servicios de salud, la inexistencia de interferencia o condicionamientos ajenos a la relación entre el profesional y el paciente, en la atención e información que reciba.

A su vez, la jurisprudencia ha reconocido el derecho de toda persona a elegir sin interferencias: "...Atenta contra la libertad del paciente en cuanto a la elección que tiene toda persona, en concordancia con un fundado criterio médico, de elegir un tratamiento terapéutico aconsejable para establecer o mejorar sus condiciones de salud y de calidad de vida. Esta solución se compadece con los principios bioéticos de autonomía respecto a las decisiones personales autoreferentes y de beneficencia respecto de aquello que contempla el mejor interés del paciente con relación a su salud". (Juzgado Criminal y Correccional de transición Nº 1, Mar del Plata 1998, 12/30, publicado en La Ley, 28/2/2000.)

Asimismo el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil Nº 79 con relación a la necesidad de autorización judicial estableció que: "A los fines de valorar la razonabilidad de tal solicitud de autorización judicial, corresponde estarse a las disposiciones establecidas por la Ley 17.132 que regula el ejercicio de la medicina, la cual a entender de la suscripta, contempla –con relación al tipo de operación en cuestión– la prohibición a los profesionales de la medicina de “practicar intervenciones que provoquen la esterilización sin la existencia de una indicación terapéutica adecuada” (art. 20, inc. 18). Baste lo dicho para afirmar que concurriendo la mencionada indicación terapéutica, desaparece la situación de prohibición, siendo que el profesional del arte de curar se encuentra habilitado a efectuar aquellos actos quirúrgicos cuando razones terapéuticas así lo aconsejen, no necesitando por la tanto autorización judicial para llevarlos a cabo. (...) Corolario de lo expuesto corresponde que el Sr. Director del Hospital Ramos Mejía de esta ciudad evalúe en forma inmediata la solicitud de intervención efectuada por la actora que fuera elevada a su consideración con fecha 1/10/99 –lo que habría omitido considerar sin que aparezca en autos justificación alguna al respecto– y disponga que en ocasión de la cesárea programada para la actora se realice la ligadura de trompas requerida u otra acción terapéutica que resulte indicada para el caso, según las reglas del arte de curar, conforme el diagnóstico que presenta la paciente. Ello, a efectos de resguardar en debida forma su integridad psicofísica y, más aún, su propia vida así como también la de los restantes hijos menores de la solicitante que se verían seriamente afectados para el caso en que perdiera la vida su progenitora, extremos éstos que parecen no haber sido considerados debidamente y que ha llevado a la peticionaria –en el avanzado estado de gravidez en que se encuentra– a tener que recurrir a estos estrados judiciales como consecuencia de la exigencia de un requisito absolutamente arbitrario por parte del nosocomio aludido que se aleja del deber que en definitiva le es asignado, cual es el de velar por la salud de los pacientes y no ponerla en peligro a través del cumplimiento de recaudos que no responden a razón legal alguna".

Con el mismo espíritu, ha dicho la Cámara Nacional Civil que nadie puede ser constreñido a someterse contra su voluntad a tratamientos clínicos, quirúrgicos o exámenes médicos cuando está en condiciones de expresar su voluntad, aun cuando tal negativa pueda colocar en situación de riesgo la propia vida del paciente. Así, el paciente es el único e irreemplazable árbitro de la situación. (Conf. Sala H, publicado en E.D. 144:122, con nota de Bidart Campos, G.)

En síntesis, el requisito de la autorización judicial para proceder a una práctica como la ligadura de trompas sólo pone en peligro la salud de las pacientes y entorpece innecesariamente el proceso cuyo fin es la intervención quirúrgica, ya que la justicia, con acertado criterio jurídico se niega a otorgar la autorización. Esta situación se ve agravada por las dificultades que deben enfrentarse para el ejercicio del derecho de acceso a la justicia.

La única norma legal que menciona la necesidad de una autorización judicial, es el art. 19, inc. 4 ya transcripto, sin embargo, el contenido del mismo hace explícitas las situaciones en las cuales debe aplicarse: “intervenciones quirúrgicas que modifiquen el sexo del enfermo”. Hasta donde todos comprenden, una cirugía cuyo fin es la infertilidad del paciente no modifica su sexo.

Esta circunstancia torna en inaplicable la única norma legal que da sustento al excesivo requisito de la autorización judicial.

Teniendo en cuenta toda la normativa citada y de la regulación que efectúa el Código Civil sobre la capacidad de las personas, solo se puede concluir en que requerir autorizaciones de terceros, logra la reducción de una persona con plenas facultades a la de una persona incapaz, cuya voluntad sobre su propio cuerpo no resulta soberana.

Ningún derecho es tan preciado como el de gozar de una vida digna.

Cualquier otro conflicto que la decisión de someterse a una práctica infertilizante pueda generar, encontrará solución en el resto del ordenamiento jurídico, pero sin afectar en grado alguno los derechos a la vida, a la dignidad, a la salud y a la autodeterminación del paciente sobre su propio cuerpo.

Claro es que el consentimiento que debe brindar el paciente es de carácter personalísimo, esto es, en otras palabras, que la voluntad no puede ser sustituida por otra persona ni complementada por otro que no sea el paciente al que se le realizará la intervención quirúrgica.

En el año 1994 el Comité de Derechos Humanos al analizar el citado artículo 16 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer emitió la Recomendación General Nº 21, relativa a las serias consecuencias que tienen para las mujeres las prácticas coercitivas, en donde expresa que las decisiones de tener hijos o no, bajo ninguna circunstancia pueden ser limitadas por el esposo o pareja, familiares o gobierno.

Más adelante, el Comité emitió la Recomendación General Nº 24 en donde recuerda a los Estados que la obligación de respetar los derechos de las mujeres exige "abstenerse de obstruir la acción tomada por las mujeres en el seguimiento de sus metas de salud".

Como ya quedó dicho, los únicos protagonistas de este acto médico son el paciente y el médico, pudiendo ambos, si lo desean, recurrir a la opinión de otros facultativos.

Sí resulta imprescindible, la constitución de un grupo interdisciplinario de contención para el paciente que se encuentre ante la conflictiva situación de tener que decidir libremente –y con la información adecuada– la realización o no de la intervención, con las consecuencias ya referidas.

Es en virtud de las consideraciones expuestas, y con el objetivo de ajustar nuestro derecho a las pautas constitucionales y de los tratados y convenciones internacionales suscritos, de modo de contar con un plexo normativo coherente y claro que no ampare en ambigüedades, interpretaciones contradictorias o vacíos, la violación de los derechos humanos o el incumplimiento de los principios fundamentales de los sistemas democráticos, que solicitamos la aprobación del presente proyecto de ley.
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(Expte. Nº 11.559 – UCR)

La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Contraconcepción Quirúrgica Voluntaria

Artículo 1° – Autorízase a los efectores de salud, públicos y privados de la Provincia de Santa Fe, y a los profesionales médicos debidamente matriculados, a la aplicación de métodos de contraconcepción quirúrgica voluntaria.

Artículo 2° – Los métodos de contraconcepción quirúrgica voluntaria sólo pueden ser aplicados en los siguientes casos:

a) Cuando el paciente mayor de edad preste consentimiento escrito, en el que medie constancia de haber sido informado sobre otros métodos anticonceptivos, naturales o artificiales, establecidos en la Ley Provincial N° 11.888; sobre las características de las prácticas que se aplicarán; y sobre los riesgos médicos asociados y las consecuencias del método de contraconcepción al que será sometido.

b) Cuando exista indicación terapéutica de contraconcepción quirúrgica y que se aconseje a los fines de evitar grave riesgo o daño en la salud del paciente.

Artículo 3° – En caso de matrimonio se exigirá el consentimiento por escrito de ambos cónyuges. De existir disidencia entre los cónyuges, el Estado Provincial brindará asistencia y asesoramiento profesional para la toma de decisión. De persistir la disidencia, prevalecerá el derecho del cónyuge que pretende la contraconcepción quirúrgica voluntaria.

Artículo 4º – De tratarse de mayores incapaces declarados judicialmente, el método de contraconcepción quirúrgica sólo podrá realizarse cuando este resultare en los términos del inciso b) del artículo 2° y mediare autorización concedida por sus progenitores o tutores, y en su defecto por la autoridad de la institución donde se encuentre internada o por la Autoridad Judicial.

Artículo 5° – En todo efector de salud, público o privado, en donde se apliquen los métodos de contraconcepción quirúrgica voluntaria, indefectiblemente deberá existir un Comité de Bioética, que asesorará y supervisará todas aquellas cuestiones éticas que surjan de estas prácticas. En aquellos efectores donde no existan Comités de Bioética, el Ministerio de Salud y Medio Ambiente reglamentará lo concerniente a la integración y funcionamiento de los respectivos Comités dentro de un plazo de treinta (30) días de promulgada la presente ley.

Artículo 6° – Los Comités de Bioética llevarán un registro de todos los casos específicos considerados y de las deliberaciones llevadas a cabo, guardando la confidencialidad propia del efector de salud, el que sólo podrá ser entregado bajo orden judicial.

Artículo 7° – El Instituto Autárquico Provincial de Obra Social (Iapos), incorporará dentro de sus prácticas médicas, los métodos de contraconcepción quirúrgica voluntaria.

Artículo 8° – En caso de existir objeción de conciencia por parte del o los profesionales médicos respecto de las prácticas de contracepción quirúrgica, los directivos del efector de salud correspondiente, están obligados a disponer los reemplazos o sustituciones necesarios de manera inmediata.

Artículo 9° – El Poder Ejecutivo Provincial, a través del Ministerio de Salud y Medio Ambiente, gestionará de las obras sociales y de la Autoridad de Aplicación Nacional del Sistema de Seguridad Social, el reconocimiento de las prácticas médicas contempladas en la presente ley, en el ámbito de la Provincia de Santa Fe.

Artículo 10 – La presente ley entra en vigencia a partir de su publicación en el Boletín Oficial.

Artículo 11 – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

FUNDAMENTOS DE LA AUTORA DEL PROYECTO

Señor Presidente:

1) Sobre los métodos de contraconcepción quirúrgica

Entre los métodos de contraconcepción quirúrgica se encuentran la ligadura de trompas de Falopio y la vasectomía. Se trata de técnicas simples, eficaces y seguras cuya finalidad es impedir la fecundación. La ligadura de trompas de Falopio, es una intervención quirúrgica que en la mayoría de los casos requiere hospitalización breve y se puede realizar en cualquier momento de la vida reproductiva de una mujer, inclusive durante una cesárea. Las trompas de Falopio son los conductos que vinculan al útero con los ovarios y a través de ellas los óvulos son transportados para el encuentro con los espermatozoides. La ligadura y sección o la colocación de un dispositivo mecánico que comprima la luz de las trompas, impediría la movilización de dichos óvulos y por consiguiente su fecundación. En el hombre, la vasectomía se realiza por un procedimiento semejante al de la mujer, pero seccionando los conductos deferentes. La ubicación anatómica de estos conductos es muy accesible, lo que convierte a esta práctica en una cirugía sencilla y prácticamente ambulatoria.

2) Fundamentación jurídica

La Organización Mundial de la Salud (OMS) define la salud como "un estado de completo bienestar físico, mental y social, y no solamente la ausencia de afecciones y enfermedades", teniendo el Estado la ineludible responsabilidad de garantizar las condiciones necesarias para que este derecho a la salud integral sea ejercido por las mujeres y los hombres en plenitud. En este marco, la contraconcepción quirúrgica voluntaria debe ser considerada una alternativa médica tendiente a alcanzar tales fines.

Nuestra Constitución Nacional en su art. 19 garantiza el derecho a la autonomía; y las cuestiones de salud sexual y reproductiva, constituyen una conducta propia del ámbito personal. El derecho a la dignidad humana exige que se respeten las decisiones personales, en la medida en que ello no perjudique a terceros ni afecte el bien común. Asimismo este derecho es consagrado en el Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, suscrito por la República Argentina, que en su artículo 12 inc. 1 enuncia: "Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental". Del mismo modo en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en su artículo 11 (titulado Derecho a la Preservación de la Salud), se señala: "Toda persona tiene el derecho a que su salud sea preservada por medidas sanitarias y sociales..."

Por su parte, la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer en su artículo 16 inc. e) hace referencia al "... derecho a decidir libre y responsablemente el número de hijos y el intervalo entre los nacimientos y a tener acceso a la información, la educación y los medios que les permitan ejercer estos derechos". Todas estas normas citadas anteriormente poseen jerarquía constitucional en nuestro país, por imperio del artículo 75 inc. 22 de la Constitución Nacional.

La Dra. Zulema Palma, médica ginecóloga, sexóloga y legista, en uno de sus trabajos presentado en las Jornadas de la Sociedad Argentina de Sexualidad Humana en octubre de 1999, manifiesta que "Los derechos sexuales y reproductivos conforman una nueva conceptualización, tanto política como jurídica, de diversos aspectos de la sexualidad y de las conductas que la ponen en manifiesto. Entendemos por derechos sexuales a aquellos derechos humanos inalienables que tienen las personas de tomar decisiones libres (sin padecer ningún tipo de coacción, discriminación ni violencia) sobre la propia sexualidad, tanto en sus aspectos corporales y relacionales como en sus aspectos reproductivos. Por su parte, los derechos reproductivos son aquellos derechos sexuales que implican la libre determinación sobre la propia fertilidad. Todos ellos deben ser garantizados a todas las personas cualquiera fuere su estado civil, edad, sexo, religión, etnia o preferencia sexual”.

Con una ley de contraconcepción quirúrgica voluntaria contribuimos a generar una alternativa que apoya la planificación familiar, en un todo de acuerdo con lo que establece la Organización de la Salud (OMS) cuando indica que es "un modo de pensar y de vivir adoptado voluntariamente por los individuos y parejas, que se basa en conocimientos, actitudes y decisiones tomadas con sentido de responsabilidad, con el objeto de promover la salud y el bienestar de la familia y contribuir así en forma eficaz al desarrollo del país". De ello se deriva, que es una responsabilidad ineludible del Estado brindar a toda la población que lo requiera, información, orientación y prestaciones de servicios que aseguren el derecho humano de decidir libre y responsablemente sobre sus pautas reproductivas.

3) Legislación comparada

Actualmente algunas provincias argentinas poseen normativa vigente sobre el tema de la contraconcepción quirúrgica, como es el caso de la Provincia de Río Negro, donde fue sancionada la Ley Provincial N° 3.059 que dispone expresamente que los establecimientos médicos asistenciales ya sean públicos o privados aplicarán métodos de contraconcepción quirúrgica tales como ligadura de trompas de Falopio y vasectomía. En la Provincia de Neuquén, la Ley Nº 2.431 incorporó a la práctica de la medicina los métodos contraconceptivos quirúrgicos para mujeres y hombres, en el marco del Programa Provincial de Salud Sexual y Reproductiva, establecido por Ley Nº 2.222. De esta manera, los métodos anticonceptivos a que hace referencia dicha ley pueden ser de carácter reversible y transitorio, como así también definitivos. “...En todos los casos el método elegido deberá respetar el derecho de autonomía personal, requiriéndose el consentimiento informado por escrito.” (Art. 6º, Ley Nº 2.222). También hay que mencionar el caso de la Provincia de Mendoza, en la que se encuentra actualmente en tratamiento parlamentario un proyecto de ley que garantiza la realización de prácticas de este tipo sobre la base del derecho a la autodeterminación, entendiendo que el/la paciente tiene el derecho al completo bienestar físico, mental y social, así como a decidir conscientemente sobre su salud y planificación familiar. Por otra parte en la Provincia de La Pampa, el grupo de Mujeres por la Solidaridad, en el mes de junio del presente año, entregó a la Comisión de Legislación Social de la Cámara de Diputados un anteproyecto de ley sobre "Contraconcepción quirúrgica" donde propician que "el Gobierno de la provincia, garantice el derecho a la salud de la población, otorgando la posibilidad de acceder a los procedimientos de anticoncepción quirúrgica, ligaduras de trompas y vasectomía, en los establecimientos de salud del sector estatal”. La Provincia de Chubut cuenta también con legislación sobre la materia (Ley N° 4.950). Es de destacar que en el Parlamento Nacional existen varios proyectos presentados sobre anticoncepción quirúrgica, que hasta el momento no han logrado ser tratados

4) Sobre el proyecto

Para realizar los procedimientos de contraconcepción quirúrgica, se debe contar con la manifestación escrita del consentimiento informado. La información se considera uno de los derechos fundamentales de los pacientes y uno de los deberes ineludibles de los profesionales, de modo que las ciudadanas/os logren la comprensión integral de las prácticas diagnósticas y de tratamiento que se le indiquen y/o practiquen. Una profunda reflexión y análisis de cada situación sobre los riesgos médicos asociados, como así también sobre otros métodos de anticoncepción alternativos, deben preceder a esta importante decisión. En la Ley Provincial N° 11.888 (Programa de procreación responsable) no se contemplan los métodos definitivos de anticoncepción. Por eso creímos adecuado no plantear una incorporación sino una nueva ley que garantice el derecho a la autodeterminación personal (más allá de los programas de salud reproductiva creados o a crearse). Además se establece como requisito el consentimiento de ambos cónyuges en caso de matrimonio; y la obligación del Estado Provincial de brindar asistencia y asesoramiento profesional a la toma de decisión si existieren disidencias entre los mismos. Respecto de aquellos profesionales de la salud que por razones personales, religiosas o morales, se opongan a practicar una intervención de este tipo, deben ser respetados en su decisión siendo la autoridad competente la responsable de arbitrar las medidas necesarias para la realización de los procedimientos mencionados en la misma institución o en otro efector de la red.

En la actualidad, de los indicadores de salud materno infantil, se evidencia que una de las primeras causas de muerte es el aborto (500.000 abortos anuales estimados en el país) y que esta situación ha ido en aumento en la última década. Así, queda reflejado el inadecuado acceso de las mujeres a la información y a los servicios que le permitan evitar embarazos no deseados. Por esta razón, es que apelamos en la presente iniciativa a la libertad de conciencia, porque “se trata de un derecho a la vida y a la intimidad, entendidos como derechos individuales”.

Por los argumentos expuestos es que se solicita a las señoras y señores diputados acompañen con su voto afirmativo el presente proyecto de ley.

María Guido de Nirich

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración, el proyecto de ley, en general.

SR. BULLRICH EÍ "PDPBULLRICH, Miguel" .– Pido la palabra.


Por las razones expresadas, pido autorización para abstenerme en la votación.

SRA. CAVIGIURI EÍ "PJCAVIGIURI, Dolly" .– Pido la palabra.


Solicito autorización para abstenerme de votar este proyecto.

SR. GIACOSA EÍ "UCRGIACOSA, Ricardo" .– Pido la palabra.


Solicito autorización para abstenerme de votar.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se van a votar los pedidos de autorización para abstenerse en la votación, formulados por los señores diputados Miguel Bullrich, Dolly Cavigiuri y Ricardo Giacosa.

–
Resulta afirmativa.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Atendiendo a que se van a tratar conjuntamente ambos proyectos, de acuerdo con este pedido tardío de acumulación de expedientes, de mi parte, quiero conocer cuál es el proyecto que vamos a tratar ahora sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se trata sobre tablas el proyecto leído en primer término, Expte. Nº 11.675 – DB.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar en general el proyecto de ley, tal como se encuentra redactado, según el Expediente Nº 11.675 – DB.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar en particular.

–
Se aprueban los artículos 1º, 2º y 3º.

–
Al ponerse en consideración el artículo 4º:

SRA. STRAUSS EÍ "PJSTRAUSS, Nanci" .– Pido la palabra.


Al final del artículo 4º, luego de la palabra “conjuntamente”, deberá decir “entregándose constancia al paciente, a los efectos de acreditar el cumplimiento de lo requerido en el presente artículo ante quien corresponda”.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Muy bien, señora diputada.


Se va a votar el artículo 4º con la modificación introducida por la señora diputada Strauss. 

–
Resulta aprobado.

–
Al ponerse en consideración el artículo 5º:

SRA. STRAUSS EÍ "PJSTRAUSS, Nanci" .– Pido la palabra


En el artículo 5º suprimimos la palabra “mediante”, en el párrafo que dice: “Podrán ser aplicados mediante previa autorización…”, suprimimos la palabra “mediante”.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 5º con la modificación propuesta por la señora diputada Strauss.

–
Resulta aprobado.

· Se aprueban los artículos 7º, 8º y 9º; artículo 10, de forma.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consecuencia, se comunica al Senado con el siguiente texto.

 EÍ "zlMétodos quirúrgicos de anticoncepción para mujeres y hombres" 
La Legislatura de la Provincia sanciona con Fuerza de

Ley:

Artículo 1º – El Ministerio de Salud y Medio Ambiente, por intermedio de los efectores públicos de salud, posibilitará el acceso a métodos de anticoncepción quirúrgicos denominados ligadura de Trompas de Falopio para las mujeres y vasectomía para los hombres.

Artículo 2º – Facúltase a los profesionales de salud idóneos, a realizar las prácticas médicas mencionadas en el artículo 1º previo cumplimiento de las condiciones previstas en el artículo 4º.

Artículo 3º – Facúltase a la Autoridad de Aplicación a autorizar la aplicación de otros métodos de anticoncepción quirúrgicos que en el futuro fueran aprobados por el Ministerio de Salud de la Nación.

Artículo 4º – En los casos previstos en los artículos 1º a 3º, se requerirá del paciente, en forma previa a la intervención:

a) su expresa voluntad y consentimiento por escrito;

b) su conformidad de haber recibido información de las alternativas de utilización de otros anticonceptivos no quirúrgicos autorizados;

c) su conformidad de haber recibido información de las características del procedimiento quirúrgico, sus posibilidades de reversión, sus riesgos y consecuencias.


El detalle de la información suministrada respecto de los ítemes b) y c) serán transcriptos y formarán parte del consentimiento del punto a), debiendo ser rubricados conjuntamente entregándose al paciente copia de lo actuado, a los efectos de acreditar el cumplimiento de lo dispuesto en el presente artículo ante quien corresponda.

Artículo 5º – En el caso de incapaces declarados judicialmente, los métodos de anticoncepción quirúrgica, podrán ser aplicados previa autorización escrita de su curador, quien a su vez deberá contar con la pertinente venia judicial.

Artículo 6º – El paciente capaz, o el representante legal en el caso de los incapaces previstos en el artículo 5º, contarán con el previo asesoramiento e información detallada de un equipo interdisciplinario, cuya formación y funcionamiento será reglamentado por la Autoridad de Aplicación, que asegure el estado de plena conciencia y el conocimiento de los alcances y de las consecuencias de la elección de un método de anticoncepción quirúrgico.

Artículo 7º – Los métodos de anticoncepción quirúrgicos autorizados por la presente, forman parte del programa creado mediante la Ley 11.888 y se integran al mismo con todas las previsiones allí contempladas, así como con sus objetivos y orientaciones.

Artículo 8º – La autoridad de aplicación de la presente, es el Ministerio de Salud y Medio Ambiente de la Provincia.

Artículo 9º – El Poder Ejecutivo reglamentará esta ley dentro del plazo de 90 días a partir de su promulgación.

Artículo 10 – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

10 TRATAMIENTO PREFERENCIAL DE PROYECTOS

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– De conformidad con lo resuelto oportunamente por la Cámara, corresponde considerar los proyectos acordados con preferencia para esta sesión

10.1 Banco de Alimentos

(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de ley venido en revisión (Expte. Nº 10.674 – SEN) por el que se crea en la provincia el Banco de Alimentos que se encargará de recepcionar y/o direccionar su entrega, no tiene dictamen de comisión.

SRA. TATE EÍ "BRATATE, Alicia" .– Pido la palabra.


Solicito la renovación del tratamiento preferencial de este proyecto para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por la señora diputada Alicia Tate.

–
Resulta afirmativa.

10.2 Métodos quirúrgicos de anticoncepción para mujeres y hombres

(Proyecto de ley – Aprobado sobre tablas)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de ley (Expte. Nº 11.675 – DB) por el que se establece que el Ministerio de Salud, por intermedio de los efectores de salud, posibilitará el acceso a métodos de anticoncepción quirúrgicos, denominado ligaduras de trompas de falopio para mujeres y vasectomía para hombres, ya fue aprobado sobre tablas.

–
Ver punto 9.1.

10.3 Área Metropolitana del Gran Rosario (Amgro)

(Proyecto de ley – Vuelve a comisión)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de ley (Expte. Nº 9234 – PJ) por el que se crea el Área Metropolitana del Gran Rosario (Amgro) no cuenta con dictamen de comisión.

–
El proyecto de ley (Expte. Nº 9234 – PJ) vuelve a comisión.

10.4 Adhesión a Ley Nacional Nº 25.422 (Régimen para la Recuperación de la Ganadería Ovina)

(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de ley (Expte. Nº 11.595 – DB) por el que la Provincia adhiere a la Ley Nacional Nº 25.422, Régimen para la Recuperación de la Ganadería Ovina, no cuenta con dictamen de comisión.

SR. ZOGBI EÍ "BRAZOGBI, Eduardo" .– Pido la palabra.


Solicito la renovación del tratamiento preferencial de este proyecto, para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Eduardo Zogbi.

–
Resulta afirmativa.

10.5 Condonación de cuotas de financiación de viviendas inundadas (San Carlos Centro)

(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de ley (Expte. Nº 11.469 – PJ) por el que se condonan las cuotas de financiación con cancelación a partir de agosto de 2003, correspondientes al precio de compra de las viviendas construidas por la Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo en San Carlos Centro, departamento Las Colonias, afectadas por la elevación de las napas freáticas y escaso escurrimiento de las aguas pluviales, no tiene dictamen de comisión.

SRA. SCHACHNER EÍ "PJSCHACHNER, Élida" .– Pido la palabra.


Solicito la renovación del tratamiento preferencial de este proyecto, para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por la señora diputada Élida Schachner.

–
Resulta afirmativa.

10.6 Problemática de las inundaciones en sistema Leyes-Setúbal (pedido de informes)

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.623 – BRA) por el que solicitan informes al Poder Ejecutivo sobre aspectos relacionados con la problemática de las inundaciones y/o daños erosivos provocados en las márgenes del sistema Leyes-Setúbal, así como con las obras sobre el puente Arroyo Leyes.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.623 – BRA) presentado por los diputados Ritter, Zogbi y D’Ambrosio, por el cual solicitan al Poder Ejecutivo, a través del organismo correspondiente, informe sobre aspectos relacionados con la problemática de las inundaciones y/o daños erosivos provocados en las márgenes del sistema Leyes–Setúbal y en relación con las obras previstas para el puente sobre el Arroyo Leyes, departamento La Capital; atento a los fundamentos expuestos por los autores del mismo y las razones que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación.

Sala de Comisión, 13 de noviembre de 2003.

Giardino – Basaldella – Paganini – Álvarez R. – Grbavac – Baudín – Ritter – Demaría

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.623 – BRA), presentado por los diputados Ritter, Zogbi y D’Ambrosio, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Obras y Servicios Públicos y Vivienda, informe sobre aspectos relacionados con la problemática de las inundaciones y/o daños erosivos provocados en las márgenes del Sistema Leyes–Setúbal y en relación con las obras previstas para el puente sobre el Arroyo Leyes, departamento La Capital; y, atento a que el mismo cuenta con dictamen de la Comisión de Obras y Servicios Públicos, esta comisión ha resuelto adherirse al mismo.

Sala de Comisión, 20 de noviembre de 2003.

Paganini – Álvarez J. – Tate – Basaldella – Giardino – Cecchi – Gutiérrez

 EÍ "zcProblemática de las inundaciones en sistema Leyes-Setúbal (pedido de informes)" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda, informe sobre los siguientes aspectos relacionados con la problemática de las inundaciones y/o daños erosivos provocados en las márgenes del Sistema Leyes – Setúbal y en relación con las obras previstas para el puente sobre el arroyo Leyes.

a) Si en la planificación y decisiones vinculadas al sistema hídrico citado se han tomado en consideración las conclusiones expuestas en el informe producido por la Comisión creada por la Ley Nº 10.825 y si en la planificación de obras parciales se ha incluido al sistema hídrico como un conjunto indisoluble.

b) Si el Poder Ejecutivo ha provisto los medios necesarios para garantizar el funcionamiento de la Comisión y para el cumplimiento de sus fines imputando las erogaciones necesarias a tales fines, conforme lo determina el artículo 5º de la Ley Nº 10.825.

c) Si se ha conformado y cuales han sido las funciones asignadas y las tareas realizadas por el Ente a que refiere el artículo 6º de la Ley Nº10.825.

d) Indicar si en las decisiones relacionadas a la construcción de un nuevo puente sobre el arroyo Leyes se han considerado los estudios realizados a través del Convenio Facultad de Ingeniería y Ciencias Hídricas – Dirección Provincial de Vialidad, del que surgen cinco alternativas para abordar el problema.

e) En igual sentido, informar si se ha considerado el informe producido por la Comisión creada por la Ley Nº 10.825, que propicia las alternativas 2, 3 y 4, de menores costos que la Alternativa 5 (Construcción de un nuevo puente sobre el arroyo Leyes) para resolver el problema, dando en su caso los fundamentos técnicos y económicos en que se sustenta tal decisión.

f) Informar si se han imputado los recursos necesarios en el Presupuesto Gral. de Gastos y Cálculo de Recursos 2003, para posibilitar la licitación de la obra “Puente sobre el arroyo Leyes”, dando cuenta de las medidas adoptadas para garantizar que los recursos necesarios a tal fin, en presupuestos sucesivos, se encuentren disponibles.

g) Considerando que se producirá la asunción de nuevas autoridades el 11 de diciembre de 2003, que ya han sido electas, si se ha coordinado con el Gobernador electo la licitación de la obra, y si éste comparte el criterio y accionar de la actual administración.
fundamentos de los AUTORES DEL PROYECTO
Señor Presidente:

La Ley Nº 10.825 tiene tres cuestiones centrales que deben ser rescatadas:

a) Por una parte la de plasmar en una ley el concepto de “sistema” para el análisis global y particular de la situación y de las obras realizadas y a realizar en el “Sistema Leyes – Setúbal”.

b) La de generar un ámbito de participación que incluye a los distintos niveles del estado involucrados en el problema, en sus áreas normativas y administrativas, y a los particulares que puedan aportar experiencias aptas para la toma de decisiones.

c) La de generar un documento totalizador (el informe inicial producido por la Comisión) que enumera y da prioridad en forma preliminar las obras a ejecutar.

La información a nuestro alcance nos hace sospechar que alguien ha decidido que la Ley Nº 10.825 es demasiado antigua y que ello exime de obligación de cumplimiento a técnicos y funcionarios.

Entendemos que esto no es así, y que la participación que habilitaba la Ley Nº 10.825 debe ser mantenida, más aún cuando el accionar de los responsables sobre las cuestiones hídricas ha mostrado carencias tales como las que motivaron la reciente catástrofe vivida en nuestra provincia.

En el caso particular que nos ocupa, que es el anuncio de llamado a licitación para construir un nuevo puente sobre el arroyo Leyes, que por otra parte forma parte de un “festival” de anuncios de licitaciones de obras que pagará la próxima administración, nos preocupan varios aspectos.

El primero es ignorar las sugerencias de la Comisión Ley Nº 10.825 que desaconsejaban la construcción de un nuevo puente por existir soluciones más económicas e igualmente idóneas. Tenemos la esperanza, no obstante, de que se nos provean razones técnicas y económicas suficientes para sustentar la decisión del Poder Ejecutivo.

El segundo es conocer si se han realizado las previsiones presupuestarias plurianuales que la obra requiere, adelantando que las mismas no han tenido tratamiento parlamentario como lo exige la Ley de Contabilidad, y por último, conocer si la próxima administración ha sido consultada y se cuenta con su consentimiento, en atención a que será la que deberá pagar los compromisos que hoy asuma el Gobernador Reutemann.

Por último, y en la convicción de que muchos de nuestros males encontrarán mejores soluciones en ámbitos participativos, consideramos necesaria la repotenciación de la Comisión creada por la Ley Nº 10.825, que ha sido desactivada por causas que desconocemos.

Por las razones expuestas, solicitamos a los señores diputados la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Ritter – Zogbi – D’Ambrosio
SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

10.7 Aeropuerto de Sauce Viejo: obras de refacción

(Proyecto de comunicación – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.624 – BRA) por el que se solicita se informe sobre diversos aspectos vinculados con las obras de refacción proyectadas en el Aeropuerto de Sauce Viejo no tiene dictamen de comisión.

SRA. TATE EÍ "BRATATE, Alicia" .– Pido la palabra.


Solicito la renovación del tratamiento preferencial de este proyecto para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por la señora diputada Alicia Tate.

–
Resulta afirmativa.

10.8 Fondo del Conurbano – Ley Nº 24.443: aporte permanente a la Provincia

(Proyecto de comunicación – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.538 – BRA) por el que se solicitan gestiones ante la Jefatura de Gabinete Nacional y ante ambas Cámaras del Congreso de la Nación, a fin de lograr que los recursos asignados al Estado Provincial por medio del Fondo del Conurbano –Ley Nº 24.443– adquieran el carácter de aporte permanente a la Provincia, no cuenta con dictamen de comisión.

SRA. TATE EÍ "BRATATE, Alicia" .– Pido la palabra.


Solicito la renovación del tratamiento preferencial de este proyecto para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por la señora diputada Alicia Tate.

–
Resulta afirmativa.

10.9 Cuerpo de Bomberos Voluntarios de Franck: provisión de computadora

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.539 – BRA) por el que se solicita se proceda a la donación de una computadora y sus correspondientes equipos complementarios al Cuerpo de Bomberos Voluntarios de Franck.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:
Señores Diputados:

Vuestra Comisión de Promoción Comunitaria ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.539 – BRA), presentado por el diputado Ritter, por el cual se solicita se proceda a la donación de una computadora y sus correspondientes equipos complementarios, al Cuerpo de Bomberos Voluntarios de la ciudad de Franck, departamento Las Colonias; y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto que, con modificaciones, se transcribe:

 EÍ "zcCuerpo de Bomberos Voluntarios de Franck\: provisión de computadora" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del organismo correspondiente, proceda a la donación de una computadora (con capacidad acorde a la requerida por los beneficiarios), y sus correspondientes equipos complementarios (estabilizador de tensión, monitor, mouse e impresora), al Cuerpo de Bomberos Voluntarios de la ciudad de Franck, departamento Las Colonias.

Sala de Comisión, 05 de noviembre de 2003.

Gutiérrez – Broda – Dalla Fontana – Mazziotta

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.539 – BRA) presentado por el diputado Oscar Ritter, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo correspondiente, proceda a la donación de una computadora (con capacidad acorde a la requerida por los beneficiarios), y sus correspondientes equipos complementarios (estabilizador de tensión, monitor, mouse e impresora) al Cuerpo de Bomberos Voluntarios de la ciudad de Franck, departamento Las Colonias; y atento a que el mismo cuenta con dictamen favorable de la Comisión de Promoción Comunitaria, esta comisión ha resuelto adherirse al mismo.

Sala de Comisión, 13 de noviembre de 2003.

Paganini – Tate – Gutiérrez – Giardino – Basaldella – Venesia – Cecchi

proyecto de comunicación original

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de las áreas que corresponda, arbitre las medidas necesarias para proceder a la donación de una computadora (con capacidad acorde a la requerida por los beneficiarios), y sus correspondientes equipos complementarios (estabilizador de tensión, monitor, mouse e impresora ), al Cuerpo de Bomberos Voluntarios de Franck.

fundamentos del autor del proyecto
Señor Presidente:


El desarrollo de las actividades del Cuerpo de Bomberos de Franck se ve limitado por la carencia de medios informáticos que le permitan interactuar con eficacia y celeridad con el sistema de protección civil nacional y provincial.


Estas actuaciones coordinadas no incluyen solo los aspectos operativos del Cuerpo, sino que resulta de especial interés para la actualización informativa y técnica y la capacitación permanente de sus integrantes, traducida en eficacia a la hora de la aplicación de los conocimientos adquiridos.


Es por todos conocido que las comunidades apoyan, en la medida de sus posibilidades, a estos cuerpos de voluntarios que cubren aún a riesgo de sus vidas, funciones que en algunas ciudades mayores asume el Estado.

En este caso se considera pertinente que sea el Estado Provincial quien colabore con la provisión de los elementos requeridos, los que deberán satisfacer las necesidades técnicas del Cuerpo de Bomberos Voluntarios de Franck.


Por las razones expuestas, solicitamos a los señores diputados la aprobación del presente proyecto.
Oscar Ritter
SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

10.10 Uniones Estables de Parejas

(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de ley (Expte. Nº 11.274 – DB) por el que se instituyen las uniones estables de parejas en la Provincia de Santa Fe, no tiene dictamen de comisión.

SR. DI POLLINA EÍ "FPSDI POLLINA, Eduardo" .– Pido la palabra.


Solicito la renovación del tratamiento preferencial de este proyecto para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Eduardo Di Pollina.

–
Resulta afirmativa.

10.11 Fiesta Turística Provincial del Camionero y Fiesta Turística Local y Regional

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el proyecto (Expte. Nº 11.725 – PJ) de declaración de interés de esta Cámara de la VI Fiesta Turística Provincial del Camionero y IX Fiesta Turística Local y Regional, que se desarrollarán el 24 de enero de 2004 en Sarmiento, departamento Las Colonias.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social ha estudiado el proyecto de declaración (Expte. Nº 11.725 – PJ) presentado por la señora diputada Schachner, por el cual esta Cámara declara de su interés la VI Fiesta Turística Provincial de Camioneros y IX Fiesta Turística Local y Regional, a desarrollarse el 24 de enero de 2004 en la localidad de Sarmiento, departamento Las Colonias, y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante de la comisión, os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zdFiesta Turística Provincial del Camionero y Fiesta Turística Local y Regional" 
La Cámara de Diputados declara de su interés la VI Fiesta Turística Provincial del Camionero y IX Fiesta Turística Local y Regional, a realizarse el día 24 de enero de 2004 en la localidad de Sarmiento, departamento Las Colonias.

Sala de Comisión, 20 de noviembre de 2003.

Tate – González –Ritter – Schpeir 

fundamentos de la autora del proyecto
Señor Presidente:


Mediante el presente proyecto se plantea la posibilidad de que esta Cámara declare de su interés la VI Fiesta Turística Provincial del Camionero y IX Fiesta Turística Local y Regional, en la localidad de Sarmiento, departamento Las Colonias.


Esta fiesta se realiza anualmente siendo organizada por el Centro de Camioneros conformado por conductores de camiones de corta, media y larga distancia de la citada localidad con el apoyo de la Comuna local.


Esta fiesta trata de resaltar y revalorizar el trabajo que desempeñan quienes surcan las rutas de nuestra provincia transportando materias primas de toda naturaleza.


Durante la festividad se organizan eventos puntuales como la presentación de nuevas unidades de transporte. También se realiza un baile popular en la plaza pública con la presentación de artistas zonales y otros de renombre nacional y también de la comparsa Maracangala de la localidad. Además se efectúa la elección de la Reina de la Fiesta Turística Provincial del Camionero.


Sarmiento es una localidad donde aún perduran costumbres, anécdotas y tradiciones ancestrales que se ponen de manifiesto en esa fecha con la celebración de esta fiesta con más de 2500 personas quienes disfrutan de los espectáculos previstos durante la jornada.


En el marco de lo descripto en los párrafos anteriores, es que solicito a mis pares el tratamiento y aprobación del presente proyecto.
Élida Schachner
SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

10.12 Rezonificación de predio urbano en Villa Gobernador Gálvez

(Proyecto de comunicación – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.718 – BS) por el que se solicita se tome intervención en el proyecto de rezonificación de un predio urbano de la ciudad de Villa Gobernador Gálvez, que se pretende destinar a la construcción de un puerto de embarque y desembarque de diversos productos, no tiene dictamen de comisión.

SR. DI POLLINA EÍ "FPSDI POLLINA, Eduardo" .– Pido la palabra.


Solicito la renovación del tratamiento preferencial de este proyecto para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Eduardo Di Pollina.

–
Resulta afirmativa.

10.13 Lago del Parque General Belgrano: partidas presupuestarias para su recuperación

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.580 – DB) por el que se solicita al Poder Ejecutivo proceda a incluir en el proyecto de Presupuesto 2004 las partidas necesarias para atender los gastos para la ejecución de las obras de saneamiento y recuperación del Lago del Parque General Belgrano, de la ciudad de Santa Fe.


Por Secretarías se dará lectura.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.580 – DB), presentado por los diputados Paganini, Bullrich, Molinas y Tate, por el cual solicitan al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, incluya en el proyecto de Presupuesto para el ejercicio 2004, las partidas para atender las erogaciones que demanden los estudios, elaboración de proyectos y ejecución de las obras para el saneamiento y recuperación del Lago del Parque General Belgrano de la ciudad de Santa Fe; atento a los fundamentos expuestos por los autores del mismo y las razones que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación.

Sala de Comisión, 23 de octubre de 2003.

Giardino – Grbavac – Álvarez, R. – Demaría – Strauss

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.580 – DB), presentado por los diputados Paganini, Bullrich, Molinas y Tate, por el que se solicita al Poder Ejecutivo que, por intermedio del organismo que corresponda, proceda incluir en el proyecto de Presupuesto 2004, las partidas para atender los gastos para la ejecución de las obras para saneamiento y recuperación del Lago del Parque General Belgrano de la ciudad de Santa Fe; y, atento a que el mismo cuenta con dictamen de la Comisión de Obras y Servicios Públicos, esta comisión ha resuelto adherirse al mismo.

Sala de Comisión, 30 de octubre de 2003.

Paganini – Álvarez J. – Giardino – Pochettino – Cecchi –

 EÍ "zcLago del Parque General Belgrano\: partidas presupuestarias para su recuperación" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, incluya en el proyecto de Presupuesto para el ejercicio 2004, las partidas para atender las erogaciones que demanden los estudios, elaboración de proyectos y ejecución de las obras para el saneamiento y recuperación del lago del parque General Belgrano de la ciudad de Santa Fe.

fundamentos de los AUTORES DEL PROYECTO
Señor Presidente:


Ante el evidente deterioro general en que se encuentra el parque, la degradación de su lago en particular y la ausencia de políticas de solución definitiva por parte de las autoridades y atendiendo a la imperiosa necesidad de su saneamiento ante el alarmante proceso de degradación permanente de este espejo de agua ubicado en el casco histórico y fundacional de la ciudad de Santa Fe, se requiere se gestione ante el Poder Ejecutivo la inclusión de las partidas presupuestarias necesarias a fin de atender la recuperación definitiva de dicho lago.


En síntesis, el Parque del Sur, representa uno de los más importantes de la ciudad, donde la lamentable situación en que se encuentra nos mueve a intentar la recuperación definitiva del mismo a efectos de destinar dicho espacio a la recreación de la población santafesina.


Por los motivos detallados, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.
Paganini – Tate – Bullrich – Molinas
SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

10.14 Observatorio de Residuos Peligrosos, Tóxicos y Nocivos para la Salud

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el proyecto de ley venido en revisión (Expte. Nº 10.288 – SEN) por el que se crea el Observatorio de Residuos Peligrosos, Tóxicos y Nocivos para la Salud, en el ámbito de la Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee: 
Señores diputados:

Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 10.288 – SEN), venido en revisión, autoría del senador Fascendini por el cual se crea el Observatorio de Residuos Peligrosos, Tóxicos y Nocivos para la salud en el ámbito de la Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Provincia, y, no encontrando objeciones que formular al mismo, aconsejamos prestéis vuestra aprobación.

Sala de Comisión, 5 de Junio de 2003.

Broda – Villalba – Demaría – Strauss – Reschia

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 10.288 – SEN), presentado por el senador Carlos Fascendini, venido en revisión, por el cual se crea el Observatorio de Residuos Peligrosos, Tóxicos y Nocivos para la Salud en el ámbito de la Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Provincia, o de quien en el futuro la reemplace; y por las razones que oportunamente dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al texto sancionado por la Cámara de Senadores en fecha 26 de septiembre de 2002.

Sala de Comisión, 26 de junio de 2003.

Paganini – Giardino – Pochettino – Álvarez J. – Tate – Venesia – Gutiérrez

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 10.288 – SEN), autoría del senador Fascendini, por el cual se crea el Observatorio de residuos peligrosos tóxicos y nocivos para la salud y en el ámbito de la Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Provincia. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores, y con despacho precedente de las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Presupuesto y Hacienda, esta comisión ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación: 

 EÍ "zlObservatorio de Residuos Peligrosos, Tóxicos y Nocivos para la Salud" 
la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de ley:

Artículo 1º – Créase el Observatorio de Residuos Peligrosos, Tóxicos y Nocivos para la salud en el ámbito de la Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Provincia, o de quien en el futuro la reemplace.

Para la implementación del Observatorio de residuos peligrosos, tóxicos y nocivos para la salud, la Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Provincia podrá definir regiones y micro regiones y establecer prioridades de ejecución respecto de las mismas.

Artículo 2º – Definiciones:

Observatorio de Residuos Peligrosos, Tóxicos y Nocivos para la salud: es el instrumento de planificación de la política sectorial y de apoyo a la gestión, que se constituye por un ámbito de estudio e investigación y permite la confluencia entre sectores gubernamentales y no gubernamentales para facilitar la detección, evaluación, remediación y monitoreo de los sitios “potencialmente” peligrosos y la adopción de decisiones con sustento en ella en materia de residuos peligrosos, tóxicos y nocivos para la salud y contemplando la gestión integral de los mismos y los aspectos sociales, económicos, culturales y naturales con ella vinculados. Tiene como objetivos adicionales, con igual jerarquía, brindar la debida información a la sociedad y ser un canal de comunicación entre la oferta – generación de residuos y su demanda para el tratamiento o disposición final.

Residuos Peligrosos, Tóxicos y Nocivos: los objetos sólidos, líquidos o gaseosos de origen industrial o comercial, que, en función de sus características de corrosividad, reactividad, explosividad, toxicidad, inflamabilidad y patogenicidad, puedan presentar riesgo a la salud pública o causar efectos adversos al medio ambiente y cuyos tenedores se hayan desecho o tengan voluntad u obligación de hacerlo. No se incluyen los residuos radioactivos, aunque en términos reales presentan un peligro al ambiente, ya que por sus características de alto riesgo generalmente son controlados por organismo diferente a la autoridad ambiental.

Gestión Integral de Residuos: es el conjunto de decisiones, programas y políticas públicas y privadas que tienen por objetivo la solución de los problemas provenientes de la generación de residuos y de sus impactos en los recursos naturales y del ambiente procurando producir la menor cantidad de residuos peligrosos, tóxicos o nocivos necesarios y de proveer a la reutilización, tratamiento y disposición final de los mismos optando por las decisiones más funcionales de un manejo sustentable de los residuos y del ambiente.

Artículo 3º – Son objetivos del Observatorio de residuos:

Objetivos Generales:

1. Facilitar el entendimiento de la interacción entre los fenómenos físicos (ambientales), sociales, y económicos, mediante el suministro de información cuantitativa en forma de indicadores e índices. Estas medidas deben ser relevantes para el desarrollo provincial, de tal forma que puedan asistir, con rigurosidad y pertinencia, en la toma de decisiones.

2. Contribuir a la defensa del ambiente sano, equilibrado y apto para el desarrollo humano; a que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer a las de las generaciones futuras y a la preservación del patrimonio natural y cultural, como así también los recursos en ellos incluidos.

Objetivos Específicos:

1. Ofrecer a los usuarios un conjunto básico de variables relevantes para la detección de sitios “potencialmente” peligrosos en el ámbito de la provincia, para su evaluación y posterior vigilancia o remediación de acuerdo al nivel de riesgo de los mismos, contemplando la aplicación de los programas de la EPA – Agencia para la Protección del Ambiente – y/o ATSDR – Agencia de Sustancias Tóxicas y Registro de Enfermedades -, avalados por la OMS – OPS. Los mismos deberán ser registrados y actualizados periódicamente, y presentados tanto en forma impresa como electrónica.

2. Desarrollar nuevas metodologías para la determinación de los niveles de riesgo a fin de permitir a los decisores la necesidad de remediar un sitio.

3. Establecer una red de comunicación entre los generadores y usuarios de información sobre el desarrollo.

4. Crear nuevas metodologías para el desarrollo de información agregada que ayude a identificar relaciones entre diferentes fenómenos, a fin de facilitar una perspectiva más amplia y completa del desarrollo.

5. Brindar herramientas para la toma de decisiones en el marco de la sostenibilidad y teniendo en cuenta el principio de la interdependencia ecológica.

6. Promover la gestión integral de los residuos, priorizando la reducción de la generación de los mismos.

7. Recolectar, sistematizar y analizar la información disponible en los organismos del Estado Provincial respecto a la gestión integral de los residuos.

8. Facilitar la vinculación entre los distintos sujetos públicos y privados involucrados en la gestión integral de residuos con el fin de acelerar y optimizar los procesos de reducción, tratamiento o disposición final de los residuos.

9. Proveer a la difusión de las políticas públicas y privadas relacionadas con el cumplimiento de los objetivos previstos en el presente artículo.

10. Ofrecer la más completa información a la ciudadanía sobre la generación y gestión de los residuos y de los programas desarrollados en el área específica, organizando a tal efecto los sistemas adecuados disponibles.

11. Incentivar la investigación científica básica y aplicada relacionada con los objetivos del presente artículo; así como la difusión, socialización y extensión de los conocimientos obtenidos.

12. Proveer información sobre la actividad socioeconómica de los operadores de residuos, su capacidad de respuesta, de formación y asistencia.

13. Otorgar herramientas para facilitar la orientación de recursos públicos hacia programas de desarrollo sostenible en materia de gestión integral de residuos.

14. Afianzar la participación con la industria y otras entidades afines para disminuir la cantidad de desechos peligrosos y fomentar tecnologías innovadoras que beneficien al medio ambiente.

Artículo 4º – Para la coordinación de sus funciones con otros organismos provinciales, nacionales o municipales, la autoridad del Observatorio queda facultada a promover la celebración de convenios.

Artículo 5º – Los funcionarios y empleados que cumplan funciones en el Observatorio no podrán desempeñarse en la esfera privada, en ninguna actividad vinculada con la gestión de los residuos peligrosos, tóxicos o nocivos.

Artículo 6º – Invítase a los Municipios y Comunas de la Provincia a adherir a la presente ley, y prestar colaboración para la implementación y funcionamiento del Observatorio.

Artículo 7º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 13 de noviembre de 2003.

Esquivel – Migno – Dalla Fontana – D’Ambrosio – Meotto – Strada – Di Pollina
proyecto de ley original
la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de

ley:

Artículo 1º – Créase el Observatorio de Residuos Peligrosos, Tóxicos y Nocivos para la salud en el ámbito de la Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Provincia, o de quien en el futuro la reemplace.

Para la implementación del Observatorio de Residuos Peligrosos, Tóxicos y Nocivos para la salud, la Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Provincia podrá definir regiones y micro regiones y establecer prioridades de ejecución respecto de las mismas.

Artículo 2º – El Observatorio estará a cargo de un profesional universitario competente en la materia, el que será designado por la Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable de acuerdo a la normativa vigente.

Artículo 3º – Son objetivos del Observatorio de Residuos:

Objetivos Generales:

1. Facilitar el entendimiento de la interacción entre los fenómenos físicos (ambientales), sociales, y económicos, mediante el suministro de información cuantitativa en forma de indicadores e índices. Estas medidas deben ser relevantes para el desarrollo provincial, de tal forma que puedan asistir, con rigurosidad y pertinencia, en la toma de decisiones.

2. Contribuir a la defensa del ambiente sano, equilibrado y apto para el desarrollo humano; a que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer a las de las generaciones futuras, y a la preservación del patrimonio natural y cultural, como así también los recursos en ellos incluidos.

Objetivos Específicos:

1. Ofrecer a los usuarios un conjunto básico de variables relevantes para la detección de sitios “potencialmente” peligrosos en el ámbito de la provincia, para su evaluación y posterior vigilancia o remediación de acuerdo al nivel de riesgo de los mismos, contemplando la aplicación de los programas de la EPA – Agencia para la Protección del Ambiente – y/o ATSDR – Agencia de Sustancias Tóxicas y Registro de Enfermedades -, avalados por la OMS – OPS. Los mismos deberán ser registrados y actualizados periódicamente, y presentados tanto en forma impresa como electrónica.

2. Desarrollar nuevas metodologías para la determinación de los niveles de riesgo a fin de permitir a los decisores la necesidad de remediar un sitio.

3. Establecer una red de comunicación entre los generadores y usuarios de información sobre el desarrollo.

4. Crear nuevas metodologías para el desarrollo de información agregada que ayude a identificar relaciones entre diferentes fenómenos, a fin de facilitar una perspectiva más amplia y completa del desarrollo.

5. Brindar herramientas para la toma de decisiones en el marco de la sostenibilidad y teniendo en cuenta el principio de la interdependencia ecológica.

6. Promover la gestión integral de los residuos, priorizando la reducción de la generación de los mismos.

7. Recolectar, sistematizar y analizar la información disponible en los organismos del Estado Provincial respecto a la gestión integral de los residuos.

8. Facilitar la vinculación entre los distintos sujetos públicos y privados involucrados en la gestión integral de residuos con el fin de acelerar y optimizar los procesos de reducción, tratamiento o disposición final de los residuos.

9. Proveer a la difusión de las políticas públicas y privadas relacionadas con el cumplimiento de los objetivos previstos en el presente artículo.

10. Ofrecer la más completa información a la ciudadanía sobre la generación y gestión de los residuos y de los programas desarrollados en el área específica, organizando a tal efecto los sistemas adecuados disponibles.

11. Incentivar la investigación científica básica y aplicada relacionada con los objetivos del presente artículo; así como la difusión, socialización y extensión de los conocimientos obtenidos.

12. Proveer información sobre la actividad socioeconómica de los operadores de residuos, su capacidad de respuesta, de formación y asistencia.

13. Otorgar herramientas para facilitar la orientación de recursos públicos hacia programas de desarrollo sostenible en materia de gestión integral de residuos.

14. Afianzar la participación con la industria y otras entidades afines para disminuir la cantidad de desechos peligrosos y fomentar tecnologías innovadoras que beneficien al medio ambiente.

Artículo 4º – Para la coordinación de sus funciones con otros organismos provinciales, nacionales o municipales, la autoridad del Observatorio queda facultada a gestionar la celebración de convenios ad referéndum de la aprobación de la Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable.

Artículo 5º – Los funcionarios y empleados que cumplan funciones en el Observatorio no podrán desempeñarse en la esfera privada, en ninguna actividad vinculada con la gestión de los residuos peligrosos, tóxicos o nocivos.

Artículo 6º – Invítase a los Municipios y Comunas de la Provincia a adecuar su normativa y prestar la debida colaboración para la implementación y funcionamiento del Observatorio de Residuos Peligrosos, Tóxicos o Nocivos.

Artículo 7º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Sala de Sesiones, 26 de septiembre de 2003.

Paulichenco – Betique

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto en general, según el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

–
Resulta aprobado.

· En particular, se aprueban los artículos 1º al 6º; artículo 7º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por lo tanto, se comunica al Senado.

10.15 Enriquecimientos injustificados de personal policial

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el proyecto de ley venido en revisión (Expte. Nº 11.743 – PER, Mensaje 2667) por el que se establece el procedimiento para la investigación de enriquecimiento ilícito del personal policial.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 11.743 – PER; Mensaje N° 2667), venido en revisión, por el cual se establece el procedimiento para la investigación de enriquecimiento de personal policial. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores de fecha 13 de noviembre de 2003, esta comisión ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación:

 EÍ "zlEnriquecimientos injustificados de personal policial" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

ley

PROCEDIMIENTO PARA LA INVESTIGACION DE ENRIQUECIMIENTO ILICITO DE PERSONAL POLICIAL

Artículo 1º.– La Dirección Provincial de Asuntos Internos de oficio o por denuncia fundada investigará los supuestos de enriquecimiento injustificados del personal policial que se encuentre en ejercicio de sus funciones y hasta seis (6) años después de su renuncia o pase a situación de retiro.

Artículo 2º.– La autoridad administrativa quedará relevada de la intervención prevista en el artículo precedente, si el Ministerio Público a través del fiscal de grado formulare el requerimiento exigido en el artículo 268 inc. 2) del Código Penal Argentino.

Artículo 3º.– La Dirección Provincial de Asuntos Internos tendrá amplias facultades para requerir informes a los Registros Públicos, quienes deberán producirlos en el plazo de diez (10) días hábiles, considerándose su incumplimiento falta administrativa. Asimismo contará con el asesoramiento de la Dirección General de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, pudiendo solicitar a organismos oficiales las pericias que estime necesarias.

Artículo 4º.– El requerimiento para la justificación del enriquecimiento patrimonial será precedido de una sumaria información ordenada y confeccionada por el organismo competente que deberá contener:

1) Informes de Registros Públicos respecto a bienes inmuebles, muebles registrables, comercios, marcas, señales de ganado y actividades civiles lucrativas de las cuales sean titulares el funcionario policial, su cónyuge, conviviente, grupo familiar conviviente, parientes consanguíneos hasta el cuarto grado y afines hasta el segundo grado.

2) Copia de las declaraciones juradas patrimoniales, presentadas en cumplimiento del artículo 28 inc. i) de la Ley 6769 y reglamentos derivados que se encuentren archivadas en dependencias policiales o Escribanía de Gobierno. 

3) Informes de la evolución de cuentas bancarias, operaciones con tarjetas de crédito, compraventa de títulos y acciones, transferencia de divisas y cajas de seguridad registradas.

4) Se hará constar el origen de la información consignada y si los datos fueron aportados por el funcionario investigado.

Artículo 5º.– Cuando sea necesario obtener informes sobre cuestiones protegidas por el secreto fiscal, tributario, bursátil de valores, bancarios o examinar documentación privada relativa a cuestiones civiles o comerciales podrá solicitarse auxilio jurisdiccional fundamentando la petición. En caso de denegatoria se hará constar esta circunstancia.

Artículo 6º.– La información sumaria deberá concluirse en el plazo de sesenta (60) días hábiles. La disposición de clausura deberá expresar si existen elementos para el requerimiento de justificación del aumento patrimonial.

Artículo 7º.– En el término de diez (10) días hábiles contados a partir del acto de clausura se realizará el requerimiento al funcionario policial investigado para que justifique la procedencia de su enriquecimiento patrimonial o persona interpuesta que se indique fijándole un plazo razonable de acuerdo a la complejidad de las actuaciones, que no podrá exceder de noventa (90) días, prorrogable hasta treinta (30) días más a pedido del investigado. Será confeccionado con mención de los bienes patrimoniales respecto a los cuales debe justificar la procedencia de los fondos para su adquisición y notificado por cédula en el domicilio registrado.

El requerido podrá solicitar se le corra traslado con entrega de las actuaciones dentro del plazo fijado para contestar el requerimiento. El funcionario que tuviera a cargo la instrucción podrá rechazar la petición por motivos fundados dentro de los tres (3) días de su presentación, quedando las actuaciones en despacho para vista del interesado en días y horas hábiles. En todos los casos el traslado será con entrega de copias certificadas con costo a cargo del peticionante.

Artículo 8º.– La autoridad requirente en el término de quince (15) días de recepcionado el escrito de justificación elevará las actuaciones al juez en lo penal de instrucción en turno informando fundadamente sobre la justificación del enriquecimiento patrimonial, e informará a la Jefatura de Policía de la Provincia a los fines administrativos pertinentes.

Artículo 9º.– Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 20 de noviembre de 2003.

Esquivel – Di Pollina – Meotto – Strada – Migno – Reutemann – Dalla Fontana – D’Ambrosio – Basaldella – Favario

proyecto de ley original

La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley

Procedimiento para la INVESTIGACIÓN de Enriquecimiento Ilicito de Personal POLICIAL

Artículo 1º - La Dirección Provincial de Asuntos Internos de oficio o por denuncia fundada investigará los supuestos de enriquecimiento injustificados del personal policial en el ejercicio de sus funciones y transcurridos seis (6) años desde su renuncia o pase a situación de retiro.

Artículo 2º - La autoridad administrativa quedará relevada de la intervención prevista en el artículo precedente, si el Ministerio Público a través del fiscal de grado formulare el requerimiento exigido en el Artículo 268 inc. 2) del Código Penal Argentino.

Artículo 3º - La Dirección Provincial de Asuntos Internos tendrá amplias facultades para requerir informes a los Registros Públicos, quienes deberán producirlos en el plazo de diez (10) días hábiles bajo apercibimientos de ley. Asimismo contará con el asesoramiento de la Dirección General de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, pudiendo solicitar a organismos oficiales las pericias que estime necesarias.

Artículo 4º - El requerimiento para la justificación del enriquecimiento patrimonial será precedido de una sumaria información ordenada y confeccionada por el organismo competente que deberá contener:

1. Informes de Registros Públicos respecto a bienes inmuebles, muebles registrables, comercios, marcas, señales de ganado y actividades civiles lucrativas de las cuales sean titulares el funcionario policial, su cónyuge, conviviente, grupo familiar conviviente, parientes cosanguíneos hasta el cuarto grado y afines hasta el segundo grado.

2. Copia de las declaraciones juradas patrimoniales, presentadas en cumplimiento del Artículo 28 inc. I) de la Ley 6769 y reglamentos derivados que se encuentren archivados en dependencias policiales o Escribanía de Gobierno.

3. Informes de la evolución de cuentas bancarias, operaciones con tarjetas de crédito, compraventa de títulos y acciones, transferencia de divisa y cajas de seguridad registradas.

4. Se hará constar el origen de la información consignada y si los datos fueron aportados por el funcionario investigado.

Artículo 5º - Cuando sea necesario obtener informes sobre cuestiones protegidas por el secreto fiscal, tributario, bursátil de valores, bancarios o examinar documentación privada relativa a cuestiones civiles o comerciales podrá solicitarse auxilio jurisdiccional fundamentando la petición.


En caso de denegatoria se hará constar esta circunstancia.

Artículo 6º - La información sumaria deberá concluirse en el plazo de sesenta (60) días hábiles. La disposición de clausura deberá expresar si existen elementos para el requerimiento de justificación del aumento patrimonial.

Artículo 7º - En el término de diez (10) días hábiles contados a partir del acto de clausura se realizará el requerimiento al funcionario policial investigado para que justifique la procedencia de su enriquecimiento patrimonial o persona interpuesta que se indique fijándole un plazo razonable de acuerdo a la complejidad de las actuaciones, que no podrá exceder de noventa (90) días, prorrogable hasta treinta (30) días más a pedido del investigado. Será confeccionado con mención de los bienes patrimoniales respecto a los cuales debe justificar la procedencia de los fondos para su adquisición y notificado por cédula en el domicilio registrado.


El requerido podrá solicitar se le corra traslado con entrega de las actuaciones dentro del plazo fijado para contestar el requerimiento. El funcionario que tuviera a cargo la instrucción podrá rechazar la petición por motivos fundados dentro de los tres (3) días de su presentación, quedando las actuaciones en despacho para vista del interesado en días y horas hábiles. En todos los casos el traslado será con entrega de copias certificadas con costo a cargo del peticionante.

Artículo 8º - La autoridad requirente en el término de quince (15) días de recepcionado el escrito de justificación elevará las actuaciones al juez en lo penal de instrucción en turno informando fundadamente sobre la justificación del enriquecimiento patrimonial, e informará a la Jefatura de Policía de la Provincia a los fines administrativos pertinentes.

Artículo 9º - Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Cámara de Senadores, 13 de noviembre de 2003.

Paulichenco – Betique.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto en general, según el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueban los artículos 1º al 8º; artículo 9º , de forma.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se comunica al Senado.

10.16 Ley Nº 10.160 – Orgánica del Poder Judicial: modificación de los arts. 7º, 84, 90 y 93

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el proyecto de ley venido en revisión (Expte. Nº 11.124 – SEN) por el que se modifican los artículos 7º, inciso 4.6), 84, 90 y 93 de la Ley Nº 10.160-Orgánica del Poder Judicial.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 11.124 – SEN), venido en revisión, autoría de los senadores Betique y Crosetti, por el cual se modifican los artículos 7º inciso 4.6), 84, 90 y 93 de la Ley Nº 10.160 (Orgánica del Poder Judicial). Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores de fecha 21 de mayo de 2003, esta comisión ha resuelto adherir al texto sancionado por la misma, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 12 de noviembre de 2003.

Esquivel – Barrera – Basaldella – Strada – Meotto – Reutemann 

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha tomado conocimiento del proyecto de ley, (Expte. Nº 11.124 – SEN), presentado por los senadores Betique y Crosetti, venido en revisión, por el cual se modifican los artículos 7º inciso 4.6), 84, 90 Y 93 de la Ley Nº 10.160 (Orgánica del Poder Judicial); y, atento a que el mismo cuenta con dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ésta comisión ha resuelto adherirse al mismo.

Sala de Comisión, 13 de noviembre de 2003.

Paganini – Giorgetti – Basaldella – Giardino – Venesia
 EÍ "zlLey Nº 10.160 – Orgánica del Poder Judicial\: modificación de los arts. 7º, 84, 90 y 93" 
La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Artículo 1º - Modifícase el artículo 7, inciso 46) Nº 6 de la Ley Nº 10.160 y sus modificatorias, el que quedará redactado de la siguiente forma:


“Artículo 7 inciso 46) Nº 6: “dos en lo Civil, Comercial y Laboral, uno en lo Penal de Instrucción y uno en lo Penal Correccional”.

Artículo 2º - Modifícase el artículo 84 de la Ley Nº 10.160, el que quedará redactado de la siguiente forma:


“Artículo 84: Tienen asiento en las sedes de los Distritos Judiciales Nº 1, 2, 3, 4, 5, 6, 8, 10 y 13 y ejercen competencia material dentro de sus respectivos territorios. Sin perjuicio de ello, los jueces del Distrito Judicial Nº 1 extienden su competencia territorial al Distrito Judicial Nº 11, y el del Distrito Judicial Nº 8 al Distrito Judicial Nº 16.

Artículo 3º - Modifícase el artículo 90 de la Ley Nº 10.160, el que quedará redactado de la siguiente forma:


“Artículo 90: Tienen asiento en las sedes de los Distritos Judiciales Nº 1, 2, 3, 4, 5, 6, 8, 10 y 13 y ejercen su competencia material en sus respectivos territorios. Sin perjuicio de ello, los jueces del Distrito Judicial Nº 1, extienden su competencia territorial al Distrito Judicial Nº 11, el del Distrito Judicial Nº 8 al Distrito Judicial Nº 16, el del Distrito Judicial Nº 13 a las Comunas Nº 1, 4, 9 y 16 del Circuito Judicial Nº 4 y el del Distrito Judicial Nº 4 no tiene competencia territorial en las Comunas Nº 1, 4, 9 y 16 Circuito Judicial Nº 4.

Artículo 4º - Modifícase el artículo 93 de la Ley Nº 10.160, el que quedará redactado de la siguiente forma:


“Artículo 93: Tienen asiento en las sedes de los Distritos Judiciales Nº 7, 9, 12 y 14 y ejercen su competencia material en sus respectivos territorios.

Artículo 5º - La Corte Suprema de Justicia dispondrá las medidas necesarias a los efectos de dotar de los recursos humanos y materiales al órgano jurisdiccional que se crea.

Artículo 6º - Las modificaciones presupuestarias que se deriven como consecuencia de la ejecución del artículo precedente, se harán conforme a las prescripciones de la Ley Complementaria del Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos.

Artículo 7º - Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Sesiones, 22 de mayo 2003.

Paulichenco – Muniagurria
SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley en general, según el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, que recomienda la aceptación de la media sanción del Senado.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueban los artículos 1º al 6º; artículo 7º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consecuencia, se comunica al Poder Ejecutivo.

10.17 Ley Nº 10.160 – Orgánica del Poder Judicial: modificación de los art. 7º, 84, 90 y 93

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el proyecto de ley venido en revisión (Expte. Nº 11.125 – SEN) por el que se modifican los artículos 7º, subinciso 11), 4º, 84, 90 y 93 de la Ley Nº 10.160-Orgánica del Poder Judicial.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 11.125 – SEN), venido en revisión, autoría del senador Depetris, por el cual se modifican los artículos 7° - subinciso 11), inciso 4), 84, 90 y 93 de la Ley Nº 10.160 (Orgánica del Poder Judicial). Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores de fecha 22 de mayo de 2003, esta comisión ha resuelto adherir al texto sancionado por la misma, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 12 de noviembre de 2003.

Esquivel – Meotto – Basaldella – Barrera – Strada – Reutemann

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha tomado conocimiento del proyecto de ley (Expte. Nº 11.125 – SEN) presentado por el senador Depetris, venido en revisión, por el cual se modifican los artículos 7 inciso 11), inciso 4), 84, 90 Y 93 de la Ley Nº 10.160 (Orgánica del Poder Judicial); y, atento a que el mismo cuenta con dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ésta comisión ha resuelto adherirse al mismo.

Sala de Comisión, 13 de noviembre de 2003.

Paganini – Giorgetti – Basaldella – Venesia – Giardino

 EÍ "zlLey Nº 10.160 – Orgánica del Poder Judicial\: modificación de los art. 7º, 84, 90 y 93" 
La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley
Artículo 1º.– Modifícase el subinciso 11), inciso 4 del artículo 7º de la Ley Nº 10.160 y modificatorias (Ley Orgánica del Poder Judicial), el que quedará redactado de la siguiente manera:


“Artículo 7º; 4); 4.11): Nº 11: dos en lo Civil, Comercial y Laboral; uno en lo Penal de Instrucción y Correccional con sede en San Jorge”.

Artículo 2º.– Modifícanse los artículos 84, 90 y 93 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Nº 10.160 y modificatorias, los que quedarán redactados de la siguiente manera:


“Artículo 84: Tienen asiento en las sedes de los Distritos Judiciales Nº 1, 2, 3, 4, 5, 8, 10,12 y 13, y ejercen competencia material dentro de sus respectivos territorios. Sin perjuicio de ello, los jueces del Distrito Judicial Nº 8 extienden su competencia territorial al Distrito Judicial Nº 16”.


“Artículo 90: Tienen asiento en las sedes de los Distritos Judiciales Nº 1, 2, 3, 4, 5, 8, 10, 12 y 13 y ejercen su competencia material en sus respectivos territorios. Sin perjuicio de ello, el Juez del Distrito Judicial Nº 8 extiende su competencia territorial al Distrito Judicial Nº 16, el del Distrito Judicial Nº 13, a las Comunas Nº 1, 4, 9 y 16 del Circuito Judicial Nº 4 y el del Distrito Judicial Nº 4 no tiene competencia territorial en las Comunas Nº 1, 4, 9, y 16 del Circuito Judicial Nº 4”.


“Artículo 93: Tienen asiento en las sedes de los Distritos Judiciales Nº 6, 7 ,9 ,11 y 14, y ejercen su competencia material en sus respectivos territorios”.

Artículo 3º.– Encomiéndase al Poder Judicial, que disponga de las medidas necesarias para dotar de los recursos humanos y materiales al Juzgado creado por esta ley, con el fin de proveer a su funcionamiento, por los medios legales correspondientes.

Artículo 4º.– Autorízase al Poder Ejecutivo a efectuar las modificaciones presupuestarias tendientes al cumplimiento de la presente ley.

Artículo 5º.– Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Cámara de Senadores, 22 de mayo de 2003.
SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto en general, según el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, que aconseja adherir a la media sanción del Senado.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueban los artículos 1º al 4º; artículo 5º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consecuencia, se comunica al Poder Ejecutivo.

10.18 Ley Nº 10.160 – Orgánica del Poder Judicial: modificación art. 5º, 7º, 100, 147 y 151

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el proyecto de ley venido en revisión (Expte. Nº 11.161 – SEN) por el que se modifican los artículos 5º, inciso 20), 7º inciso 4.15) 100, 147 y 151 de la Ley Nº 10.160-Orgánica del Poder Judicial.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee: 

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 11.161 – SEN), venido en revisión, autoría del senador Gramajo, por el cual se modifican los artículos 5º inciso 20), 7º inciso 4.15), 100, 147 y 151 de la Ley Nº 10.160 (Orgánica del Poder Judicial). Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores de fecha 29 de mayo de 2003, esta comisión ha resuelto adherir al texto sancionado por la misma, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 12 de noviembre de 2003.

Esquivel – Migno – Basaldella – Strada – Barrera – Meotto – Reutemann

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha tomado conocimiento del proyecto de ley (Expte. Nº 11.161 – SEN) presentado por el senador Gramajo, venido en revisión, por el cual se modifican los artículos 5º inciso 20), 7º inciso 4. 15), 100, 147 y 151 de la Ley Nº 10.160 (Orgánica del Poder Judicial); y, atento a que el mismo cuenta con dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ésta comisión ha resuelto adherirse al mismo.

Sala de Comisión, 13 de noviembre de 2003.

Paganini – Basaldella – Giorgetti – Venesia – Giardino
 EÍ "zlLey Nº 10.160 – Orgánica del Poder Judicial\: modificación art. 5º, 7º, 100, 147 y 151" 
La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Artículo 1º - Modifícase el artículo 7, inciso 4. 15) de la Ley Nº 10.160 y sus modificatorias, el que quedará redactado de la siguiente forma:


“Artículo 7 inciso 4. 15) Nº 15: uno en lo Civil, Comercial y Laboral, uno en lo Penal de Instrucción y Correccional y uno de Menores.

Artículo 2º - Modifícase el artículo 100 de la Ley Nº 10.160 y sus modificatorias, el que quedará redactado de la siguiente forma:


“Artículo 100: Tienen asiento en las sedes de los Distritos Judiciales Nº 1, 2, 3, 4, 5, 14 y 15 y ejercen competencia material dentro de sus respectivos territorios.


Sin perjuicio de ello, los jueces del Distrito Judicial Nº 1 extienden su competencia territorial al Distrito Judicial Nº 11, los del Distrito Judicial Nº 2, a los Distritos Judiciales Nº 6 y 7, el del Distrito Judicial Nº 3, a los Distritos Judiciales Nº 8 y 9, el Distrito Judicial Nº 4, al Distrito Judicial Nº 13 y el del Distrito Judicial Nº 5, al Distrito Judicial Nº 10.

Artículo 3º - Modifícase el artículo 5, inciso 10) de la Ley Nº 10.160, y sus modificatorias, el que quedará redactado de la siguiente forma:


“Artículo 5. 10): Distrito 10: con sede en la ciudad de San Cristóbal, comprende los Circuitos Judiciales Nº 10 y 16”.

Artículo 4º - Modifícase el artículo 147 de la Ley Nº 10.160 y sus modificatorias, el que quedará redactado de la siguiente forma:


“Artículo 147: Tienen asiento en las sedes de los Distritos Judiciales Nº 1, 2, 3, 4, 5, 14 y 15”.

Artículo 5º - Modifícase el artículo 151 de la Ley Nº 10.160 y sus modificatorias, el que quedará redactado de la siguiente forma:


“Artículo 151: Tienen asiento en las sedes de los Distritos Judiciales Nº 1, 2, 4, 5, 14 y 15”.

Artículo 6º - La Corte Suprema de Justicia dispondrá las medidas necesarias a los efectos de dotar de los recursos humanos y materiales al órgano jurisdiccional que se crea, a fin de ponerlo en funcionamiento.

Artículo 7º - Las modificaciones presupuestarias que se originen como consecuencia de las disposiciones del artículo precedente, se efectuarán conforme a las prescripciones de la Ley Complementaria del Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos.

Artículo 8º - Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Cámara de Senadores, 29 de mayo de 2003.
SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto en general, según el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, que recomienda adherir al dictamen con media sanción del Senado.

–
Resulta aprobado.

· En particular, se aprueban los artículos 1º al 7º; artículo 8º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consecuencia, se comunica al Poder Ejecutivo.

10.19 Programa de Detección Precoz de Tumores de Próstata

(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de ley venido en revisión (Expte. Nº 10.516 – SEN) por el que se implementa en la Provincia el Programa de Detección Precoz de Tumores de Próstata no tiene dictamen de comisión.

SRA. TATE EÍ "BRATATE, Alicia" .– Pido la palabra.


Solicito la renovación del tratamiento preferencial para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por la señora diputada Alicia Tate.

–
Resulta afirmativa.

–
Ver punto 8.2 (solicitud del señor diputado Jorge Álvarez).

10.20 Ley Nº 10.160 – Ley Orgánica del Poder Judicial: modificación de art. 7º y 87

(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de ley venido en revisión (Expte. Nº 11.328 – SEN) por el que se modifican los artículos 7º y 87 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de creación del Juzgado en lo Penal de Sentencia en el Distrito Judicial Nº 10, no tiene dictamen de comisión.

–
Se renueva el tratamiento preferencial para la próxima sesión, a pedido del señor diputado Jorge Álvarez. Ver punto 8.3.

10.21 Ley Nº 25.086 – Entrega de armas de fuego no registradas

(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de ley venido en revisión (Expte. Nº 11.649 – SEN) por el que se establece que las personas que tengan armas de fuego sin su correspondiente registro legal deberán entregarlas al Ministerio de Gobierno, no cuenta con dictamen de comisión.

–
Se renueva el tratamiento preferencial para la próxima sesión, a pedido del señor diputado Jorge Álvarez. Ver punto 8.4.

10.22 Sistemas y equipos informáticos de organismos estatales: uso de software libre

(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de ley (Expte. Nº 11.134 – BRA) por el que se establece que los Poderes Ejecutivo, Legislativo, Judicial y empresas del Estado que posean mayoría accionaria deberán emplear exclusivamente software libre en sus sistemas de equipamiento de informática, no tiene dictamen de comisión.

SRA. TATE EÍ "BRATATE, Alicia" .– Pido la palabra.


Solicito la renovación del tratamiento preferencial para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por la señora diputada Tate.

–
Resulta afirmativa.

10.23 Donación de terrenos a comuna de Santa Isabel

(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de ley (Expte. Nº 10.909 – UCR) por el que se donan a la comuna de Santa Isabel dos terrenos de propiedad de Vialidad Provincial, delimitados por la Ruta Provincial Nº 94, calle Urquiza y calle pública, no tiene dictamen de comisión.

SRA. GUIDO DE NIRICH EÍ "UCRGUIDO DE NIRICH, María L." .– Pido la palabra.


Solicito la renovación del tratamiento preferencial de este proyecto, para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción de la señora diputada Leonor Guido de Nirich.

–
Resulta afirmativa.

10.24 Promoción de la Cunicultura – Ley Nacional Nº 23.634: adhesión provincial

(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de ley (Expte. Nº 11.007 – UCR) por el que esta Provincia adhiere a la Ley Nacional Nº 23.634 de Promoción de la Cunicultura, no cuenta con dictamen de comisión.

SRA. GUIDO DE NIRICH EÍ "UCRGUIDO DE NIRICH, María L." .– Pido la palabra.


Solicito la renovación, para la próxima sesión, del tratamiento preferencial de este proyecto.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por la señora diputada Leonor Guido de Nirich.

–
Resulta afirmativa.

10.25 Programa Provincial de Prevención de Accidentes

(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de ley venido en revisión (Expte. Nº 10.165 – SEN) por el que se crea el Programa Provincial de Prevención de Accidente, no cuenta con dictamen de comisión.

SR. RESCHIA EÍ "PJRESCHIA, Sandra" .– Pido la palabra.


Solicito la renovación del tratamiento preferencial de este proyecto para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción de la señora diputada Sandra Reschia.

–
Resulta afirmativa.

10.26 Dirección Provincial de Hidráulica: informe sobre las inundaciones

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.583 – BRA) por el que se solicita al Poder Ejecutivo remita a esta Cámara copia del informe técnico producido por la Dirección de Hidráulica, con relación a las inundaciones por el desborde del río Salado.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.583 – BRA), presentado por el diputado Ritter, en el cual solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo correspondiente, proceda a remitir a esta Cámara una copia del informe técnico producido por la Dirección Provincial de Hidráulica en relación con las inundaciones que afectaran la cuenca del río Salado durante el primer semestre de 2003; atento a los fundamentos expuestos por el autor del mismo y las razones que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al texto que a continuación se transcribe:

 EÍ "zcDirección Provincial de Hidráulica\: informe sobre las inundaciones" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, proceda a remitir a esta Cámara, una copia del informe técnico producido por la Dirección Provincial de Hidráulica, en relación con las inundaciones que afectaran la cuenca del río Salado, durante el primer semestre de 2003.

Sala de Comisión, 13 de noviembre de 2003.

Giardino – Basaldella – Grbavac – Álvarez R. – Ritter – Paganini – Baudín – Demaría

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 11.583 – BRA), autoría del diputado Ritter, por el cual se solicita remita a esta Cámara una copia del informe técnico producido por la Dirección Provincial de Hidráulica en relación a las inundaciones producidas por el desborde del río Salado durante el primer semestre de 2003. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Obras y Servicios Públicos, esta comisión ha resuelto adherirse al mismo, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión: 19 de noviembre de 2003.

Esquivel – Migno – D’Ambrosio – Favario – Meotto – Barrera – Reutemann
fundamentos del autor del proyecto
Señor Presidente:


Diversos medios de comunicación dan cuenta de la existencia del informe que se solicita, elevado por el organismo técnico provincial al Poder Ejecutivo.


Algunas de estas noticias manifiestan que el mismo se encontraría a consideración de la Fiscalía de Estado, mientras que otros le asignan carácter reservado a los contenidos del mismo.


Curiosamente, al tenor de las crónicas parece que algunos medios de comunicación han tenido acceso al informe.


Creemos que no existen razones para que los legisladores no contemos con la información del mencionado informe, es mas, no existen impedimentos para que toda la población conozca las acciones y omisiones, y eventualmente las responsabilidades y responsables de lo acontecido en la catástrofe, en especial sobre los comportamientos de quienes tienen a su cargo los aspectos involucrados en las inundaciones y en la defensa civil.


Por las razones expuestas, solicito a los señores diputados la aprobación del presente proyecto 
Oscar Ritter
SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto, según el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

–
Resulta aprobado.

10.27 Ley Nº 4889 – Caja de Previsión Social de los Profesionales de la Ingeniería: modificación

(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de ley (Expte. Nº 11.619 – UCR) por el que se modifica el artículo 5º de la Ley Nº 4889 –Caja de Previsión Social de los Profesionales de la Ingeniería de la Provincia de Santa Fe– no tiene dictamen de comisión.

SR. BASALDELLA EÍ "UCRBASALDELLA, Miguel Ángel" .– Pido la palabra.


Solicito la renovación del tratamiento preferencial para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Miguel Ángel Basaldella.

–
Resulta afirmativa.

10.28 Sistema para el Registro de Personal

(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de ley (Expte. Nº 10.977 – UCR) por el que se establece un sistema para el registro de personal ocupado por los empleadores santafesinos, no cuenta con dictamen de comisión.

SR. BASALDELLA EÍ "UCRBASALDELLA, Miguel Ángel" .– Pido la palabra.


Solicito la renovación del tratamiento preferencial para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción del señor diputado Miguel Basaldella.

–
Resulta afirmativa.

10.29 Ley Nº 11.460 – Prevención y tratamiento del Sida: modificación

(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de ley (Expte. Nº 11.149 – DB) por el que se modifica el artículo 5º, inciso g), y se incorpora el artículo 5º bis a la Ley Nº 11.460, de Prevención y Tratamiento del VIH/Sida, no tiene dictamen de comisión.

SRA. BRODA EÍ "PJBRODA, Susana" .– Pido la palabra.


Solicito que sea renovado el tratamiento preferencial de este proyecto para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por la señora diputada Susana Broda.

–
Resulta afirmativa.

10.30 Derecho de las embarazadas al acompañamiento en el parto

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el proyecto de ley (Expte. Nº 10.592 – PJ) por el que se reconoce el derecho de toda mujer embarazada a recibir acompañamiento durante el tiempo que dure su trabajo de parto.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 10.592 – PJ) autoría de los diputados Broda y Hammerly, por el cual se reconoce “El derecho de toda mujer embarazada a recibir acompañamiento durante el tiempo que dure su trabajo de parto”, y, no encontrando objeciones que formular al mismo, aconsejamos prestéis vuestra aprobación.

Sala de Comisión, 29 de mayo de 2003.

Broda – Villalba – Demaría – Strauss – Reutemann

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 10.592 – PJ) autoría de los diputados Broda y Hammerly, por el cual se reconoce “El derecho de toda mujer embarazada a recibir acompañamiento durante el tiempo que dure su trabajo de parto”; que el mismo cuenta con dictamen precedente de la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social y luego de los estudios realizados os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

la Cámara de Diputados de la provincia sanciona con fuerza de

ley:

Artículo 1º.– Reconócese “El derecho de toda mujer embarazada a recibir acompañamiento durante el tiempo que dure su trabajo de parto”.

Artículo 2º.– Respétese “La voluntad de la embarazada a designar libremente a la persona de su afecto o confianza para que la acompañe durante todo el trabajo de parto y nacimiento”.

Artículo 3º.– Incorpórese al Programa de Atención Perinatal, tanto de los efectores públicos de salud dependientes del Ministerio de Salud y Medio Ambiente como asimismo de los efectores privados y de la Seguridad Social, la obligación de “informar a la embarazada del nuevo derecho de acompañamiento que le asiste”, con el objeto de interiorizarla de los beneficios de esta práctica tanto para su salud como para la de su hijo por nacer.

Artículo 4º.– Incorpórase en la Historia Clínica Perinatal y en el Carné Perinatal los espacios pertinentes a fin de insertar la identificación y datos personales de la persona que fuere designada como acompañante de la embarazada en trabajo de parto.

Artículo 5º.– El incumplimiento de las obligaciones emergentes de la presente ley por parte de los Servicios de Salud y de los Profesionales del Arte de Curar será considerado falta grave.

Artículo 6º – Será autoridad de aplicación y contralor el Ministerio de Salud, quien realizará una amplia difusión del “derecho de acompañamiento” y de las normas establecidas en la presente.

Artículo 7º – El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley dentro de los 30 días de su promulgación.

Artículo 8º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Sala de Comisión, 13 de noviembre de 2003.

Paganini – Gutiérrez – Giardino – Venesia – Basaldella – Cecchi – Giorgetti

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 10.592 – PJ), autoría de los diputados Broda y Hammerly, por el cual se reconoce “El derecho de toda mujer embarazada a recibir acompañamiento durante el tiempo que dure su trabajo de parto”. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que cuenta con despachos precedentes de las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Presupuesto y Hacienda, esta comisión ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación.

 EÍ "zlDerecho de las embarazadas al acompañamiento en el parto" 
la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de

ley:

Artículo 1º.– Reconócese el derecho de toda mujer embarazada a recibir acompañamiento durante el tiempo que dure su trabajo de parto, debiendo respetarse su voluntad de elegir libremente a la persona de su afecto o confianza en esa circunstancia.

Artículo 2º.– Incorpórese al Incorpórase al Programa de Atención Perinatal, tanto de los efectores públicos y privados de salud la obligación de informar a la embarazada del nuevo derecho de acompañamiento que le asiste, con el objeto de interiorizarla de los beneficios de esta práctica tanto para su salud como para la de su hijo por nacer.

Artículo 3º.– Incorpórase en la Historia Clínica Perinatal y en el Carné Perinatal los espacios pertinentes a fin de insertar la identificación y datos personales de la persona que fuere designada como acompañante de la embarazada en trabajo de parto.

Artículo 4º – El incumplimiento de las obligaciones emergentes de la presente ley por parte de los Servicios de Salud y de los Profesionales del Arte de Curar será considerado falta grave.

Artículo 5º – Será autoridad de aplicación y contralor el Ministerio de Salud, quien realizará una amplia difusión del “derecho de acompañamiento” y de las normas establecidas en la presente.

Artículo 6º – El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley dentro de los 30 días de su promulgación.

Artículo 7º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 19 de noviembre de 2003.

Esquivel – Migno – Reutemann – D’Ambrosio – Meotto – Barrera
proyecto de ley original
La Cámara de Diputados de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Artículo 1º - Reconócese “El Derecho de toda Mujer Embarazada a recibir acompañamiento durante el tiempo que dure su Trabajo de Parto”

Artículo 2º - Respétese “La Voluntad de la Embarazada a designar libremente a la persona de su afecto o confianza para que la acompañe durante todo el Trabajo de Parto y Nacimiento”.

Artículo 3º - Incorpórese al Programa de Atención Perinatal, tanto de los efectores públicos de salud dependientes del Ministerio de Salud y Medio Ambiente como asimismo de los efectores privados y de la Seguridad Social, la obligación de “Informar a la embarazada del nuevo derecho de acompañamiento que le asiste”, con el objeto de interiorizarla de los beneficios de esta práctica tanto para su salud como para la de su hijo por nacer.

Artículo 4º - Incorpórase en la Historia Clínica Perinatal y en el Carné Perinatal los espacios pertinentes a fin de insertar la identificación y datos personales de la persona que fuere designada como acompañante de la embarazada en trabajo de parto.

Artículo 5º - Toda construcción futura de efector público o privado de salud dedicado a la atención de parturientas deberá contemplar áreas adecuadas para ámbitos de reflexión y educación para la salud de las personas que fueran designadas como acompañantes de embarazadas en trabajo de parto.

En las maternidades existentes en los efectores públicos de salud el Ministerio de Salud y Medio Ambiente llevará a cabo las modificaciones edilicias necesarias, guardando normas de privacidad y confort.

Artículo 6º - El incumplimiento de las obligaciones emergentes de la presente ley por parte de los Servicios de Salud y de los Profesionales del Arte de Curar será considerado falta grave.

Artículo 7º - Será autoridad de aplicación y contralor el Ministerio de Salud, quien realizará una amplia difusión del “Derecho de Acompañamiento” y de las normas establecidas en la presente.

Artículo 8º - El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley dentro de los 30 días de su promulgación.

Artículo 9º - Comuníquese al Poder Ejecutivo.

fundamentos de los autores del proyecto
Señor Presidente:

Actualmente no existen normas que respeten el derecho de acompañamiento de la mujer embarazada, restringiendo la participación de un acompañante, además de no contar con las estructuras edilicias adecuadas en los centros de salud. Para que esto sea posible, debemos contribuir en dictar una norma que reivindique el papel protagónico que la mujer cuenta al momento de dar a luz.

Existen evidencias científicas que demuestran que la asistencia continua a la mujer embarazada en el trabajo de parto y en el parto arrojan resultados beneficiosos, en varios aspectos, para la madre y para su bebé, desconociéndose riesgos asociados en la práctica de esta metodología.

El apoyo continuo para las mujeres durante el parto incluye orientación, asistencia práctica y emocional brindada por enfermeras, parteras o personas sin estudios profesionales (familiar, o persona elegida por la mujer). Se ha demostrado que este apoyo reduce la probabilidad de administrar medicamentos para aliviar el dolor, cesárea, u otra complicación, contribuyendo a obtener una mejor experiencia digna, sagrada y gratificante.

La mujer tiene derecho a ser acompañada por su cónyuge, pareja o por quien ella decida en todos los momentos de la asistencia prenatal, trabajo de parto, parto y postparto.

Esta propuesta transformadora se enmarca en el concepto de derechos ciudadanos presentes en el compromiso a favor de la madre y el niño, asumido por nuestro país en la “Cumbre Mundial a favor de la Infancia” en el año 1990, y muy especialmente en la “Convención Internacional sobre Derechos del Niño” y la “Convención sobre toda forma de discriminación contra la mujer”, incorporada en nuestra Constitución, las que tienen como meta la equidad y la reducción de desigualdades como objetivo compartido.

La información internacional señala que en países avanzados (Holanda, Suecia, Alemania, Australia, EEUU, Canadá, etc.), se observa una mayor frecuencia de la práctica del parto en el hogar, como medio de lograr el nacimiento en la intimidad de la familia, con sus beneficios emocionales, biológicos y económicos.

Los servicios de salud deben promover en las personas la conciencia de sus derechos, así como el dominio de la información básica necesaria para ejercerlos, para adoptar una actitud de prevención y cuidado de la salud y asumir el control de las acciones que recibe o demanda de los servicios sociales y de salud.

Lo derechos de la mujeres y sus bebés en el parto y nacimiento son inalienables y no son secundarios a las exigencias del gobierno, del personal medico, de las instituciones o de cualquier otra persona o institución.

La aprobación de este proyecto de ley será un gran reconocimiento del derecho para la mujer santafesina.
Hammerly – Broda
SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

SRA. BRODA EÍ "PJBRODA, Susana" .– Pido la palabra.


Vamos a votar un proyecto de ley del que en su momento, cuando lo presenté, recalqué que tenía por base un anteproyecto acercado por el Dr. Eduardo Elizalde, obstetra del Hospital Centenario de la ciudad de Rosario y, además, profesor adjunto de la cátedra de Tocoginecología de la Facultad de Medicina de Rosario.


Justamente hoy, por razones inherentes a su profesión de obstetra, el Dr. Elizalde está atendiendo un parto y no puede estar presente, pero sí está en su representación el Dr. Rubén Farías, de Santa Fe, a quien quiero agradecerle y pedirle que le haga llegar el agradecimiento, por su anteproyecto.


Con un concepto totalmente sanitarista, estos médicos se preocuparon por algo tan simple como el derecho de la mujer a estar acompañada durante el parto; lo cual no es una novedad para las que tuvimos nuestros hijos con mutuales o en clínicas privadas, porque esta modalidad está en ejercicio desde hace mucho tiempo. Pero sí llama la atención la sensibilidad de estos médicos de hospitales públicos, el hecho de que hayan reparado en ello y se hayan tomado el trabajo de elaborar un proyecto de ley, el que nos acercaron con frondosos antecedentes científicos, en los que se demuestran los beneficios de la mujer contenida emocionalmente durante el parto, como ser: menor necesidad de analgésicos y menor cantidad de cesáreas, porque el estado de relajación y de bienestar de la mujer hace que el parto sea más feliz para ella y para su hijo por nacer.


Recién, cuando votábamos el proyecto referido a los métodos quirúrgicos de anticoncepción, mientras escuchaba lo que exponía la diputada Strauss pensaba: qué curioso que dos proyectos, aparentemente antagónicos, como son uno que previene la natalidad y otro destinado al bienestar durante el nacimiento, tengan el mismo fundamento.


La diputada Strauss hablaba del derecho a la equidad, a igual tratamiento, más allá de las diferencias sociales. Los dos proyectos tienen el mismo fundamento porque eso es lo importante: que se tienda al tratamiento equitativo de las pacientes, más allá del factor adquisitivo que pueda determinarlo o no.


Recuerdo que el Dr. Elizalde me comentaba que por razones de operatividad, las salas de parto están dentro del sector de cirugía, lo que las convierte en un área restringida, a la que normalmente no tienen acceso los familiares de la paciente. Y que muchas veces esa situación, después de horas de trabajo de parto, sola, controlada nada más que por el médico y una enfermera, genera en la mujer mucha inseguridad, mucha ansiedad, sobre todo en las primerizas.


La puesta en práctica de este proyecto es muy simple, sólo se necesita acondicionar una sala cerca de ese sector; no hay gastos, no hay inversión, pero como dije, sí tiene un profundo contenido humanístico, que además, respeta los derechos de la mujer y del niño, que están incorporados en la Constitución Nacional, a través de la adhesión a diversos tratados internacionales. El proyecto, como cualquiera pudo haberlo leído, consiste simplemente en que durante los programas de atención perinatal se le informe a la mujer de este derecho, y que ella elija a la persona –pareja, familiar, amiga– que la acompañará en ese momento.


Por lo tanto, quiero agradecer al Dr. Elizalde por el trabajo que se tomó en acercarnos este proyecto; también por las reformas que se le hicieron en las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General, que permitieron simplificarlo.


Quiero destacar que Santa Fe es una de las pocas provincias que va a tener una ley de este tipo, que –como ya dije– está enfocada en la prevención, ya que permite brindar mayor confort a la mujer y al niño, pero que también está orientada hacia el respeto de los derechos humanos de la parturienta a ser tratada con la mayor contención emocional posible. Muchas gracias.

SRA. GUTIÉRREZ EÍ "PJGUTIÉRREZ, Marta" .– Pido la palabra.


Señor presidente: le quiero pedir disculpas, porque no estaba en ese momento en el recinto, pero el expediente número... 

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– ¿Su manifestación tiene relación con el proyecto que está en tratamiento, señora diputada?

SRA. GUTIÉRREZ EÍ "PJGUTIÉRREZ, Marta" .– No tuvo tratamiento, ¿no es cierto?

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Perdón, estamos considerando el proyecto de ley que figura como Expediente Nº 10.592 – PJ.

SRA. GUTIÉRREZ EÍ "PJGUTIÉRREZ, Marta" .– Perdón, pensé que había terminado, discúlpeme, señor presidente.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Ahora sí, entonces, si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley en general.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueban los artículos 1º al 6º; artículo 7º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por lo tanto, se comunica al Senado.

10.31 Lago del Parque General Belgrano: partidas presupuestarias para su recuperación

(Proyecto de comunicación – Aprobado – Ver punto 10.13)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Ahora sí, señora diputada Marta Gutiérrez, le cedo el uso de la palabra.

SRA. GUTIÉRREZ EÍ "PJGUTIÉRREZ, Marta" .– Si, señor presidente, el Expediente Nº 11.580, que recién fue aprobado, acá figura como que pasó por la Comisión de Presupuesto y Hacienda, pero por esta comisión hoy no pasó, porque asistimos a esa reunión y no lo firmamos.


Quisiera que vuelva a comisión, señor presidente.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– ¿Qué expediente?

SRA. GUTIÉRREZ EÍ "PJGUTIÉRREZ, Marta" .– El Expediente Nº 11.580. Perdóneme, pero no estaba presente para hacer esta petición. Es la preferencia Nº 13.

–
El Presidente consulta con el Secretario Legislativo.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– No, ya fue aprobado.


Señora diputada: el Expediente Nº 11.580, que figura como preferencia Nº 13, ya fue tratado y aprobado.

–
Ver punto 8.13.

SRA. GUTIÉRREZ EÍ "PJGUTIÉRREZ, Marta" .– Sí, perdóneme, señor presidente, no estaba presente porque me llamaron de un medio de comunicación.


Pero perdóneme: si todos los proyectos pasan para su tratamiento por dos o tres comisiones, no entiendo por qué con tanta rapidez lo sacaron de la Comisión de Obras Públicas. Acordamos que iba a pasar por la Comisión de Presupuesto y Hacienda; hoy, a esa comisión –que figura acá– no llegó. No pasó por ella, porque volvió a comisión y no fue tratado, señor presidente.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– No, no, tengo en mis manos el dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, con la firma ...

SRA. GUTIÉRREZ EÍ "PJGUTIÉRREZ, Marta." .– Bueno, entonces agreguemos algunos artículos, que sería bueno que estuvieran en el proyecto.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Ya está aprobado, señora diputada.

SRA. GUTIÉRREZ EÍ "PJGUTIÉRREZ, Marta." .– Sí, yo creo que es la necesidad que tienen ustedes, sin considerar... Porque, ¿por qué figura la Comisión de Presupuesto y Hacienda, si el proyecto no fue tratado hoy en ella, señor presidente? Yo asistí a las reuniones de la Comisión de Presupuesto y Hacienda.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Continuamos.

SRA. GUTIÉRREZ EÍ "PJGUTIÉRREZ, Marta" .– Yo hice una pregunta, ¿nadie me va a contestar, señor presidente?

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto ya fue aprobado, señora diputada, se lo acabamos de aclarar.

SRA. GUTIÉRREZ EÍ "PJGUTIÉRREZ, Marta." .– Digamos, fue aprobado con todo lo que ustedes necesitan para la ciudad de Santa Fe.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– No, no, está el expediente con el dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda...

SRA. GUTIÉRREZ EÍ "PJGUTIÉRREZ, Marta." .– No, perdóneme, señor presidente. Hoy yo asistí a la reunión de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, fíjese que firmé todos los expedientes, estaba el resto de mis pares conmigo, en la comisión, y ustedes saben muy bien –y no quiero que nadie mienta aquí adentro– que no se firmó.


Yo quería agregarle un artículo, si se consideraba, pero de buena fe, señor presidente. Entonces, pido que se tenga el mismo tratamiento para todos los proyectos.

SR. DALLA FONTANA EÍ "PJDALLA FONTANA, Ariel" .– Pido la palabra.


Señor presidente: se trata de un proyecto de comunicación, por lo tanto, es una manifestación de voluntad de la Cámara.


Si la señora diputada tiene una opinión, que la exprese y que esta se agregue en el proyecto, cuando se remita, y nos ahorramos todo otro trámite. Que exprese qué es lo que opina del tema y que se agreguen los dichos de la diputada, junto con la comunicación.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Aprovecho la oportunidad de que la señora diputada ha vuelto a tratar este asunto –incluido en la lista de preferencias con el Nº 13–, porque yo también me entero de que este proyecto se trató inadvertidamente, en un momento en que me ausenté del recinto.


En el informe que se hizo, en la reunión de la Comisión de Labor Parlamentaria, sobre las preferencias que se iban a tratar, este asunto no estaba incluido, señor presidente. Nada más.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Muy bien. Tiene la palabra la señora diputada Marta Gutiérrez.

SRA. GUTIÉRREZ EÍ "PJGUTIÉRREZ, Marta." .– Yo no quiero crear un conflicto, pero habíamos quedado en que si el proyecto volvía a comisión, había algunos puntos que queríamos añadirle, que eran beneficiosos para la ciudad, y así se lo planteé al presidente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, pero no tuve la oportunidad de hacerlo. Así que bueno...


Si ya está votado, no se preocupe, presidente. Pero el proyecto salió de la Comisión de Obras Públicas, señor presidente...

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Señora diputada: en todo caso, dé sus opiniones y las incorporamos en el dictamen.

SRA. GUTIÉRREZ EÍ "PJGUTIÉRREZ, Marta." .– Bueno, pero déjemelo leer, porque si volvió a comisión y tiene dictamen, ¡no sé como salió, señor presidente!

SR. PAGANINI EÍ "PJPAGANINI, Carlos" .– Pido la palabra.


El dictamen es el de la Comisión de Presupuesto de Hacienda de la semana pasada; supongo que es exactamente el mismo, porque si el proyecto figura con dictamen de esa comisión, no debe haber variado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Muy bien. Señora diputada, en todo caso, incorporamos por escrito al proyecto de comunicación la opinión que usted quiera dar.

SR. PAGANINI EÍ "PJPAGANINI, Carlos" .– Lo agregamos a continuación...

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Lo incorporamos por Presidencia o por Secretaría Legislativa.

SRA. GUTIÉRREZ EÍ "PJGUTIÉRREZ, Marta." .– Señor presidente: con el respeto que me merece el señor diputado Paganini, quiero recordar que hoy habíamos quedado en que el proyecto iba a pasar a la Comisión de Presupuesto y Hacienda; después me notificó que no iba a ser tratado.


Sería bueno que agregaran algunos artículos que yo consideraba que podían ser útiles. No lo tratamos, y hoy me encuentro con la novedad de que ya fue aprobado... No quiero faltarle el respeto, señor presidente, pero lamento que hoy no estuve en el recinto... Me hubiese gustado leerlo –leo que estaba en la Comisión de Presupuesto y Hacienda–, pero no lo hemos ni leído... Diputado Paganini, usted discúlpeme, pero encontré un error.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Señora diputada: le aclaro que es su obligación permanecer en el recinto cuando estamos sesionando.

10.32 Informe sobre actuaciones promovidas por miembros de la comuna de Alvear

(Proyecto de comunicación – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.589 – UCR) por el que se solicita a la Secretaría de Municipios y Comunas se informe sobre el cumplimiento de la Ley Orgánica de Comunas no tiene dictamen de comisión.

SR. DI SCIASCIO  EÍ "UCR DI SCIASCIO, Diego Raúl" .– Pido la palabra.


Solicito la renovación del tratamiento preferencial de este proyecto, para la próxima sesión.


Mediante este proyecto de comunicación solicitamos informes a la Secretaría de Municipios y Comunas sobre sus actuaciones ante denuncias efectuadas por ciudadanos de la localidad de Alvear y por miembros de la minoría. Es un proyecto simple, sencillo, para el que veo que estamos repitiendo la preferencia sesión tras sesión, pero no tiene dictamen de comisión.


Me parece que tiene que ser interés de este Cuerpo conocer cuáles fueron las actuaciones de la Secretaría, ante estas denuncias efectuadas por un miembro de la minoría y por ciudadanos de la localidad de Alvear. Más aún, porque se trata del funcionamiento de la Comisión Comunal, del cumplimento de la Ley Orgánica de Municipios y de la emisión de cheques sin fondos y rechazados por la comuna. Porque si estas denuncias son infundadas, se está perdiendo una preciosa oportunidad de dar una contestación contundente a los denunciantes


Así que espero que la comisión trate este proyecto y emita dictamen, para que lo podamos considerar en la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el pedido de renovación de la preferencia para la próxima sesión, solicitado por el señor diputado Diego Di Sciascio.

–
Resulta afirmativa.

10.33 Regulación de la actividad de las entidades de medicina prepaga

(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de ley (Expte. Nº 11.152 – PJ) por el que se regula la actividad de las medicinas prepagas no tiene dictamen de comisión

.

SRA. STRAUSS EÍ "PJSTRAUSS, Nanci" .– Pido la palabra


Este expediente tuvo dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda y luego pasó a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, por lo que deseo renovar el tratamiento de la preferencia para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el pedido de la señora diputada Nanci Strauss, de renovación de la preferencia para la próxima sesión.

–
Resulta afirmativa.

10.34 Derechos y deberes de pacientes en establecimientos de salud

(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de ley (Expte. Nº 10.533 – UCR) por el que se establecen y regulan los derechos y deberes de los pacientes en los establecimientos de salud públicos o privados no tiene dictamen de comisión.

SR. BASALDELLA EÍ "UCRBASALDELLA, Miguel Ángel" .– Pido la palabra.


Solicito la renovación del tratamiento preferencial para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Miguel Ángel Basaldella.

–
Resulta afirmativa.

10.35 Ley Nº 11.627-Normas electorales: modificación

(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de ley (Expte. Nº 11.406 – UCR) por el que se modifica el artículo 2º de la Ley Nº 11.627 – T.O., Decreto Nº 3139 y sus modificatorias (normas electorales), no tiene dictamen de comisión.

SR. DI SCIASCIO  EÍ "UCR DI SCIASCIO, Diego Raúl" .– Pido la palabra.


Solicito la renovación del tratamiento preferencial de este proyecto para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Diego Di Sciascio.

–
Resulta afirmativa.

10.36 Modificación Ley 11.586 (Pensión graciable a excombatientes)

(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de ley (Expte. Nº 9340 – PJ) por el que se sustituyen los artículos 1º –inciso b)–, 2º, 6º y 8º de la Ley Nº 11.586, de pensión graciable a excombatientes, no tiene dictamen de comisión.

SR. MAINETTI EÍ "PJMAINETTI, Osvaldo" .– Pido la palabra.


Solicito la renovación del tratamiento preferencial de este proyecto, para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el pedido formulado por el señor diputado Osvaldo Mainetti.

–
Resulta afirmativa.

10.37 Regulación de la actividad agraria

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el proyecto de ley (Expte. Nº 11.488 – PJ, en tratamiento en conjunto con el Expte. Nº 9880 – PDP) por el que se regula la actividad agraria en el territorio de la provincia (Código Rural).


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Agricultura y Ganadería ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 9880 – PDP) autoría de los diputados Favario y Bullrich, por el cual se regula la actividad agraria en el territorio provincial (Código Rural) y atento en lo resuelto en sesión de fecha 26 de septiembre de 2002, esta comisión ha resuelto no expedirse sobre el proyecto en particular y girarlo a la Comisión de Presupuesto y Hacienda a fin de que se le otorgue tratamiento conjunto con el proyecto de ley (Expte. Nº 8913 – DB) autoría del diputado Bermúdez, por el cual se regula la actividad agraria en el territorio provincial –Código Rural– 

Sala de Comisión, 09 de octubre de 2002.

Ibaldi – Schachner – Grbavac – Giacosa – Dech – Venesia

Dictamen de mayoría

Ref. Expte. 11.488/03 -PJ y 9880/02 -PDP- (1)

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado los proyectos de Ley (Expte. Nº 11.488 – PJ), autoría del diputado Carlos Bermúdez y (Expte. Nº 9880 – PDP), autoría del diputado Carlos Favario, proyectos por los que se regula la actividad agraria en el territorio de la Provincia - Código Rural - y luego de los análisis efectuados y las razones que oportunamente dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al proyecto obrante en el expediente Nº 11.488 – PJ.

Sala de Comisión, 23 de octubre de 2003.

Paganini – Pochettino – Gutiérrez – Giardino – Venesia

dictamen de minoría

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado los proyectos de ley (Expte. Nº 11.488 – PJ), autoría del diputado Carlos Bermúdez y (Expte. Nº 9880 – PDP), autoría del diputado Carlos Favario, proyectos por los que se regula la actividad agraria en el territorio de la Provincia - Código Rural - y luego de los análisis efectuados y las razones que oportunamente dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al proyecto obrante en el expediente Nº 9880 – PDP.

Sala de Comisión, 23 de octubre de 2003.

Bullrich

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 9880 – PDP), autoría de los diputados Favario y Bullrich, por el cual se regula la actividad agraria en el territorio provincial – Código Rural; y su acumulado (Expte. N° 11488 – PJ), autoría del diputado Bermúdez, por el cual se regula la actividad agraria en el territorio de la Provincia – Código Rural. Y, atento a los estudios realizados, a las razones que dará su miembro informante y a que el primero de ellos cuenta con despacho de la Comisión de Agricultura y Ganadería y ambos proyectos cuentan con despacho precedente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, en minoría y mayoría, esta Comisión ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación:

La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Regulando la actividad agraria en el territorio de la Provincia de Santa Fe

(Código rural)

Título preliminar

Artículo 1º – Finalidad. Este Código constituye el conjunto orgánico y sistemático de normas jurídicas citadas para regular la actividad agraria en todo el territorio de la Provincia de Santa Fe en ejercicio de las facultades no delegadas de la Nación y que le son propias conforme a las disposiciones de la Constitución Nacional y Provincial, con la finalidad esencial de orientar, promover y regular la explotación agropecuaria en cualesquiera de sus especializaciones de los recursos naturales renovables y la preservación del medio ambiente.

Artículo 2º – Actividad Agraria. Se entiende por actividad productiva agraria a la industria genética consistente en el desarrollo de un ciclo biológico, vegetal o animal, ligado directa o indirectamente al disfrute de las fuerzas o recursos naturales que se resuelve económicamente en la obtención de frutos destinados al consumo directo, o previa a una o múltiples transformaciones, o a su comercialización cuando resulte del ejercicio normal de la agricultura. Ella consiste en el cultivo de vegetales, comprendida la silvicultura, la cría, mejora o invernada de toda especie animal y las actividades conexas, cualesquiera fuera el lugar donde la misma realiza y el medio o procedimiento utilizado para obtenerla.

Artículo 3º – Empresario Agrario. Empresario agrario es la persona física o jurídica que realiza de un modo profesional una actividad económica, organizando los elementos constitutivos de la hacienda cuya titularidad posee en virtud de un derecho real o personal asumiendo los riesgos inherentes a ella, dirigida a la producción y circulación de los frutos y productos destinados al mercado interior o exterior.

Artículo 4º – Hacienda agraria. La hacienda agraria es el conjunto de bienes y derechos organizados por el empresario para el ejercicio de la actividad agraria.

Artículo 5º – Fundo rústico. Fundo rústico es la fracción de tierra destinada, o susceptible de ser destinada a su utilización agrícola, forestal o pecuaria.

Artículo 6º – Producción racional: Es aquella actividad que realiza el empresario agrario para hacer producir un fundo rústico tal que no contradiga las normas expresamente dispuestas por este Código y las leyes nacionales y provinciales que se dicten, de forma eficiente conforme a las buenas técnicas y con la finalidad de obtener la mayor producción tanto cualitativa como cuantitativamente, evitando la degradación de los suelos, su erosión o agotamiento en el marco de una agricultura sustentable, preservando los recursos naturales renovables y teniendo en cuenta el impacto ambiental.

Libro Primero

De la propiedad fundiaria

Título I

Delimitación

Capítulo I

Deslinde y amojonamiento

Artículo 7º – Obligación. Todo propietario de un fundo rústico esta obligado a tenerlo deslindado y amojonado. No podrá inscribirse en el Registro de la Propiedad la escritura por la que se transfiera, divida o modifique el dominio, si previamente no se justifica el deslinde.


El deslinde y amojonamiento deberá constar en un plano de mensura inscripto en el Servicios de Catastro e Información Territorial de la Provincia o aquel que en el futuro lo sustituya.

Artículo 8º – Mojones. Requisitos. Los mojones demarcatorios deberán colocarse en cada uno de los ángulos que formen las líneas, a una distancia no mayor de mil metros, y de modo que indiquen con precisión las formas constitutivas del perímetro. Exceptúase el caso en que una parte del fundo tenga por límite el cause de un río o arroyo u otro accidente natural.


Los mojones serán de hierro o madera dura y se levantarán a no menos de un metro del suelo.


El Poder Ejecutivo queda facultado para modificar lo dispuesto en el presente artículo cuando las condiciones naturales o topográficas del lugar así lo requieran.

Artículo 9º – Formas de deslindes y amojonamiento. El deslinde y amojonamiento podrá hacerse judicial o extrajudicialmente. En este último caso se hará por escritura pública suscrita por los colindantes.

Artículo 10 – Remoción y reemplazo de mojones. La remoción o reemplazo de mojones deberá hacerse con la intervención del Juez Comunal y citación de los colindantes. De la operación se labrará acta y se entregará una copia a los interesados que la soliciten, debiendo archivarse el original en el Juzgado.

Artículo 11 – Inspección ocular. El propietario o empresario agrario que encuentre removido uno o más mojones, podrá requerir que se practique una inspección ocular en el lugar al Juez Comunal quien previa citación de los colindantes y con la presencia de dos testigos labrará acta de la diligencia realizada y entregará una copia al interesado que la solicite, debiendo archivarse el original en el Juzgado.

Artículo 12 – Servicio de Catastro e Información Territorial: En todos los casos previstos en este capítulo, se deberá tener presente la aplicación de la Ley Nº 10.921, dando intervención al Servicio de Catastro e Información Territorial dentro del marco de su competencia, ya sea a los fines de inscripción cuando corresponda o como órgano de fiscalización.

Artículo 13 – Sanción. El que removiere o reemplazare mojones en inobservancia de lo dispuesto en el artículo 10 será reprimido con multa de hasta quince jus, siempre que el hecho no constituya delito.

Capítulo II

Cercos perimetrales

Artículo 14 – Derecho de cercar. El propietario de un fundo rústico tiene el derecho de cercarlo sobre el deslinde de las propiedades, a tal fin deberá acompañar dos ejemplares del plano de mensura judicial o extrajudicial o sus copias requerir al Juez Comunal que previa citación de los linderos y con la presencia de dos testigos, si aquellos no concurrieren, labre acta constatando la ubicación de mojones conforme al artículo 8º y consecuente recorrido del área proyectada.


Se deberá dejar constancia de la parte que cada uno de los colindantes toma a su cargo en los gastos de conservación –si correspondiere–, y de acuerdo a lo que dispone el Artículo 19. El magistrado actuante entregará una copia al interesado que lo solicite, debiendo archivarse el original en el Juzgado junto a una copia del plano de mensura.

Artículo 15 – Sanción. El que construyere las cercas sin las formalidades dispuestas en el artículo anterior será reprimido con multa de hasta quince (15) jus.

Capítulo III

Medianería Rural

Artículo 16 – Obligación de pago: Los propietarios de fundos rústicos no cercados están obligados a pagar la medianera cuando los cercos de los propietarios colindantes cierran las dos terceras partes de su propiedad.


Se considera cerca a tal fin todo límite que haga innecesario el cercado. Aún cuando un propietario no tenga cerrado su fundo rústico en las dos terceras partes del perímetro, si utilizase el cerco del colindante de cualquier manera, pagará lo que le corresponda por la porción de que se sirva.

Artículo 17 – Materiales de cerco. Cuando un propietario quisiera cercar su fundo rústico con un material costoso como piedra, tapia, u otros, sus linderos no están obligados a contribuir con el importe de la misma calidad del material, sino con la parte que les correspondería en una cerca de cinco alambres atados con torniquetes o tensados, postes enteros de cualquier material resistente, colocados a doce metros uno de otro y cinco varillas por claro.

Artículo 18 – Mantenimiento del cerco. Es obligación de los propietarios colindantes mantener los cercos medianeros en buen estado y repararlo en caso de deterioro o destrucción.

Artículo 19 – Gastos de conservación. Los gastos para la conservación de las cercas medianeras, corresponderá por mitad de extensión lineal a los condóminos o colindantes.

Artículo 20 – Intimación para la reparación del cerco. El propietario o empresario agrícola que observe que su colindante descuida la parte de la cerca que le corresponde reparar, podrá requerir al Juez Comunal que constate el hecho y le intime la reparación en forma inmediata en caso de que uno o ambos fundos estuvieran ocupados por animales, de lo contrario lo intimará a que lo hiciere en el término de tres (3) días, o el plazo prudente que el Juez así lo determine.


De la diligencia se labrará acta y se entregará copia a los interesados, debiendo archivarse el original en el Juzgado, de igual forma se procederá en caso de incumplimiento.

Artículo 21 – Incumplimiento de la reparación. Vencido los plazos fijados en el artículo anterior sin que la reparación se hubiere realizado, el propietario o empresario agrario interesado, acompañando las actas de intimación e incumplimiento labradas por el Juez Comunal, podrá solicitar al Juez de Primera Instancia de Circuito a que lo autorice a hacerla por cuenta del colindante remiso.

Artículo 22 – Acción ejecutiva. Verificada la reparación, el propietario o empresario agrario, podrá cobrar ejecutivamente el importe de ella al condómino colindante remiso, sirviendo de suficiente título los recibos de facturas de los materiales que se hayan utilizados y del trabajo realizado.

Artículo 23 – Preparación de la vía ejecutiva. En caso de que no pudieran presentarse comprobantes el propietario podrá reparar la vía ejecutiva solicitando al Juez de Primera Instancia de Circuito ordene la tasación del costo de la reparación por peritos.

Artículo 24 – Corrales en cerco medianero. No podrán construirse corrales sobre la cerca medianera o servirse de ella en cualquier forma sin el consentimiento del colindante.


El que no observare lo dispuesto en el párrafo precedente, será reprimido con multa de hasta treinta jus y deberá reponer la cerca medianera a su estado anterior.

Título II

Unidad Económica

Capítulo I

Conceptos Generales

Artículo 25 – Indivisibilidad de la unidad económica. Ningún acto de disposición a cualquier título que implique la subdivisión de fundos rústicos destinados a la explotación agropecuaria en cualesquiera de sus especializaciones ubicados en jurisdicción provincial podrá ser válidamente otorgado, si como consecuencia del mismo resultaren fracciones que no constituyan una unidad económica.

Artículo 26 – Unidad económica. A los efectos del artículo 2326 del Código Civil se considerará unidad económica agraria al fundo que por su superficie, calidad de la tierra, ubicación, mejoras y demás condiciones de producción, racionalmente trabajado por una familia agraria que aporte la mayor parte del trabajo y desarrolle las actividades corrientes de la zona le permita alcanzar un nivel digno y una evolución favorable de la empresa agraria.

Artículo 27 – Mantenimiento del principio de la unidad económica. Queda establecido que no perderá el carácter de la unidad económica, el fundo rústico físicamente separado por caminos, canales públicos, vías férreas, ríos, arroyos, cursos naturales de agua u otros accidentes naturales, salvo que en atención a las circunstancias particulares del caso, la Autoridad de Aplicación considere que la separación quebrante el principio de la unidad económica.

Artículo 28 – Actividad corriente. Concepto. A fines del artículo anterior se entenderá por actividades corrientes aquellas que por su difusión lograda en el último quinquenio ha adquirido permanencia y se desarrolla en no menos del veinte por ciento de las empresas rurales de la zona.

Artículo 29 – Forma de determinación de la unidad económica. La unidad económica deberá ser determinada en todos los casos basándose en el método o al procedimiento que determine el Poder Ejecutivo.

Artículo 30 – Subdivisión autorizada. Puede autorizarse la subdivisión de un fundo rústico en fracciones inferiores a la unidad económica cuando aquella mediante la anexión a otro fundo de propiedad del mismo titular, constituya una unidad económica o mejore la situación preexistente. La distancia existente entre los fundos o anexos se determinará por vía de la determinación. Tal circunstancia, deberá surgir de la escritura traslativa de dominio. En el título del inmueble que se anexa en nota marginal se hará constar que la fracción pasa a formar parte de este y no es susceptible de ser enajenado en forma separada.

Artículo 31 – Prohibición de aprobar o autorizar subdivisiones. Los jueces y escribanos no podrán aprobar o autorizar los actos a que se refiere el artículo 25 sin la previa resolución favorable de la Autoridad de Aplicación, en el sentido que la subdivisión que se intenta, no da como resultado una superficie inferior a la unidad económica.

Artículo 32 – Subdivisión. Requisitos. Los propietarios o sucesores de fundos rústicos que deseen obtener la aprobación de su subdivisión deberán acompañar a su solicitud el plano pertinente y un estudio agroeconómico practicado con arreglo a lo determinado en el Artículo 29 y elaborado de acuerdo con los recaudos que la Autoridad de Aplicación determine, que demuestre que la división proyectada no contraviene el principio de la unidad económica y permita el desarrollo de una práctica conservacionista en materia de uso y manejo del suelo. El informe técnico a que se refiere este artículo deberá ser practicado por ingenieros agrónomos o forestales según el caso, licenciados en edafología y en el supuesto de que existan obras de riego o canalización del predio por ingenieros en recursos hídricos debidamente matriculados.


Deberá dejarse constancia de la aprobación de la subdivisión en el Registro General de la Propiedad y en todo instrumento público o privado por el que ceda el uso y goce del fundo rústico por cualquier título.

Artículo 33 – Dictamen de la Autoridad de Aplicación. La Autoridad de Aplicación deberá emitir dictamen fundado acordando o denegando la subdivisión peticionada dentro de los cuarenta y cinco (45) días de cumplidos los recaudos legales.


En caso de que no se pronunciara afirmativamente o negativamente en el término fijado, el silencio de la Autoridad de Aplicación se interpretará como denegatoria.

Artículo 34 – Denegación. Si el dictamen de la Autoridad de Aplicación fuere denegatorio del pedido de subdivisión, se podrá interponer dentro de los cinco (5) días recurso de apelación ante la Cámara Civil y Comercial con arreglo al lugar de ubicación del inmueble conforme a las disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Provincia de Santa Fe, el que será concedido en relación y se abrirá siempre la causa a prueba.

Artículo 35 – Excepciones al principio de la indivisibilidad de la unidad económica. Quedan excluidas de las disposiciones de este titulo:

a) Las subdivisiones de inmuebles ubicados en zonas urbanas y suburbanas. 

b) Las fracciones afectadas a obras y servicios públicos o destinadas a actividades comerciales, industriales o mineras. Si la fracción estuviere destinada simultáneamente a la producción agropecuaria y a la explotación comercial, industrial o minera, deberá considerarse la explotación principal con prescindencia de la accesoria; en caso de duda la fracción quedará incluida en las disposiciones de este Título.

c) Los lotes destinados a asentamiento de viviendas, centros deportivos y turísticos.

d) Todo predio isleño o constituido por ellos.

Artículo 36 – Nulidad. Cualquier acto que resulte violatorio del régimen de la unidad económica agraria establecido en este Título, es nulo de nulidad absoluta. Los magistrados, funcionarios y profesionales que lo violen incurren en falta grave y son pasibles, juntamente con los particulares intervinientes, de una multa de hasta el dos por ciento (2 %) de la valuación fiscal del inmueble desmembrado, sin perjuicio de otras sanciones que puedan corresponder. Los ingenieros agrónomos, forestales o en recursos hídricos y licenciados en edafología quedarán inhabilitados para intervenir ante la Autoridad de Aplicación en casos análogos sin perjuicios de otras sanciones que podrá imponer el respectivo colegio profesional.

Artículo 37 – Actos provenientes de otras jurisdicciones. Registración. Para la registración de los actos provenientes de otras jurisdicciones debe justificarse fehacientemente el cumplimiento de las disposiciones contenidas en este Título.

Artículo 38 – Exención fiscal. Queda exenta de toda obligación fiscal, por el término de cinco (5) años todo fundo rústico o fracción indivisa que adquiera un empresario agrario con fines de concentración o recomposición parcelaria tendiente a constituir su unidad económica o mejorar la situación preexistente.

Título III

Conservación y manejo de suelos

Capítulo I

Normas generales

Artículo 39 – Orden público. Declárase de orden público en todo territorio provincial:

a) El control y prevención de todo proceso de degradación de los suelos.

b) La recuperación, habilitación y mejoramiento de las tierras para la producción.

c) La promoción de la educación conservacionista.

Artículo 40 – Medios. A los efectos previstos en el artículo anterior deberán implementarse los medios para adecuar la utilización de la tierra, conforme a su aptitud; manteniendo equilibrio de los ecosistemas de manera de evitar el deterioro de la economía provincial y teniendo en cuenta las posibilidades reales y efectivas de los usuarios.

Artículo 41 – Proceso de degradación. Conceptos. Se considerará como proceso de degradación de los suelos a todo fenómeno por el hecho del hombre o natural que se manifieste con síntomas de erosión, agotamiento, deterioro físico, alcalinidad-salinidad y drenaje inadecuado.


A tales efectos se entenderá por:


Erosión: el proceso de remoción y transporte de las partículas del suelo por acción del agua o viento.


Agotamiento: La pérdida de la capacidad productiva de un suelo por disminución continuada y progresiva de los contenidos de materia orgánica, nutrientes y de la actividad biológica.


Deterioro físico: La disminución de la capacidad de almacenamiento y circulación del agua y el aire en el suelo.


Alcalinidad-Salinidad: La concentración de sodio y de sales solubles en el perfil del suelo, por encima de los valores normales, que perjudican la productividad.


Drenaje inadecuado: El conjunto de condiciones que no provocan un movimiento superficial o profundo, lento o rápido de agua en el suelo, que lo mantiene húmedo o seco por períodos suficientemente prolongados como para originar una notoria disminución de la capacidad productiva.

Artículo 42 – Aprovechamiento o eliminación de montes naturales y artificiales. La regulación del aprovechamiento o eliminación de montes naturales y artificiales quedará sujeta a los alcances de este Título.

Artículo 43 – Supuestos comprendidos: El control y manejo del agua almacenada superficialmente en esteros, cañadas y lagunas, para el aprovechamiento y conservación de ésta como elemento y recurso quedará sujeta a los alcances de este Título.

Capítulo II

Autoridad de aplicación

Artículo 44 –Autoridad de Aplicación: La Autoridad de Aplicación será la que el Poder Ejecutivo determine de acuerdo a lo reglado en el artículo 410 del presente.

Artículo 45 – Competencia: Será competencia de la Autoridad de Aplicación:

a) Especificar las necesidades de conservación y manejo de los grupos de aptitud de los suelos.

b) Establecer normas para el correcto desarrollo y ejecución de las prácticas a través de la elaboración de un catálogo.

c) Acceder a la información necesaria existente y conducente a la correcta aplicación del presente título.

d) Relevar, coordinar, disponer y suministrar la información legal, técnica y básica para la elaboración de los planes y realización de las prácticas.

e) Establecer los requisitos que deberá cumplirse para la presentación del "Plan de Conservación".

f) Verificar la ejecución y mantenimiento de las prácticas conforme a los certificados correspondientes.

g) Fiscalizar el cumplimiento del presente Título.

h) Promover la educación y prácticas conservacionistas mediante la creación, estructuración y desarrollo de programas cuya implementación y desenvolvimiento se realizará en establecimientos educacionales, primarios, secundarios y superiores, debiendo difundirlas a través de los medios de prensa (oral, escrita y televisiva, etc.).

i) Establecer los mecanismos adecuados que permitan canalizar los aportes nacionales e internacionales.

j) Toda actividad necesaria para la consecución de los objetos.


La presente enumeración no es taxativa.

Capítulo III

Áreas de aplicación

Artículo 46 – Áreas de aplicación. Se declara a todos los suelos de la Provincia sujetos al uso y manejo conservacionistas. La Autoridad de Aplicación establecerá áreas de conservación y manejo de suelos, en toda zona donde sea técnicamente recomendable emprender programas de conservación y recuperación, habilitación y mejoramiento de suelos.

Artículo 47 – Unidades físicas de aplicación. Serán consideradas unidades físicas de aplicación las cuencas, subcuencas o sistemas hídricos y las explotaciones agropecuarias, que por naturaleza del problema así lo requieran.

Artículo 48 – Determinación de las áreas de aplicación. La Autoridad de Aplicación determinará las "Áreas de Conservación y Manejo de Suelos" a través de sus organismos técnicos o a propuesta de:

a) La Comisión Provincial de Conservación y Manejo de Suelos, creada por el Decreto Nº 1955/86.

b) Municipalidades y comunas.

c) Propietarios, empresarios agrícolas, contratistas y tenedores por otros títulos de la tierra

d) Otras organizaciones, organismos o entidades.

Artículo 49 – Clasificación de las "Áreas de Conservación y Manejo de Suelos”. La Autoridad de Aplicación clasificará las Áreas de Conservación y Manejo de Suelos, de acuerdo al tipo de problema que las afecta, magnitud del mismo y a los fines del otorgamiento de los estímulos en:

a) Áreas de Conservación y Manejo Total

b) Áreas de Conservación y Manejo Parcial.

Artículo 50 – Clasificación por los destinatarios. En su relación con los destinatarios, las Áreas de Conservación y Manejo de Suelos se clasifican según el carácter en:

a) Áreas de Conservación y Manejo Voluntario.

b) Áreas de Conservación y Manejo Obligatorio.

Artículo 51 – Área de Conservación y Manejo Obligatorio. Se declarará Área de Conservación y Manejo Obligatorio a toda zona donde los procesos de degradación tiendan a ser crecientes y progresivos o se desarrollen en un ámbito que no solo alcancen al empresario agrícola individual, sino que los efectos se prolonguen en el espacio y tiempo.

Artículo 52 – Clasificación de las áreas según el tratamiento. Asimismo la Autoridad de Aplicación clasificará las áreas según el tratamiento, de acuerdo a la intensidad en:

a) Tratamiento esencial.

b) Tratamiento integral.

Artículo 53 – Denominaciones. A los efectos de este Título, se entenderá por:

a) Área de Conservación y Manejo Total: Aquella donde los planes de conservación y manejo se lleven a cabo en todos los predios rústicos integrantes de una unidad física definida por una cuenca, subcuenca o sistema hídrico.

b) Área de conservación y manejo parcial: Aquella en donde los planes de conservación y manejo se lleven a cabo a nivel de predios rústicos.

c) Tratamiento esencial: Aquel en el cual se procura lograr la solución de los problemas de degradación a través de una sola práctica o prácticas conjuntas.

d) Tratamiento integral: Aquel en el cual se procura lograr la solución de los problemas mediante la realización de diferentes prácticas complementarias.

Artículo 54 – Gradualidad. La declaración de las Areas de Conservación y manejo de Suelos se efectuará gradualmente de acuerdo a las necesidades de prevención y control de los procesos de degradación, recuperación, habilitación y mejoramiento de suelos, y en función de las posibilidades técnicas y económicas determinadas por la Autoridad de Aplicación, a quien corresponderá fijar anualmente las superficies máximas a declarar conforme a la reglamentación pertinente.

Artículo 55 – Áreas de Conservación y Manejo Experimentales. La Autoridad de Aplicación podrá declarar Áreas de Conservación y Manejo Experimentales, cuando a su juicio no existan técnicas suficientemente probadas para la solución de los procesos de degradación o para la determinación de tal condición.

Artículo 56 – Beneficios de las Áreas de Conservación y Manejo Experimentales. Las Áreas de Conservación y Manejo Experimentales tendrán los mismos beneficios, que se establecen por el presente Título.

Artículo 57 – Limitación. Se podrá declarar no más de un Área de conservación y Manejo Experimental por cada unidad o grupo de Aptitud de Suelos, estableciéndose las superficies máximas a declarar anualmente conforme a los artículos 49 y 55, del presente.

Capítulo IV

Personas Comprendidas

Artículo 58 – Personas Comprendidas. Podrán acceder a los estímulos que prevé el presente Título los propietarios, usufructuarios, empresarios agrarios y tenedores por cualquier título legitimo, de fondos rústicos que se encuentren ubicados en las zonas previamente declaradas "Áreas de Conservación y Manejo de Suelos".

Artículo 59 – Estímulo. Las personas comprendidas en los términos previstos en el presente Título, gozarán de los siguientes estímulos.

a) Exención o reducción del impuesto inmobiliario en el porcentaje correspondiente al gobierno provincial durante el termino de un año, sobre la superficie de inmuebles rurales, afectados al "Plan de Conservación” y comprendidos en Areas de Conservación y Manejos de Suelos, cuyos planes hayan sido aprobados por la Autoridad de Aplicación, quien establecerá el porcentaje correspondiente al estímulo según la siguiente escala.

1. Área de Conservación y Manejo Total
- Tratamiento Esencial: 75%.

2. Área de Conservación y Manejo Total
 - Tratamiento Integral: 100%.

3. Área de Conservación y Manejo Parcial
 - Tratamiento Esencial: 50%.

4. Área de Conservación y Manejo Parcial
.- Tratamiento Integral: 75%.


La clasificación de las áreas, según el tratamiento de acuerdo a la intensidad, será determinada por la Autoridad de Aplicación, basándose en la evaluación del contenido del Plan de Conservación.

b) La exención o reducción del impuesto inmobiliario podrá extenderse, una vez ejecutadas las prácticas previstas en el Plan de Conservación, al cual se haya acordado el estímulo del Artículo 60 inciso a), en los mismos porcentajes, por un período superior a los diez (10) años, que dependerá del tipo de prácticas efectuadas, según la escala siguiente:

1. Prácticas permanentes: no más de diez (10) años.

2. Prácticas semi-permanentes: no más de cinco (5) años.

3. Prácticas anuales: no más de dos (2) años.

La Autoridad de Aplicación establecerá en la reglamentación los diferentes tipos de prácticas.

Asimismo, el profesional interviniente podrá sugerir el plazo de duración del estímulo otorgado por el presente artículo.

c) Otras medidas de estímulo y fomento como subsidios para la ejecución de prácticas, créditos especiales gestionados por el Poder Ejecutivo a través de Bancos públicos y privados; o prioridad en la atención de problemas de infraestructura, eventual cesión en calidad de comodato de maquinarias especificas para la realización de trabajos de conservación de suelos, y convenios entre las partes, municipios o comunas para la desgravación de la tasa correspondiente.

Artículo 60 – Duración máxima de la exención o reducción del impuesto inmobiliario. El período durante el cual se extenderá la exención o reducción del impuesto inmobiliario podrá ser de hasta doce (12) años en aquellos casos en que la relación entre el impuesto inmobiliario y el costo de las prácticas así lo exija.

Capítulo V

Plan de conservación

Artículo 61 – Requisitos y Obligaciones - Plan de Conservación. Es requisito indispensable para acceder a los estímulos previstos en el presente Título, la presentación por parte de las personas comprendidas que afronten los gastos de conservación y/o la recuperación de un Plan de Conservación de Suelos, suscripto por un profesional ingeniero agrónomo, ingeniero en recursos hídricos o licenciado en edafología. La participación de los mismos, dentro de un plan aludido, estará determinada de acuerdo con las incumbencias de cada una de estas profesiones, fijadas por el Ministerio de Educación y Justicia de la Nación. Los profesionales intervinientes deberán estar matriculados en el Colegio respectivo.

Artículo 62 – Aprobación. El Plan referido en el artículo anterior será presentado ante la Autoridad de Aplicación, la cual se reserva el derecho de aprobación.

Artículo 63 – Forma. El "Plan de Conservación" constará de:

a) Un informe acerca del estado de los suelos y b) Un Programa de aplicación de prácticas de conservación y manejo de suelos.

Artículo 64 – Certificado de Ejecución. Para acceder al estímulo previsto en el Artículo 59 inciso b), deberá acreditarse que se han ejecutado las prácticas de acuerdo al plan aprobado, elevándose a la Autoridad de Aplicación un certificado de ejecución de practicas, suscripto por él o los profesionales intervinientes en el artículo 61 de la presente.

Artículo 65 – Certificado de Conservación y Manejo de Suelos. Verificadas las prácticas de conservación y manejo, la Autoridad de Aplicación entregará al titular del Plan un Certificado de Conservación y Manejo de Suelos, válido por un período conforme a lo establecido en el artículo 59 inciso b).

Artículo 66 – Notificación. La Autoridad de Aplicación, notificará a las personas comprendidas en las Areas de Conservación y Manejo Obligatorio, de los estímulos previstos en este Título a los fines de presentar el Plan de Conservación de Suelos en un Plazo no mayor de un año.

Artículo 67 – Obligación. Las personas comprendidas de los estímulos previstos en este Título estarán obligados a mantener en buenas condiciones de uso y funcionamiento todas aquellas obras o practicas por cuya realización se hubiese acordado el estímulo, salvo causas de fuerza mayor.


Esta obligación se mantendrá por un período equivalente a la vida útil de las citadas obras o practicas, el cual será estipulado en cada caso, por la Autoridad de Aplicación.

Artículo 68 – Constancia. Otorgado el estímulo deberá dejarse constancia en la Partida del inmueble beneficiado, de que el mismo se encuentra afectado a un plan de conservación de suelos durante el período que corresponda.


Similar constancia deberá dejarse en el Registro General y en todo instrumento público o privado por el que el inmueble fuese objeto de arrendamiento o cualquier otra forma que implique uso por parte de terceros.

Artículo 69 – Inoponibilidad. Los propietarios, empresarios agrícolas, usufructuarios y tenedores por otros títulos del fundo rústico, no podrán oponerse a la ejecución y mantenimiento de las obras o prácticas de conservación que se lleven a cabo bajo el régimen del presente Título.

Capítulo VI

Incumplimiento

Artículo 70 – Incumplimiento - Sanciones. El incumplimiento de la obligación establecida en el artículo 67 hará pasible de las siguientes sanciones, que podrán ser aplicadas conjuntas o alternativamente:

a) Caducidad de los estímulos acordados.

b) Reintegro de los montos del Impuesto Inmobiliario eximido o reducido o subsidios acordados, actualizados, más los intereses resarcitorios correspondientes.

c) Multa cuyo monto podrá ser hasta el 400% del importe que corresponda abonar anualmente en concepto de Impuesto Inmobiliario.

Artículo 71 – No presentación del Plan de Conservación. Las personas beneficiarias de los estímulos previstos en este Título comprendidos en Areas de Conservación y Manejo Obligatorio que no presenten el Plan de Conservación de Suelos en el plazo establecido en el Artículo 66, serán emplazados por un nuevo término de ciento ochenta (180) días. Vencido el mismo, el titular del inmueble se hará pasible de una multa, cuyo monto podrá ser de hasta 100% del importe que corresponda abonar anualmente en concepto de Impuesto Inmobiliario, hasta que dicho plan sea presentado.

Artículo 72 – Falta de Ejecución total o parcial de las prácticas de conservación. La falta de ejecución parcial o total de prácticas, no justificadas debidamente mediante el Certificado correspondiente y previstas en el Plan de Conservación de Suelos, al cual haya otorgado un estímulo previsto en este Título, implicará el reintegro de los mismos actualizados, más los intereses resarcitorios correspondientes. En las Areas de Conservación y Manejo Obligatorio esta falta será pasible además, de una multa cuyo monto podrá ser de hasta el 400% del importe que corresponda abonar anualmente en concepto de Impuesto Inmobiliario, hasta que la práctica sea ejecutada.

Artículo 73 – Prácticas inadecuadas. La ejecución de practicas inadecuadas para la conservación del suelo, será pasible de una multa, cuyo monto podrá ser de hasta el ciento por ciento (100%) del importe que corresponda abonar anualmente en concepto de Impuesto Inmobiliario del año en curso. La sanción de referencia será de aplicación solo en los casos de violación específica de una norma reglamentaria de vigencia, establecida por el Poder Ejecutivo Provincial.

Capítulo VII

Responsabilidad profesional.

Artículo 74 – Responsabilidad profesional. Los profesionales que hubiesen falseado u ocultado la realidad de los hechos en la documentación que deban suscribir, serán solidaria e ilimitadamente responsables con los titulares del estímulo, en caso de connivencia dolosa entre ambos.

Artículo 75 – Inhabilitación. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior y según la naturaleza e importancia de la transgresión, los profesionales podrán ser inhabilitados para actuar en trabajos relacionados con este Título en el ámbito provincial, por un período de hasta diez (10) años debiendo elevarse las actuaciones a los respectivos Colegios Profesionales, a los efectos correspondientes.

Artículo 76 – Multa. Los profesionales serán, además pasibles de la aplicación de multas por un monto equivalente a los estímulos acordados, con su correspondiente actualización.

Artículo 77 – Fondo Provincial de Conservación y Manejo de Suelos. Créase el Fondo Provincial de Conservación y Manejo de Suelos el cual tendrá los siguientes objetivos:

a) Proporcionar los medios necesarios para el desarrollo de un programa de difusión, extensión y educación, tendiente a lograr una conciencia conservacionista.

b) Financiar relevamientos agroecológicos en aquellas áreas en donde sean imprescindibles para la ejecución de planes de conservación.

c) Prestar apoyo financiero para la elaboración de proyectos integrales que por su complejidad técnica requieran tal modalidad.

d) Otorgar subsidios para la realización de prácticas conservacionistas que por elevado costo así lo requieran.

e) Costear obras mayores de conservación de suelos, que por su costo no pueden ser afrontadas por el propio empresario agrícola.

f) Financiar la capacitación y entrenamiento de técnicas en conservación y manejo de suelos.

g) Atender todo gasto tendiente al efectivo cumplimiento de las disposiciones del presente Título.

Artículo 78 – Aportes que constituyen el fondo. El Fondo Provincial de Conservación y Manejos de Sueldos tendrá afectación especial al cumplimiento de los objetivos previstos y se constituirá con aportes provenientes de:

a) Porcentaje de lo recaudado en concepto de Impuesto Inmobiliario Rural, en lo que corresponda al Gobierno Provincial.

b) Porcentaje de lo recaudado en concepto de Impuesto sobre los Ingresos Brutos, en lo que corresponde al Gobierno Provincial.

c) Producto de multas aplicadas en virtud del presente Titulo.

d) Legados, donaciones y herencias.

e) Saldos no utilizados en años anteriores.

f) Aportes nacionales e internacionales.

Artículo 79 – Fijación de los porcentajes. Los porcentajes de los impuestos mencionados en el Artículo anterior se establecerán anualmente en la Ley de presupuesto en base a los requerimientos o planes que el Poder Ejecutivo tenga previsto desarrollar en dicho período.

Artículo 80 – Deposito. Todo aporte proveniente de los recursos mencionados será depositado a la orden del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio en una cuenta especial que se denominará "Fondo Provincial de Conservación Manejo de Suelos", en la entidad bancaria que sea agente financiero de la provincia, la que quedará exceptuada de lo dispuesto en el Artículo decimoséptimo de la Ley 10.236 de Presupuesto.

Artículo 81 – Asignación. Los fondos que se asignen a través de los porcentajes de los impuestos ingresados en cuotas periódicas de acuerdo a las previsiones financieras que el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio estime conveniente para el desarrollo del programa de trabajo, compatibilizándolo con las previsiones del órgano recaudador.

Capítulo VIII

Planificación y Ejecución de Obras

Artículo 82 – Medidas Necesarias. El Poder Ejecutivo adoptará las medidas necesarias para que en la planificación y ejecución de obras públicas, viales, hidroviales, férreas y urbanísticas, se apliquen las técnicas de conservación de suelos.

Artículo 83 – Pérdida de Crédito. Las personas que contravengan las disposiciones de este título o su reglamentación, no gozarán de créditos en las instituciones bancarias oficiales o de cualquier otra forma de ayuda económica oficial, hasta que desaparezcan las causas que motivaron la sanción.

Título IV

Colonización

Capítulo I

De la colonización en general

Artículo 84 – Finalidad. La colonización en la provincia tendrá por finalidad:

a) Estabilizar la población rural y procurar aumentarla mediante la incorporación de nuevas empresas agrícolas. 

b) Incorporar nuevas áreas de cultivo y conservar y mejorar la capacidad productiva de los suelos.

c) Promover la subdivisión racional de los fundos rústicos y facilitar su adquisición por quienes estén en condiciones de trabajarlos.

d) Promover la radicación de industrias transformadoras en las zonas de producción.

e) Promover el desarrollo de la economía agraria y la comunidad rural.

f) Promover la realización de contratos de colaboración empresaria y otras formas asociativas y la formación de consorcios de exportación en las colonias.

Artículo 85 – Inmuebles a colonizar. El Poder Ejecutivo afectará al régimen de colonización regulado por este Código las tierras fiscales que considere aptas para tal fin y las privadas que por cualquier título se incorporen a este régimen, a cuyo efecto desarrollará su cometido con sujeción a las presentes normas y a las que concordantemente se establezcan por vía reglamentaria.

Artículo 86 – Planificación. La colonización en la provincia deberá planificarse mediante el inventario y evaluación de las tierras aptas, de los recursos naturales renovables, de las vías de comunicación, de los puertos de embarque de los centros de producción, de los mercados de consumo y de las necesidades de la comunidad rural, a fin de promover en forma gradual y progresiva, el mejor aprovechamiento de los suelos, el incremento de la producción y el bienestar rural.

Artículo 87 – Subdivisión. Los inmuebles para colonizar serán divididos en lotes que constituyan unidades económicas de explotación con arreglo a lo dispuesto en el Titulo II del Libro Primero de este Código. Se organizarán colonias de adjudicatarios acordes con los dictados de la economía, de la convivencia social, de la técnica y ciencia agraria.

Artículo 88 – Superficies Reservadas. En cada colonia podrán reservarse las superficies que se consideren necesarias para instalación de escuelas, centros cívicos, institutos de investigaciones, chacras experimentales, puestos camineros, cooperativas, comercios o cualquier otra unidad conveniente para el interés común.

Artículo 89 – Formas de Transferencia de las Superficies Reservadas. Las parcelas a que se hace referencia en el artículo anterior podrán arrendarse o adjudicarse en venta mediante licitación, remate público o en forma directa.

Artículo 90 – Fracciones sobrantes. Las fracciones de tierras sobrantes y las mejoras incorporadas a las mismas, que resulten inadecuadas a los fines de la colonización, podrán ser enajenadas mediante licitación o remate público.


Cuando se trate de entidades oficiales o particulares de bien público, la venta podrá realizarse en forma directa.

Artículo 91 – Colonización Privada. La colonización privada se realizará de acuerdo a la reglamentación que el Poder Ejecutivo dicte.

Artículo 92 – Convenio de Colonización. Facultase al Poder Ejecutivo a celebrar convenios de colonización privada cuando los propietarios de inmuebles rurales procedieran en forma espontánea a su subdivisión y adjudicación en parcelas, de conformidad con las normas contenidas en el presente Código.

Capítulo III

Formas de adquisición de inmuebles colonizables

Artículo 93 – Formas de Adquisición. En caso de que no hubiere tierras fiscales aptas para colonizar la adquisición de inmuebles de propiedad privada se hará por convenio, licitación o en remate público, de acuerdo a la reglamentación que el Poder Ejecutivo dicte.

Artículo 94 – Expropiación. Cuando no se pudiera adquirir inmuebles aptos para colonizar por los medios indicados en el artículo anterior, el estado Provincial previa declaración de utilidad pública mediante ley especial, en cada caso podrá expropiar aquellos inmuebles que reúnan las condiciones establecidas en el Artículo 84, siempre que no fuera objeto de explotación agraria racional realizada directamente por el titular, cónyuge o familiar en línea directa y colaterales hasta el segundo grado.

Artículo 95 – Ley Aplicable. En todos los trámites expropiatorios necesarios para la adquisición de inmuebles se aplicarán las disposiciones de la Ley Provincial de expropiaciones.

Capítulo IV

Ocupantes de inmuebles colonizables

Artículo 96 – Ocupantes Interesados. A los ocupantes de inmuebles que al momento en que estos fueren incorporados al régimen de colonización, lo hubieren trabajado en forma directa y personal durante los últimos dos años agrícolas y reunieren los requisitos exigidos en el artículo 102, se les podrán adjudicar directamente las unidades económicas en que se subdividen. A tales efectos, una vez dividido el inmueble y fijado el valor de los lotes resultantes, el Poder Ejecutivo los ofrecerá en adjudicación a los ocupantes ajustados a las condiciones establecidas, quienes deberán comunicar por escrito dentro del plazo de treinta (30) días de notificados, su decisión.

Artículo 97 – Ocupantes no interesados. Los ocupantes que no manifiesten su decisión en la adjudicación ofrecida, o los que comuniquen su voluntad de no ser adjudicatarios y los que no encuadren en las exigencias establecidas, deberán desocupar el inmueble dentro del plazo que determine el Poder Ejecutivo.

Capítulo V

Adjudicación de las Unidades Económicas

Artículo 98 – Formas de Adjudicación. Las unidades económicas de los inmuebles a colonizar podrán ser adjudicadas con promesa de venta o arrendamiento con opción a compra.

Artículo 99 – Precio y Forma de pago de las unidades económicas. El precio de venta de las unidades económicas o su arrendamiento con opción a compra, forma de pago, plazo, cuotas de amortización y tasas de interés serán fijadas por el Poder Ejecutivo, observando directa relación con el valor de productividad a fin de que en armonía con el tipo de explotación prevista, el adjudicatario pueda atender la deuda con normalidad y mediante el trabajo habitual.

Artículo 100 – Variación por causas justificadas. El Poder Ejecutivo cuando mediaren causas justificadas podrá:

a) Efectuar la revisión del precio o su remisión proporcional.

b) Conceder prórroga para el pago de las cuotas estipuladas.

c) Aceptar el pago de amortizaciones extraordinarias.

Artículo 101 – Definición. Causas Justificadas. A los efectos de este artículo se entiende por causas justificadas:

a) El desequilibrio entre el costo de producción y el valor de los productos altere en más de un 50% el porcentaje de beneficio existente a la fecha de contratación y ese desequilibrio se hubiere producido por factores de índole general, regional o particular del fundo rústico en cuestión.

b) La pérdida total o parcial de las cosechas superior al 50% ocasionadas por caso fortuito o fuerza mayor, siempre que se tratare de riesgos no asegurables y que no se encontrare compensada con el producido de cosechas precedentes.

Artículo 102 – Condiciones de los adjudicatarios. Con excepción de los casos previstos en el artículo 95, las unidades económicas resultantes de la subdivisión serán ofrecidas públicamente a los aspirantes que reúnan las condiciones siguientes:

a) Poseer aptitud personal, capacidad económica y antecedentes agrarios suficientes que a juicio del Poder Ejecutivo sean necesarios para ser considerados empresarios agrícola en los términos del artículo 3º.

b) Buena conducta y moralidad suficiente acreditada;

c) No ser propietario él ni el cónyuge, o alguno de sus familiares a su cargo de otro fundo rústico que constituya una económica, ni tener una cuota parte en condominio o sociedad representativa de aquella unidad económica;

d) No desarrollar habitualmente otra actividad económica que haga presumir que la unidad económica constituirá una fuente de recursos complementaria de su economía familiar.

Artículo 103 – Aspirantes de unidades económicas a adjudicar con promesa de venta. Los aspirantes de unidades económicas a ser adjudicados con promesa de venta, además de reunir las condiciones enumeradas en el artículo 102, deberán abonar el precio de la unidad adjudicada de la siguiente forma:

· El 10% como mínimo al contado.

· El saldo del precio en cuotas semestrales en un plazo máximo de quince (15) años.

Artículo 104 – Aspirantes de unidades económicas a adjudicar en arrendamiento con opción a compra. Podrán optar por ser aspirantes de unidades económicas a adjudicar en arrendamiento con opción a compra, quienes reúnan las condiciones previstas en el artículo 102 y no pudieren cumplimentar lo dispuesto en el artículo anterior. A tal efecto deberán presentar al Poder Ejecutivo un plan de explotación del fundo; en caso de resultar adjudicatarios, el plan aprobado constituirá la base para la confección del contrato de arrendamiento.

Artículo 105 – Concurso. Las unidades económicas se adjudicarán por concurso entre quienes reúnan las condiciones requeridas en los artículos 102, 103 o 104. Se le dará la mayor publicidad y permanecerá abierto por un mínimo de treinta (30) días.

Artículo 106 – Preferencia. En igualdad de condiciones de los aspirantes se tendrá en cuenta el siguiente orden de preferencia:

a) Al aspirante adjudicatario con promesa de venta;

b) A quien tenga familia a su cargo, que viva o que trabaje con él;

c) Aquellos en los que haya recaído sentencia judicial de desalojo por causas que no le sean imputables.

Artículo 107 – Sorteo. En caso de que se mantuviere la igualdad entre los aspirantes para la adjudicación se procederá a sortearlos con la debida publicidad y conocimiento de los interesados.

Artículo 108 – Límite. No se adjudicará más de una unidad económica a una misma persona.

Capítulo VI

Adjudicación con promesa de venta

Artículo 109 – Obligación del adjudicatario. Los adjudicatarios seleccionados por concurso de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 102, 103 y 105 quedarán sujetos al cumplimiento de las siguientes obligaciones:

a) Realizar pagos en los plazos y en la forma estipulada.

b) Explotar el lote en forma directa y personal, en forma racional y con sujeción a las leyes y reglamentos vigentes.

c) Realizar los planes y trabajos de conservación y manejo del suelo y de otros recursos naturales que se determinen.

d) Conservar en buen estado las mejoras.

e) Combatir las plagas y malezas por medios idóneos y adecuados.

f) Cumplir las normas generales de explotación que imparta la Autoridad de Aplicación.

Artículo 110 – Prohibición de arrendar o ceder. El adjudicatario no podrá arrendar ni ceder el uso y goce del predio por cualquier título.

Artículo 111 – Conclusión de las adjudicaciones. Las adjudicaciones se extinguen por las siguientes causas.

a) Renuncia del adjudicatario.

b) Rescisión o caducidad declarada por la Autoridad de Aplicación en caso de incumplimiento de las obligaciones estipuladas en este Código, las reglamentaciones que en consecuencia se dicten y las estipuladas en el contrato de adjudicación.

c) Fallecimiento del adjudicatario.

d) Por incapacidad física del adjudicatario.

Artículo 112 – Renuncia. En caso de renuncia del adjudicatario, el veinticinco por ciento (25%) de las amortizaciones realizadas a la fecha y los intereses devengados se imputarán en concepto de pago por el uso y goce del fundo.

Artículo 113 – Mejoras. Las mejoras necesarias y útiles incorporadas a la explotación por el adjudicatario durante la vigencia del contrato se indemnizarán de acuerdo a su valor real a la fecha de entrega del predio.

Artículo 114 – Rescisión o caducidad. En caso de rescisión o caducidad declarada por la Autoridad de Aplicación por el incumplimiento de cualesquiera de las obligaciones a cargo del adjudicatario, las amortizaciones e intereses pagados hasta la fecha se imputarán al pago del uso y goce del fundo. Las mejoras introducidas quedarán a beneficio del fundo.

Artículo 115 – Fallecimiento o incapacidad física del adjudicatario. Si falleciera el adjudicatario o en caso de imposibilidad física del mismo, la Autoridad de Aplicación podrá, según las circunstancias:

a) Continuar la adjudicación con el heredero que éste haya designado o que los herederos designen de común acuerdo siempre que al menos uno de ellos reúna las condiciones para hacerse cargo de la explotación. En este caso se declarará trasmitida la adjudicación a nombre de la sucesión.

b) En caso de no existir heredero en las condiciones a que se refiere el inciso anterior o cuando éste no quisiere continuar la explotación, la Autoridad de Aplicación depositará a nombre de la sucesión el importe de las amortizaciones, intereses y el valor de las mejoras necesarias o útiles.

Artículo 116 – Efectos de la extinción. Extinguida la vinculación contractual por las causales establecidas, el titular de ella o los herederos en su caso, deberá desalojar el fundo en el plazo de noventa (90) días o al levantamiento de las cosechas que estuvieran en planta. El fundo quedará libre de adjudicación, se adjudicará nuevamente en las condiciones establecidas por este Código.

Artículo 117 – Cumplimiento de las obligaciones. Cumplidas todas y cada una de las obligaciones establecidas, y habiendo transcurrido cinco (5) años desde la fecha de la posesión efectiva, la Autoridad de Aplicación otorgará al adjudicatario la escritura traslativa del dominio, gravándose el inmueble con el derecho real de hipoteca por el saldo del precio y por un plazo no mayor de diez (10) años.

Artículo 118 – Prohibición de transferir o gravar. El adjudicatario no podrá transferir ni gravar la unidad económica a favor de terceros si no ha saldado el precio, de lo que se dejará constancia en la escritura respectiva.

Capítulo VII

Adjudicación en arrendamiento.

Artículo 119 – Condiciones. La Autoridad de Aplicación podrá ceder en arrendamiento los fundos que no hubieran sido adjudicados con promesa de venta, en las siguientes condiciones y las que determine en cada caso:

a) El plazo de arrendamiento no será menor de cinco (5) años ni mayor de diez (10).

b) Vencido el plazo del contrato el adjudicatario podrá optar por adquirir el lote adjudicado de acuerdo con lo dispuesto en el capítulo precedente.

c) El precio del arrendamiento y la forma de pago serán establecidos por la Autoridad de Aplicación teniendo en cuenta la productividad del predio.

Artículo 120 – Extinción. La adjudicación en arrendamiento se extinguirá por las siguientes causas:

a) Por opción del adjudicatario para adquirir el predio en propiedad de acuerdo con lo establecido en este código. Dicha opción deberá ser efectuada hasta los seis meses previos al vencimiento del plazo contractual.

b) Por rescisión del contrato en caso de incumplimiento de las obligaciones que la ley y el contrato ponen a cargo del adjudicatario.

c) Por rescisión del contrato pactada de común acuerdo.

d) En caso de fallecimiento o de imposibilidad física del arrendatario.

e) Concurriendo las circunstancias indicadas en el artículo 120, el contrato podrá continuar con los sucesores del arrendatario.

Artículo 121 – Rescisión. En los casos de rescisión contractual el arrendatario deberá restituir el predio libre de ocupantes dentro del término de cuatro meses o al levantamiento de las cosechas que tuviera planta. Solo serán indemnizadas las mejoras necesarias y económicamente útiles.

Capítulo VIII

Venta de entidades de bien público

Artículo 122 – Venta de entidades de bien público. El Poder Ejecutivo podrá vender a entidades de bien público fracciones adecuadas al desarrollo de sus actividades específicas.

Artículo 123 – Escrituración. La escritura a favor de la entidad adjudicataria estará condicionada a la realización por la misma, dentro del plazo que se fije, de las obras determinantes de la venta.

Artículo 124 – Mensura y deslinde. La operación de mensura y deslinde de la fracción vendida deberá realizarla la entidad recurrente antes de recibir la posesión. El precio de venta será fijado por el Poder Ejecutivo en cada caso teniendo en cuenta las condiciones del lote y la finalidad de la operación.

Título V

Irrigación

Capítulo I

Normas Generales

Artículo 125 – Orden Público. Declárase de Orden Público las normas que regulan en este título y en todo el territorio provincial, los recursos hídricos, superficiales y subterráneos.

Artículo 126 – Dominio Público. Todo lo referente al dominio público de las aguas, sean de carácter superficial como subterráneas, se regirá por lo establecido por el Código Civil y demás legislación de fondo sobre la materia.

Artículo 127 – Recursos Hídricos. Definiciones. A los efectos del presente título se entiende por:

A) Recursos Hídricos Superficiales:

1. Cursos de agua: son todos aquellos que corren por cauces naturales, quedando comprendidos los ríos, arroyos y torrentes provenientes de aguas vertientes, de fuentes pluviales y otras que las alimenten o forman. También estarán comprendidos las obras de conducción artificial.

2. Aguas lacustres: son las aguas acumuladas naturalmente o por efecto de obras públicas, en concavidades o depresiones topográficas, formando lagos, lagunas o embalses.

3. Cursos intermitentes: son aquellos en que el escurrimiento de las aguas es discontinuo y ocasional por razón de irregularidad o exceso en las precipitaciones pluviales instantáneas, seguidas de períodos de sequía.

4. Para la determinación de un curso intermitente, no será factor condicionante la proporción entre el tiempo de escurrimiento y el de sequía.

5. Reservorios: son las aguas de precipitaciones o fluviales acumuladas en terrenos particulares.

B) Recursos Hídricos Subterráneos.

1. Acuífero: es aquel estrato o formación geológica que permitiendo la circulación del agua por sus poros o grietas, hace que el hombre pueda aprovecharla en cantidades económicamente apreciables para subvenir a sus necesidades. Existen acuíferos libres, confinados y semiconfinados. Son recargados por acción de las precipitaciones en plazos de tiempo variables, en ciertos casos muy largos.

2. Sistema de riego: es la acción de extraer y conducir agua desde una fuente de abastecimiento hasta un cultivo por distintos medios.

3. Regante: toda persona física o jurídica que utiliza un sistema aprobado de riego.

4. Pozo de explotación: son perforaciones destinadas a obtener agua subterránea de distintas profundidades con fines de riego.

Artículo 128 – Extracción de agua. Las aguas destinadas a riego podrán extraerse del subsuelo, manantiales, cauces naturales o artificiales, cuando exista la necesidad y en medida determinada técnicamente por el organismo correspondiente.

Capítulo II

Autoridad de aplicación

Artículo 129 – Autoridad de Aplicación. Será Autoridad de Aplicación el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio, a través de las áreas que correspondan, teniendo a su cargo:

1- Planificar las acciones tendientes a la conservación y regulación del recurso, armonizándolo con otros usos.

2- Realizar estudios técnicos a nivel regional hidrológico e hidrogeológico.

3- Realizar los estudios económicos para la formulación de proyectos y construcción de obras.

4- Elaborar estudios de impacto ambiental en cada uno de los proyectos y obras que se realicen.

5- Crear un registro en el que deberán inscribirse todos los regantes, en las condiciones establecidas en la reglamentación.

6- Habilitar a nuevos regantes, previa aprobación de los estudios correspondientes avalados por un profesional competente.

7- Inspeccionar y controlar los sistemas de riego.

8- Difundir, publicitar y asesorar sobre las técnicas y prácticas más convenientes con fines de riego, de acuerdo a las distintas regiones de la provincia.

9- Celebrar convenios, con organismos públicos y privados, sean de carácter nacional o provincial, a fin de llevar a cabo las acciones mencionadas anteriormente.

10- Resolver las cuestiones relativas al incorrecto uso del recurso según lo fijado por esta ley y su reglamentación.

11- Otorgar concesión a los regantes para el uso del agua, con fines de riego, pudiendo en su caso establecer un canon, todo ello en las condiciones y con los requisitos que establezca la reglamentación.

12- Reglamentar las disposiciones del presente título.


Sin perjuicio de las atribuciones conferidas al órgano de aplicación, cuando se trate de la construcción de canales, perforaciones y demás obras de irrigación, se deberá dar intervención al Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda.


Todos los estudios regionales de aprovechamiento de aguas superficiales que realice el organismo de aplicación, deben complementarse con los trabajos de conservación de suelos previstos en el título III de este código.

Capítulo III

Personas comprendidas

Artículo 130 – Regantes. Todo regante sea en su calidad de propietario o de predios, adjudicatario con título provisorio de tierra fiscales, arrendatario o poseedor, debe solicitar permiso a la Autoridad de Aplicación para el uso de aguas de dominio público, con fines de riego, previa presentación de un proyecto acorde a los requisitos que establezca la reglamentación.

Artículo 131 – Reglamentación. Quedan sujetas a las disposiciones precedentes y a la reglamentación en cuanto al estudio y proyecto a presentar por el permisionario, las aguas de dominio privado, cualesquiera fuera el título con que se las posea.

Capítulo IV

Uso y aprovechamiento de aguas

Artículo 132 – Autorización de uso. La Autoridad de Aplicación, previo análisis de las solicitudes y proyectos presentados, podrá autorizar el uso y aprovechamiento sobre aguas de dominio público, fijando criterios sobre la cantidad de agua a aprovechar por cada permisionario y teniendo en cuenta para tal fin, el régimen hidrológico existente, clima, tipo de suelo, cultivo en el que se utilizará, calidad del agua y sistema de riego.


La Autoridad de Aplicación determinará los plazos por los que se conceden los permisos y conserva la facultad de revocar los mismos, sin derecho a indemnización alguna para el permisionario, cuando se compruebe que a su criterio el uso y aprovechamiento de las aguas sea irracional, abusivo o cause perjuicios a terceros o a la comunidad.

Artículo 133 – Requisitos para autorización. Para el otorgamiento de la autorización de uso de las aguas subterráneas se debe previamente evaluar las posibilidades de uso de agua por captación superficial para lo cual se llevarán a cabo los análisis de la zona hidrográfica, sus fuentes posibles, puntos de toma, estudios geofísicos, perfilajes de pozos, ensayo de bombeo y estudios económicos comparativos, teniendo en cuenta en todos los casos la opinión de los organismos técnicos competentes.

Artículo 134 – Responsabilidades. La concesión de uso para riego no libera al permisionario de la responsabilidad por los daños y perjuicios que pudieran ocasionar las obras autorizadas, si no da cumplimiento a lo establecido en el artículo 132, segundo párrafo y artículo 137.

Artículo 135 – Conservación. Los permisionarios deberán mantener las obras en perfecto estado de conservación siendo también de su obligación comunicar toda transferencia de concesión.

Capítulo V

Obras con fines de riego

Artículo 136 – Autorización de perforaciones. La ejecución de perforaciones con fines de riego para ampliación o mejoramiento productivo de áreas agropecuarias, deberá contar con la autorización previa del organismo de aplicación, ante quien ha de denunciarse los pozos en explotación en el término y forma que indique la reglamentación.

Artículo 137 – Inspección y control. La ejecución de obras, sus modificaciones, la realización de trabajos, funcionamiento y operación de los proyectos para el uso del agua, podrán ser inspeccionados y controlados por la autoridad competente, quien podrá emitir opinión.


Si se advirtiera que puede causar perjuicios, ordenará su modificación, suspensión, paralización o demolición cuando las mismas no se ajustaren al proyecto visado o cuando los materiales, equipos, maquinarias o motores utilizados y su funcionamiento, no se adecuen a las características del proyecto original aprobado.

Artículo 138 – Impacto ambiental. Para los distintos tamaños o escalas de proyectos de obras sobre uso de agua deberán ser presentados con una Declaración de Impacto Ambiental (DIA) y, de ser necesario por las características de las mismas, con una Evaluación del Impacto Ambiental (EIA), acorde a la reglamentación que establezca para tal fin la Autoridad de Aplicación.

Artículo 139 – Denuncia por daños ambientales. Cualquier persona, sin perjuicio de las acciones previstas por la Ley Nº 10.000, cuando existieran pruebas concretas o suficientes para demostrar que se causan o causarán daños graves al medio ambiente, podrá solicitar ante el juez competente una Evaluación del Impacto Ambiental, previa evaluación por peritos en el cual participará la autoridad competente por sí o por terceros, todo bajo el costo exclusivo del demandante o quien causare daño según corresponda.

Libro Segundo

De la propiedad forestal

Título I

Del bosque

Capítulo I

Normas generales

Artículo 140 – Orden Público. Declárase de orden público la defensa, conservación, regeneración, enriquecimiento, mejoramiento, ampliación y el estudio de los bosques, así como la promoción del desarrollo e integración adecuada de la industria forestal.


El ejercicio de los derechos sobre los bosques y tierras forestales de propiedad privada o pública provincial, sus frutos y productos, queda sometido a las restricciones y limitaciones establecidas en el presente Código que tendrá y observará los siguientes objetivos:

a) Asegurar la conservación y fomentar el aprovechamiento sostenible de las masas forestales nativas.

b) Restaurar los ecosistemas forestales degradados.

c) Compatibilizar requerimientos sociales, recreativos y culturales con la conservación de las masas forestales.

d) Garantizar la utilización del suelo para fines agrícolas, ganaderos o forestales, asegurando en todos los casos el mantenimiento del potencial biológico y la capacidad productiva del mismo.

e) Fomentar la gestión integrada de los ecosistemas, que engloba a la adecuada utilización de la vegetación, la ordenación de la fauna silvestre y la garantía extensiva, propiciando la ejecución de las obras de infraestructura de apoyo necesarias.

f) Lograr un incremento sustancial en la tasa anual de forestación y en su calidad, aprovechando las ventajas comparativas que nuestra provincia muestre en ese tipo de producción.

g) Generar condiciones socioeconómicas que eviten el desarraigo de las comunidades rurales mediante el desarrollo de las actividades forestales.

h) Contribuir a la mejora y desarrollo de las foresto-industrias y de la comercialización de los productos forestales.

i) Aumentar significativamente la participación provincial en el mercado nacional e internacional de madera y productos forestales.

j) Consolidar el autoabastecimiento de madera y productos forestales.

Artículo 141 – Bosque y tierra forestal. Concepto. Se entiende por bosque toda formación leñosa, natural o procedente de siembra o plantación, que cumpla funciones protectoras, de producción o panorámica-escénica.


Entiéndase por tierra forestal a los mismos fines aquella que por sus condiciones naturales, ubicación o constitución, clima, topografía, calidad y conveniencias económicas, sea susceptible de forestación.

Artículo 142 – Ámbito. Se incorporan al régimen previsto en este Título, todos los bosques y tierras forestales que se hallen ubicados dentro de la jurisdicción provincial, ya sean de propiedad pública o privada de la Provincia o los particulares. Exceptúase los bosques protectores y tierras forestales que por sus características especiales y por los fines a que puedan ser destinados se encuentren sometidos a la jurisdicción federal.

Artículo 143 – Concesiones. El Poder Ejecutivo podrá otorgar concesiones sobre inmuebles del dominio público o privado del Estado Provincial, con destino a la creación de masas forestales, en las condiciones y plazos que la reglamentación establezca.


Autorízase al Poder Ejecutivo a celebrar convenios con autoridades nacionales o provinciales para coordinar las funciones de los servicios en materia forestal.

Capítulo II

Clasificación de los bosques

Artículo 144 – Clasificación. Clasifícase los bosques en protectores, permanentes, experimentales, montes especiales y de producción, a cuyo efecto podrá el Poder Ejecutivo confeccionar el mapa forestal.

Artículo 145 – Bosque protector. Se entiende por bosque protector aquel que por su ubicación sirviera para proteger el suelo, caminos, riberas fluviales, orillas de lagos, lagunas, islas, canales, acequias y embalses; prevenir la erosión de las planicies y terrenos en declives, regular el régimen de aguas y fijar médanos; contrarrestar la acción del viento, agua u otros elementos; asegurar condiciones de salubridad pública. Se incluyen en esta categoría el arbolado de los caminos.

Artículo 146 – Bosque permanente. Se entiende por bosque permanente, aquel que por su constitución, destino o formación de su suelo debe mantenerse, en particular el que forma parte de parques y reservas provinciales, municipales, comunales o se destine a uso público, o el que tuviere especies cuya conservación se considere necesaria. Se incluye en esta categoría el de los caminos y los montes de establecimientos anexos.


El arbolado de los caminos no comprendidos en el artículo anterior, siempre que sea compatible con la seguridad del tránsito vehicular.

Artículo 147 – Bosque experimental. Se entiende por bosque experimental aquel que se destina para estudios forestales de especies indígenas o los artificiales afectados a estudios de acomodación, aclimatación y naturalización de especies indígenas o exóticas.

Artículo 148 – Montes especiales. Se entiende por montes especiales aquellos que siendo de propiedad privada son creados con miras a la protección u ornamentación de extensiones agrícolas, ganaderas o mixtas.

Artículo 149 – Bosques de producción. Se entiende por bosque de producción a aquellos naturales o artificiales de los que resulte posible obtener periódicamente frutos forestales de valor económico mediante explotaciones racionales.

Artículo 150 – Calificación. Corresponde a la Autoridad de Aplicación calificar y declarar al bosque y a la tierra forestal, comprendidas en algunas de las categorías establecidas en el artículo 144. Una vez iniciado el trámite por la parte interesada o notificada la iniciación efectuada de oficio, no podrá innovarse en el estado del bosque o tierra forestal sin autorización administrativa o judicial.

Artículo 151 – Conservación obligatoria. La autoridad provincial, municipal o comunal competente podrá declarar obligatoria por su ubicación, edad o por razones de índole científica, estética o histórica, la conservación de determinados árboles, previa indemnización, si ésta fuera requerida.

Capítulo III

Régimen forestal común

Artículo 152 – Prohibición de devastación y utilización irracional. Prohíbase la devastación del bosque y de la tierra forestal y la utilización irracional de frutos forestales, madereros o no madereros.

Artículo 153 – Plan de manejo y autorización. Los propietarios, empresarios agrarios, usufructuarios o poseedores a cualquier título de bosques no podrán iniciar trabajos de explotación de los mismos sin la conformidad de la Autoridad de Aplicación, que deberán solicitar acompañando el plan de manejo.


El plan deberá contar con un estudio de la capacidad agrícola forestal de los suelos y establecer las normas de manejo y sistematización de los mismos, las cuales serán de aplicación obligatoria y su no cumplimiento hará pasible a los responsables de las penalidades establecidas.


No se requerirá autorización para los trabajos de desmonte o deforestación que se realicen dentro de los límites máximos de superficie y en las zonas que determine la reglamentación, siempre que no se trate de bosques protectores, permanentes o experimentales, ni exista peligro de que se produzca o favorezca la erosión, cuando estos trabajos fueran necesarios para: ampliar el área cultivable si la tierra donde está ubicado el bosque tuviera riego y/o fuera apta para otras explotaciones agrarias económicamente más provechosas o para la formación de bosques de otro tipo.

Artículo 154 – Plazo para la autorización del Plan de Trabajo. Las autorizaciones o aprobaciones a que se refiere el artículo anterior deberán ser otorgadas o negadas dentro del término de cuarenta y cinco (45) días de la presentación del pedido en forma. Se reputará tácitamente denegada su solicitud, luego de transcurridos cuarenta y cinco (45) días de la reiteración de la misma.

Artículo 155 – Registro e inscripción. Toda persona física o jurídica que por cuenta propia se dedique al corte, elaboración, extracción, industrialización o comercio de frutos forestales o recolección y venta de semillas y plantas forestales u obras de forestación y reforestación o quienes habitualmente realicen gestiones administrativas por cuenta de terceros, deberán inscribirse en los registros pertinentes y quedan obligados a llevar y exhibir los libros y documentación que determine la reglamentación.


La Autoridad de Aplicación creará un Registro de Explotación Forestal donde deberán obligatoriamente inscribirse las personas a que se refiere el párrafo precedente.

Artículo 156 – Explotación irracional de bosques de producción. Si un bosque de producción no fuere objeto de explotación racional, previa audiencia de su propietario, podrá intimársele la presentación del plan y realización de los trabajos respectivos.


Si el propietario no presentara el plan o realizara la explotación del bosque dentro de los plazos que se le fijen, podrá expropiársele su usufructo y se procederá de conformidad con lo dispuesto sobre la administración de bosques fiscales.


La Autoridad de Aplicación deberá determinar los casos en que por trabajo irracional en bosques de producción pueda intimarse al propietario a elevar a su consideración el plan para la explotación racional del bosque, caso contrario procederá a la suspensión inmediata de la explotación irracional del mismo.

Capítulo IV

Régimen forestal especial

Artículo 157 – Registro. Los bosques protectores permanentes deberán registrarse a cuyo efecto la inscripción se hará a solicitud de los interesados o de oficio. El procedimiento en tales casos se determinará por la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo.

Artículo 158 – Obligaciones. Los bosques protectores y permanentes quedan sometidos a un régimen especial forestal que impone para sus propietarios las siguientes obligaciones:

a) Comunicar a la Autoridad de Aplicación la venta o cambio en el régimen de tenencia del inmueble.

b) Conservar y repoblar el bosque en las condiciones técnicas que se requieran, siempre que la repoblación fuere motivada por aprovechamiento o destrucción imputable al propietario.

c) Realizar la explotación de conformidad con las normas técnicas que se establezcan.

d) Recabar autorización previa para el pastoreo en el bosque o para cualquier género de trabajo en el suelo o subsuelo que afecte su existencia.

e) Permitir a la Autoridad de Aplicación la realización de las labores de forestación y reforestación.

Artículo 159 – Indemnización. Los dueños de bosques protectores o permanentes de propiedad privada podrán solicitar una indemnización que se fijará administrativamente si hubiese acuerdo, y se pagará en cuotas anuales, susceptibles de reajuste, por la disminución efectiva de la renta del bosque que fuera consecuencia directa e inmediata de la aplicación del régimen forestal especial, dentro del límite máximo de rentabilidad producido por una explotación racional.


Para graduar la indemnización, se computará el mayor valor resultante de los trabajos ejecutados y las medidas adoptadas por el Estado Provincial, así como todos los beneficios que dicho régimen reportase a los titulares del dominio, sin perjuicio del derecho del Estado Provincial de optar por la expropiación del inmueble, fijándose la indemnización de acuerdo a las bases especificadas y a las que determina la Ley provincial de Expropiación.

Capítulo V

Régimen de los bosques fiscales

Artículo 160 – Inalienabilidad. Son inalienables los bosques y tierras forestales que formen el dominio privado del Estado, salvo aquellas tierras que por motivos de interés social y previos estudios técnicos pertinentes se considere necesario destinar a la colonización o formación de pueblos.

Artículo 161 – Normativa aplicable a bosques fiscales protectores, permanentes y de experimentación. Los bosques protectores, permanentes y de experimentación quedan sujetos al régimen común, en cuanto no resulten incompatibles con el régimen forestal especial y con las disposiciones del presente capítulo.

Artículo 162 – Normativa aplicable a bosques fiscales de producción y tierras fiscales. Los bosques fiscales de producción y las tierras forestales quedan sometidos a las disposiciones del régimen forestal común y a las que integran el presente capítulo.

Artículo 163 – Explotación de los bosques fiscales protectores, permanentes y de experimentación. Los bosques fiscales protectores y permanentes solamente podrán ser sometidos a explotaciones mejoradas. La explotación de los bosques fiscales de experimentación está condicionada a los fines de estudio o investigación a que los mismos se encuentran afectados.

Artículo 164 – Explotación de los bosques fiscales de producción. La explotación de los bosques fiscales de producción no podrá autorizarse hasta que se haya efectuado previamente su relevamiento forestal, la aprobación del plan dasocrático y el deslinde, la mensura y amojonamiento del terreno, en la medida que las circunstancias lo permitan.

Artículo 165 – Formas de explotación. La explotación forestal se realizará por concesión, previa adjudicación en licitación pública, por administración o por intermedio de empresas privadas.


La Autoridad de Aplicación, en base al resultado de los estudios técnicos y económicos, determinará los planes, superficies máximas, regularidad, modalidades de las explotaciones y requisitos que han de reunir los adjudicatarios.

Artículo 166 – Carácter de las concesiones y permisos forestales. Las concesiones y permisos forestales obligan al titular a realizar la explotación bajo su dirección y responsabilidad. Son intransferibles, sin previa autorización administrativa, bajo pena de caducidad.

Artículo 167 – Adjudicación directa y licitación privada. Podrá acordarse por adjudicación directa o licitación privada la explotación forestal en superficies máximas establecidas reglamentariamente, cuando se trate de aserraderos o industrias forestales evolucionadas, radicadas o a radicar en las zonas boscosas.


Las superficies serán determinadas de acuerdo con la capacidad de elaboración y la existencia de materia prima.

Artículo 168 – Permisos directos de extracción de productos forestales. Podrán acordarse directamente permisos de extracción de productos forestales por persona y por año hasta un máximo de metros cúbicos que se establecerá reglamentariamente, con normas de explotación similares a las de las concesiones mayores.

Artículo 169 – Aforo. La explotación de bosques fiscales queda sujeto al pago de un aforo fijo, móvil o mixto. Su monto será establecido teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 165, ultimo párrafo.

Artículo 170 – Permisos limitados y gratuitos. Podrán acordarse, a personas carentes de recursos, permisos limitados y gratuitos para la recolección de frutos y productos forestales.

Artículo 171 – Permiso libre de pago. Excepcionalmente podrán acordarse permisos en las condiciones del artículo 153 para la extracción de leña y madera libre de pago o aforo especial a reparticiones públicas u entidades de beneficencia o asistencia social, condicionados a la utilización de los productos para las necesidades del titular y con prohibición de comercializarlos.

Artículo 172 – Ocupación y pastoreo prohibido. Queda prohibida la ocupación de bosques y el pastoreo en los mismos sin permiso de la Autoridad de Aplicación. Los intrusos serán expulsados por la misma, previo emplazamiento, y con el auxilio de la fuerza pública, en caso de ser necesario.


La simple ocupación de bosques o tierras fiscales forestales no servirá de título de preferencia para su concesión.


La caza y la pesca en los bosques fiscales solo serán permitidas en las épocas que fije la Autoridad de Aplicación, mediante reglamentación, previa autorización y de acuerdo con lo normado por este Código.


Podrán autorizarse ocupaciones o servidumbres sobre los bosques fiscales por razón de obras y servicios públicos y como consecuencias de concesiones administrativas, siempre que resulte compatibles con las funciones del monte.

Capítulo VI

Prevención y lucha contra el incendio

Artículo 173 – Plan Provincial: La Autoridad de Aplicación deberá elaborar e instrumentar:

a) Un plan Provincial de Prevención del fuego que tendrá por objeto tratar de lograr una reducción de la superficie anualmente afectada por incendios de masas forestales.

b) Un sistema de manejo del fuego con aptitud para proveer de tecnología adecuada en equipamiento y capacitación para actuar en la prevención, detección y control directo de los incendios declarados en bosques y pastizales.

Artículo 174 – Obligación de denunciar. Toda persona que tenga conocimiento de haberse producido algún incendio de bosques está obligada a formular de inmediato la denuncia ante la autoridad más próxima. Las oficinas telefónicas, telegráficas y de radiocomunicaciones oficiales o privadas deberán transmitir sin previo pago y con carácter urgente las denuncias que se formulen.

Artículo 175 – Elementos para extinguir el incendio. En caso de incendio de bosques las autoridades civiles y organismos o cuerpos de seguridad deberán facilitar elementos, medios de transporte y personal para extinguirlo.

Artículo 176 – Carga pública. La Autoridad de Aplicación o la autoridad estatal más cercana podrá convocar a todos los habitantes aptos físicamente, que habiten o transiten dentro de un radio de cuarenta (40) kilómetros del lugar del siniestro, para que contribuyan con sus servicios personales a la extinción del incendio y proporcionen los elementos útiles para sofocarlo, que serán indemnizados en caso de deterioro. Estas obligaciones son cargas públicas.

Artículo 177 – Prevención. El Poder Ejecutivo dictará los reglamentos necesarios que permitan asegurar la prevención contra los incendios de bosques, como así también determinará los requisitos indispensables para la instalación de cualquier establecimiento que pueda provocar incendios.

Artículo 178 – Prohibición de las quemas. Queda prohibido en toda la provincia la quema intencional de vegetación nativa arraigada, artificial o implantada, cualquiera sea su tipo y motivo, sin la previa autorización de la Autoridad de Aplicación.

Artículo 179 – Encendido de fuego. En el interior de los bosques y en una zona circundante cuya extensión fijará la reglamentación, solo se podrá encender fuego en forma tal que no resulte peligro de incendio y en las condiciones que se determine reglamentariamente.

Capítulo VII

Forestación y reforestación

Artículo 180 – Planes de forestación y reforestación. Los planes de forestación y reforestación a realizarse en los bosques permanentes y protectores deberán ser aprobados previamente por la Autoridad de Aplicación y en base a estudios técnicos y económicos que lo determinen.

Artículo 181 – Trabajos de forestación y reforestación en bosques protectores. Los trabajos de forestación y reforestación en los bosques protectores serán ejecutados por el propietario de las tierras forestales bajo la supervisión técnica de la Autoridad de Aplicación, o por ésta con consentimiento de aquel.


En caso de no ser posible alguna de estas formas, se realizarán los trabajos previa expropiación del inmueble.

Artículo 182 – Tierra forestal objeto de forestación o reforestación. La tierra forestal en los lugares especificados en el Artículo 142 de este Código, que se encuentre abandonada o inexplotada por un lapso mínimo de diez (10) años, queda sujeta a forestación o reforestación, pudiendo el Poder Ejecutivo por intermedio de la Autoridad de Aplicación, realizarla sin necesidad de expropiación, procediéndose de conformidad con los artículos 156 y 181.


Si el propietario enajenase la tierra o explotase el bosque, el importe de los trabajos realizados por el Poder Ejecutivo serán reintegrados a la Autoridad de Aplicación.

Artículo 183 – Trabajos realizados por la Autoridad de Aplicación. Los trabajos de forestación y reforestación que realice la Autoridad de Aplicación, fuera de la zona de bosques protectores, con el consentimiento del propietario, serán a costa del Estado Provincial.

Artículo 184 – Conservación obligatoria. La autoridad provincial, municipal o comunal competente podrá declarar obligatoria por su ubicación, edad, o por razones de índole científica, estética o histórica, la conservación de determinados árboles mediante indemnización si esta fuera requerida.

Capítulo VIII

Tránsito de los productos forestales

Artículo 185 – Facultad reglamentaria. El Poder Ejecutivo reglamentará la forma y condiciones en que deberá efectuarse el transporte de productos forestales.

Artículo 186 – Transportistas de productos forestales. Los transportistas de productos forestales no podrán aceptar cargas de productos forestales que no se hallen individualizados por la respectiva documentación.


El que aceptare cargas de productos forestales en inobservancia del párrafo precedente, será reprimido con multa de hasta sesenta jus siempre que el hecho no constituya delito.

Artículo 187 – Convenios. Facúltase al Poder Ejecutivo a realizar convenios con municipios y comunas para delegar las funciones de otorgamiento de documentación que ampare la tenencia y transporte de los productos forestales, conviniéndose los porcentajes que serán retenidos por las comunas y municipalidades.

Capítulo IX

De los registros

Artículo 188 – Registros. La Autoridad de Aplicación tendrá a su cargo la organización de los siguientes registros, a los fines del ejercicio del control forestal:

a) Registro Provincial de Bosques y Tierras forestales, en el que se inscribirán todos los bosques y tierras forestales mediante la documentación que establezca el Poder Ejecutivo y de la que deberá surgir: la ubicación del inmueble, condiciones del dominio, superficie y deslinde del inmueble; superficie y deslinde del bosque y su afectación a planes de restauración u ordenación. La Autoridad de Aplicación comunicará al Registro de Propiedad las calificaciones efectuadas respecto de bosques y tierras forestales, con todos los datos de identificación de los inmuebles para la anotación marginal de la afectación al régimen correspondiente. Los escribanos y los jueces deberán requerir, en todos los trámites de transmisión de dominio, que se exhiba la referencia a la nota marginal de afectación

b) Registro de desmontadores y explotadores forestales, donde se inscribirá a toda persona física o jurídica que introduzca productos forestales en el territorio de la Provincia y con destino a la misma.

c) Registro de introductores forestales, donde deberá inscribirse a toda persona física o jurídica que introduzca forestales en el territorio de la provincia y con destino a la misma.

d) Registro de comercios que trabajan con productos forestales, donde se inscribirá a toda persona que comercialice con los mismos o los utilice como energía.

e) Registro de plantaciones forestales, donde se inscribirá a toda persona que ejecute planes de forestación o reforestación en la provincia.

f) Registro de viveros forestales o comercios que trabajen con semillas forestales.

f) Otros registros que la Autoridad de Aplicación determine sean necesarios para el mejor cumplimiento de los fines a que tiende este Código

Artículo 189 – Control. La Autoridad de Aplicación queda facultada para ejercer el control de las actividades mencionadas en el artículo anterior; dictar normas reglamentarias, aplicar las sanciones que dicte el Poder Ejecutivo; y para clausurar las empresas o negocios que no se encuentren inscriptos de los registros respectivos.

Título II

Adhesión – Convenios

Capítulo Único

Artículo 190 – Adhesión. Mantiénese la adhesión de la Provincia a las leyes nacionales Nº 13.273 y su modificatoria Nº 20.531.

Artículo 191 – Convenios. El Poder Ejecutivo podrá celebrar convenios con la Nación, las provincias y otros organismos, para coordinar las funciones de los servicios nacionales y provinciales en materia forestal.

Título III

Plan Forestal Provincial

Capítulo I

Del Plan Forestal

Artículo 192 – Plan Forestal Santafesino. Institúyese en el ámbito de la Provincia el “Plan Forestal Santafesino”, que tendrá una duración de cincuenta años y observará los siguientes objetivos:

a) Asegurar la conservación y fomentar el aprovechamiento sostenible de las masas forestales nativas.

b) Restaurar los ecosistemas forestales degradados.

c) Compatibilizar requerimientos sociales, recreativos y culturales con la conservación de las masas forestales.

d) Garantizar la utilización del suelo para fines agrícolas, ganaderos o forestales, asegurando en todos los casos el mantenimiento del potencial biológico y la capacidad productiva del mismo.

e) Fomentar la gestión integrada de los ecosistemas, que engloba la adecuada utilización de la vegetación, la ordenación de la fauna silvestre y la garantía extensiva, propiciando la ejecución de las obras de infraestructura de apoyo necesarias.

f) Lograr un incremento sustancial en la tasa anual de forestación y en su calidad, aprovechando las ventajas comparativas que nuestra Provincia muestre en este tipo de producción.

g) Generar condiciones socioeconómicas que eviten el desarraigo de las comunidades rurales mediante el desarrollo de las actividades forestales.

Contribuir a la mejora y desarrollo de las foresto-industrias y de la comercialización de los productos forestales.

h) Consolidar el autoabastecimiento de madera y productos forestales

Artículo 193 – Incentivos. Créase el programa de incentivos a la forestación en predios probados, a través del régimen de plazo fijo forestal, según lo determine la Autoridad de Aplicación

Artículo 194 – Bonificación. La Provincia de Santa Fe, bonificará las inversiones realizadas en forestación, en proporción a los costos netos de las forestaciones efectuadas en terrenos con aptitud preferentemente forestal, de conformidad a los dispuesto en el presente título.


De igual modo, se bonificarán los costos netos derivados del manejo de la masa proveniente de la forestación efectuada, de acuerdo al Plan de Manejo presentado y aprobado por la Autoridad de Aplicación.


Los incentivos a que se refieren los párrafos anteriores serán otorgados por diez (10) años a contar desde la fecha de la primera plantación, y se materializarán por medio de una tasa de bonificación equivalente a la tasa Prime vigente al mes de diciembre anterior al año de plantación, la que será anualmente fijada por el Poder Ejecutivo.

Artículo 195 –Autoridad de Aplicación. El Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio es la Autoridad de Aplicación del Plan Forestal Provincial.

Artículo 196 – Atribuciones. El Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio propondrá al Poder Ejecutivo la normativa necesaria para:

a) Delimitar los distritos forestales en que dividirá la Provincia para la aplicación del régimen de incentivos a la forestación.

b) Fijar las especies forestales sujetas a ser proporcionadas.

c) Fijar las pautas técnicas para la implantación de especies forestales.

d) Establecer los requisitos necesarios para la inscripción al régimen y los que deberán reunir los planes para la aprobación.

e) Establecer los mecanismos de certificación de los trabajos realizados.

f) Establecer la estructura de los costos de forestación.

g) Crear los registros de forestadores y profesionales.

h) Cálculo de la Tasa de bonificación.

Artículo 197 – Delegación. Facúltase al Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio a delegar en el área competente, la realización de funciones y reglamentación de cuestiones de orden técnico así como las actividades tendientes al control del cumplimiento del programa de incentivos a la forestación creado en el artículo 193.

Artículo 198 – Cuenta especial. Créase con carácter de cuenta especial el Fondo Forestal con el fin de atender las erogaciones que demande la aplicación del presente Título.


El Fondo Forestal se integrará con los siguientes recursos:

a) La contribución que le asigne el Poder Ejecutivo mediante la Ley de Presupuesto, de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 190 y 191.

b) El importe de las multas aplicadas por infracciones a las disposiciones de este Título y su reglamentación.

c) Los fondos procedentes de préstamos y demás financiaciones nacionales e internacionales.

d) Legados y donaciones.

e) Los recursos nacionales asignados a la Provincia para la promoción de planes forestales.

f) Los recursos descriptos en el párrafo precedente serán depositados en una cuenta especial, a la orden del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio, denominada “Fondo Forestal” y sólo podrán ser utilizados para fines establecidos en la presente.

Artículo 199 – Destino de los recursos. El noventa y cinco por ciento (95%) de los recursos que integran el Fondo Forestal se destinará al pago de la bonificación prevista en el artículo 194 y el cinco por ciento (5%) restante para atender los gastos derivados de la implementación del plan, su control y fiscalización.

Artículo 200 – Pago de las bonificaciones. Para hacer efectivas las bonificaciones establecidas en el artículo 194, se fijará cada año, para la temporada forestal siguiente, por resolución conjunta del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio y el Ministerio de Hacienda y Finanzas, los costos netos de forestación por hectáreas para cada distrito forestal, especies y demás elementos que configuren dichos costos.

Artículo 201 – Agente financiero. El Poder Ejecutivo determinará el agente financiero a través del cual se hará efectivo el pago de la bonificación, quedando facultado a convenir las condiciones en que se operará con la entidad bancaria.

Artículo 202 – Forma de pago de las bonificaciones. Las bonificaciones establecidas en el artículo 194 se comenzarán a pagar, previa acreditación aprobada por la Autoridad de Aplicación de la forestación lograda o las intervenciones de manejo previstas en el Plan de Manejo. La acreditación de la forestación lograda, o las intervenciones de manejo requerirán de certificación expedida por ingeniero agrónomo o forestal de conformidad a las condiciones que establezca la reglamentación.

Artículo 203 – Cronograma. La Autoridad de Aplicación será la encargada de diagramar los programas de promoción forestal.

Artículo 204 – Inclusión presupuestaria. El Poder Ejecutivo incluirá anualmente en el Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos, los montos a ser asignados para el cumplimiento del Programa de Promoción Forestal.

Artículo 205 – Infracciones. Serán consideradas infracciones al régimen de este Título y sus disposiciones reglamentarias.

a) Falseamiento u ocultamiento de la información relativa a otra forma de financiación otorgada por el Gobierno Nacional o Provincial, obtenida para la ejecución de planes forestales.

b) Implantar una densidad inferior a la prevista en el plan de forestación aprobado.

c) No cumplir con las operaciones culturales previstas en el cronograma de trabajo.

d) Abandono de la plantación y/o descuido de las operaciones culturales que puedan poner en peligro el normal desarrollo de las plantas.

e) Falseamiento de información en los certificados de obras.

Artículo 206 – Sanción. Las infracciones a las disposiciones legales y reglamentarias serán sancionadas con multas que se graduarán atendiendo a la importancia de la infracción, entre un décimo y cincuenta veces el monto de la inversión en forestación, calculado conforme lo establecido por las disposiciones de este Código, sin prejuicio de las acciones civiles y penales a que el hecho dé lugar.

Artículo 207 – Responsabilidad profesional. Constatadas las infracciones legales y/o reglamentarias, si resultara responsabilidad técnica del profesional interviniente, la Autoridad de Aplicación remitirá los antecedentes al Colegio Profesional respectivo para su remisión al Tribunal de Ética.

Artículo 208 – Recurso. Las resoluciones adoptadas por el Organismo de Aplicación podrán ser recurridas dentro de los diez (10) días siguientes al de su notificación, siendo de aplicación el régimen de actuaciones administrativas regido por el Decreto Nº 10.204/58.

Artículo 209 – Sanción accesoria. Sin perjuicio de la aplicación de las sanciones descriptas en los artículos precedentes, podrá penarse a los infractores con la suspensión o separación de los registros pertinentes.

Artículo 210 – Unidad Ejecutora del Plan Forestal. Créase en el ámbito del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio la Unidad Ejecutora del Plan Forestal Santafesino. La misma estará integrada por personal de la planta permanente de la Administración Provincial, designado por el Poder Ejecutivo, a propuesta del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio.

Artículo 211 – Etapas. La unidad creada en el artículo anterior presentará ante el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio, en el plazo de noventa (90) días a contar de su integración, las etapas que contemplará la implementación del Plan Forestal para la Provincia de Santa Fe, estas deberán respetar los objetivos y plazos establecidos en este Título.

Artículo 212 – Forestación, plan de manejo y forestación lograda. A los efectos del presente Título se entenderá por:


Forestación: La acción de poblar con especies arbóreas mediante plantación o siembra, terrenos que carezcan de ellas o que estando cubiertos de vegetación, ésta no sea susceptible de explotación económica, ni mejoramiento mediante manejo.


Plan de manejo: Plan que regula el uso y el aprovechamiento de los recursos forestales implantados, con el fin de obtener el máximo beneficio de ellos.


Forestación lograda: Se entiende por tal, a la plantación que presenta un porcentaje de emprendimiento no menor de noventa por ciento (90%) al primero de marzo del año siguiente al de la plantación, y donde además se observe la realización de las tareas culturales en tiempo y forma, como asimismo un buen estado sanitario.

Libro Tercero

De la propiedad del ganado

Título I

De las marcas y señales

Capítulo I

Normas aplicables

Artículo 213 – Normativa aplicable. Lo relativo a la propiedad del ganado se regirá por lo dispuesto en las leyes nacionales Nº 20.378, Nº 22.939 y las disposiciones de este Título.

Capítulo II

De la forma de acreditar la propiedad

Artículo 214 – Forma de acreditar la propiedad del ganado. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo anterior la propiedad del ganado se acreditará en la siguiente forma:

a) La del ganado mayor marcado y la del menor señalado se presume, salvo prueba en contrario, a favor de quien tiene registrado a su nombre el diseño de la marca o señal aplicada al animal o mediante certificado de adquisición en caso de dominio derivado.

b) La de los ejemplares de pedigrí (incluidos equinos de pura sangre) se probará con el correspondiente certificado de inscripción en los Registros Genealógicos y Selectivos reconocidos.

c) La de hacienda orejana y de aquella cuya marca o señal no fuera suficientemente clara se presumirá, salvo prueba en contrario, a favor del poseedor de buena fe, salvo que fuera robada o perdida.

d) Los terneros orejanos que sigan a las madres se presumirán de propiedad del propietario de las mismas.

e) Por medio de la implementación en el animal (ganado mayor o ganado menor), de los métodos, técnicas o dispositivos de identificación debidamente aprobados por la Autoridad de Aplicación y que en todos los casos deberán permitir la identificación visual del ganado.

Capítulo III

Propiedad de las marcas y señales

Artículo 215 – Propiedad. El Estado Provincial es el propietario exclusivo de los sistemas de marcas y señales y concede a los particulares el derecho de uso exclusivo por el termino de diez (10) años a partir de su registro.

Artículo 216 – Derecho de uso exclusivo de la marca. El derecho de uso de la marca concedido por el Estado Provincial a los particulares es transmisible, inembargable, exclusivo, temporal y prorrogable, probándose con el Título expedido por la Autoridad de Aplicación, que se denominará boleto de marca o señal, según el caso.


El derecho de uso, será concedido siempre que el particular solicitante no tenga causas pendientes por robo o hurto del ganado.

Capítulo IV

De las marcas

Artículo 217 – Concepto. La marca es la impresión que se efectúa sobre el cuero del animal de un dibujo o diseño, por medio de hierro candente, marcación en frío o cualquier otro procedimiento que asegure la permanencia en forma clara e indeleble y autorice la Autoridad de Aplicación.

Artículo 218 – Marcas iguales. Prohibición. En todo el territorio de la Provincia no podrá haber dos marcas iguales. Si las hubiere deberá anularse la más reciente. Se reputan iguales aquellas marcas que pueden representar un mismo o semejante diseño, o cuando uno de ellos al superponerse sobre el otro, lo cubra en todas sus partes.


Autorízase al Poder Ejecutivo a celebrar convenios con las autoridades de las provincias limítrofes a los efectos de que no se concedan marcas iguales en las jurisdicciones administrativas linderas.

Artículo 219 – Formas facultativas de identificar el ganado: Los empresarios agrarios con Boleto de Marca debidamente inscripto a su nombre podrán contramarcar la hacienda que transmitan o remarcar con su propia marca el ganado que adquieran.


También podrán identificarse el ganado por cualquier método o sistema que sea permitido por la Autoridad de Aplicación.

Artículo 220 – Prohibición de la contramarca. Prohíbese el uso de la contramarca, con la excepción de lo dispuesto en el artículo ut supra.


El propietario de ganado que lo contramarcase será reprimido con multa de hasta cincuenta jus.

Artículo 221 – Dimensión. La marca deberá tener una dimensión máxima de diez (10) centímetros y mínima de siete (7) centímetros en todos sus diámetros.


El que no ajustare la dimensión de la marca a las medidas exigidas en el párrafo anterior será reprimido con multa de hasta cuatro jus.

Artículo 222 – Obligación de marcar. Es obligatorio para todo propietario de ganado mayor marcarlo o identificarlo con algún sistema alternativo admitido por la Autoridad de Aplicación, antes de que cumpla el primer año de vida. El propietario que así no lo hiciere será reprimido con multa de hasta diez (10) jus. Se entiende por ganado mayor al bovino y equino.

Artículo 223 – Venta – Posventa. Identificación : Las ventas de ganado mayor se harán con contramarca o sin ella, según acuerdo de partes, circunstancia que constará en el certificado. También podrá identificarse el ganado por cualquier otro método o sistema permitido por la Autoridad de Aplicación ( por ejemplo: cédula de identificación equina).

Artículo 224 – Lugar de marcación e identificación alternativa. El ganado mayor se marcará únicamente en la pata izquierda o cachete del mismo lado. La marca deberá ser aplicada como figura del boleto y en idéntica posición coincidente con la línea vertical.


Toda otra identificación tradicional quedará determinada por los mecanismos alternativos que dispondrá la Autoridad de Aplicación competente.


El propietario que no cumpliere con la marcación de su ganado en la forma exigida en el párrafo anterior será reprimido con multa de hasta diez (10) jus.

Capítulo V

Señalización en oreja de ganado

Artículo 225 – Concepto. La señal es un corte, incisión, perforación o grabación hecha a fuego en la oreja de un animal.

Artículo 226 – Prohibición de señales iguales. No podrán existir dos señales iguales en el mismo departamento, y a menos de cinco kilómetros cuando estén en departamentos colindantes.


Prohíbase las señales cuyo corte o incisión configuren una mayor profundidad de la cuarta parte de cualquiera de las dos orejas, o aquellas que puedan constituir una alteración a una señal o semejante a una ya existente en el animal.


El que vulnerare lo dispuesto en este artículo será reprimido con una multa de 50 jus.

Artículo 227 – Obligación de señalar. Todo propietario de ganado menor deberá señalarlo o identificarlo por el método que sea admitido por la Autoridad de Aplicación competente, antes de cumplir seis (6) meses de vida.


El propietario que así no lo hiciere será reprimido con multa de hasta diez (10) jus.

Capítulo VI

Del Registro

Artículo 228 – Obligatoriedad. Es obligatorio de todo propietario de ganados tener registrado a su nombre el diseño de la marca o señal que utilizase con arreglo a las disposiciones de este Código. Con el registro se adquiere el derecho de uso de la marca o señal, que también puede adquirirse por transmisión a Título universal o singular efectuada por su titular, debiendo realizarse en todos los casos las anotaciones de las transferencias respectivas.

Artículo 229 – Pérdida del uso de la marca. El derecho de uso de la marca se pierde:

a) Por la expiración del plazo de diez (10) años si no fuere renovada.

b) Por anulación en el caso de existencia de dos marcas iguales.

c) Por transmisión por actos entre vivos o mortis causa a título o “mortis causa” de los derechos del lugar.

d) Por renuncia expresa del titular.

e) Por disolución, extinción en el caso de personas jurídicas.

f) Por sentencia judicial.

g) Por cancelación declarada por la Autoridad de Aplicación.

h) Por causas pendientes de robo o hurto de ganado según el Artículo 198.

Artículo 230 – Requisitos para la titularidad. Para solicitar la inscripción de la marca o señal o denunciar el sistema de identificación admitido por la autoridad competente, deberá acreditarse el carácter de empresario agrario de conformidad a lo dispuesto en el Libro Sexto de este Código, ser propietario de ganado mayor y/o menor, justificar antecedentes de buena conducta mediante exhibición del certificado respectivo y estar inscripto en los registros sanitarios y fiscales establecidos en las normas vigentes.

Artículo 231 – Numeración de las marcas registradas. A la marca registrada se le asignará una numeración inmutable y correlativa, la que será permanente e insusceptible de variaciones.

Artículo 232 – Diseño de marca. El empresario podrá proponer el diseño que prefiera y la Autoridad de Aplicación lo cotejará con los ya registrados, expidiéndose por su aceptación o rechazo de acuerdo a las disposiciones de este capítulo.

Artículo 233 – Aprobación de diseño. Aprobado el diseño la Autoridad de Aplicación procederá a inscribirlo en el Registro y a entregar al titular de su uso el correspondiente boleto.

Artículo 234 – Renovación de marca o señal. La renovación del boleto de marca o señal deberá ser solicitada con una antelación de noventa días a la fecha de vencimiento, caducando el derecho de uso en caso contrario.


Transcurridos tres años desde la fecha de vencimiento sin haberse solicitado la renovación del boleto de marca o señal quedará vacante el diseño respectivo.


El que no renovare el boleto de marca o señal y continuare su uso habiendo operado la caducidad, será reprimido con una multa de hasta cincuenta (50) jus.

Artículo 235 – Transferencia. El titular del derecho de uso de una marca o señal, podrá transferirlo ante la Autoridad de Aplicación o por instrumento público debidamente inscripto en ella. Si conjuntamente se transfiera, el ganado deberá otorgarse el certificado-guía de adquisición con las formalidades establecidas en el Título II de este Libro.

Título II

Certificados de adquisición-guías o Documentos de Tránsito Animal (DTA) y precintos

Capítulo I

Certificados-guías de adquisición y DTA

Artículo 236 – Certificado guía de adquisición – Documentos de tránsito animal. Todo acto de transmisión del dominio de ganado mayor o menor, lanas, cerdas o de cueros se instrumentará a los fines de este Código en un certificado de adquisición que tendrá igualmente el carácter de guía de tránsito (removido), denominándose el instrumento certificado-guía de adquisición.


El Certificado Guía podrá ser reemplazado por el Documento de Tránsito Animal (DTA) cuando así lo dispusiere la autoridad provincial competente.

Artículo 237 – Transferencia de animales de pura raza. La transferencia de dominio de animales de pura raza tendrá la misma instrumentación establecida en el artículo anterior, sin perjuicio de la obligación de inscribir la misma en los registros genealógicos y selectivos correspondientes.

Artículo 238 – Transferencia para otros destinos de animales de pura raza. Cuando los animales de pura raza se vendan para faena, invernada o cría, es decir sin tener en consideración su carácter de tales, se aplicará el régimen común de marcación o señalamiento y la instrumentación prevista en el artículo 236, independientemente de la baja que el vendedor deba efectuar en el registro genealógico correspondiente.

Artículo 239 – Transferencia de terneros orejanos. Está prohibido otorgar certificados-guías para la transferencia de terneros orejanos separados de las madres. Exceptúase de esta prohibición a los terneros de tambo que dentro de los cuatro y diez días de vida se transfieran con destino a faena o crianza artificial en establecimientos con permiso especial para tal fin. En el certificado se hará constar tal circunstancia.


El transmitente deberá acreditar su carácter de tambero mediante la constancia de su inscripción como tal en el Registro de Empresarios Agrícolas.

Artículo 240 – Formulario y requisitos. El certificado-guía de adquisición se confeccionará en un formulario especial con resguardo de filigranas u otros sistemas de seguridad que permitan detectar a simple vista cualquier adulteración o falsificación del mismo, debiendo reunir los siguientes requisitos:

a) Número de orden pre-impreso.

b) Lugar y fecha de emisión.

c) Número del certificado sanitario.

d) Nombre y apellido (o razón social), número de documento y domicilio de las partes intervinientes.

e) Especificación de la causa de la transferencia (venta, donación, etc.).

f) Número de registro del boleto de marca o señal del transmitente y diseño de la misma impreso mediante un sello, o la reseña correspondiente en el caso de animales de pura raza.

g) Indicar si los animales transmitidos son de dominio originario (marca líquida) o derivado (pre-adquiridos); en este último caso se especificará el número del certificado del que se desglosan los mismos.

h) Cantidad, especie, raza o pelo si ésta es indefinida, sexo y categoría (novillo, vaca, etc.).

i) Lugar de origen y destino.

j) Finalidad (faena, invernada, cría u otro).

k) Color y número del precinto.

l) Cuando en la operación intervenga un consignatario de hacienda se identificará al mismo.

n) Firma del transmitente o su representante, o en caso de que no pudiese o no supiese firmar la de otra persona a su ruego junto a la impresión dígito pulgar derecha de aquel, en caso de ganado recibido en consignación podrá ser suplida por la del consignatario.

ñ) Firma y sello de la autoridad policial.

Artículo 241 – Numero de ejemplares. Los certificados guías serán otorgados en tres ejemplares. El original y el duplicado serán entregados por la autoridad policial al adquirente, y el triplicado será archivado por aquella.

Artículo 242 – Recaudos para su otorgamiento. El certificado guía será otorgado por el transmitente ante la autoridad policial competente. Esta exigirá la comprobación de la propiedad del ganado mediante la exhibición del boleto de marca o señal, y el sello correspondiente, o el sistema de identificación admitido por la autoridad competente, de cada animal conjuntamente con las denuncias de las mismas o certificado de adquisición en su caso. En este último supuesto deberá tomar razón en el certificado con el que se acredita la propiedad, y en el caso que se venda una cantidad menor que la que figura en el mismo, conformar el desglose dejando constancia del remanente de animales.


No podrán emitirse certificados-guías de animales no marcados o señalados o cuya identificación sea insuficiente o inadecuada.


Cuando se trate de animales de pura raza que no tuvieran marcas o señal o numeración alfanumérica de identificación electrónica denunciada en su caso registrada en la Provincia, los certificados-guías indicarán esa circunstancia y deberán contener el número de tatuaje o reseña que permita individualizarlos. En este caso la autoridad exigirá la comprobación de la propiedad mediante la exhibición del certificado de inscripción en los registros genealógicos y selectivos correspondiente.


La intervención de la autoridad pública no subsana las nulidades o vicios que pudieran afectar el acto de transmisión.

Artículo 243 – Atribuciones de la autoridad policial. Son atribuciones de la autoridad policial:

a) Llevar un registro de empresario agrario de la región y de los consignatarios que registran operaciones sobre ganado, con las referencias contenidas en los boletos de marca o señal o denuncias de denominaciones alfanuméricas de identificación electrónica; tomar razón de estos y de los demás datos de identificación que fije la reglamentación

b) Refrendar los certificados guías de adquisición emitidos.

c) Verificar los antecedentes de los certificados-guías de adquisición.

d) Realizar el control de la tropa cuando lo considere pertinente, y exigir el certificado-guía para su verificación.

e) Verificar el cumplimiento de las disposiciones de carácter sanitario, pudiendo detener la tropa hasta tanto se expida la autoridad sanitaria correspondiente.

f) Detener la tropa que sea trasladada sin la documentación pertinente hasta tanto se acredite la legítima procedencia de la misma, labrando en su acta de infracción y dando intervención inmediata de la novedad a los organismos sanitarios más cercanos

g) Poner en conocimiento de las actas labradas por la infracción a las autoridades competentes.

h) Controlar las hierras, señaladas e implementación del sistema de identificación, autorizada por la autoridad competente, de todo ganado.


El incumplimiento de lo dispuesto en este artículo hará incurrir al funcionario actuante en las responsabilidades penales, administrativas y civiles del caso.

Artículo 244 – Responsabilidad del funcionario. El incumplimiento de lo dispuesto en el artículo precedente hará incurrir al funcionario actuante en las responsabilidades penales, administrativas y civiles del caso.

Artículo 245 – Plazo de vigencia para el tránsito. El certificado-guía tendrá como guía de tránsito una validez de cuarenta y ocho (48) horas desde la fecha de su otorgamiento y refrenda por la autoridad policial.

Artículo 246 – Archivo de certificados guías. El adquirente entregará el original del certificado guía a la autoridad policial competente dentro de los cinco (5) días posteriores de llegados a destino los animales, si no lo hiciere será reprimido con una multa de hasta veinte jus.


La autoridad policial archivará los certificados guías por adquirente y en orden cronológico, a fin de posibilitar su pronta localización para la toma de razón de las posteriores ventas de los animales comprendidos en los mismos.

Artículo 247 – Certificados emitidos en otras provincias. Los certificados otorgados en otras provincias de conformidad con las leyes del lugar de emisión tendrán el mismo valor que los otorgados en la Provincia.

Capítulo II

De las guías de removido

Artículo 248 – Tránsito de ganado o cueros. Los que remuevan ganado o cueros del ganado mayor o menor, lanas o productos de fauna silvestre (cuya factura haya sido autorizada), por cualquier causa que no sea la enajenación –incluidas la consignación y la contraconsignación–, deberán solicitar a la autoridad policial la expedición de una guía de tránsito denominándose el instrumento guía de removido.

Artículo 249 – Expedición. Las guías serán expedidas por la autoridad policial competente previa comprobación de los recaudos a que se refiere el artículo 242 de la presente.

Artículo 250 – Formulario y requisitos. La guía de removido se confeccionará en un formulario especial con resguardos de filigranas u otro sistema de seguridad que permitan detectar a simple vista cualquier adulteración o falsificación de la misma, debiendo reunir los siguientes requisitos:

a) Número de orden pre-impreso.

b) Lugar y fecha de emisión.

c) Número de certificado sanitario.

d) Nombre y apellido (razón social), número de documento y domicilio del solicitante.

e) Motivo del removido (pastaje, consignación, contraconsignación, etc.).

f) Número de registro del boleto de marca o señal del solicitante y diseño de la misma impreso mediante un sello, o la reseña correspondiente en caso de animales de raza

g) Indicar si los animales removidos son de dominio originario (marca líquida) o derivado (pre-adquiridos); en este último caso se especificará el número del certificado del que desglosan los mismos.

Cantidad, especie, raza o pelo si ésta es indefinida, sexo, y categoría (novillo, vaca, etc.)

h) Lugar de origen y destino.

i) Color y número de precinto.

j) Cuando el motivo del removido fuera la consignación a remate feria o mercado, deberá identificarse al consignatario.

k) Firma del solicitante o su representante o en su caso firma a ruego e impresión dígito pulgar; en caso de contraconsignación la firmará el consignatario.

l) Firma y sello de la autoridad policial.

Artículo 251 – Plazo de vigencia. La guía de tránsito (removido) tendrá una validez de cuarenta y ocho (48) horas desde su otorgamiento; salvo en casos de fuerza mayor que se presenten (inundaciones, cortes de caminos, distancias entre destinos, entre otros) debidamente comprobados, por la autoridad competente, por el que podrá prorrogarse el plazo de hasta un máximo de doscientos cuarenta (240) horas.

Artículo 252 – Guías emitidas en otras provincias. Las guías o constancias equivalentes otorgadas fuera de la Provincia de conformidad con las leyes del lugar de emisión tendrán el mismo valor que las otorgadas en la Provincia.

Capítulo III

De los precintos

Artículo 253 – Obligación de precintar. La Autoridad de Aplicación tiene la facultad de disponer de la obligatoriedad del uso del precinto, si así lo considere conveniente en función de las necesidades temporales sanitarias, preventivas, seguridad en el control, o aquella en la que por fuerza mayor estime que deba aplicarse el respectivo precinto. En dicho caso, todo vehículo que transporte ganado mayor o menor en pie, deberá hacerlo con su puerta o puertas de carga o descarga precintadas. El precinto será provisto por la autoridad policial que haya expedido el certificado-guía de adquisición o la guía de removido. El número y color del precinto deberá contar en dichos documentos.


En tales circunstancias, queda prohibida toda circulación de vehículos que transporten ganados sin los correspondientes precintos.

Artículo 254 – Obligaciones del transportista. En los plazos determinados por la Autoridad de Aplicación en la que se disponga la obligatoriedad del uso del precinto, el transportista, luego de cargado el ganado, colocará los precintos y controlará que la numeración y color de los mismos sean coincidentes con los que figuran en la documentación. En el espacio reservado para tal fin en el certificado-guía o guía de removido el transportista deberá consignar los siguientes datos con carácter de declaración jurada:

a) Su nombre y apellido, tipo y número de documento de identidad y número de licencia de conductor.

b) Nombre de la empresa transportista.

c) Marca del vehículo.

d) Número de patente del camión y de la jaula o acoplado.

e) Itinerario previsto.

f) Su firma.


El transportista que no cumpliere con la obligación de precintar en la forma dispuesta en el artículo anterior y con los requisitos exigidos en el presente, será reprimido con multa de hasta tres jus por cabeza de animal transportado.

Artículo 255 – Obligaciones del remitente. El remitente o su representante o el consignatario en su caso, controlará el cumplimiento por parte del transportista de las obligaciones previstas en el artículo anterior. Asimismo, en el caso que se carguen menos animales que los que figuran en la documentación, dejará constancia en ésta de la cantidad efectivamente embarcada. A continuación completará la documentación con sus datos de identidad y fecha, firmando en prueba de conformidad, haciendo así entrega del ganado.


El que no cumpliere con las obligaciones dispuestas en el presente artículo será reprimido con multa de hasta tres jus por cabeza de animal transportado.

Artículo 256 – Excepciones. Exceptúase del precinto, a los efectos de lo dispuesto en el artículo 253, a los vehículos que transportan:

a) ganado mayor dentro un mismo distrito, sean estos con destino a remate feria, de feria a campo o de campo a campo.

b) a los equinos destinados a eventos deportivos.

Artículo 257 – Transporte a varios destinos. A los efectos de lo dispuesto en el artículo 253, y en los casos en que se utilice un mismo transporte para ganado de uno o varios remitentes, con distintos destinos de desembarco, el transportista colocará el precinto del primer destino y, sucesivamente irá colocando el correspondiente al siguiente, hasta completar su última entrega. El mismo procedimiento empleará cuando se utilice un mismo transporte para ganado de uno o varios adquirentes con distintos destinos de desembarco.

Artículo 258 – Rotura del precinto por fuerza mayor. En el caso que por razones de fuerza mayor –animales muertos, caídos, rotura de camión– el transportista tuviera que romper el precinto original de su camión, deberá denunciar el hecho a la autoridad policial más cercana quien, previo control del ganado transportado, procederá a reponer los precintos rotos, dejando constancia de su numeración en el certificado-guía o guía de removido bajo su firma y sello.

Artículo 259 – Ganado proveniente de otra provincia. Cuando el ganado provenga de otra provincia, la autoridad deberá controlar la carga exigiendo la exhibición de la documentación correspondiente. Si el vehículo no estuviere precintado por provenir de una provincia que no aplique este sistema, precintará las puertas de carga y descarga, dejando constancia de los precintos colocados y su numeración y de los datos del transportista y del vehículo, conforme a lo establecido en los artículos 248 y 249.

Título III

De los animales invasores

Capítulo Único

Guarda y custodia de ganado

Artículo 260 – Obligación de guarda y custodia. Todo propietario de ganado tiene obligación de su guarda y custodia. Cuando por su propia culpa o la de sus dependientes sus animales penetraren en un fundo rústico ajeno –privado o público– que se encontrase alambrado o cercado y causaren daño, será reprimido con una multa de hasta cuatro (4) jus por cabeza de animal invasor.


La pena se agravará con una multa de hasta ocho (8) jus por cabeza de animal invasor si el ganado fuera introducido voluntariamente.

Artículo 261 – Obligación de encerrar y dar aviso. El propietario, empresario agrícola u ocupante a cualquier título de un fundo rústico, que encontrase dentro del mismo animales ajenos, deberá encerrarlos dando aviso inmediato al propietario de la marca o señal que estos llevaren si fuese conocido y a la autoridad policial.

Artículo 262 – Notificación de la autoridad policial al propietario de los animales. La autoridad policial notificará al dueño de los animales para que proceda a retirarlos dentro del plazo de veinticuatro (24) horas.

Artículo 263 – Propietario desconocido. Si el propietario de los animales no fuese conocido, la autoridad policial procurará individualizarlo, valiéndose de todos los medios de difusión a su alcance y haciendo saber tal circunstancia al juez comunal.

Artículo 264 – Falta de retiro de los animales. Si el propietario conocido no retirase los animales en el plazo a que se refiere el artículo 262 o si nadie se presenta a reclamarlos en el término del artículo anterior, la autoridad policial lo hará saber al juez comunal para que dentro del término de quince (15) días ordene su venta en remate público y la autoridad policial hará entrega del pertinente certificado del comprador.


Del monto obtenido dispondrá el pago de lo que se adeude en concepto de alimentación, cuidado de los animales, multa y gastos del remate. El resto quedará en depósito judicial por el término de dos (2) meses para su entrega a quien lo reclamase acreditando su derecho, en caso negativo, ingresará a la orden del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio.

Artículo 265 – Facultad del propietario del fundo rústico invadido. El propietario del fundo rústico invadido podrá dejar pastorear y abrevar a los animales invasores, con derecho a cobrar una indemnización en tal concepto, sin perjuicio de la acción ordinaria que le corresponda por los daños y perjuicios que pudiera haber sufrido.


En el caso de que no hiciere uso de esa facultad deberá dar inmediato aviso a la autoridad policial a fin de que esta disponga el destino provisorio de los animales con conocimiento del juez comunal.

Artículo 266 – Remuneración en concepto de pasturaje y abrevaje. La indemnización por concepto de pasturaje y abrevaje a que se refiere el artículo anterior, será la que las partes libremente convengan. Si estas no se pusiesen de acuerdo, decidirá el juez comunal conforme a los usos y costumbres.


Cuando el pastoreo y abrevaje de los animales hayan quedado a cargo de la autoridad policial se pagará la indemnización que establezca el juez comunal conforme a los usos y costumbres.

Artículo 267 – Excepción. No rige lo dispuesto en los artículos precedentes en caso de inundaciones, incendios de campos o cualquier otro hecho que constituya caso fortuito o fuerza mayor, salvo que se probare que el propietario de los animales los haya introducido intencionalmente en el fundo rústico ajeno.

Título IV

Apartes y apartadores

Capítulo único

Artículo 268 – Obligación de dar rodeo. Todo propietario de animales o quien lo represente tiene la obligación, cuando fuere requerido por el juez comunal, a dar rodeo, mediando denuncia de pérdida o extravío de animales.

Artículo 269 – Excepciones. La obligación de dar rodeo dispuesta en el artículo anterior cesa:

a) Durante la época de parición.

b) Después de un temporal, no estando el campo oreado.

c) Durante la hierra y castración, esquila y señalada hasta diez (10) días de terminadas estas operaciones.

d) En caso de sequía, inundación, epidemia y otros impedimentos que provengan de fuerza mayor.

Artículo 270 – Requisitos para solicitar rodeo. Para solicitar rodeo se requiere justificar el carácter de propietario de animales mediante la exhibición del boleto de marca y/o certificados expedidos por la autoridad competente y la denuncia de pérdida o extravío de animales.


Si se tratase de un apartador autorizado al efecto, deberá acreditar su mandato mediante la autorización correspondiente otorgada ante el juez comunal, autoridad policial o ante escribano público.


En caso de no cumplirse con los requisitos establecidos en este artículo, el requerido de rodeo podrá negarse a darlo.

Artículo 271 – Orden judicial de dar rodeo. Si el propietario de los animales requerido de dar rodeo se negare o lo retardase por un plazo mayor de dos (2) días sin motivo fundado para ello, el juez comunal a petición del apartador –que reúna los requisitos dispuestos en el artículo anterior– o de la autoridad competente, ordenará que se dé el rodeo pedido y que su costo sea a cargo del propietario remiso, fijándose día y hora para que tenga lugar.

Artículo 272 – Examen, aparte, vigilancia e inspección de rodeo. El día señalado se efectuará el rodeo o rodeos y se practicará el examen y aparte por el apartador y sus dependientes, bajo la vigilancia e inspección del propietario de los animales requerido de rodeo y con la intervención de la autoridad policial y el juez comunal quien labrará el acta de la medida realizada y hará entrega de copia al interesado que la solicite, archivando el original en el Juzgado.


En caso de que el rodeo se realizara en la jurisdicción territorial de los Juzgados de Primera Instancia del Circuito el juez podrá delegar su intervención en el actuario.

Artículo 273 – Duración del rodeo. El propietario de los animales requerido de rodeo no tendrá obligación de mantener el rodeo parado más de cuatro (4) horas, y el requirente del rodeo está obligado a llevar el personal necesario para el cumplimiento de esa tarea.

Artículo 274 – Aparte. El ganado deberá recogerse en los lugares o puestos que previamente se designen. El dueño o encargado de los animales dirigirá las operaciones y el apartador se someterá a las disposiciones que aquel adopte con ese objeto.

Artículo 275 – Obligación de pagar los gastos de rodeo. El apartador pagará al propietario de los animales requerido de rodeo los costos de este.


Se exceptuará de este pago al apartador que en el rodeo encontrare animales de su propiedad.

Título V

Hierras y señaladas

Capítulo único

Artículo 276 – Aviso a linderos. El propietario de animales que los quiera marcar o señalar deberá peticionar a la autoridad policial que dé aviso a sus linderos con una anticipación de seis (6) días, a fin de que concurran dentro de aquel plazo a sacar los animales de su propiedad que entre aquellos pueda haber. Deberá igualmente pedir al juez comunal que presida el acto.

Artículo 277 – Sanción por omisión. El propietario de animales que omitiese la obligación referida en el artículo anterior será sancionado con una pena de hasta un jus por cabeza de animal marcado o señalado.


La pena se agravará hasta dos jus por cabeza de animal marcado o señalado, cuando el propietario de animales los marcase o señalase sin tener registrado el diseño correspondiente a su nombre.

Artículo 278 – Acta de hierra o señalada. Llegado el día de la hierra o señalada y antes de todo trabajo, el juez comunal con colaboración policial tomará nota de los animales cuyo propietario se ignore, procediéndose en tal caso de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 263 y 264 de este Código. Seguidamente se dará comienzo de la operación labrándose acta por el juez comunal quien entregará copia al interesado que lo solicite y archivando el original en el Juzgado.


En caso de que la hierra o señalada se realizara en la jurisdicción territorial de los Juzgados de Primera Instancia de Circuito el juez podrá delegar su intervención en el actuario.

Libro Cuarto

De la fauna y flora silvestre

Título I

Normas comunes

Capítulo Único

Artículo 279 – Orden Público. Las normas de fauna y flora silvestre que este Código establece son de orden público. En las materias regladas por leyes nacionales deberá obrarse de conformidad a lo en ellas establecido.


Quedan sometidas las disposiciones de este libro:

a) Toda actividad destinada a la aprehensión, captura, crianza y explotación de animales silvestres con fines comerciales, deportivos o de consumo propio, así como la explotación y crianza de esos animales,

b) Toda actividad que tenga por objeto la aprehensión de peces, moluscos y organismos de la fauna y flora acuática con fines comerciales, deportivos de consumo propio, así como el tránsito, comercio e industrialización de sus productos y el aprovechamiento de las aguas de uso público para la cría, reproducción y difusión de dichas especies,

c) Toda otra actividad relacionada con estos recursos que signifique una modificación de las condiciones naturales en que se desarrollan las especies animales.

Artículo 280 – Clasificación, estudio y evaluación técnica de especies. La Autoridad de Aplicación adoptará y adaptará los criterios vigentes a nivel nacional e internacional para establecer una clasificación de las especies de fauna y flora silvestre en el territorio de la Provincia.


Anualmente realizará estudios y evaluaciones técnicas a fin de establecer su situación para la adopción de medidas necesarias de protección, conservación y manejo de las mismas.

Artículo 281 – Protección. Todos los habitantes del territorio de la provincia tienen el deber de proteger la fauna silvestre, conforme a los reglamentos que para su conservación y manejo dicte la Autoridad de Aplicación.


La Autoridad de Aplicación ejercerá las siguientes funciones:

a) Fijará los requisitos necesarios a cumplimentar por el ejercicio de la caza, pesca, comercialización, crianza en cautiverio, como así también tipo y calibre de armas, artes de caza y pesca y/o toda otra forma de captura a los efectos de administrar y preservar estos recursos naturales.

b) Aplicará los cánones, derechos y contribuciones en las actividades reguladas en el Título II, Capítulo 1, parágrafos primero y segundo de este Libro, que establezca el Poder Ejecutivo.

c) Aplicará las multas fijadas por el Poder Ejecutivo.

Artículo 282 – Infracciones. Las infracciones a lo dispuesto en el presente Libro serán penadas con las multas que establezca el Poder Ejecutivo.

Artículo 283 – Vigilancia y control. La vigilancia y control serán ejercidas por:

a) Inspectores designados por el Poder Ejecutivo,

b) Guarda Faunas Honorarios designados por la Autoridad de Aplicación y a propuesta de instituciones afines con personería jurídica,

c) Funcionarios policiales.

Título II

Fauna Silvestre

Capítulo I

Procedimientos de apropiación

“Parágrafo primero”

Caza

Artículo 284 – Caza y otros procedimientos de apropiación. A los efectos de este Código, entiéndese por caza la acción ejercida por el hombre, mediante el uso de artes, armas y otros medios apropiados, persiguiendo o apresando ejemplares de la fauna silvestre con el fin de someterlos bajo su dominio, apropiárselos como presa, capturándolos, dándoles muerte o facilitando estas acciones a terceros.


También se consideran procedimientos de apropiación la recolección de productos derivados de la fauna silvestre, tales como plumas, huevos, guano, nidos o cualesquiera de sus subproductos.

Artículo 285 – Aplicación normativa y reglamentación. La caza de animales de la fauna silvestre, su persecución o muerte sea cual fuere el medio empleado o el lugar donde se efectúe, la destrucción de nidos, huevos o crías y el tránsito o comercio de sus cueros, pieles o productos se efectuarán de conformidad con las disposiciones establecidas en este Código, sin perjuicio de lo prescrito en la Ley 22.421 y los artículos 2540 y concordantes del Código Civil.


El Poder Ejecutivo establecerá por vía reglamentaria las limitaciones a la práctica de la caza por razones de protección y conservación de las especies o de seguridad pública.

Artículo 286 – Prohibición de introducción de especies vivas. Prohíbase la introducción de animales vivos de especies foráneas, ya sea en libertad o en criadero, salvo que medie autorización expresa y previa del organismo provincial competente, previa comunicación a la Autoridad de Aplicación.

Artículo 287 – Ejercicio del derecho de caza. Será requisito indispensable para practicar la caza:

a) Haber obtenido la licencia correspondiente de conformidad a lo dispuesto en el artículo 280 de este Código.

b) Contar con la autorización escrita previa del propietario o administrador o poseedor o tenedor a cualquier título legítimo del fundo privado donde se desea practicar la caza.

Artículo 288 – Lugares de caza. El derecho de caza puede ejercerse en todos los lugares que no estén expresamente vedados ya sean de propiedad pública o privada, siempre que se hubiere obtenido la autorización correspondiente.

Artículo 289 – Derecho de caza del propietario del fundo rústico. Los propietarios dentro de los límites de sus predios solo podrán cazar de conformidad con las prescripciones de este Código y los reglamentos que dicte la Autoridad de Aplicación.

Artículo 290 – Zonas y períodos de caza y veda. El Poder Ejecutivo fijará las zonas y períodos de caza y veda con miras a la protección de la fauna silvestre y de las especies dañinas o de las plagas a la producción agropecuaria, facultad que podrá delegar en la Autoridad de Aplicación.

Artículo 291 – Prohibiciones. Prohíbese en el ejercicio de la caza:

a) El empleo de todos aquellos medios que tengan por objeto la captura en masa de las aves y otros animales silvestres, la formación de cuadrillas de a pie o caballo.

b) El uso de hondas, redes, trampas, cimbras, mangas, lazos, sustancias tóxicas venenosas o gomosas, explosivas, armas o métodos nocivos, armas de calibre no autorizado o a bala en la caza deportiva volátil.

c) Practicarla en el ejido de las ciudades, pueblos, lugares urbanos o suburbanos, caminos públicos y en todas aquellas áreas habituales concurridas por público, a una distancia mínima que deberá fijarse por la reglamentación.

d) Perseguir y tirar sobre animales desde vehículos automotores, embarcaciones y aeroplanos, con excepción de botes o canoas a remo.

e) Actuar en zonas declaradas parques, reservas, refugio, santuario y otro lugar expresamente prohibido.

f) Practicarlas en horas de la noche o con luz artificial.

g) Transitar con armas descubiertas o preparadas, en las zonas mencionadas en los incisos c) y e)

h) Disparar sobre animales atascados o inmovilizados por cualquier causa.

i) Disparar con armas automáticas o provistas de miras infrarrojas o silenciadores.

j) Ejecutar disparos en salva o sucesivos de más de un cazador sobre la misma pieza.

k) Utilizar perros galgos en la caza de la liebre.

Artículo 292 – Licencias de caza. Las personas que reúnan los requisitos requeridos para ejercer el derecho de caza en la forma establecida en este Código deberán solicitar a la autoridad competente la “licencia de caza” (deportiva, comercial o plaguicida), debiendo los interesados dar cumplimiento a las normativas estatuidas en los reglamentos que a tal efecto dicte el Poder Ejecutivo y que determinarán el importe a pagar, duración, condiciones forma y oportunidad de su obtención.

Artículo 293 – Carácter de la licencia. La licencia de caza es personal, temporaria e intransferible.

Artículo 294 – Caza deportiva. Se entiende por caza deportiva el arte lícito de cazar animales silvestres con elementos permitidos y sin fines de lucro.

Artículo 295 – Prohibiciones. Prohíbese en el ejercicio de la caza deportiva, además de lo establecido en el artículo 291:

a) Cazar sin llevar consigo la licencia de caza.

b) Apropiarse de mayor número de ejemplares que el fijado por la Autoridad de Aplicación, con excepción de las especies que hayan sido declaradas plagas o circunstancialmente dañinas o perjudiciales.

Artículo 296 – Caza Comercial. Se entiende por caza comercial aquella que se practique sobre animales silvestres, con fines de lucro y por medios permitidos. La tenencia de los ejemplares, productos y subproductos provenientes de la caza comercial, incluidos los que resulten de su transformación, deberá ajustarse a los requisitos que reglamentariamente se establezcan.

Artículo 297 – Caza de especies nocivas o dañinas. Se entiende por caza de especies nocivas o dañinas, aquella que se practica con el propósito de controlar especies declaradas o circunstancialmente perjudiciales o dañinas.

Artículo 298 – Autorización de caza de especies nocivas o dañinas. Autorízase la caza plaguicida en toda época sin limitación del número de piezas cobradas. Podrá realizarla todo cazador que tenga licencia de caza o con autorización expresa y sin cargo los empresarios agrícolas cuando la practiquen en sus fundos rústicos. La venta de las piezas cobradas es libre, salvo las normas que se establezcan sobre el transporte de los productos de caza.

Artículo 299 – Excepción a las prohibiciones. Exceptúase, para la caza de especies nocivas o dañinas, el cumplimiento de las obligaciones establecidas en los incisos a), b) y f), del artículo 291, sin perjuicio de la reglamentación que se dicte

Artículo 300 – Campañas de lucha contra especies depredadoras, perjudiciales o dañinas. La Autoridad de Aplicación desarrollará campañas de lucha contra las especies depredadoras de la ganadería y otras perjudiciales o dañinas, y podrá fijar primas sobre las pieles u otros productos como estímulo para su caza, en coordinación con los planes que el gobierno nacional u otros gobiernos provinciales ejecuten con análogo propósito.

Artículo 301 – Caza científica. Se entiende como caza científica por este Código a toda aquella que se efectúe con fines de investigación o para la exhibición zoológica de las piezas cobradas y sin fines de lucro. Para el ejercicio de esta caza se requerirá un permiso especial otorgado por la Autoridad de Aplicación.

Artículo 302 – Facultad reglamentaria. Para la caza deportiva, comercial, plaguicida o científica, el Poder Ejecutivo determinará las artes, armas y calibres a emplearse, facultad que puede delegar en la Autoridad de Aplicación.

Artículo 303 – Cotos de caza. Podrán declararse asimismo cotos de caza a aquellas porciones de terreno que por su naturaleza y características sean aptas para el ejercicio de prácticas cinegéticas.

Artículo 304 – Productos de la caza. Autorízase al Poder Ejecutivo a fijar la cantidad de piezas a cobrar diariamente por cada cazador, por especies y en conjunto de acuerdo con la finalidad de conservación de la fauna silvestre y a reglamentar el tránsito de los productos de la caza.

Artículo 305 – Especies protegidas. Toda especie susceptible de caza no mencionada expresamente en los reglamentos que al efecto dicte el Poder Ejecutivo, se considera protegida y su caza prohibida, así como la tenencia y el comercio de ejemplares vivos o de sus productos o despojos.

Artículo 306 – Compraventa prohibida. Prohíbase en jurisdicción provincial la compraventa de productos o subproductos animales derivados de la caza deportiva.

Artículo 307 – Convenios. El Poder Provincial suscribirá convenios con las demás provincias a fin de unificar los diversos sistemas de documentación local, sobre fauna silvestre entre sí y con el que rige para el comercio interprovincial y en el territorio federal, así como armonizar los regímenes de caza, protección y veda vigente en el territorio de cada provincia.

Artículo 308 – Decomiso.- Sin perjuicio de las sanciones previstas, el infractor se hará pasible del decomiso de las especies vivas aprehendidas, sus despojos o productos y de las armas u objetos de caza utilizados en la comisión de la infracción, excluido el perro de levante, y de la inhabilitación para cazar por uno o más períodos cuando la reiteración o gravedad de la infracción así lo requiera.

Artículo 309 – Destino de las piezas y ejemplares vivos provenientes de la caza. Las piezas provenientes de la caza y que fueran secuestradas, se entregarán bajo recibo sin cargo, a entidades de bien público, salvo que no fueran aptas para el consumo con destino a alimentación.


Los ejemplares vivos serán liberados y los despojos o productos, (cueros, plumas y otros) vendidos en la forma que resuelva la Autoridad de Aplicación.


Aquellas especies que por su naturaleza no puedan ser dejadas en libertad serán entregadas a personas o entidades con fines científicos, culturales o didácticos y las que se consideran plagas dañinas o perjudiciales serán eliminadas en el momento de labrarse el acta de infracción.

Artículo 310 – Destrucción o Subasta. Las armas u objetos destinados a la cacería que se decomisen, deberán ser subastados.

Artículo 311 – Fomento. El Poder Ejecutivo promoverá para la protección, conservación y aprovechamiento de la fauna silvestre las medidas siguientes.

a) El establecimiento de reservas, santuarios, criaderos de fauna silvestre o autóctona con fines conservacionistas.

b) El establecimiento de cotos genéticos oficiales y privados, jardines zoológicos y reservas faunísticas con fines deportivos, culturales, recreativos, turísticos que podrán tener propósitos de lucro.

Artículo 312 – Peligro de extinción. En caso de que una especie de la fauna silvestre autóctona se halle en peligro de extinción o en grave retroceso numérico, el Poder Ejecutivo deberá adoptar medidas de emergencia a fin de asegurar su repoblación y perpetuación. Las municipalidades y comunas prestarán su colaboración y la Autoridad de Aplicación provincial aportará los recursos pertinentes, pudiendo disponer también la prohibición de la caza y comercialización de los ejemplares y productos de la especie amenazada.

“Párrafo Segundo”

Pesca

Artículo 313 – Objeto de la pesca. Se considera objeto de la pesca a todas las especies identificadas zoológicamente como peces, así como crustáceos y moluscos que vivan permanentemente en el agua o transitoriamente fuera de ella, así como la cría o cultivo intensivo o propagación de las mismas en agua y riveras.

Artículo 314 – Concepto de pesca. A los efectos de este Código se entiende por pesca todo acto de apropiación o aprehensión por cualquier sistema o medio del objeto a que se refiere el artículo anterior.

Artículo 315 – Normativa. De acuerdo a las normas contenidas en los artículos 2547 y 2549 del Código Civil, el derecho de pesca en el territorio de la provincia se regirá por las disposiciones de este Código y por los reglamentos que en su consecuencia dicte el Poder Ejecutivo.

Artículo 316 – Actos comprendidos. Las disposiciones referentes a la pesca se aplicarán:

a) A los actos de pesca deportiva ejercitados en aguas naturales o artificiales.

b) A cualquier actividad comercial, industrial que tenga por objeto la pesca.

c) Al aprovechamiento de lechos, fondos, aguas, playas, riveras, costas y puertos, para la cría, reproducción o difusión de las especies de la fauna acuática.

Artículo 317 – Limitaciones al ejercicio de la pesca. El ejercicio de la pesca en aguas públicas estará sujeto a las limitaciones que se establecen en este Código y en los reglamentos que en su consecuencia dicte el Poder Ejecutivo, para el más adecuado aprovechamiento de la riqueza acuática, su conservación y utilización en las mejores condiciones sanitarias y económicas. A tales efectos se demarcarán las zonas de reserva, se fijarán los procedimientos útiles, artes o aparejos de captura permitidos y prohibidos, las dimensiones que deben tener los ejemplares para ser liberados a la venta y condiciones sanitarias de conservación, todo ello en cuanto no corresponda a la jurisdicción nacional.

Artículo 318 – Períodos de veda. Facúltase al Poder Ejecutivo para fijar los períodos de veda, modificar los existentes o señalar períodos especiales, ya sea en forma parcial o general, cuando lo considere conveniente para el mejor ordenamiento de la explotación y conservación pesquera.

Artículo 319 – Pesca en aguas de propiedad privada y artificiales. El ejercicio de la pesca en aguas privadas así como también en lagos y lagunas artificiales, canales o zanjas, construidas o conservadas dentro de predios particulares, requerirá, como medida previa al acto de practicarla, autorización escrita del propietario o empresario agrario.


El aprovechamiento de las aguas privadas deberá realizarse de manera tal que no produzca daño sobre la materia de pesca o sanidad acuática que pueda extenderse directa o indirectamente a aguas públicas.

Artículo 320 – Prohibiciones. Prohíbese en el ejercicio de la pesca:

a) Arrojar, colocar, hacer, o dejar llegar a las aguas de uso público o particular que comuniquen con ella en forma permanente o transitoria, sustancias cuya naturaleza o efectos resulten o puedan resultar nocivos para la biología acuática.

b) Apalear las aguas o atajar con cualquier suerte de dispositivo el paso de los peces en los ríos, arroyos o lagunas, en la época normal o durante crecidas o descensos.

c) Introducir toda fauna o flora acuática exótica, agregar o difundir las ya introducidas que no sean objeto de cultivo o crianza en cautividad.

d) Usar toda clase de artes, máquinas, útiles, explosivos, aparejos de pesca sin expresa autorización de la Autoridad de Aplicación.

Artículo 321 – Licencia de pesca. El ejercicio de la pesca en aguas públicas y privadas requiere la obtención previa de la licencia de pesca, debiendo los interesados dar cumplimiento a las normas previstas en los reglamentos que al efecto dicte del Poder Ejecutivo y que determinarán el importe a pagar, duración, condición, forma y oportunidad de su obtención.

Artículo 322 – Carácter de la licencia. La licencia de pesca es personal, temporal e intransferible y deberá solicitarse ante el organismo competente.


Las licencias especiales para investigadores se otorgarán sin cargo a petición de los mismos quienes deberán acreditar con la solicitud el fin perseguido, lugar o lugares donde realizarán sus investigaciones y toda otra información que aclare su petición. Al otorgar estas licencias la Autoridad de Aplicación fijará el período de validez de las mismas.

Artículo 323 – Pesca comercial en aguas provinciales. El Poder Ejecutivo establecerá un régimen especial para el ejercicio de la pesca comercial en aguas públicas y del dominio privado de la Provincia, tendiente a la satisfacción de las necesidades regionales.

Artículo 324 – Permiso. Toda persona física o jurídica que se dedique o quiera dedicarse al ejercicio de la pesca comercial en aguas públicas o del dominio privado de la Provincia, así como también al transporte o comercio de sus productos tendrá la obligación de solicitar previamente un permiso que expedirá la Autoridad de Aplicación, abonando un canon que para cada actividad se fije. El Poder Ejecutivo establecerá la duración, condiciones, forma y oportunidad de los citados permisos, determinando el importe de los cánones.

Artículo 325 – Apropiación de otros recursos de la fauna acuática. La apropiación con fines comerciales de otros recursos de la fauna acuática deberá ajustarse a lo establecido en este Código y la reglamentación especial que dicte el Poder Ejecutivo.

Artículo 326 – Concesión de terrenos fiscales o reservas. La persona física, asociación o persona jurídica que se dedique a la pesca comercial o se halle inscripta como tal para el ejercicio de la misma en aguas del dominio provincial, podrá gestionar la concesión de terrenos fiscales o reserva expresa en las costas fluviales, siempre que tales terrenos se destinen a la instalación de usinas o fábricas industrializadoras de los productos de la pesca o la colonización pesquera. El Poder Ejecutivo podrá otorgar estas concesiones en la extensión superficiaria que sea indispensable para la existencia de la industria o de la colonia.

Artículo 327 – Permiso de explotación. La persona que tenga el derecho al aprovechamiento de un cuerpo de agua de dominio provincial, deberá solicitar el permiso correspondiente.


Los permisos de explotación se otorgarán siempre y cuando el ambiente haya sido habilitado por la Autoridad de Aplicación y en ellos se establecerán cupos de extracción proporcionales a la superficie útil, atendiendo a la reglamentación que se dicte.

Artículo 328 – Deber de informar. Las personas físicas o jurídicas que se dediquen a la pesca en aguas privadas estarán obligadas a suministrar a la Autoridad de Aplicación, información estadística, especies, kilogramos extraídos y destino de la producción.

Artículo 329 – Tasa de inspección. Todo producto de la pesca comercial deberá abonar la tasa de inspección que se fije por pieza o kilogramo, pudiendo la Autoridad de Aplicación firmar convenios con las municipalidades y comunas. A tal fin éstas percibirán un 50% de lo recaudado en ese concepto.

Artículo 330 – Guías de tránsito. La provisión de guías de tránsito se efectuará previa comprobación del pago de la tasa de inspección a que se refiere el artículo precedente.

Artículo 331 – Pesca deportiva. El ejercicio de la pesca deportiva, así como también los concursos de este carácter, están sujetos a la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo, la que establecerá los ambientes habilitados, especies, número y tamaño de los ejemplares a extraer, épocas de veda, horarios y artes permitidas; prohibiéndose la venta de productos y/o subproductos.

Artículo 332 – Pesca deportiva por menores de catorce años, jubilados y pensionados. Los menores de catorce años, jubilados y pensionados, podrán practicar la pesca deportiva sin contar con la licencia de pesca.

Artículo 333 – Matrícula. Cualquier embarcación que se destine a trabajos de pesca en ríos y canales navegables, deberá tener la matrícula. La falta de este requisito impedirá el otorgamiento del permiso de pesca que se solicite.

Artículo 334 – Fiscalización. El personal del organismo competente podrá inspeccionar las embarcaciones pesqueras y los depósitos o sitios de almacenamiento, preparación, industrialización, concentración y venta de productos pesqueros a los efectos de fiscalizar el cumplimiento de este Código y de las disposiciones reglamentarias que al efecto dicte el Poder Ejecutivo o la Autoridad de Aplicación.

Artículo 335 – Estudios e investigaciones hidrobiológicos. La Autoridad de Aplicación tendrá a su cargo los estudios e investigaciones hidrobiológicos realizando especialmente:

a) El estudio de los distintos aspectos de las aguas provinciales y terrenos por ellas ocupados, afectados o utilizados, procediendo al mejoramiento de ambos, con el fin de acrecentar o mantener el acervo pesquero, realizar y mantener el censo hidrológico y estudios hidrotécnicos de los cuerpos de agua.

b) La clasificación de las especies ictiológicas por su importancia económica, alimenticia y deportiva, procurando el desarrollo de las mejoras y la introducción de otras nuevas cuya difusión resulte conveniente de acuerdo con las experiencias practicadas.

c) La organización de un servicio de asesoramiento técnico y prestación de elementos que propendan al mejoramiento de la explotación pesquera.

d) La instalación en lugares que crea convenientes de servicios de piscicultura para la repoblación y población de los ambientes pesqueros.

e) El estudio de los recursos naturales acuáticos.

Artículo 336 – Extracción y transporte autorizado. Autorízase a las entidades de pesca deportiva, científicas o conservacionistas, la extracción y el transporte de peces vivos, sus embriones y otros organismos, destinados a la repoblación o población, previo permiso y fiscalización de la Autoridad de Aplicación.

Artículo 337 – Protección de la fauna acuática. Si ocurrieren anormalidades de orden físico o biológico en aguas provinciales, que sean motivo de perjuicio para el ambiente acuático, su flora o su fauna o para la salud humana, el Poder Ejecutivo podrá suspender toda actividad de pesca y/o circulación de embarcaciones, hasta tanto hayan desaparecido las causas que motivaron la suspensión. Los permisionarios de pesca o cualquier otra persona afectada por una medida de esta naturaleza, se atendrán a lo que al efecto se resuelva, sin tener derecho a indemnizaciones o compensación alguna.

Artículo 338 – Motonáutica. El Poder Ejecutivo reglamentará la actividad de motonáutica, determinando las zonas y períodos del año en que ella queda prohibida, con vistas a la protección y conservación de los recursos hidrobiológicos y los otros usos del agua.

Artículo 339 – Industrialización. El producto de la pesca en ríos y lagunas será destinado al consumo humano principalmente, con excepción de los casos en que el Poder Ejecutivo autorice por razones de interés público la industrialización.

Artículo 340 – Decomiso e inhabilitación. Sin perjuicio de las sanciones previstas, el infractor a las normas sobre pesca se hará pasible del decomiso de las piezas extraídas, de sus envases y de todos los elementos indispensables utilizados en la infracción, pudiendo ser inhabilitado para pescar por uno o más períodos cuando la reiteración o gravedad de la falta así lo indique.

Artículo 341 – Destino de las piezas secuestradas. Las piezas provenientes de la pesca que fueren secuestradas, se entregarán bajo recibo sin cargo, a entidades de bien público, salvo que no fueren aptas para el consumo.


Cuando la cantidad, naturaleza y estado de las piezas extraídas lo permitan, serán vendidas en la forma que lo resuelva la Autoridad de Aplicación.


Las especies útiles para fines científicos, culturales o didácticos podrán entregarse a las personas o entidades correspondientes, y las que por su estado se consideren perjudiciales podrán ser eliminadas en el momento de constatarse la infracción.

Artículo 342 – Subasta. Las artes de la pesca, los elementos indispensables utilizados en la infracción y los envases que se decomisen, deberán ser subastados si así conviniere.

Párrafo Tercero

Acuicultura y Piscicultura

Artículo 343 – Acuicultura y piscicultura. A los fines del presente Código, se entiende como piscicultura a toda actividad intensiva o extensiva que esté basada en el mantenimiento de peces vivos en cautiverio.


Asimismo se entiende por acuicultura a toda actividad intensiva o extensiva que esté basada en el mantenimiento de organismos acuáticos vivos, sean peces o no en cautiverio.


El Poder Ejecutivo establecerá las normas reglamentarias a seguir para el cultivo y cría en cautividad de peces y otras especies de la flora y fauna acuática.

Libro Quinto

De la policía sanitaria

Título I

Disposiciones Comunes

Capítulo Único

Artículo 344 – Normativa. La sanidad animal o vegetal se declara de orden público y se regirán en lo que atañe al Poder de Policía que corresponda a la Provincia, de acuerdo a lo establecido en la Constitución Nacional, con arreglo a las disposiciones de este Código y las normas reglamentarias que en su consecuencia se dicten.

Artículo 345 – Obligatoriedad. Se declara obligatorio el control y la erradicación de enfermedades infectocontagiosas, parasitarias o de otro carácter de los animales y de las causas adversas de origen biológico declaradas plagas de las plantas que viven o crecen bajo el control del hombre.

Artículo 346 – Facultades. El Poder Ejecutivo, por intermedio de la Autoridad de Aplicación está facultado para:

a) Desarrollar e intensificar la investigación y experimentación de elementos y métodos designados a mejorar el estado de sanidad animal y vegetal de la provincia.

b) Extender o divulgar los conocimientos técnicos actualizados relativos a la sanidad agropecuaria.

c) Promover campañas de lucha contra las plagas y especies depredadoras de la agricultura y de la ganadería.

d) Crear y organizar registros que faciliten sus funciones de contralor sanitario.

e) Efectuar periódicamente el relevamiento estadístico en materia de sanidad animal y vegetal.

f) Declarar infectado el fundo rústico, región o zona donde se constatare la existencia de enfermedades o plagas, clausurar el establecimiento, aislar, secuestrar, señalar, marcar o prohibir el tránsito o venta de animales o vegetales en tales áreas, adoptando las medidas que correspondan, en cada caso, según el carácter de la enfermedad o plaga, pudiendo disponer incluso, la muerte de los animales o la destrucción de los objetos susceptibles de ser vehículos de contagio o transmisión.

g) Promover el funcionamiento de organismos mixtos (Estado Provincial con Asociaciones Agropecuarias, Colegios Profesionales, entre otras) con facultades de fiscalización, inspección y control en el cumplimiento de las disposiciones sanitarias. Asimismo, puede formalizar convenios con los Colegios Profesionales a idénticos fines.

h) Sancionar a los infractores de las disposiciones contempladas en este Libro, decretos y reglamentos que en consecuencia se dicten.

i) Promover el funcionamiento de organismos mixtos (Estado Provincial y Asociaciones Agrarias) con facultades de fiscalización, inspección y control del cumplimiento de las disposiciones sanitarias.

Artículo 347 – Asistencia. Toda persona, física o jurídica, que en forma permanente o transitoria se dedique a la crianza de animales o que tenga a su cargo su cuidado o asistencia, o al cultivo de plantas, al transporte o venta de ganado o plantas, a la elaboración, extracción, transporte o venta de productos o subproductos de origen animal o vegetal, está obligado a prestar la colaboración necesaria al personal técnico encargado de aplicar o fiscalizar el cumplimiento de las normas estatuidas en este Código y los reglamentos sanitarios.


El que no colaborare con el personal técnico en la forma dispuesta en el párrafo anterior, será reprimido con multa de hasta cien jus.

Artículo 348 – Fuerza pública. La fuerza pública deberá prestar auxilio a los agentes de la administración que pertenezcan al cuerpo técnico sanitario o los organismos mixtos con facultades de fiscalización de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 284 inc. h), en los casos que requieran su intervención a fin de dar cumplimiento a las normas de policía sanitaria.

Título II

Sanidad animal

Capítulo I

Normas generales

Artículo 349 – Defensa sanitaria animal. La sanidad animal en el territorio de la Provincia de Santa Fe, la defensa y profilaxis contra enfermedades infectocontagiosas y parasitarias, exóticas, enzoóticas, epizoóticas, o de otro carácter, y el fomento de la producción ganadera, se regirá conforme a las disposiciones del presente Título.

Artículo 350 – Enfermedades infectocontagiosas, parasitarias o de otro carácter. Las enfermedades infectocontagiosas, parasitarias o de otro carácter, de los animales, que constituyan una amenaza para la salud del hombre, de las especies explotables y para la economía de las fuentes de producción darán lugar a la intervención de la Autoridad de Aplicación quienes lo harán por denuncia o de oficio, aplicando las medidas de policía sanitaria que correspondan en cada caso.


Constatada la presencia de enfermedades infectocontagiosas o de otro carácter, la Autoridad de Aplicación podrá declarar infectada la propiedad, región o zona, según aconsejen las circunstancias y estará autorizada para clausurar el establecimiento, aislar, secuestrar o prohibir el tránsito o venta de los animales en tales áreas, adoptando las medidas que correspondan en cada caso, según el carácter de la enfermedad, pudiendo disponer incluso, la muerte o destrucción de los mismos y objetos susceptibles de ser vehículos de contagio. En el caso de enfermedades infectocontagiosas irreversibles, la Autoridad de Aplicación estará autorizada para señalar o marcar los animales infectados.

Artículo 351 – Enfermedad exótica. Se considera exótica toda enfermedad de origen foráneo que hasta el momento de su aparición no se haya presentado en el país.

Artículo 352 – Enfermedad enzoótica. Se considera enzoótica la enfermedad que se compruebe dentro de una zona determinada y sea susceptible de manifestarse como epizoótica.

Artículo 353 – Enunciación. La Autoridad de Aplicación hará la nomenclatura de las enfermedades a que se refiere el artículo 336, pudiendo variarla cuando lo estime conveniente.

Capítulo II

Disposiciones comunes a todas las enfermedades

Artículo 354 – Especies incluidas. Las normas de policía sanitaria animal serán aplicadas también a las aves de corral, animales silvestres, peces y lepóridos, y en la misma forma a todas las especies animales susceptibles de contraer, propagar o difundir bacterias, virus, parásitos u otros agentes transmisores de enfermedades, que puedan lesionar los intereses económicos de la ganadería o afectar la salud humana.

Artículo 355 – Obligación de denunciar. Es obligatorio denunciar al organismo competente por parte del propietario, empresario agrario o encargado del cuidado de un animal atacado por enfermedad transmisible o que presumiblemente se halle afectado por la misma.


El que no observare lo dispuesto en el presente artículo será sancionado con una multa de hasta cien (100) jus.

Artículo 356 – Obligación de aislamiento y profilaxis. En caso de tratarse de enfermedades calificadas como exóticas, o enzoóticas o epizoóticas por la autoridad sanitaria de aplicación, las personas indicadas precedentemente deberán proceder de inmediato a la adopción de medidas de aislamiento y profilaxis, sin perjuicio de la comunicación obligada a la autoridad para que emita las instrucciones pertinentes.


Tendrán igual obligación, los laboratorios particulares u oficiales y profesionales veterinarios en general.


El que no cumpliere con las medidas de aislamiento, profilaxis y comunicación cuando estuviere obligado a ello, será reprimido con una multa de hasta cien (100) jus.

Artículo 357 – Cadáveres y despojos. Las medidas profilácticas enunciadas en el artículo anterior deberán también aplicarse a los cadáveres o despojos de animales enfermos o presumiblemente afectados por alguna enfermedad contagiosa, debiendo procederse a la destrucción total.


Prohíbese la extracción del cuero o de cualquier órgano o región anatómica de animales muertos de carbunclo bacteridiano o presumiblemente afectado por esa enfermedad.


El que no observare lo dispuesto en el presente artículo, será reprimido con una multa de hasta cien (100) jus.

Artículo 358 – Excepción en materia de cadáveres o despojos. Exceptúase de la obligación estatuida en el artículo precedente cuando los cadáveres, despojos o restos de animales enfermos o con la presunción de estarlo se lo destine a estudio, investigación o diagnóstico, pero bajo la responsabilidad del médico veterinario que los tenga a su cuidado o se encuentre en posesión de los mismos a cualquier título.

Artículo 359 – Zonas o regiones de infección. Para el más efectivo cumplimiento de las normas de policía sanitaria animal, y siempre que la necesidad de control y/o erradicación de enfermedades transmisibles lo impusieran, la Autoridad de Aplicación deberá determinar zonas o regiones de infección, infestación, interdicción o indemnes, según la intensidad o gravedad de la propagación o contagio.

Artículo 360 – Certificado de sanidad. En el caso de que se declare infectado o infestado un establecimiento, una zona o distrito o exista peligro inminente de difusión de cualquiera de las enfermedades contagiosas, la extracción de ganado de esos lugares, su acarreo o tránsito hacia el centro de comercialización o industrialización, o con destino a pastoreo o pastaje, solo podrá hacerse previa certificación de sanidad, a cuyo efecto la Autoridad de Aplicación deberá expedir la guía sanitaria de libre tránsito.


El que no observare lo dispuesto en el presente artículo, será reprimido con una multa de hasta cien (100) jus.

Artículo 361 – Prohibición de introducción de animales enfermos. Prohíbese en el territorio de la provincia la introducción de animales afectados de enfermedades transmisibles o presumiblemente afectado por las mismas, como así también sus cadáveres, despojos, reses o cualquier objeto que haya estado en contacto con ellos y susceptible de propagar la enfermedad.


La autoridad sanitaria podrá ordenar o disponer en estos casos y siempre que la gravedad de la circunstancia lo aconseje, el secuestro, sacrificio o destrucción de animales enfermos o sus despojos en la forma que el Poder Ejecutivo lo determine.


El que no observare lo dispuesto en el presente artículo, será reprimido con una multa de hasta cien (100) jus, siempre que el hecho no constituya delito.

Artículo 362 – Prohibición de introducción de animales de zonas infectadas o infestadas. No se permitirá la introducción al territorio de la provincia, de animales en general o especies determinadas, cadáveres, carnes forrajes o cualquier otro objeto susceptible de contaminación, procedentes de regiones declaradas infectadas o infestadas, sin el certificado de sanidad expedido por la autoridad competente.


El que no observare lo dispuesto en el presente artículo, será reprimido con una multa de hasta cien (100) jus.

Artículo 363 – Campos de experimentación, lazaretos. El Poder Ejecutivo instalará campos de experimentación, lazaretos u otros establecimientos análogos en los lugares más indicados, de conformidad con lo que aconseje la técnica sanitaria animal, y deberá dotarlos de los servicios indispensables para el mejor cumplimiento de sus fines.

Artículo 364 – Convenios. El Poder Ejecutivo, podrá suscribir convenios con la Nación, provincias, municipalidades, organismos descentralizados nacionales o de las provincias y con instituciones privadas para el más eficaz cumplimiento de los propósitos enunciados en este Título.

Artículo 365 – Autoridad sanitaria. La Autoridad de Aplicación controlará el cumplimiento de las normas de policía sanitaria animal, debiendo asimismo realizarlos con relación a:

a) Los mercados de ganado, aves, animales de caza, lepóridos y peces o cualquier clase de animal que considere pertinente.

b) Los establecimientos dedicados a ferias y remates de animales.

c) Los mataderos.

d) Los frigoríficos.

e) Los saladeros.

f) Las barracas.

g) Las graserías.

h) Los tambos.

i) Los establecimientos o locales donde se obtengan, elaboren, industrialicen o depositen productos o subproductos lácteos.

j) Los establecimientos destinados a la conserva o industrialización de pescado.

k) Cualquier otro local o establecimiento, fábrica o usina donde se extraigan, elaboren, manipulen o transformen productos de origen animal.

l) Los vehículos de transporte de hacienda, productos y subproductos de origen animal.

Artículo 366 – Normas de profilaxis en general. La autoridad sanitaria competente, fijará normas de higiene, desinfección, desinfectación y profilácticas en general, que deberán aplicarse a todo tipo de vehículo o medio de transporte, embarcadero, corral, brete y cualquier otro local utilizado para la permanencia de animales, como así también para los elementos u objetos que hayan estado en contacto con dichos animales, sus restos, despojos, productos o subproductos.

Capítulo III

Indemnización

Artículo 367 – Indemnización. Los propietarios de animales, objetos o construcciones que se hubieren ordenado matar o destruir en virtud de las prescripciones de este Código, podrán reclamar la indemnización correspondiente, sin perjuicio de los recursos judiciales que pudieran corresponderles. Si alguna parte de animales, objetos o construcciones fuera aprovechable, su valor deberá ser descontado.

Artículo 368 – Casos excluidos. No habrá lugar a indemnización en los siguientes casos:

a) Cuando no se hubiesen cumplido con las normas estatuidas en este Código o en los reglamentos e instrucciones sanitarias dictados en su consecuencia.

b) Si la enfermedad de la que estuviera atacado el animal sacrificado fuera necesariamente mortal.

Artículo 369 – Plazo para el reclamo. Todo propietario de un bien destruido, en virtud de una medida sanitaria impuesta en salvaguardia de los intereses de la comunidad, podrá ejercitar su acción dentro de los sesenta (60) días de ejecutada la misma. Transcurrido dicho plazo, perderá su derecho.

Título III

Sanidad Vegetal

Capítulo I

Plagas

Artículo 370 – Concepto. Se considera plaga, a los efectos del presente Código, a todo agente biológico, variable en el tiempo y en el espacio que al superar el índice de peligrosidad según criterio científico cause daño económico, que resultare nocivo para las especies vegetales de interés agrícola, o de sus productos, en contra de las cuales deberán tomarse medidas para lograr su control.

Artículo 371 – Enumeración. El Poder Ejecutivo enumerará las principales causas adversas a la vegetación, sobre las que ha de recaer su acción, y de éstas sólo podrá declarar plagas a aquellas para cuyo control se determinen procedimientos técnicos, económicos y de eficacia reconocida.


A tal efecto, hará la nomenclatura de los agentes perjudiciales respecto de los cuales regirán las disposiciones de este Título y podrá declararlas “plagas” cuando corresponda considerarlas tales por su carácter extensivo, invasor o calamitoso, dando a conocer los métodos aconsejados por la técnica agronómica para erradicarlas o establecer un adecuado control.

Artículo 372 – Obligaciones. Los empresarios agrarios, propietarios u ocupantes de tierras fiscales o privadas, tienen la obligación de controlar por su cuenta las plagas, dentro de los inmuebles o medios de transporte que posean u ocupen, como asimismo deberá notificar la aparición de aquellas que por sus hábitos, superen el nivel de acción predial. Del mismo modo deberán dar cumplimiento a las obligaciones de tipo preventivo que exija la Autoridad de Aplicación.


Las tareas de destrucción o combate de las plagas deberán practicarse sin derecho a retribución alguna mediante procedimientos idóneos y el empleo de los medios y recursos conducentes a tal finalidad, teniendo en cuenta en la medida de lo posible la supresión o reducción del empleo de plaguicidas químicos y su impacto contaminante sobre el medio ambiente rural, la salud humana, la calidad de los alimentos y la preservación de las especies animales útiles al hombre.


Deberán de inmediato notificar a la Autoridad de Aplicación la aparición de la plaga y manifestar si los elementos con que cuentan son suficientes para combatirla o lograr su destrucción.


Se entiende por control integrado de plagas al conocimiento, selección y uso armónico de medidas de control sean ésta físicas, químicas, mecánicas, culturales o biológicas que combinadas, aseguren los mejores resultados económicos, ecológicos y sociológicos.


El que no observare las disposiciones contenidas en el presente artículo, será reprimido con una multa de hasta cien (100) jus.

Artículo 373 – Bienes del Estado Provincial, municipios y comunas. En los bienes de dominio público y privado provincial o de los municipios o comunas, las autoridades respectivas deberán dar estricto cumplimiento a las normas estatuidas en este Título.

Artículo 374 – Control de excepción. El Poder Ejecutivo, con intervención de la Autoridad de Aplicación, podrá disponer medidas de control excepcional cuando se verifique la existencia de causas graves y medien motivos de interés general, pudiendo hasta disponer la destrucción total o parcial de la vegetación y de sus partes, si con tal medida se impide la difusión de la plaga.

Capítulo II

Control de la Producción

Artículo 375 – Sujetos de control. Deberán inscribirse en un registro especial que llevará la Autoridad de Aplicación las personas físicas o jurídicas siguientes:

a) Las que se dediquen a la cría, venta de plantas o sus partes con fines de propagación;

b) Las que desarrollen actividades relacionadas con la sanidad vegetal, cuya autorización y registro considere el Poder Ejecutivo necesarios para realizar las funciones de contralor fitosanitarias.


Quedan exceptuadas de la obligación de inscribirse aquellas personas físicas o jurídicas que en virtud de las leyes vigentes están obligadas a cumplir con dicho requisito.

Artículo 376 – Registro. Las personas físicas o jurídicas indicadas en el artículo anterior deberán inscribirse en un registro especial que llevará la Autoridad de Aplicación y cumplir con las normas prescritas por este Código y los reglamentos que se dicten.

Artículo 377 – Aprobación. Los productos fitosanitarios destinados al control de plagas, deberán contar con la registración en el Instituto Argentino de Sanidad y Calidad Vegetal u organismo que lo reemplace. Las maquinarias o implementos que utilicen en la aplicación de productos fitosanitarios, deberán estar inscriptos y/o matriculados conforme a la normativa nacional o provincial, debiendo emplear los productos de acuerdo a las recomendaciones del fabricante.


La Autoridad de Aplicación podrá prohibir o limitar el uso o comercialización de cualquier producto fitosanitario cuando razones de interés general así lo aconsejen. Por idéntico motivo podrá restringir o impedir la utilización de maquinarias o implementos empleados en la aplicación de tales productos.

Capítulo III

Procedimiento

Artículo 378 – Plagas. Cumplimiento de obligaciones. Si la Autoridad de Aplicación comprobare la existencia de plagas por control deficiente de los mismos, intimará a los responsables al cumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 372 en el plazo que esta establezca.

Artículo 379 – Incumplimiento. Vencido el plazo de intimación a que se refiere el artículo anterior, sin haber dado cumplimiento a la misma, la Autoridad de Aplicación podrá disponer la realización de los trabajos pertinentes con cargo a los responsables, sin perjuicio de aplicarles las sanciones a que hubiere lugar.

Artículo 380 – Indemnización. En el supuesto de disponerse la destrucción total o parcial de la vegetación o sus partes por verificarse la existencia de causas adversas a la misma, la Autoridad de Aplicación procederá previamente a justipreciar el valor de los bienes sobre la base del estado en que se encuentren, deduciendo los beneficios pecuniarios que estime pudieren obtenerse una vez destruidos.


En el caso del artículo 360 la Autoridad de Aplicación deberá indemnizar los perjuicios que se hayan ocasionado con la destrucción de la vegetación o sus partes, de acuerdo a la tasación a que se refiere el párrafo precedente y siempre que en el plazo perentorio de sesenta (60) días, a contar de la fecha en que se diera comienzo a los trabajos, así lo peticionaran los interesados.

Artículo 381 – Pérdida del derecho de indemnización. No habrá derecho a indemnización en los casos en que se hubiesen desobedecido las órdenes de lucha impartidas por la Autoridad de Aplicación o se probase que los vegetales iban a ser destruidos por la plaga.

Artículo 382 – Cuenta especial. Créase la cuenta especial denominada “Protección Vegetal” con el objeto de afrontar las erogaciones que se ocasionen como consecuencia de la aplicación de los Capítulos I, II y III del presente Título III.


La cuenta estará integrada con los siguientes recursos:

a) el importe de las multas percibidas por infracciones a las disposiciones de este título;

b) las sumas recaudadas en concepto de registro y/o matriculación;

c) los fondos que se le asignaren por la ley de presupuesto;

d) los recursos que se le asignen a la Provincia para la promoción de campañas de control de plagas y/o su prevención.

e) los fondos enumerados se depositarán a la orden del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio, bajo la denominación “Protección Vegetal”.

Artículo 383 – Destino de los fondos de cuenta “Protección Vegetal”. Los recursos que integren la cuenta especial de “Protección Vegetal” serán destinados a solventar erogaciones por control y fiscalización, gastos de difusión, promoción de campañas de control e implementación de convenios con la Nación, provincias y municipios o comunas.

Artículo 384 – Adhesión. La Provincia de Santa Fe adhiere a la Ley Nacional Nº 20.247.

Artículo 385 – Convenios. Autorízase al Poder Ejecutivo a celebrar convenios con la Nación, provincias, municipios o comunas u otros organismos para coordinar las funciones de control de plagas establecidas en el presente Código.

Libro Sexto
De los empresarios y productos agrarios

Título I

Del Registro de Empresarios Agrarios

Capítulo I

Obligatoriedad de inscripción

Artículo 386 – Obligación. Es obligatoria para los empresarios agrarios de la provincia su inscripción en el Registro Provincial de Empresarios Agrarios, dependiente del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio. El Poder Ejecutivo reglamentará la forma, requisitos, periodicidad y lugar de inscripción.

Artículo 387 – Formulario. A los efectos de lo previsto en el artículo anterior, la Autoridad de Aplicación facilitará un formulario especial en el que deberá consignarse con carácter de declaración jurada, los datos que se soliciten.

Artículo 388 – Certificado. Todos los empresarios deberán poseer un certificado extendido por la autoridad en el que constará el número de la matrícula y su calidad de empresario agrario, el cual hará fe de su contenido salvo prueba en contrario, ante instituciones oficiales o privadas

Artículo 389 – Informaciones. Las informaciones suministradas por los empresarios agrarios podrán ser utilizadas para investigaciones y fomento de carácter agropecuario, económico, social y fines estadísticos.

Artículo 390 – Acreditación. Todo organismo oficial se abstendrá de dar curso a las gestiones solicitadas por el empresario agrario que no acredite por medio del certificado correspondiente estar inscripto en el Registro Provincial de Empresarios Agrarios.

Capítulo II

Calidad de los productos agrarios

Artículo 391 – Certificación diferenciada de productos agrarios. El Poder Ejecutivo promoverá la certificación diferenciada de los productos agrarios teniendo en cuenta su procedencia, origen calidad y sanidad en las etapas de producción, industrialización y comercialización de los mismos.

Artículo 392 – Organización. A los efectos del artículo anterior, la Autoridad de Aplicación organizará las estructuras pertinentes que tengan como objetivo diferenciar los productos agrarios en función de su denominación de origen controlado y certificación de calidad, conforme a lo establecido en las normativas nacionales, provinciales e internacionales.

Artículo 393 – Integración. Podrán formar parte de los organismos y/o consejos reguladores cuyo objeto sea diferenciar productos agrarios en función de su procedencia, origen o calidad toda persona física y/o jurídica que demuestre un interés legítimo en obtener tal diferenciación y observe las prescripciones legales reglamentarias.

Artículo 394 – Convenios. El Poder Ejecutivo podrá suscribir convenios con la Nación, provincias, municipalidades y comunas, organismos descentralizados e instituciones privadas para facilitar la certificación diferenciada de productos agrarios.

Disposiciones Complementarias

Artículo 395 – Competencia. Compete a los Jueces de Primera Instancia de Circuito que tuviere jurisdicción donde estuviere ubicado el inmueble, el conocimiento de las siguientes causas rurales:

a) Los litigios que versen sobre materia legislada en este Código y en las leyes que lo complementan.

b) Los conflictos suscitados entre las partes en los contratos de arrendamiento rural, de aparcería agrícola y pecuaria, de mediería, de contratos accidentales y de pastaje, asociativo de explotación tambera, maquila, y del contratista de viñas y frutales.

c) Los asuntos suscitados entre las partes en los contratos de comodato, uso y habitación que versen sobre fundos rústicos.

d) Las cuestiones emergentes de los contratos de locación de servicios o locación de obras – contratistas – rurales o agrarios.

e) Las que versen sobre servidumbres rurales o agrarias.

f) Los conflictos por obras nuevas en zonas rurales.

g) Las faltas agrarias enumeradas en este Código que no fueren asignadas expresamente a la Autoridad de Aplicación.

Artículo 396 – Cuantía. A los efectos dispuestos en el artículo 376 no regirá limitación por cuantía dispuesta en el artículo 109 de la Ley Orgánica de Tribunales (Ley 10.160).

Artículo 397 – Norma supletoria. En todo cuanto sea aplicable en materia de faltas agrarias de competencia de los Jueces de Primera Instancia de Circuito regirán las disposiciones del Código de Faltas de la Provincia.

Artículo 398 – Destino de los importes de las multas. El importe de las multas aplicadas en materia de faltas agrarias será depositado a la orden del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio en una cuenta especial que se creará a tal efecto.

Artículo 399 – Reglamentación. El Poder Ejecutivo deberá dictar, a la mayor brevedad, los reglamentos que este Código le encomienda como así también los decretos que fuesen indispensables para asegurar su cumplimiento, debiendo compilarse y publicarse como parte integrante de su texto.


Hasta tanto no dicten los mismos, se aplicarán las disposiciones vigentes que no se opongan al presente.

Artículo 400 –Autoridad de Aplicación. El Poder Ejecutivo determinará de conformidad a la ley de Ministerios las direcciones o reparticiones de su dependencia que tendrán a su cargo la función de aplicar en cada caso la normativa estatuida en este Código.

Artículo 401 – Leyes posteriores. Toda ley rural que se sancione por la Legislatura y se promulgue por el Poder Ejecutivo, deberá incorporarse a este Código en la parte pertinente, como así también toda ley que modifique, derogue o abrogue a las normas estatuidas en el mismo.

Artículo 402 – Derogación. Derógase el Código Rural de la Provincia Ley 1.108 y sus modificatorias, Ley 10.171 y todas las disposiciones que se opongan al presente.

Artículo 403 – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 13 de noviembre de 2003.

Esquivel – Meotto – D’Ambrosio – Strada – Favario (en disidencia parcial).

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 9880 – PDP), autoría de los diputados Favario y Bullrich, por el cual se regula la actividad agraria en el territorio provincial – Código Rural; y su acumulado (Expte. N° 11.488 – PJ), autoría del diputado Bermúdez, por el cual se regula la actividad agraria en el territorio de la Provincia – Código Rural. Y, atento a los estudios realizados, a las razones que dará su miembro informante y a que el primero de ellos cuenta con despacho de la Comisión de Agricultura y Ganadería y ambos proyectos cuentan con despacho precedente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, en minoría y mayoría, y de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General de fecha 13 de noviembre de 2003, esta Comisión ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación:

La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

ley:

Regulando la actividad agraria en el territorio de la provincia de Santa Fe

(Código Rural)

Título Preliminar

Artículo 1º – Finalidad. Este Código constituye el conjunto orgánico y sistemático de normas jurídicas citadas para regular la actividad agraria en todo el territorio de la Provincia de Santa Fe en ejercicio de las facultades no delegadas de la Nación y que le son propias conforme a las disposiciones de la Constitución Nacional y Provincial, con la finalidad esencial de orientar, promover y regular la explotación agropecuaria en cualesquiera de sus especializaciones de los recursos naturales renovables y la preservación del medio ambiente.

Artículo 2º – Actividad Agraria. Se entiende por actividad productiva agraria a la industria genética consistente en el desarrollo de un ciclo biológico, vegetal o animal, ligado directa o indirectamente al disfrute de las fuerzas o recursos naturales que se resuelve económicamente en la obtención de frutos destinados al consumo directo, o previa a una o múltiples transformaciones, o a su comercialización cuando resulte del ejercicio normal de la agricultura. Ella consiste en el cultivo de vegetales, comprendida la silvicultura, la cría, mejora o invernada de toda especie animal y las actividades conexas, cualesquiera fuera el lugar donde la misma realiza y el medio o procedimiento utilizado para obtenerla.

Artículo 3º – Empresario Agrario. Empresario agrario es la persona física o jurídica que realiza de un modo profesional una actividad económica, organizando los elementos constitutivos de la hacienda cuya titularidad posee en virtud de un derecho real o personal asumiendo los riesgos inherentes a ella, dirigida a la producción y circulación de los frutos y productos destinados al mercado interior o exterior.

Artículo 4º – Hacienda agraria. La hacienda agraria es el conjunto de bienes y derechos organizados por el empresario para el ejercicio de la actividad agraria.

Artículo 5º – Fundo rústico. Fundo rústico es la fracción de tierra destinada, o susceptible de ser destinada a su utilización agrícola, forestal o pecuaria.

Artículo 6º – Explotación racional: es aquella que se realiza conforme a normas de técnicas agrarias que no contraríen los expresamente dispuesto por este Código, y las leyes nacionales y provinciales que se dicten, con la finalidad de preservar los recursos naturales renovables y la contaminación al medioambiente.

Libro Primero

De la propiedad fundiaria

Título I

Delimitación 

Capítulo I

Deslinde y amojonamiento

Artículo 7º – Obligación. Todo propietario de un fundo rústico está obligado a tenerlo deslindado y amojonado. No podrá inscribirse en el Registro de la Propiedad la escritura por la que se transfiera, divida o modifique el dominio, si previamente no se justifica el deslinde.


El deslinde y amojonamiento deberá constar en un plano de mensura inscripto en el Servicio de Catastro e Información Territorial de la Provincia o aquel que en el futuro lo sustituya.

Artículo 8º – Mojones. Requisitos. Los mojones demarcatorios deberán colocarse en cada uno de los ángulos que formen las líneas, a una distancia no mayor de mil metros, y de modo que indiquen con precisión las formas constitutivas del perímetro. Exceptúase el caso en que una parte del fundo tenga por límite el cause de un río o arroyo u otro accidente natural.


Los mojones serán de hierro o madera dura y se levantarán a no menos de un metro del suelo.


El Poder Ejecutivo queda facultado para modificar lo dispuesto en el presente Artículo cuando las condiciones naturales o topográficas del lugar así lo requieran.

Artículo 9º – Formas de deslindes y amojonamiento. El deslinde y amojonamiento podrá hacerse judicial o extrajudicialmente. En este último caso se hará por escritura pública suscrita por los colindantes.

Artículo 10 – Remoción y reemplazo de mojones. La remoción o reemplazo de mojones deberá hacerse con la intervención del Juez Comunal y citación de los colindantes. De la operación se labrará acta y se entregará una copia a los interesados que la soliciten, debiendo archivarse el original en el Juzgado.

Artículo 11 – Inspección ocular. El propietario o empresario agrario que encuentre removido uno o más mojones, podrá requerir que se practique una inspección ocular en el lugar al Juez Comunal quien previa citación de los colindantes y con la presencia de dos testigos labrará acta de la diligencia realizada y entregará una copia al interesado que la solicite, debiendo archivarse el original en el juzgado.

Artículo 12 – Servicio de Catastro e Información Territorial: En todos los casos previstos en este capítulo, se deberá tener presente la aplicación de la Ley Nº 10.921, dando intervención al Servicio de Catastro e Información Territorial dentro del marco de su competencia, ya sea a los fines de inscripción cuando corresponda o como órgano de fiscalización.

Artículo 13 – Sanción. El que removiere o reemplazare mojones en inobservancia de lo dispuesto en el artículo 10 será reprimido con multa de hasta quince jus, siempre que el hecho no constituya delito.

Capítulo II

Cercos Perimetrales

Artículo 14 – Derecho de cercar. El propietario de un fundo rústico tiene el derecho de cercarlo sobre el deslinde de las propiedades, a tal fin deberá acompañar dos ejemplares del plano de mensura judicial o extrajudicial o sus copias requerir al Juez Comunal que previa citación de los linderos y con la presencia de dos testigos, si aquellos no concurrieren, labre acta constatando la ubicación de mojones conforme al artículo 8º y consecuente recorrido del área proyectada.


Se deberá dejar constancia de la parte que cada uno de los colindantes toma a su cargo en los gastos de conservación –si correspondiere–, y de acuerdo a lo que dispone el artículo 19. El magistrado actuante entregará una copia al interesado que lo solicite, debiendo archivarse el original en el Juzgado junto a una copia del plano de mensura.

Artículo 15 – Sanción. El que construyere las cercas sin las formalidades dispuestas en el artículo anterior será reprimido con multa de hasta quince (15) jus.

Capítulo III

Medianería Rural

Artículo 16 – Obligación de pago: Los propietarios de fundos rústicos no cercados están obligados a pagar la medianera cuando los cercos de los propietarios colindantes cierran las dos terceras partes de su propiedad.


Se considera cerca a tal fin todo límite que haga innecesario el cercado. Aún cuando un propietario no tenga cerrado su fundo rústico en las dos terceras partes del perímetro, si utilizase el cerco del colindante de cualquier manera, pagará lo que le corresponda por la porción de que se sirva.

Artículo 17 – Materiales de cerco. Cuando un propietario quisiera cercar su fundo rústico con un material costoso como piedra, tapia, u otros, sus linderos no están obligados a contribuir con el importe de la misma calidad del material, sino con la parte que les correspondería en una cerca de cinco alambres atados con torniquetes o tensados, postes enteros de cualquier material resistente, colocados a doce metros uno de otro y cinco varillas por claro.

Artículo 18 – Mantenimiento del cerco. Es obligación de los propietarios colindantes mantener los cercos medianeros en buen estado y repararlo en caso de deterioro o destrucción.

Artículo 19 – Gastos de conservación. Los gastos para la conservación de las cercas medianeras, corresponderá por mitad de extensión lineal a los condóminos o colindantes.

Artículo 20 – Intimación para la reparación del cerco. El propietario o empresario agrícola que observe que su colindante descuida la parte de la cerca que le corresponde reparar, podrá requerir al Juez Comunal que constate el hecho y le intime la reparación en forma inmediata en caso de que uno o ambos fundos estuvieran ocupados por animales, de lo contrario lo intimará a que lo hiciere en el término de tres (3) días, o el plazo prudente que el Juez así lo determine.


De la diligencia se labrará acta y se entregará copia a los interesados, debiendo archivarse el original en el Juzgado, de igual forma se procederá en caso de incumplimiento.

Artículo 21 – Incumplimiento de la reparación. Vencido los plazos fijados en el artículo anterior sin que la reparación se hubiere realizado, el propietario o empresario agrario interesado, acompañando las actas de intimación e incumplimiento labradas por el Juez Comunal, podrá solicitar al Juez de Primera Instancia de Circuito a que lo autorice a hacerla por cuenta del colindante remiso.

Artículo 22 – Acción ejecutiva. Verificada la reparación, el propietario o empresario agrario, podrá cobrar ejecutivamente el importe de ella al condómino colindante remiso, sirviendo de suficiente título los recibos de facturas de los materiales que se hayan utilizado y del trabajo realizado.

Artículo 23 – Preparación de la vía ejecutiva. En caso de que no pudieran presentarse comprobantes el propietario podrá reparar la vía ejecutiva solicitando al Juez de Primera Instancia de Circuito ordene la tasación del costo de la reparación por peritos.

Artículo 24 – Corrales en cerco medianero. No podrán construirse corrales sobre la cerca medianera o servirse de ella en cualquier forma sin el consentimiento del colindante.


El que no observare lo dispuesto en el párrafo precedente, será reprimido con multa de hasta treinta jus y deberá reponer la cerca medianera a su estado anterior.

Título II

Unidad Económica

Capítulo I

Conceptos Generales

Artículo 25 – Indivisibilidad de la unidad económica. Ningún acto de disposición a cualquier título que implique la subdivisión de fundos rústicos destinados a la explotación agropecuaria en cualesquiera de sus especializaciones ubicados en jurisdicción provincial podrá ser válidamente otorgado, si como consecuencia del mismo resultaren fracciones que no constituyan una unidad económica.

Artículo 26 – Unidad económica. A los efectos del artículo 2326 del Código Civil se considerará unidad económica agraria al fundo que por su superficie, calidad de la tierra, ubicación, mejoras y demás condiciones de producción, racionalmente trabajado por una familia agraria que aporte la mayor parte del trabajo y desarrolle las actividades corrientes de la zona le permita alcanzar un nivel digno y una evolución favorable de la empresa agraria. No perderán este carácter las parcelas que físicamente separadas entre sí y pertenecientes al mismo titular, integren y/o conformen una explotación agraria llevada a cabo por éste, cuyos aspectos técnicos y condiciones que hacen a dicha separación quedarán establecidas en el decreto reglamentario.

Artículo 27 – Mantenimiento del principio de la unidad económica. Queda establecido que no perderá el carácter de la unidad económica, el fundo rústico físicamente separado por caminos, canales públicos, vías férreas, ríos, arroyos, cursos naturales de agua u otros accidentes naturales, salvo que en atención a las circunstancias particulares del caso, la Autoridad de Aplicación considere que la separación quebrante el principio de la unidad económica.

Artículo 28 – Actividad corriente. Concepto. A fines del artículo anterior se entenderá por actividades corrientes aquellas que por su difusión lograda en el último quinquenio ha adquirido permanencia y se desarrolla en no menos del veinte por ciento de las empresas rurales de la zona.

Artículo 29 – Forma de determinación de la unidad económica. La unidad económica deberá ser determinada en todos los casos basándose en el método o al procedimiento que determine el Poder Ejecutivo.

Artículo 30 – Subdivisión autorizada. Puede autorizarse la subdivisión de un fundo rústico en fracciones inferiores a la unidad económica cuando aquella mediante la anexión a otro fundo de propiedad del mismo titular, constituya una unidad económica o mejore la situación preexistente. La distancia existente entre los fundos o anexos se determinará por vía de la determinación. Tal circunstancia, deberá surgir de la escritura traslativa de dominio. En el título del inmueble que se anexa en nota marginal se hará constar que la fracción pasa a formar parte de este y no es susceptible de ser enajenado en forma separada.

Artículo 31 – Prohibición de aprobar o autorizar subdivisiones. Los jueces y escribanos no podrán aprobar o autorizar los actos a que se refiere el artículo 25 sin la previa resolución favorable de la Autoridad de Aplicación, en el sentido que la subdivisión que se intenta, no da como resultado una superficie inferior a la unidad económica.

Artículo 32 – Subdivisión. Requisitos. Los propietarios o sucesores de fundos rústicos que desean obtener la aprobación de su división deberán acompañar a su solicitud el plano pertinente y un estudio agroeconómico practicado de acuerdo a lo determinado en el artículo 27 y que demuestre que la división proyectada no contraviene el principio de la unidad económica. El informe técnico a que se refiere este artículo deberá ser practicado por un Ingeniero Agrónomo o Forestal según las característica predominantes del predio. En este caso, deberá dejarse constancia de la aprobación de la división en el Registro de la Propiedad.

Artículo 33 – Dictamen de la Autoridad de Aplicación. La Autoridad de Aplicación deberá emitir dictamen fundado acordando o denegando la subdivisión peticionada dentro de los cuarenta y cinco (45) días de cumplidos los recaudos legales. En caso de que no se pronunciara afirmativamente o negativamente en el término fijado, el silencio de la Autoridad de Aplicación se interpretará como denegatoria.

Artículo 34 – Denegación. Si el dictamen de la Autoridad de Aplicación fuere denegatorio del pedido de subdivisión, se podrá interponer dentro de los cinco (5) días recurso de apelación ante la Cámara Civil y Comercial con arreglo al lugar de ubicación del inmueble conforme a las disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Provincia de Santa Fe, el que será concedido en relación y se abrirá siempre la causa a prueba.

Artículo 35 – Excepciones al principio de la indivisibilidad de la unidad económica. Quedan excluidas de las disposiciones de este titulo:

a) Las subdivisiones de inmuebles ubicados en zonas urbanas y suburbanas. 

b) Las fracciones afectadas a obras y servicios públicos o destinadas a actividades comerciales, industriales o mineras. Si la fracción estuviere destinada simultáneamente a la producción agropecuaria y a la explotación comercial, industrial o minera, deberá considerarse la explotación principal con prescindencia de la accesoria; en caso de duda la fracción quedará incluida en las disposiciones de este Título.

c) Los lotes destinados a asentamiento de viviendas, centros deportivos y turísticos.

d) Todo predio isleño o constituido por ellos.

Artículo 36 – Subdivisión de inmuebles cuyo destino sea la realización de actividades atípicas o agropecuarias intensivas. La Autoridad de Aplicación podrá calificar como unidad económica a los inmuebles rurales cuyo destino sea la realización de actividades agrarias atípicas o intensivas y que no revistan el carácter de corrientes en la zona donde se pretende la subdivisión y que tengan una superficie máxima de seis (6) hectáreas. A tal efecto la Autoridad de Aplicación queda facultada para exigir la documentación pertinente que posibilite la viabilidad del proyecto, el que deberá tener un plazo para su concreción de un (1) año, salvo que se justifique plenamente dilatarlos.


Transcurridos los plazos previstos sin que se concretara el tipo de explotación convenido para autorizar la subdivisión –salvo caso fortuito o fuerza mayor debidamente comunicado y aceptado– el o los solicitantes de la subdivisión si correspondiere, se harán pasibles de una multa equivalente al 50 % del avalúo fiscal del predio.


La calificación efectuada por la Autoridad de Aplicación permitirá la subdivisión del inmueble y deberá hacerse constar tal acto en el Registro General de la Propiedad y en todo instrumento público o privado por el que se ceda el uso y goce del fundo rústico a cualquier título.

Artículo 37.– Nulidad. Cualquier acto que resulte violatorio del régimen de la unidad económica agraria establecido en este Título, es nulo de nulidad absoluta. Los magistrados, funcionarios y profesionales que lo violen incurren en falta grave y son pacibles, juntamente con los particulares intervinientes, de una multa de hasta el dos por ciento (2%) de la valuación fiscal del inmueble desmembrado, sin perjuicio de otras sanciones que puedan corresponder. Los ingenieros agrónomos, forestales o en recursos hídricos y licenciados en edafología quedarán inhabilitados para intervenir ante la Autoridad de Aplicación en casos análogos sin perjuicio de otras sanciones que podrá imponer el respectivo colegio profesional.

Artículo 38 – Actos provenientes de otras jurisdicciones. Registración. Para la registración de los actos provenientes de otras jurisdicciones debe justificarse fehacientemente el cumplimiento de las disposiciones contenidas en este Título.

Artículo 39 – Exención fiscal. Queda exenta de toda obligación fiscal, por el término de cinco (5) años todo fundo rústico o fracción indivisa que adquiera un empresario agrario con fines de concentración o recomposición parcelaria tendiente a constituir su unidad económica o mejorar la situación preexistente.

Título III

Conservación y Manejo de Suelos

Capítulo I

Normas Generales

Artículo 40 – Orden público. Declárase de orden público en todo territorio provincial:

a) El control y prevención de todo proceso de degradación de los suelos.

b) La recuperación, habilitación y mejoramiento de las tierras para la producción.

c) La promoción de la educación conservacionista.

Artículo 41 – Medios. A los efectos previstos en el artículo anterior deberán implementarse los medios para adecuar la utilización de la tierra, conforme a su aptitud; manteniendo equilibrio de los ecosistemas de manera de evitar el deterioro de la economía provincial y teniendo en cuenta las posibilidades reales y efectivas de los usuarios.

Artículo 42 – Proceso de degradación. Conceptos. Se considerará como proceso de degradación de los suelos a todo fenómeno por el hecho del hombre o natural que se manifieste con síntomas de erosión, agotamiento, deterioro físico, alcalinidad-salinidad y drenaje inadecuado.


A tales efectos se entenderá por:


Erosión: el proceso de remoción y transporte de las partículas del suelo por acción del agua o viento.


Agotamiento: La pérdida de la capacidad productiva de un suelo por disminución continuada y progresiva de los contenidos de materia orgánica, nutrientes y de la actividad biológica.


Deterioro físico: La disminución de la capacidad de almacenamiento y circulación del agua y el aire en el suelo.


Alcalinidad-Salinidad: La concentración de sodio y de sales solubles en el perfil del suelo, por encima de los valores normales, que perjudican la productividad.


Drenaje inadecuado: El conjunto de condiciones que no provocan un movimiento superficial o profundo, lento o rápido de agua en el suelo, que lo mantiene húmedo o seco por períodos suficientemente prolongados como para originar una notoria disminución de la capacidad productiva.

Artículo 43 – Aprovechamiento o eliminación de montes naturales y artificiales. La regulación del aprovechamiento o eliminación de montes naturales y artificiales quedará sujeta a los alcances de este Título.

Artículo 44 – Supuestos comprendidos: El control y manejo del agua almacenada superficialmente en esteros, cañadas y lagunas, para el aprovechamiento y conservación de ésta como elemento y recurso quedará sujeta a los alcances de este Título.

Capítulo II

Autoridad de aplicación

Artículo 45 –Autoridad de Aplicación: La Autoridad de Aplicación será la que el Poder Ejecutivo determine de acuerdo a lo reglado en el Capítulo V del presente Título.

Artículo 46 – Competencia: Será competencia de la Autoridad de Aplicación:

a) Especificar las necesidades de conservación y manejo de los grupos de aptitud de los suelos.

b) Establecer normas para el correcto desarrollo y ejecución de las prácticas a través de la elaboración de un catálogo.

c) Acceder a la información necesaria existente y conducente a la correcta aplicación del presente Título.

d) Relevar, coordinar, disponer y suministrar la información legal, técnica y básica para la elaboración de los planes y realización de las prácticas.

e) Establecer los requisitos que deberá cumplirse para la presentación del "Plan de Conservación".

f) Verificar la ejecución y mantenimiento de las prácticas conforme a los certificados correspondientes.

g) Fiscalizar el cumplimiento del presente Título.

h) Promover la educación y prácticas conservacionistas mediante la creación, estructuración y desarrollo de programas cuya implementación y desenvolvimiento se realizará en establecimientos educacionales, primarios, secundarios y superiores, debiendo difundirlas a través de los medios de prensa (oral, escrita y televisiva, etc.).

i) Establecer los mecanismos adecuados que permitan canalizar los aportes nacionales e internacionales.

j) Toda actividad necesaria para la consecución de los objetos.


La presente enumeración no es taxativa.

Capítulo III

Áreas de Aplicación

Artículo 47 – Áreas de aplicación. Se declara a todos los suelos de la Provincia sujetos al uso y manejo conservacionista. La Autoridad de Aplicación establecerá áreas de conservación y manejo de suelos, en toda zona donde sea técnicamente recomendable emprender programas de conservación y recuperación, habilitación y mejoramiento de suelos.

Artículo 48 – Unidades físicas de aplicación. Serán consideradas unidades físicas de aplicación las cuencas, subcuencas o sistemas hídricos y las explotaciones agropecuarias, que por naturaleza del problema así lo requieran.

Artículo 49 – Determinación de las áreas de aplicación. La Autoridad de Aplicación determinará las "Áreas de Conservación y Manejo de Suelos" a través de sus organismos técnicos o a propuesta de:

a) La Comisión Provincial de Conservación y Manejo de Suelos, creada por el Decreto Nº 1955/86.

b) Municipalidades y comunas.

c) Propietarios, empresarios agrícolas, contratistas y tenedores por otros títulos de la tierra.

d) Otras organizaciones, organismos o entidades.

Artículo 50 – Clasificación de las "Áreas de Conservación y Manejo de Suelos”. La Autoridad de Aplicación clasificará las Áreas de Conservación y Manejo de Suelos, de acuerdo al tipo de problema que las afecta, magnitud del mismo y a los fines del otorgamiento de los estímulos en:

a) Áreas de conservación y manejo total

b) Áreas de conservación y manejo parcial.

Artículo 51 – Clasificación por los destinatarios. En su relación con los destinatarios, las áreas de conservación y manejo de suelos se clasifican según el carácter en:

a) Áreas de conservación y manejo voluntario.

b) Áreas de conservación y manejo obligatorio.

Artículo 52 – Área de conservación y manejo obligatorio. Se declarará área de conservación y manejo obligatorio a toda zona donde los procesos de degradación tiendan a ser crecientes y progresivos o se desarrollen en un ámbito que no solo alcancen al empresario agrícola individual, sino que los efectos se prolonguen en el espacio y tiempo.

Artículo 53 – Clasificación de las áreas según el tratamiento. Asimismo la Autoridad de Aplicación clasificará las áreas según el tratamiento, de acuerdo a la intensidad en:

a) Tratamiento esencial.

b) Tratamiento integral.

Artículo 54 – Denominaciones. A los efectos de este Título, se entenderá por:

a) Área de conservación y manejo total: Aquella donde los planes de conservación y manejo se lleven a cabo en todos los predios rústicos integrantes de una unidad física definida por una cuenca, subcuenca o sistema hídrico.

b) Área de conservación y manejo parcial: Aquella en donde los planes de conservación y manejo se lleven a cabo a nivel de predios rústicos.

c) Tratamiento esencial: Aquel en el cual se procura lograr la solución de los problemas de degradación a través de una sola práctica o prácticas conjuntas.

d) Tratamiento integral: Aquel en el cual se procura lograr la solución de los problemas mediante la realización de diferentes prácticas complementarias.

Artículo 55 – Gradualidad. La declaración de las áreas de conservación y manejo de suelos se efectuará gradualmente de acuerdo a las necesidades de prevención y control de los procesos de degradación, recuperación, habilitación y mejoramiento de suelos, y en función de las posibilidades técnicas y económicas determinadas por la Autoridad de Aplicación, a quien corresponderá fijar anualmente las superficies máximas a declarar conforme a la reglamentación pertinente.

Artículo 56 – Areas de conservación y manejo experimentales. La Autoridad de Aplicación podrá declarar áreas de conservación y manejo experimentales, cuando a su juicio no existan técnicas suficientemente probadas para la solución de los procesos de degradación o para la determinación de tal condición.

Artículo 57 – Beneficios de las áreas de conservación y manejo experimentales. Las áreas de conservación y manejo experimentales tendrán los mismos beneficios, que se establecen por el presente Título.

Artículo 58 – Limitación. Se podrá declarar no más de un área de conservación y manejo experimental por cada unidad o grupo de aptitud de suelos, estableciéndose las superficies máximas a declarar anualmente conforme a los artículos 50 y 56, del presente.

Capítulo IV

Personas comprendidas

Artículo 59 – Personas comprendidas. Podrán acceder a los estímulos que prevé el presente Titulo los propietarios, usufructuarios, empresarios agrarios y tenedores por cualquier título legitimo, de fondos rústicos que se encuentren ubicados en las zonas previamente declaradas "Áreas de conservación y manejo de suelos".

Artículo 60 – Estímulo. Las personas comprendidas en los términos previstos en el presente Título, gozarán de los siguientes estímulos.

a) Exención o reducción del impuesto inmobiliario en el porcentaje correspondiente al gobierno provincial durante el termino de un año, sobre la superficie de inmuebles rurales, afectados al "Plan de conservación” y comprendidos en áreas de conservación y manejos de suelos, cuyos planes hayan sido aprobados por la Autoridad de Aplicación, quien establecerá el porcentaje correspondiente al estímulo según la siguiente escala.

1 –  Área de Conservación y Manejo Total
- Tratamiento Esencial: 75%.

2 –  Área de Conservación y Manejo Total
 - Tratamiento Integral: 100%.

3 –  Área de Conservación y Manejo Parcial
 - Tratamiento Esencial: 50%.

4 –  Área de Conservación y Manejo Parcial
.- Tratamiento Integral: 75%.


La clasificación de las áreas, según el tratamiento de acuerdo a la intensidad, será determinada por la Autoridad de Aplicación, basándose en la evaluación del contenido del Plan de Conservación.

b) La exención o reducción del impuesto inmobiliario podrá extenderse, una vez ejecutadas las prácticas previstas en el Plan de Conservación, al cual se haya acordado el estímulo del Artículo 64 inciso a), en los mismos porcentajes, por un período superior a los diez (10) años, que dependerá del tipo de prácticas efectuadas, según la escala siguiente:

1 –  Prácticas permanentes: no más de diez (10) años.

2 –  Prácticas semi-permanentes: no más de cinco (5) años.

3 –  Prácticas anuales: no más de dos (2) años.


La Autoridad de Aplicación establecerá en la reglamentación los diferentes tipos de prácticas.


Asimismo, el profesional interviniente podrá sugerir el plazo de duración del estímulo otorgado por el presente artículo.

c) Otras medidas de estímulo y fomento como subsidios para la ejecución de prácticas, créditos especiales gestionados por el Poder Ejecutivo a través de bancos públicos y privados; o prioridad en la atención de problemas de infraestructura, eventual cesión en calidad de comodato de maquinarias específicas para la realización de trabajos de conservación de suelos, y convenios entre las partes, municipios o comunas para la desgravación de la tasa correspondiente.

Artículo 61 – Duración máxima de la exención o reducción del impuesto inmobiliario. El período durante el cual se extenderá la exención o reducción del impuesto inmobiliario podrá ser de hasta doce (12) años en aquellos casos en que la relación entre el impuesto inmobiliario y el costo de las prácticas así lo exija.

Capítulo V

Plan de Conservación

Artículo 62 – Requisitos y Obligaciones - Plan de Conservación. Es requisito indispensable para acceder a los estímulos previstos en el presente Título, la presentación por parte de las personas comprendidas que afronten los gastos de conservación y/o la recuperación de un Plan de Conservación de Suelos, suscripto por un profesional ingeniero agrónomo, ingeniero en recursos hídricos o licenciado en Edafología. La participación de los mismos, dentro de un plan aludido, estará determinada de acuerdo con las incumbencias de cada una de estas profesiones, fijadas por el Ministerio de Educación y Justicia de la Nación. Los profesionales intervinientes deberán estar matriculados en el colegio respectivo.

Artículo 63 – Aprobación. El Plan referido en el artículo anterior será presentado ante la Autoridad de Aplicación, la cual se reserva el derecho de aprobación.

Artículo 64 – Forma. El "Plan de Conservación" constará de:

a) Un informe acerca del estado de los suelos y b) un Programa de aplicación de prácticas de conservación y manejo de suelos.

Artículo 65 – Certificado de Ejecución. Para acceder al estímulo previsto en el artículo 60 inciso b), deberá acreditarse que se han ejecutado las prácticas de acuerdo al plan aprobado, elevándose a la Autoridad de Aplicación un certificado de ejecución de prácticas, suscripto por él o los profesionales intervinientes en el artículo 62 de la presente.

Artículo 66 – Certificado de Conservación y Manejo de Suelos. Verificadas las prácticas de conservación y manejo, la Autoridad de Aplicación entregará al titular del Plan un Certificado de Conservación y Manejo de Suelos, válido por un período conforme a lo establecido en el artículo 60 inciso b).

Artículo 67 – Notificación. La Autoridad de Aplicación, notificará a las personas comprendidas en las Areas de Conservación y Manejo Obligatorio, de los estímulos previstos en este Título a los fines de presentar el Plan de Conservación de Suelos en un plazo no mayor de un año.

Artículo 68 – Obligación. Las personas comprendidas de los estímulos previstos en este Título estarán obligados a mantener en buenas condiciones de uso y funcionamiento todas aquellas obras o prácticas por cuya realización se hubiese acordado el estímulo, salvo causas de fuerza mayor.


Esta obligación se mantendrá por un período equivalente a la vida útil de las citadas obras o prácticas, el cual será estipulado en cada caso, por la Autoridad de Aplicación.

Artículo 69 – Constancia. Otorgado el estímulo deberá dejarse constancia en la partida del inmueble beneficiado, de que el mismo se encuentra afectado a un plan de conservación de suelos durante el período que corresponda.


Similar constancia deberá dejarse en el Registro General y en todo instrumento público o privado por el que el inmueble fuese objeto de arrendamiento o cualquier otra forma que implique uso por parte de terceros.

Artículo 70 – Inoponibilidad. Los propietarios, empresarios agrícolas, usufructuarios y tenedores por otros títulos del fundo rústico, no podrán oponerse a la ejecución y mantenimiento de las obras o prácticas de conservación que se lleven a cabo bajo el régimen del presente Título.

Capítulo VI

Incumplimiento

Artículo 71 – Incumplimiento - Sanciones. El incumplimiento de la obligación establecida en el artículo 68 hará pasible de las siguientes sanciones, que podrán ser aplicadas conjunta o alternativamente:

a) Caducidad de los estímulos acordados.

b) Reintegro de los montos del Impuesto Inmobiliario eximido o reducido o subsidios acordados, actualizados, más los intereses resarcitorios correspondientes.

c) Multa cuyo monto podrá ser hasta el 400% del importe que corresponda abonar anualmente en concepto de Impuesto Inmobiliario.

Artículo 72 – No presentación del Plan de Conservación. Las personas beneficiarias de los estímulos previstos en este Título comprendidos en Areas de Conservación y Manejo Obligatorio que no presenten el Plan de Conservación de Suelos en el plazo establecido en el artículo 67, serán emplazados por un nuevo término de ciento ochenta (180) días. Vencido el mismo, el titular del inmueble se hará pasible de una multa, cuyo monto podrá ser de hasta 100% del importe que corresponda abonar anualmente en concepto de Impuesto Inmobiliario, hasta que dicho plan sea presentado.

Artículo 73 – Falta de ejecución total o parcial de las prácticas de conservación. La falta de ejecución parcial o total de prácticas, no justificadas debidamente mediante el certificado correspondiente y previstas en el Plan de Conservación de Suelos, al cual haya otorgado un estímulo previsto en este Título, implicará el reintegro de los mismos actualizados, más los intereses resarcitorios correspondientes. En las Áreas de Conservación y Manejo Obligatorio esta falta será pasible además, de una multa cuyo monto podrá ser de hasta el 400% del importe que corresponda abonar anualmente en concepto de Impuesto Inmobiliario, hasta que la práctica sea ejecutada.

Artículo 74 – Prácticas inadecuadas. La ejecución de prácticas inadecuadas para la conservación del suelo, será pasible de una multa, cuyo monto podrá ser de hasta el ciento por ciento (100%) del importe que corresponda abonar anualmente en concepto de Impuesto Inmobiliario del año en curso. La sanción de referencia será de aplicación solo en los casos de violación específica de una norma reglamentaria de vigencia, establecida por el Poder Ejecutivo Provincial.

Capítulo VII

Responsabilidad Profesional

Artículo 75 – Responsabilidad profesional. Los profesionales que hubiesen falseado u ocultado la realidad de los hechos en la documentación que deban suscribir, serán solidaria e ilimitadamente responsables con los titulares del estímulo, en caso de connivencia dolosa entre ambos.

Artículo 76 – Inhabilitación. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior y según la naturaleza e importancia de la transgresión, los profesionales podrán ser inhabilitados para actuar en trabajos relacionados con este Título en el ámbito provincial, por un período de hasta diez (10) años debiendo elevarse las actuaciones a los respectivos colegios profesionales a los efectos correspondientes.

Artículo 77 – Multa. Los profesionales serán, además pasibles de la aplicación de multas por un monto equivalente a los estímulos acordados, con su correspondiente actualización.

Artículo 78 – Fondo Provincial de Conservación y Manejo de Suelos. Créase el Fondo Provincial de Conservación y Manejo de Suelos el cual tendrá los siguientes objetivos:

a) Proporcionar los medios necesarios para el desarrollo de un programa de difusión, extensión y educación, tendiente a lograr una conciencia conservacionista.

b) Financiar relevamientos agroecológicos en aquellas áreas en donde sean imprescindibles para la ejecución de planes de conservación.

c) Prestar apoyo financiero para la elaboración de proyectos integrales que por su complejidad técnica requieran tal modalidad.

d) Otorgar subsidios para la realización de prácticas conservacionistas que por elevado costo así lo requieran.

e) Costear obras mayores de conservación de suelos, que por su costo no pueden ser afrontadas por el propio empresario agrícola.

f) Financiar la capacitación y entrenamiento de técnicas en conservación y manejo de suelos.

g) Atender todo gasto tendiente al efectivo cumplimiento de las disposiciones del presente Título.

Artículo 79 – Aportes que constituyen el fondo. El Fondo Provincial de Conservación y Manejo de Sueldos tendrá afectación especial al cumplimiento de los objetivos previstos y se constituirá con aportes provenientes de:

a) Porcentaje de lo recaudado en concepto de Impuesto Inmobiliario Rural, en lo que corresponda al Gobierno Provincial.

b) Porcentaje de lo recaudado en concepto de Impuesto sobre los Ingresos Brutos, en lo que corresponde al Gobierno Provincial.

c) Producto de multas aplicadas en virtud del presente Título.

d) Legados, donaciones y herencias.

e) Saldos no utilizados en años anteriores.

f) Aportes nacionales e internacionales.

Artículo 80 – Fijación de los porcentajes. Los porcentajes de los impuestos mencionados en el artículo anterior se establecerán anualmente en la Ley de Presupuesto en base a los requerimientos o planes que el Poder Ejecutivo tenga previsto desarrollar en dicho período.

Artículo 81 – Depósito. Todo aporte proveniente de los recursos mencionados será depositado a la orden del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio en una cuenta especial que se denominará "Fondo Provincial de Conservación Manejo de Suelos", en la entidad bancaria que sea agente financiero de la Provincia, la que quedará exceptuada de lo dispuesto en la Ley de Presupuesto correspondiente, en lo pertinente.

Artículo 82 – Asignación. Los fondos que se asignen a través de los porcentajes de los impuestos ingresados en cuotas periódicas de acuerdo a las previsiones financieras que el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio estime conveniente para el desarrollo del programa de trabajo, compatibilizándolo con las previsiones del órgano recaudador.

Capítulo VIII

Planificación y Ejecución de Obras

Artículo 83 – Perdida de exención fiscal. Las personas que contravengan las disposiciones de este título o su reglamentación, no gozarán de las exenciones fiscales vigentes o de cualquier otra forma de ayuda económica oficial, hasta que desaparezcan las causas que motivaron la sanción.

Título IV

Colonización

Capítulo I

De la colonización en general

Artículo 84 – Finalidad. La colonización en la provincia tendrá por finalidad:

a) Estabilizar la población rural y procurar aumentarla mediante la incorporación de nuevas empresas agrícolas. 

b) Incorporar nuevas áreas de cultivo y conservar y mejorar la capacidad productiva de los suelos.

c) Promover la subdivisión racional de los fundos rústicos y facilitar su adquisición por quienes estén en condiciones de trabajarlos.

d) Promover la radicación de industrias transformadoras en las zonas de producción.

e) Promover el desarrollo de la economía agraria y la comunidad rural.

f) Promover la realización de contratos de colaboración empresaria y otras formas asociativas y la formación de consorcios de exportación en las colonias.

Artículo 85 – Inmuebles a colonizar. El Poder Ejecutivo afectará al régimen de colonización regulado por este Código las tierras fiscales que considere aptas para tal fin y las privadas que por cualquier título se incorporen a este régimen, a cuyo efecto desarrollará su cometido con sujeción a las presentes normas y a las que concordantemente se establezcan por vía reglamentaria.

Artículo 86 – Planificación. La colonización en la provincia deberá planificarse mediante el inventario y evaluación de las tierras aptas, de los recursos naturales renovables, de las vías de comunicación, de los puertos de embarque de los centros de producción, de los mercados de consumo y de las necesidades de la comunidad rural, a fin de promover en forma gradual y progresiva, el mejor aprovechamiento de los suelos, el incremento de la producción y el bienestar rural.

Artículo 87 – Subdivisión. Los inmuebles para colonizar serán divididos en lotes que constituyan unidades económicas de explotación con arreglo a lo dispuesto en el Titulo II del Libro Primero de este Código. Se organizarán colonias de adjudicatarios acordes con los dictados de la economía, de la convivencia social, de la técnica y ciencia agraria.

Artículo 88 – Superficies reservadas. En cada colonia podrán reservarse las superficies que se consideren necesarias para instalación de escuelas, centros cívicos, institutos de investigaciones, chacras experimentales, puestos camineros, cooperativas, comercios o cualquier otra unidad conveniente para el interés común.

Artículo 89 – Formas de transferencia de las superficies reservadas. Las parcelas a que se hace referencia en el artículo anterior podrán arrendarse o adjudicarse en venta mediante licitación, remate público o en forma directa.

Artículo 90 – Fracciones sobrantes. Las fracciones de tierras sobrantes y las mejoras incorporadas a las mismas, que resulten inadecuadas a los fines de la colonización, podrán ser enajenadas mediante licitación o remate público.


Cuando se trate de entidades oficiales o particulares de bien público, la venta podrá realizarse en forma directa.

Artículo 91 – Colonización privada. La colonización privada se realizará de acuerdo a la reglamentación que el Poder Ejecutivo dicte.

Artículo 92 – Convenio de colonización. Facultase al Poder Ejecutivo a celebrar convenios de colonización privada cuando los propietarios de inmuebles rurales procedieran en forma espontánea a su subdivisión y adjudicación en parcelas, de conformidad con las normas contenidas en el presente Código.

Capítulo II

Formas de adquisición de inmuebles colonizables

Artículo 93 – Formas de adquisición. En caso de que no hubiere tierras fiscales aptas para colonizar la adquisición de inmuebles de propiedad privada se hará por convenio, licitación o en remate público, de acuerdo a la reglamentación que el Poder Ejecutivo dicte.

Artículo 94 – Expropiación. Cuando no se pudiera adquirir inmuebles aptos para colonizar por los medios indicados en el artículo anterior, el Estado Provincial previa declaración de utilidad pública mediante ley especial, en cada caso podrá expropiar aquellos inmuebles que reúnan las condiciones establecidas en el artículo 84, siempre que no fuera objeto de explotación agraria racional realizada directamente por el titular, cónyuge o familiar en línea directa y colaterales hasta el segundo grado.

Artículo 95 – Ley aplicable. En todos los trámites expropiatorios necesarios para la adquisición de inmuebles se aplicarán las disposiciones de la Ley Provincial de Expropiaciones.

Capítulo III

Ocupantes de inmuebles colonizables

Artículo 96 – Ocupantes interesados. A los ocupantes de inmuebles que al momento en que estos fueren incorporados al régimen de colonización, lo hubieren trabajado en forma directa y personal durante los últimos dos años agrícolas y reunieren los requisitos exigidos en el artículo 102, se les podrán adjudicar directamente las unidades económicas en que se subdividen. A tales efectos, una vez dividido el inmueble y fijado el valor de los lotes resultantes, el Poder Ejecutivo los ofrecerá en adjudicación a los ocupantes ajustados a las condiciones establecidas, quienes deberán comunicar por escrito dentro del plazo de treinta (30) días de notificados, su decisión.

Artículo 97 – Ocupantes no interesados. Los ocupantes que no manifiesten su decisión en la adjudicación ofrecida, o los que comuniquen su voluntad de no ser adjudicatarios y los que no encuadren en las exigencias establecidas, deberán desocupar el inmueble dentro del plazo que determine el Poder Ejecutivo.

Capítulo V

Formas de Adjudicación de las Unidades Económicas

Artículo 98 – Formas de Adjudicación. Las unidades económicas de los inmuebles a colonizar podrán ser adjudicadas con promesa de venta o arrendamiento con opción a compra.

Artículo 99 – Precio y forma de pago de las unidades económicas. El precio de venta de las unidades económicas o su arrendamiento con opción a compra, forma de pago, plazo, cuotas de amortización y tasas de interés serán fijadas por el Poder Ejecutivo, observando directa relación con el valor de productividad a fin de que en armonía con el tipo de explotación prevista, el adjudicatario pueda atender la deuda con normalidad y mediante el trabajo habitual.

Artículo 100 – Variación por causas justificadas. El Poder Ejecutivo cuando mediaren causas justificadas podrá:

a) Efectuar la revisión del precio o su remisión proporcional.

b) Conceder prórroga para el pago de las cuotas estipuladas.

c) Aceptar el pago de amortizaciones extraordinarias.

Artículo 101 – Definición. Causas justificadas. A los efectos de este artículo se entiende por causas justificadas:

a) El desequilibrio entre el costo de producción y el valor de los productos altere en más de un 50% el porcentaje de beneficio existente a la fecha de contratación y ese desequilibrio se hubiere producido por factores de índole general, regional o particular del fundo rústico en cuestión.

b) La pérdida total o parcial de las cosechas superior al 50% ocasionadas por caso fortuito o fuerza mayor, siempre que se tratare de riesgos no asegurables y que no se encontrare compensada con el producido de cosechas precedentes.

Artículo 102 – Condiciones de los adjudicatarios. Con excepción de los casos previstos en el artículo 101, las unidades económicas resultantes de la subdivisión serán ofrecidas públicamente a los aspirantes que reúnan las condiciones siguientes:

a) Poseer aptitud personal, capacidad económica y antecedentes agrarios suficientes que a juicio del Poder Ejecutivo sean necesarios para ser considerandos empresarios agrícola en los términos del artículo 3º;

b) Buena conducta y moralidad suficiente acreditada;

c) No ser propietario el ni el cónyuge, o alguno de sus familiares a su cargo de otro fundo rústico que constituya una económica, ni tener una cuota parte en condominio o sociedad representativa de aquella unidad económica;

d) No desarrollar habitualmente otra actividad económica que haga presumir que la unidad económica constituirá una fuente de recursos complementaria de su economía familiar.

Artículo 103 – Aspirantes de unidades económicas a adjudicar con promesa de venta. Los aspirantes de unidades económicas a ser adjudicados con promesa de venta, además de reunir las condiciones enumeradas en el artículo 102, deberán abonar el precio de la unidad adjudicada de la siguiente forma:

· El 10% como mínimo al contado.

· El saldo del precio en cuotas semestrales en un plazo máximo de quince (15) años.

Artículo 104 – Aspirantes de unidades económicas a adjudicar en arrendamiento con opción a compra. Podrán optar por ser aspirantes de unidades económicas a adjudicar en arrendamiento con opción a compra, quienes reúnan las condiciones previstas en el artículo 102 y no pudieren cumplimentar lo dispuesto en el artículo anterior. A tal efecto deberán presentar al Poder Ejecutivo un plan de explotación del fundo; en caso de resultar adjudicatarios, el plan aprobado constituirá la base para la confección del contrato de arrendamiento.

Artículo 105 – Concurso. Las unidades económicas se adjudicaran por concurso entre quienes reúnan las condiciones requeridas en los artículos 102, 102 o 104. Se le dará la mayor publicidad y permanecerá abierto por un mínimo de treinta (30) días.

Artículo 106 – Preferencia. En igualdad de condiciones de los aspirantes se tendrá en cuenta el siguiente orden de preferencia:

a) Al aspirante adjudicatario con promesa de venta;

b) A quien tenga familia a su cargo, que viva o que trabaje con él;

c) Aquellos en los que haya recaído sentencia judicial de desalojo por causas que no le sean imputables.

Artículo 107 – Sorteo. En caso de que se mantuviere la igualdad entre los aspirantes para la adjudicación se procederá a sortearlos con la debida publicidad y conocimiento de los interesados.

Artículo 108 – Límite. No se adjudicará más de una unidad económica a una misma persona.

Capítulo V

Adjudicación con promesa de venta

Artículo 109 – Obligación del adjudicatario. Los adjudicatarios seleccionados por concurso de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 102, 103 y 105 quedarán sujetos al cumplimiento de las siguientes obligaciones.

a) Realizar pagos en los plazos y en la forma estipulada.

b) Explotar el lote en forma directa y personal, en forma racional y con sujeción a las leyes y reglamentos vigentes.

c) Realizar los planes y trabajos de conservación y manejo del suelo y de otros recursos naturales que se determinen.

d) Conservar en buen estado las mejoras.

e) Combatir las plagas y malezas por medios idóneos y adecuados.

f) Cumplir las normas generales de explotación que imparta la Autoridad de Aplicación.

Artículo 110 – Prohibición de arrendar o ceder. El adjudicatario no podrá arrendar ni ceder el uso y goce del predio por cualquier título.

Artículo 111 – Conclusión de las adjudicaciones. Las adjudicaciones se extinguen por las siguientes causas.

a) Renuncia del adjudicatario.

b) Rescisión o caducidad declarada por la Autoridad de Aplicación en caso de incumplimiento de las obligaciones estipuladas en este Código, las reglamentaciones que en consecuencia se dicten y las estipuladas en el contrato de adjudicación.

c) Fallecimiento del adjudicatario.

d) Por incapacidad física del adjudicatario.

Artículo 112 – Renuncia. En caso de renuncia del adjudicatario, el veinticinco por ciento (25%) de las amortizaciones realizadas a la fecha y los intereses devengados se imputarán en concepto de pago por el uso y goce del fundo.

Artículo 113 – Mejoras. Las mejoras necesarias y útiles incorporadas a la explotación por el adjudicatario durante la vigencia del contrato se indemnizarán de acuerdo a su valor real a la fecha de entrega del predio.

Artículo 114 – Rescisión o caducidad. En caso de rescisión o caducidad declarada por la Autoridad de Aplicación por el incumplimiento de cualesquiera de las obligaciones a cargo del adjudicatario, las amortizaciones e intereses pagados hasta la fecha se imputarán al pago del uso y goce del fundo. Las mejoras introducidas quedarán a beneficio del fundo.

Artículo 115 – Fallecimiento o incapacidad física del adjudicatario. Si falleciera el adjudicatario o en caso de imposibilidad física del mismo, la Autoridad de Aplicación podrá, según las circunstancias:

a) Continuar la adjudicación con el heredero que este haya designado o que los herederos designen de común acuerdo siempre que al menos uno de ellos reúna las condiciones para hacerse cargo de la explotación. En este caso se declarará trasmitida la adjudicación a nombre de la sucesión.

b) En caso de no existir heredero en las condiciones a que se refiere el inciso anterior o cuando éste no quisiere continuar la explotación la Autoridad de Aplicación depositará a nombre de la sucesión el importe de las amortizaciones, intereses y el valor de las mejoras necesarias o útiles.

Artículo 116 – Efectos de la extinción. Extinguida la vinculación contractual por las causales establecidas, el titular de ella o los herederos en su caso, deberá, desalojar el fundo en el plazo de noventa (90) días o al levantamiento de las cosechas que estuvieran en planta. El fundo quedará libre de adjudicación se adjudicará nuevamente en las condiciones establecidas por este Código.

Artículo 117 – Cumplimiento de las obligaciones. Cumplidas todas y cada una de las obligaciones establecidas, y habiendo transcurrido cinco (5) años desde la fecha de la posesión efectiva, la Autoridad de Aplicación otorgará al adjudicatario la escritura traslativa del dominio, gravándose el inmueble con el derecho real de hipoteca por el saldo del precio y por un plazo no mayor de diez (10) años.

Artículo 118 – Prohibición de transferir o gravar. El adjudicatario no podrá transferir ni gravar la unidad económica a favor de terceros si no ha saldado el precio, de lo que se dejará constancia en la escritura respectiva.

Capítulo VI

Adjudicación en arrendamiento

Artículo 119 – Condiciones. La Autoridad de Aplicación podrá ceder en arrendamiento los fundos que no hubieran sido adjudicados con promesa de venta, en las siguientes condiciones y las que determine en cada caso:

a) El plazo de arrendamiento no será menor de cinco (5) años ni mayor de diez (10).

b) Vencido el plazo del contrato el adjudicatario podrá optar por adquirir el lote adjudicado de acuerdo con lo dispuesto en el capítulo precedente.

c) El precio del arrendamiento y la forma de pago serán establecidos por la Autoridad de Aplicación teniendo en cuenta la productividad del predio.

Artículo 120 – Extinción. La adjudicación en arrendamiento se extinguirá por las siguientes causas:

a) Por opción del adjudicatario para adquirir el predio en propiedad de acuerdo con lo establecido en este código. Dicha opción deberá ser efectuada hasta los seis meses previos al vencimiento del plazo contractual.

b) Por rescisión del contrato en caso de incumplimiento de las obligaciones que la ley y el contrato ponen a cargo del adjudicatario.

c) Por rescisión del contrato pactada de común acuerdo.

d) En caso de fallecimiento o de imposibilidad física del arrendatario.

e) Concurriendo las circunstancias indicadas en el artículo 120, el contrato podrá continuar con los sucesores del arrendatario.

Artículo 121 – Rescisión. En los casos de rescisión contractual el arrendatario deberá restituir el predio libre de ocupantes dentro del término de cuatro meses o al levantamiento de las cosechas que tuviera planta. Solo serán indemnizadas las mejoras necesarias y económicamente útiles.

Capítulo VII

Venta de entidades de bien público

Artículo 122 – Venta de entidades de bien público. El Poder Ejecutivo podrá vender a entidades de bien público fracciones adecuadas al desarrollo de sus actividades específicas.

Artículo 123 – Escrituración. La escritura a favor de la entidad adjudicataria estará condicionada a la realización por la misma, dentro del plazo que se fije, de las obras determinantes de la venta.

Artículo 124 – Mensura y deslinde. La operación de mensura y deslinde de la fracción vendida deberá realizarla la entidad recurrente antes de recibir la posesión. El precio de venta será fijado por el Poder Ejecutivo en cada caso teniendo en cuenta las condiciones del lote y la finalidad de la operación.

Título V

Irrigación

Capítulo I

Normas generales

Artículo 125 – Orden público. Declárase de orden público las normas que regulan en este título y en todo el territorio provincial, los recursos hídricos superficiales y subterráneos.

Artículo 126 – Dominio Público. Todo lo referente al dominio público de las aguas, sean de carácter superficial como subterráneas, se regirá por lo establecido por el Código Civil y demás legislación de fondo sobre la materia.

Artículo 127 – Recursos Hídricos. Definiciones. A los efectos del presente título se entiende por:

A) Recursos Hídricos Superficiales:

1. Cursos de agua: son todos aquellos que corren por cauces naturales, quedando comprendidos los ríos, arroyos y torrentes provenientes de aguas vertientes, de fuentes pluviales y otras que las alimenten o forman. También estarán comprendidos las obras de conducción artificial.

2. Aguas lacustres: son las aguas acumuladas naturalmente o por efecto de obras públicas, en concavidades o depresiones topográficas, formando lagos, lagunas o embalses.

3. Cursos intermitentes: son aquellos en que el escurrimiento de las aguas es discontinuo y ocasional por razón de irregularidad o exceso en las precipitaciones pluviales instantáneas, seguidas de períodos de sequía.

4. Para la determinación de un curso intermitente, no será factor condicionante la proporción entre el tiempo de escurrimiento y el de sequía.

5. Reservorios: son las aguas de precipitaciones o fluviales acumuladas en terrenos particulares.

B) Recursos Hídricos Subterráneos.

1. Acuífero: es aquel estrato o formación geológica que permitiendo la circulación del agua por sus poros o grietas, hace que el hombre pueda aprovecharla en cantidades económicamente apreciables para subvenir a sus necesidades. Existen acuíferos libres, confinados y semiconfinados. Son recargados por acción de las precipitaciones en plazos de tiempo variables, en ciertos casos muy largos.

2. Sistema de riego: es la acción de extraer y conducir agua desde una fuente de abastecimiento hasta un cultivo por distintos medios.

3. Regante: toda persona física o jurídica que utiliza un sistema aprobado de riego.

4. Pozo de explotación: son perforaciones destinadas a obtener agua subterránea de distintas profundidades con fines de riego.

Artículo 128 – Extracción de agua. Las aguas destinadas a riego podrán extraerse del subsuelo, manantiales, cauces naturales o artificiales, cuando exista la necesidad y en medida determinada técnicamente por el organismo correspondiente.

Capítulo II

Autoridad de aplicación

Artículo 129 –Autoridad de Aplicación. Será Autoridad de Aplicación el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio, a través de las áreas que correspondan, teniendo a su cargo:

1. Planificar las acciones tendientes a la conservación y regulación del recurso, armonizándolo con otros usos.

2. Realizar estudios técnicos a nivel regional hidrológico e hidrogeológico.

3. Realizar los estudios económicos para la formulación de proyectos y construcción de obras.

4. Elaborar estudios de impacto ambiental en cada uno de los proyectos y obras que se realicen.

5. Crear un registro en el que deberán inscribirse todos los regantes, en las condiciones establecidas en la reglamentación.

6. Habilitar a nuevos regantes, previa aprobación de los estudios correspondientes avalados por un profesional competente.

7. Inspeccionar y controlar los sistemas de riego.

8. Difundir, publicitar y asesorar sobre las técnicas y prácticas más convenientes con fines de riego, de acuerdo a las distintas regiones de la provincia.

9. Celebrar convenios, con organismos públicos y privados, sean de carácter nacional o provincial, a fin de llevar a cabo las acciones mencionadas anteriormente.

10. Resolver las cuestiones relativas al incorrecto uso del recurso según lo fijado por esta ley y su reglamentación.

11. Otorgar concesión a los regantes para el uso del agua, con fines de riego, pudiendo en su caso establecer un canon, todo ello en las condiciones y con los requisitos que establezca la reglamentación.

12. Reglamentar las disposiciones del presente título.


Sin perjuicio de las atribuciones conferidas al órgano de aplicación, cuando se trate de la construcción de canales, perforaciones y demás obras de irrigación, se deberá dar intervención al Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda.


Todos los estudios regionales de aprovechamiento de aguas superficiales que realice el organismo de aplicación, deben complementarse con los trabajos de conservación de suelos previstos en el Título III de este Código.

Capítulo III

Personas comprendidas

Artículo 130 – Regantes. Todo regante sea en su calidad de propietario o de predios, adjudicatario con título provisorio de tierra fiscales, arrendatario o poseedor, debe solicitar permiso a la Autoridad de Aplicación para el uso de aguas de dominio público, con fines de riego, previa presentación de un proyecto acorde a los requisitos que establezca la reglamentación.

Artículo 131 – Reglamentación. Quedan sujetas a las disposiciones precedentes y a la reglamentación en cuanto al estudio y proyecto a presentar por el permisionario, las aguas de dominio privado, cualesquiera fuera el título con que se las posea.

Capítulo IV

Uso y aprovechamiento de aguas

Artículo 132 – Autorización de uso. La Autoridad de Aplicación, previo análisis de las solicitudes y proyectos presentados, podrá autorizar el uso y aprovechamiento sobre aguas de dominio público, fijando criterios sobre la cantidad de agua a aprovechar por cada permisionario y teniendo en cuenta para tal fin, el régimen hidrológico existente, clima, tipo de suelo, cultivo en el que se utilizará, calidad del agua y sistema de riego.


La Autoridad de Aplicación determinará los plazos por los que se conceden los permisos y conserva la facultad de revocar los mismos, sin derecho a indemnización alguna para el permisionario, cuando se compruebe que a su criterio el uso y aprovechamiento de las aguas sea irracional, abusivo o cause perjuicios a terceros o a la comunidad.

Artículo 133 – Requisitos para autorización. Para el otorgamiento de la autorización de uso de las aguas subterráneas se debe previamente evaluar las posibilidades de uso de agua por captación superficial para lo cual se llevarán a cabo los análisis de la zona hidrográfica, sus fuentes posibles, puntos de toma, estudios geofísicos, perfilajes de pozos, ensayo de bombeo y estudios económicos comparativos, teniendo en cuenta en todos los casos la opinión de los organismos técnicos competentes.

Artículo 134 – Responsabilidades. La concesión de uso para riego no libera al permisionario de la responsabilidad por los daños y perjuicios que pudieran ocasionar las obras autorizadas, si no da cumplimiento a lo establecido en el artículo 132, segundo párrafo y artículo 137.

Artículo 135 – Conservación. Los permisionarios deberán mantener las obras en perfecto estado de conservación siendo también de su obligación comunicar toda transferencia de concesión.

Capítulo V

Obras con fines de riego

Artículo 136 – Autorización de perforaciones. La ejecución de perforaciones con fines de riego para ampliación o mejoramiento productivo de áreas agropecuarias, deberá contar con la autorización previa del organismo de aplicación, ante quien ha de denunciarse los pozos en explotación en el término y forma que indique la reglamentación.

Artículo 137 – Inspección y control. La ejecución de obras, sus modificaciones, la realización de trabajos, funcionamiento y operación de los proyectos para el uso del agua, podrán ser inspeccionados y controlados por la autoridad competente, quien podrá emitir opinión.


Si se advirtiera que puede causar perjuicios, ordenará su modificación, suspensión, paralización o demolición cuando las mismas no se ajustaren al proyecto visado o cuando los materiales, equipos, maquinarias o motores utilizados y su funcionamiento, no se adecuen a las características del proyecto original aprobado.

Artículo 138 – Impacto ambiental. Para los distintos tamaños o escalas de proyectos de obras sobre uso de agua deberán ser presentados con una Declaración de Impacto Ambiental (DIA) y, de ser necesario por las características de las mismas, con una Evaluación del Impacto Ambiental (EIA), acorde a la reglamentación que establezca para tal fin la Autoridad de Aplicación.

Artículo 139 – Denuncia por daños ambientales. Cualquier persona, sin perjuicio de las acciones previstas por la Ley Nº 10.000, cuando existieran pruebas concretas o suficientes para demostrar que se causan o causarán daños graves al medio ambiente, podrá solicitar ante el juez competente una Evaluación del Impacto Ambiental, previa evaluación por peritos en el cual participará la autoridad competente por sí o por terceros, todo bajo el costo exclusivo del demandante o quien causare daño según corresponda.

Libro segundo

De la propiedad forestal

Título I

Del bosque

Capítulo I

Normas generales

Artículo 140.– Orden público. Declárase de orden público la defensa, conservación, regeneración, enriquecimiento, mejoramiento, ampliación y el estudio de los bosques, así como la promoción del desarrollo e integración adecuada de la industria forestal.


El ejercicio de los derechos sobre los bosques y tierras forestales de propiedad privada o pública provincial, sus frutos y productos, queda sometido a las restricciones y limitaciones establecidas en el presente Código que tendrá y observará los siguientes objetivos:

a) Asegurar la conservación y fomentar el aprovechamiento sostenible de las masas forestales nativas.

b) Restaurar los ecosistemas forestales degradados.

c) Compatibilizar requerimientos sociales, recreativos y culturales con la conservación de las masas forestales.

d) Garantizar la utilización del suelo para fines agrícolas, ganaderos o forestales, asegurando en todos los casos el mantenimiento del potencial biológico y la capacidad productiva del mismo.

e) Fomentar la gestión integrada de los ecosistemas, que engloba a la adecuada utilización de la vegetación, la ordenación de la fauna silvestre y la garantía extensiva, propiciando la ejecución de las obras de infraestructura de apoyo necesarias.

f) Lograr un incremento sustancial en la tasa anual de forestación y en su calidad, aprovechando las ventajas comparativas que nuestra Provincia muestre en ese tipo de producción.

g) Generar condiciones socioeconómicas que eviten el desarraigo de las comunidades rurales mediante el desarrollo de las actividades forestales.

h) Contribuir a la mejora y desarrollo de las foresto-industrias y de la comercialización de los productos forestales.

i) Aumentar significativamente la participación provincial en el mercado nacional e internacional de madera y productos forestales.

j) Consolidar el autoabastecimiento de madera y productos forestales.

Artículo 141 – Bosque y tierra forestal. Concepto. Entendiéndose por bosques, a los efectos de este Código, toda formación leñosa, natural o procedente de siembra o plantación, que cumpla funciones protectoras de producción o panorámica-escénica.


Entiéndase por tierra forestal, a los mismos fines aquella que por sus condiciones naturales, ubicación o constitución, clima, topografía, calidad y conveniencias económicas, sea susceptible de forestación.

Artículo 142 – Ámbito. Se incorporan al régimen previsto en este Título, todos los bosques y tierras forestales que se hallen ubicados dentro de la jurisdicción provincial, ya sean de propiedad pública o privada de la Provincia o los particulares. Exceptúase los bosques protectores y tierras forestales que por sus características especiales y por los fines a que puedan ser destinados se encuentren sometidos a la jurisdicción federal.

Artículo 143 – Concesiones. El Poder Ejecutivo podrá otorgar concesiones sobre inmuebles del dominio público o privado del Estado Provincial, con destino a la creación de masas forestales, en las condiciones y plazos que la reglamentación establezca.


Autorizase al Poder Ejecutivo a celebrar convenios con Autoridades Nacionales o Provinciales para coordinar las funciones de los servicios en materia forestal.

Capítulo II

Clasificación de los bosques

Artículo 144 – Clasificación. Clasifícase los bosques en protectores, permanentes, experimentales, montes especiales y de producción, a cuyo efecto podrá el Poder Ejecutivo confeccionar el mapa forestal.

Artículo 145 – Bosque protector. Se entiende por bosque protector aquel que por su ubicación sirviera para proteger el suelo, caminos, riberas fluviales, orillas de lagos, lagunas, islas, canales, acequias y embalses; prevenir la erosión de las planicies y terrenos en declives, regular el régimen de aguas y fijar médanos; contrarrestar la acción del viento, agua u otros elementos; asegurar condiciones de salubridad publica Se incluyen en esta categoría el arbolado de los caminos.

Artículo 146 – Bosque permanente. Se entiende por bosque permanente, aquel que por su constitución, destino o formación de su suelo debe mantenerse en particular el que forma parte de parques y reservas provinciales, municipales, comunales o se destine a uso público, o el que tuviere especies cuya conservación se considere necesaria. Se incluye en esta categoría el de los caminos y los montes de establecimientos anexos.


El arbolado de los caminos no comprendidos en el artículo anterior, siempre que sea compatible con la seguridad del tránsito vehicular.

Artículo 147 – Bosque experimental. Se entiende por bosque experimental aquel que se destina para estudios forestales de especies indígenas o los artificiales afectados a estudios de acomodación, aclimatación y naturalización de especies indígenas o exóticas.

Artículo 148 – Montes especiales. Se entiende por montes especiales aquellos que siendo de propiedad privada son creados con miras a la protección u ornamentación de extensiones agrícolas, ganaderas o mixtas.

Artículo 149 – Bosques de producción. Se entiende por bosque de producción a aquellos naturales o artificiales de los que resulte posible obtener periódicamente frutos forestales de valor económico mediante explotaciones racionales.

Artículo 150 – Calificación. Corresponde a la Autoridad de Aplicación calificar y declarar al bosque y a la tierra forestal, comprendidas en algunas de las categorías establecidas en el artículo 144. Una vez iniciado el trámite por la parte interesada o notificada la iniciación efectuada de oficio, no podrá innovarse en el estado del bosque o tierra forestal sin autorización administrativa o judicial.

Artículo 151 – Conservación obligatoria. La autoridad provincial, municipal o comunal competente podrá declarar obligatoria por su ubicación, edad o por razones de índole científica, estética o histórica, la conservación de determinados árboles, previa indemnización, si ésta fuera requerida.

Capítulo III

Régimen forestal común

Artículo 152 – Prohibición de devastación y utilización irracional. Prohíbase la devastación del bosque y de la tierra forestal y la utilización irracional de frutos forestales, madereros o no madereros.

Artículo 153 – Plan de manejo y autorización. Los propietarios, empresarios agrarios, usufructuarios o poseedores a cualquier título de bosques no podrán iniciar trabajos de explotación de los mismos sin la conformidad de la Autoridad de Aplicación, que deberán solicitar acompañando el plan de manejo.


El plan deberá contar con un estudio de la capacidad agrícola forestal de los suelos y establecer las normas de manejo y sistematización de los mismos, las cuales serán de aplicación obligatoria y su no cumplimiento hará pasible a los responsables de las penalidades establecidas.


No se requerirá autorización para los trabajos de desmonte o deforestación que se realicen dentro de los límites máximos de superficie y en las zonas que determine la reglamentación, siempre que no se trate de bosques protectores, permanentes o experimentales, ni exista peligro de que se produzca o favorezca la erosión, cuando estos trabajos fueran necesarios para: ampliar el área cultivable si la tierra donde está ubicado el bosque tuviera riego y/o fuera apta para otras explotaciones agrarias económicamente más provechosas o para la formación de bosques de otro tipo.

Artículo 154 – Plazo para la autorización del plan de trabajo. Las autorizaciones o aprobaciones a que se refiere el artículo anterior deberán ser otorgadas o negadas dentro del término de cuarenta y cinco (45) días de la presentación del pedido en forma. Se reputará tácitamente denegada su solicitud, luego de transcurridos cuarenta y cinco (45) días de la reiteración de la misma.

Artículo 155 – Registro e inscripción. Toda persona física o jurídica que por cuenta propia se dedique al corte, elaboración, extracción, industrialización o comercio de frutos forestales o recolección y venta de semillas y plantas forestales u obras de forestación y reforestación o quienes habitualmente realicen gestiones administrativas por cuenta de terceros, deberán inscribirse en los registros pertinentes y quedan obligados a llevar y exhibir los libros y documentación que determine la reglamentación.


La Autoridad de Aplicación creará un Registro de Explotación Forestal donde deberá obligatoriamente inscribirse las personas a que se refiere el párrafo precedente.

Artículo 156 – Explotación irracional de bosques de producción. Si un bosque de producción no fuere objeto de explotación racional, previa audiencia de su propietario, podrá intimársele la presentación del plan y realización de los trabajos respectivos.


Si el propietario no presentara el plan o realizara la explotación del bosque dentro de los plazos que se le fijen, podrá expropiársele se usufructo y se procederá de conformidad con lo dispuesto sobre la administración de bosques fiscales.


La Autoridad de Aplicación deberá determinar los casos en que por trabajo irracional en bosques de producción pueda intimarse al propietario a elevar a su consideración el plan para la explotación racional del bosque, caso contrario procederá a la suspensión inmediata de la explotación irracional del mismo.

Capítulo IV

Régimen forestal especial

Artículo 157 – Registro. Los bosques protectores o permanentes deberán registrarse a cuyo efecto la inscripción se hará a solicitud de los interesados o de oficio. El procedimiento en tales casos se determinará por la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo.

Artículo 158 – Obligaciones. Los bosques protectores y permanentes quedan sometidos a un régimen especial forestal que impone para sus propietarios las siguientes obligaciones:

a) Comunicar a la Autoridad de Aplicación la venta o cambio en el régimen de tenencia del inmueble.

b) Conservar y repoblar el bosque en las condiciones técnicas que se requieran, siempre que la repoblación fuere motivada por aprovechamiento o destrucción imputable al propietario.

c) Realizar la explotación de conformidad con las normas técnicas que se establezcan.

d) Recabar autorización previa para el pastoreo en el bosque o para cualquier género de trabajo en el suelo o subsuelo que afecte su existencia.

e) Permitir a la Autoridad de Aplicación la realización de las labores de forestación y reforestación.

Artículo 159 – Indemnización. Los dueños de bosques protectores o permanentes de propiedad privada podrán solicitar una indemnización que se fijará administrativamente si hubiese acuerdo, y se pagará en cuotas anuales, susceptibles de reajuste, por la disminución efectiva de la renta del bosque que fuera consecuencia directa e inmediata de la aplicación del régimen forestal especial, dentro del límite máximo de rentabilidad producido por una explotación racional.


Para graduar la indemnización, se computará el mayor valor resultante de los trabajos ejecutados y las medidas adoptadas por el Estado Provincial, así como todos los beneficios que dicho régimen reportase a los titulares del dominio, sin perjuicio del derecho del Estado Provincial de optar por la expropiación del inmueble, fijándose la indemnización de acuerdo a las bases especificadas y a las que determina la Ley Provincial de Expropiación.

Capítulo V

Régimen de los bosques fiscales

Artículo 160 – Inalienabilidad. Son inalienables los bosques y tierras forestales que formen el dominio privado del Estado, salvo aquellas tierras que por motivos de interés social y previos estudios técnicos pertinentes se considere necesario destinar a la colonización o formación de pueblos.

Artículo 161 – Normativa aplicable a bosques fiscales protectores, permanentes y de experimentación, Los bosques protectores, permanentes y de experimentación quedan sujetos al régimen común, en cuanto no resulten incompatibles con el régimen forestal especial y con las disposiciones del presente capítulo.

Artículo 162 – Normativa aplicable a bosques fiscales de producción y tierras fiscales. Los bosques fiscales de producción y las tierras forestales quedan sometidos a las disposiciones del régimen forestal común y a las que integran el presente capítulo.

Artículo 163 – Explotación de los bosques fiscales protectores, permanentes y de experimentación. Los bosques fiscales protectores y permanentes solamente podrán ser sometidos a explotaciones mejoradas. La explotación de los bosques fiscales de experimentación está condicionada a los fines de estudio o investigación a que los mismos se encuentran afectados.

Artículo 164 – Explotación de los bosques fiscales de producción. La explotación de los bosques fiscales de producción no podrá autorizarse hasta que se haya efectuado previamente su relevamiento forestal, la aprobación del plan dasocrático y el deslinde, la mensura y amojonamiento del terreno, en la medida que las circunstancias lo permitan.

Artículo 165 – Formas de explotación. La explotación forestal se realizará por concesión, previa adjudicación en licitación pública, por administración o por intermedio de empresas privadas.


La Autoridad de Aplicación, en base al resultado de los estudios técnicos y económicos, determinará los planes, superficies máximas, regularidad, modalidades de las explotaciones y requisitos que han de reunir los adjudicatarios.

Artículo 166 – Carácter de las concesiones y permisos forestales. Las concesiones y permisos forestales obligan al titular a realizar la explotación bajo su dirección y responsabilidad. Son intransferibles, sin previa autorización administrativa, bajo pena de caducidad.

Artículo 167 – Adjudicación directa y licitación privada. Podrá acordarse por adjudicación directa o licitación privada la explotación forestal en superficies máximas establecidas reglamentariamente, cuando se trate de aserraderos o industrias forestales evolucionadas, radicadas o a radicar en las zonas boscosas.


Las superficies serán determinadas de acuerdo con la capacidad de elaboración y la existencia de materia prima.

Artículo 168 – Permisos directos de extracción de productos forestales. Podrán acordarse directamente permisos de extracción de productos forestales por persona y por año hasta un máximo de metros cúbicos que se establecerá reglamentariamente, con normas de explotación similares a las de las concesiones mayores.

Artículo 169 – Aforo. La explotación de bosques fiscales queda sujeto al pago de un aforo fijo, móvil o mixto. Su monto será establecido teniendo en cuenta los estudios dispuestos en el artículo 165, último párrafo.

Artículo 170 – Permisos limitados y gratuitos. Podrán acordarse, a personas carentes de recursos, permisos limitados y gratuitos para la recolección de frutos y productos forestales.

Artículo 171 – Permiso libre de pago. Excepcionalmente podrán acordarse permisos en las condiciones del artículo 153 para la extracción de leña y madera libre de pago o aforo especial a reparticiones públicas o entidades de beneficencia o asistencia social, condicionados a la utilización de los productos para las necesidades del titular y con prohibición de comercializarlos.

Artículo 172 – Ocupación y pastoreo prohibido. Queda prohibida la ocupación de bosques y el pastoreo en los mismos sin permiso de la Autoridad de Aplicación. Los intrusos serán expulsados por la misma, previo emplazamiento, y con el auxilio de la fuerza pública, en caso de ser necesario.


La simple ocupación de bosques o tierras fiscales forestales no servirá de título de preferencia para su concesión.


La caza y la pesca en los bosques fiscales solo serán permitidas en las épocas que fije la Autoridad de Aplicación, mediante reglamentación, previa autorización y de acuerdo con lo normado por este Código.


Podrán autorizarse ocupaciones o servidumbres sobre los bosques fiscales por razón de obras y servicios públicos y como consecuencias de concesiones administrativas, siempre que resulte compatibles con las funciones del monte.

Capítulo VI

Prevención y lucha contra el incendio

Artículo 173 – Plan provincial: La Autoridad de Aplicación deberá elaborar e instrumentar:

a) Un plan provincial de prevención del fuego que tendrá por objeto tratar de lograr una reducción de la superficie anualmente afectada por incendios de masas forestales.

b) Un sistema de manejo del fuego con aptitud para proveer de tecnología adecuada en equipamiento y capacitación para actuar en la prevención, detección y control directo de los incendios declarados en bosques y pastizales.

Artículo 174 – Obligación de denunciar. Toda persona que tenga conocimiento de haberse producido algún incendio de bosques está obligada a formular de inmediato la denuncia ante la autoridad más próxima. Las oficinas telefónicas, telegráficas y de radiocomunicaciones oficiales o privadas deberán transmitir sin previo pago y con carácter urgente las denuncias que se formulen.

Artículo 175 – Elementos para extinguir el incendio. En caso de incendio de bosques las autoridades civiles y organismos o cuerpos de seguridad deberán facilitar elementos, medios de transporte y personal para extinguirlo.

Artículo 176 – Carga pública. La Autoridad de Aplicación o la autoridad estatal más cercana podrá convocar a todos los habitantes aptos físicamente, que habiten o transiten dentro de un radio de cuarenta (40) kilómetros del lugar del siniestro, para que contribuyan con sus servicios personales a la extinción del incendio y proporcionen los elementos útiles para sofocarlo, que serán indemnizados en caso de deterioro. Estas obligaciones son cargas públicas.

Artículo 177 – Prevención. El Poder Ejecutivo dictará los reglamentos necesarios que permitan asegurar la prevención contra los incendios de bosques, como así también determinará los requisitos indispensables para la instalación de cualquier establecimiento que pueda provocar incendios.

Artículo 178 – Prohibición de las quemas. Queda prohibido en toda la provincia la quema intencional de vegetación nativa arraigada, artificial o implantada, cualquiera sea su tipo y motivo, sin la previa autorización de la Autoridad de Aplicación.

Artículo 179 – Encendido de fuego. En el interior de los bosques y en una zona circundante cuya extensión fijará la reglamentación, solo se podrá encender fuego en forma tal que no resulte peligro de incendio y en las condiciones que se determine reglamentariamente.

Capítulo VII

Forestación y reforestación

Artículo 180 – Planes de forestación y reforestación. Los planes de forestación y reforestación a realizarse en los bosques permanentes y protectores deberán ser aprobados previamente por la Autoridad de Aplicación y en base a estudios técnicos y económicos que lo determinen.

Artículo 181 – Trabajos de forestación y reforestación en bosques protectores. Los trabajos de forestación y reforestación en los bosques protectores serán ejecutados por el propietario de las tierras forestales bajo la supervisión técnica de la Autoridad de Aplicación, o por ésta con consentimiento de aquel.


En caso de no ser posible alguna de estas formas, se realizarán los trabajos previa expropiación del inmueble.

Artículo 182 – Tierra forestal objeto de forestación o reforestación. La tierra forestal en los lugares especificados en el artículo 142 de este Código, que se encuentre abandonada o inexplotada por un lapso mínimo de diez (10) años, queda sujeta a forestación o reforestación, pudiendo el Poder Ejecutivo por intermedio de la Autoridad de Aplicación, realizarla sin necesidad de expropiación, procediéndose de conformidad con los artículos 156 y 181.


Si el propietario enajenase la tierra o explotase el bosque, el importe de los trabajos realizados por el Poder Ejecutivo serán reintegrados a la Autoridad de Aplicación.

Artículo 183 – Trabajos realizados por la Autoridad de Aplicación. Los trabajos de forestación y reforestación que realice la Autoridad de Aplicación, fuera de la zona de bosques protectores, con el consentimiento del propietario, serán a costa del Estado Provincial.

Artículo 184 – Conservación obligatoria. La autoridad provincial, municipal o comunal competente podrá declarar obligatoria por su ubicación, edad, o por razones de índole científica, estética o histórica, la conservación de determinados árboles mediante indemnización si esta fuera requerida.

Capítulo VIII

tránsito de los productos forestales

Artículo 185 – Facultad reglamentaria. El Poder Ejecutivo reglamentará la forma y condiciones en que deberá efectuarse el transporte de productos forestales.

Artículo 186 – Transportistas de productos forestales. Los transportistas de productos forestales no podrán aceptar cargas de productos forestales que no se hallen individualizados por la respectiva documentación.


El que aceptare cargas de productos forestales en inobservancia del párrafo precedente, será reprimido con multa de hasta sesenta jus siempre que el hecho no constituya delito.

Artículo 187 – Convenios. Facúltase al Poder Ejecutivo a realizar convenios con municipios y comunas para delegar las funciones de otorgamiento de documentación que ampare la tenencia y transporte de los productos forestales, conviniéndose los porcentajes que serán retenidos por las comunas y municipalidades

Capítulo IX

De los registros

Artículo 188 – Registros. La Autoridad de Aplicación tendrá a su cargo la organización de los siguientes registros, a los fines del ejercicio del control forestal:

a) Registro Provincial de Bosques y Tierras Forestales, en el que se inscribirán todos los bosques y tierras forestales mediante la documentación que establezca el Poder Ejecutivo y de la que deberá surgir: la ubicación del inmueble, condiciones del dominio, superficie y deslinde del inmueble; superficie y deslinde del bosque y su afectación a planes de restauración u ordenación. La Autoridad de Aplicación comunicará al Registro de Propiedad las calificaciones efectuadas respecto de bosques y tierras forestales, con todos los datos de identificación de los inmuebles para la anotación marginal de la afectación al régimen correspondiente. Los escribanos y los jueces deberán requerir, en todos los trámites de transmisión de dominio, que se exhiba la referencia a la nota marginal de afectación.

b) Registro de explotaciones forestales, donde se inscribirá a toda persona física o jurídica que por cuenta propia se dedique al corte, elaboración o extracción, industrialización o comercio de frutos forestales o recolección y venta de semillas y plantas forestales. Estos deberán inscribirse en los registros pertinentes y quedan obligados a llevar y exhibir los libros y documentación que se determine en la reglamentación.

c) Registro de plantaciones forestales, donde se inscribirá a toda persona que ejecute planes de forestación o reforestación en la provincia.

d) Registro de viveros forestales o comercios que trabajen con semillas forestales.

Artículo 189 – Control. La Autoridad de Aplicación queda facultada para ejercer el control de las actividades mencionadas en el artículo anterior; dictar normas reglamentarias, aplicar las sanciones que dicte el Poder Ejecutivo; y para clausurar las empresas o negocios que no se encuentren inscriptos en los registros respectivos.

Título II

Adhesión – Convenios

Capítulo Único

Artículo 190 – Adhesión. Mantiénese la adhesión de la Provincia a las leyes nacionales Nº 13.273 y su modificatoria Nº 20.531.

Artículo 191 – Convenios. El Poder Ejecutivo podrá celebrar convenios con la Nación, las provincias y otros organismos, para coordinar las funciones de los servicios nacionales y provinciales en materia forestal.

Título III

Plan Forestal Provincial

Capítulo I

Del Plan Forestal

Artículo 192 – Plan Forestal Santafesino. Institúyese en el ámbito de la Provincia el “Plan Forestal Santafesino”, que tendrá una duración de cincuenta años y observará los siguientes objetivos:

a) Asegurar la conservación y fomentar el aprovechamiento sostenible de las masas forestales nativas.

b) Restaurar los ecosistemas forestales degradados.

c) Compatibilizar requerimientos sociales, recreativos y culturales con la conservación de las masas forestales.

d) Garantizar la utilización del suelo para fines agrícolas, ganaderos o forestales, asegurando en todos los casos el mantenimiento del potencial biológico y la capacidad productiva del mismo.

e) Fomentar la gestión integrada de los ecosistemas, que engloba la adecuada utilización de la vegetación, la ordenación de la fauna silvestre y la garantía extensiva, propiciando la ejecución de las obras de infraestructura de apoyo necesarias.

f) Lograr un incremento sustancial en la tasa anual de forestación y en su calidad, aprovechando las ventajas comparativas que nuestra Provincia muestre en este tipo de producción.

g) Generar condiciones socioeconómicas que eviten el desarraigo de las comunidades rurales mediante el desarrollo de las actividades forestales.


Contribuir a la mejora y desarrollo de las foresto-industrias y de la comercialización de los productos forestales.

h) Consolidar el autoabastecimiento de madera y productos forestales

Artículo 193 – Incentivos. Créase el programa de incentivos a la forestación en predios probados, a través del régimen de plazo fijo forestal, según lo determine la Autoridad de Aplicación.

Artículo 194 – Bonificación. La Provincia de Santa Fe, bonificará las inversiones realizadas en forestación, en proporción a los costos netos de las forestaciones efectuadas en terrenos con aptitud preferentemente forestal, de conformidad a lo dispuesto en el presente título.


De igual modo, se bonificarán los costos netos derivados del manejo de la masa proveniente de la forestación efectuada, de acuerdo al plan de manejo presentado y aprobado por la Autoridad de Aplicación.


Los incentivos a que se refieren los párrafos anteriores serán otorgados por diez (10) años a contar desde la fecha de la primera plantación, y se materializarán por medio de una tasa de bonificación equivalente a la tasa prime vigente al mes de diciembre anterior al año de plantación, la que será anualmente fijada por el Poder Ejecutivo.

Artículo 195 –Autoridad de Aplicación. El Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio es la Autoridad de Aplicación del Plan Forestal Provincial.

Artículo 196 – Atribuciones. El Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio propondrá al Poder Ejecutivo la normativa necesaria para:

a) Delimitar los distritos forestales en que dividirá la Provincia para la aplicación del régimen de incentivos a la forestación.

b) Fijar las especies forestales sujetas a ser proporcionadas.

c) Fijar las pautas técnicas para la implantación de especies forestales.

d) Establecer los requisitos necesarios para la inscripción al régimen y los que deberán reunir los planes para la aprobación.

e) Establecer los mecanismos de certificación de los trabajos realizados.

f) Establecer la estructura de los costos de forestación.

g) Crear los registros de forestadores y profesionales.

h) Cálculo de la tasa de bonificación.

Artículo 197 – Delegación. Facúltase al Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio a delegar en el área competente, la realización de funciones y reglamentación de cuestiones de orden técnico así como las actividades tendientes al control del cumplimiento del programa de incentivos a la forestación creado en el artículo 193.

Artículo 198 – Cuenta especial. Créase con carácter de cuenta especial el fondo forestal con el fin de atender las erogaciones que demande la aplicación del presente Título.


El Fondo Forestal se integrará con los siguientes recursos:

a) La contribución que le asigne el Poder Ejecutivo mediante la Ley de Presupuesto, de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 190 y 191.

b) El importe de las multas aplicadas por infracciones a las disposiciones de este Título y su reglamentación.

c) Los fondos procedentes de préstamos y demás financiaciones nacionales e internacionales.

d) Legados y donaciones.

e) Los recursos nacionales asignados a la Provincia para la promoción de planes forestales.

f) Los recursos descriptos en el párrafo precedente serán depositados en una cuenta especial, a la orden del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio, denominada “Fondo Forestal” y sólo podrán ser utilizados para fines establecidos en la presente.

Artículo 199 – Destino de los recursos. El noventa y cinco por ciento (95%) de los recursos que integran el Fondo Forestal se destinará al pago de la bonificación prevista en el artículo 194 y el cinco por ciento (5%) restante para atender los gastos derivados de la implementación del plan, su control y fiscalización.

Artículo 200 – Pago de las bonificaciones. Para hacer efectivas las bonificaciones establecidas en el artículo 194, se fijará cada año, para la temporada forestal siguiente, por resolución conjunta del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio y el Ministerio de Hacienda y Finanzas, los costos netos de forestación por hectáreas para cada distrito forestal, especies y demás elementos que configuren dichos costos.

Artículo 201 – Agente financiero. El Poder Ejecutivo determinará el agente financiero a través del cual se hará efectivo el pago de la bonificación, quedando facultado a convenir las condiciones en que se operará con la entidad bancaria.

Artículo 202 – Forma de pago de las bonificaciones. Las bonificaciones establecidas en el artículo 194 se comenzarán a pagar, previa acreditación aprobada por la Autoridad de Aplicación de la forestación lograda o las intervenciones de manejo previstas en el Plan de Manejo. La acreditación de la forestación lograda, o las intervenciones de manejo requerirán de certificación expedida por ingeniero agrónomo o forestal de conformidad a las condiciones que establezca la reglamentación.

Artículo 203 – Cronograma. La Autoridad de Aplicación será la encargada de diagramar los programas de promoción forestal.

Artículo 204 – Inclusión presupuestaria. El Poder Ejecutivo incluirá anualmente en el Presupuesto General de Gastos y Cálculos de Recursos, los montos a ser asignados para el cumplimiento del Programa de Promoción Forestal.

Artículo 205 – Infracciones. Serán consideradas infracciones al régimen de este Título y sus disposiciones reglamentarias:

a) Falseamiento u ocultamiento de la información relativa a otra forma de financiación otorgada por el Gobierno Nacional o Provincial, obtenida para la ejecución de planes forestales.

b) Implantar una densidad inferior a la prevista en el plan de forestación aprobado.

c) No cumplir con las operaciones culturales previstas en el cronograma de trabajo.

d) Abandono de la plantación y/o descuido de las operaciones culturales que puedan poner en peligro el normal desarrollo de las plantas.

e) Falseamiento de información en los certificados de obras. 

Artículo 206 – Sanción. Las infracciones a las disposiciones legales y reglamentarias serán sancionadas con multas que se graduarán atendiendo a la importancia de la infracción, entre un décimo y cincuenta veces el monto de la inversión en forestación, calculado conforme lo establecido por las disposiciones de este Código, sin perjuicio de las acciones civiles y penales a que el hecho dé lugar.

Artículo 207 – Responsabilidad profesional. Constatadas las infracciones legales y/o reglamentarias, si resultara responsabilidad técnica del profesional interviniente, la Autoridad de Aplicación remitirá los antecedentes al colegio profesional respectivo para su remisión al Tribunal de Ética.

Artículo 208 – Recurso. Las resoluciones adoptadas por el organismo de aplicación podrán ser recurridas dentro de los diez (10) días siguientes al de su notificación, siendo de aplicación el régimen de actuaciones administrativas regido por el Decreto Nº 10204/58.

Artículo 209 – Sanción accesoria. Sin perjuicio de la aplicación de las sanciones descriptas en los artículos precedentes, podrá penarse a los infractores con la suspensión o separación de los registros pertinentes.

Artículo 210 – Unidad ejecutora del Plan Forestal. Créase en el ámbito del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio la Unidad Ejecutora del Plan Forestal Santafesino. La misma estará integrada por personal de la planta permanente de la administración provincial, designado por el Poder Ejecutivo, a propuesta del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio.

Artículo 211 – Etapas. La unidad creada en el artículo anterior presentará ante el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio, en el plazo de noventa (90) días a contar de su integración, las etapas que contemplará la implementación del Plan Forestal para la Provincia de Santa Fe, éstas deberán respetar los objetivos y plazos establecidos en este Título.

Artículo 212 – Forestación, plan de manejo y forestación lograda. A los efectos del presente Título se entenderá por:


Forestación: La acción de poblar con especies arbóreas mediante plantación o siembra, terrenos que carezcan de ellas o que estando cubiertos de vegetación, ésta no sea susceptible de explotación económica, ni mejoramiento mediante manejo.


Plan de manejo: Plan que regula el uso y el aprovechamiento de los recursos forestales implantados, con el fin de obtener el máximo beneficio de ellos.


Forestación lograda: Se entiende por tal, a la plantación que presenta un porcentaje de emprendimiento no menor de noventa por ciento (90%) al primero de marzo del año siguiente al de la plantación, y donde además se observe la realización de las tareas culturales en tiempo y forma, como asimismo un buen estado sanitario.

Libro Tercero

De la propiedad del ganado

Título I

De las marcas y señales

Capítulo I

Normas aplicables

Artículo 213 – Normativa aplicable. Lo relativo a la propiedad del ganado se regirá por lo dispuesto en las leyes nacionales Nº 20.378, Nº 22.939 y las disposiciones de este Título.

Capítulo II

De la forma de acreditar la propiedad

Artículo 214 – Forma de acreditar la propiedad del ganado. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo anterior la propiedad del ganado se acreditará en la siguiente forma:

a) La del ganado mayor marcado y la del menor señalado se presume, salvo prueba en contrario, a favor de quien tiene registrado a su nombre el diseño de la marca o señal aplicada al animal o mediante certificado de adquisición en caso de dominio derivado.

b) La de los ejemplares de pedigrí (incluidos equinos de pura sangre) se probará con el correspondiente certificado de inscripción en los Registros Genealógicos y Selectivos reconocidos.

c) La de hacienda orejana y de aquella cuya marca o señal no fuera suficientemente clara se presumirá, salvo prueba en contrario, a favor del poseedor de buena fe, salvo que fuera robada o perdida.

d) Los terneros orejanos que sigan a las madres se presumirán de propiedad del propietario de las mismas.

e) Por medio de la implementación en el animal (ganado mayor o ganado menor), de los métodos, técnicas o dispositivos de identificación debidamente aprobados por la Autoridad de Aplicación y que en todos los casos deberán permitir la identificación visual del ganado.

Capítulo III

Propiedad de las marcas y señales

Artículo 215 – Propiedad. El Estado Provincial es el propietario exclusivo de los sistemas de marcas y señales y concede a los particulares el derecho de uso exclusivo por el término de diez (10) años a partir de su registro.

Artículo 216 – Derecho de uso exclusivo de la marca. El derecho de uso de la marca concedido por el Estado Provincial a los particulares es transmisible, inembargable, exclusivo, temporal y prorrogable, probándose con el Título expedido por la Autoridad de Aplicación, que se denominará boleto de marca o señal, según el caso.


El derecho de uso, será concedido siempre que el particular solicitante no tenga causas pendientes por robo o hurto del ganado.

Capítulo IV

De las marcas

Artículo 217 – Concepto. La marca es la impresión que se efectúa sobre el cuero del animal de un dibujo o diseño, por medio de hierro candente, marcación en frío o cualquier otro procedimiento que asegure su permanencia en forma clara e indeleble y autorice la Autoridad de Aplicación.

Artículo 218 – Marcas iguales. Prohibición. En todo el territorio de la Provincia no podrá haber dos marcas iguales. Si las hubiere deberá anularse la más reciente. Se reputan iguales aquellas marcas que pueden representar un mismo o semejante diseño, o cuando uno de ellos al superponerse sobre el otro, lo cubra en todas sus partes.


Autorízase al Poder Ejecutivo a celebrar convenios con las autoridades de las provincias limítrofes a los efectos de que no se concedan marcas iguales en las jurisdicciones administrativas linderas.

Artículo 219 – Formas facultativas de identificar el ganado: Los empresarios agrarios con Boleto de Marca debidamente inscripto a su nombre podrán contramarcar la hacienda que transmitan o remarcar con su propia marca el ganado que adquieran.


También podrá identificarse el ganado por cualquier método o sistema que sea permitido por la Autoridad de Aplicación.

Artículo 220 – Prohibición de la contramarca. Prohíbese el uso de la contramarca, con la excepción de lo dispuesto en el artículo anterior.


El propietario de ganado que lo contramarcase será reprimido con multa de hasta cincuenta jus.

Artículo 221 – Dimensión. La marca deberá tener una dimensión máxima de diez (10) centímetros y mínima de siete (7) centímetros en todos sus diámetros.


El que no ajustare la dimensión de la marca a las medidas exigidas en el párrafo anterior será reprimido con multa de hasta cuatro jus.

Artículo 222 – Obligación de marcar. Es obligatorio para todo propietario de ganado mayor marcarlo o identificarlo con algún sistema alternativo admitido por la Autoridad de Aplicación, antes de que cumpla el primer año de vida. El propietario que así no lo hiciere será reprimido con multa de hasta diez (10) jus. Se entiende por ganado mayor al bovino y equino.

Artículo 223 – Venta – Posventa. Identificación : Las ventas de ganado mayor se harán con contramarca o sin ella, según acuerdo de partes, circunstancia que constará en el certificado. También podrá identificarse el ganado por cualquier otro método o sistema permitido por la Autoridad de Aplicación ( por ejemplo: cédula de identificación equina).

Artículo 224 – Lugar de marcación e identificación alternativa. El ganado mayor se marcará únicamente en la pata izquierda o cachete del mismo lado. La marca deberá ser aplicada como figura del boleto y en idéntica posición coincidente con la línea vertical.


Toda otra identificación tradicional quedará determinada por los mecanismos alternativos que dispondrá la Autoridad de Aplicación competente.


El propietario que no cumpliere con la marcación de su ganado en la forma exigida en el párrafo anterior será reprimido con multa de hasta diez (10) jus.

Capítulo V

Señalización en oreja de ganado

Artículo 225 – Concepto. La señal es un corte, incisión, perforación o grabación hecha a fuego en la oreja de un animal.

Artículo 226 – Prohibición de señales iguales. No podrán existir dos señales iguales en el mismo departamento, y a menos de cinco kilómetros cuando estén en departamentos colindantes.


Prohíbase las señales cuyo corte o incisión configuren una mayor profundidad de la cuarta parte de cualquiera de las dos orejas, o aquellas que puedan constituir una alteración a una señal o semejante a una ya existente en el animal.


El que vulnerare lo dispuesto en este artículo será reprimido con una multa de 50 jus.

Artículo 227 – Obligación de señalar. Todo propietario de ganado menor deberá señalarlo o identificarlo por el método que sea admitido por la Autoridad de Aplicación competente, antes de cumplir seis (6) meses de vida.


El propietario que así no lo hiciere será reprimido con multa de hasta diez (10) jus.

Capítulo VI

Del Registro

Artículo 228 – Obligatoriedad. Es obligatorio de todo propietario de ganados tener registrado a su nombre el diseño de la marca o señal que utilizase con arreglo a las disposiciones de este Código. Con el registro se adquiere el derecho de uso de la marca o señal, que también puede adquirirse por transmisión a título universal o singular efectuada por su titular, debiendo realizarse en todos los casos las anotaciones de las transferencias respectivas.

Artículo 229 – Pérdida del uso de la marca. El derecho de uso de la marca se pierde:

a) Por la expiración del plazo de diez (10) años si no fuere renovada.

b) Por anulación en el caso de existencia de dos marcas iguales.

c) Por transmisión por actos entre vivos o mortis causa a título o “mortis causa” de los derechos del lugar.

d) Por renuncia expresa del titular.

e) Por disolución, extinción en el caso de personas jurídicas.

f) Por sentencia judicial.

g) Por cancelación declarada por la Autoridad de Aplicación.

h) Por causas pendientes de robo o hurto de ganado según el artículo 198.

Artículo 230 – Requisitos para la titularidad. Para solicitar la inscripción de la marca o señal o denunciar el sistema de identificación admitido por la autoridad competente, deberá acreditarse el carácter de empresario agrario de conformidad a lo dispuesto en el Libro Sexto de este Código, ser propietario de ganado mayor y/o menor, justificar antecedentes de buena conducta mediante exhibición del certificado respectivo y estar inscripto en los registros sanitarios y fiscales establecidos en las normas vigentes.

Artículo 231 – Numeración de las marcas registradas. A la marca registrada se le asignará una numeración inmutable y correlativa, la que será permanente e insusceptible de variaciones.

Artículo 232 – Diseño de marca. El empresario podrá proponer el diseño que prefiera y la Autoridad de Aplicación lo cotejará con los ya registrados, expidiéndose por su aceptación o rechazo de acuerdo a las disposiciones de este capítulo.

Artículo 233 – Aprobación de diseño. Aprobado el diseño la Autoridad de Aplicación procederá a inscribirlo en el Registro y a entregar al titular de su uso el correspondiente boleto.

Artículo 234 – Renovación de marca o señal. La renovación del boleto de marca o señal deberá ser solicitada con una antelación de noventa días a la fecha de vencimiento, caducando el derecho de uso en caso contrario.


Transcurridos tres años desde la fecha de vencimiento sin haberse solicitado la renovación del boleto de marca o señal, quedará vacante el diseño respectivo.


El que no renovare el boleto de marca o señal y continuare su uso habiendo operado la caducidad, será reprimido con una multa de hasta cincuenta (50) jus.

Artículo 235 – Transferencia. El titular del derecho de uso de una marca o señal podrá transferirlo ante la Autoridad de Aplicación o por instrumento público debidamente inscripto en ella. Si conjuntamente se transfiera el ganado deberá otorgarse el certificado-guía de adquisición con las formalidades establecidas en el Título II de este Libro.

Título II

certificados de adquisición-guías o Documentos de Tránsito Animal (DTA) y precintos

Capítulo I

Certificados-guías de adquisición y DTA

Artículo 236 – Certificado guía de adquisición – Documentos de Tránsito Animal. Todo acto de transmisión del dominio de ganado mayor o menor, lanas, cerdas o de cueros se instrumentará a los fines de este Código en un certificado de adquisición que tendrá igualmente el carácter de guía de tránsito (removido), denominándose el instrumento certificado-guía de adquisición.


El Certificado Guía podrá ser reemplazado por el Documento de Tránsito Animal (DTA) cuando así lo dispusiere la autoridad provincial competente.

Artículo 237 – Transferencia de animales de pura raza. La transferencia de dominio de animales de pura raza tendrá la misma instrumentación establecida en el artículo anterior, sin perjuicio de la obligación de inscribir la misma en los registros genealógicos y selectivos correspondientes.

Artículo 238 – Transferencia para otros destinos de animales de pura raza. Cuando los animales de pura raza se vendan para faena, invernada o cría, es decir sin tener en consideración su carácter de tales, se aplicará el régimen común de marcación o señalamiento y la instrumentación prevista en el artículo 236, independientemente de la baja que el vendedor deba efectuar en el registro genealógico correspondiente.

Artículo 239 – Transferencia de terneros orejanos. Está prohibido otorgar certificados-guías para la transferencia de terneros orejanos separados de las madres. Exceptúase de esta prohibición a los terneros de tambo que dentro de los cuatro y diez días de vida se transfieran con destino a faena o crianza artificial en establecimientos con permiso especial para tal fin. En el certificado se hará constar tal circunstancia.


El transmitente deberá acreditar su carácter de tambero mediante la constancia de su inscripción como tal en el Registro de Empresarios Agrícolas.

Artículo 240 – Formulario y requisitos. El certificado-guía de adquisición se confeccionará en un formulario especial con resguardo de filigranas u otros sistemas de seguridad que permitan detectar a simple vista cualquier adulteración o falsificación del mismo, debiendo reunir los siguientes requisitos:

a) Número de orden pre-impreso.

b) Lugar y fecha de emisión.

c) Número del certificado sanitario.

d) Nombre y apellido (o razón social), número de documento y domicilio de las partes intervinientes.

e) Especificación de la causa de la transferencia (venta, donación, etc.).

f) Número de registro del boleto de marca o señal del transmitente y diseño de la misma impreso mediante un sello, o la reseña correspondiente en el caso de animales de pura raza.

g) Indicar si los animales transmitidos son de dominio originario (marca líquida) o derivado (pre-adquiridos); en este último caso se especificará el número del certificado del que se desglosan los mismos.

h) Cantidad, especie, raza o pelo si ésta es indefinida, sexo y categoría (novillo, vaca, etc.).

i) Lugar de origen y destino.

j) Finalidad (faena, invernada, cría u otro).

k) Color y número del precinto.

l) Cuando en la operación intervenga un consignatario de hacienda se identificará al mismo.

m) Firma del transmitente o su representante, o en caso de que no pudiese o no supiese firmar la de otra persona a su ruego junto a la impresión dígito pulgar derecho de aquel, en caso de ganado recibido en consignación podrá ser suplida por la del consignatario.

n) Firma y sello de la autoridad policial.

Artículo 241 – Número de ejemplares. Los certificados-guías serán otorgados en tres ejemplares. El original y el duplicado serán entregados por la autoridad policial al adquirente, y el triplicado será archivado por aquella.

Artículo 242 – Recaudos para su otorgamiento. El certificado-guía será otorgado por el transmitente ante la autoridad policial competente. Esta exigirá la comprobación de la propiedad del ganado mediante la exhibición del boleto de marca o señal, y el sello correspondiente, o el sistema de identificación admitido por la autoridad competente, de cada animal conjuntamente con las denuncias de las mismas o certificado de adquisición en su caso. En este último supuesto deberá tomar razón en el certificado con el que se acredita la propiedad, y en el caso que se venda una cantidad menor que la que figura en el mismo, conformar el desglose dejando constancia del remanente de animales.


No podrán emitirse certificados-guías de animales no marcados o señalados o cuya identificación sea insuficiente o inadecuada.


Cuando se trate de animales de pura raza que no tuvieran marcas o señal o numeración alfanumérica de identificación electrónica denunciada en su caso registrada en la Provincia, los certificados-guías indicarán esa circunstancia y deberán contener el número de tatuaje o reseña que permita individualizarlos. En este caso la autoridad exigirá la comprobación de la propiedad mediante la exhibición del certificado de inscripción en los registros genealógicos y selectivos correspondientes.


La intervención de la autoridad pública no subsana las nulidades o vicios que pudieran afectar el acto de transmisión.

Artículo 243 – Atribuciones y obligaciones de la autoridad policial. Son atribuciones y obligaciones de la autoridad policial:

a) Llevar un registro de empresario agrario de la región y de los consignatarios que registran operaciones sobre ganado, con las referencias contenidas en los boletos de marca o señal.

b) Refrendar los certificados guías de adquisición emitidos.

c) Verificar los antecedentes de los certificados-guías de adquisición.

d) Realizar el control de la tropa cuando lo considere pertinente, y exigir el certificado-guía para su verificación.

e) Verificar el cumplimiento de las disposiciones de carácter sanitario, pudiendo detener la tropa hasta tanto se expida la autoridad sanitaria correspondiente.

f) Detener la tropa que sea trasladada sin la documentación pertinente hasta tanto se acredite la legítima procedencia de la misma, labrando en su acta de infracción y dando intervención inmediata de la novedad a los organismos sanitarios más cercanos.

g) Poner en conocimiento de las actas labradas por la infracción a las autoridades competentes.

h) Controlar las hierras, señaladas e implementación del sistema de identificación, autorizada por la autoridad competente, de todo ganado.

i) Conformar el desglose cuando se venda una cantidad de ganado menor que el que figura en el certificado-guía, haciendo costar la cantidad y remanente.


El incumplimiento de lo dispuesto en este artículo hará incurrir al funcionario actuante en las responsabilidades penales, administrativas y civiles del caso.

Artículo 244 – Responsabilidad del funcionario. El incumplimiento de lo dispuesto en el artículo precedente hará incurrir al funcionario actuante en las responsabilidades penales, administrativas y civiles del caso.

Artículo 245 – Plazo de vigencia para el tránsito. El certificado-guía tendrá como guía de tránsito una validez de cuarenta y ocho (48) horas desde la fecha de su otorgamiento y refrenda por la autoridad policial.

Artículo 246 – Archivo de certificados-guías. El adquirente entregará el original del certificado-guía a la autoridad policial competente dentro de los cinco (5) días posteriores de llegados a destino los animales, si no lo hiciere será reprimido con una multa de hasta veinte jus.


La autoridad policial archivará los certificados-guías por adquirente y en orden cronológico, a fin de posibilitar su pronta localización para la toma de razón de las posteriores ventas de los animales comprendidos en los mismos.

Artículo 247 – Certificados emitidos en otras provincias. Los certificados otorgados en otras provincias de conformidad con las leyes del lugar de emisión tendrán el mismo valor que los otorgados en la Provincia.

Capítulo II

De las guías de removido

Artículo 248 – Tránsito de ganado o cueros. Los que remuevan ganado o cueros del ganado mayor o menor, lanas o productos de fauna silvestre (cuya factura haya sido autorizada), por cualquier causa que no sea la enajenación –incluidas la consignación y la contraconsignación–, deberán solicitar a la autoridad policial la expedición de una guía de tránsito denominándose el instrumento guía de removido.

Artículo 249 – Expedición. Las guías serán expedidas por la autoridad policial competente previa comprobación de los recaudos a que se refiere el artículo 242 de la presente.

Artículo 250 – Formulario y requisitos. La guía de removido se confeccionará en un formulario especial con resguardos de filigranas u otro sistema de seguridad que permitan detectar a simple vista cualquier adulteración o falsificación de la misma, debiendo reunir los siguientes requisitos:

a) Número de orden pre-impreso.

b) Lugar y fecha de emisión.

c) Número de certificado sanitario.

d) Nombre y apellido (razón social), número de documento y domicilio del solicitante.

e) Motivo del removido (pastaje, consignación, contraconsignación, etc.).

f) Número de registro del boleto de marca o señal del solicitante y diseño de la misma impreso mediante un sello, o la reseña correspondiente en caso de animales de raza.

g) Indicar si los animales removidos son de dominio originario (marca líquida) o derivado (pre-adquiridos); en este último caso se especificará el número del certificado del que desglosan los mismos.


Cantidad, especie, raza o pelo si ésta es indefinida, sexo, y categoría (novillo, vaca, etc.)

h) Lugar de origen y destino.

i) Color y número de precinto.

j) Cuando el motivo del removido fuera la consignación a remate feria o mercado, deberá identificarse al consignatario.

k) Firma del solicitante o su representante o en su caso firma a ruego e impresión dígito pulgar; en caso de contraconsignación la firmará el consignatario.

l) Firma y sello de la autoridad policial.

Artículo 251 – Plazo de vigencia. La guía de tránsito (removido) tendrá una validez de cuarenta y ocho (48) horas desde su otorgamiento; salvo en casos de fuerza mayor que se presenten (inundaciones, cortes de caminos, distancias entre destinos, entre otros) debidamente comprobados, por la autoridad competente, por el que podrá prorrogarse el plazo de hasta un máximo de doscientos cuarenta (240) horas.

Artículo 252 – Guías emitidas en otras provincias. Las guías o constancias equivalentes otorgadas fuera de la Provincia de conformidad con las leyes del lugar de emisión tendrán el mismo valor que las otorgadas en la Provincia.

Capítulo III

De los precintos

Artículo 253 – Obligación de precintar. La Autoridad de Aplicación tiene la facultad de disponer de la obligatoriedad del uso del precinto, si así lo considere conveniente en función de las necesidades temporales sanitarias, preventivas, seguridad en el control, o aquella en la que por fuerza mayor estime que deba aplicarse el respectivo precinto. En dicho caso. todo vehículo que transporte ganado mayor o menor en pie, deberá hacerlo con su puerta o puertas de carga o descarga precintadas. El precinto será provisto por la autoridad policial que haya expedido el certificado-guía de adquisición o la guía de removido. El número y color del precinto deberá contar en dichos documentos.


En tales circunstancias, queda prohibida toda circulación de vehículos que transporten ganados sin los correspondientes precintos.

Artículo 254 – Obligaciones del transportista. En los plazos determinados por la Autoridad de Aplicación en la que se disponga la obligatoriedad del uso del precinto, el transportista, luego de cargado el ganado, colocará los precintos y controlará que la numeración y color de los mismos sea coincidentes con los que figuran en la documentación. En el espacio reservado para tal fin en el certificado-guía o guía de removido el transportista deberá consignar los siguientes datos con carácter de declaración jurada:

a) Su nombre y apellido, tipo y número de documento de identidad y número de licencia de conductor.

b) Nombre de la empresa transportista.

c) Marca del vehículo.

d) Número de patente del camión y de la jaula o acoplado.

e) Itinerario previsto.

f) Su firma.


El transportista que no cumpliere con la obligación de precintar en la forma dispuesta en el artículo anterior y con los requisitos exigidos en el presente, será reprimido con multa de hasta tres jus por cabeza de animal transportado.

Artículo 255 – Obligaciones del remitente. El remitente o su representante o el consignatario en su caso, controlará el cumplimiento por parte del transportista de las obligaciones previstas en el artículo anterior. Asimismo, en el caso que se carguen menos animales que los que figuran en la documentación, dejará constancia en ésta de la cantidad efectivamente embarcada. A continuación completará la documentación con sus datos de identidad y fecha, firmando en prueba de conformidad, haciendo así entrega del ganado.


El que no cumpliere con las obligaciones dispuestas en el presente artículo será reprimido con multa de hasta tres jus por cabeza de animal transportado.

Artículo 256 – Excepciones. Exceptúase del precinto, a los efectos de lo dispuesto en el artículo 253, a los vehículos que transportan:

a) ganado mayor dentro un mismo distrito, sean estos con destino a remate feria, de feria a campo o de campo a campo. 

b) a los equinos destinados a eventos deportivos.

Artículo 257 – Transporte a varios destinos. A los efectos de lo dispuesto en el artículo 253, y en los casos en que se utilice un mismo transporte para ganado de uno o varios remitentes, con distintos destinos de desembarco, el transportista colocará el precinto del primer destino y, sucesivamente irá colocando el correspondiente al siguiente, hasta completar su última entrega. El mismo procedimiento empleará cuando se utilice un mismo transporte para ganado de uno o varios adquirentes con distintos destinos de desembarco.

Artículo 258 – Rotura del precinto por fuerza mayor. En el caso que por razones de fuerza mayor – animales muertos, caídos, rotura de camión – el transportista tuviera que romper el precinto original de su camión, deberá denunciar el hecho a la autoridad policial más cercana quien previo control del ganado transportado, procederá a reponer los precintos rotos, dejando constancia de su numeración en el certificado-guía o guía de removido bajo su firma y sello.

Artículo 259 – Ganado proveniente de otra provincia. Cuando el ganado provenga de otra provincia, la autoridad deberá controlar la carga exigiendo la exhibición de la documentación correspondiente. Si el vehículo no estuviere precintado por provenir de una provincia que no aplique este sistema, precintará las puertas de carga y descarga, dejando constancia de los precintos colocados y su numeración y de los datos del transportista y del vehículo, conforme a lo establecido en los artículos 248 y 249.

Título III

De los animales invasores

Capítulo único

Guarda y custodia de ganado

Artículo 260 – Obligación de guarda y custodia. Todo propietario de ganado tiene obligación de su guarda y custodia. Cuando por su propia culpa o la de sus dependientes sus animales penetraren en un fundo rústico ajeno –privado o público- que se encontrase alambrado o cercado y causaren daño, será reprimido con una multa de hasta cuatro (4) jus por cabeza de animal invasor.


La pena se agravará con una multa de hasta ocho (8) jus por cabeza de animal invasor si el ganado fuera introducido voluntariamente.

Artículo 261 – Obligación de encerrar y dar aviso. El propietario, empresario agrícola u ocupante a cualquier título de un fundo rústico, que encontrase dentro del mismo animales ajenos, deberá encerrarlos dando aviso inmediato al propietario de la marca o señal que estos llevaren si fuese conocido y a la autoridad policial.

Artículo 262 – Notificación de la autoridad policial al propietario de los animales. La autoridad policial notificará al dueño de los animales para que proceda a retirarlos dentro del plazo de veinticuatro (24) horas.

Artículo 263 – Propietario desconocido. Si el propietario de los animales no fuese conocido, la autoridad policial procurará individualizarlo, valiéndose de todos los medios de difusión a su alcance y haciendo saber tal circunstancia al Juez Comunal.

Artículo 264 – Falta de retiro de los animales. Si el propietario conocido no retirase los animales en el plazo a que se refiere el artículo 262 o si nadie se presenta a reclamarlos en el término del artículo anterior, la autoridad policial lo hará saber el Juez Comunal para que dentro del término de quince (15) días ordene su venta en remate público y la autoridad policial hará entrega del pertinente certificado del comprador.


Del monto obtenido dispondrá el pago de lo que se adeude en concepto de alimentación, cuidado de los animales, multa y gastos del remate. El resto quedará en depósito judicial por el término de dos (2) meses para su entrega a quien lo reclamase acreditando su derecho, en caso negativo, ingresará a la orden del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio.

Artículo 265 – Facultad del propietario del fundo rústico invadido. El propietario del fundo rústico invadido podrá dejar pastorear y abrevar a los animales invasores, con derecho a cobrar una indemnización en tal concepto, sin perjuicio de la acción ordinaria que le corresponda por los daños y perjuicios que pudiera haber sufrido.


En el caso de que no hiciere uso de esa facultad deberá dar inmediato aviso a la autoridad policial a fin de que esta disponga el destino provisorio de los animales con conocimiento del Juez Comunal.

Artículo 266 – Remuneración en concepto de pasturaje y abrevaje. La indemnización por concepto de pasturaje y abrevaje a que se refiere el artículo anterior, será la que las partes libremente convenga. Si estas no se pusiesen de acuerdo, decidirá el Juez Comunal conforme a los usos y costumbres.


Cuando el pastoreo y abrevaje de los animales hayan quedado a cargo de la autoridad policial se pagará la indemnización que establezca el Juez Comunal conforme a los usos y costumbres.

Artículo 267 – Excepción. No rige lo dispuesto en los artículos precedentes en caso de inundaciones, incendios de campos o cualquier otro hecho que constituya caso fortuito o fuerza mayor, salvo que se probare que el propietario de los animales los haya introducido intencionalmente en el fundo rústico ajeno.

Título IV

Apartes y apartadores

Capítulo Único

Artículo 268 – Obligación de dar rodeo. Todo propietario de animales o quien lo represente tiene la obligación, cuando fuere requerido por el Juez Comunal, a dar rodeo, mediando denuncia de pérdida o extravío de animales.

Artículo 269 – Excepciones. La obligación de dar rodeo dispuesta en el artículo anterior cesa:

a) Durante la época de parición.

b) Después de un temporal, no estando el campo oreado.

c) Durante la hierra y castración, esquila y señalada hasta diez (10) días de terminadas estas operaciones.

d) En caso de sequía, inundación, epidemia y otros impedimentos que provengan de fuerza mayor.

Artículo 270 – Requisitos para solicitar rodeo. Para solicitar rodeo se requiere justificar el carácter de propietario de animales mediante la exhibición del boleto de marca y/o certificados expedidos por la autoridad competente y la denuncia de pérdida o extravío de animales.


Si se tratase de un apartador autorizado al efecto, deberá acreditar su mandato mediante la autorización correspondiente otorgada ante el Juez Comunal, Autoridad Policial o ante Escribano Público.


En caso de no cumplirse con los requisitos establecidos en este artículo, el requerido de rodeo podrá negarse a darlo.

Artículo 271 – Orden judicial de dar rodeo. Si el propietario de los animales requerido de dar rodeo se negare o lo retardase por un plazo mayor de dos (2) días sin motivo fundado para ello, el Juez Comunal a petición del apartador –que reúna los requisitos dispuestos en el artículo anterior– o de la autoridad competente, ordenará que se dé el rodeo pedido y que su costo sea a cargo del propietario remiso, fijándose día y hora para que tenga lugar.

Artículo 272 – Examen, aparte, vigilancia e inspección de rodeo. El día señalado se efectuará el rodeo o rodeos y se practicará el examen y aparte por el apartador y sus dependientes, bajo la vigilancia e inspección del propietario de los animales requerido de rodeo y con la intervención de la autoridad policial y el Juez Comunal quien labrará el acta de la medida realizada y hará entrega de copia al interesado que la solicite, archivando el original en el Juzgado.


En caso de que el rodeo se realizara en la jurisdicción territorial de los Juzgados de Primera Instancia del Circuito el Juez podrá delegar su intervención en el actuario.

Artículo 273 – Duración del rodeo. El propietario de los animales requerido de rodeo no tendrá obligación de mantener el rodeo parado más de cuatro (4) horas, y el requeriente del rodeo está obligado a llevar el personal necesario para el cumplimiento de esa tarea.

Artículo 274 – Aparte. El ganado deberá recogerse en los lugares o puestos que previamente se designen. El dueño o encargado de los animales dirigirá las operaciones y el apartador se someterá a las disposiciones que aquel adopte con ese objeto.

Artículo 275 – Obligación de pagar los gastos de rodeo. El apartador pagará al propietario de los animales requerido de rodeo los costos de este.


Se exceptuará de este pago al apartador que en el rodeo encontrare animales de su propiedad.

Libro Cuarto

De la fauna y flora silvestre

Título I

Normas comunes

Capítulo Único

Artículo 276 – Orden Público. Las normas de fauna y flora silvestre que este Código establece son de orden público. En las materias regladas por leyes nacionales deberá obrarse de conformidad a lo en ellas establecido.


Quedan sometidas las disposiciones de este libro:

a) Toda actividad destinada a la aprehensión, captura, crianza y explotación de animales silvestres con fines comerciales, deportivos o de consumo propio, así como la explotación y crianza de esos animales,

b) Toda actividad que tenga por objeto la aprehensión de peces, moluscos y organismos de la fauna y flora acuática con fines comerciales, deportivos de consumo propio, así como el tránsito, comercio e industrialización de sus productos y el aprovechamiento de las aguas de uso público para la cría, reproducción y difusión de dichas especies,

c) Toda otra actividad relacionada con estos recursos que signifique una modificación de las condiciones naturales en que se desarrollan las especies animales.

Artículo 277 – Clasificación, estudio y evaluación técnica de especies. La Autoridad de Aplicación adoptará y adaptará los criterios vigentes a nivel nacional e internacional para establecer una clasificación de las especies de fauna y flora silvestre en el territorio de la Provincia.


Periódicamente se realizarán estudios y evaluaciones técnicas a fin de establecer su situación para la adopción de medidas necesarias de protección, conservación y manejo de las mismas.

Artículo 278 – Protección. Todos los habitantes del territorio de la provincia tienen él deber de proteger la fauna silvestre, conforme a los reglamentos que para su conservación y manejo dicte la Autoridad de Aplicación.

Artículo 279 – Funciones de la Autoridad de Aplicación. La Autoridad de Aplicación ejercerá las siguientes funciones:

a) Fijará los requisitos necesarios a cumplimentar por el ejercicio de la caza, pesca, comercialización, crianza en cautiverio, como así también tipo y calibre de armas, artes de caza y pesca y/o toda otra forma de captura a los efectos de administrar y preservar estos recursos naturales.

b) Aplicará los cánones, derechos y contribuciones en las actividades reguladas en el Título II, Capítulo 1, parágrafos primero y segundo de este Libro, que establezca el Poder Ejecutivo.

c) Aplicará las multas fijadas por el Poder Ejecutivo.

Artículo 280 – Infracciones. Las infracciones a lo dispuesto en el presente Libro serán penadas con las multas que establezca el Poder Ejecutivo.

Artículo 281 – Vigilancia y control. La vigilancia y control serán ejercidas por:

a) Inspectores designados por el Poder Ejecutivo,

b) Guarda Faunas Honorarios designados por la Autoridad de Aplicación y a propuesta de instituciones afines con personería jurídica,

c) Funcionarios policiales.

Título II

Fauna Silvestre

Capítulo I

Procedimientos de apropiación

“Parágrafo primero”

Caza

Artículo 282 – Caza y otros procedimientos de apropiación. A los efectos de este Código, entiéndese por caza la acción ejercida por el hombre, mediante el uso de artes, armas y otros medios apropiados, persiguiendo o apresando ejemplares de la fauna silvestre con el fin de someterlos bajo su dominio, apropiárselos como presa, capturándolos, dándoles muerte o facilitando estas acciones a terceros.


También se consideran procedimientos de apropiación la recolección de productos derivados de la fauna silvestre, tales como plumas, huevos, guano, nidos o cualesquiera de sus subproductos.

Artículo 283 – Aplicación normativa y reglamentación. La caza de animales de la fauna silvestre, su persecución o muerte sea cual fuere el medio empleado o el lugar donde se efectúe, la destrucción de nidos, huevos o crías y el tránsito o comercio de sus cueros, pieles o productos se efectuarán de conformidad con las disposiciones establecidas en este Código, sin perjuicio de lo prescrito en la Ley Nº 22.421 y los artículos 2540 y concordantes del Código Civil.


El Poder Ejecutivo establecerá por vía reglamentaria las limitaciones a la práctica de la caza por razones de protección y conservación de las especies o de seguridad pública.

Artículo 284 – Prohibición de introducción de especies vivas. Prohíbase la introducción de animales vivos de especies foráneas, ya sea en libertad o en criadero, salvo que medie autorización expresa y previa del organismo provincial competente, previa comunicación a la Autoridad de Aplicación.

Artículo 285 – Ejercicio del derecho de caza. Será requisito indispensable para practicar la caza:

a) Haber obtenido la licencia correspondiente de conformidad a lo dispuesto en el artículo 282 de este Código.

b) Contar con la autorización escrita previa del propietario o administrador o poseedor o tenedor a cualquier título legítimo del fundo privado donde se desea practicar la caza.

Artículo 286 – Lugares de caza. El derecho de caza puede ejercerse en todos los lugares que no estén expresamente vedados ya sean de propiedad pública o privada, siempre que se hubiere obtenido la autorización correspondiente.

Artículo 287 – Derecho de caza del propietario del fundo rústico. Los propietarios dentro de los límites de sus predios solo podrán cazar de conformidad con las prescripciones de este Código y los reglamentos que dicte la Autoridad de Aplicación.

Artículo 288 – Zonas y períodos de caza y veda. El Poder Ejecutivo fijará las zonas y períodos de caza y veda con miras a la protección de la fauna silvestre y de las especies dañinas o de las plagas a la producción agropecuaria, facultad que podrá delegar en la Autoridad de Aplicación.

Artículo 289 – Prohibiciones. Prohíbese en el ejercicio de la caza:

a) El empleo de todos aquellos medios que tengan por objeto la captura en masa de las aves y otros animales silvestres, la formación de cuadrillas de a pie o caballo.

b) El uso de hondas, redes, trampas, cimbras, mangas, lazos, sustancias tóxicas venenosas o gomosas, explosivas, armas o métodos nocivos, armas de calibre no autorizado o a bala en la caza deportiva volátil.

c) Practicarla en el ejido de las ciudades, pueblos, lugares urbanos o suburbanos, caminos públicos y en todas aquellas áreas habituales concurridas por público, a una distancia mínima que deberá fijarse por la reglamentación.

d) Perseguir y tirar sobre animales desde vehículos automotores, embarcaciones y aeroplanos, con excepción de botes o canoas a remo.

e) Actuar en zonas declaradas parques, reservas, refugio, santuario y otro lugar expresamente prohibido.

f) Practicarlas en horas de la noche o con luz artificial.

g) Transitar con armas descubiertas o preparadas, en las zonas mencionadas en los incisos c) y e)

h) Disparar sobre animales atascados o inmovilizados por cualquier causa.

i) Disparar con armas automáticas o provistas de miras infrarrojas o silenciadores.

j) Ejecutar disparos en salva o sucesivos de más de un cazador sobre la misma pieza.

k) Utilizar perros galgos en la caza de la liebre.

Artículo 290 – Licencias de caza. Las personas que reúnan los requisitos requeridos para ejercer el derecho de caza en la forma establecida en este Código deberán solicitar a la autoridad competente la “licencia de caza” (deportiva, comercial o plaguicida), debiendo los interesados dar cumplimiento a las normativas estatuidas en los reglamentos que a tal efecto dicte el Poder Ejecutivo y que determinarán el importe a pagar, duración, condiciones forma y oportunidad de su obtención.

Artículo 291 – Carácter de la licencia. La licencia de caza es personal, temporaria e intransferible.

Artículo 292 – Caza deportiva. Se entiende por caza deportiva el arte lícito de cazar animales silvestres con elementos permitidos y sin fines de lucro.

Artículo 293 – Prohibiciones. Prohíbese en el ejercicio de la caza deportiva, además de lo establecido en el artículo 293:

a) Cazar sin llevar consigo la licencia de caza.

b) Apropiarse de mayor número de ejemplares que el fijado por la Autoridad de Aplicación, con excepción de las especies que hayan sido declaradas plagas o circunstancialmente dañinas o perjudiciales.

Artículo 294 – Caza Comercial. Se entiende por caza comercial aquella que se practique sobre animales silvestres, con fines de lucro y por medios permitidos. La tenencia de los ejemplares, productos y subproductos provenientes de la caza comercial, incluidos los que resulten de su transformación, deberá ajustarse a los requisitos que reglamentariamente se establezcan.

Artículo 295 – Caza de especies nocivas o dañinas. Se entiende por caza de especies nocivas o dañinas, aquella que se practica con el propósito de controlar especies declaradas o circunstancialmente perjudiciales o dañinas.

Artículo 296 – Autorización de caza de especies nocivas o dañinas. Autorízase la caza plaguicida en toda época sin limitación del número de piezas cobradas. Podrá realizarla todo cazador que tenga licencia de caza o con autorización expresa y sin cargo los empresarios agrícolas cuando la practiquen en sus fundos rústicos. La venta de las piezas cobradas es libre, salvo las normas que se establezcan sobre el transporte de los productos de caza.

Artículo 297 – Excepción a las prohibiciones. Exceptúase, para la caza de especies nocivas o dañinas el cumplimiento de las obligaciones establecidas en los incisos. a), b), y f) del artículo 291, sin perjuicio de la reglamentación que se dicte.

Artículo 298 – Campañas de lucha contra especies depredadoras, perjudiciales o dañinas. La Autoridad de Aplicación desarrollará campañas de lucha contra las especies depredadoras de la ganadería y otra perjudiciales o dañinas, y podrá fijar primas sobre las pieles u otros productos como estímulo para su caza, en coordinación con los planes que el gobierno nacional u otros gobiernos provinciales ejecuten con análogo propósito.

Artículo 299 – Caza científica. Se entiende como caza científica por este Código a toda aquella que se efectúe con fines de investigación o para la exhibición zoológica de las piezas cobradas y sin fines de lucro. Para el ejercicio de esta caza se requerirá un permiso especial otorgado por la Autoridad de Aplicación.

Artículo 300 – Facultad reglamentaria. Para la caza deportiva, comercial, plaguicida o científica, el Poder Ejecutivo determinará las artes, armas y calibres a emplearse, facultad que puede delegar en la Autoridad de Aplicación.

Artículo 301 – Cotos de caza. Podrán declararse asimismo cotos de caza a aquellas porciones de terreno que por su naturaleza y características sean aptas para el ejercicio de prácticas cinegéticas.

Artículo 302 – Productos de la caza. Autorízase al Poder Ejecutivo a fijar la cantidad de piezas a cobrar diariamente por cada cazador, por especies y en conjunto de acuerdo con la finalidad de conservación de la fauna silvestre y a reglamentar el tránsito de los productos de la caza.

Artículo 303 – Especies protegidas. Toda especie susceptible de caza no mencionada expresamente en los reglamentos que al efecto dicte el Poder Ejecutivo, se considera protegida y su caza prohibida, así como la tenencia y el comercio de ejemplares vivos o de sus productos o despojos.

Artículo 304 – Compraventa prohibida. Prohíbase en jurisdicción provincial la compraventa de productos o subproductos animales derivados de la caza deportiva.

Artículo 305 – Convenios. El Poder Provincial suscribirá convenios con las demás provincias a fin de unificar los diversos sistemas de documentación local, sobre fauna silvestre entre sí y con el que rige para el comercio interprovincial y en el territorio federal, así como armonizar los regímenes de caza, protección y veda vigente en el territorio de cada provincia.

Artículo 306 – Decomiso. Sin perjuicio de las sanciones previstas, el infractor se hará pasible del decomiso de las especies vivas aprehendidas, sus despojos o productos y de las armas u objetos de caza utilizados en la comisión de la infracción, excluido el perro de levante, y de la inhabilitación para cazar por uno o mas períodos cuando la reiteración o gravedad de la infracción así lo requiera.

Artículo 307 – Destino de las piezas y ejemplares vivos provenientes de la caza. Las piezas provenientes de la caza y que fueran secuestradas, se entregarán bajo recibo sin cargo, a entidades de bien público, salvo que no fueran aptas para el consumo con destino a alimentación.


Los ejemplares vivos serán liberados y los despojos o productos, (cueros, plumas y otros) vendidos en la forma que resuelva la Autoridad de Aplicación.


Aquellas especies que por su naturaleza no puedan ser dejadas en libertad serán entregadas a personas o entidades con fines científicos, culturales o didácticos y las que se consideran plagas dañinas o perjudiciales serán eliminadas en el momento de labrarse el acta de infracción.

Artículo 308 – Destrucción o subasta. Las armas u objetos destinados a la cacería que se decomisen, deberán ser subastados.

Artículo 309 – Fomento. El Poder Ejecutivo promoverá para la protección, conservación y aprovechamiento de la fauna silvestre las medidas siguientes.

a) El establecimiento de reservas, santuarios, criaderos de fauna silvestre o autóctona con fines conservacionistas.

b) El establecimiento de cotos genéticos oficiales y privados, jardines zoológicos y reservas faunísticas con fines deportivos, culturales, recreativos, turísticos que podrán tener propósitos de lucro.

Artículo 310 – Peligro de extinción. En caso de que una especie de la fauna silvestre autóctona se halle en peligro de extinción o en grave retroceso numérico, el Poder Ejecutivo deberá adoptar medidas de emergencia a fin de asegurar su repoblación y perpetuación. Las municipalidades y comunas prestarán su colaboración y la Autoridad de Aplicación provincial aportará los recursos pertinentes, pudiendo disponer también la prohibición de la caza y comercialización de los ejemplares y productos de la especie amenazada.

“Párrafo Segundo”

Pesca

Artículo 311 – Objeto de la pesca. Se considera objeto de la pesca a todas las especies identificadas zoológicamente como peces, así como crustáceos y moluscos que vivan permanentemente en el agua o transitoriamente fuera de ella, así como la cría o cultivo intensivo o propagación de las mismas en agua y riveras.

Artículo 312 – Concepto de pesca. A los efectos de este Código se entiende por pesca todo acto de apropiación o aprehensión por cualquier sistema o medio del objeto a que se refiere el artículo anterior.

Artículo 313 – Normativa. De acuerdo a las normas contenidas en los artículos 2547 y 2549 del Código Civil, el derecho de pesca en el territorio de la Provincia se regirá por las disposiciones de este Código y por los reglamentos que en su consecuencia dicte el Poder Ejecutivo.

Artículo 314 – Actos comprendidos. Las disposiciones referentes a la pesca se aplicarán:

a) A los actos de pesca deportiva ejercitados en aguas naturales o artificiales.

b) A cualquier actividad comercial, industrial que tenga por objeto la pesca.

c) Al aprovechamiento de lechos, fondos, aguas, playas, riveras, costas y puertos, para la cría, reproducción o difusión de las especies de la fauna acuática.

Artículo 315 – Limitaciones al ejercicio de la pesca. El ejercicio de la pesca en aguas públicas estará sujeto a las limitaciones que se establecen en este Código y en los reglamentos que en su consecuencia dicte el Poder Ejecutivo, para el más adecuado aprovechamiento de la riqueza acuática su conservación y utilización en las mejores condiciones sanitarias y económicas. A tales efectos se demarcarán las zonas de reserva, se fijarán los procedimientos útiles, artes o aparejos de captura permitidos y prohibidos, las dimensiones que deben tener los ejemplares para ser liberados a la venta y condiciones sanitarias de conservación, todo ello en cuanto no corresponda a la jurisdicción nacional.

Artículo 316 – Períodos de veda. Facúltase al Poder Ejecutivo para fijar los períodos de veda, modificar los existentes o señalar períodos especiales, ya sea en forma parcial o general, cuando lo considere conveniente para el mejor ordenamiento de la explotación y conservación pesquera.

Artículo 317 – Pesca en aguas de propiedad privada y artificiales. El ejercicio de la pesca en aguas privadas así como también en lagos y lagunas artificiales, canales o zanjas, construidas o conservadas dentro de predios particulares, requerirá, como medida previa al acto de practicarla, autorización escrita del propietario o empresario agrario.


El aprovechamiento de las aguas privadas deberá realizarse de manera tal que no produzca daño sobre la materia de pesca o sanidad acuática que pueda extenderse directa o indirectamente a aguas públicas.

Artículo 318 – Prohibiciones. Prohíbese en el ejercicio de la pesca:

a) Arrojar, colocar, hacer, o dejar llegar a las aguas de uso público o particular que comuniquen con ella en forma permanente o transitoria, sustancias cuya naturaleza o efectos resulten o puedan resultar nocivos para la biología acuática.

b) Apalear las aguas, o atajar con cualquier suerte de dispositivo el paso de los peces en los ríos, arroyos o lagunas, en la época normal o durante crecidas o descensos.

c) Introducir toda fauna o flora acuática exótica, agregar o difundir las ya introducidas que no sean objeto de cultivo o crianza en cautividad.

d) Usar toda clase de artes, máquinas, útiles, explosivos, aparejos de pesca sin expresa autorización de la Autoridad de Aplicación.

Artículo 319 – Licencia de pesca. El ejercicio de la pesca en aguas públicas y privadas requiere la obtención previa de la licencia de pesca, debiendo los interesados dar cumplimiento a las normas previstas en los reglamentos que al efecto dicte el Poder Ejecutivo y que determinarán el importe a pagar, duración, condición, forma y oportunidad de su obtención.

Artículo 320 – Carácter de la licencia. La licencia de pesca es personal, temporal e intransferible y deberá solicitarse ante el organismo competente.


Las licencias especiales para investigadores se otorgarán sin cargo a petición de los mismos quienes deberán acreditar con la solicitud el fin perseguido, lugar o lugares donde realizarán sus investigaciones y toda otra información que aclare su petición. Al otorgar estas licencias la Autoridad de Aplicación fijará el período de validez de las mismas.

Artículo 321 – Pesca comercial en aguas provinciales. El Poder Ejecutivo establecerá un régimen especial para el ejercicio de la pesca comercial en aguas públicas y del dominio privado de la Provincia, tendiente a la satisfacción de las necesidades regionales.

Artículo 322 – Permiso. Toda persona física o jurídica que se dedique o quiera dedicarse al ejercicio de la pesca comercial en aguas públicas o del dominio privado de la Provincia, así como también al transporte o comercio de sus productos tendrá la obligación de solicitar previamente un permiso que expedirá la Autoridad de Aplicación, abonando un canon que para cada actividad se fije. El Poder Ejecutivo establecerá la duración, condiciones, forma y oportunidad de los citados permisos, determinando el importe de los cánones.

Artículo 323 – Apropiación de otros recursos de la fauna acuática. La apropiación con fines comerciales de otros recursos de la fauna acuática deberá ajustarse a lo establecido en este Código y la reglamentación especial que dicte el Poder Ejecutivo.

Artículo 324 – Permiso de explotación. Toda persona física o jurídica que se dedique o quiera dedicarse al ejercicio de la pesca comercial en aguas públicas o del dominio privado de la Provincia, así como también al transporte o comercio de sus productos tendrá la obligación de solicitar previamente un permiso que expedirá la Autoridad de Aplicación, abonando el canon que para cada actividad se fije. El Poder Ejecutivo establecerá la duración, condiciones, forma y oportunidad de los citados permisos, determinando el importe de los cánones.

Artículo 326 – Deber de informar. Las personas físicas o jurídicas que se dediquen a la pesca en aguas privadas estarán obligadas a suministrar a la Autoridad de Aplicación, información estadística, especies, kilogramos extraídos y destino de la producción.

Artículo 327 – Tasa de inspección. Todo producto de la pesca comercial deberá abonar la tasa de inspección que se fije por pieza o kilogramo, pudiendo la Autoridad de Aplicación firmar convenios con las municipalidades y comunas. A tal fin éstas percibirán un 50% de lo recaudado en ese concepto.

Artículo 328 – Guías de tránsito. La provisión de guías de tránsito se efectuará previa comprobación del pago de la tasa de inspección a que se refiere el artículo precedente.

Artículo 329 – Pesca deportiva. El ejercicio de la pesca deportiva, así como también los concursos de este carácter, están sujetos a la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo, la que establecerá los ambientes habilitados, especies, número y tamaño de los ejemplares a extraer, épocas de veda, horarios y artes permitidas; prohibiéndose la venta de productos y/o subproductos.

Artículo 330 – Pesca deportiva por menores de catorce años, jubilados y pensionados. Los menores de catorce años, jubilados y pensionados, podrán practicar la pesca deportiva sin contar con la licencia de pesca.

Artículo 331 – Matrícula. Cualquier embarcación que se destine a trabajos de pesca en ríos y canales navegables, deberá tener la matrícula. La falta de este requisito impedirá el otorgamiento del permiso de pesca que se solicite.

Artículo 332 – Fiscalización. El personal del organismo competente podrá inspeccionar las embarcaciones pesqueras y los depósitos o sitios de almacenamiento, preparación, industrialización, concentración y venta de productos pesqueros a los efectos de fiscalizar el cumplimiento de este Código y de las disposiciones reglamentarias que al efecto dicte el Poder Ejecutivo o la Autoridad de Aplicación.

Artículo 333 – Estudios e investigaciones hidrobiológicos. La Autoridad de Aplicación tendrá a su cargo los estudios e investigaciones hidrobiológicos realizando especialmente:

a) El estudio de los distintos aspectos de las aguas provinciales y terrenos por ellas ocupados, afectados o utilizados, procediendo al mejoramiento de ambos, con el fin de acrecentar o mantener el acervo pesquero, realizar y mantener el censo hidrológico y estudios hidrotécnicos de los cuerpos de agua.

b) La clasificación de las especies ictiológicas por su importancia económica, alimenticia y deportiva, procurando el desarrollo de las mejoras y la introducción de otras nuevas cuya difusión resulte conveniente de acuerdo con las experiencias practicadas.

c) La organización de un servicio de asesoramiento técnico y prestación de elementos que propendan al mejoramiento de la explotación pesquera.

d) La instalación en lugares que crea convenientes de servicios de piscicultura para la repoblación y población de los ambientes pesqueros.

e) El estudio de los recursos naturales acuáticos.

Artículo 334 – Extracción y transporte autorizado. Autorízase a las entidades de pesca deportivas, científicas o conservacionistas, la extracción y el transporte de peces vivos, sus embriones y otros organismos, destinados a la repoblación o población, previo permiso y fiscalización de la Autoridad de Aplicación.

Artículo 335 – Protección de la fauna acuática. Si ocurrieren anormalidades de orden físico o biológico en aguas provinciales, que sean motivo de perjuicio para el ambiente acuático, su flora o su fauna o para la salud humana, el Poder Ejecutivo podrá suspender toda actividad de pesca y/o circulación de embarcaciones, hasta tanto hayan desaparecido las causas que motivaron la suspensión. Los permisionarios de pesca o cualquier otra persona afectada por una medida de esta naturaleza, se atendrán a lo que al efecto se resuelva, sin tener derecho a indemnizaciones o compensación alguna.

Artículo 336 – Motonáutica. El Poder Ejecutivo reglamentará la actividad de motonáutica, determinando las zonas y períodos del año en que ella queda prohibida, con vistas a la protección y conservación de los recursos hidrobiológicos y los otros usos del agua.

Artículo 337 – Industrialización. El producto de la pesca en ríos y lagunas será destinado al consumo humano principalmente, con excepción de los casos en que el Poder Ejecutivo autorice por razones de interés público la industrialización.

Artículo 338 – Decomiso e inhabilitación. Sin perjuicio de las sanciones previstas, el infractor a las normas sobre pesca se hará pasible del decomiso de las piezas extraídas, de sus envases y de todos los elementos indispensables utilizados en la infracción, pudiendo ser inhabilitado para pescar por uno o más períodos cuando la reiteración o gravedad de la falta así lo indique.

Artículo 339 – Destino de las piezas secuestradas. Las piezas provenientes de la pesca que fueren secuestradas, se entregarán bajo recibo sin cargo, a entidades de bien público, salvo que no fueren aptas para el consumo.


Cuando la cantidad, naturaleza y estado de las piezas extraídas lo permitan, serán vendidas en la forma que lo resuelva la Autoridad de Aplicación.


Las especies útiles para fines científicos, culturales o didácticos podrán entregarse a las personas o entidades correspondientes, y las que por su estado se consideren perjudiciales podrán ser eliminadas en el momento de constatarse la infracción.

Artículo 340 – Subasta. Las artes de la pesca, los elementos indispensables utilizados en la infracción y los envases que se decomisen, deberán ser subastados o donados a entidades de bien público.

Párrafo Tercero

Acuicultura y Piscicultura

Artículo 341 – Acuicultura y piscicultura. A los fines del presente Código, se entiende como piscicultura a toda actividad intensiva o extensiva, que esté basada en el mantenimiento de peces vivos en cautiverio.


Asimismo se entiende por acuicultura, a toda actividad intensiva o extensiva que esté basada en el mantenimiento de organismos acuáticos vivos, sean peces o no en cautiverio.


El Poder Ejecutivo establecerá las normas reglamentarias a seguir para el cultivo y cría en cautividad de peces y otras especies de la flora y fauna acuática.

Libro Quinto

De la policía sanitaria

Título I

Disposiciones Comunes

Capítulo Único

Artículo 342 – Normativa. La sanidad animal o vegetal se declara de orden público y se regirán en lo que atañe al Poder de Policía que corresponda a la Provincia, de acuerdo a lo establecido en la Constitución Nacional, con arreglo a las disposiciones de este Código y las normas reglamentarias que en su consecuencia se dicten.

Artículo 343 – Obligatoriedad. Se declara obligatorio el control y la erradicación de enfermedades infectocontagiosas, parasitarias o de otro carácter de los animales y de las causas adversas de origen biológico declaradas plagas de las plantas que viven o crecen bajo el control del hombre.

Artículo 344 – Facultades. El Poder Ejecutivo, por intermedio de la Autoridad de Aplicación está facultado para:

a) Desarrollar e intensificar la investigación y experimentación de elementos y métodos designados a mejorar el estado de sanidad animal y vegetal de la Provincia.

b) Extender o divulgar los conocimientos técnicos actualizados relativos a la sanidad agropecuaria.

c) Promover campañas de lucha contra las plagas y especies depredadoras de la agricultura y de la ganadería.

d) Crear y organizar registros que faciliten sus funciones de contralor sanitario.

e) Efectuar periódicamente el relevamiento estadístico en materia de sanidad animal y vegetal.

f) Declarar infectado el fundo rústico, región o zona donde se constatare la existencia de enfermedades o plagas, clausurar el establecimiento, aislar, secuestrar, señalar, marcar o prohibir el tránsito o venta de animales o vegetales en tales áreas, adoptando las medidas que correspondan, en cada caso, según el carácter de la enfermedad o plaga, pudiendo disponer incluso, la muerte de los animales o la destrucción de los objetos susceptibles de ser vehículos de contagio o transmisión.

g) Promover el funcionamiento de organismos mixtos (Estado Provincial con Asociaciones Agropecuarias, Colegios Profesionales, entre otras) con facultades de fiscalización, inspección y control en el cumplimiento de las disposiciones sanitarias. Asimismo, puede formalizar convenios con los Colegios Profesionales a idénticos fines.

h) Sancionar a los infractores de las disposiciones contempladas en este Libro, decretos y reglamentos que en consecuencia se dicten.

i) Promover el funcionamiento de organismos mixtos (Estado Provincial y asociaciones agrarias) con facultades de fiscalización, inspección y control del cumplimiento de las disposiciones sanitarias.

Artículo 345 – Asistencia. Toda persona, física o jurídica, que en forma permanente o transitoria se dedique a la crianza de animales o que tenga a su cargo su cuidado o asistencia o al cultivo de plantas, al transporte o venta de ganado o plantas, a la elaboración, extracción, transporte o venta de productos o subproductos de origen animal o vegetal, está obligado a prestar la colaboración necesaria al personal técnico encargado de aplicar o fiscalizar el cumplimiento de las normas estatuidas en este Código y los reglamentos sanitarios.


El que no colaborare con el personal técnico en la forma dispuesta en el párrafo anterior, será reprimido con multa de hasta cien jus.

Artículo 346 – Fuerza pública. La fuerza pública deberá prestar auxilio a los agentes de la administración que pertenezcan al cuerpo técnico sanitario o los organismos mixtos con facultades de fiscalización de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 286 inc. h), en los casos que requieran su intervención a fin de dar cumplimiento a las normas de policía sanitaria

Título II

Sanidad animal

Capítulo I

Normas Generales

Artículo 347 – Defensa sanitaria animal. La sanidad animal en el territorio de la Provincia de Santa Fe, la defensa y profilaxis contra enfermedades infectocontagiosas y parasitarias, exóticas, enzoóticas, epizoóticas, o de otro carácter, y el fomento de la producción ganadera, se regirá conforme a las disposiciones del presente Título.

Artículo 348 – Enfermedades infectocontagiosas, parasitarias o de otro carácter. Las enfermedades infectocontagiosas y parasitarias o de otro carácter, de los animales que constituyan una amenaza para la salud del hombre, de las especies explotables y para la economía de las fuentes de producción darán lugar a la intervención de la Autoridad de Aplicación quienes lo harán por denuncia o de oficio, aplicando las medidas de policía sanitaria que correspondan en cada caso.


Constatada la presencia de enfermedades infectocontagiosas o de otro carácter, la Autoridad de Aplicación podrá declarar infectada la propiedad, región o zona, según aconsejen las circunstancias y estará autorizada para clausurar el establecimiento, aislar, secuestrar o prohibir el tránsito o venta de los animales en tales áreas, adoptando las medidas que correspondan en cada caso, según el carácter de la enfermedad, pudiendo disponer incluso, la muerte o destrucción de los mismos y objetos susceptibles de ser vehículos de contagio. En el caso de enfermedades infectocontagiosas irreversibles, la Autoridad de Aplicación estará autorizada para señalar o marcar los animales infectados.

Artículo 349 – Enfermedad exótica. Se considera exótica toda enfermedad de origen foráneo que hasta el momento de su aparición no se haya presentado en el país.

Artículo 350 – Enfermedad enzoótica. Se considera enzoótica la enfermedad que se compruebe dentro de una zona determinada y sea susceptible de manifestarse como epizoótica.

Artículo 351 – Enunciación. La Autoridad de Aplicación hará la nomenclatura de las enfermedades a que se refiere el artículo 338 pudiendo variarla cuando lo estime conveniente.

Capítulo II

Disposiciones comunes a todas las enfermedades

Artículo 352 – Especies incluidas. Las normas de policía sanitaria animal serán aplicadas también a las aves de corral, animales silvestres, peces y lepóridos, y en la misma forma a todas las especies animales susceptibles de contraer, propagar o difundir bacterias, virus, parásitos u otros agentes transmisores de enfermedades que puedan lesionar los intereses económicos de la ganadería o afectar la salud humana.

Artículo 353 – Obligación de denunciar. Es obligatorio denunciar al organismo competente por parte del propietario, empresario agrario o encargado del cuidado de un animal atacado por enfermedad transmisible o que presumiblemente se halle afectado por la misma.


El que no observare lo dispuesto en el presente artículo será sancionado con una multa de hasta cien (100) jus.

Artículo 354 – Obligación de aislamiento y profilaxis. En caso de tratarse de enfermedades calificadas como exóticas, o enzoóticas o epizoóticas por la autoridad sanitaria de aplicación, las personas indicadas precedentemente deberán proceder de inmediato a la adopción de medidas de aislamiento y profilaxis, sin perjuicio de la comunicación obligada a la autoridad para que emita las instrucciones pertinentes.


Tendrán igual obligación, los laboratorios particulares u oficiales y profesionales veterinarios en general.


El que no cumpliere con las medidas de aislamiento, profilaxis y comunicación cuando estuviere obligado a ello, será reprimido con una multa de hasta cien (100) jus.

Artículo 355 – Cadáveres y despojos. Las medidas profilácticas enunciadas en el artículo anterior deberán también aplicarse a los cadáveres o despojos de animales enfermos o presumiblemente afectados por alguna enfermedad contagiosa, debiendo procederse a la destrucción total.


Prohíbese la extracción del cuero o de cualquier órgano o región anatómica de animales muertos de carbunclo bacteridiano o presumiblemente afectado por esa enfermedad.


El que no observare lo dispuesto en el presente artículo, será reprimido con una multa de hasta cien (100) jus.

Artículo 356 – Excepción en materia de cadáveres o despojos. Exceptúase de la obligación estatuida en el artículo precedente cuando los cadáveres, despojos o restos de animales enfermos o con la presunción de estarlo se lo destine a estudio, investigación o diagnóstico, pero bajo la responsabilidad del médico veterinario que los tenga a su cuidado o se encuentre en posesión de los mismos a cualquier título.

Artículo 357 – Zonas o regiones de infección. Para el más efectivo cumplimiento de las normas de policía sanitaria animal, y siempre que la necesidad de control y/o erradicación de enfermedades transmisibles lo impusieran, la Autoridad de Aplicación deberá determinar zonas o regiones de infección, infestación, interdicción o indemnes, según la intensidad o gravedad de la propagación o contagio.

Artículo 358 – Certificado de sanidad. En el caso de que se declare infectado o infestado un establecimiento, una zona o distrito o exista peligro inminente de difusión de cualquiera de las enfermedades contagiosas, la extracción de ganado de esos lugares, su acarreo o tránsito hacia centro de comercialización o industrialización, o con destino a pastoreo o pastaje, solo podrá hacerse previa certificación de sanidad, a cuyo efecto la Autoridad de Aplicación deberá expedir la guía sanitaria de libre tránsito.


El que no observare lo dispuesto en el presente artículo, será reprimido con una multa de hasta cien (100) jus.

Artículo 359 – Prohibición de introducción de animales enfermos. Prohíbese en el territorio de la Provincia la introducción de animales afectados de enfermedades transmisibles o presumiblemente afectados por las mismas, como así también sus cadáveres, despojos, reses o cualquier objeto que haya estado en contacto con ellos y susceptible de propagar la enfermedad.


La autoridad sanitaria podrá ordenar o disponer en estos casos y siempre que la gravedad de la circunstancia lo aconsejen, el secuestro, sacrificio o destrucción de animales enfermos o sus despojos en la forma que el Poder Ejecutivo lo determine.


El que no observare lo dispuesto en el presente artículo, será reprimido con una multa de hasta cien (100) jus, siempre que el hecho no constituya delito.

Artículo 360 – Prohibición de introducción de animales de zonas infectadas o infestadas. No se permitirá la introducción al territorio de la Provincia, de animales en general o especies determinadas, cadáveres, carnes forrajes o cualquier otro objeto susceptible de contaminación, procedentes de regiones declaradas infectadas o infestadas, sin el certificado de sanidad expedido por la autoridad competente.


El que no observare lo dispuesto en el presente artículo, será reprimido con una multa de hasta cien (100) jus.

Artículo 361 – Campos de experimentación, lazaretos. El Poder Ejecutivo instalará campos de experimentación, lazaretos u otros establecimientos análogos en los lugares más indicados, de conformidad con lo que aconseje la técnica sanitaria animal, y deberá dotarlos de los servicios indispensables para el mejor cumplimiento de sus fines.

Artículo 362 – Convenios. El Poder Ejecutivo, podrá suscribir convenios con la Nación, provincias, municipalidades, organismos descentralizados nacionales o de las provincias y con instituciones privadas para el más eficaz cumplimiento de los propósitos enunciados en este Título.

Artículo 363 – Autoridad Sanitaria. La Autoridad de Aplicación controlará el cumplimiento de las normas de policía sanitaria animal, debiendo asimismo realizarlos con relación a:

a) Los mercados de ganado, aves, animales de caza, lepóridos y peces o cualquier clase de animal que considere pertinente.

b) Los establecimientos dedicados a ferias y remates de animales.

c) Los mataderos.

d) Los frigoríficos.

e) Los saladeros.

f) Las barracas.

g) Las graserías.

h) Los tambos.

i) Los establecimientos o locales donde se obtengan, elaboren, industrialicen o depositen productos o subproductos lácteos.

j) Los establecimientos destinados a la conserva o industrialización de pescado.

k) Cualquier otro local o establecimiento, fábrica o usina donde se extraigan, elaboren, manipulen o transformen productos de origen animal.

l) Los vehículos de transporte de hacienda, productos y subproductos de origen animal.

Artículo 364 – Normas de profilaxis en general. La autoridad sanitaria competente, fijará normas de higiene, desinfección, desinfectación y profilácticas en general, que deberán aplicarse a todo tipo de vehículo o medio de transporte, embarcadero, corral, brete y cualquier otro local utilizado para la permanencia de animales, como así también para los elementos u objetos que hayan estado en contacto con dichos animales, sus restos, despojos, productos o subproductos.

Capítulo III

Indemnización

Artículo 365 – Indemnización. Los propietarios de animales, objetos o construcciones que se hubieren ordenado matar o destruir en virtud de las prescripciones de este Código, podrán reclamar una indemnización correspondiente, sin perjuicio de los recursos judiciales que pudieran corresponderles. Si alguna parte de animales, objetos o construcciones fuera aprovechable, su valor deberá ser descontado.

Artículo 366 – Casos excluidos. No habrá lugar a indemnización en los siguientes casos:

a) Cuando no se hubiesen cumplido con las normas estatuidas en este Código o en los reglamentos e instrucciones sanitarias dictados en su consecuencia.

b) Si la enfermedad de la que estuviera atacado el animal sacrificado fuera necesariamente mortal.

Artículo 367 – Plazo para el reclamo. Todo propietario de un bien destruido, en virtud de una medida sanitaria impuesta en salvaguardia de los intereses de la comunidad, podrá ejercitar su acción dentro de los sesenta (60) días de ejecutada la misma. Transcurrido dicho plazo, perderá su derecho.

Título III

Sanidad vegetal

Capítulo I

Plagas

Artículo 368 – Concepto. Se considera plaga, a los efectos del presente Código, a todo agente biológico, variable en el tiempo y en el espacio que al superar el índice de peligrosidad según criterio científico cause daño económico, que resultare nocivo para las especies vegetales de interés agrícola, o de sus productos, en contra de las cuales deberán tomarse medidas para lograr su control.

Artículo 369 – Enumeración. El Poder Ejecutivo enumerará las principales causas adversas a la vegetación, sobre las que ha de recaer su acción, y de éstas sólo podrá declarar plagas a aquellas para cuyo control se determinen procedimientos técnicos, económicos y de eficacia reconocida.


A tal efecto, hará la nomenclatura de los agentes perjudiciales respecto de los cuales regirán las disposiciones de este Título y podrá declararlas “plagas” cuando corresponda considerarlas tales por su carácter extensivo, invasor o calamitoso, dando a conocer los métodos aconsejados por la técnica agronómica para erradicarlas o establecer un adecuado control.

Artículo 370 – Obligaciones. El empresario agrario, propietario u ocupante de tierras fiscales o privadas, tienen la obligación de controlar por su cuenta las plagas, dentro de los inmuebles o medios de transporte que posean u ocupen, como asimismo deberá notificar la aparición de aquellas que por sus hábitos, superen el nivel de acción predial. Del mismo modo deberán dar cumplimiento a las obligaciones de tipo preventivo que exija la Autoridad de Aplicación.


Las tareas de destrucción o combate de las plagas deberán practicarse sin derecho a retribución alguna mediante procedimientos idóneos y el empleo de los medios y recursos conducentes a tal finalidad, teniendo en cuenta en la medida de lo posible la supresión o reducción del empleo de plaguicidas químicos y su impacto contaminante sobre el medio ambiente rural, la salud humana, la calidad de los alimentos y la preservación de las especies animales útiles al hombre.


Deberá de inmediato notificar a la Autoridad de Aplicación la aparición de la plaga y manifestar si los elementos con que cuenta son suficientes para combatirla o lograr su destrucción.


Se entiende por control integrado de plagas al conocimiento, selección y uso armónico de medidas de control, sean éstas físicas, químicas, mecánicas, culturales o biológicas que combinadas, aseguren los mejores resultados económicos, ecológicos y sociológicos.


El que no observare las disposiciones contenidas en el presente artículo, será reprimido con una multa de hasta cien (100) jus.

Artículo 371 – Bienes del Estado Provincial, municipios y comunas. En los bienes de dominio público y privado provincial o de los municipios o comunas, las autoridades respectivas deberán dar estricto cumplimiento a las normas estatuidas en este Título.

Capítulo II

Control de la Producción

Artículo 372 – Control de excepción. El Poder Ejecutivo, con intervención de la Autoridad de Aplicación, podrá disponer medidas de control excepcional cuando se verifique la existencia de causas graves y medien motivos de interés general, pudiendo hasta disponer la destrucción total o parcial de la vegetación y de sus partes, si con tal medida se impide la difusión de la plaga.

Artículo 373 – Sujetos de control. Deberán inscribirse en un registro especial que llevará la Autoridad de Aplicación las personas físicas o jurídicas siguientes:

a) Las que se dediquen a la cría, venta de plantas o sus partes con fines de propagación.

b) Las que desarrollen actividades relacionadas con la sanidad vegetal, cuya autorización y registro considere el Poder Ejecutivo necesarios para realizar las funciones de contralor fitosanitarias.


Quedan exceptuadas de la obligación de inscribirse aquellas personas físicas o jurídicas que en virtud de la leyes vigentes están obligadas a cumplir con dicho requisito.

Artículo 374 – Registro. Las personas físicas o jurídicas indicadas en el artículo anterior deberán inscribirse en un registro especial que llevará la Autoridad de Aplicación y cumplir con las normas prescritas por este Código y los reglamentos que se dicten.

Artículo 375 – Aprobación. Los productos fitosanitarios destinados al control de plagas, deberán contar con la registración en el Instituto Argentino de Sanidad y Calidad Vegetal u organismo que lo reemplace. Las maquinarias o implementos que utilicen en la aplicación de productos fitosanitarios, deberán estar inscriptos y/o matriculados conforme a la normativa nacional o provincial, debiendo emplear los productos de acuerdo a las recomendaciones del fabricante.


La Autoridad de Aplicación podrá prohibir o limitar el uso o comercialización de cualquier producto fitosanitario cuando razones de interés general así lo aconsejen. Por idéntico motivo podrá restringir o impedir la utilización de maquinarias o implementos empleados en la aplicación de tales productos.

Capítulo III

Procedimiento

Artículo 376 – Plagas. Cumplimiento de obligaciones. Si la Autoridad de Aplicación comprobare la existencia de plagas por control deficiente de los mismos, intimará a los responsables al cumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 374 en el plazo que esta establezca.

Artículo 377 – Incumplimiento. Vencido el plazo de intimación a que se refiere el artículo anterior, sin haber dado cumplimiento a la misma, la Autoridad de Aplicación podrá disponer la realización de los trabajos pertinentes con cargo a los responsables, sin perjuicio de aplicarles las sanciones a que hubiere lugar.

Artículo 378 – Indemnización. En el supuesto de disponerse la destrucción total o parcial de la vegetación o sus partes por verificarse la existencia de causas adversas a la misma, la Autoridad de Aplicación procederá previamente a justipreciar el valor de los bienes sobre la base del estado en que se encuentren, deduciendo los beneficios pecuniarios que estime pudieren obtenerse una vez destruidos.


En el caso del artículo 360 la Autoridad de Aplicación deberá indemnizar los perjuicios que se hayan ocasionado con la destrucción de la vegetación o sus partes, de acuerdo a la tasación a que se refiere el párrafo precedente y siempre que en el plazo perentorio de sesenta (60) días, a contar de la fecha en que se diera comienzo a los trabajos, así lo peticionaran los interesados.

Artículo 379 – Pérdida del derecho de indemnización. No habrá derecho a indemnización en los casos en que se hubiesen desobedecido las órdenes de lucha impartidas por la Autoridad de Aplicación o se probase que los vegetales iban a ser destruidos por la plaga.

Artículo 380 – Cuenta Especial. Créase la cuenta especial denominada “Protección Vegetal” con el objeto de afrontar las erogaciones que se ocasionen como consecuencia de la aplicación de los Capítulos I, II y III del presente Título III.


La cuenta estará integrada con los siguientes recursos:

a) el importe de las multas percibidas por infracciones a las disposiciones de este título;

b) las sumas recaudadas en concepto de registro y/o matriculación;

c) los fondos que se le asignaren por la ley de presupuesto;

d) los recursos que se le asignen a la Provincia para la promoción de campañas de control de plagas y/o su prevención.

e) los fondos enumerados se depositarán a la orden del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio, bajo la denominación “Protección Vegetal”.

Artículo 381 – Destino de los fondos de cuenta “Protección Vegetal”. Los recursos que integren la cuenta especial de “Protección Vegetal” serán destinados a solventar erogaciones por control y fiscalización, gastos de difusión, promoción de campañas de control e implementación de convenios con la Nación, Provincias y municipios o comunas.

Artículo 382 – Adhesión. La Provincia de Santa Fe adhiere a la Ley Nacional Nº 20.247.

Artículo 383 – Convenios. Autorízase al Poder Ejecutivo a celebrar convenios con la Nación, Provincias, municipios o comunas u otros organismo para coordinar las funciones de control de plagas establecidas en el presente Código.

Libro Sexto
De los empresarios y productos agrarios

Titulo I

Del Registro de Empresarios Agrarios

Capítulo I

Obligatoriedad de inscripción

Artículo 384 – Obligación. Es obligatoria para los empresarios agrarios de la provincia su inscripción en el Registro Provincial de Empresarios Agrarios, dependiente del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio. El Poder Ejecutivo reglamentará la forma, requisitos, periodicidad y lugar de inscripción.

Artículo 385 – Formulario. A los efectos de lo previsto en el artículo anterior, la Autoridad de Aplicación facilitará un formulario especial en el que deberá consignarse con carácter de declaración jurada, los datos que se soliciten.

Artículo 386 – Certificado. Todos los empresarios deberán poseer un certificado extendido por la autoridad en el que constará el número de la matrícula y su calidad de empresario agrario, el cual hará fe de su contenido salvo prueba en contrario, ante instituciones oficiales o privadas

Artículo 387 – Informaciones. Las informaciones suministradas por los empresarios agrarios podrán ser utilizadas para investigaciones y fomento de carácter agropecuario, económico, social y fines estadísticos.

Artículo 388 – Acreditación. Todo organismo oficial se abstendrá de dar curso a las gestiones solicitadas por el empresario agrario que no acredite por medio del certificado correspondiente estar inscripto en el Registro Provincial de Empresarios Agrarios.

Capítulo II

Calidad de los productos agrarios

Artículo 389 – Certificación diferenciada de productos agrarios. El Poder Ejecutivo promoverá la certificación diferenciada de los productos agrarios teniendo en cuenta su procedencia, origen calidad y sanidad en las etapas de producción, industrialización y comercialización de los mismos.

Artículo 390 – Organización. A los efectos del artículo anterior, la Autoridad de Aplicación organizará las estructuras pertinentes que tengan como objetivo diferenciar los productos agrarios en función de su denominación de origen controlado y certificación de calidad, conforme a lo establecido en las normativas nacionales, provinciales e internacionales.

Artículo 391 – Integración. Podrán formar parte de los organismos y/o consejos reguladores cuyo objeto sea diferenciar productos agrarios en función de su procedencia, origen o calidad toda persona física y/o jurídica que demuestre un interés legítimo en obtener tal diferenciación y observe las prescripciones legales reglamentarias.

Artículo 392 – Convenios. El Poder Ejecutivo podrá suscribir convenios con la Nación, Provincias, municipalidades y comunas, organismo descentralizados e instituciones privadas para facilitar la certificación diferenciada de productos agrarios.

Disposiciones Complementarias

Artículo 393 – Competencia. Compete a los Jueces de Primera Instancia de Circuito que tuvieren jurisdicción donde estuviere ubicado el inmueble, el conocimiento de las siguientes causas rurales:

a) Los litigios que versen sobre materia legislada en este Código y en las leyes que lo complementan.

b) Los conflictos suscitados entre las partes en los contratos de arrendamiento rural, de aparcería agrícola y pecuaria, de mediería, de contratos accidentales y de pastaje, asociativo de explotación tambera, maquila, y del contratista de viñas y frutales.

c) Los asuntos suscitados entre las partes en los contratos de comodato, uso y habitación que versen sobre fundos rústicos.

d) Las cuestiones emergentes de los contratos de locación de servicios o locación de obras –contratistas– rurales o agrarios.

e) Las que versen sobre servidumbres rurales o agrarias.

f) Los conflictos por obras nuevas en zonas rurales.

g) Las faltas agrarias enumeradas en este Código que no fueren asignadas expresamente a la Autoridad de Aplicación.

Artículo 394 – Cuantía. A los efectos dispuestos en el artículo 378 no regirá limitación por cuantía dispuesta en el artículo 109 de la Ley Orgánica de Tribunales (Ley 10.160).

Artículo 395 – Norma supletoria. En todo cuanto sea aplicable en materia de faltas agrarias de competencia de los Jueces de Primera Instancia de Circuito regirán las disposiciones del Código de Faltas de la Provincia.

Artículo 396 – Destino de los importes de las multas. El importe de las multas aplicadas en materia de faltas agrarias será depositado a la orden del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio en una cuenta especial que se creará a tal efecto.

Artículo 397 – Reglamentación. El Poder Ejecutivo deberá dictar, a la mayor brevedad, los reglamentos que este Código le encomienda como así también los decretos que fuesen indispensables para asegurar su cumplimiento, debiendo compilarse y publicarse como parte integrante de su texto.


Hasta tanto no dicten los mismos, se aplicarán las disposiciones vigentes que no se opongan al presente.

Artículo 398 –Autoridad de Aplicación. El Poder Ejecutivo determinará de conformidad a la ley de Ministerios las Direcciones o Reparticiones de su dependencia que tendrán a su cargo la función de aplicar en cada caso la normativa estatuida en este Código.

Artículo 399 – Leyes posteriores. Toda ley rural que se sancione por la Honorable Legislatura y se promulgue por el Poder Ejecutivo, deberá incorporarse a este Código en la parte pertinente, como así también toda ley que modifique, derogue o abrogue a las normas estatuidas en el mismo.

Artículo 400 – Derogación. Derógase el Código Rural de la Provincia Ley 1.108 y sus modificatorias, y todas las disposiciones que se opongan al presente.

Artículo 401 – Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Sala de Comisión, 20 de noviembre de 2003

Esquivel – Meotto – D’Ambrosio – Dalla Fontana – Strada – Reutemann – Favario (en disidencia parcial)

proyecto de ley original (expte. Nº 9880 – PDP)
La Legislatura de la Provincia de Santa Fe, sanciona con fuerza de

Ley

TITULO PRELIMINAR

Artículo 1º - Finalidad. Este Código constituye el conjunto orgánico y sistemático de normas jurídicas dictadas para regular la actividad agraria en todo el territorio de la provincia de Santa Fe en ejercicio de las facultades no delegadas a la Nación y que le son propias conforme a las disposiciones de la Constitución Nacional y Provincial, con la finalidad esencial de orientar, promover y regular la explotación agropecuaria en cualesquiera de sus especializaciones y las actividades conexas a ellas, la protección y conservación de los recursos naturales renovables y la preservación del medio ambiente.

Artículo 2º - Actividad Agraria. Se entiende por actividad productiva agraria a la industria genética consistente en el desarrollo de un ciclo biológico, vegetal o animal, ligado directamente o indirectamente al disfrute de las fuerzas o recursos naturales que se resuelve económicamente en la obtención de frutos destinados al consumo directo, o previa una o múltiples transformaciones o a su comercialización cuando resulte del ejercicio normal de la agricultura. Ella consiste en el cultivo de vegetales, comprendida la silvicultura, la cría, mejora o invernada de toda especie animal y las actividades conexas, cualesquiera fuera el lugar donde la misma se realiza y el medio o procedimiento utilizado para obtenerla.

Artículo 3º - Empresario Agrario. Empresario agrario es la persona física o jurídica que realiza de un modo profesional, una actividad económica organizando los elementos constitutivos de la hacienda cuya titularidad posee en virtud de un derecho real o personal asumiendo los riesgos inherentes a ella, dirigida a la producción y circulación de los frutos y productos destinados al mercado interior o exterior.

Artículo 4º - Hacienda Agraria. La hacienda agraria es el conjunto de bienes y derechos organizados por el empresario para el ejercicio de la actividad agraria.

Artículo 5º - Fundo Rústico. Fundo rústico es la fracción de tierra destinada, o susceptible de ser destinada a su utilización agrícola, forestal o pecuaria.

Artículo 6º - Explotación Racional. Es aquella que se realiza conforme a normas de técnicas agrarias que no contraríen lo expresamente dispuesto por este Código, y las leyes nacionales y provinciales que se dicten, con la finalidad de preservar los recursos naturales renovables y la contaminación al medio ambiente

LIBRO PRIMERO

DE LA PROPIEDAD FUNDIARIA

TITULO I

DELIMITACIÓN

CAPITULO 1

DESLINDE Y AMOJONAMIENTO

Artículo 7º - Deslinde y amojonamiento. Obligación. Todo propietario de un fundo rústico está obligado a tenerlo deslindado y amojonado. No podrá inscribirse en el Registro de la Propiedad la escritura por la que transfiera, divida o modifique el dominio, si previamente no se justifica el deslinde.

Artículo 8º - Mojones y Requisitos. Los mojones demarcatorios deberán colocarse en cada uno de los ángulos que formen las líneas, a una distancia no mayor de mil metros, y de modo que indiquen con precisión las formas constitutivas del perímetro. Exceptúase el caso en que una parte del fundo tenga por límite el cauce de un río o arroyo u otro accidente natural.

Los mojones serán de hierro o madera dura y se levantarán a no menos de un metro del suelo.

El Poder Ejecutivo queda facultado para modificar lo dispuesto en este artículo cuando las condiciones naturales o topográficas del lugar así lo requieran.

Artículo 9º - Formas de deslinde y amojonamiento. El deslinde y amojonamiento podrá hacerse judicial o extrajudicialmente. En este último caso se hará por escritura pública suscripta por los colindantes.

Artículo 10º - Remoción y reemplazo de mojones. La remoción o reemplazo de mojones deberá hacerse con la intervención del Juez Comunal y citación de los colindantes. De la operación se labrará acta y se entregará una copia a los interesados que la soliciten, debiendo archivarse el original en el Juzgado.

Artículo 11 - Inspección Ocular. El propietario o empresario agrario que encuentre removido uno o más mojones, podrá requerir que se practique una inspección ocular en el lugar al Juez Comunal quien previa citación de los colindantes y con la presencia de dos testigos, labrará acta de la diligencia realizada y entregará una copia al interesado que la solicite, debiendo archivarse el original en el Juzgado.

Artículo 12 - Sanción. El que removiere o reemplazare mojones en inobservancia de lo dispuesto en el art. 10, será reprimido con multa de hasta quince jus, siempre que el hecho no constituya delito.

CAPITULO 2

CERCOS PERIMETRALES

Artículo 13 - Derecho de cercar. El propietario de un fundo rústico tiene el derecho de cercarlo sobre el deslinde de las propiedades. A tal fin deberá acompañar plano de mensura judicial o extrajudicial o copia del mismo y requerir al Juez Comunal que previa citación de los linderos o de dos testigos, si aquellos no concurrieren, labre acta constatando la ubicación de mojones conforme al Artículo 8º y consecuente recorrido del área proyectada. Igualmente se deberá dejar constancia de la parte que cada uno de los colindantes toma a su cargo en los gastos de conservación -si correspondiere-, y de acuerdo a lo que dispone el Artículo 18. El magistrado actuante entregará una copia al interesado que lo solicite, debiendo archivarse el original en el Juzgado junto a una copia del plano de mensura.

Artículo 14 - Sanción. El que construyere las cercas sin las formalidades dispuestas en el Artículo 13,será reprimido con multa de hasta quince jus.

CAPITULO 3

MEDIANERA RURAL

Artículo 15 - Obligación de pago. Los propietarios de fundos rústicos no cercados están obligados a pagar la medianera cuando los cercos de los propietarios colindantes cierran las dos terceras partes de su propiedad.

Se considera cerca a tal fin todo límite que haga innecesario el cercado. Aún cuando un propietario no tenga cerrado su fundo rústico en las dos terceras parte del perímetro, si utilizase el cerco del colindante de cualquier manera, pagará lo que le corresponda por la porción de que se sirva.

Artículo 16 - Materiales de cerco. Cuando un propietario quisiera cercar su fundo rústico con un material costoso como piedra, tapia, u otros, sus linderos no están obligados a contribuir con el importe de la misma calidad del material, sino con la parte que les correspondería en una cerca de cinco alambres atados con torniquetes o tensados, postes enteros de cualquier material resistente, colocados a doce metros uno de otro y cinco varillas por claro.

Artículo 17 - Mantenimiento del cerco. Es obligación de los propietarios colindantes mantener los cercos medianeros en buen estado y repararlo en caso de deterioro o destrucción.

Artículo 18 - Gastos de conservación. Los gastos para la conservación de las cercas medianeras, corresponderá por mitad de extensión lineal a los condóminos o colindantes.

Artículo 19 - Intimación para la reparación del cerco. El propietario o empresario agrario que observe que su colindante descuida la parte de la cerca que le corresponde reparar podrá requerir al Juez Comunal que constate el hecho y le intime la reparación en forma inmediata en caso de que uno o ambos fundos estuvieran ocupados por animales, de lo contrario lo intimará a que lo haga en el término de tres días. De la diligencia se labrará acta y se entregará copia a los interesados, debiendo archivarse el original en el Juzgado; de igual forma se procederá en caso de incumplimiento.

Artículo 20 - Incumplimiento de la reparación. Vencidos los plazos fijados en el artículo anterior sin que la reparación se hubiere realizado, el propietario o empresario agrario interesado, acompañando las actas de intimación de incumplimiento labradas por el Juez Comunal, podrá solicitar al Juez de Primera Instancia de Circuito a que autorice a hacerla por cuenta del colindante remiso.

Artículo 21 - Acción Ejecutiva. Verificada la reparación, el propietario o empresario agrario, podrá cobrar ejecutivamente el importe de ella al condómino o colindante remiso, sirviendo de suficiente título los recibos de facturas de los materiales que se hayan utilizado y del trabajo realizado.

Artículo 22 - Preparación de la vía ejecutiva. En caso de que no pudieran presentarse comprobantes, el propietario o empresario agrario podrá preparar la vía ejecutiva solicitando al Juez de Primera Instancia de Circuito que ordene la tasación del costo de la reparación por peritos.

Artículo 23 - Corrales en cerco medianero. No podrán construirse corrales sobre la cerca medianera o servirse de ella en cualquier forma sin el consentimiento del colindante.

El que no observare lo dispuesto en el párrafo precedente, será reprimido con multa de hasta treinta jus y deberá reponer la cerca medianera a su estado anterior.

TITULO II

LA UNIDAD ECONÓMICA

CAPITULO ÚNICO

Artículo 24 - Indivisibilidad de la unidad económica. Ningún acto de disposición a cualquier título que implique la subdivisión de fundos rústicos destinados a la explotación agropecuaria en cualesquiera de sus especializaciones ubicados en jurisdicción provincial, podrá ser válidamente otorgado, si como consecuencia del mismo resultan fracciones que no constituyan una unidad económica.

Artículo 25 - Unidad económica. A los efectos del Artículo 2326º del Código Civil se considerará unidad económica agraria al fundo racionalmente trabajado que por su ubicación, conformación, capacidad de uso del suelo y demás factores que intervienen en la explotación, posibilite la rentabilidad de la empresa agraria y un adecuado proceso de reinversión que permita su evolución favorable conforme a las actividades corrientes de la zona. No perderán este carácter las parcelas que físicamente separadas entre sí y pertenecientes al mismo titular, integren y/o conformen una explotación agraria llevada a cabo por éste, cuyos aspectos técnicos y condiciones que hacen a dicha separación quedarán establecidas en el decreto reglamentario.

Artículo 26 - Actividad corriente. Concepto. Se entenderá por actividades corrientes aquellas que por su difusión lograda en el último quinquenio ha adquirido permanencia y se desarrolla en no menos del veinte por ciento de las empresas rurales de la zona.

Artículo 27 - Forma de determinación de la unidad económica. La unidad económica deberá ser determinada en todos los casos en base a lo que establezca el decreto reglamentario. La autoridad de aplicación, extenderá las autorizaciones previstas en este Título.

Artículo 28 - Subdivisión autorizada. Puede autorizarse la subdivisión de un fundo rústico en fracciones inferiores a la unidad económica cuando aquella mediante la anexión a otro fundo de propiedad del mismo titular, constituya una unidad económica o mejore la situación preexistente. Tal circunstancia, deberá surgir de la escritura traslativa de dominio. Asimismo se hará constar en el título de ambos inmuebles que la fracción pasa a formar parte del conjunto y no puede enajenarse separadamente.

Artículo 29º: Prohibición de aprobar o autorizar subdivisiones. Los jueces y escribanos no podrán aprobar o autorizar los actos a que se refiere el Artículo 24º sin la previa resolución favorable de la autoridad de aplicación, en el sentido que la subdivisión que se intenta, no da como resultado una superficie inferior a la unidad económica.

Artículo 30º: Subdivisión. Requisitos. Los propietarios o sucesores de fundos rústicos que desean obtener la aprobación de su división deberán acompañar a su solicitud el plano pertinente y un estudio agroeconómico practicado de acuerdo a lo determinado en el artículo 27º y que demuestre que la división proyectada no contraviene el principio de la unidad económica. El informe técnico al que se refiere este artículo, deberá ser practicado por un ingeniero agrónomo o forestal según las características predominantes del predio. En este caso, deberá dejarse constancia de la aprobación de la división en el Registro de la Propiedad.

Artículo 31º: Dictamen de la autoridad de aplicación. La autoridad de aplicación deberá emitir dictamen fundado, acordando o denegando la división peticionada dentro de los treinta días hábiles de la presentación en forma. En caso de que no se pronunciara en el término fijado, el silencio de la autoridad de aplicación se entenderá como aprobatorio.

A pedido de la parte interesada o por orden judicial si correspondiere, el Registro General de la Propiedad tomará nota y dejará constancia de la división autorizada.

 Artículo 32º: Denegación. Si el dictamen de la autoridad de aplicación fuere denegatorio del pedido de subdivisión, se podrá interponer dentro de los cinco días recurso de apelación ante la Cámara Civil y Comercial con arreglo al lugar de ubicación del inmueble conforme a las disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Provincia de Santa Fe, el que será concedido en relación y se abrirá siempre la causa a prueba. En caso de que la subdivisión fuere autorizada, la Provincia soportará los costos y costas.

Artículo 33º: Excepciones al principio de la indivisibilidad de la unidad económica. Quedan excluidas de las disposiciones de este capítulo:

a) Las subdivisiones de inmuebles ubicados en zonas urbanas y suburbanas

b) Las fracciones afectadas a obras y servicios públicos o destinadas a actividades comerciales, industriales o mineras.

c) El o los lotes destinados a asentamientos de viviendas, centros deportivos y turísticos.

d) La transmisión de la totalidad del inmueble aún cuando no constituya una unidad económica.

e) Todo predio isleño o constituido por islas.

Artículo 34º: Subdivisión de inmuebles cuyo destino sea la realización de actividades atípicas o agropecuarias intensivas. La autoridad de aplicación podrá calificar como unidad económica a los inmuebles rurales cuyo destino sea la realización de actividades agrarias atípicas o intensivas y que no revistan el carácter de corrientes en la zona donde se pretende la subdivisión y que tengan una superficie máxima de seis (6) hectáreas. A tal efecto la autoridad de aplicación queda facultada para exigir la documentación pertinente que posibilite la viabilidad del proyecto, el que deberá tener un plazo para su concreción de un (1) año, salvo que se justifique plenamente dilatarlos.

Transcurridos los plazos previstos sin que se concretara el tipo de explotación convenido para autorizar la subdivisión -salvo caso fortuito o fuerza mayor debidamente comunicado y aceptado- el o los solicitantes de la subdivisión si correspondiere, se harán pasibles de una multa equivalente al 50% del avalúo fiscal del predio.

La calificación efectuada por la autoridad de aplicación permitirá la subdivisión del inmueble y deberá hacerse constar tal acto en el Registro General de la Propiedad y en todo instrumento público o privado por el que se ceda el uso y goce del fundo rústico a cualquier título.

Artículo 35º: Nulidad. Cualquier acto que resulte violatorio del régimen de la unidad económica agraria establecido en este título, es nulo de nulidad absoluta. Los magistrados, funcionarios y profesionales que lo violen, incurren en falta grave y son pasibles, juntamente con los particulares intervinientes, de una multa de hasta el 2% de la valuación fiscal del inmueble desmembrado, sin perjuicio de otras sanciones que puedan corresponder. Los ingenieros agrónomos e ingenieros forestales quedarán inhabilitados para intervenir ante la autoridad de aplicación en casos análogos.

Artículo 36º: Actos provenientes de otras jurisdicciones. Registración. Para la registración de los actos provenientes de otras jurisdicciones debe justificarse fehacientemente el cumplimiento de las disposiciones contenidas en este título.

Artículo 37º: Exención fiscal. Queda exenta de toda obligación fiscal por el término de cinco años todo fundo rústico o fracción indivisa que adquiera un empresario agrario con fines de concentración o recomposición parcelaria tendiente a constituir una unidad económica o mejorar la situación preexistente. Con esta finalidad el Poder Ejecutivo propiciará preferentemente la intervención de la banca que opera dentro del territorio provincial para establecer adecuadas líneas crediticias que promuevan el reagrupamiento parcelario o la compra de parcelas indivisas a sus condóminos.

TITULO III

CONSERVACIÓN Y MANEJO DE SUELOS

CAPITULO 1

NORMAS GENERALES

Artículo 38º: Orden público. Declárase de orden público las normas que regulan en este título y en todo el territorio Provincial:

a) El control y prevención de todo proceso de degradación de los suelos.

b) La recuperación, habilitación y mejoramiento de las tierras para la producción.

c) La promoción de la educación conservacionista.

Artículo 39º: Medios. A los efectos previstos en el artículo anterior deberán implementarse los medios para adecuar la utilización de la tierra, conforme a su aptitud, manteniendo el equilibrio de los ecosistemas de manera de evitar el deterioro de la economía provincial y teniendo en cuenta las posibilidades reales y efectivas de los usuarios.

Artículo 40º: Proceso de degradación. Se considerará como proceso de degradación de los sueldos a todo fenómeno por el hecho del hombre o natural que se manifieste con síntomas de erosión, agotamiento, deterioro físico, alcalinidad-salinidad y drenaje inadecuado.

A tales efectos se entenderá por:

a) Erosión: el proceso de remoción y transporte de las partículas del suelo por acción del agua o viento.

b) Agotamiento: la pérdida de la capacidad productiva de un suelo por disminución continuada y progresiva de los contenidos de materia orgánica, nutrientes y de la actividad biológica.

c) Deterioro físico: La disminución de la capacidad de almacenamiento y circulación del agua y el aire en el suelo.

d) Alcalinidad-Salinidad: La concentración de sodio y de sales solubles en el perfil del suelo, por encima de los valores normales, que perjudican la productividad.

e) Drenaje inadecuado: el conjunto de condiciones que no provocan un movimiento superficial o profundo, lento o rápido de agua en el suelo, que lo mantiene húmedo o seco por períodos suficientemente prolongados como para originar una notoria disminución de la capacidad productiva.

Artículo 41º: Aprovechamiento o eliminación de montes naturales y artificiales. La regulación del aprovechamiento o eliminación de montes naturales y artificiales quedará sujeta a los alcances de este título.

Artículo 42º: Supuestos comprendidos. El control y el manejo del agua almacenada superficialmente en esteros, cañadas y lagunas, para el aprovechamiento y conservación de ésta como elemento y recurso quedarán sujeta a los alcances de este título.

CAPITULO 2

AUTORIDAD DE APLICACIÓN

Artículo 43º: Autoridad de aplicación. La Dirección de Suelo y de Aguas del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio será la autoridad de aplicación del presente título, actuando por intermedio de los organismos que determine la reglamentación.

Artículo 44º: Competencia. Será competencia de la autoridad de aplicación: 

a) Especificar las necesidades de conservación y manejo de los grupos de aptitud de los suelos.

b) Establecer normas para el correcto desarrollo y ejecución de las prácticas a través de la elaboración de un catálogo.

c) Acceder a la información necesaria existente y conducente a la correcta aplicación de la presente ley.

d) Relevar, coordinar, disponer y suministrar la información legal, técnica y básica para la elaboración de los planes y realización de las prácticas.

e) Establecer los requisitos que deberán cumplirse para la presentación del “Plan de Conservación”.

f) Verificar la ejecución y mantenimiento de las prácticas conforme a los certificados correspondientes.

g) Fiscalizar el cumplimiento de lo dispuesto en este Título.

h) Promover la educación y práctica conservacionista mediante la creación, estructuración y desarrollo de programas cuya implementación y desenvolvimiento se realizará en establecimientos educacionales primarios, secundarios y superiores, debiendo difundirlas a través de los medios de prensa (oral, escrita, televisiva, etc.).

i) Establecer los mecanismos adecuados que permitan canalizar los aportes nacionales e internacionales.

j) Toda actividad necesaria para la consecución de los objetivos.

CAPITULO 3

ÁREAS DE APLICACIÓN

Artículo 45º: Áreas de Aplicación. Se declara a todos los suelos de la provincia sujetos al uso y manejo conservacionistas. La autoridad de aplicación establecerá áreas de conservación y manejo de suelos, en toda zona donde sea técnicamente recomendable emprender programas de conservación y recuperación, habilitación y mejoramiento de suelos.

Artículo 46º: Unidades físicas de aplicación. Serán consideradas unidades físicas de aplicación las cuencas, subcuencas o sistemas hídricos y las explotaciones agropecuarias, que por naturaleza del problema así lo requieren.

Artículo 47º: Determinación de las áreas de aplicación. La autoridad de aplicación determinará las “Áreas de Conservación y Manejo de Suelos” a través de sus organismos técnicos o a propuesta de: 

a) La Comisión Provincial de Conservación y Manejo de Suelos creada por el Decreto Nº 1.955/86.

b) Municipalidades y Comunas.

c) Propietarios, empresarios agrarios, contratistas y tenedores por otros títulos de la tierra.

d) Otras organizaciones, organismos o entidades.

Artículo 48º: Clasificación de las “Áreas de Conservación y Manejo de Suelos”. La autoridad de aplicación clasificará las “Áreas de Conservación y Manejo de Suelos”, de acuerdo al tipo de problema que las afecta, magnitud del mismo, y a los fines del otorgamiento de los estímulos en:

a) Áreas de Conservación y Manejo Voluntario.

b) Áreas de Conservación y Manejo Obligatorio.

Artículo 49º: Áreas de Conservación y Manejo Obligatorio. Se declarará Área de Conservación y Manejo Obligatorio a toda zona donde los procesos de degradación tiendan a ser crecientes y progresivos o se desarrollen en un ámbito que no sólo alcancen al empresario agrario individual, sino que los efectos se prolonguen en el espacio y tiempo.

Artículo 50º: Clasificación de las áreas según el tratamiento. Asimismo la autoridad de aplicación clasificará las áreas según el tratamiento, de acuerdo a la intensidad en:

a) Tratamiento esencial.

b) Tratamiento integral.

Artículo 51º: Denominaciones. A los efectos de este Título, se entenderá por:

a) Área de Conservación y Manejo Total: aquella donde los planes de conservación y manejo se lleven a cabo en todos los predios rústicos integrantes de una unidad física definida por una cuenca, subcuenca o sistema hídrico.

b) Área de Conservación y Manejo Parcial: aquella en donde los planes de conservación y manejo se lleven a cabo a nivel de predios rústicos.

c) Tratamiento esencial: aquel en el cual se procura lograr la solución de los problemas de degradación a través de una sola práctica o prácticas conjuntas.

d) Tratamiento integral: aquel en el cual se procura lograr la solución de los problemas mediante la realización de diferentes prácticas complementarias.

Artículo 52º: Gradualidad. La declaración de las Áreas de Conservación y Manejo de Suelos se efectuará gradualmente de acuerdo a las necesidades de prevención y control de los procesos de degradación, recuperación, habilitación y mejoramiento de suelos, y en función de las posibilidades técnicas y económicas determinadas por la autoridad de aplicación, a quien corresponderá fijar anualmente las superficies máximas a declarar conforme a la reglamentación pertinente.

Artículo 53º: Áreas de Conservación y Manejo Experimentales. La autoridad de aplicación podrá declarar Áreas de Conservación y Manejo Experimentales, cuando a su juicio no existan técnicas suficientemente probadas para la solución de los procesos de degradación o para la determinación de tal condición.

Artículo 54º: Beneficios de las Áreas de Conservación y Manejo Experimentales. Las Áreas de Conservación y Manejo Experimentales tendrá los mismos beneficios que se establecen en el presente título.

Artículo 55º: Limitación. Se podrá declarar no más de un Área de Conservación y Manejo experimental por cada unidad o grupo de aptitud de suelos, estableciéndose las superficies máximas a declarar anualmente conforme a los artículos 47º y 51º.

CAPITULO 4

PERSONAS COMPRENDIDAS

Artículo 56º: Personas comprendidos. Podrán acceder a los estímulos que prevé el presente título los propietarios, usufructuarios, empresarios agrarios, tenedores por cualquier título legítimo de fundos rústicos que se encuentren ubicados en las zonas previamente declaradas “Áreas de Conservación Manejo de Suelos”.

Artículo 57º: Estímulo. Las personas comprendidas en los términos previstos en el presente título, gozarán de los siguientes estímulos:

a) Exención o reducción del impuesto inmobiliario en el porcentaje correspondiente al gobierno provincial durante el término de un año, sobre la superficie de inmuebles rurales, afectados al “Plan de Conservación” y comprendidos en Áreas de Conservación y Manejo de Suelos, cuyos planes hayan sido aprobados por la autoridad de aplicación, quien establecerá el porcentaje correspondiente al estímulo según la siguiente escala:

1) Área de Conservación y Manejo Total -Tratamiento Esencial: 75%

2) Área de Conservación y Manejo Total - Tratamiento Integral: 100%

3) Área de Conservación y Manejo Parcial - Tratamiento Esencial: 50%

4) Área de Conservación y Manejo Parcial - Tratamiento Integral: 75%

a) La clasificación de las áreas, según el tratamiento de acuerdo a la intensidad, será determinada por la autoridad de aplicación, en base a la evaluación del contenido del Plan de Conservación.

b) La exención o reducción del impuesto inmobiliario podrá extenderse una vez ejecutadas las prácticas previstas en el Plan de Conservación, al cual se haya acordado el estímulo del artículo 57º - inc. "a", en los mismos porcentajes, por un periodo superior a los 10 años, que dependerá del tipo de prácticas efectuadas, según la escala siguiente:

1) Prácticas permanentes: no más de 10 años.

2) Prácticas semipermanentes: no más de 5 años.

3) Prácticas anuales: no más de 2 años.

La autoridad de aplicación establecerá en la reglamentación los diferentes tipos de prácticas.

Asimismo, el profesional interviniente podrá sugerir el plazo de duración del estímulo otorgado por el presente artículo.

c) Otras medidas de estímulo y fomento como subsidios para la ejecución de prácticas, créditos especiales gestionados por el Poder Ejecutivo a través de Bancos públicos y privados; o prioridad en la atención de problemas de infraestructura, eventual cesión en calidad de comodato de maquinarias específicas para la realización de trabajos de conservación de suelos y convenios entre las partes, municipios o comunas para la desgravación de la tasa correspondiente.

Artículo 58º: Duración máxima de la exención o reducción del impuesto inmobiliario. El periodo durante el cual se extenderá la exención o reducción del impuesto inmobiliario podrá ser de hasta doce (12) años en aquellos casos en que la relación entre el impuesto inmobiliario y el costo de las prácticas así lo exija, sin perjuicio de cualquier otro incentivo o exención impositiva que se pudiera establecer.

CAPITULO 5

PLAN DE CONSERVACIÓN

Artículo 59º: Requisitos y obligaciones - Plan de Conservación. Es requisito indispensable para acceder a los estímulos previstos en el presente título, la presentación por parte de las personas comprendidas, que afronten los gastos de conservación y/o recuperación de un plan de Conservación de Suelos, suscripto por un profesional Ingeniero Agrónomo, Ingeniero en Recursos Hídricos o Licenciado en Edafología. La participación de los mismos, dentro del plan aludido, estará determinado de acuerdo con las incumbencias de cada una de estas profesiones, fijadas por el Ministerio de Educación y Justicia de la Nación. 

Artículo 60º: Aprobación. El Plan referido en el artículo anterior será presentado ante la autoridad de aplicación, la cual se reserva el derecho de aprobación.

Artículo 61º: Forma. El Plan de Conservación constará de:

a) Un informe acerca del estado de los suelos.

b) Un programa de aplicación de prácticas de conservación y manejo de suelos.

Artículo 62º: Certificado de ejecución. Para acceder al estímulo previsto en el Artículo 57º - inc."b", deberá acreditarse que se han ejecutado las prácticas de acuerdo al plan aprobado, elevándose a la autoridad de aplicación un certificado de ejecución de prácticas, suscripto por él o los profesionales intervinientes en el Artículo 59º.

Artículo 63º: Certificado de Conservación y Manejo de Suelos. Verificadas las prácticas de conservación y manejo, las autoridades de aplicación entregará al titular del plan un Certificado de Conservación y Manejo de Suelos válido por un período conforme a lo establecido en el Artículo 57º - b).

Artículo 64º: Notificación. La autoridad de aplicación, notificará a las personas comprendidas en el Área de Conservación y Manejo Obligatorio, de los estímulos previstos en este título a los fines de presentar el Plan de Conservación de Suelos en un plazo no mayor de un año.

Artículo 65º: Obligación. Las personas comprendidas en los estímulos previstos en este título estarán obligados a mantener en buenas condiciones de uso y funcionamiento todas aquellas obras o prácticas por cuya realización se hubiese acordado el estímulo (salvo causas de fuerza mayor).

Esta obligación se mantendrá por un período equivalente a la vida útil de las citadas obras o prácticas, el cuál será estipulado en cada caso por la autoridad de aplicación.

Artículo 66º: Constancia. Otorgado el estímulo deberá dejarse constancia en la Partida del inmueble beneficiado, de que el mismo se encuentra afectado a un plan de conservación de suelos durante el período que corresponda. Similar constancia deberá dejarse en el Registro General y en todo instrumento público o privado por el que el inmueble fuese objeto de arrendamiento o cualquier otra forma que implique uso por parte de terceros.

Artículo 67º: Inoponibilidad. Los propietarios, empresarios agrarios, usufructuarios y tenedores por otros títulos del fundo rústico, no podrán oponerse a la ejecución y mantenimiento de las obras o prácticas de conservación que se lleven a cabo bajo el régimen del presente título.

CAPITULO 6

INCUMPLIMIENTO

Artículo 68º: Incumplimiento-Sanciones. El incumplimiento de la obligación establecida en el Artículo 65º hará pasible de las siguientes sanciones, que podrán ser aplicadas conjuntas o alternativamente:

a) Caducidad de los estímulos acordados.

b) Reintegro de los montos del Impuesto Inmobiliario eximido o reducido o subsidios acordados, actualizados, más los intereses resarcitorios correspondientes.

c) Multa cuyo monto podrá ser de hasta el 400% del importe que corresponda abonar anualmente en concepto de Impuesto Inmobiliario.

Las sanciones establecidas en el presente capítulo no serán de aplicación efectiva cuando el propietario, usufructuario o tenedor del predio, no haya percibido los estímulos previstos en este Título.

Artículo 69º: No presentación del plan de conservación. Las personas beneficiarias de los estímulos previstos en este título comprendidos en Áreas de Conservación y Manejo Obligatorio que no presenten el Plan de Conservación de Suelos en el plazo establecido en el Artículo 64º, serán emplazados por un nuevo término de 180 días. Vencido el mismo, el titular del inmueble se hará pasible de una multa, cuyo monto podrá ser de hasta el 100% del importe que corresponda abonar anualmente en concepto de Impuesto Inmobiliario, hasta que dicho plan sea presentado.

Artículo 70º: Falta de ejecución total o parcial de las prácticas de conservación. La falta de ejecución parcial o total de prácticas no justificadas debidamente mediante el Certificado correspondiente y previstas en el Plan de Conservación de Suelos, al cual se haya otorgado un estímulo previsto en este título, implicará el reintegro de los mismos actualizados, más los intereses resarcitorios correspondientes. En las Áreas de Conservación y Manejo Obligatorio esta falta será pasible además de una multa cuyo monto podrá ser de hasta el 400% del importe que corresponda abonar anualmente en concepto de Impuesto Inmobiliario, hasta que la práctica sea ejecutada.

Artículo 71º: Prácticas inadecuadas. La ejecución de prácticas inadecuadas para la conservación del suelo, será pasible de una multa, cuyo monto podrá ser de hasta el 100% del importe que corresponda abonar anualmente en concepto de Impuesto Inmobiliario. La sanción de referencia, será de aplicación sólo en los casos de violación específica de una norma reglamentaria previamente establecida por el Poder Ejecutivo Provincial.

CAPITULO 7

RESPONSABILIDAD PROFESIONAL

Artículo 72º: Responsabilidad profesional. Los profesionales que hubiesen falseado u ocultado la realidad de los hechos en la documentación que deban suscribir, serán solidaria e ilimitadamente responsables con los titulares del estímulo, en caso de connivencia dolosa entre ambos.

Artículo 73º: Inhabilitación. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior y según la naturaleza e importancia de la transgresión, los profesionales podrán ser inhabilitados para actuar en trabajos relacionados con este título en el ámbito provincial, por un período de hasta diez años.

Artículo 74º: Multa. Los profesionales serán, además pasibles de la aplicación de multas por un monto equivalente a los estímulos acordados, con su correspondiente actualización.

Artículo 75º: Fondo Provincial de Conservación y Manejo de Suelos. Créase el Fondo Provincial de Conservación y Manejo de Suelos el cual tendrá los siguientes objetivos:

a) Proporcionar los medios necesarios para el desarrollo de un programa de difusión, extensión y educación, tendiente a lograr una conciencia conservacionista.

b) Financiar relevamientos agroecológicos en aquellas áreas en donde sean imprescindibles para la ejecución de planes de conservación.

c) Prestar apoyo financiero para la elaboración de proyectos de conservación integrales que por su complejidad técnica requieran de tal modalidad.

d) Otorgar subsidios para la realización de prácticas conservacionistas que por elevado costo así lo requieran.

e) Costear obras mayores de conservación de suelos, que por su costo, no puedan ser afrontadas por el propio empresario agrario.

f) Financiar la capacitación y entrenamiento de técnicas en conservación y manejo de suelos.

h) Atender todo gasto tendiente al efectivo cumplimiento de las disposiciones del presente título.

Artículo 76º: Aportes que constituyen el fondo. El Fondo Provincial de Conservación y Manejos de Suelos, tendrá afectación especial al cumplimiento de los objetivos previstos y se constituirá con aporte proveniente de:

a) Porcentaje de lo recaudado en concepto de Impuesto Inmobiliario rural en lo que corresponde al gobierno Provincial.

b) Porcentaje de lo recaudado en concepto de Impuesto sobre los Ingresos Brutos, en lo que corresponde al gobierno provincial.

c) Producto de las multas aplicadas en virtud de la presente ley.

d) Legados, donaciones y herencias.

e) Saldos no utilizados en años anteriores.

f) Aportes nacionales e internacionales.

Artículo 77º: Fijación de los porcentajes. Los porcentajes de los impuestos mencionados en el artículo anterior, se establecerán anualmente en la Ley de Presupuesto en base a los planes que el Poder Ejecutivo tenga previsto desarrollar en dicho período.

Artículo 78º: Depósito. Todo aporte proveniente de los recursos mencionados será depositado o transferido a la orden del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio en una cuenta especial que se denominará “Fondo Provincial de Conservación y Manejo de Suelos”, en el Banco Santa Fe S.A., la que quedará exceptuada del artículo 17º de la ley Nº 10.326 de Presupuesto.

Artículo 79º: Asignación. Los fondos que se asignen a través de los porcentajes de los impuestos serán ingresados en cuotas periódicas de acuerdo a las previsiones financieras que el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio estime conveniente para el desarrollo del programa de trabajo compatibilizándolo con las previsiones del órgano recaudador.

CAPITULO 8

PLANIFICACIÓN Y EJECUCIÓN DE OBRAS - PÉRDIDA DEL CRÉDITO

Artículo 80º: Medidas necesarias. El Poder Ejecutivo adoptará las medidas necesarias para que en la planificación y ejecución de obras públicas, viales, hidro-viales, férreas y urbanísticas, se apliquen las técnicas de conservación de suelos.

Artículo 81º: Pérdida de crédito. Las personas que contravengan las disposiciones de este título o su reglamentación, no gozarán de créditos en las instituciones bancarias oficiales o de cualquier otra forma de ayuda económica oficial, hasta que desaparezcan las causas que motivaron la sanción.

TITULO IV

IRRIGACIÓN 

CAPITULO 1

NORMAS GENERALES

Artículo 82º: Declárase de Orden Público las normas que regulan en este título y en todo el territorio Provincial, los recursos hídricos, superficiales y subterráneos.

Artículo 83º: Todo lo referente al dominio público de las aguas, sean de carácter superficial como subterráneas, se regirá por lo establecido por el Código Civil y demás legislación de fondo sobre la materia.

Artículo 84º: A los efectos del presente título se entiende por: 

Recursos Hídricos Superficiales:

Cursos de agua: son todos aquellos que corren por cauces naturales, quedando comprendidos los ríos, arroyos y torrentes provenientes de aguas vertientes, de fuentes pluviales y otras que las alimenten o forman. También estarán comprendidos las obras de conducción artificial.

Aguas lacustres: son las aguas acumuladas naturalmente o por efecto de obras públicas, en concavidades o depresiones topográficas, formando lagos, laguna o embalses.

Cursos intermitentes: son aquellos en que el escurrimiento de las aguas es discontinuo y ocasional por razón de irregularidad o exceso en las precipitaciones pluviales instantáneas, seguidas de períodos de sequía.

Para la determinación de un curso intermitente, no será factor condicionante la proporción entre el tiempo de escurrimiento y el de sequía.

Reservorios: son las aguas de precipitaciones o fluviales acumuladas en terrenos particulares.

Recursos Hídricos subterráneos.

Acuífero: es aquel estrato o formación geológica que permitiendo la circulación del agua por sus poros o grietas, hace que el hombre pueda aprovecharla en cantidades económicamente apreciables para subvenir a sus necesidades. Existen acuíferos libres, confinados y semiconfinados. Son recargados por acción de las precipitaciones en plazos de tiempo variables, en ciertos casos muy largos.

Sistema de riego: es la acción de extraer y conducir agua desde una fuente de abastecimiento hasta un cultivo por distintos medios.

Regante: toda persona física o jurídica que utiliza un sistema aprobado de riego.

Pozo de explotación: son perforaciones destinadas a obtener agua subterránea de distintas profundidades con fines de riego.

Artículo 85º: Las aguas destinadas a riego podrán extraerse del subsuelo, manantiales, cauces naturales o artificiales, cuando exista la necesidad y en medida determinada técnicamente por el Organismo de Aplicación.

CAPITULO 2

AUTORIDAD DE APLICACIÓN

Artículo 86º: Será autoridad de aplicación el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio, a través de las áreas que correspondan, teniendo a su cargo:

1- Planificar las acciones tendientes a la conservación y regulación del recurso, armonizándolo con otros usos.

2- Realizar estudios técnicos a nivel regional hidrológico e hidrogeológico.

3- Realizar los estudios económicos para la formulación de proyectos y construcción de obras.

4- Elaborar estudios de Impacto Ambiental en cada uno de los proyectos y obras que se realicen.

5- Crear un Registro en el que deberán inscribirse todos los regantes, en las condiciones establecidas en la reglamentación.

6- Habilitar a nuevos regantes, previa aprobación de los estudios correspondientes avalados por un profesional competente.

7- Inspeccionar y controlar los sistemas de riego.

8- Difundir, publicitar y asesorar sobre las técnicas y prácticas más convenientes con fines de riego, de acuerdo a las distintas regiones de la Provincia.

9- Celebrar convenios, con organismos públicos y privados, sean de carácter nacional o provincial, a fin de llevar a cabo las acciones mencionadas anteriormente.

10- Resolver las cuestiones relativas al incorrecto uso del recurso según lo fijado por esta ley y su reglamentación.

11- Otorgar concesión a los regantes para el uso del agua, con fines de riego, pudiendo en su caso establecer un canon, todo ello en las condiciones y con los requisitos que establezca la reglamentación .

12- Reglamentar las disposiciones del presente título.

Sin perjuicio de las atribuciones conferidas al órgano de aplicación, cuando se trate de la construcción de canales, perforaciones y demás obras de irrigación, se deberá dar intervención al Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda.

Todos los estudios regionales de aprovechamiento de aguas superficiales que realice el organismo de aplicación, deben complementarse con los trabajos de conservación de suelos previstos en el título III de este código.

CAPITULO 3

PERSONAS COMPRENDIDAS

Artículo 87º: Todo regante sea en su calidad de propietario o de predios, adjudicatario con títulos provisorio de tierra fiscales, arrendatario o poseedor, debe solicitar permiso a la autoridad de aplicación, para el uso de aguas de dominio público, con fines de riego, previa presentación de un proyecto acorde a los requisitos que establezca la reglamentación.

Artículo 88º: Quedan sujetas a las disposiciones precedentes y a la reglamentación en cuanto al estudio y proyecto a presentar por el permisionario, las aguas de dominio privado, cualesquiera fuera el título con que se las posea.

CAPITULO 4

USO Y APROVECHAMIENTO DE AGUAS

Artículo 89º: La autoridad de aplicación, previo análisis de las solicitudes y proyectos presentados, podrá autorizar el uso y aprovechamiento sobre aguas de dominio público, fijando criterios sobre la cantidad de agua a aprovechar por cada permisionario y teniendo en cuenta para tal fin, el régimen hidrológico existente, clima, tipo de suelo, cultivo en el que se utilizará, calidad del agua y sistema de riego.

La autoridad de aplicación determinará los plazos por los que se conceden los permisos y conserva la facultad de revocar los mismos, sin derecho a indemnización alguna para el permisionario, cuando se compruebe que a su criterio el uso y aprovechamiento de las aguas sea irracional, abusivo o cause perjuicios a terceros o a la comunidad.

Artículo 90º: Para el otorgamiento de la autorización de uso de las aguas subterráneas se debe previamente evaluar las posibilidades de uso de agua por captación superficial para lo cual se llevarán a cabo los análisis de la zona hidrográfica, sus fuentes posibles, puntos de toma, estudios geofísicos, perfilajes de pozos, ensayo de bombeo y estudios económicos comparativos, teniendo en cuenta en todos los casos la opinión de los organismos técnicos competentes.

Artículo 91º: La concesión de uso para riego no libera al permisionario de la responsabilidad por los daños y perjuicios que pudieran ocasionar las obras autorizadas, si no da cumplimiento a lo establecido en el artículo 89º, segundo párrafo y Artículo 94º.-

Artículo 92º: Los permisionarios deberán mantener las obras en perfecto estado de conservación siendo también de su obligación comunicar toda transferencia de concesión.

CAPITULO 5

DE LAS OBRAS CON FINES DE RIEGO

Artículo 93º: La ejecución de perforaciones con fines de riego para ampliación o mejoramiento productivo de áreas agropecuarias, deberá contar con la autorización previa del organismo de aplicación, ante quien ha de denunciarse los pozos en explotación en el término y forma que indique la reglamentación.

Artículo 94º: La ejecución de obras, sus modificaciones, la realización de trabajos, funcionamiento y operación de los proyectos para el uso del agua, podrán ser inspeccionados y controlados por la autoridad competente, quien podrá emitir opinión. Si se advirtiera que puede causar perjuicios, ordenará su modificación, suspensión, paralización o demolición cuando las mismas no se ajustaren al proyecto visado o cuando los materiales, equipos, maquinarias o motores utilizados y su funcionamiento, no se adecuen a las características del proyecto original aprobado.

Artículo 95º: Para los distintos tamaños o escalas de proyectos de obras sobre uso de agua deberán ser presentados con una Declaración de Impacto Ambiental (DÍA) y, de ser necesario por las características de las mismas, con una Evaluación del Impacto Ambiental (EIA), acorde a la reglamentación que establezca para tal fin la autoridad de aplicación.

Artículo 96º: Cualquier persona, sin perjuicio de las acciones previstas por la Ley Nº 10.000, cuando existieran pruebas concretas o suficientes para demostrar que se causan o causarán daños graves al medio ambiente, podrá solicitar ante el Juez competente una Evaluación del Impacto Ambiental, previa evaluación por peritos en el cual participará la autoridad competente por sí o por terceros, todo bajo el costo exclusivo del demandante o quien causare daño según corresponda.

LIBRO SEGUNDO

DE LA PROPIEDAD FORESTAL

TITULO I

DEL BOSQUE

CAPITULO 1

NORMAS GENERALES

Artículo 97º: Orden público. Declárese de orden público las normas de este libro que regulan la defensa, conservación, ordenación, regeneración, enriquecimiento, mejoramiento, ampliación y el estudio de los bosques, así como la promoción del desarrollo e integración adecuada de la industria forestal.

El ejercicio de los derechos sobre los bosques y tierras forestales de propiedad privada o pública provincial, sus frutos y productos, queda sometido a las restricciones y limitaciones establecidas en el presente Código que tendrá y observará los siguientes objetivos:

* Asegurar la conservación y fomentar el aprovechamiento sostenible de las masas forestales nativas.

* Restaurar los ecosistemas forestales degradados.

* Compatibilizar requerimientos sociales, recreativos y culturales con la conservación de las masas forestales.

* Garantizar la utilización del suelo para fines agrícolas, ganaderos o forestales, asegurando en todos los casos el mantenimiento del potencial biológico y la capacidad productiva del mismo.

* Fomentar la gestión integrada de los ecosistemas, que engloba a la adecuada utilización de la vegetación, la ordenación de la fauna silvestre y la garantía extensiva, propiciando la ejecución de las obras de infraestructura de apoyo necesarias.

* Lograr un incremento sustancial en la tasa anual de forestación y en su calidad, aprovechando las ventajas comparativas que nuestra Provincia muestre en ese tipo de producción.

* Generar condiciones socioeconómicas que eviten el desarraigo de las comunidades rurales mediante el desarrollo de las actividades forestales.

* Contribuir a la mejora y desarrollo de las foresto-industrias y de la comercialización de los productos forestales.

* Aumentar significativamente la participación provincial en el mercado nacional e internacional de madera y productos forestales.

* Consolidar el autoabastecimiento de madera y productos forestales.

Artículo 98º: Bosque y tierra forestal. Conceptos. A los efectos de este Código, se entiende por bosque toda formación leñosa, natural o procedente de siembra o plantación, que cumpla funciones protectoras, de producción o panorámica-escénica.

Tierra forestal es la que da soporte al bosque o aquella que sin poseerlo, necesite del mismo como única o primordial forma de preservarla, y la que se afecte o destine a la forestación.

Artículo 99º: Ámbito. Se incorporan al régimen previsto en este título, todos los bosques y tierras forestales que se hallen ubicados dentro de la jurisdicción provincial, ya sean de propiedad pública o privada de la Provincia o los particulares. Exceptúase los bosques protectores y tierras forestales que por sus características especiales y por los fines a que puedan ser destinados se encuentren sometidos a la jurisdicción federal.

Artículo 100º: Concesiones. El Poder Ejecutivo podrá otorgar concesiones sobre inmuebles del dominio público o privado del Estado Provincial, con destino a la creación de masas forestales, en las condiciones y plazos que la reglamentación establezca.

Artículo 101º: Clasificación. Clasifícanse los bosques en protectores, permanentes, experimentales, montes especiales y de producción.

Artículo 102º: Bosque protector. Es aquel que por su conformación y ubicación, cumple funciones protectoras sobre caminos, riberas fluviales, orillas de lagos, lagunas, islas, canales, acequias y embalses, impide y previene la erosión de vientos y aguas en terrenos inclinados y médanos, y contribuye en general con la seguridad y salubridad pública.

Artículo 103º: Bosque permanente. Es aquel que por su constitución intrínseca, destino o contenido de flora o fauna, su conservación se declara necesaria y en especial, los parques y reservas provinciales, municipales y comunales. Se incluye en esta categoría el arbolado de caminos no comprendido en el artículo anterior, siempre que sea compatible con la seguridad del tránsito vehicular.

Artículo 104º: Bosque experimental. Se entiende por bosque experimental aquel que se destina para estudios forestales de especies indígenas o los artificiales afectados a estudios de acomodación, aclimatación y naturalización de especies indígenas o exóticas.

Artículo 105º: Montes especiales. Se entiende por montes especiales aquellos que siendo de propiedad privada son creados con miras a la protección u ornamentación de explotaciones agrarias, ganaderas o mixtas.

Artículo 106º: Bosques de producción. Se entiende por bosques de producción a aquellos naturales o artificiales de los que resulte posible obtener periódicamente frutos forestales madereros y no madereros de valor económico mediante explotaciones que garanticen la capacidad de renovación de los mismos.

Artículo 107º: Calificación. Corresponde a la autoridad de aplicación calificar y declarar al bosque y a la tierra forestal, comprendidas en algunas de las categorías establecidas en el artículo 101º. Una vez iniciado el trámite por la parte interesada o notificada la iniciación efectuada de oficio, no podrá innovarse en el estado del bosque o tierra forestal sin autorización administrativa o judicial.

Artículo 108º: Conservación obligatoria. La autoridad provincial, municipal o comunal competente podrá declarar obligatoria por su ubicación, edad o por razones de índole científica, estética o histórica, la conservación de determinados árboles, previa indemnización, si ésta fuera requerida.

CAPITULO 3

RÉGIMEN FORESTAL COMÚN

Artículo 109º: Prohibición de devastación y utilización irracional. Prohíbese la devastación del bosque y de la tierra forestal y la utilización no sustentable de frutos forestales madereros o no madereros.

Artículo 110º: Plan de manejo y autorización. Los propietarios, empresarios agrarios, usufructuarios o poseedores a cualquier título de bosques no podrán iniciar trabajos de explotación de los mismos sin la conformidad de la autoridad de aplicación, que deberán solicitar acompañando el plan de manejo.

El plan deberá cumplir las condiciones mínimas de persistencia, producción sostenida, máximo de utilidades y servicios y superficie mínima de gestión, de acuerdo a la reglamentación que establezca la autoridad de aplicación. Su no cumplimiento hará pasible a los responsables de las penalidades establecidas en ella.

No se requerirá autorización para los trabajos de desmonte o deforestación que se realicen dentro de los límites máximos de superficie y en las zonas que determine la reglamentación, siempre que no se trate de bosques protectores, permanentes o experimentales, ni exista peligro de que se produzca o favorezca la erosión, cuando estos trabajos fueran necesarios para:

a) Ampliar el área cultivable si la tierra donde está ubicado el bosque tuviera riego y/o fuera apta para otras explotaciones agrícolas económicamente más provechosas; 

b) Las áreas clasificadas legalmente como urbanas o urbanizables.

Artículo 111º: Plazo para la autorización del plan de trabajo. Las autorizaciones o aprobaciones a que se refiere el artículo anterior deberán ser otorgadas o negadas dentro del término de treinta (30) días de la presentación del pedido. Se reputará tácitamente aprobada la solicitud, luego de transcurridos treinta días de la reiteración de la misma.

Artículo 112º: Inscripción. Toda persona física o jurídica que por cuenta propia se dedique al corte, elaboración, extracción, industrialización o comercio de frutos forestales o recolección y venta de semillas y plantas forestales u obras de forestación y reforestación o quienes habitualmente realicen gestiones administrativas por cuenta de terceros, deberán inscribirse en los registros pertinentes y quedan obligados a llevar y exhibir los libros y documentación que determine la reglamentación.

Artículo 113º: Explotación irracional de bosques de producción natural. Si un bosque de producción natural no fuere objeto de explotación que garantice su persistencia, previa audiencia de su propietario, podrá intimársele la presentación del plan y realización de los trabajos respectivos.

Si el propietario o empresario agrario no presentara el plan o realizara la explotación del bosque dentro de los plazos que se le fijen, podrá expropiársele su usufructo y se procederá de conformidad con lo dispuesto sobre la administración de bosques fiscales.

La autoridad de aplicación deberá determinar los casos en que por trabajo irracional en bosques de producción pueda intimarse al propietario o empresario agrario a elevar a su consideración el plan de manejo del bosque, en caso contrario procederá a la suspensión inmediata de la explotación del mismo.

CAPITULO 4

RÉGIMEN FORESTAL ESPECIAL

Artículo 114º: Registro. Los bosques protectores y permanentes quedan sometidos a un régimen especial forestal que impone para sus propietarios las siguientes obligaciones:

a) Comunicar a la autoridad de aplicación la venta o cambio en el régimen de tenencia del inmueble.

b) Conservar y repoblar el bosque en las condiciones técnicas que se requieran, siempre que la repoblación fuere motivada por aprovechamiento o destrucción imputable al propietario.

c) Realizar la explotación de conformidad con las normas técnicas que se establezcan.

d) Recabar autorización previa para el pastoreo en el bosque o para cualquier género de trabajo en el suelo o subsuelo que afecte su existencia.

e) Permitir a la autoridad de aplicación la realización de las laborales de enriquecimiento, ordenación, restauración, forestación y reforestación.

Artículo 115º: Indemnización. Los dueños de bosques protectores o permanentes de propiedad privada podrán solicitar una indemnización que se fijará administrativamente si hubiese acuerdo, y se pagará en cuotas anuales, susceptibles de reajuste, por la disminución efectiva de la renta del bosque que fuera consecuencia directa e inmediata de la aplicación del régimen forestal especial, dentro del límite máximo de rentabilidad producido por una explotación racional.

CAPITULO 5

RÉGIMEN DE LOS BOSQUES FISCALES

Artículo 116º: Inalienabilidad. Son inalienables los bosques y tierras forestales que formen el dominio privado del Estado, salvo aquellas tierras que por motivos de interés social y previos estudios técnicos pertinentes se considere necesario destinar a la colonización o formación de pueblos.

Artículo 117º: Normativa aplicable a bosques fiscales protectores, permanentes y de experimentación. Los bosques protectores, permanentes y de experimentación quedan sujetos al régimen común, en cuanto no resulten incompatibles con el régimen forestal especial y con las disposiciones del presente capítulo.

Artículo 118º: Normativa aplicable a bosques fiscales de producción y tierras fiscales. Los bosques fiscales de producción y las tierras forestales quedan sometidos a las disposiciones del régimen forestal común y a las que integran el presente capítulo.

Artículo 119º: Explotación de los bosques fiscales protectores, permanentes y de experimentación. Los bosques fiscales protectores y permanentes solamente podrán ser sometidos a explotaciones mejoradoras. La explotación de los bosques fiscales de experimentación está condicionada a los fines de estudio o investigación a que los mismos se encuentran afectados.

Artículo 120º: Explotación de los bosques fiscales de producción. La explotación de los bosques fiscales de producción no podrá autorizarse hasta que se haya efectuado previamente su relevamiento forestal, la aprobación del plan de manejo y el deslinde, la mensura y amojonamiento del terreno, en la medida que las circunstancias lo permitan.

Artículo 121º: Formas de explotación. La explotación forestal se realizará por concesión, previa adjudicación en licitación pública, por intermedio de empresas privadas.

La autoridad de aplicación, en base al resultado de los estudios técnicos y económicos, determinará los planes, superficies máximas, regularidad, modalidades de las explotaciones y requisitos que han de reunir los adjudicatarios.

Artículo 122º: Carácter de concesiones y permisos forestales. Las concesiones y permisos forestales obligan al titular a realizar la explotación bajo su dirección y responsabilidad. Son intransferibles, sin previa autorización administrativa, bajo pena de caducidad.

Artículo 123º: Aforo. La explotación de bosques fiscales queda sujeta al pago de un aforo fijo, móvil o mixto. Su monto será establecido teniendo en cuenta lo que dispone al artículo 121, último párrafo.

Artículo 124º: Permiso para extracción de leña y madera libre de pago. Excepcionalmente podrán acordarse permisos para la extracción de leña y madera libre de pago o aforo especial, a reparticiones públicas u entidades de beneficencia o asistencia social, condicionados a la utilización de los productos para las necesidades del titular y con prohibición de comercializarlos.

Artículo 125º: Ocupación y pastoreo prohibido. Queda prohibida la ocupación de bosques y el pastoreo en los mismos sin permiso de la autoridad de aplicación. Los intrusos serán expulsados por la misma, previo emplazamiento, y con el auxilio de la fuerza pública, en caso de ser necesario.

La simple ocupación de bosques o tierras fiscales forestales no servirá de título de preferencia para su concesión.

La caza y la pesca en los bosques fiscales sólo serán permitidas en las épocas que fije la autoridad de aplicación, mediante reglamentación, previa autorización y de acuerdo con lo normado por este código.

Podrán autorizarse ocupaciones o servidumbres sobre los bosques fiscales por razón de obras servicios públicos y como consecuencia de concesiones administrativas, siempre que resulte compatible con las funciones del monte.

CAPITULO 6

PREVENCIÓN Y LUCHA CONTRA EL INCENDIO

Artículo 126º: Plan Provincial. La autoridad de aplicación deberá elaborar e instrumentar: a) Un plan provincial de prevención del fuego que tendrá por objeto tratar de lograr una reducción de la superficie anualmente afectada por incendios de masas forestales; y b) un sistema de manejo del fuego con aptitud para proveer de tecnología adecuada en equipamiento y capacitación para actuar en la prevención, detección y control directo de los incendios declarados en bosques y pastizales que pudiesen comprometerlos.

Artículo 127º: Obligación de denunciar. Toda persona que tenga conocimiento de haberse producido algún incendio de bosques está obligada a formular de inmediato la denuncia ante la autoridad más próxima. Las oficinas telefónicas, telegráficas y de radiocomunicaciones oficiales o privadas deberán transmitir sin previo pago y con carácter urgente las denuncias que se formulen.

Artículo 128º: Elementos, medios de transporte y personal para extinguir el incendio. En caso de incendio de bosques las autoridades civiles y organismos o cuerpos de seguridad deberán facilitar elementos, medios de transporte y personal para extinguirlo.

Artículo 129º: Carga pública. La autoridad de aplicación o la autoridad estatal más cercana podrá convocar a todos los habitantes aptos físicamente, que habiten o transiten dentro de un radio de cuarenta (40) kilómetros del lugar del siniestro, para que contribuyan con sus servicios personales a la extinción del incendio y proporcionen los elementos útiles para sofocarlo, que serán indemnizados en caso de deterioro. Estas obligaciones son cargas públicas.

Artículo 130º: Prevención. El Poder Ejecutivo dictará los reglamentos necesarios que permitan asegurar la prevención contra los incendios de bosques, como así también determinará los requisitos indispensables para la instalación de cualquier establecimiento que pueda provocar incendios.

Artículo 131º: Prohibición de las quemas. Queda prohibido en toda la Provincia la quema intencional de vegetación nativa arraigada, cualquiera sea su tipo y motivo, sin la previa autorización de la autoridad de aplicación.

Asimismo queda prohibido la quema de cordones de desmonte y las quemas de limpieza.

Artículo 132º: Encendido de fuego. En el interior de los bosques y en una zona circundante cuya extensión fijará la reglamentación, sólo se podrá encender fuego en forma tal que no resulte peligro de incendio y en las condiciones que se determine reglamentariamente.

CAPITULO 7

FORESTACIÓN Y REFORESTACIÓN

Artículo 133º: Planes de forestación y reforestación. Los planes de forestación y reforestación a realizarse en los bosques permanentes y protectores deberán ser aprobados previamente por la autoridad de aplicación y en base a estudios técnicos y económicos que lo determinen.

Artículo 134º: Trabajos de forestación y reforestación en bosques protectores. Los trabajos de forestación y reforestación en los bosques protectores serán ejecutados por el propietario de las tierras forestales bajo la supervisión técnica de la autoridad de aplicación, o por ésta con consentimiento de aquel.

Artículo 135º: Tierra forestal objeto de forestación o reforestación. La tierra forestal en los lugares especificados en el artículo 103º de este código, que se encuentre abandonada por un lapso mínimo de diez (10) años, queda sujeta a forestación o reforestación, pudiendo el Poder Ejecutivo por intermedio de la autoridad de aplicación, realizarla sin necesidad de expropiación, procediéndose de conformidad con los artículos 113º y 134º.

Si el propietario enajenase la tierra o explotase el bosque, el importe de los trabajos realizados por el Poder Ejecutivo serán reintegrados a la autoridad de aplicación.

CAPITULO 8

DE LOS AFOROS Y EL TRANSITO DE LOS FRUTOS Y PRODUCTOS FORESTALES.

Artículo 136º: Facultad reglamentaria. El Poder Ejecutivo reglamentará la forma y condiciones en que deberá efectuarse el transporte de los frutos y productos forestales.

Artículo 137º: Transportistas de productos forestales. Los transportistas de productos forestales no podrán aceptar cargas que no se hallen individualizadas por la respectiva documentación.

El que las aceptare en inobservancia del párrafo precedente, será reprimido con multa de hasta sesenta jus, siempre que el hecho no constituya delito.

Artículo 138º: Autorización. Facúltase al Poder Ejecutivo a realizar convenios con municipios y comunas para delegar las funciones de otorgamiento de documentación que ampare la tenencia y transporte de los productos forestales, conviniéndose los porcentajes que serán retenidos por las comunas y municipalidades.

CAPITULO 9

DE LOS REGISTROS

Artículo 139º: Registros. La autoridad de aplicación tendrá a su cargo la organización de los siguientes registros, a los fines del ejercicio del control forestal:

a) Registro Provincial de Bosques y Tierras forestales, en el que se inscribirán todos los bosques y tierras forestales mediante la documentación que establezca el Poder Ejecutivo y de la que deberá surgir: la ubicación del inmueble, condiciones de l dominio, superficie y deslinde del inmueble; superficie y deslinde del bosque y su afectación a planes de restauración u ordenación. La autoridad de aplicación comunicará al Registro de Propiedad las calificaciones efectuadas respecto de bosques y tierras forestales, con todos los datos de identificación de los inmuebles para la anotación marginal de la afectación al régimen correspondiente. Los escribanos y los jueces deberán requerir, en todos los trámites de transmisión de dominio, que se exhiba la referencia a la nota marginal de afectación.

b) Registro de explotaciones forestales, donde se inscribirá a toda persona física o jurídica que por cuenta propia se dedique al corte, elaboración o extracción, industrialización o comercio de frutos forestales o recolección y venta de semillas y plantas forestales. Estos deberán inscribirse en los registros pertinentes y quedan obligados a llevar y exhibir los libros y documentación que se determine en la reglamentación.

c) Registro de plantaciones forestales, donde se inscribirá a toda persona que ejecute planes de forestación o reforestación en la Provincia.

d) Registro de viveros forestales o comercios que trabajen con semillas forestales.

Artículo 140º: Control. La autoridad de aplicación queda facultada para ejercer el control de las actividades mencionadas en el artículo anterior; dictar normas reglamentarias, aplicar las sanciones que dicte el Poder Ejecutivo y clausurar las empresas o negocios que no se encuentren inscriptos en los registros respectivos.

TITULO II

ADHESIÓN -CONVENIOS

Artículo 141º: Adhesión. Mantiénese la adhesión de la Provincia a las leyes nacionales Nº 13.273 y su modificatoria Nº 20.531.

Artículo 142º: Convenios. Autorízase al Poder Ejecutivo a celebrar convenios con la Nación y las provincias para coordinar las funciones de los servicios nacionales y provinciales en materia forestal.

LIBRO TERCERO

DE LA PROPIEDAD DEL GANADO

TITULO I

DE LAS MARCAS, SEÑALES E IDENTIFICACION

CAPITULO 1

NORMAS APLICABLES

Artículo 143º: Normativa aplicable. Lo relativo a la propiedad del ganado se regirá por lo dispuesto en las leyes nacionales Nº 20.378, Nº 22.939 y las disposiciones de este Título.

CAPITULO 2

DE LA FORMA DE ACREDITAR LA PROPIEDAD

Artículo 144º: Formas de acreditar la propiedad del ganado. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo anterior la propiedad del ganado se acreditará en la siguiente forma:

a) La del ganado mayor marcado y la del menor señalado se presume, salvo prueba en contrario, en favor de quien tiene registrado a su nombre el diseño de la marca o señal aplicada al animal, o mediante el certificado de adquisición en caso de dominio derivado;

b) la de los ejemplares de pedigrí (incluidos equinos de pura sangre) se probará con el correspondiente certificado de inscripción en los Registros Genealógicos y Selectivos reconocidos;

c) la de hacienda orejana y de aquella cuya marca o señal no fuera suficientemente clara, se presumirá -salvo prueba en contrario- en favor del poseedor de buena fe, salvo que fuera robada o perdida;

d) los terneros orejanos que sigan a las madres se presumirán de propiedad del propietario de la misma.

e) por medio de la implementación en el animal (ganado mayor o ganado menor) de cualquier método de identificación electrónica en base microchip o transponder debidamente aprobado por la autoridad de aplicación, que deberá ser pasivo, no reusable ni modificable y contener una inscripción alfanumérica grabada por rayo láser, elegida al azar.

CAPITULO 3

PROPIEDAD DE LAS MARCAS Y SEÑALES - CONCESIÓN

Artículo 145º: Propiedad del sistema de marcas y señales. El Estado Provincial es el propietario exclusivo de los sistemas de marcas y señales y concede a los particulares el derecho de uso exclusivo por el término de diez (10) años a partir de su registro.

Artículo 146º: Derecho de uso exclusivo de la marca. El derecho de uso de la marca concedido por el Estado Provincial a los particulares es transmisible, inembargable, exclusivo, temporal y prorrogable, probándose con el título expedido por la autoridad de aplicación, que se denominará boleto de marca o señal, según el caso.

CAPITULO 4

DE LAS MARCAS

Artículo 147º: Concepto. La marca es la impresión que se efectúa sobre el cuero del animal de un dibujo o diseño, por medio de hierro candente, marcación en frío o cualquier otro procedimiento que asegure su permanencia en forma clara e indeleble y autorice la autoridad de aplicación.

Artículo 148º: Marcas iguales. Prohibición. En todo el territorio de la Provincia no podrá haber dos marcas iguales. Si las hubiere deberá anularse la más reciente. Se reputan iguales aquellas marcas que pueden representar un mismo o semejante diseño, o cuando uno de ellos al superponerse sobre otro, lo cubra en todas sus partes.

Autorízase al Poder Ejecutivo a celebrar convenios con las autoridades de las provincias limítrofes a los efectos de que no se concedan marcas iguales en las jurisdicciones administrativas linderas.

Artículo 149º: Formas facultativas de identificar el ganado. Los empresarios agrarios con boleto de marca debidamente inscripto a su nombre podrán contramarcar la hacienda que transmitan o remarcar con su propia marca el ganado que adquieran.

También podrá identificarse el ganado por cualquier método o sistema que sea permitido por la autoridad de aplicación.

Artículo 150º: Dimensión. La marca deberá tener una dimensión máxima de diez (10) centímetros y mínima de siete (7) centímetros en todos sus diámetros.

El que no ajustare la dimensión de la marca a las medidas exigidas en el párrafo anterior será reprimido con multa de hasta cuatro jus.

Artículo 151º: Obligación de marcar o identificar electrónicamente. Es obligatorio para todo propietario de ganado mayor marcarlo o identificarlo electrónicamente bajo las pautas que indica el artículo 144º, inc. “e” de este cuerpo legal, antes de que cumpla el primer año de vida. El propietario que así no lo hiciere será reprimido con multa de hasta diez jus.

Artículo 152º: Lugar de marcación y de identificación electrónica. El ganado mayor se marcará en la pierna izquierda, cachete del mismo lado o en la parte superior del cuarto. La marca deberá ser aplicada como figura en el boleto y en idéntica posición coincidente con la línea vertical.

El transponder o microchip de identificación electrónica deberá ser implantado debajo de la oreja izquierda del animal o, en el caso de los caballos, en la tabla del cuello también del lado izquierdo.

El propietario que no cumpliere con la marcación o identificación electrónica de su ganado en la forma exigida en el párrafo anterior será reprimido con multa de hasta diez jus.

CAPITULO 5

DE LA SEÑAL

Artículo 153º: Concepto. La señal es un corte, incisión o perforación en la oreja del animal.

Artículo 154º: Prohibición. No podrán existir dos señales iguales en el mismo departamento, y a menos de cinco kilómetros cuando estén en departamentos colindantes.

Prohíbese las señales cuyo corte o incisión configuren una mayor profundidad de la cuarta parte de cualquiera de las dos orejas, o aquellas que puedan constituir una alteración a una señal ya existente en el animal.

El que vulnerare lo dispuesto en este artículo será reprimido con una multa de hasta cincuenta jus.

Artículo 155º: Obligación de señalar o identificar electrónicamente. Todo propietario de ganado menor deberá señalarlo o identificado electrónicamente antes de cumplir seis (6) meses de vida. El propietario que así no lo hiciere será reprimido con multa de hasta diez jus.

Es facultativo del propietario de ganado mayor señalar los animales marcados con su propio diseño.

CAPITULO 6

DEL REGISTRO

Artículo 156º: Obligatoriedad. Es obligatorio de todo propietario de ganados tener registrado a su nombre el diseño de la marca o señal que utilizase o denunciar las denominaciones alfanuméricas de identificación electrónica que implantase con arreglo a las disposiciones de este código. Con el registro se adquiere el derecho de uso de la marca, señal o la capacidad de acreditar propiedad por medio de la identificación electrónica, que también puede adquirirse por transmisión a título universal o singular efectuada por su titular, debiendo realizarse en todos los casos las anotaciones de las transferencias respectivas en el Registro Provincial de Marcas, Señales e Identificación Electrónica.

Artículo 157º: Pérdida del uso de la marca. El derecho de uso de la marca se pierde:

a) por la expiración del plazo de diez (10) años;

b) por anulación en el caso de existencia de dos marcas iguales;

c) por transmisión por actos entre vivos o mortis causa a título gratuito o “mortis causa” de los derechos del titular;

d) por renuncia expresa del titular;

e) por disolución o extinción en el caso de personas jurídicas;

f) por sentencia judicial;

g) por cancelación declarada por la autoridad de aplicación.

Artículo 158º: Requisitos para la titularidad. Para solicitar la inscripción de la marca o señal o denunciar las denominaciones alfanuméricas de identificación electrónica, deberá acreditarse el carácter de empresario agrario de conformidad a lo dispuesto en el Libro Sexto de este código, ser propietario de ganado mayor y/o menor, justificar antecedentes de buena conducta mediante la exhibición del certificado respectivo y estar inscripto en los registros sanitarios y fiscales establecidos en las normas vigentes.

Artículo 159º: Numeración de las marcas registradas. A la marca registrada se le asignará una numeración inmutable y correlativa, la que será permanente e insusceptible de variaciones.

Artículo 160º: Diseño. El empresario podrá proponer el diseño que prefiera y la autoridad de aplicación lo cotejará con los ya registrados, expidiéndose por su aceptación o rechazo de acuerdo a las disposiciones de este capítulo.

Artículo 161º: Aprobación. Aprobado el diseño la autoridad de aplicación procederá a inscribirlo en el Registro y a entregar al titular de su uso el correspondiente boleto.

Artículo 162º: Renovación. La renovación del boleto de marca o señal deberá ser solicitada con una antelación de noventa días a la fecha de vencimiento, caducando el derecho de uso en caso contrario.

Transcurridos tres años desde la fecha de vencimiento sin haberse solicitado la renovación del boleto de marca o señal quedará vacante el diseño respectivo.

El que no renovare el boleto de marca o señal y continuare su uso habiendo operado la caducidad, será reprimido con una multa de hasta cincuenta jus.

Artículo 163º: Transferencia. El titular del derecho de uso de una marca o señal podrá transferirlo ante la autoridad de aplicación o por instrumento público debidamente inscripto en ella. Si conjuntamente se transfiriera el ganado deberá otorgarse el certificado-guía de adquisición con las formalidades establecidas en el título II de este Libro.

TITULO II

DE LOS CERTIFICADOS DE ADQUISICIÓN - GUÍAS

CAPITULO 1

DE LOS CERTIFICADOS GUÍAS DE ADQUISICIÓN

Artículo 164º: Certificado guía de adquisición. Todo acto de transmisión del dominio de ganado o de cueros de ganado mayor y/o menor, lanas, cerdas y productos de la fauna silvestre cuya captura fuera autorizada se instrumentará a los fines de este Código en un certificado de adquisición que tendrá igualmente el carácter de guía de tránsito (removido) denominándose el instrumento certificado-guía de adquisición.

Artículo 165º: Transferencia de animales de raza pura. La transferencia de dominio de animales de raza pura tendrá la misma instrumentación establecida en el artículo anterior, sin perjuicio de la obligación de inscribir la misma en los registros genealógicos y selectivos correspondientes.

Artículo 166º: Transferencia para otros destinos de animales de raza pura. Cuando los animales de raza pura se vendan sin tener en consideración su carácter como tales, se aplicará el régimen común de marcación o señalamiento y la instrumentación prevista en el artículo 180, independientemente de la baja que el vendedor deba efectuar en el registro genealógico correspondiente.

Artículo 167º: Transferencia de terneros orejanos. Está prohibido otorgar certificados -guías para la transferencia de terneros orejanos separados de las madres. Exceptúase de esta prohibición a los terneros de tambo que entre los cuatro y diez días de vida se transfieren con destino a faena o crianza artificial en establecimientos con permiso especial para tal fin, como así también los terneros con destete precoz. En el certificado se hará constar tal circunstancia.

El transmitente deberá acreditar su carácter de tambero mediante la constancia de su inscripción como tal en el Registro de Empresarios Agrarios.

Artículo 168º: Formulario y requisitos. El certificado-guía de adquisición se confeccionará en un formulario especial con resguardo de filigranas u otros sistemas de seguridad que permitan detectar a simple vista cualquier adulteración o falsificación del mismo; debiendo reunir los siguientes requisitos:

a) Número de orden pre-impreso;

b) Lugar y fecha de emisión;

c) Número del certificado sanitario o documentación exigible en el lugar y fecha de emisión;

d) Nombre y apellido (o razón social), número de documento y domicilio de las partes intervinientes;

e) Especificación de la causa de la transferencia (venta, donación, etc.)

f) Número de registro del boleto de marca o señal del transmitente y diseño de la misma impreso con el sello que fuera autorizado por la autoridad de aplicación, o la denominación alfanumérica de la identificación electrónica de cada animal con la denuncia correspondiente que obliga el artículo 159º del presente, o la reseña correspondiente en el caso de animales de pura raza;

g) Indicar si los animales transmitidos son de dominio originario (marca líquida) o derivado (pre-adquiridos); en este último caso se especificará el número del certificado y diseño de la marca de la que se desglosan los mismos;

h) Cantidad, especie, raza o pelo si ésta es indefinida, sexo y categoría (novillo, vaca, etc.)

i) Lugar de origen y destino;

j) Finalidad (faena, invernada, cría u otro)

k) Cuando en la operación intervenga un consignatario de hacienda se identificará al mismo;

l) Firma del transmitente o su representante, o en caso de que no pudiese o no supiese firmar, la de otra persona s u ruego junto con la impresión dígito pulgar derecha de aquel; en caso de ganado recibido en consignación podrá ser suplida por la del consignatario;

m) Firma y sello de la autoridad policial.

Artículo 169º: Número de ejemplares. Los certificados guías serán otorgados en tres ejemplares. El original y el duplicado serán entregados por la autoridad policial al adquirente, y el triplicado será archivado por aquella.

Artículo 170º: Recaudos para su otorgamiento. El certificado guía será otorgado por el transmitente. La autoridad policial competente para refrendarlo le exigirá la comprobación de la propiedad del ganado mediante la exhibición del boleto de marca o señal y el sello correspondiente, o las denominaciones alfanuméricas de identificación electrónica de cada animal conjuntamente con la denuncia de las mismas, o el certificado de adquisición en su caso. En este último supuesto deberá tomar razón en el certificado con el que se acredita la propiedad, y en el caso que se venda una cantidad menor que la que figura en el mismo, conformar el desglose dejando constancia del remanente de animales.

No podrán emitirse certificados-guías de animales no marcados o señalados o no identificados electrónicamente.

Cuando se trate de animales de raza pura que no tuvieran marcas o señal registrada o denominaciones alfanuméricas de identificación electrónica denunciadas, en su caso en la Provincia, los certificados-guías indicarán esa circunstancia y deberán contener el número de tatuaje o reseña que permita individualizarlos. En este caso la autoridad exigirá la comprobación de la propiedad mediante la exhibición del certificado de inscripción en los registros genealógicos y selectivos correspondientes.

La intervención de la autoridad pública no subsana las nulidades o vicios que pudieran afectar el acto de transmisión.

Artículo 171º: Atribuciones de la autoridad policial. Son atribuciones de la autoridad policial:

a) Llevar un registro de productores de la jurisdicción y de los consignatarios que registren operaciones sobre ganado, con las referencias contenidas en los boletos de marcas o de señal o denuncias de denominaciones alfanuméricas de identificación electrónica; tomar razón de éstos y de los demás datos de identificación que fije la reglamentación; 

b) Refrendar los certificados-guías de adquisición emitidos;

c) Verificar los antecedentes de los certificados guías de adquisición;

d) Realizar el control de la tropa cuando lo considere pertinente; 

e) Verificar el cumplimiento de las disposiciones de carácter sanitario, pudiendo detener la tropa hasta tanto se dé cumplimiento al requisito exigido;

f) Exigir en cualquier momento el certificado guía para su verificación;

g) Detener la tropa que sea trasladada sin la documentación pertinente hasta tanto se acredite la legítima procedencia de la misma labrando en su caso acta de infracción;

h) Conformar el desglose cuando se venda una cantidad de ganado menor que el que figura en el certificado guía, haciendo constar la cantidad y remanente;

i) Poner en conocimiento de las actas labradas por infracción, a la autoridad competente;

j) Controlar hierras, señaladas e implementación de identificación electrónica de ganado.

El incumplimiento de lo dispuesto en este artículo hará incurrir al funcionario actuante en las responsabilidades penales, administrativas y civiles del caso.

Artículo 172º: Plazo de vigencia para el tránsito. El certificado guía tendrá como guía de tránsito una validez de cuarenta y ocho (48) horas desde que fuera refrendado por la autoridad policial.

Artículo 173º: Archivo. El adquirente entregará el duplicado del certificado guía a la autoridad policial competente dentro de los cinco (5) días posteriores de llegados a destino los animales, si no lo hiciere será reprimido con una multa de hasta veinte jus.

La autoridad policial archivará los certificados guías por adquirente y en orden cronológico, a fin de posibilitar su pronta localización para la toma de razón de las posteriores ventas de los animales comprendidos en los mismos.

Artículo 174º: Certificados emitidos en otras provincias. Los certificados otorgados en otras provincias de conformidad con las leyes del lugar de emisión tendrán el mismo valor que los otorgados en la provincia.

CAPITULO 2

DE LAS GUÍAS DE REMOVIDO

Artículo 175º: Tránsito de ganado o cueros. Los que remuevan ganado o cueros de ganado mayor o menor, lanas o productos de la fauna silvestre (cuya captura haya sido autorizada), por cualquier causa que no sea la enajenación -incluidas la consignación y la contra -consignación- deberán conformar ante la autoridad policial la expedición de una guía de tránsito denominándose el instrumento guía de removido.

Artículo 176º: Expedición. Las guías serán expedidas por los propios interesados y refrendadas por la autoridad policial previa comprobación de los recaudos a que se refiere el artículo 186º.

Artículo 177º: Formulario y requisitos. La guía de removido se confeccionará en un formulario especial con resguardos de filigranas u otro sistema de seguridad que permitan detectar a simple vista cualquier adulteración o falsificación de la misma, debiendo reunir los siguientes requisitos:

a) Número de orden pre-impreso;

b) Lugar y fecha de emisión;

c) Número de certificado sanitario o documentación exigible en el lugar y fecha de emisión;

d) Nombre y apellido (razón social), número de documento y domicilio del solicitante;

e) Motivo del removido (pastaje, consignación, contra-consignación, etc.);

f) Número de registro del boleto de marca o señal denuncia de denominaciones alfanuméricas de identificación electrónica del solicitante y diseño de la misma impreso con el sello que fuera autorizado por la autoridad de aplicación, o la reseña correspondiente en caso de animales de raza;

g) Indicar si los animales removidos son de dominio originario (marca líquida) o derivado (pre-adquiridos); en este último caso se especificará el número del certificado del que se desglosan los mismos;

h) Cantidad, especie, raza o pelo si ésta es indefinida, sexo y categoría (novillo, vaca, etc.);

i) Lugar de origen y destino;

j) Cuando el motivo de removido fuera la consignación a remate feria o mercado, deberá identificarse al consignatario;

k) Firma del solicitante o su representante o en su caso firma a ruego e impresión dígito pulgar; en caso de contra-consignación la firmará el consignatario; 

l) Firma y sello de la autoridad policial.

Artículo 178º: Plazo de vigencia. La guía de tránsito (removido) tendrá una validez de cuarenta y ocho (48) horas desde que fuera refrendada por la autoridad policial.

Artículo 179º: Guías emitidas en otras provincias. Las guías o constancias equivalentes otorgadas fuera de la provincia de conformidad con las leyes del lugar de emisión tendrán el mismo valor que las otorgadas en la provincia.

TITULO III

DE LOS ANIMALES INVASORES

CAPITULO ÚNICO

Artículo 180º: Obligación de guardia y custodia. Todo propietario de ganado tiene la obligación de su guarda y custodia.

Cuando por su propia culpa o las de sus dependientes sus animales penetraren en un fundo rústico ajeno -privado o público- y causaren daño, será reprimido con una multa de hasta un jus por cabeza de animal invasor.

En el caso de que los animales invasores fueran cerdos será reprimido con una multa de hasta cuatro jus por cabeza de animal invasor.

Si el ganado fuera introducido voluntariamente, las multas se duplicarán.

Artículo 181º: Obligación de encerrar y dar aviso. El propietario, empresario agrario u ocupante a cualquier título de un fundo rústico que encontrase dentro del mismo animales ajenos, deberá encerrarlos dando aviso inmediato al propietario de la marca o señal que éstos llevaren si fuese conocido y a la autoridad policial.

Artículo 182º: Notificación de la autoridad policial al propietario de los animales. La autoridad policial notificará al dueño de los animales para que proceda a retirarlos dentro del plazo de veinticuatro (24) horas.

Artículo 183º: Propietario desconocido. Si el propietario de los animales no fuese conocido, la autoridad policial procurará individualizarlo, valiéndose de todos los medios de difusión a su alcance y haciendo saber tal circunstancia al Juez Comunal.

Artículo 184º: Falta de retiro de los animales. Si el propietario conocido no retirase los animales en el plazo de veinticuatro (24) horas o si nadie se presenta a reclamarlos en igual término, la autoridad policial lo hará saber al Juez Comunal para que dentro del término de quince (15) días ordene su venta en remate público y la autoridad policial hará entrega del pertinente certificado al comprador.

Del monto obtenido dispondrá el pago de lo que se adeude en concepto de alimentación, cuidado de los animales, multa y gastos del remate. El resto quedará en depósito judicial por el término de dos (2) meses para su entrega a quien lo reclamase acreditando su derecho; en caso negativo, ingresará a la orden del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio.

Artículo 185º: Facultad del empresario agrario del fundo rústico invadido. El empresario agrario del fundo rústico invadido podrá dejar pastorear y abrevar a los animales invasores, con derecho a cobrar una indemnización en tal concepto, sin perjuicio de la acción ordinaria que le corresponda por los daños y perjuicios que pudiera haber sufrido.

En caso de que no hiciere uso de esa facultad deberá dar inmediato aviso a la autoridad policial a fin de que ésta disponga el destino provisorio de los animales con conocimiento del Juez Comunal.

Artículo 186º: Remuneración en concepto de pastaje y abrevaje. La indemnización por concepto de pastaje y abrevaje a que se refiere el artículo anterior, será las que las partes libremente convengan. Si éstas no se pusieren de acuerdo, decidirá el Juez Comunal conforme a los usos y costumbres.

Cuando el pastoreo y abrevaje de los animales haya quedado a cargo de la autoridad policial se pagará la indemnización que establezca el Juez Comunal de acuerdo a los usos y costumbres.

Artículo 187º: Excepción. No rige lo dispuesto en los artículos precedentes en caso de inundaciones, incendios de campos o cualquier otro hecho que constituya caso fortuito o fuerza mayor, salvo que se probare que el propietario de los animales los haya introducido intencionalmente en el fundo rústico ajeno.

TITULO IV

APARTES Y APARTADORES

CAPITULO ÚNICO

Artículo 188º: Obligación de dar rodeo. Todo propietario de animales o quien lo represente tiene la obligación, cuando fuere requerido por el Juez Comunal, a dar rodeo, mediando denuncia de pérdida o extravío de animales.

Artículo 189º: Excepciones. La obligación de dar rodeo dispuesta en el artículo anterior cesa:

a) Durante la época de parición;

b) Después de un temporal, no estando el campo oreado;

c) Durante la hierra y castración, esquila y señalada hasta diez (10) días de terminadas estas operaciones;

d) En caso de sequía, inundación, epidemia y otros impedimentos que provengan de fuerza mayor.

Artículo 190º: Requisitos para solicitar rodeo. Para solicitar rodeo se requiere justificar el carácter de propietario de animales mediante la exhibición del boleto de marca y/o certificados expedidos por la autoridad competente y la denuncia de pérdida o extravío de animales.

Si se tratase de un apartador autorizado al efecto, deberá acreditar su mandato mediante la autorización correspondiente otorgada ante el Juez Comunal, escribano público o autoridad policial.

En caso de no cumplirse con los requisitos establecidos en este artículo, la requerida solicitud de rodeo podrá negarse.

Artículo 191º: Orden judicial de dar rodeo. Si el propietario de los animales requerido de dar rodeo se negare a darlo o lo retardase por un plazo mayor de dos (2) días sin motivo fundado para ello, el Juez Comunal a petición del apartador -que reúna los requisitos dispuestos en el artículo anterior o de la autoridad sanitaria competente, ordenará que se dé el rodeo pedido y que su costo sea a cargo del propietario remiso, fijándose día y hora para que tenga lugar.

Artículo 192º: Examen, aparte, vigilancia e inspección del rodeo. El día señalado se efectuará el rodeo o rodeos y se practicará el examen y aparte por el apartador y dependientes, bajo la vigilancia e inspección del propietario de los animales requeridos de rodeo y con la intervención de la autoridad policial y el Juez Comunal quien labrará acta de la medida realizada y hará entrega de copia al interesado que la solicite, archivando el original en el Juzgado.

En caso de que el rodeo se realizara en la Jurisdicción territorial de los Juzgados de Primera Instancia de Circuito el Juez podrá delegar su intervención en actuario.

Artículo 193º: Duración del rodeo. El propietario de los animales requerido de rodeo no tendrá obligación de mantener el rodeo parado más de cuatro (4) horas, salvo razones que justifiquen un plazo mayor, y el requeriente del rodeo está obligado a llevar el personal necesario para el cumplimiento de esta tarea.

Artículo 194º: Aparte. El ganado deberá recogerse en los lugares o puestos que previamente se designen. El dueño o encargado de los animales dirigirá las operaciones y el apartador se someterá a las disposiciones que aquel adopte con ese objeto.

Artículo 195º: Obligación de pagar los gastos del rodeo. El apartador pagará al propietario de los animales requerido de rodeo los costos de éste. 

Se exceptuará de este pago al apartador que en el rodeo encontrare animales de su propiedad.

LIBRO CUARTO

DE LA FAUNA Y FLORA SILVESTRE

TITULO I

CAPITULO ÚNICO

NORMAS COMUNES

Artículo 196º: Orden público. Las normas que este código establece en materia de flora y fauna silvestre son de orden público.

En las materias regladas por leyes nacionales deberá obrarse de conformidad a lo en ellas establecido.

Quedan sometidas las disposiciones de este libro:

a) Toda actividad destinada a la aprehensión, captura, crianza y explotación de animales silvestres con fines comerciales, deportivos o de consumo propio, así como la explotación y crianza de esos animales,

b) Toda actividad que tenga por objeto la aprehensión de peces, moluscos y organismos de la fauna y flora acuática con fines comerciales, deportivos de consumo propio, así como el tránsito, comercio e industrialización de sus productos y el aprovechamiento de las aguas de uso público para la cría, reproducción y difusión de dichas especies,

c) Toda otra actividad relacionada con estos recursos que signifique una modificación de las condiciones naturales en que se desarrollan las especies animales.

Artículo 197º: Clasificación, estudio y evaluación técnica de especies. La autoridad de aplicación adoptará y adaptará los criterios vigentes a nivel nacional e internacional para establecer una clasificación de las especies de fauna y flora silvestre en el territorio de la Provincia.

Periódicamente realizará estudios y evaluaciones técnicas a fin de establecer su situación para la adopción de medidas necesarias de protección, conservación y manejo de las mismas.

Artículo 198º: Protección. Todos los habitantes del territorio de la Provincia tienen el deber de proteger la fauna y la flora silvestre, conforme a los reglamentos que para su conservación y manejo dicte el Poder Ejecutivo y/o la autoridad de aplicación.

Artículo 199º: Autoridad de Aplicación. Facultades. La autoridad de aplicación ejercerá las siguientes funciones:

a) Fijará los requisitos necesarios a cumplimentar por el ejercicio de la caza, pesca, comercialización, crianza en cautiverio, como así también tipo y calibre de armas, artes de caza y pesca y/o toda otra forma de captura a los efectos de administrar y preservar estos recursos naturales.

b) Aplicará los cánones, derechos y contribuciones en las actividades reguladas en el Título II, Capítulo 1, parágrafos primero y segundo de este Libro, que establezca el Poder Ejecutivo.

c) Aplicará las multas fijadas por el Poder Ejecutivo.

Artículo 200º: Infracciones. Las infracciones a lo dispuesto en el presente Libro serán penadas con las multas que establezca el Poder Ejecutivo.

Artículo 201º: Vigilancia y control. La vigilancia y control serán ejercidos por:

a) Inspectores designados por el Poder Ejecutivo,

b) Guarda Faunas Honorarios designados por la autoridad de aplicación y a propuesta de Instituciones afines con personería jurídica,

c) Funcionarios policiales.

TITULO II

FAUNA SILVESTRE

CAPITULO I

PROCEDIMIENTOS DE APROPIACIÓN

Párrafo Primero

Caza

Artículo 202º: Caza y otros procedimientos de apropiación. A los efectos de este Código, entiéndese por caza la acción ejercida por el hombre, mediante el uso de artes, armas y otros medios apropiados, persiguiendo o apresando ejemplares de la fauna silvestre con el fin de someterlos bajo su dominio, apropiárselos como presa, capturándolos, dándoles muerte o facilitando estas acciones a terceros.

También se consideran procedimientos de apropiación la recolección de productos derivados de la fauna silvestre, tales como plumas, huevos, guano, nidos o cualesquiera de sus subproductos.

Artículo 203º: Aplicación normativa y reglamentación. La caza de animales de la fauna silvestre, su persecución o muerte sea cual fuere el medio empleado o el lugar donde se efectúe, la destrucción de nidos, huevos o crías y el tránsito o comercio de sus cueros, pieles o productos, se efectuarán de conformidad con las disposiciones establecidas en este Código, sin perjuicio de lo prescripto en la Ley Nº 22.421 y los artículos 2.540º y concordantes del Código Civil.

La autoridad de aplicación, establecerá por vía reglamentaria las limitaciones a la práctica de la caza por razones de protección y conservación de las especies o de seguridad pública.

Artículo 204º: Prohibición de introducción de especies vivas. Prohíbese la introducción de animales vivos de especies foráneas, ya sea en libertad o en criadero, salvo que medie autorización expresa y previa del organismo competente.

Artículo 205º: Ejercicio del derecho de caza. Será requisito indispensable para practicar la caza:
a) haber obtenido la licencia correspondiente de conformidad a lo dispuesto en el art. 226 de este Código.


b) Contar con la autorización escrita previa del propietario o administrador o poseedor o tenedor a cualquier título legítimo del fundo privado donde se desea practicar la caza.

Artículo 206º: Lugares de caza. El derecho de caza puede ejercerse en todos los lugares que no estén expresamente vedados ya sean de propiedad pública o privada, siempre que se hubiere obtenido la autorización correspondiente.

Artículo 207º: Derecho de caza del propietario del fundo rústico. Los propietarios dentro de los límites de sus predios sólo podrán cazar de conformidad con las prescripciones de este Código y los reglamentos que dicte la autoridad de aplicación.

Artículo 208º: Zona y períodos de caza y veda. La autoridad de aplicación fijará las zonas y períodos de caza y veda con miras a la protección de la fauna silvestre y de las especies dañinas o de las plagas a la producción agropecuaria.

Artículo 209º: Prohibiciones. Prohíbese en el ejercicio de la caza:

a) El empleo de todos aquellos medios que tengan por objeto la captura en masa de las aves y otros animales silvestres, la formación de cuadrillas de a pie o caballo.

b) El uso de hondas, redes, trampas, cimbras, mangas, lazos, sustancias tóxicas venenosas o gomosas, explosivas, armas o métodos nocivos, armas de calibre no autorizado o bala en la caza deportiva volátil.

c) Practicarla en el ejido de las ciudades, pueblos, lugares urbanos o suburbanos, caminos públicos y en todas aquellas áreas habituales concurridas por público, a una distancia mínima que deberá fijarse por la reglamentación.

d) Perseguir y tirar sobre animales desde vehículos automotores, embarcaciones y aeroplanos, con excepción de botes o canoas a remo.

e) Practicarla en zonas declaradas parques, reservas, refugio, santuarios y todo otro lugar expresamente prohibido.

f) Practicarlas en horas de la noche o con luz artificial, salvo cuando fuere permitida por la autoridad de aplicación.

g) Transitar con armas descubiertas o preparadas, en las zonas mencionadas en los incisos c) y e).

h) Disparar sobre animales atascados o inmovilizados por cualquier causa.

i) Disparar con armas automáticas o provistas de miras infrarrojas o silenciadores.

j) Ejecutar disparos en salva o sucesivos de más de un cazador sobre la misma pieza.

k) Utilizar perros galgos en la caza de la liebre.

Artículo 210º: Licencias de caza. Las personas que reúnan los requisitos requeridos para ejercer el derecho de caza en la forma establecida en este Código deberán solicitar a la autoridad competente la “licencia de caza” (deportiva, comercial o de especies nocivas o dañinas) debiendo los interesados dar cumplimiento a las normas estatuidas en los reglamentos que al efecto dicte la autoridad de aplicación y que determinará el importe a pagar, duración, condiciones, forma y oportunidad de su obtención.

Artículo 211º: Carácter de licencia. La licencia de caza es personal, temporaria e intransferible.

Artículo 212º: Caza deportiva. Se entiende por caza deportiva el arte lícito de cazar animales silvestres con elementos permitidos y sin fines de lucro.

Artículo 213º: Prohibiciones. Prohíbese en el ejercicio de la caza deportiva, además de lo establecido en el artículo 225º,

a) Cazar sin llevar consigo la licencia de caza,

b) Apropiarse de mayor número de ejemplares que el fijado por la autoridad competente, con excepción de las especies que hayan sido declaradas plagas o circunstancialmente dañinas o perjudiciales.

Artículo 214º: Caza comercial. Se entiende por caza comercial aquella que se practique sobre animales silvestres, con fines de lucro y por los medios permitidos. La tenencia de los ejemplares, productos y subproductos provenientes de la caza comercial, incluidos los que resulten de su transformación, deberá ajustarse a los requisitos que reglamentariamente se establezcan.

Artículo 215º: Caza de especies nocivas o dañinas. Se entiende por caza de especies nocivas o dañinas, aquella que se practica con el propósito de controlar especies declaradas o circunstancialmente perjudiciales o dañinas.

Artículo 216º: Autorización de caza de especies nocivas o dañinas. Autorízase esta clase de caza en toda época sin limitación del número de piezas cobradas. Podrá realizarla todo cazador que tenga licencia de caza o con autorización expresa y sin cargo los empresarios agrarios cuando las practiquen en sus fundos rústicos. La venta de las piezas cobradas es libre, salvo las normas que se establezcan sobre el transporte de los productos de caza.

Artículo 217º: Excepción a las prohibiciones. Exceptúase, para la caza nocivas o dañinas, el cumplimiento de las obligaciones establecidas en los incisos a), b) y f), del artículo 225º, sin perjuicio de la reglamentación que se dicte.

Artículo 218º: Caza científica. Se entiende como caza científica por este Código a toda aquella que se efectúe con fines de investigación o para la exhibición zoológica de las piezas cobradas y sin fines de lucro. Para el ejercicio de esta caza se requerirá un permiso especial otorgado por el organismo competente.

Artículo 219º: Facultad reglamentaria. Para la caza deportiva, comercial, de especies nocivas y dañinas o científicas, la autoridad de aplicación determinará las artes, armas y calibres a emplearse.

Artículo 220º: Cotos de caza. Podrán declararse asimismo cotos de caza aquellas porciones de terreno que por su naturaleza y características sean aptas para el ejercicio de prácticas cinegenéticas.

Artículo 221º: Productos de caza. La autoridad de aplicación fijará la cantidad de piezas a cobrar diariamente por cada cazador, por especies y en conjunto de acuerdo con la finalidad de conservación de la fauna silvestre y a reglamentar el tránsito de los productos de la caza.

Artículo 222º: Especies protegidas. Toda especie no mencionada expresamente, susceptible de caza en los reglamentos que al efecto dicte el Poder Ejecutivo, se considera protegida y su caza prohibida, así como la tenencia y el comercio de ejemplares vivos o de sus productos o despojos.

Artículo 223º: Compra-venta prohibida. Prohíbese en jurisdicción provincial la compraventa de productos o subproductos animales derivados de la caza deportiva.

Artículo 224º: Convenios. El Poder Ejecutivo Provincial suscribirá convenios con las demás provincias a fin de uniformar los diversos sistemas de documentación local, sobre fauna silvestre entre sí y con el que rige para el comercio interprovincial y en el territorio federal, así como armonizar los regímenes de caza, protección y veda vigente en el territorio de cada provincia.

Artículo 225º: Decomiso. Sin perjuicio de las sanciones previstas, el infractor se hará pasible del decomiso de las especies vivas aprehendidas, sus despojos o productos y de las armas u objetos de caza utilizados en la comisión de la infracción, excluido el perro de levante, y de inhabilitación para cazar por uno o más períodos cuando la reiteración o la gravedad de la infracción así lo requiera.

Artículo 226º: Destino de las piezas y ejemplares vivos provenientes de la caza. Las piezas provenientes de la caza y que fueren secuestradas, se entregarán bajo recibo sin cargo a entidades de bien público, salvo que no fueren aptas para el consumo con destino a alimentación.

Los ejemplares vivos serán liberados y los despojos o productos, (cueros, plumas y otros) vendidos en la forma que resuelva la autoridad de aplicación.

Artículo 227º: Subasta. Las armas u objetos destinados a la cacería que se decomisen, deberán ser subastados. 

Artículo 228º: Fomento. El Poder Ejecutivo promoverá para la protección, conservación y aprovechamiento de la fauna silvestre las medidas siguientes:

a) El establecimiento de reservas, santuarios, criaderos de fauna silvestre o autóctona con fines conservacionistas,

b) El establecimiento de cotos cinegéticos oficiales y privados, jardines zoológicos y reservas faunísticas con fines deportivos, culturales, recreativos y turísticos, que además podrán tener propósito de lucro.

Artículo 229º: Peligro de extinción. En caso de que una especie de la fauna silvestre autóctona se halle en peligro de extinción o en grave retroceso numérico, el Poder Ejecutivo deberá adoptar medidas de emergencia a fin de asegurar su repoblación y perpetuación. Las municipales y comunas prestarán su colaboración y la autoridad de aplicación provincial aportará los recursos pertinentes, pudiendo disponer también la prohibición de la caza y comercialización de los ejemplares y productos de la especie amenazada.

Párrafo Segundo

Pesca

Artículo 230º: Objeto de la pesca. Se considera objeto de la pesca a todas las especies identificadas zoológicamente como peces, así como crustáceos y moluscos que vivan permanentemente en el agua o transitoriamente fuera de ella.

Artículo 231º: Pesca. Concepto. A los efectos de este Código se entiende por pesca todo acto de apropiación o aprehensión por cualquier sistema o medio del objeto a que se refiere en el artículo anterior.

Artículo 232º: Normativa aplicable. De acuerdo a las normas contenidas en los artículos 2.547º y 2.549º del Código Civil, el derecho de pesca en el territorio de la Provincia se regirá por las disposiciones de este Código y por los reglamentos que en su consecuencia dicte el Poder Ejecutivo.

Artículo 233º: Actos comprendidos. Las disposiciones referentes a la pesca se aplicarán a :

1) Los actos de pesca deportiva ejercitados en aguas naturales o artificiales.

2) Cualquier actividad comercial, industrial que tenga por objeto la pesca.

Artículo 234º: Limitaciones al ejercicio de la pesca. El ejercicio de la pesca en aguas públicas estará sujeto a las limitaciones que se establecen en este Código y en los reglamentos que en su consecuencia dicte la autoridad de aplicación para el más adecuado aprovechamiento de la riqueza acuática, su conservación y utilización en las mejores condiciones sanitarias y económicas. A tales efectos se demarcarán las zonas de reserva, se fijarán los procedimientos útiles, artes o aparejos de captura permitidos y prohibidos, las dimensiones que deben tener los ejemplares para ser liberados a la venta y condiciones sanitarias de conservación, todo ello, en cuanto no corresponda a la jurisdicción nacional.

Artículo 235º: Períodos de veda. Facúltase a la autoridad de aplicación para fijar los períodos de veda, modificar los existentes o señalar períodos especiales, ya sea en forma parcial o general, cuando lo considere conveniente para el mejor ordenamiento de la explotación y conservación pesquera.

Artículo 236º: Pesca en aguas de propiedad privada y artificiales. El ejercicio de la pesca en aguas privadas así como también en lagos y lagunas artificiales, canales o zanjas, construidas o conservadas dentro de predios particulares, requerirá como medida previa al acto de practicarla, autorización escrita del propietario o empresario agrícola.

El aprovechamiento de las aguas privadas deberá realizarse de manera tal que no produzca daño sobre la materia de pesca o sanidad acuática que pueda extenderse directa o indirectamente a aguas públicas.

Artículo 237º: Prohibiciones. Prohíbese en el ejercicio de la pesca:

a) Arrojar, colocar, hacer o dejar llegar a las aguas de uso público o particular que comuniquen con ella en forma permanente o transitoria, sustancias cuya naturaleza o efectos resulten o puedan resultar nocivos para la biología acuática.

b) Apalear las aguas o atajar con cualquier suerte de dispositivo el paso de los peces en los ríos, arroyos o lagunas, en la época normal o durante crecidas o descensos.

c) Introducir toda fauna o flora acuática exótica, agregar o difundir las ya introducidas que no sean objeto de cultivo o crianza en cautividad.

d) Usar toda clase de artes, máquinas, útiles, explosivos, aparejos de pesca sin expresa autorización del organismo competente.

Artículo 238º: Licencia de pesca. El ejercicio de la pesca en aguas públicas y privadas requiere de la obtención previa de la licencia de pesca debiendo los interesados dar cumplimiento a las normas previstas en los reglamentos que al efecto dicte la autoridad de aplicación y que determinarán el importe a pagar, duración, condiciones, forma y oportunidad de su obtención.

Artículo 239º: Carácter de la licencia. La licencia de pesca es personal, temporal e intransferible y deberá solicitarse ante el organismo competente.

Las licencias especiales para investigadores se otorgarán sin cargo a petición de los mismos, quienes deberán acreditar con solicitud el fin perseguido, lugar o lugares donde realizarán sus investigaciones y toda otra información que aclare su petición. Al otorgar estas licencias el organismo competente fijará el período de validez de las mismas.

Artículo 240º: Permiso. Toda persona física o jurídica que se dedique o quiera dedicarse al ejercicio de la pesca comercial en aguas públicas o del dominio privado de la provincia, así como también al transporte o comercio de sus productos tendrá la obligación de solicitar previamente un permiso que expedirá la autoridad de aplicación, abonando el canon que para cada actividad se fije. El Poder Ejecutivo establecerá la duración, condiciones, forma y oportunidad de los citados permisos, determinando el importe de los cánones.

Artículo 241º: Apropiación de otros recursos de la fauna acuática. La apropiación con fines comerciales de otros recursos de la fauna acuática deberá ajustarse a lo establecido en este Código y a la reglamentación especial que dicte el Poder Ejecutivo.

Artículo 242º: Deber de información. Las personas físicas o jurídicas que se dediquen a la pesca en aguas privadas estarán obligadas a suministrar a la autoridad de aplicación, información estadística, especies, kilogramos extraídos y destino de la producción.

Artículo 243º: Tasa de inspección. Todo producto de la pesca comercial deberá abonar la tasa de inspección que se fije por pieza o kilogramo, pudiendo la autoridad de aplicación firmar convenios con las municipalidades y comunas. A tal fin éstas percibirán un 50% de lo recaudado en ese concepto.

Artículo 244º: Guías de tránsito. La provisión de guías de tránsito se efectuará previa comprobación del pago de la tasa de inspección a que se refiere el artículo precedente.

Artículo 245º: Pesca deportiva. El ejercicio de la pesca deportiva, así como también los concursos de este carácter, estarán sujetos a la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo, la que establecerá los ambientes habilitados, especies, número y tamaño de los ejemplares a extraer, épocas de veda, horarios y artes permitidas; prohibiéndose la venta de productos y/o subproductos.

Artículo 246º: Pesca deportiva por menores de catorce años. Los menores de catorce años, jubilados y pensionados podrán practicar la pesca deportiva sin licencia de pesca.

Artículo 247º: Fiscalización. El personal del organismo competente podrá inspeccionar las embarcaciones pesqueras y los depósitos o sitios de almacenamiento, preparación, industrialización, concentración y venta de productos pesqueros a los efectos de fiscalizar el cumplimiento de este Código y de las disposiciones reglamentarias que al efecto dicte el Poder Ejecutivo o la autoridad de aplicación.

Artículo 248º: Estudios e investigaciones hidrobiológicos. El organismo competente tendrá a su cargo los estudios e investigaciones hidrobiológicos realizando especialmente:

a) El estudio de los distintos aspectos de las aguas provinciales y terrenos por ellas ocupado, afectados o utilizados procediendo el mejoramiento de ambos, con el fin de acrecentar o mantener el acervo pesquero, realizar y mantener el censo hidrobiológico y estudios hidrotécnicos de los cuerpos de agua.

b) La clasificación de las especies ictiológicas por su importancia económica, alimenticia y deportivas, procurando el desarrollo de las mejores y la introducción de otras nuevas cuya difusión resulte conveniente de acuerdo con las experiencias practicadas.

c) La organización de un servicio de asesoramiento técnico y prestación de elementos que propendan al mejoramiento de la explotación pesquera.

d) La instalación en lugares que crea convenientes de servicios de piscicultura para la repoblación y población de los ambientes pesqueros.

e) El estudio de los recursos naturales acuáticos.

Artículo 249º: Extracción y transporte autorizado. Autorízase a las entidades de pesca deportiva, científicas o conservacionistas, la extracción y el transporte de peces vivos, sus embriones y otros organismos, destinados a la repoblación o población, previo permiso y fiscalización del organismo competente.

Artículo 250º: Protección de la fauna acuática. Si ocurrieren anormalidades de orden físico o biológico en aguas provinciales, que sean motivo de perjuicio para el ambiente acuático, su flora o fauna o para la salud humana, el Poder Ejecutivo podrá suspender toda actividad de pesca y/o circulación de embarcaciones, hasta tanto hayan desaparecido las causas que motivaron la suspensión. Los permisionarios de pesca o cualquier otra persona afectada por una medida de esta naturaleza, se atendrán a lo que al efecto se resuelva, sin tener derecho a indemnización o compensación alguna.

Artículo 251º: Motonáutica. El Poder Ejecutivo reglamentará la actividad de motonáutica, determinando las zonas y períodos del año en que ella queda prohibida, con vistas a la protección y conservación de los recursos hidrobiológicos y los otros usos del agua.

Artículo 252º: Industrialización. El producto de la pesca en ríos y lagunas será utlilizado para el consumo humano principalmente, con excepción de los casos en que el Poder Ejecutivo autorice por razones de interés público, la industrialización con otro destino.

Artículo 253º: Decomiso e inhabilitación. Sin perjuicio de las sanciones previstas, el infractor a las normas sobre pesca se hará pasible del decomiso de las piezas extraídas, de sus envases y todos los elementos indispensables utilizados en la infracción, pudiendo ser inhabilitado para pescar por uno o más períodos cuando la reiteración o gravedad de la falta así lo indique.

Artículo 254º: Destino de las piezas secuestradas. Las piezas provenientes de la pesca que fueren secuestradas, se entregarán bajo recibo sin cargo, a entidades de bien público, salvo que no fueren aptas para el consumo.

Cuando la cantidad, naturaleza y estado de las piezas extraídas lo permitan, serán vendidas en la forma que lo resuelva el organismo competente.

Las especies útiles para fines científicos, culturales o didácticos podrán entregarse a las personas o entidades correspondientes, y las que por su estado considere perjudiciales podrán ser eliminadas en el momento de constatarse la infracción.

Artículo 255º: Subasta. Las artes de la pesca, los elementos indispensables utilizados en la infracción, y los envases que se decomisen, deberán ser subastados.

Párrafo Tercero

Acuicultura y Piscicultura

Artículo 256º: Acuicultura y piscicultura. A los fines del presente Código, se entiende como piscicultura a toda actividad intensiva o extensiva, que esté basada en el mantenimiento de peces vivos en cautiverio.

Asimismo se entiende por acuicultura, a toda actividad intensiva o extensiva que esté basada en el mantenimiento de organismos acuáticos vivos, sean peces o no en cautiverio.

El Poder Ejecutivo establecerá las normas reglamentarias a seguir para el cultivo y cría en cautividad de peces y otras especies de la flora y fauna acuática.

LIBRO QUINTO

DE LA POLICÍA SANITARIA

TITULO I

DISPOSICIONES COMUNES

CAPITULO ÚNICO

Artículo 257º: Normativa. La sanidad animal o vegetal se declara de orden público y se regirán en lo que atañe al Poder de Policía que corresponda a la Provincia, de acuerdo a lo establecido en la Constitución Nacional, con arreglo a las disposiciones de este Código y las normas reglamentarias que en su consecuencia se dicten.

Artículo 258º: Obligatoriedad. Se declara obligatorio el control y la erradicación de enfermedades infecto-contagiosas, parasitarias o de cualquier otro carácter de los animales y de las causas adversas de origen biológico declaradas plagas de las plantas que viven o crecen bajo el control del hombre.

Artículo 259º: Facultades. El Poder Ejecutivo, por intermedio de la autoridad de aplicación está facultado para:

a) Desarrollar e intensificar la investigación y experimentación de elementos y métodos para mejorar el estado de sanidad animal en la provincia.

b) Extender o divulgar los conocimientos técnicos actualizados relativos a la sanidad agropecuaria.

c) Promover campañas de control de plagas y especies depredadoras de la agricultura y la ganadería.

d) Crear y organizar registros que faciliten sus funciones de contralor sanitario.

e) Efectuar periódicamente el relevamiento estadístico en materia de sanidad animal y vegetal.

f) Declarar infectado el fundo rústico, región o zona donde se constatare la existencia de enfermedades o plagas, clausurar el establecimiento, aislar, secuestrar, señalar, marcar o prohibir el tránsito o venta de animales o vegetales en tales áreas, adoptando las medidas que correspondan, en cada caso, según el carácter de la enfermedad o plaga, pudiendo disponer incluso, la destrucción de los mismos, y objetos susceptibles de ser vehículos de contagio o transmisión.

g) Sancionar a los infractores de las normas de sanidad animal y vegetal. Tales resoluciones podrán ser recurridas dentro de los quince días siguientes al de la notificación.

h) Promover el funcionamiento de organismos mixtos (Estado Provincial y Asociaciones Agrarias) con facultades de fiscalización, inspección y control del cumplimiento de las disposiciones sanitarias.

Artículo 260º: Colaboración. Toda persona que en forma permanente o transitoria se dedique a la crianza de animales o que tenga a su cargo su cuidado o asistencia, al cultivo de plantas, al transporte, exposición y/o venta de ganado o plantas; a la elaboración, extracción, transporte o venta de productos o subproductos de origen animal o vegetal, está obligado a prestar la colaboración necesaria al personal técnico encargado de aplicar o fiscalizar el cumplimiento de las normas estatuidas en este Código y los reglamentos sanitarios.

El que no colaborare con el personal técnico en la forma dispuesta en el párrafo anterior, será reprimido con multa de hasta cien jus. 

Artículo 261º: Fuerza pública. La fuerza pública deberá prestar auxilio a los agentes de la administración que pertenezcan al cuerpo técnico sanitario o los organismos mixtos con facultades de fiscalización de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 275 inc. h), en los casos que requieran su intervención a fin de dar cumplimiento a las normas de policía sanitaria.

TITULO II

SANIDAD ANIMAL

CAPITULO 1

NORMAS GENERALES

Artículo 262º: Defensa sanitaria animal. La sanidad animal en el territorio de la Provincia de Santa Fe, la defensa y profilaxis contra las enfermedades infecto-contagiosas, parasitarias o de otro carácter, exóticas, enzoóticas, epizoóticas y el fomento de la producción ganadera, se regirá conforme a las disposiciones del presente Título.

Artículo 263º: Enfermedades infecto-contagiosas y parasitarias. Las enfermedades infecto-contagiosas, parasitarias o de otro carácter de los animales, que constituyen una amenaza para la salud del hombre, de las especies explotables y para la economía de las fuentes de producción, darán lugar a la intervención de la autoridad de aplicación quien actuará por denuncia o de oficio y adoptará las medidas de Policía Sanitaria que correspondan.

Artículo 264º: Enfermedad exótica. Se considera exótica toda enfermedad de origen foráneo que hasta el momento de su aparición no se haya presentado en el país.

Artículo 265º: Enfermedad enzoótica. Se considera enzoótica la enfermedad que se compruebe dentro de una zona determinada y sea susceptible de manifestarse como epizoótica.

Artículo 266º: Enunciación. La autoridad de aplicación hará nomenclatura de las enfermedades pudiendo variarla cuando lo estime conveniente.

CAPITULO 2

DISPOSICIONES COMUNES A TODAS LAS ENFERMEDADES

Artículo 267º: Especies incluidas. Las normas de Policía Sanitaria Animal serán aplicadas también a las aves de corral, animales silvestres, peces y lepóridos, y en la misma forma a todas las especies animales susceptibles de contraer, propagar o difundir bacterias, virus, parásitos u otros agentes transmisores de enfermedades que puedan lesionar los intereses económicos de la ganadería o afectar la salud humana.

Artículo 268º: Obligación de denunciar. Es obligatoria la denuncia al organismo competente por parte del propietario, empresario agrario o encargado del cuidado de un animal atacado por enfermedad transmisible o que presumiblemente se halle afectado por la misma.

El que no cumpliere con la obligación de denunciar dispuesta en el párrafo anterior, será reprimido con una multa de hasta cien jus.

Artículo 269º: Obligación de aislamiento y profilaxis. En caso de tratarse de enfermedades calificadas como exóticas, enzoóticas o epizoóticas por la autoridad sanitaria de aplicación, las personas indicadas precedentemente deberán proceder de inmediato a la adopción de medidas de aislamiento y profilaxis, sin perjuicio de la comunicación obligada a la autoridad para que emita las instrucciones pertinentes.

Tendrán igual obligación, los laboratorios particulares u oficiales y los profesionales veterinarios en general.

El que no cumpliere con las medidas de aislamiento, profilaxis y comunicación cuando estuviere obligado a ello, será reprimido con una multa de hasta cien jus.

Artículo 270º: Cadáveres y despojos. Las medidas profilácticas enunciadas en el artículo anterior deberán también aplicarse a los cadáveres o despojos de animales enfermos o presumiblemente afectados de alguna enfermedad contagiosa debiendo procederse a la destrucción total.

Prohíbese la extracción de cuero o de cualquier órgano o región anatómica de animales muertos de carbunclo bacteriano o presumiblemente afectado por esa enfermedad.

El que no observare lo dispuesto en el presente artículo será reprimido con una multa de hasta cien jus.

Artículo 271º: Excepción en materia de cadáveres o despojos. Exceptúanse de la obligación estatuida en el artículo precedente los cadáveres, despojos o restos de animales enfermos o con la presunción de estarlo cuando se los destinare a estudio, investigación o diagnóstico, bajo la responsabilidad del médico veterinario que los tenga a su cuidado o se encuentre en posesión de los mismos a cualquier título.

Artículo 272º: Zonas o regiones. Para el más efectivo cumplimiento de las normas de policía sanitaria animal y siempre que la necesidad de control y/o erradicación de enfermedades transmisibles lo impusieran, la autoridad de aplicación, deberá determinar zonas o regiones de infección, infestación, interdicción o indemnes, según la intensidad o gravedad de la propagación o contagio.

Artículo 273º: Certificado de sanidad. En caso de que se declare infectado o infestado un establecimiento, una zona o distrito o exista peligro inminente de difusión de cualquiera de las enfermedades contagiosas, la extracción de ganado de esos lugares su acarreo o tránsito hacia centro de comercialización o industrialización, o con destino a pastoreo o pastaje, sólo podrá hacerse previa certificación de sanidad, a cuyo efecto la autoridad competente deberá expedir la guía sanitaria de libre tránsito.

El que no observare lo dispuesto en el presente artículo será reprimido con una multa de hasta cien jus.

Artículo 274º: Prohibición de introducción de animales enfermos. Prohíbese en el territorio de la provincia la introducción de animales afectados de enfermedades transmisibles o presumiblemente afectados por las mismas, como así también sus cadáveres, despojos, reses o cualquier objeto que haya estado en contacto con ellos y susceptible de propagar la enfermedad.

El que no observare lo dispuesto en el párrafo precedente será reprimido con una multa de hasta cien jus.

La autoridad sanitaria podrá ordenar o disponer en estos casos y siempre que la gravedad de la circunstancia lo aconseje, el secuestro, sacrificio o destrucción de animales enfermos o sus despojos en la forma que el Poder Ejecutivo lo determine.

Artículo 275º: Prohibición de introducción de animales de zonas infectadas o infestadas. No se permitirá la introducción al territorio de la Provincia, de animales en general o especies determinadas, cadáveres, carnes forrajes o cualquier otro objeto susceptible de contaminación, procedente de zonas o regiones declaradas infectadas o infestadas sin el certificado de sanidad expedido por la autoridad competente.

El que vulnerare lo dispuesto en el presente artículo será reprimido con una multa de hasta cien jus.

Artículo 276º: Campos de experimentación, lazaretos. El Poder Ejecutivo instalará campos de experimentación, lazaretos u otros establecimientos análogos en los lugares más indicados de conformidad con lo que aconseje la técnica sanitaria animal y deberá dotarlos de los servicios indispensables para el mejor cumplimiento de sus fines.

Artículo 277º: Convenios. El Poder Ejecutivo podrá suscribir convenios con la Nación, Provincias, Municipalidades, Organismos descentralizados nacionales o de las provincias y con instituciones privadas para el más eficaz cumplimiento de los propósitos enunciados en este título.

Artículo 278º: Autoridad Sanitaria. La autoridad sanitaria competente controlará el cumplimiento de las normas de policía sanitaria animal de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 273.

Artículo 279º: Normas de higiene, desinfección, desinfectación y profilácticas en general. La autoridad sanitaria competente fijará normas de higiene, desinfección, desinfectación y profilácticas en general, que deberán aplicarse a todo tipo de vehículo o medio de transporte, embarcadero, corral, brete y cualquier otro local utilizado para la permanencia de animales, como así también para los elementos u objetos que hayan estado en contacto con dichos animales, sus restos, despojos, productos o subproductos.

CAPITULO 3

INDEMNIZACIÓN

Artículo 280º: Indemnización. Los propietarios de animales, objetos o construcciones que se hubiere ordenado destruir en virtud de las prescripciones de este Código, podrán reclamar la indemnización correspondiente, sin perjuicio de hacer uso de los recursos judiciales que fueran procedentes en tal sentido.

Artículo 281º: Casos excluidos. No habrá lugar a indemnización en los siguientes casos:

a) Cuando no se hubiesen cumplido con las normas estatuidas en este Código o en los reglamentos e instrucciones sanitarias dictadas en su consecuencia.

b) Si la enfermedad de la que estuviera atacado el animal sacrificado fuera necesariamente mortal.

Artículo 282º: Plazo para el reclamo. Todo propietario de un bien destruido, en virtud de una medida sanitaria impuesta en salvaguardia de los intereses de la comunidad, podrá ejercitar su acción dentro de los sesenta (60) de ejecutada la misma. Transcurrido dicho lapso, perderá su derecho.

TITULO III

SANIDAD, PROTECCIÓN Y CONTROL VEGETAL

CAPITULO 1

PLAGAS

Artículo 283º: Concepto. Se entiende por plaga a los efectos de este Código, a todo agente biológico, variable en el tiempo y el espacio, que al superar el índice de peligrosidad según criterio científico, cause daño económico actual o potencial mensurable sobre las especies vegetales.

Artículo 284º: Enumeración. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo precedente, el Poder Ejecutivo enumerará las principales plagas de la agricultura, dando la debida difusión. La autoridad de aplicación exigirá el control de las plagas, salvo para los casos en que no se conocieran procedimientos de control adecuados. En tales circunstancias la autoridad de aplicación indicará las medidas de contralor que técnicamente considere apropiadas.

Artículo 285º: Obligaciones. Los empresarios agrarios, propietarios u ocupantes de tierras fiscales o privadas, tienen la obligación de controlar las plagas dentro de los inmuebles que posean u ocupen. Del mismo modo deberán dar cumplimiento a las obligaciones de tipo preventivo que exija la autoridad de aplicación.

Las tareas de prevención y control de las plagas deberán practicarse sin derecho o retribución alguna mediante procedimientos idóneos y el empleo de medios y recursos conducentes a tal finalidad, teniendo en cuenta lo dispuesto por la ley nro. 9752. de control integrado de plagas como medio de disminuir el impacto ambiental, preservar la salud humana, la calidad de los alimentos y la preservación de las especies útiles al hombre.

Se entiende a los efectos de este artículo por manejo integrado de plagas el conocimiento, selección y uso armónico de medidas de control sean estas físicas, químicas, mecánicas, culturales o biológicas que aseguren los mejores resultados económicos, ecológicos y sociológicos.

Artículo 286º: Bienes del Estado Provincial, Municipios y Comunas. En los bienes de dominio público y privado provincial o de los municipios o comunas, las autoridades respectivas deberán dar estricto cumplimiento a las normas estatuidas en este título.

CAPITULO 2

CONTROL DE LA PRODUCCIÓN

Artículo 287º: Control de excepción. El Poder Ejecutivo, con intervención de la autoridad de aplicación, podrá disponer medidas de control excepcional cuando se verifique la existencia de causas graves y medien motivos de interés general, pudiendo hasta disponer la destrucción total o parcial de la vegetación y de sus partes, si con tal medida se impide la difusión de la plaga.

Artículo 288º: Inscripción registral. Deberán inscribirse en un registro especial que llevará la autoridad de aplicación las personas físicas o jurídicas siguientes:

a) Las que se dediquen a la cría, venta de plantas o sus partes con fines de propagación;

b) Las que desarrollen actividades relacionadas con la sanidad vegetal, cuya autorización y registro considere el Poder Ejecutivo necesarios para realizar las funciones de contralor fitosanitarias.

Quedan exceptuadas de la obligación de inscribirse aquellas personas físicas o jurídicas que en virtud de las leyes vigentes están obligadas a cumplir con dicho requisito.

Artículo 289º: Habilitaciones. Los productos fitosanitarios destinados al control de plagas, deberán contar con la registración en el Instituto Argentino de Sanidad y Calidad Vegetal u organismo que lo reemplace. Las maquinarias o implementos que utilicen en la aplicación de productos fitosanitarios, deberán estar inscriptos y/o matriculados conforme a la normativa nacional o provincial, debiendo emplear los productos de acuerdo a las recomendaciones del fabricante.

La autoridad de aplicación podrá prohibir o limitar el uso o comercialización de cualquier producto fitosanitario cuando razones de interés general así lo aconsejen. Por idéntico motivo podrá restringir o impedir la utilización de maquinarias o implementos empleados en la aplicación de tales productos.

CAPITULO 3

PROCEDIMIENTO

Artículo 290º: Procedimiento. Comprobado el incumplimiento de alguna de las obligaciones establecidas en el presente título, la autoridad de aplicación impondrá las sanciones que establezca la reglamentación, sin perjuicio de disponer la realización de los trabajos de prevención o control pertinentes, con cargo a los responsables. En ningún caso corresponderá la indemnización cuando se ordene la destrucción total o parcial de la vegetación o sus partes por verificarse la existencia de plagas cuyo control sea obligatorio o la omisión de las tareas de prevención conforme a los dispuesto en el artículo 301º.-

En los supuestos no comprendidos en el último párrafo la autoridad de aplicación procederá previamente a ordenar la destrucción total o parcial de la vegetación o sus partes, a justipreciar el valor de los bienes sobre la base del estado en que se encuentren, deduciendo los beneficios pecuniarios que estime pudieren obtenerse una vez destruidos. Dicha tasación será tenida en cuenta a los efectos de proceder a su indemnización cuando dentro de los sesenta (60) días contados desde la fecha en que se diere comienzo a los trabajos así lo solicitaren los interesados.

Artículo 291º: Cuenta especial. Créase la cuenta especial denominada “Protección Vegetal” con el objeto de afrontar las erogaciones que se ocasionen como consecuencia de la aplicación de los capítulos 1, 2 y 3 del presente título III.

La cuenta estará integrada con los siguientes recursos:

a) El importe de las multas percibidas por infracciones a las disposiciones de este título.

b) Las sumas recaudadas en concepto de registro y/o matriculación.

c) Los fondos que se le asignaren por la Ley de Presupuesto.

d) Los recursos que se le asignen a la Provincia para la promoción de campañas de control de plagas y/o su prevención.

Los fondos enumerados se depositarán a la orden del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio, bajo la denominación “Protección Vegetal”.

Artículo 292º: Destino de los fondos de la cuenta “Protección Vegetal”. El cincuenta por ciento (50%) de los recursos que integren la cuenta especial de “Protección Vegetal” serán destinados a solventar erogaciones por control y fiscalización. Con el remanente se atenderán los gastos de difusión, promoción de campañas de control e implementación de convenios con la Nación, Provincias, Municipios o Comunas.

Artículo 293º: Adhesión. Mantiénese la adhesión a la Ley Nacional Nº 20.247.

Artículo 294º: Convenios. Autorízase al Poder Ejecutivo a celebrar convenios con la Nación, Provincias, Municipios o Comunas para coordinar las funciones de control de plagas establecidas en el presente Código.

LIBRO SEXTO

DE LOS EMPRESARIOS Y PRODUCTOS AGRARIOS

CAPITULO 1

DEL REGISTRO DE LOS EMPRESARIOS AGRARIOS

Artículo 295º: Obligación. Es obligatoria para los empresarios agrarios de la provincia su inscripción en el Registro Provincial de Empresario Agrarios, dependiente del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio.

El Poder Ejecutivo reglamentará la forma, requisito, periodicidad y lugar de inscripción.

Artículo 296º: Formulario. A los efectos de lo previsto en el artículo anterior, la autoridad de aplicación facilitará un formulario especial en el que deberá consignarse con carácter de declaración jurada, los datos que se soliciten.

Artículo 297º: Certificado. Todos los empresarios deberán poseer un certificado extendido por la autoridad en el que contará el número de matrícula y su calidad de empresario agrario, el cual hará fe de su contenido salvo prueba en contrario, ante instituciones oficiales o privadas.

Artículo 298º: Informaciones. Las informaciones suministradas por los empresarios agrarios podrán ser utilizadas para investigaciones de fomento de carácter agropecuario, económico, social y fines estadísticos.

Artículo 299º: Acreditación. Todo organismo oficial se abstendrá de dar curso a las gestiones solicitadas por el empresario agrario que no acredite por medio del certificado correspondiente estar inscripto en el Registro Provincial de Empresarios Agrarios.

CAPITULO 2

CALIDAD DE LOS PRODUCTOS AGRARIOS

Artículo 300º: Certificación diferenciada de productos agrarios. El Poder Ejecutivo promoverá la certificación diferenciada de los productos agrarios teniendo en cuenta su procedencia, origen, calidad y sanidad en las etapas de producción, industrialización y comercialización de los mismos.

Artículo 301º: Organización. A los efectos del artículo anterior, la autoridad de aplicación organizará las estructuras pertinentes que tengan como objetivo diferenciar los productos agrarios en función de su denominación de origen controlado y certificación de calidad, conforme a lo establecido en la ley 17.011 y/o normas internacionales.

Artículo 302º: Integración. Podrán formar parte de los organismos y/o Consejos Reguladores cuyo objeto sea diferenciar productos agrarios en función de su procedencia, origen o calidad, toda persona física y/o jurídica que demuestre un interés legítimo en obtener tal diferenciación y observe las prescripciones legales reglamentarias.

Artículo 303º: Convenios. El Poder Ejecutivo podrá suscribir convenios con la Nación, Provincias, Municipalidades, Comunas, organismos descentralizados e instituciones privadas para facilitar la certificación diferenciada de productos agrarios.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS

Artículo 304º: Competencia. Compete a los Jueces de Primera Instancia de Circuito conocer de las siguientes causas rurales:

a) Las que versen sobre materia legislada en este Código y de las leyes que le complementen;

b) De los conflictos suscitados entre las partes en los contratos de arrendamiento rural, de aparcería agrícola y pecuaria, de mediería, de contratos accidentales y de pastaje, de tambero mediero y del contratista de viñas y frutales;

c) De los conflictos suscitados entre las partes de los contratos de comodato, uso y habitación que versen sobre fundos rústicos;

d) Las cuestiones emergentes de los contratos de locación de servicios o locación de obras -contratista- rurales;

e) Las que versen sobre servidumbres rurales;

f) Los conflictos por obras nuevas en zonas rurales;

g) En las faltas agrarias enumeradas en este Código que no fuesen asignadas expresamente a la autoridad de aplicación.

Artículo 305º: Lugar de ubicación del inmueble. Será competente el Juzgado de Primera Instancia de Circuito en que estuviere ubicado el inmueble.

Artículo 306º: Cuantía. A los efectos dispuestos en el artículo 320 no regirá la limitación por la cuantía dispuesta en el artículo 109º de la Ley Orgánica del Poder Judicial (Nº 10.160).

Artículo 307º: Norma supletoria. En todo cuanto sea aplicable en materia de faltas agrarias de competencia de los Jueces de Primera Instancia de Circuito regirán las disposiciones del Código de Faltas de la Provincia.

Artículo 308º: Destino de los importes de las multas. El importe de las multas aplicadas en materia de faltas agrarias será depositado a la orden del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio en una cuenta especial que se creará a tal efecto.

Artículo 309º: Reglamentación. El Poder Ejecutivo deberá dictar a la mayor brevedad los reglamentos que este Código le encomienda como así también los decretos que fuesen indispensables para asegurar su cumplimiento, debiendo compilarse y publicarse como parte integrante de su texto.

Hasta tanto no dicten los mismos se aplicarán las disposiciones vigentes que no se opongan al presente.

Artículo 310º: Autoridad de aplicación. El Poder Ejecutivo determinará de conformidad a la ley de Ministerios las direcciones o reparticiones de su dependencia que tendrán a su cargo la función de aplicar en cada caso la normativa estatuida en este Código.

Artículo 311º: Leyes posteriores. Toda ley rural que se sancione por la Honorable Legislatura y se promulgue por el Poder Ejecutivo, deberá incorporarse a este Código en la parte pertinente, como así también toda ley que modifique, derogue o abrogue a las normas estatuidas en el mismo.

Artículo 312º: Derogación. Derógase el Código Rural de la Provincia Ley Nº 1.108 sus modificatorias y todas las normas que se opongan al presente.

Artículo 313º: De Forma.

fundamentos de los autores del proyecto
Señor Presidente:

Los pueblos primitivos y las civilizaciones madres fundamentaron y cimentaron su estructura económica en la actividad agraria.

El cultivo de la tierra, preservando las lindes, el arrendamiento, la marcación de ganado a hierro candente, los ingeniosos sistemas de riego, el cuidado de los recursos naturales, el crédito e incluso la rústica mecanización, hablan a las claras de la apasionante relación interactiva del hombre y la tierra, traducida también en antiguos códices y original legislación empapada de savia rural que, con el correr del tiempo se hizo necesario precisar, es decir, definirla; lo cual no es sencillo por tratarse de una actividad en permanente evolución.

El Código Rural que presentamos pretende ser desde todo punto de vista la expresión escrita y consensuada del sector agrario en su conjunto. Vale remarcar aquí y detenernos en el reconocimiento a la ardua labor llevada adelante por C.A.R.C.L.O. (Confederación de Asociaciones Rurales del Centro Oeste Santafesino), encargada de interpretar cabalmente las necesidades, el sentir y las particularidades del campo y su gente. En el seno del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio de nuestra provincia, con el aporte consciente y serio de gran número de entidades agropecuarias, profesionales del Colegio de Ingenieros Agrónomos y Veterinarios; de agrónomos, de ambientalistas, de la Dirección Provincial Guardia Rural Los Pumas, del Colegio de Abogados, y todas aquellas personas e instituciones que generosamente colaboraron tratando de aportar sus experiencias y valiosos conocimientos se llegó finalmente a elaborar un código moderno adaptado a los métodos, usos y acciones que el momento requiere, respetando puntualmente la legislación nacional y distinguiéndose del envejecido Código vigente (Ley 1.108) cuya vetustez no requiere comentario específico.

Párrafo aparte merece la inclusión en este cuerpo de nuevos sistemas de identificación del ganado, constituyéndose así, este código, en legislación de vanguardia en la materia en el país. La identificación electrónica como avance científico, es un sistema seguro, inviolable e inocuo; no permite adulteración alguna ni su reutilización, como asimismo perdura en el tiempo terminando con las dificultades de pérdidas o desvanecimientos que son usuales con las actuales marcas y señales. El sistema de referencia, es exigido en los mercados internacionales ya que no sólo permite identificar al ganado en función de la pertenencia o propiedad sino que se torna un elemento de garantía de calidad, pues permite hacer un seguimiento del animal en cuanto a procedencia y clasificación de acuerdo a las exigencias de los consumidores de todo el mundo.

El equilibrio entre pensamiento y actividades y las penalidades aplicadas cuando éste se rompe o atenta contra las normas jurídicas que refieren al usufructo de bienes de carácter social y cuyo descuido hacen peligrar la integridad del sistema y del hombre mismo, se reflejan en su enorme contenido.

Por los motivos expuestos solicitamos su aprobación en el convencimiento de que habremos brindado a la Provincia de Santa Fe un instrumento de utilidad práctica, adaptado a los tiempos que corren.

Bullrich – Favario
proyecto de ley original (expte. Nº 11.488 – PJ)

La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de 

Ley

Regulando la Actividad Agraria en el Territorio de la Provincia de Santa Fe

(CODIGO RURAL)

TITULO PRELIMINAR

Artículo 1º – Finalidad: Este Código constituye el conjunto orgánico y sistemático de normas jurídicas citadas para regular la actividad agraria en todo el territorio de la Provincia de Santa Fe en ejercicio de las facultades no delegadas de la Nación y que le son propias conforme a las disposiciones de la Constitución Nacional y Provincial, con la finalidad esencial de orientar, promover y regular la explotación agropecuaria en cualesquiera de sus especializaciones de los recursos naturales renovables y la preservación del medio ambiente.

Artículo 2º – Actividad Agraria: Se entiende por actividad productiva agraria a la industria genética consistente en el desarrollo de un ciclo biológico, vegetal o animal, ligado directa o indirectamente al disfrute de las fuerzas o recursos naturales que se resuelve económicamente en la obtención de frutos destinados al consumo directo, o previa a una o múltiples transformaciones, o a su comercialización cuando resulte del ejercicio normal de la agricultura. Ella consiste en el cultivo de vegetales, comprendida la silvicultura, la cría, mejora o invernada de toda especie animal y las actividades conexas, cualesquiera fuera el lugar donde la misma realiza y el medio o procedimiento utilizado para obtenerla.

Artículo 3º – Empresario Agrario: Empresario agrario es la persona física o jurídica que realiza de un modo profesional una actividad económica, organizando los elementos constitutivos de la hacienda cuya titularidad posee en virtud de un derecho real o personal asumiendo los riesgos inherentes a ella, dirigida a la producción y circulación de los frutos y productos destinados al mercado interior o exterior. 

Artículo 4º – Hacienda agraria: La hacienda agraria es el conjunto de bienes y derechos organizados por el empresario para el ejercicio de la actividad agraria.

Artículo 5º – Fundo rústico: Fundo rústico es la fracción de tierra destinada, o susceptible de ser destinada a su utilización agrícola, forestal o pecuaria.

Artículo 6º – Producción racional: Es aquella actividad que realiza el empresario agrario para hacer producir un fundo rústico en forma tal que no contradiga las normas expresamente dispuestas por este Código y las leyes nacionales y provinciales que se dicten, de forma eficiente conforme a las buenas técnicas y con la finalidad de obtener la mayor producción tanto cualitativa como cuantitativamente, evitando la degradación de los suelos, su erosión o agotamiento en el marco de una agricultura sustentable, preservando los recursos naturales renovables y teniendo en cuenta el impacto ambiental.

Artículo 7º – Propiedad Agraria. Finalidad: En cuanto corresponda a la competencia de la Provincia la legislación agraria y la acción del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio se orientará al ordenamiento de la propiedad agraria de modo de facilitar el acceso a ella a la familia agraria que la trabaja, en unidades económicas que le permitan subvenir a sus necesidades y a una evolución favorable de la empresa, propiciando la transformación en propietarios de aquellos que trabajan la tierra en calidad de arrendatarios o aparceros o a cualquier otro titulo, mediante la colonización de la tierra publica apta y la privada que por cualquier titulo se incorpore a este régimen y de un modo integral a modificar las estructuras e injustos sistemas de explotación con miras a sustituir el régimen del minifundio y del latifundio, por un sistema justo de propiedad orientado al cumplimiento de su función social mediante el crédito agrario, la asistencia técnica y la distribución de los productos, para que la tierra constituya para el hombre que la trabaja, base de su estabilidad económica, fundamento de su progresivo bienestar y garantía de su libertad y dignidad.

Libro Primero

De la Propiedad Fundiaria

Titulo I

Delimitación

-Capitulo I-

Deslinde Y Amojonamiento

Artículo 8º – Obligación: Todo propietario de un fundo rústico esta obligado a tenerlo deslindado y amojonado. No podrá inscribirse en el Registro de la Propiedad la escritura por la que se transfiera, divida o modifique el dominio, si previamente no se justifica el deslinde.

El deslinde y amojonamiento deberá constar en un plano de mensura inscripto en el Servicio de Catastro e Información Territorial de la Provincia o aquel que en el futuro lo sustituya.

Artículo 9º – Mojones. Requisitos: Los mojones demarcatorios deberán colocarse en cada uno de los ángulos que formen las líneas, a una distancia no mayor de mil metros, y de modo que indiquen con precisión las formas constitutivas del perímetro. Exceptúase el caso en que una parte del fundo tenga por límite el cause de un río o arroyo u otro accidente natural.

Los mojones serán de hierro o madera dura y se levantarán a no menos de un metro del suelo.

El Poder Ejecutivo queda facultado para modificar lo dispuesto en el presente artículo cuando las condiciones naturales o topográficas del lugar así lo requieran.

Artículo 10 – Formas de deslindes y amojonamiento: El deslinde y amojonamiento podrá hacerse judicial o extrajudicialmente. En este último caso se hará por escritura pública suscrita por los colindantes.

Artículo 11 – Remoción y reemplazo de mojones: La remoción o reemplazo de mojones deberá hacerse con la intervención del Juez Comunal y citación de los colindantes. De la operación se labrará acta y se entregará una copia a los interesados que la soliciten, debiendo archivarse el original en el Juzgado.

Artículo 12 – Inspección ocular: El propietario o empresario agrario que encuentre removido uno o mas mojones, podrá requerir que se practique una inspección ocular en el lugar al Juez Comunal quien previa citación de los colindantes y con la presencia de dos testigos labrará acta de la diligencia realizada y entregará una copia al interesado que la solicite, debiendo archivarse el original en el Juzgado.

Artículo 13 – Servicio de Catastro e Información Territorial: En todos los casos previstos en este capítulo, se deberá tener presente la aplicación de la Ley N 10.921, dando intervención al Servicio de Catastro e Información Territorial dentro del marco de su competencia, ya sea a los fines de inscripción cuando corresponda o como órgano de fiscalización.

Artículo 14 – Sanción: El que removiere o reemplazare mojones en inobservancia de lo dispuesto en el Artículo 11 será reprimido con multa de hasta quince jus, siempre que el hecho no constituya delito.

Capítulo II

Cercos Perimetrales

Artículo 15 – Derecho de cercar: El propietario de un fundo rústico tiene el derecho de cercarlo sobre el deslinde de las propiedades, a tal fin deberá acompañar dos ejemplares del plano de mensura judicial o extrajudicial o sus copias requerir al Juez Comunal que previa citación de los linderos y con la presencia de dos testigos, si aquellos no concurrieren, labre acta constatando la ubicación de mojones conforme al artículo 9º y consecuente recorrido del área proyectada. 

Se deberá dejar constancia de la parte que cada uno de los colindantes toma a su cargo en los gastos de conservación –si correspondiere–, y de acuerdo a lo que dispone el Artículo 20. El magistrado actuante entregará una copia al interesado que lo solicite, debiendo archivarse el original en el Juzgado junto a una copia del plano de mensura.

Artículo 16 – Sanción: El que construyere las cercas sin las formalidades dispuestas en el artículo anterior será reprimido con multa de hasta quince jus.

Capitulo III

Medianería Rural

Artículo 17 – Obligación de pago: Los propietarios de fundos rústicos no cercados están obligados a pagar la medianera cuando los cercos de los propietarios colindantes cierran las dos terceras partes de su propiedad.

Se considera cerca a tal fin todo límite que haga innecesario el cercado. Aún cuando un propietario no tenga cerrado su fundo rústico en las dos terceras partes del perímetro, si utilizase el cerco del colindante de cualquier manera, pagará lo que le corresponda por la porción de que se sirva.

Artículo 18 – Materiales de cerco: Cuando un propietario quisiera cercar su fundo rústico con un material costoso como piedra, tapia, u otros, sus linderos no están obligados a contribuir con el importe de la misma calidad del material, sino con la parte que les correspondería en una cerca de cinco alambres atados con torniquetes o tensados, postes enteros de cualquier material resistente, colocados a doce metros uno de otro y cinco varillas por claro.

Artículo 19 – Mantenimiento del cerco: Es obligación de los propietarios colindantes mantener los cercos medianeros en buen estado y repararlo en caso de deterioro o destrucción.

Artículo 20 – Gastos de conservación: Los gastos para la conservación de las cercas medianeras, corresponderá por mitad de extensión lineal a los condóminos o colindantes.

Artículo 21 – Intimación para la reparación del cerco: El propietario o empresario agrícola que observe que su colindante descuida la parte de la cerca que le corresponde reparar, podrá requerir al Juez Comunal que constate el hecho y le intime la reparación en forma inmediata en caso de que uno o ambos fundos estuvieran ocupados por animales, de lo contrario lo intimará a que lo hiciere en el término de tres (3) días, o el plazo prudente que el Juez así lo determine.

De la diligencia se labrará acta y se entregará copia a los interesados, debiendo archivarse el original en el Juzgado, de igual forma se procederá en caso de incumplimiento.

Artículo 22 – Incumplimiento de la reparación: Vencido los plazos fijados en el artículo anterior sin que la reparación se hubiere realizado, el propietario o empresario agrario interesado, acompañando las actas de intimación e incumplimiento labradas por el Juez Comunal, podrá solicitar al Juez de Primera Instancia de Circuito a que lo autorice a hacerla por cuenta del colindante remiso.

Artículo 23 – Acción ejecutiva: Verificada la reparación, el propietario o empresario agrario, podrá cobrar ejecutivamente el importe de ella al condómino colindante remiso, sirviendo de suficiente título los recibos de facturas de los materiales que se hayan utilizados y del trabajo realizado.

Artículo 24 – Preparación de la vía ejecutiva: En caso de que no pudieran presentarse comprobantes el propietario podrá reparar la vía ejecutiva solicitando al Juez de Primera Instancia de Circuito ordene la tasación del costo de la reparación por peritos.

Artículo 25 – Corrales en cerco medianero: No podrán construirse corrales sobre la cerca medianera o servirse de ella en cualquier forma sin el consentimiento del colindante.

El que no observare lo dispuesto en el párrafo precedente, será reprimido con multa de hasta treinta jus y deberá reponer la cerca medianera a su estado anterior.

Título II

Unidad Económica
Capitulo I

Conceptos Generales

Artículo 26 – Indivisibilidad de la unidad económica: Ningún acto de disposición a cualquier título que implique la subdivisión de fundos rústicos destinados a la explotación agropecuaria en cualesquiera de sus especializaciones ubicados en jurisdicción provincial podrá ser válidamente otorgado, si como consecuencia del mismo resultaren fracciones que no constituyan una unidad económica.

Artículo 27 – Unidad económica: A los efectos del Artículo 2326 del Código Civil se considerará unidad económica agraria al fundo que por su superficie, calidad de la tierra, ubicación, mejoras y demás condiciones de producción, racionalmente trabajado por una familia agraria que aporte la mayor parte del trabajo y desarrolle las actividades corrientes de la zona le permita alcanzar un nivel digno y una evolución favorable de la empresa agraria.

Artículo 28 – Actividad corriente Concepto: A fines del artículo anterior se entenderá por actividades corrientes aquellas que por su difusión lograda en el último quinquenio ha adquirido permanencia y se desarrolla en no menos del veinte por ciento de las empresas rurales de la zona.

Artículo 29 – Forma de determinación de la unidad económica: La unidad económica deberá ser determinada en todos los casos basándose en el método o al procedimiento que determine la autoridad de aplicación.

Artículo 30 – Mantenimiento del principio de la unidad económica: Queda establecido que no perderá el carácter de la unidad económica, el fundo rústico físicamente separado por caminos, canales públicos, vías férreas, ríos, arroyos, cursos naturales de agua u otros accidentes naturales, salvo que en atención a las circunstancias particulares del caso, la autoridad de aplicación considere que la separación quebrante el principio de la unidad económica.

Artículo 31 – Subdivisión autorizada: Puede autorizarse la subdivisión de un fundo rústico en fracciones inferiores a la unidad económica cuando aquella mediante la anexión a otro fundo de propiedad del mismo titular, constituya una unidad económica o mejore la situación preexistente. La distancia existente entre los fundos o anexos se determinará por vía de la determinación. Tal circunstancia, deberá surgir de la escritura traslativa de dominio. En el título del inmueble que se anexa en nota marginal se hará constar que la fracción pasa a formar parte de este y no es susceptible de ser enajenado en forma separada.

Artículo 32 – Prohibición de aprobar o autorizar subdivisiones: Los jueces y escribanos no podrán aprobar o autorizar los actos a que se refiere el artículo 26 sin la previa resolución favorable de la autoridad de aplicación, en el sentido que la subdivisión que se intenta, no da como resultado una superficie inferior a la unidad económica.

Artículo 33 – Subdivisión. Requisitos: Los propietarios o sucesores de fundos rústicos que deseen obtener la aprobación de su subdivisión deberán acompañar a su solicitud el plano pertinente y un estudio agroeconómico practicado con arreglo a lo determinado en el Artículo 29 y elaborado de acuerdo con los recaudos que la autoridad de aplicación determine, que demuestre que la división proyectada no contraviene el principio de la unidad económica y permita el desarrollo de una práctica conservacionista en materia de uso y manejo del suelo. El informe técnico a que se refiere este artículo deberá ser practicado por Ingenieros Agrónomos o Forestales según el caso, Licenciados en Edafología y en el supuesto de que existan obras de riego o canalización del predio por Ingenieros en Recursos Hídricos debidamente matriculados. 

Deberá dejarse constancia de la aprobación de la subdivisión por la autoridad de aplicación en el Registro General de la Propiedad y en todo instrumento público o privado por el que ceda el uso y goce del fundo rústico por cualquier título.

Artículo 34 – Dictamen de la autoridad de aplicación: La autoridad de aplicación deberá emitir dictamen fundado acordando o denegando la subdivisión peticionada dentro de los cuarenta y cinco (45) días de cumplidos los recaudos legales. En caso de que no se pronunciara afirmativamente o negativamente en el término fijado, el silencio de la autoridad de aplicación se interpretará como denegatoria.

Artículo 35 – Denegación: Si el dictamen de la autoridad de aplicación fuere denegatorio del pedido de subdivisión, se podrá interponer dentro de los cinco (5) días recurso de apelación ante la Cámara Civil y Comercial con arreglo al lugar de ubicación del inmueble conforme a las disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Provincia de Santa Fe, el que será concedido en relación y se abrirá siempre la causa a prueba.

Artículo 36 – Excepciones al principio de la indivisibilidad de la unidad económica: Quedan excluidas de las disposiciones de este titulo:

a) Las subdivisiones de inmuebles ubicados en zonas urbanas y suburbanas. Se consideran tales los predios ubicados dentro de la planta urbana de las ciudades o pueblos, entendiéndose por tal el núcleo de población, donde exista edificación y cuya fraccionamiento se encuentre efectivamente por manzanas, solares o lotes, cuente o no con servicios municipales y esté o no comprendido dentro de lo que la Municipalidad o Comuna respectiva considere ejido del pueblo.

b) Las fracciones afectadas a obras y servicios públicos o destinadas a actividades comerciales, industriales o mineras. Si la fracción estuviere destinada simultáneamente a la producción agropecuaria y a la explotación comercial, industrial o minera, deberá considerarse la explotación principal con prescindencia de la accesoria; en caso de duda la fracción quedará incluida en las disposiciones de este Título.

c) Los lotes destinados a asentamiento de viviendas, centros deportivos y turísticos.

d) Todo predio isleño o constituido por ellos.

Artículo 37 – Nulidad: Cualquier acto que resulte violatorio del régimen de la unidad económica agraria establecido en este Título, es nulo de nulidad absoluta. Los magistrados, funcionarios y profesionales que lo violen incurren en falta grave y son pasibles, juntamente con los particulares intervinientes, de una multa de hasta el 2% de la valuación fiscal del inmueble desmembrado, sin perjuicio de otras sanciones que puedan corresponder. Los ingenieros agrónomos, forestales o en recursos hídricos y licenciados en Edafología quedarán inhabilitados para intervenir ante la autoridad de aplicación en casos análogos sin perjuicios de otras sanciones que podrá imponer el respectivo colegio profesional.

Artículo 38 – Actos provenientes de otras jurisdicciones. Registración: Para la registración de los actos provenientes de otras jurisdicciones debe justificarse fehacientemente el cumplimiento de las disposiciones contenidas en este Título.

Artículo 39 – Exención fiscal: Queda exenta de toda obligación fiscal, por el término de cinco (5) años todo fundo rústico o fracción indivisa que adquiera un empresario agrario con fines de concentración o recomposición parcelaria tendiente a constituir su unidad económica o mejorar la situación preexistente. Con esta finalidad el Poder Ejecutivo establecerá adecuadas líneas crediticias.

Título III

Conservación y Manejo de Suelos
CAPÍTULO I

Normas Generales

Artículo 40 – Orden público: Declárase de orden público en todo territorio provincial:

a) El control y prevención de todo proceso de degradación de los suelos.

b) La recuperación, habilitación y mejoramiento de las tierras para la producción.

c) La promoción de la educación conservacionista.

Artículo 41 – Medios: A los efectos previstos en el artículo anterior deberán implementarse los medios para adecuar la utilización de la tierra, conforme a su aptitud; manteniendo equilibrio de los ecosistemas de manera de evitar el deterioro de la economía provincial y teniendo en cuenta las posibilidades reales y efectivas de los usuarios.
Artículo 42 – Proceso de degradación. Conceptos: Se considerará como proceso de degradación de los suelos a todo fenómeno por el hecho del hombre o natural que se manifieste con síntomas de erosión, agotamiento, deterioro físico, alcalinidad-salinidad y drenaje inadecuado.

A tales efectos se entenderá por:

Erosión: el proceso de remoción y transporte de las partículas del suelo por acción del agua o viento.

Agotamiento: La pérdida de la capacidad productiva de un suelo por disminución continuada y progresiva de los contenidos de materia orgánica, nutrientes y de la actividad biológica.

Deterioro físico: La disminución de la capacidad de almacenamiento y circulación del agua y el aire en el suelo.

Alcalinidad-Salinidad: La concentración de sodio y de sales solubles en el perfil del suelo, por encima de los valores normales, que perjudican la productividad.

Drenaje inadecuado: El conjunto de condiciones que no provocan un movimiento superficial o profundo, lento o rápido de agua en el suelo, que lo mantiene húmedo o seco por períodos suficientemente prolongados como para originar una notoria disminución de la capacidad productiva.

Artículo 43 – Aprovechamiento o eliminación de montes naturales y artificiales: La regulación del aprovechamiento o eliminación de montes naturales y artificiales quedará sujeta a los alcances de este Título.

Artículo 44 – Supuestos comprendidos: El control y manejo del agua almacenada superficialmente en esteros, cañadas y lagunas, para el aprovechamiento y conservación de ésta como elemento y recurso quedará sujeta a los alcances de este Título.

CAPÍTULO II

Autoridad de aplicación

Artículo 45 – Autoridad de aplicación: La Autoridad de Aplicación será la que el Poder Ejecutivo determine de acuerdo a lo reglado en el artículo 410 del presente.

Artículo 46 .– Competencia: Será competencia de la autoridad de aplicación:

a) Especificar las necesidades de conservación y manejo de los grupos de aptitud de los suelos.

b) Establecer normas para el correcto desarrollo y ejecución de las prácticas a través de la elaboración de un catálogo.

c) Acceder a la información necesaria existente y conducente a la correcta aplicación del presente título.

d) Relevar, coordinar, disponer y suministrar la información legal, técnica y básica para la elaboración de los planes y realización de las practicas.

e) Establecer los requisitos que deberá cumplirse para la presentación del "Plan de Conservación".

f) Verificar la ejecución y mantenimiento de las prácticas conforme a los certificados correspondientes.

g) Fiscalizar el cumplimiento del presente Título.

h) Promover la educación y prácticas conservacionistas mediante la creación, estructuración y desarrollo de programas cuya implementación y desenvolvimiento se realizará en establecimientos educacionales, primarios, secundarios y superiores, debiendo difundirlas a través de los medios de prensa (oral, escrita y televisiva, etc.).

i) Establecer los mecanismos adecuados que permitan canalizar los aportes nacionales e internacionales.

j) Toda actividad necesaria para la consecución de los objetos.


La presente enumeración no es taxativa.

CAPÍTULO III

Areas de Aplicación

Artículo 47 – Areas de aplicación: Se declara a todos los suelos de la Provincia sujetos al uso y manejo conservacionistas. La autoridad de aplicación establecerá áreas de conservación y manejo de suelos, en toda zona donde sea técnicamente recomendable emprender programas de conservación y recuperación, habilitación y mejoramiento de suelos.

Artículo 48 – Unidades físicas de aplicación: Serán consideradas unidades físicas de aplicación las cuencas, subcuencas o sistemas hídricos y las explotaciones agropecuarias, que por naturaleza del problema así lo requieran.

Artículo 49 – Determinación de las áreas de aplicación: La autoridad de aplicación determinará las "Areas de Conservación y Manejo de Suelos" a través de sus organismos técnicos o a propuesta de:

a) La Comisión Provincial de Conservación y Manejo de Suelos, creada por el Decreto Nº 1955/86.

b) Municipalidades y Comunas.

c) Propietarios, empresarios agrícolas, contratistas y tenedores por otros títulos de la tierra

d) Otras organizaciones, organismos o entidades.

Artículo 50 – Clasificación de las "Áreas de Conservación y Manejo de Suelos: La Autoridad de aplicación clasificará las Áreas de Conservación y Manejo de Suelos, de acuerdo al tipo de problema que las afecta, magnitud del mismo y a los fines del otorgamiento de los estímulos en:

a) Áreas de Conservación y Manejo Total

b) Áreas de Conservación y Manejo Parcial.

Artículo 51 – Clasificación por los destinatarios: En su relación con los destinatarios, las Áreas de Conservación y Manejo de Suelos se clasifican según el carácter en:

a) Áreas de Conservación y Manejo Voluntario.

b) Áreas de Conservación y Manejo Obligatorio.

Artículo 52 – Área de Conservación y Manejo Obligatorio: Se declarará Área de Conservación y Manejo Obligatorio a toda zona donde los procesos de degradación tiendan a ser crecientes y progresivos o se desarrollen en un ámbito que no solo alcancen al empresario agrícola individual, sino que los efectos se prolonguen en el espacio y tiempo.

Artículo 53 – Clasificación de las áreas según el tratamiento: Asimismo la autoridad de aplicación clasificará las áreas según el tratamiento, de acuerdo a la intensidad en:

a) Tratamiento esencial.

b) Tratamiento integral.

Artículo 54 – Denominaciones: A los efectos de este Título, se entenderá por:

a) Area de conservación y manejo total: Aquella donde los planes de conservación y manejo se lleven a cabo en todos los predios rústicos integrantes de una unidad física definida por una cuenca, subcuenca o sistema hídrico.

b) Area de Conservación y Manejo Parcial: Aquella en donde los planes de conservación y manejo se lleven a cabo a nivel de predios rústicos.

c) Tratamiento esencial: Aquel en el cual se procura lograr la solución de los problemas de degradación a través de una sola práctica o prácticas conjuntas.

d) Tratamiento integral: Aquel en el cual se procura lograr la solución de los problemas mediante la realización de diferentes prácticas complementarias.

Artículo 55 – Gradualidad.: La declaración de las Areas de Conservación y Manejo de Suelos se efectuará gradualmente de acuerdo a las necesidades de prevención y control de los procesos de degradación, recuperación, habilitación y mejoramiento de suelos, y en función de las posibilidades técnicas y económicas determinadas por la autoridad de aplicación, a quien corresponderá fijar anualmente las superficies máximas a declarar conforme a la reglamentación pertinente.

Artículo 56 – Areas de Conservación y Manejo Experimentales: La autoridad de aplicación podrá declarar Áreas de Conservación y Manejo Experimentales, cuando a su juicio no existan técnicas suficientemente probadas para la solución de los procesos de degradación o para la determinación de tal condición.

Artículo 57 – Beneficios de las Areas de Conservación y Manejo Experimentales: Las Areas de Conservación y Manejo Experimentales tendrán los mismos beneficios, que se establecen por el presente Titulo.

Artículo 58 – Limitación: Se podrá declarar no más de un Area de conservación y Manejo Experimental por cada unidad o grupo de Aptitud de Suelos, estableciéndose las superficies máximas a declarar anualmente conforme a los artículos 50 y 5 del presente.

CAPÍTULO IV

Personas Comprendidas

Artículo 59 – Personas Comprendidas: Podrán acceder a los estímulos que prevé el presente Titulo los propietarios, usufructuarios, empresarios agrarios y tenedores por cualquier título legitimo, de fondos rústicos que se encuentren ubicados en las zonas previamente declaradas "Areas de Conservación y Manejo de Suelos".

Artículo 60 – Estímulo: Las personas comprendidas en los términos previstos en el presente Título, gozarán de los siguientes estímulos:

a) Exención o reducción del impuesto inmobiliario en el porcentaje correspondiente al gobierno provincial durante el termino de un año, sobre la superficie de inmuebles rurales, afectados al "Plan de Conservación” y comprendidos en Areas de Conservación y Manejos de Suelos, cuyos planes hayan sido aprobados por la autoridad de aplicación, quien establecerá el porcentaje correspondiente al estímulo según la siguiente escala.

1) Area de Conservación y Manejo Total
 – Tratamiento Esencial – 75%.

2) Area de Conservación y Manejo Total
 – Tratamiento Integral – 100%.

3) Area de Conservación y Manejo Parcial
 – Tratamiento Esencial – 50%.

4) Area de Conservación y Manejo Parcial
 – Tratamiento Integral – 75%.


La clasificación de las áreas, según el tratamiento de acuerdo a la intensidad, será determinada por la autoridad de aplicación, basándose en la evaluación del contenido del Plan de Conservación.

b) La exención o reducción del impuesto inmobiliario podrá extenderse, una vez ejecutadas las prácticas previstas en el Plan de Conservación, al cual se haya acordado el estímulo del articulo 60 inciso a), en los mismos porcentajes, por un período superior a los diez (10) años, que dependerá del tipo de prácticas efectuadas, según la escala siguiente:

1) Prácticas permanentes – no más de diez (10) años.

2) Prácticas semi-permanentes – no más de cinco (5) años.

3) Prácticas anuales – no más de dos (2) años.


La autoridad de aplicación establecerá en la reglamentación los diferentes tipos de prácticas.


Asimismo, el profesional interviniente podrá sugerir el plazo de duración del estímulo otorgado por el presente artículo.

c) Otras medidas de estímulo y fomento como subsidios para la ejecución de prácticas, créditos especiales gestionados por el Poder Ejecutivo a través de Bancos públicos y privados; o prioridad en la atención de problemas de infraestructura, eventual cesión en calidad de comodato de maquinarias especificas para la realización de trabajos de conservación de suelos, y convenios entre las partes, municipios o comunas para la desgravación de la tasa correspondiente.

Artículo 61 – Duración máxima de la exención o reducción del impuesto inmobiliario: El período durante el cual se extenderá la exención o reducción del impuesto inmobiliario podrá ser de hasta doce (12) años en aquellos casos en que la relación entre el impuesto inmobiliario y el costo de las prácticas así lo exija.

CAPÍTULO V

Plan de Conservación

Artículo 62 – Requisitos y Obligaciones – Plan de Conservación: Es requisito indispensable para acceder a los estímulos previstos en el presente Título, la presentación por parte de las personas comprendidas – que afronten los gastos de conservación y/o la recuperación de un Plan de Conservación de Suelos, suscripto por un profesional ingeniero agrónomo, ingeniero en recursos hídricos o licenciado en Edafología. La participación de los mismos, dentro de un plan aludido, estará determinada de acuerdo con las incumbencias de cada una de estas profesiones, fijadas por el Ministerio de Educación y Justicia de la Nación. Los profesionales intervinientes deberán estar matriculados en el Colegio respectivo de la Provincia de Santa Fe, o en el organismo que lo sustituya.

Artículo 63 – Aprobación: El Plan referido en el artículo anterior será presentado ante la autoridad de aplicación, la cual se reserva el derecho de aprobación.

Artículo 64 – Forma: El "Plan de Conservación" constará de:

a) Un informe acerca del estado de los suelos y

b) Un Programa de aplicación de prácticas de conservación y manejo de suelos.

Artículo 65 – Certificado de Ejecución: Para acceder al estímulo previsto en el Artículo 60 inciso b), deberá acreditarse que se han ejecutado las prácticas de acuerdo al plan aprobado, elevándose a la autoridad de aplicación un certificado de ejecución de practicas, suscripto por él o los profesionales intervinientes en el Artículo 62 de la presente

Artículo 66 – Certificado de Conservación y Manejo de Suelos: Verificadas las prácticas de conservación y manejo, la autoridad de aplicación entregará al titular del Plan un Certificado de Conservación y Manejo de Suelos, válido por un período conforme a lo establecido en el Artículo 60 inciso b).

Artículo 67 – Notificación: La autoridad de aplicación, notificará a las personas comprendidas en las Areas de Conservación y Manejo Obligatorio, de los estímulos previstos en este Título a los fines de presentar el Plan de Conservación de Suelos en un Plazo no mayor de un año. 

Artículo 68 – Obligación: Las personas comprendidas de los estímulos previstos en este Título estarán obligados a mantener en buenas condiciones de uso y funcionamiento todas aquellas obras o practicas por cuya realización se hubiese acordado el estímulo, salvo causas de fuerza mayor.


Esta obligación se mantendrá por un período equivalente a la vida útil de las citadas obras o practicas, el cual será estipulado en cada caso, por la autoridad de aplicación.

Artículo 69 – Constancia: Otorgado el estímulo deberá dejarse constancia en la Partida del inmueble beneficiado, de que el mismo se encuentra afectado a un plan de conservación de suelos durante el período que corresponda. 


Similar constancia deberá dejarse en el Registro General y en todo instrumento público o privado por el que el inmueble fuese objeto de arrendamiento o cualquier otra forma que implique uso por parte de terceros.

Artículo 70 – Inoponibilidad: Los propietarios, empresarios agrícolas, usufructuarios y tenedores por otros títulos del fundo rústico, no podrán oponerse a la ejecución y mantenimiento de las obras o prácticas de conservación que se lleven a cabo bajo el régimen del presente Título.

CAPÍTULO VI

Incumplimiento

Artículo 71 – Incumplimiento – Sanciones: El incumplimiento de la obligación establecida en el Artículo 68 hará pasible de las siguientes sanciones, que podrán ser aplicadas conjuntas o alternativamente:

a) Caducidad de los estímulos acordados.

b) Reintegro de los montos del Impuesto Inmobiliario eximido o reducido o subsidios acordados, actualizados, más los intereses resarcitorios correspondientes.

c) Multa cuyo monto podrá ser hasta el 400% del importe que corresponda abonar anualmente en concepto de Impuesto Inmobiliario.

Artículo 72 – No presentación del Plan de Conservación: Las personas beneficiarias de los estímulos previstos en este Título comprendidos en Areas de Conservación y Manejo Obligatorio que no presenten el Plan de Conservación de Suelos en el plazo establecido en el Artículo 67, serán emplazados por un nuevo término de ciento ochenta (180) días. Vencido el mismo, el titular del inmueble se hará pasible de una multa, cuyo monto podrá ser de hasta 100% del importe que corresponda abonar anualmente en concepto de Impuesto Inmobiliario, hasta que dicho plan sea presentado.

Artículo 73 – Falta de Ejecución total o parcial de las prácticas de conservación: La falta de ejecución parcial o total de prácticas, no justificadas debidamente mediante el certificado correspondiente y previstas en el Plan de Conservación de Suelos, al cual haya otorgado un estímulo previsto en este Título, implicará el reintegro de los mismos actualizados, más los intereses resarcitorios correspondientes. En las Areas de Conservación y Manejo Obligatorio esta falta será pasible además, de una multa cuyo monto podrá ser de hasta el 400% del importe que corresponda abonar anualmente en concepto de Impuesto Inmobiliario, hasta que la práctica sea ejecutada. 

Artículo 74 – Prácticas inadecuadas: La ejecución de practicas inadecuadas para la conservación del suelo, será pasible de una multa, cuyo monto podrá ser de hasta el ciento por ciento (100%) del importe que corresponda abonar anualmente en concepto de Impuesto Inmobiliario del año en curso. La sanción de referencia será de aplicación sólo en los casos de violación específica de una norma reglamentaria de vigencia, establecida por el Poder Ejecutivo Provincial.

CAPITULO VII

Responsabilidad Profesional.

Artículo 75 – Responsabilidad profesional: Los profesionales que hubiesen falseado u ocultado la realidad de los hechos en la documentación que deban suscribir, serán solidaria e ilimitadamente responsables con los titulares del estímulo, en caso de connivencia dolosa entre ambos.

Artículo 76 – Inhabilitación: Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior y según la naturaleza e importancia de la transgresión, los profesionales podrán ser inhabilitados para actuar en trabajos relacionados con este Título en el ámbito provincial, por un período de hasta diez (10) años debiendo elevarse las actuaciones a los respectivos Colegios Profesionales de la Provincia, o al organismo que lo reemplacen a los efectos correspondientes.

Artículo 77 – Multa: Los profesionales serán, además pasibles de la aplicación de multas por un monto equivalente a los estímulos acordados, con su correspondiente actualización.

Artículo 78 – Fondo Provincial de Conservación y Manejo de Suelos: Créase el Fondo Provincial de Conservación y Manejo de Suelos el cual tendrá los siguientes objetivos:

a) Proporcionar los medios necesarios para el desarrollo de un programa de difusión, extensión y educación, tendiente a lograr una conciencia conservacionista.

b) Financiar relevamientos agroecológicos en aquellas áreas en donde sean imprescindibles para la ejecución de planes de conservación.

c) Prestar apoyo financiero para la elaboración de proyectos integrales que por su complejidad técnica requieran tal modalidad.

d) Otorgar subsidios para la realización de prácticas conservacionistas que por elevado costo así lo requieran.

e) Costear obras mayores de conservación de suelos, que por su costo no pueden ser afrontadas por el propio empresario agrícola.

f) Financiar la capacitación y entrenamiento de técnicas en conservación y manejo de suelos.

g) Atender todo gasto tendiente al efectivo cumplimiento de las disposiciones del presente Título.

Artículo 79 – Aportes que constituyen el fondo: El fondo Provincial de Conservación y Manejos de Sueldos tendrá afectación especial al cumplimiento de los objetivos previstos y se constituirá con aporte provenientes de:

a) Porcentaje de lo recaudado en concepto de Impuesto Inmobiliario rural, en lo que corresponda al Gobierno Provincial.

b) Porcentaje de lo recaudado en concepto de Impuesto sobre los Ingresos Brutos, en lo que corresponde al Gobierno Provincial.

c) Producto de multas aplicadas en virtud del presente Titulo.

d) Legados, donaciones y herencias.

e) Saldos no utilizados en años anteriores.

f) Aportes nacionales e internacionales.

Artículo 80 – Fijación de los porcentajes: Los porcentajes de los impuestos mencionados en el articulo anterior se establecerán anualmente en la Ley de presupuesto en base a los requerimientos de la Autoridad de Aplicación o en su defecto, a los planes que el Poder Ejecutivo tenga previsto desarrollar en dicho período.

Artículo 81 – Deposito: Todo aporte proveniente de los recursos mencionados será depositado a la orden del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio en una cuenta especial que se denominará "Fondo Provincial de Conservación Manejo de Suelos", en el Nuevo Banco de Santa Fe SA, o la entidad financiera que en el futuro la sustituya, la que quedará exceptuada de lo dispuesto en el artículo decimoséptimo de la Ley 10.236 de Presupuesto.

Artículo 82 – Asignación: Los fondos que se asignen a través de los porcentajes de los impuestos ingresados en cuotas periódicas de acuerdo a las previsiones financieras que el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio estime conveniente para el desarrollo del programa de trabajo, compatibilizándolo con las previsiones del órgano recaudador.

CAPÍTULO VIII

Planificación y Ejecución de Obras – Pérdida del Crédito

Artículo 83 – Medidas necesarias: El Poder Ejecutivo adoptará las medidas necesarias para que en la planificación y ejecución de obras públicas, viales, hidroviales, férreas y urbanísticas, se apliquen las técnicas de conservación de suelos.

Artículo 84 – Perdida de crédito: Las personas que contravengan las disposiciones de este título o su reglamentación, no gozarán de créditos en las instituciones bancarias oficiales o de cualquier otra forma de ayuda económica oficial, hasta que desaparezcan las causas que motivaron la sanción.

TITULO IV

Restitución de Tierras a Comunidades Aborígenes

CAPITULO I

Restitución de Tierras

Artículo 85 – Autorización de restitución: Autorizase al Poder Ejecutivo a restituir, bajo la forma jurídica de adjudicación que corresponda, a las Comunidades Aborígenes nucleadas por la Organización de Comunidades Aborígenes de Santa Fe (Ocastafe) y otras comunidades de la provincia, lotes fiscales y parcelas de islas fiscales, propiedad del Superior Gobierno de la Provincia, dentro de las enumeradas en el Anexo I y II de la Ley Nº 12.086, incluida en este Capítulo.

Artículo 86 – Adjudicaciones: Carácter. Las adjudicaciones a las Comunidades Aborígenes de los lotes y parcelas de islas fiscales a que se refiere el artículo precedente de este Código, se realizarán el marco de la Ley Provincial Nº 11.078, con carácter de reparación histórica como Pueblos originarios y preexistentes de la nación y conforme a lo estatuido por la Ley Provincial Nº 12.086. 

Artículo 87 – Adjudicaciones – Forma: Las adjudicaciones autorizadas en el artículo 85 del presente Código, se realizarán de manera gratuita y libre de ocupantes, en forma comunitaria o individual, según el interés de cada grupo o comunidad. Se propenderá a que dichas tierras estén ubicadas en el lugar donde habita la comunidad o zona más próxima, siempre con el consentimiento libre y expreso de la comunidad.

Artículo 88 – Autoridad de Aplicación: La autoridad de aplicación para lo dispuesto en el presente capítulo, será la Subsecretaría de Municipios y Comunas dependiente de la Secretaría de estado General y Técnica de la Gobernación, o aquella que en el futuro la sustituya, y poseerá amplias facultades para efectuar todos los actos y gestiones conducentes al mejor cumplimiento de sus disposiciones

TITULO V

Colonización

CAPÍTULO I

De la colonización en general

Artículo 89 – Finalidad: La colonización en la provincia tendrá por finalidad:

a) Estabilizar la población rural y procurar aumentarla mediante la incorporación de nuevas empresas agrícolas. 

b) Incorporar nuevas áreas de cultivo y conservar y mejorar la capacidad productiva de los suelos.

c) Promover la subdivisión racional de los fundos rústicos y facilitar su adquisición por quienes estén en condiciones de trabajarlos.

d) Promover la radicación de industrias transformadoras en las zonas de producción.

e) Promover el desarrollo de la economía agraria y la comunidad rural.

f) Promover la realización de contratos de colaboración empresaria y otras formas asociativas y la formación de consorcios de exportación en las colonias.

Artículo 90 – Inmuebles a colonizar: El Poder Ejecutivo afectará al régimen de colonización regulado por este Código las tierras fiscales que considere aptas para tal fin y las privadas que por cualquier título se incorporen a este régimen, a cuyo efecto desarrollará su cometido con sujeción a las presentes normas y a las que concordantemente se establezcan por vía reglamentaria.

Artículo 91 – Planificación: La colonización en la provincia deberá planificarse mediante el inventario y evaluación de las tierras aptas, de los recursos naturales renovables, de las vías de comunicación, de los puertos de embarque de los centros de producción, de los mercados de consumo y de las necesidades de la comunidad rural, a fin de promover en forma gradual y progresiva, el mejor aprovechamiento de los suelos, el incremento de la producción y el bienestar rural.

Artículo 92 – Subdivisión: Los inmuebles para colonizar serán divididos en lotes que constituyan unidades económicas de explotación con arreglo a lo dispuesto en el Titulo II del Libro Primero de este Código. Se organizarán colonias de adjudicatarios acordes con los dictados de la economía, de la convivencia social, de la técnica y ciencia agraria.

Artículo 93 – Superficies reservadas: En cada colonia podrán reservarse las superficies que se consideren necesarias para instalación de escuelas, centros cívicos, institutos de investigaciones, chacras experimentales, puestos camineros, cooperativas, comercios o cualquier otra unidad conveniente para el interés común.

Artículo 94 – Formas de transferencia de las superficies reservadas: Las parcelas a que se hace referencia en el artículo anterior podrán arrendarse o adjudicarse en venta mediante licitación, remate público o en forma directa.

Artículo 95 – Fracciones sobrantes: Las fracciones de tierras sobrantes y las mejoras incorporadas a las mismas, que resulten inadecuadas a los fines de la colonización, podrán ser enajenadas mediante licitación o remate público.

Cuando se trate de entidades oficiales o particulares de bien público, la venta podrá realizarse en forma directa.

Artículo 96 – Colonización privada: La colonización privada se realizará de acuerdo a la reglamentación que el Poder Ejecutivo dicte.

Artículo 97 – Convenio de colonización: Facultase al Poder Ejecutivo a celebrar convenios de colonización privada cuando los propietarios de inmuebles rurales procedieran en forma espontánea a su subdivisión y adjudicación en parcelas, de conformidad con las normas contenidas en el presente Código.

CAPÍTULO III

Formas de adquisición de inmuebles colonizables

Artículo 98 – Formas de adquisición: En caso de que no hubiere tierras fiscales aptas para colonizar la adquisición de inmuebles de propiedad privada se hará por convenio, licitación o en remate público, de acuerdo a la reglamentación que el Poder Ejecutivo dicte.

Artículo 99 – Expropiación: Cuando no se pudiera adquirir inmuebles aptos para colonizar por los medios indicados en el artículo anterior, el estado Provincial previa declaración de utilidad pública mediante ley especial, en cada caso podrá expropiar aquellos inmuebles que reúnan las condiciones establecidas en el Artículo 89, siempre que no fuera objeto de explotación agraria racional realizada directamente por el titular, cónyuge o familiar en línea directa y colaterales hasta el segundo grado.

Artículo 100 – Ley aplicable: En todos los trámites expropiatorios necesarios para la adquisición de inmuebles se aplicarán las disposiciones de la Ley Provincial de expropiaciones.

CAPÍTULO IV

Ocupantes de inmuebles colonizables.

Artículo 101 – Ocupantes interesados: A los ocupantes de inmuebles que al momento en que estos fueren incorporados al régimen de colonización, lo hubieren trabajado en forma directa y personal durante los últimos dos años agrícolas y reunieren los requisitos exigidos en el Artículo 107, se les podrán adjudicar directamente las unidades económicas en que se subdividen. A tales efectos, una vez dividido el inmueble y fijado el valor de los lotes resultantes, el Poder Ejecutivo los ofrecerá en adjudicación a los ocupantes ajustados a las condiciones establecidas, quienes deberán comunicar por escrito dentro del plazo de treinta (30) días de notificados, su decisión.

Artículo 102 – Ocupantes no interesados: Los ocupantes que no manifiesten su decisión en la adjudicación ofrecida, o los que comuniquen su voluntad de no ser adjudicatarios y los que no encuadren en las exigencias establecidas, deberán desocupar el inmueble dentro del plazo que determine el Poder Ejecutivo.

CAPÍTULO V

Formas de Adjudicación de las Unidades Económicas.

Artículo 103 – Formas de adjudicación: Las unidades económicas de los inmuebles a colonizar podrán ser adjudicadas con promesa de venta o arrendamiento con opción a compra.

Artículo 104 – Precio y forma de pago de las unidades económicas: El precio de venta de las unidades económicas o su arrendamiento con opción a compra, forma de pago, plazo, cuotas de amortización y tasas de interés serán fijadas por el Poder Ejecutivo, observando directa relación con el valor de productividad a fin de que en armonía con el tipo de explotación prevista, el adjudicatario pueda atender la deuda con normalidad y mediante el trabajo habitual.

Artículo 105 – Variación por causas justificadas: El Poder Ejecutivo cuando mediaren causas justificadas podrá: 

a) Efectuar la revisión del precio o su remisión proporcional.

b) Conceder prórroga para el pago de las cuotas estipuladas.

c) Aceptar el pago de amortizaciones extraordinarias.

Artículo 106 – Definición. Causas justificadas: A los efectos de este artículo se entiende por causas justificadas:

a) El desequilibrio entre el costo de producción y el valor de los productos altere en más de un 50% el porcentaje de beneficio existente a la fecha de contratación y ese desequilibrio se hubiere producido por factores de índole general, regional o particular del fundo rústico en cuestión.

b) La pérdida total o parcial de las cosechas superior al 50% ocasionadas por caso fortuito o fuerza mayor, siempre que se tratare de riesgos no asegurables y que no se encontrare compensada con el producido de cosechas precedentes.

Artículo 107 – Condiciones de los adjudicatarios: Con excepción de los casos previstos en el Artículo 101, las unidades económicas resultantes de la subdivisión serán ofrecidas públicamente a los aspirantes que reúnan las condiciones siguientes:

a) Poseer aptitud personal, capacidad económica y antecedentes agrarios suficientes que a juicio del Poder Ejecutivo sean necesarios para ser considerado empresarios agrícola en los términos del Artículo 3º .

b) Buena conducta y moralidad suficiente acreditada;

c) No ser propietario el ni el cónyuge, o alguno de sus familiares a su cargo de otro fundo rústico que constituya una económica, ni tener una cuota parte en condominio o sociedad representativa de aquella unidad económica;

d) No desarrollar habitualmente otra actividad económica que haga presumir que la unidad económica constituirá una fuente de recursos complementaria de su economía familiar. 

Artículo 108 – Aspirantes de unidades económicas a adjudicar con promesa de venta: Los aspirantes de unidades económicas a ser adjudicados con promesa de venta, además de reunir las condiciones enumeradas en el artículo 107, deberán abonar el precio de la unidad adjudicada de la siguiente forma:

· El 10% como mínimo al contado.

· El saldo del precio en cuotas semestrales en un plazo máximo de quince (15) años.

Artículo 109 – Aspirantes de unidades económicas a adjudicar en arrendamiento con opción a compra: Podrán optar por ser aspirantes de unidades económicas a adjudicar en arrendamiento con opción a compra, quienes reúnan las condiciones previstas en el artículo 104 y no pudieren cumplimentar lo dispuesto en el artículo anterior. A tal efecto deberán presentar al Poder Ejecutivo un plan de explotación del fundo; en caso de resultar adjudicatarios, el plan aprobado constituirá la base para la confección del contrato de arrendamiento.

Artículo 110 – Concurso: Las unidades económicas se adjudicaran por concurso entre quienes reúnan las condiciones requeridas en los Artículos 107, 108 o 109. Se le dará la mayor publicidad y permanecerá abierto por un mínimo de treinta (30) días.

Artículo 111 – Preferencia: En igualdad de condiciones de los aspirantes se tendrá en cuenta el siguiente orden de preferencia:

a) Al aspirante adjudicatario con promesa de venta;

b) A quien tenga familia a su cargo, que viva o que trabaje con él;

c) Aquellos en los que haya recaído sentencia judicial de desalojo por causas que no le sean imputables.

Artículo 112 – Sorteo: En caso de que se mantuviere la igualdad entre los aspirantes para la adjudicación se procederá a sortearlos con la debida publicidad y conocimiento de los interesados.

Artículo 113 – Límite: No se adjudicará más de una unidad económica a una misma persona.

CAPÍTULO VI

Adjudicación con promesa de venta

Artículo 114 – Obligación del adjudicatario: Los adjudicatarios seleccionados por concurso de acuerdo a lo dispuesto en los Artículos 107, 108 y 110 quedarán sujetos al cumplimiento de las siguientes obligaciones:

a) Realizar pagos en los plazos y en la forma estipulada.

b) Explotar el lote en forma directa y personal, en forma racional y con sujeción a las leyes y reglamentos vigentes.

c) Realizar los planes y trabajos de conservación y manejo del suelo y de otros recursos naturales que se determinen.

d) Conservar en buen estado las mejoras.

e) Combatir las plagas y malezas por medios idóneos y adecuados.

f) Cumplir las normas generales de explotación que imparta la autoridad de aplicación.

Artículo 115 – Prohibición de arrendar o ceder: El adjudicatario no podrá arrendar ni ceder el uso y goce del predio por cualquier título.

Artículo 116 – Conclusión de las Adjudicaciones: Las adjudicaciones se extinguen por las siguientes causas.

a) Renuncia del adjudicatario.

b) Rescisión o caducidad declarada por la autoridad de aplicación en caso de incumplimiento de las obligaciones estipuladas en este Código, las reglamentaciones que en consecuencia se dicten y las estipuladas en el contrato de adjudicación.

c) Fallecimiento del adjudicatario.

d) Por incapacidad física del adjudicatario.

Artículo 117 – Renuncia: En caso de renuncia del adjudicatario, el (25%) de las amortizaciones realizadas a la fecha y los intereses devengados se imputarán en concepto de pago por el uso y goce del fundo.

Artículo 118 – Mejoras: Las mejoras necesarias y útiles incorporadas a la explotación por el adjudicatario durante la vigencia del contrato se indemnizarán de acuerdo a su valor real a la fecha de entrega del predio.

Artículo 119 – Rescisión o caducidad: En caso de rescisión o caducidad declarada por la autoridad de aplicación por el incumplimiento de cualesquiera de las obligaciones a cargo del adjudicatario, las amortizaciones e intereses pagados hasta la fecha se imputarán al pago del uso y goce del fundo. Las mejoras introducidas quedarán a beneficio del fundo.

Artículo 120 – Fallecimiento o incapacidad física del adjudicatario: Si falleciera el adjudicatario o en caso de imposibilidad física del mismo, la autoridad de aplicación podrá, según las circunstancias:

a) Continuar la adjudicación con el heredero que este haya designado o que los herederos designen de común acuerdo siempre que al menos uno de ellos reúna las condiciones para hacerse cargo de la explotación. En este caso se declarará trasmitida la adjudicación a nombre de la sucesión.

b) En caso de no existir heredero en las condiciones a que se refiere el inciso anterior o cuando éste no quisiere continuar la explotación, la autoridad de aplicación depositará a nombre de la sucesión el importe de las amortizaciones, intereses y el valor de las mejoras necesarias o útiles.

Artículo 121 – Efectos de la extinción. Extinguida la vinculación contractual por las causales establecidas, el titular de ella o los herederos en su caso, deberá, desalojar el fundo en el plazo de noventa (90) días o al levantamiento de las cosechas que estuvieran en planta. El fundo quedará libre de adjudicación, se adjudicará nuevamente en las condiciones establecidas por este Código.

Artículo 122 – Cumplimiento de las obligaciones. Cumplidas todas y cada una de las obligaciones establecidas, y habiendo transcurrido cinco (5) años desde la fecha de la posesión efectiva, la autoridad de aplicación otorgará al adjudicatario la escritura traslativa del dominio, gravándose el inmueble con el derecho real de hipoteca por el saldo del precio y por un plazo no mayor de diez (10) años.

Artículo 123 – Prohibición de transferir o gravar. El adjudicatario no podrá transferir ni gravar la unidad económica a favor de terceros si no ha saldado el precio, de lo que se dejará constancia en la escritura respectiva.

CAPÍTULO VII

Adjudicación en arrendamiento.

Artículo 124 – Condiciones. La autoridad de aplicación podrá ceder en arrendamiento los fundos que no hubieran sido adjudicados con promesa de venta, en las siguientes condiciones y las que determine en cada caso.

a) El plazo de arrendamiento no será menor de cinco (5) años ni mayor de diez (10). 

b) Vencido el plazo del contrato el adjudicatario podrá optar por adquirir el lote adjudicado de acuerdo con lo dispuesto en el capítulo precedente.

c) El precio del arrendamiento y la forma de pago serán establecidos por la autoridad de aplicación teniendo en cuenta la productividad del predio.

Artículo 125 – Extinción. La adjudicación en arrendamiento se extinguirá por las siguientes causas:

a) Por opción del adjudicatario para adquirir el predio en propiedad de acuerdo con lo establecido en este código. Dicha opción deberá ser efectuada hasta los seis meses previos al vencimiento del plazo contractual.

b) Por rescisión del contrato en caso de incumplimiento de las obligaciones que la ley y el contrato ponen a cargo del adjudicatario.

c) Por rescisión del contrato pactada de común acuerdo.

d) En caso de fallecimiento o de imposibilidad física del arrendatario. 

e) Concurriendo las circunstancias indicadas en el Artículo 120 , el contrato podrá continuar con los sucesores del arrendatario.

Artículo 126 – Rescisión. En los casos de rescisión contractual el arrendatario deberá restituir el predio libre de ocupantes dentro del término de cuatro meses o al levantamiento de las cosechas que tuviera planta. Solo serán indemnizadas las mejoras necesarias y económicamente útiles.

CAPÍTULO VIII

Venta de entidades de bien público

Artículo 127 – Venta de entidades de bien público. El Poder Ejecutivo podrá vender a entidades de bien público fracciones adecuadas al desarrollo de sus actividades específicas.

Artículo 128 – Escrituración. La escritura a favor de la entidad adjudicataria estará condicionada a la realización por la misma, dentro del plazo que se fije, de las obras determinantes de la venta.

Artículo 129 – Mensura y deslinde. La operación de mensura y deslinde de la fracción vendida deberá realizarla la entidad recurrente antes de recibir la posesión. El precio de venta será fijado por el Poder Ejecutivo en cada caso teniendo en cuenta las condiciones del lote y la finalidad de la operación.

libro segundo

de la propiedad forestal

Título I

Del Bosque

capítulo i

Normas generales

Artículo 130 – Orden Público. Declarase de orden público la defensa, conservación, regeneración, enriquecimiento, mejoramiento, ampliación y el estudio de los bosques, así como la promoción del desarrollo e integración adecuada de la industria forestal.


El ejercicio de los derechos sobre los bosques y tierras forestales de propiedad privada o pública provincial, sus frutos y productos, queda sometido a las restricciones y limitaciones establecidas en el presente Código que tendrá y observará los siguientes objetivos:

a) Asegurar la conservación y fomentar el aprovechamiento sostenible de las masas forestales nativas.

b) Restaurar los ecosistemas forestales degradados.

c) Compatibilizar requerimientos sociales, recreativos y culturales con la conservación de las masas forestales.

d) Garantizar la utilización del suelo para fines agrícolas, ganaderos o forestales, asegurando en todos los casos el mantenimiento del potencial biológico y la capacidad productiva del mismo.

e) Fomentar la gestión integrada de los ecosistemas, que engloba a la adecuada utilización de la vegetación, la ordenación de la fauna silvestre y la garantía extensiva, propiciando la ejecución de las obras de infraestructura de apoyo necesarias.

f) Lograr un incremento sustancial en la tasa anual de forestación y en su calidad, aprovechando las ventajas comparativas que nuestra Provincia muestre en ese tipo de producción.

g) Generar condiciones socioeconómicas que eviten el desarraigo de las comunidades rurales mediante el desarrollo de las actividades forestales.

h) Contribuir a la mejora y desarrollo de las foresto-industrias y de la comercialización de los productos forestales.

i) Aumentar significativamente la participación provincial en el mercado nacional e internacional de madera y productos forestales.

j) Consolidar el autoabastecimiento de madera y productos forestales.

Artículo 131 – Bosque y tierra forestal. Concepto. Entendiéndose por bosques, a los efectos de este Código, toda formación leñosa natural o artificial, que por su contenido o función sea declarada en los reglamentos respectivos sujetos al régimen de este Código.


Entiéndase por tierra forestal a los mismos fines, aquella que por sus condiciones naturales, ubicación o constitución, clima, topografía, calidad y conveniencias económicas, sea susceptible de forestación.

Artículo 132 – Ambito. Se incorporan al régimen previsto en este Título, todos los bosques y tierras forestales que se hallen ubicados dentro de la jurisdicción provincial, ya sean de propiedad pública o privada de la Provincia o los particulares. Exceptúase los bosques protectores y tierras forestales que por sus características especiales y por los fines a que puedan ser destinados se encuentre sometidos a la jurisdicción federal.

Artículo 133 – Expropiación. El Estado Provincial, previa declaración de utilidad pública, por Ley especial en cada caso, podrá expropiar cualquiera sea el lugar de su ubicación en la Provincia, los bosques calificados como protectores y/o permanentes y/o los inmuebles necesarios para realizar obras de forestación y reforestación, tendientes al mejor aprovechamiento de las tierras. A tal efecto, en todos los trámites expropiatorios necesarios, se aplicará la Ley Provincial de Expropiación.

Artículo 134 – Concesiones. El Poder Ejecutivo podrá otorgar concesiones sobre inmuebles del dominio público o privado del Estado Provincial, con destino a la creación de masas forestales, en las condiciones y plazos que la reglamentación establezca.

Autorizase al Poder Ejecutivo a celebrar convenios con Autoridades Nacionales o Provinciales para coordinar las funciones de los servicios en materia forestal.

CAPÍTULO II

Clasificación de los bosques

Artículo 135 – Clasificación. Clasifícase los bosques en protectores, permanentes, experimentales, montes especiales y de producción, a cuyo efecto podrá el Poder Ejecutivo confeccionar el mapa forestal.

Artículo 136 – Bosque protector. Se entiende por bosque protector aquel que por su ubicación sirviera para proteger el suelo, caminos, riberas fluviales, orillas de lagos, lagunas, islas, canales, acequias y embalses; prevenir la erosión de las planicies y terrenos en declives, regular el régimen de aguas y fijar médanos; contrarrestar la acción del viento, agua u otros elementos; asegurar condiciones de salubridad publica y la protección de la flora y fauna cuya conservación se declare necesaria, y en general de defensa y conservación de los recursos naturales. Se incluyen en esta categoría el arbolado de los caminos.

Artículo 137 – Bosque permanente. Se entiende por bosque permanente, aquel que por su constitución, destino o formación de su suelo debe mantenerse, en particular el que forma parte de parques y reservas provinciales, municipales, comunales o se destine a uso público, o el que tuviere especies cuya conservación se considere necesaria. Se incluye en esta categoría el de los caminos y los montes de establecimientos anexos.

Artículo 138 – Bosque experimental. Se entiende por bosque experimental aquel que se destina para estudios forestales de especies indígenas o los artificiales afectados a estudios de acomodación, aclimatación y naturalización de especies indígenas o exóticas.

Artículo 139 – Montes especiales. Se entiende por montes especiales aquellos que siendo de propiedad privada son creados con miras a la protección u ornamentación de extensiones agrícolas, ganaderas o mixtas.

Artículo 140 – Bosques de producción. Se entiende por bosque de producción a aquellos naturales o artificiales de los que resulte posible obtener periódicamente frutos forestales de valor económico mediante explotaciones racionales.

Artículo 141 – Calificación. Corresponde a la autoridad de aplicación calificar y declarar al bosque y a la tierra forestal, comprendidas en algunas de las categorías establecidas en el artículo 135 . Una vez iniciado el trámite por la parte interesada o notificada la iniciación efectuada de oficio, no podrá innovarse en el estado del bosque o tierra forestal sin autorización administrativa o judicial.

Artículo 142 – Conservación obligatoria. La autoridad provincial, municipal o comunal competente podrá declarar obligatoria por su ubicación, edad o por razones de índole científica, estética o histórica, la conservación de determinados árboles, previa indemnización, si ésta fuera requerida.

CAPITULO III

Régimen forestal común

Artículo 143 – Prohibición de devastación y utilización irracional. Prohíbase la devastación del bosque y de la tierra forestal y la utilización irracional de frutos forestales, madereros o no madereros.

Artículo 144 – Plan de manejo y autorización. Los propietarios, empresarios agrarios, usufructuarios o poseedores a cualquier título de bosques no podrán iniciar trabajos de explotación de los mismos sin la conformidad de la autoridad de aplicación, que deberán solicitar acompañando el plan de manejo.


El plan deberá contar con un estudio de la capacidad agrícola forestal de los suelos y establecer las normas de manejo y sistematización de los mismos, las cuales serán de aplicación obligatoria y su no cumplimiento hará pasible a los responsables de las penalidades establecidas.


No se requerirá autorización para los trabajos de desmonte o deforestación que se realicen dentro de los límites máximos de superficie y en las zonas que determine la reglamentación, siempre que no se trate de bosques protectores, permanentes o experimentales, ni exista peligro de que se produzca o favorezca la erosión, cuando estos trabajos fueran necesarios para – ampliar el área cultivable si la tierra donde está ubicado el bosque tuviera riego y/o fuera apta para otras explotaciones agrarias económicamente más provechosas o para la formación de bosques de otro tipo.

Artículo 145 – Plazo para la autorización del plan de trabajo. Las autorizaciones o aprobaciones a que se refiere el artículo anterior deberán ser otorgadas o negadas dentro del término de cuarenta y cinco (45) días de la presentación del pedido en forma. Se reputará tácitamente denegada su solicitud, luego de transcurridos cuarenta y cinco (45) días de la reiteración de la misma. 

Artículo 146 – Registro e inscripción. Toda persona física o jurídica que por cuenta propia se dedique al corte, elaboración, extracción, industrialización o comercio de frutos forestales o recolección y venta de semillas y plantas forestales u obras de forestación y reforestación o quienes habitualmente realicen gestiones administrativas por cuenta de terceros, deberán inscribirse en los registros pertinentes y quedan obligados a llevar y exhibir los libros y documentación que determine la reglamentación.


La autoridad de aplicación creará un Registro de Explotación Forestal donde deberá obligatoriamente inscribirse las personas a que se refiere el párrafo precedente.

Artículo 147 – Explotación irracional de bosques de producción. Si un bosque de producción no fuere objeto de explotación racional, previa audiencia de su propietario, podrá intimársele la presentación del plan y realización de los trabajos respectivos.


Si el propietario no presentara el plan o realizara la explotación del bosque dentro de los plazos que se le fijen, podrá expropiársele su usufructo y se procederá de conformidad con lo dispuesto sobre la administración de bosques fiscales.


La autoridad de aplicación deberá determinar los casos en que por trabajo irracional en bosques de producción pueda intimarse al propietario a elevar a su consideración el plan para la explotación racional del bosque, caso contrario procederá a la suspensión inmediata de la explotación irracional del mismo.

CAPÍTULO IV

Régimen forestal especial

Artículo 148 – Registro. Los bosques protectores permanentes deberán registrarse a cuyo efecto la inscripción se hará a solicitud de los interesados o de oficio. El procedimiento en tales casos se determinará por la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo.

Artículo 149 – Obligaciones. Los bosques protectores y permanentes quedan sometidos a un régimen especial forestal que impone para sus propietarios las siguientes obligaciones:

a) Comunicar a la autoridad de aplicación la venta o cambio en el régimen de tenencia del inmueble.

b) Conservar y repoblar el bosque en las condiciones técnicas que se requieran, siempre que la repoblación fuere motivada por aprovechamiento o destrucción imputable al propietario.

c) Realizar la explotación de conformidad con las normas técnicas que se establezcan.

d) Recabar autorización previa para el pastoreo en el bosque o para cualquier género de trabajo en el suelo o subsuelo que afecte su existencia.

e) Permitir a la autoridad de aplicación la realización de las labores de forestación y reforestación.

Artículo 150 – Indemnización. Los dueños de bosques protectores o permanentes de propiedad privada podrán solicitar una indemnización que se fijará administrativamente si hubiese acuerdo, y se pagará en cuotas anuales, susceptibles de reajuste, por la disminución efectiva de la renta del bosque que fuera consecuencia directa e inmediata de la aplicación del régimen forestal especial, dentro del límite máximo de rentabilidad producido por una explotación racional. 


Para graduar la indemnización, se computará el mayor valor resultante de los trabajos ejecutados y las medidas adoptadas por el Estado Provincial, así como todos los beneficios que dicho régimen reportase a los titulares del dominio, sin perjuicio del derecho del Estado Provincial de optar por la expropiación del inmueble, fijándose la indemnización de acuerdo a las bases especificadas y a las que determina la Ley provincial de Expropiación.

CAPÍTULO V

Régimen de los bosques fiscales

Artículo 151 – Inalienabilidad. Son inalienables los bosques y tierras forestales que formen el dominio privado del Estado, salvo aquellas tierras que por motivos de interés social y previos estudios técnicos pertinentes se considere necesario destinar a la colonización o formación de pueblos.

Artículo 152 – Normativa aplicable a bosques fiscales protectores, permanentes y de experimentación. Los bosques protectores, permanentes y de experimentación quedan sujetos al régimen común, en cuanto no resulten incompatibles con el régimen forestal especial y con las disposiciones del presente capítulo.

Artículo 153 – Normativa aplicable a bosques fiscales de producción y tierras fiscales. Los bosques fiscales de producción y las tierras forestales quedan sometidos a las disposiciones del régimen forestal común y a las que integran el presente capítulo.

Artículo 154 – Explotación de los bosques fiscales protectores, permanentes y de experimentación. Los bosques fiscales protectores y permanentes solamente podrán ser sometidos a explotaciones mejoradas. La explotación de los bosques fiscales de experimentación está condicionada a los fines de estudio o investigación a que los mismos se encuentran afectados.

Artículo 155 – Explotación de los bosques fiscales de producción. La explotación de los bosques fiscales de producción no podrá autorizarse hasta que se haya efectuado previamente su relevamiento forestal, la aprobación del plan dasocrático y el deslinde, la mensura y amojonamiento del terreno, en la medida que las circunstancias lo permitan.

Artículo 156 – Formas de explotación. La explotación forestal se realizará por concesión, previa adjudicación en licitación pública, por administración o por intermedio de empresas privadas.


La Autoridad de Aplicación, en base al resultado de los estudios técnicos y económicos, determinará los planes, superficies máximas, regularidad, modalidades de las explotaciones y requisitos que han de reunir los adjudicatarios. 

Artículo 157 – Carácter de las concesiones y permisos forestales. Las concesiones y permisos forestales obligan al titular a realizar la explotación bajo su dirección y responsabilidad. Son intransferibles, sin previa autorización administrativa, bajo pena de caducidad.

Artículo 158 – Adjudicación directa y licitación privada. Podrá acordarse por adjudicación directa o licitación privada la explotación forestal en superficies máximas establecidas reglamentariamente, cuando se trate de aserraderos o industrias forestales evolucionadas, radicadas o a radicar en las zonas boscosas.


Las superficies serán determinadas de acuerdo con la capacidad de elaboración y la existencia de materia prima.

Artículo 159 – Permisos directos de extracción de productos forestales. Podrán acordarse directamente permisos de extracción de productos forestales por persona y por año hasta un máximo de metros cúbicos que se establecerá reglamentariamente, con normas de explotación similares a las de las concesiones mayores.

Artículo 160 – Aforo. La explotación de bosques fiscales queda sujeto al pago de un aforo fijo, móvil o mixto. Su monto será establecido teniendo en cuenta el resultado de los estudios técnicos y económicos y determinará los planes, superficies máximas, regularidad, modalidades de las explotaciones y requisitos que han de reunir los adjudicatarios.

Artículo 161 – Permisos limitados y gratuitos. Podrán acordarse, a personas carentes de recursos, permisos limitados y gratuitos para la recolección de frutos y productos forestales. 

Artículo 162 – Permiso libre de pago. Excepcionalmente podrán acordarse permisos en las condiciones del artículo 159 para la extracción de leña y madera libre de pago o aforo especial a reparticiones públicas u entidades de beneficencia o asistencia social, condicionados a la utilización de los productos para las necesidades del titular y con prohibición de comercializarlos.

Artículo 163 – Ocupación y pastoreo prohibido. Queda prohibida la ocupación de bosques y el pastoreo en los mismos sin permiso de la autoridad de aplicación. Los intrusos serán expulsados por la misma, previo emplazamiento, y con el auxilio de la fuerza pública, en caso de ser necesario.


La simple ocupación de bosques o tierras fiscales forestales no servirá de título de preferencia para su concesión.


La caza y la pesca en los bosques fiscales solo serán permitidas en las épocas que fije la autoridad de aplicación, mediante reglamentación, previa autorización y de acuerdo con lo normado por este Código.


Podrán autorizarse ocupaciones o servidumbres sobre los bosques fiscales por razón de obras y servicios públicos y como consecuencias de concesiones administrativas, siempre que resulte compatibles con las funciones del monte.

CAPÍTULO VI

Prevención y lucha contra el incendio

Artículo 164 – Plan Provincial – La autoridad de Aplicación deberá elaborar e instrumentar: 

a) Un plan Provincial de Prevención del fuego que tendrá por objeto tratar de lograr una reducción de la superficie anualmente afectada por incendios de masas forestales.

b) Un sistema de manejo del fuego con aptitud para proveer de tecnología adecuada en equipamiento y capacitación para actuar en la prevención, detección y control directo de los incendios declarados en bosques y pastizales.

Artículo 165 – Obligación de denunciar. Toda persona que tenga conocimiento de haberse producido algún incendio de bosques está obligada a formular de inmediato la denuncia ante la autoridad más próxima. Las oficinas telefónicas, telegráficas y de radiocomunicaciones oficiales o privadas deberán transmitir sin previo pago y con carácter urgente las denuncias que se formulen.

Artículo 166 – Elementos para extinguir el incendio. En caso de incendio de bosques las autoridades civiles y organismos o cuerpos de seguridad deberán facilitar elementos, medios de transporte y personal para extinguirlo.

Artículo 167 – Carga pública. La autoridad de aplicación o la autoridad estatal más cercana podrá convocar a todos los habitantes aptos físicamente, que habiten o transiten dentro de un radio de cuarenta (40) kilómetros del lugar del siniestro, para que contribuyan con sus servicios personales a la extinción del incendio y proporcionen los elementos útiles para sofocarlo, que serán indemnizados en caso de deterioro. Estas obligaciones son cargas públicas.

Artículo 168 – Prevención. El Poder Ejecutivo dictará los reglamentos necesarios que permitan asegurar la prevención contra los incendios de bosques, como así también determinará los requisitos indispensables para la instalación de cualquier establecimiento que pueda provocar incendios.

Artículo 169 – Prohibición de las quemas. Queda prohibido en toda la provincia la quema intencional de vegetación nativa arraigada, artificial o implantada, cualquiera sea su tipo y motivo, sin la previa autorización de la autoridad de aplicación.

Artículo 170 – Encendido de fuego. En el interior de los bosques y en una zona circundante cuya extensión fijará la reglamentación, solo se podrá encender fuego en forma tal que no resulte peligro de incendio y en las condiciones que se determine reglamentariamente.

CAPÍTULO VII

Forestación y reforestación

Artículo 171 – Planes de forestación y reforestación. Los planes de forestación y reforestación a realizarse en los bosques permanentes y protectores deberán ser aprobados previamente por la autoridad de aplicación y en base a estudios técnicos y económicos que lo determinen.

Artículo 172 – Trabajos de forestación y reforestación en bosques protectores. Los trabajos de forestación y reforestación en los bosques protectores serán ejecutados por el propietario de las tierras forestales bajo la supervisión técnica de la autoridad de aplicación, o por ésta con consentimiento de aquel.


En caso de no ser posible alguna de estas formas, se realizarán los trabajos previa expropiación del inmueble.

Artículo 173 – Tierra forestal objeto de forestación o reforestación. La tierra forestal en los lugares especificados en el art.130 de este Código, que se encuentre abandonada o inexplotada por un lapso mínimo de diez (10) años, queda sujeta a forestación o reforestación, pudiendo el Poder Ejecutivo por intermedio de la autoridad de aplicación, realizarla sin necesidad de expropiación, procediéndose de conformidad con los artículos 147 y 172 .


Si el propietario enajenase la tierra o explotase el bosque, el importe de los trabajos realizados por el Poder Ejecutivo serán reintegrados a la autoridad de aplicación.

Artículo 174 – Trabajos realizados por la autoridad de aplicación. Los trabajos de forestación y reforestación que realice la autoridad de aplicación, fuera de la zona de bosques protectores, con el consentimiento del propietario, serán a costa del Estado Provincial.

Artículo 175 – Conservación obligatoria. La autoridad provincial, municipal o comunal competente podrá declarar obligatoria por su ubicación, edad, o por razones de índole científica, estética o histórica, la conservación de determinados árboles mediante indemnización si esta fuera requerida.

CAPÍTULO VIII

Del tránsito de los productos forestales

Artículo 176 – Facultad reglamentaria. El Poder Ejecutivo por intermedio de la autoridad de aplicación reglamentará la forma y condiciones en que deberá efectuarse el transporte de productos forestales.

Artículo 177 – Transportistas de productos forestales. Los transportistas de productos forestales no podrán aceptar cargas de productos forestales que no se hallen individualizados por la respectiva documentación.


El que aceptare cargas de productos forestales en inobservancia del párrafo precedente, será reprimido con multa de hasta sesenta jus siempre que el hecho no constituya delito.

Artículo 178 – Convenios. Facúltase al Poder Ejecutivo a realizar convenios con municipios y comunas para delegar las funciones de otorgamiento de documentación que ampare la tenencia y transporte de los productos forestales, conviniéndose los porcentajes que serán retenidos por las comunas y municipalidades

CAPÍTULO IX

De los registros

Artículo 179 – Registros. La autoridad de aplicación tendrá a su cargo la organización de los siguientes registros, a los fines del ejercicio del control forestal: 

a) Registro Provincial de Bosques y Tierras Forestales, en el que se inscribirán todos los bosques y tierras forestales mediante la documentación que establezca el Poder Ejecutivo y de la que deberá surgir: la ubicación del inmueble, condiciones del dominio, superficie y deslinde del inmueble; superficie y deslinde del bosque y su afectación a planes de restauración u ordenación. La autoridad de aplicación comunicará al Registro de Propiedad las calificaciones efectuadas respecto de bosques y tierras forestales, con todos los datos de identificación de los inmuebles para la anotación marginal de la afectación al régimen correspondiente. Los escribanos y los jueces deberán requerir, en todos los trámites de transmisión de dominio, que se exhiba la referencia a la nota marginal de afectación.

b) Registro de desmontadores y explotadores forestales, donde se inscribirá a toda persona física o jurídica que introduzca productos forestales en el territorio de la Provincia y con destino a la misma.

c) Registro de introductores forestales, donde deberá inscribirse a toda persona física o jurídica que introduzca forestales en el territorio de la provincia y con destino a la misma.

d) Registro de comercios que trabajan con productos forestales, donde se inscribirá a toda persona que comercialice con los mismos o los utilice como energía.

e) Registro de plantaciones forestales, donde se inscribirá a toda persona que ejecute planes de forestación o reforestación en la provincia.

f) Registro de viveros forestales o comercios que trabajen con semillas forestales.

g) Otros registros que la autoridad de aplicación determine sean necesarios para el mejor cumplimiento de los fines a que tiende este Código.

Artículo 180 – Control. La autoridad de aplicación queda facultada para ejercer el control de las actividades mencionadas en el artículo anterior; dictar normas reglamentarias, aplicar las sanciones que dicte el Poder Ejecutivo; y para clausurar las empresas o negocios que no se encuentren inscriptos en los registros respectivos.

Título II

Adhesión – Convenios

Capitulo Unico

Artículo 181 – Adhesión. Mantiénese la adhesión de la Provincia a las leyes nacionales Nº 13.273 y su modificatoria Nº 20.531.

Artículo 182 – Convenios. El Poder Ejecutivo podrá celebrar convenios con la Nación, las provincias y otros organismos, para coordinar las funciones de los servicios nacionales y provinciales en materia forestal.

Título III

Plan Forestal Provincial

CAPITULO I

Del Plan Forestal

Artículo 183 – Plan Forestal Santafesino. Institúyese en el ámbito de la Provincia el “Plan Forestal Santafesino”, que tendrá una duración de cincuenta años y observará los siguientes objetivos: 

a) Asegurar la conservación y fomentar el aprovechamiento sostenible de las masas forestales nativas.

b) Restaurar los ecosistemas forestales degradados.

c) Compatibilizar requerimientos sociales, recreativos y culturales con la conservación de las masas forestales.

d) Garantizar la utilización del suelo para fines agrícolas, ganaderos o forestales, asegurando en todos los casos el mantenimiento del potencial biológico y la capacidad productiva del mismo.

e) Fomentar la gestión integrada de los ecosistemas, que engloba la adecuada utilización de la vegetación, la ordenación de la fauna silvestre y la garantía extensiva, propiciando la ejecución de las obras de infraestructura de apoyo necesarias.

f) Lograr un incremento sustancial en la tasa anual de forestación y en su calidad, aprovechando las ventajas comparativas que nuestra Provincia muestre en este tipo de producción.

g) Generar condiciones socioeconómicas que eviten el desarraigo de las comunidades rurales mediante el desarrollo de las actividades forestales.

Contribuir a la mejora y desarrollo de las foresto-industrias y de la comercialización de los productos forestales.

h) Consolidar el autoabastecimiento de madera y productos forestales

Artículo 184 – Incentivos. Créase el programa de incentivos a la forestación en predios probados, a través del régimen de plazo fijo forestal, según lo determine la autoridad de aplicación

Artículo 185 – Bonificación. La Provincia de Santa Fe, bonificará las inversiones realizadas en forestación, en proporción a los costos netos de las forestaciones efectuadas en terrenos con aptitud preferentemente forestal, de conformidad a los dispuesto en el presente título.


De igual modo, se bonificarán los costos netos derivados del manejo de la masa proveniente de la forestación efectuada, de acuerdo al plan de manejo presentado y aprobado por la autoridad de aplicación.


Los incentivos a que se refieren los párrafos anteriores serán otorgados por diez (10) años a contar desde la fecha de la primera plantación, y se materializarán por medio de una tasa de bonificación equivalente a la tasa Prime vigente al mes de diciembre anterior al año de plantación, la que será anualmente fijada por el Poder Ejecutivo.

Artículo 186 – Autoridad de Aplicación. El Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio es la autoridad de aplicación del Plan Forestal Provincial.

Artículo 187 – Atribuciones. El Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio propondrá al Poder Ejecutivo la normativa necesaria para:

a) Delimitar los distritos forestales en que dividirá la Provincia para la aplicación del régimen de incentivos a la forestación.

b) Fijar las especies forestales sujetas a ser proporcionadas.

c) Fijar las pautas técnicas para la implantación de especies forestales.

d) Establecer los requisitos necesarios para la inscripción al régimen y los que deberán reunir los planes para la aprobación.

e) Establecer los mecanismos de certificación de los trabajos realizados.

f) Establecer la estructura de los costos de forestación.

g) Crear los registros de forestadores y profesionales.

h) Cálculo de la tasa de bonificación.

Artículo 188 – Delegación. Facúltase al Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio a delegar en el área competente, la realización de funciones y reglamentación de cuestiones de orden técnico así como las actividades tendientes al control del cumplimiento del programa de incentivos a la forestación creado en el artículo 184 .

Artículo 189 – Cuenta especial. Créase con carácter de cuenta especial el Fondo Forestal con el fin de atender las erogaciones que demande la aplicación del presente Título.

El Fondo Forestal se integrará con los siguientes recursos:

a) La contribución que le asigne el Poder Ejecutivo mediante la Ley de Presupuesto, de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 181 y 182 .

b) El importe de las multas aplicadas por infracciones a las disposiciones de este Título y su reglamentación.

c) Los fondos procedentes de préstamos y demás financiaciones nacionales e internacionales.

d) Legados y donaciones.

e) Los recursos nacionales asignados a la Provincia para la promoción de planes forestales.

f) Los recursos descriptos en el párrafo precedente serán depositados en una cuenta especial, a la orden del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio, denominada “Fondo Forestal” y sólo podrán ser utilizados para fines establecidos en la presente.

Artículo 190 – Destino de los recursos. El noventa y cinco por ciento (95%) de los recursos que integran el Fondo Forestal se destinará al pago de la bonificación prevista en el artículo 185 y el cinco por ciento (5%) restante para atender los gastos derivados de la implementación del plan, su control y fiscalización.

Artículo 191 – Pago de las bonificaciones. Para hacer efectivas las bonificaciones establecidas en el artículo 185 , se fijará cada año, para la temporada forestal siguiente, por resolución conjunta del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio y el Ministerio de Hacienda y Finanzas, los costos netos de forestación por hectáreas para cada distrito forestal, especies y demás elementos que configuren dichos costos.

Artículo 192 – Agente financiero. El Poder Ejecutivo determinará el agente financiero a través del cual se hará efectivo el pago de la bonificación, quedando facultado a convenir las condiciones en que se operará con la entidad bancaria.

Artículo 193 – Forma de pago de las bonificaciones. Las bonificaciones establecidas en el artículo 191 se comenzarán a pagar, previa acreditación aprobada por la autoridad de aplicación de la forestación lograda o las intervenciones de manejo previstas en el Plan de Manejo. La acreditación de la forestación lograda, o las intervenciones de manejo requerirán de certificación expedida por ingeniero agrónomo o forestal de conformidad a las condiciones que establezca la reglamentación.

Artículo 194 – Cronograma. La autoridad de aplicación será la encargada de diagramar los programa de promoción forestal.

Artículo 195 – Inclusión presupuestaria. El Poder Ejecutivo incluirá anualmente en el Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos, los montos a ser asignados para el cumplimiento del programa de Promoción Forestal.

Artículo 196 – Infracciones. Serán consideradas infracciones al régimen de este Título y sus disposiciones reglamentarias.

a) Falseamiento u ocultamiento de la información relativa a otra forma de financiación otorgada por el Gobierno Nacional o Provincial, obtenida para la ejecución de planes forestales.

b) Implantar una densidad inferior a la prevista en el plan de forestación aprobado.

c) No cumplir con las operaciones culturales previstas en el cronograma de trabajo.

d) Abandono de la plantación y/o descuido de las operaciones culturales que puedan poner en peligro el normal desarrollo de las plantas.

e) Falseamiento de información en los certificados de obras.

Artículo 197 – Sanción. Las infracciones a las disposiciones legales y reglamentarias serán sancionadas con multas que se graduarán atendiendo a la importancia de la infracción, entre un décimo y cincuenta veces el monto de la inversión en forestación, calculado conforme lo establecido por las disposiciones de este Código, sin prejuicio de las acciones civiles y penales a que el hecho dé lugar.

Artículo 198 – Responsabilidad profesional. Constatadas las infracciones legales y/o reglamentarias, si resultara responsabilidad técnica del profesional interviniente, la autoridad de aplicación remitirá los antecedentes al colegio profesional respectivo para su remisión al Tribunal de Etica.

Artículo 199 – Recurso. Las resoluciones adoptadas por el Organismo de Aplicación podrán ser recurridas dentro de los diez (10) días siguientes al de su notificación, siendo de aplicación el régimen de actuaciones administrativas regido por el Decreto Nº 10.204/58.

Artículo 200 – Sanción accesoria. Sin perjuicio de la aplicación de las sanciones descriptas en los artículos precedentes, podrá penarse a los infractores con la suspensión o separación de los registros pertinentes.

Artículo 201 – Unidad Ejecutora del Plan Forestal. Créase en el ámbito del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio la Unidad Ejecutora del Plan Forestal Santafesino. 
La misma estará integrada por personal de la planta permanente de la Administración Provincial, designado por el Poder Ejecutivo, a propuesta del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio.

Artículo 202 – Etapas. La unidad creada en el artículo anterior presentará ante el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio, en el plazo de noventa (90) días a contar de su integración, las etapas que contemplará la implementación del Plan Forestal para la Provincia de Santa Fe, estas deberán respetar los objetivos y plazos establecidos en este Título.

Artículo 203 – Forestación, plan de manejo y forestación lograda. A los efectos del presente Título se entenderá por :

Forestación: La acción de poblar con especies arbóreas mediante plantación o siembra, terrenos que carezcan de ellas o que estando cubiertos de vegetación, ésta no sea susceptible de explotación económica, ni mejoramiento mediante manejo.

Plan de manejo: Plan que regula el uso y el aprovechamiento de los recursos forestales implantados, con el fin de obtener el máximo beneficio de ellos.

Forestación lograda: Se entiende por tal, a la plantación que presenta un porcentaje de emprendimiento no menor de noventa por ciento (90 %) al primero de marzo del año siguiente al de la plantación, y donde además se observe la realización de las tareas culturales en tiempo y forma, como asimismo un buen estado sanitario.

libro tercero

de la propiedad del ganado

Titulo I

De las marcas y señales

CAPÍTULO I

Normas aplicables

Artículo 204 – Normativa aplicable. Lo relativo a la propiedad del ganado se regirá por lo dispuesto en las leyes nacionales Nº 20.378, Nº 22.939 y las disposiciones de este Título.

CAPÍTULO II

De la forma de acreditar la propiedad

Artículo 205 – Forma de acreditar la propiedad del ganado. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo anterior la propiedad del ganado se acreditará en la siguiente forma:

a) La del ganado mayor marcado y la del menor señalado se presume, salvo prueba en contrario, a favor de quien tiene registrado a su nombre el diseño de la marca o señal aplicada al animal o mediante certificado de adquisición en caso de dominio derivado.

b) La de los ejemplares de pedigrí (incluidos equinos de pura sangre) se probará con el correspondiente certificado de inscripción en el registro genealógico y selectivo reconocido.

c) La de hacienda orejana y de aquella cuya marca o señal no fuera suficientemente clara se presumirá, salvo prueba en contrario, a favor del poseedor de buena fe, salvo que fuera robada o perdida.

d) Los terneros orejanos que sigan a las madres se presumirán de propiedad del propietario de las mismas.

e) Por medio de la implementación en el animal (ganado mayor o ganado menor), de los métodos, técnicas o dispositivos de identificación debidamente aprobados por la autoridad de aplicación y que en todos los casos deberán permitir la identificación visual del ganado.

CAPÍTULO III

Propiedad de las marcas y señales

Artículo 206 – Propiedad. El Estado Provincial es el propietario exclusivo de los sistemas de marcas y señales y concede a los particulares el derecho de uso exclusivo por el termino de diez (10) años a partir de su registro.


Será obligatorio estar inscripto en el Registro de Empresarios Agropecuarios.

Artículo 207 – Derecho de uso exclusivo de la marca. El derecho de uso de la marca concedido por el Estado Provincial a los particulares es transmisible, inembargable, exclusivo, temporal y prorrogable, probándose con el Título expedido por la autoridad de aplicación, que se denominará boleto de marca o señal, según el caso. 


El derecho de uso, será concedido siempre que el particular solicitante no tenga causas pendientes por robo o hurto del ganado.

CAPÍTULO IV

De las marcas

Artículo 208 – Concepto. La marca es la impresión que se efectúa sobre el cuero del animal de un dibujo o diseño, por medio de hierro candente, marcación en frío o cualquier otro procedimiento que asegure la permanencia en forma clara e indeleble y autorice la autoridad de aplicación.

Artículo 209 – Marcas iguales. Prohibición. En todo el territorio de la Provincia no podrá haber dos marcas iguales. Si las hubiere deberá anularse la más reciente. Se reputan iguales aquellas marcas que pueden representar un mismo o semejante diseño, o cuando uno de ellos al superponerse sobre el otro, lo cubra en toas sus partes.


Autorízase al Poder Ejecutivo a celebrar convenios con las autoridades de las provincias limítrofes a los efectos de que no se concedan marcas iguales en las jurisdicciones administrativas linderas.

Artículo 210 – Formas facultativas de identificar el ganado: Los empresarios agrarios con Boleto de Marca debidamente inscripto a su nombre podrán contramarcar la hacienda que transmitan o remarcar con su propia marca el ganado que adquieran.


También podrán identificarse el ganado por cualquier método o sistema que sea permitido por la autoridad de aplicación.

Artículo 211 – Prohibición de la contramarca. Prohíbese el uso de la contramarca, con la excepción de lo dispuesto en el articulo up supra.


El propietario de ganado que lo contramarcase será reprimido con multa de hasta cincuenta jus.

Artículo 212 – Dimensión. La marca deberá tener una dimensión máxima de diez (10) centímetros y mínima de siete (7) centímetros en todos sus diámetros.


El que no ajustare la dimensión de la marca a las medidas exigidas en el párrafo anterior será reprimido con multa de hasta cuatro jus.

Artículo 213 – Obligación de marcar. Es obligatorio para todo propietario de ganado mayor marcarlo o identificarlo con algún sistema alternativo admitido por la autoridad de aplicación, antes de que cumpla el primer año de vida. El propietario que así no lo hiciere será reprimido con multa de hasta diez (10) jus. Se entiende por ganado mayor al bovino y equino.

Artículo 214 – Venta – Posventa. Identificación – Las ventas de ganado mayor se harán con contramarca o sin ella, según acuerdo de partes, circunstancia que constará en el certificado. 
También podrá identificarse el ganado por cualquier otro método o sistema permitido por la autoridad de aplicación (por ejemplo: cédula de identificación equina).

Artículo 215 – Lugar de marcación e identificación alternativa. El ganado mayor se marcará únicamente en la pata izquierda o cachete del mismo lado. La marca deberá ser aplicada como figura del boleto y en idéntica posición coincidente con la línea vertical.


Toda otra identificación tradicional quedará determinada por los mecanismos alternativos que dispondrá la autoridad de aplicación competente 


El propietario que no cumpliere con la marcación de su ganado en la forma exigida en el párrafo anterior será reprimido con multa de hasta diez (10) jus.

CAPÍTULO V

Señalización en oreja de ganado

Artículo 216 – Concepto. La señal es un corte, incisión, perforación o grabación hecha a fuego en la oreja de un animal.

Artículo 217 – Prohibición de señales iguales. No podrán existir dos señales iguales en el mismo departamento, y a menos de cinco kilómetros cuando estén en departamentos colindantes.


Prohíbase las señales cuyo corte o incisión configuren una mayor profundidad de la cuarta parte de cualquiera de las dos orejas, o aquellas que puedan constituir una alteración a una señal o semejante a una ya existente en el animal.


El que vulnerare lo dispuesto en este articulo será reprimido con una multa de 50 jus. 

Artículo 218 – Obligación de señalar. Todo propietario de ganado menor deberá señalarlo o identificarlo por el método que sea admitido por la autoridad de aplicación competente, antes de cumplir seis (6) meses de vida.


El propietario que así no lo hiciere será reprimido con multa de hasta diez (10) jus.

CAPÍTULO VI

Del Registro

Artículo 219 – Obligatoriedad. Es obligatorio de todo propietario de ganados tener registrado a su nombre el diseño de la marca o señal que utilizase con arreglo a las disposiciones de este Código. Con el registro se adquiere el derecho de uso de la marca o señal, que también puede adquirirse por transmisión a Título universal o singular efectuada por su titular, debiendo realizarse en todos los casos las anotaciones de las transferencias respectivas.

Artículo 220 – Pérdida del uso de la marca. El derecho de uso de la marca se pierde:

a) Por la expiración del plazo de diez (10) años si no fuere renovada.

b) Por anulación en el caso de existencia de dos marcas iguales.

c) Por transmisión por actos entre vivos o mortis causa a título o “mortis causa” de los derechos del lugar.

d) Por renuncia expresa del titular.

e) Por disolución, extinción en el caso de personas jurídicas.

f) Por sentencia judicial

g) Por cancelación declarada por la autoridad de aplicación.

h) Por causas pendientes de robo u hurto de ganado según el articulo 198 

Artículo 221 – Requisitos para la titularidad. Para solicitar la inscripción de la marca o señal o denunciar el sistema de identificación admitido por la autoridad competente, deberá acreditarse el carácter de empresario agrario de conformidad a lo dispuesto en el Libro Sexto de este Código, ser propietario de ganado mayor y/o menor, justificar antecedentes de buena conducta mediante exhibición del certificado respectivo y estar inscripto en los registros sanitarios y fiscales establecidos en las normas vigentes.

Artículo 222 – Numeración de las marcas registradas. A la marca registrada se le asignará una numeración inmutable y correlativa, la que será permanente e insusceptible de variaciones.

Artículo 223 – Diseño de marca. El empresario podrá proponer el diseño que prefiera y la autoridad de aplicación lo cotejará con los ya registrados, expidiéndose por su aceptación o rechazo de acuerdo a las disposiciones de este capítulo.

Artículo 224 – Aprobación de diseño. Aprobado el diseño la autoridad de aplicación procederá a inscribirlo en el Registro y a entregar al titular de su uso el correspondiente boleto.

Artículo 225 – Renovación de marca o señal. La renovación del boleto de marca o señal deberá ser solicitada con una antelación de noventa días a la fecha de vencimiento, caducando el derecho de uso en caso contrario. El que no renovare el boleto de marca o señal y continuare su uso habiendo operado la caducidad, será reprimido con una multa de hasta treinta (30) jus.


Transcurridos tres años desde la fecha de vencimiento sin haberse solicitado la renovación del boleto de marca o señal, quedará vacante el diseño respectivo. Si en este período fuera solicitada la renovación podrá otorgárselo previo pago de una multa de treinta (30) jus.

Artículo 226 – Transferencia. El titular del derecho de uso de una marca o señal podrá transferirlo ante la autoridad de aplicación o por instrumento público debidamente inscripto en ella. Si conjuntamente se transfiera el ganado deberá otorgarse el certificado-guía de adquisición con las formalidades establecidas en el Título II de este Libro.

Título II

De los certificados de adquisición-guías o Documentos de Tránsito Animal (DTA) y precintos

CAPÍTULO I

De los Certificados-guías de adquisición y D.T.A.

Artículo 227 – Certificado guía de adquisición – Documentos de Tránsito animal. Todo acto de transmisión del dominio de ganado mayor o menor, lanas cerdas o de cueros se instrumentará a los fines de este Código en un certificado de adquisición que tendrá igualmente el carácter de guía de tránsito (removido), denominándose el instrumento certificado-guía de adquisición.


El Certificado Guía podrá ser reemplazado por el Documento de Tránsito Animal (D.T.A.) cuándo así lo dispusiere la autoridad provincial competente.

Artículo 228 – Transferencia de animales de pura raza. La transferencia de dominio de animales de pura raza tendrá la misma instrumentación establecida en el artículo anterior, sin perjuicio de la obligación de inscribir la misma en los registros genealógicos y selectivos correspondientes.

Artículo 229 – Transferencia para otros destinos de animales de pura raza. Cuando los animales de pura raza se vendan para faena, invernada o cría, es decir sin tener en consideración su carácter de tales, se aplicará el régimen común de marcación o señalamiento y la instrumentación prevista en el artículo 227 , independientemente de la baja que el vendedor deba efectuar en el registro genealógico correspondiente.

Artículo 230 – Transferencia de terneros orejanos. Está prohibido otorgar certificados-guías para la transferencia de terneros orejanos separados de las madres. Exceptúase de esta prohibición a los terneros de tambo que dentro de los cuatro y diez días de vida se transfieran con destino a faena o crianza artificial en establecimientos con permiso especial para tal fin. En el certificado se hará constar tal circunstancia.


El transmitente deberá acreditar su carácter de tambero mediante la constancia de su inscripción como tal en el Registro de Empresarios Agrícolas.

Artículo 231 – Formulario y requisitos. El certificado-guía de adquisición se confeccionará en un formulario especial con resguardo de filigranas u otros sistemas de seguridad que permitan detectar a simple vista cualquier adulteración o falsificación del mismo, debiendo reunir los siguientes requisitos: 

a) Número de orden pre-impreso

b) Lugar y fecha de emisión.

c) Número del certificado sanitario.

d) Nombre y apellido (o razón social), número de documento y domicilio de las partes intervinientes.

e) Especificación de la causa de la transferencia (venta, donación, etc.).

f) Número de registro del boleto de marca o señal del transmitente y diseño de la misma impreso mediante un sello, o la reseña correspondiente en el caso de animales de pura raza.

g) Indicar si los animales transmitidos son de dominio originario (marca líquida) o derivado (pre-adquiridos); en este último caso se especificará el número del certificado del que se desglosan los mismos.

h) Cantidad, especie, raza o pelo si ésta es indefinida, sexo y categoría (novillo, vaca, etc.).

i) Lugar de origen y destino.

j) Finalidad (faena, invernada, cría u otro).

k) Color y número del precinto.

l) Cuando en la operación intervenga un consignatario de hacienda se identificará al mismo.

m) En caso de venta directa sin intervención de consignatario, se estimará por las partes el monto de la operación y se acreditará el pago del impuesto a los ingresos brutos.

n) Firma del transmitente o su representante, o en caso de que no pudiese o no supiese firmar la de otra persona a su ruego junto a la impresión dígito pulgar derecha de aquel, en caso de ganado recibido en consignación podrá ser suplida por la del consignatario.

ñ) Firma y sello de la autoridad policial.

Artículo 232 – Numero de ejemplares. Los certificados guías serán otorgados en tres ejemplares. El original y el duplicado serán entregados por la autoridad policial al adquirente, y el triplicado será archivado por aquella.

Artículo 233 – Recaudos para su otorgamiento. El certificado guía será otorgado por el transmitente ante la autoridad policial competente. Esta exigirá la comprobación de la propiedad del ganado mediante la exhibición del boleto de marca o señal, y el sello correspondiente, o el sistema de identificación admitido por la autoridad competente, de cada animal conjuntamente con las denuncias de las mismas o certificado de adquisición en su caso. 
En este último supuesto deberá tomar razón en el certificado con el que se acredita la propiedad, y en el caso que se venda una cantidad menor que la que figura en el mismo, conformar el desglose dejando constancia del remanente de animales.


No podrán emitirse certificados-guías de animales no marcados o señalados o cuya identificación sea insuficiente o inadecuada.

Cuando se trate de animales de pura raza que no tuvieran marcas o señal o numeración alfanumérica de identificación electrónica denunciada en su caso registrada en la Provincia, los certificados-guías indicarán esa circunstancia y deberán contener el número de tatuaje o reseña que permita individualizarlos. En este caso la autoridad exigirá la comprobación de la propiedad mediante la exhibición del certificado de inscripción en los registros genealógicos y selectivos correspondiente.


La intervención de la autoridad publica no subsana las nulidades o vicios que pudieran afectar el acto de transmisión.

Artículo 234 – Atribuciones de la autoridad policial. Son atribuciones de la autoridad policial:

a) Llevar un registro de empresario agrario de la región y de los consignatarios que registran operaciones sobre ganado, con las referencias contenidas en los boletos de marca o señal o denuncias de denominaciones alfanuméricas de identificación electrónica; tomar razón de estos y de los demás datos de identificación que fije la reglamentación

b) Refrendar los certificados guías de adquisición emitidos.

c) Verificar los antecedentes de los certificados-guías de adquisición.

d) Realizar el control de la tropa cuando lo considere pertinente, y exigir el certificado-guía para su verificación.

e) Verificar el cumplimiento de las disposiciones de carácter sanitario, pudiendo detener la tropa hasta tanto se expida la autoridad sanitaria correspondiente.

f) Detener la tropa que sea trasladada sin la documentación pertinente hasta tanto se acredite la legítima procedencia de la misma, labrando en su acta de infracción y dando intervención inmediata de la novedad a los organismos sanitarios más cercanos

g) Poner en conocimiento de las actas labradas por la infracción a las autoridades competentes.

h) Controlar las hierras, señaladas e implementación del sistema de identificación, autorizada por la autoridad competente, de todo ganado.


El incumplimiento de lo dispuesto en este artículo hará incurrir al funcionario actuante en las responsabilidades penales, administrativas y civiles del caso.

Artículo 235 – Responsabilidad del funcionario. El incumplimiento de lo dispuesto en el artículo precedente hará incurrir al funcionario actuante en las responsabilidades penales, administrativas y civiles del caso.

Artículo 236 – Plazo de vigencia para el tránsito. El certificado-guía tendrá como guía de tránsito una validez de cuarenta y ocho (48) horas desde la fecha de su otorgamiento y refrenda por la autoridad policial.

Artículo 237 – Archivo de certificados guías. El adquirente entregará el original del certificado guía a la autoridad policial competente dentro de los cinco (5) días posteriores de llegados a destino los animales, si no lo hiciere será reprimido con una multa de hasta veinte jus.


La autoridad policial archivará los certificados guías por adquirente y en orden cronológico, a fin de posibilitar su pronta localización para la toma de razón de las posteriores ventas de los animales comprendidos en los mismos.

Artículo 238 – Certificados emitidos en otras provincias. Los certificados otorgados en otras provincias de conformidad con las leyes del lugar de emisión tendrán el mismo valor que los otorgados en la Provincia.

CAPÍTULO II

De las guías de removido

Artículo 239 – Transito de ganado o cueros. Los que remuevan ganado o cueros del ganado mayor o menor, lanas o productos de fauna silvestre (cuya factura haya sido autorizada), por cualquier causa que no sea la enajenación –incluidas la consignación y la contraconsignación–, deberán solicitar a la autoridad policial la expedición de una guía de tránsito denominándose el instrumento guía de removido.

Artículo 240 – Expedición. Las guías serán expedidas por la autoridad policial competente previa comprobación de los recaudos a que se refiere el artículo 233 de la presente.

Artículo 241 – Formulario y requisitos. La guía de removido se confeccionará en un formulario especial con resguardos de filigranas u otro sistema de seguridad que permitan detectar a simple vista cualquier adulteración o falsificación de la misma, debiendo reunir los siguientes requisitos:

a) Número de orden pre-impreso.

b) Lugar y fecha de emisión.

c) Número de certificado sanitario.

d) Nombre y apellido (razón social), número de documento y domicilio del solicitante.

e) Motivo del removido (pastaje, consignación, contraconsignación, etc.).

f) Número de registro del boleto de marca o señal del solicitante y diseño de la misma impreso mediante un sello, o la reseña correspondiente en caso de animales de raza

g) Indicar si los animales removidos son de dominio originario (marca líquida) o derivado (pre-adquiridos); en este último caso se especificará el número del certificado del que desglosan los mismos.


Cantidad, especie, raza o pelo si ésta es indefinida, sexo, y categoría (novillo, vaca, etc.

h) Lugar de origen y destino.

i) Color y número de precinto.

j) Cuando el motivo del removido fuera la consignación a remate feria o mercado, deberá identificarse al consignatario.

k) Firma del solicitante o su representante o en su caso firma a ruego e impresión dígito pulgar; en caso de contraconsignación la firmará el consignatario.

l) Firma y sello de la autoridad policial.

Artículo 242 – Plazo de vigencia. La guía de tránsito (removido) tendrá una validez de cuarenta y ocho (48) horas desde su otorgamiento; salvo en casos de fuerza mayor que se presenten (inundaciones, cortes de caminos, distancias entre destinos, entre otros) debidamente comprobados, por la autoridad competente, por el que podrá prorrogarse el plazo de hasta un máximo de doscientos cuarenta (240) horas.

Artículo 243 – Guías emitidas en otras provincias. Las guías o constancias equivalentes otorgadas fuera de la Provincia de conformidad con las leyes del lugar de emisión tendrán el mismo valor que las otorgadas en la Provincia.

CAPÍTULO III

De los precintos

Artículo 244 – Obligación de precintar. La Autoridad de Aplicación tiene la facultad de disponer de la obligatoriedad del uso del precinto, si así lo considere conveniente en función de las necesidades temporales sanitarias, preventivas, seguridad en el control, o aquella en la que por fuerza mayor estime que deba aplicarse el respectivo precinto. En dicho caso. todo vehículo que transporte ganado mayor o menor en pie, deberá hacerlo con su puerta o puertas de carga o descarga precintadas. El precinto será provisto por la autoridad policial que haya expedido el certificado-guía de adquisición o la guía de removido. El número y color del precinto deberá contar en dichos documentos.


En tales circunstancias, queda prohibida toda circulación de vehículos que transporten ganados sin los correspondientes precintos.

Artículo 245 – Obligaciones del transportista. En los plazos determinados por la Autoridad de Aplicación en la que se disponga la obligatoriedad del uso del precinto, el transportista, luego de cargado el ganado, colocará los precintos y controlará que la numeración y color de los mismos sea coincidentes con los que figuran en la documentación. En el espacio reservado para tal fin en el certificado-guía o guía de removido el transportista deberá consignar los siguientes datos con carácter de declaración jurada:

a) Su nombre y apellido, tipo y número de documento de identidad y número de licencia de conductor.

b) Nombre de la empresa transportista.

c) Marca del vehículo.

d) Número de patente del camión y de la jaula o acoplado.

e) Itinerario previsto.

f) Su firma.


El transportista que no cumpliere con la obligación de precintar en la forma dispuesta en el artículo anterior y con los requisitos exigidos en el presente, será reprimido con multa de hasta tres jus por cabeza de animal transportado.

Artículo 246 – Obligaciones del remitente. El remitente o su representante o el consignatario en su caso, controlará el cumplimiento por parte del transportista de las obligaciones previstas en el artículo anterior. Asimismo, en el caso que se carguen menos animales que los que figuran en la documentación, dejará constancia en ésta de la cantidad efectivamente embarcada. A continuación completará la documentación con sus datos de identidad y fecha, firmando en prueba de conformidad, haciendo así entrega del ganado.


El que no cumpliere con las obligaciones dispuestas en el presente artículo será reprimido con multa de hasta tres jus por cabeza de animal transportado.

Artículo 247 – Excepciones. Exceptúase del precinto, a los efectos de lo dispuesto en el artículo 244 , a los vehículos que transportan:

a) ganado mayor dentro un mismo distrito, sean estos con destino a remate feria, de feria a campo o de campo a campo. 

b) a los equinos destinados a eventos deportivos.

Artículo 248 – Transporte a varios destinos. A los efectos de lo dispuesto en el artículo 244 , y en los casos en que se utilice un mismo transporte para ganado de uno o varios remitentes, con distintos destinos de desembarco, el transportista colocará el precinto del primer destino y, sucesivamente irá colocando el correspondiente al siguiente, hasta completar su última entrega. El mismo procedimiento empleará cuando se utilice un mismo transporte para ganado de uno o varios adquirentes con distintos destinos de desembarco.

Artículo 249 – Rotura del precinto por fuerza mayor. En el caso que por razones de fuerza mayor – animales muertos, caídos, rotura de camión el transportista tuviera que romper el precinto original de su camión, deberá denunciar el hecho a la autoridad policial más cercana quien. Previo control del ganado transportado, procederá a reponer los precintos rotos, dejando constancia de su numeración en el certificado-guía o guía de removido bajo su firma y sello.

Artículo 250 – Ganado proveniente de otra provincia. Cuando el ganado provenga de otra provincia, la autoridad deberá controlar la carga exigiendo la exhibición de la documentación correspondiente. Si el vehículo no estuviere precintado por provenir de una provincia que no aplique este sistema, precintará las puertas de carga y descarga, dejando constancia de los precintos colocados y su numeración y de los datos del transportista y del vehículo, conforme a lo establecido en los artículos 239 y 240 .

CAPÍTULO IV

De la autoridad policial

Artículo 251 – Atribuciones de la autoridad policial. Son atribuciones de la autoridad policial:

a) Llevar un registro de productores de la jurisdicción y de los consignatarios que registren operaciones sobre ganado, con las referencias contenidas en los boletos de marcas o de señal; tomar razón de éstos y de los demás datos de identificación que fije la reglamentación;

b) Refrendar los certificados-guías de adquisición emitidos;

c) Verificar los antecedentes de los certificados guías de adquisición;

d) Realizar el control de la tropa cuando lo considere pertinente;

e) Verificar el cumplimiento de las disposiciones de carácter sanitario, pudiendo detener la tropa hasta tanto se dé cumplimiento al requisito exigido;

f) Exigir en cualquier momento el certificado guía para su verificación;

g) Detener la tropa que sea trasladada sin la documentación pertinente hasta tanto se acredite la legítima procedencia de la misma labrando en su caso acta de infracción;

h) Conformar el desglose cuando se venda una cantidad de ganado menor que el que figura en el certificado guía, haciendo constar la cantidad y remanente;

i) Poner en conocimiento de las actas labradas por infracción, a la autoridad competente;

j) Controlar hierras y señaladas de ganado.

Artículo 252 – Responsabilidad de funcionario. El incumplimiento de lo dispuesto en el artículo precedente hará incurrir al funcionario actuante en las responsabilidades penales, administrativas y civiles del caso.

Título III

De los animales invasores

Capítulo único

Guarda y Custodia de ganado

Artículo 253 – Obligación de guarda y custodia. Todo propietario de ganado tiene obligación de su guarda y custodia. Cuando por su propia culpa o la de sus dependientes sus animales penetraren en un fundo rústico ajeno –privado o público- que se encontrase alambrado o cercado y causaren daño, será reprimido con una multa de hasta cuatro (4) jus por cabeza de animal invasor.


La pena se agravará con una multa de hasta ocho (8) jus por cabeza de animal invasor si el ganado fuera introducido voluntariamente.

Artículo 254 – Obligación de encerrar y dar aviso. El propietario, empresario agrícola u ocupante a cualquier título de un fundo rústico, que encontrase dentro del mismo animales ajenos, deberá encerrarlos dando aviso inmediato al propietario de la marca o señal que estos llevaren si fuese conocido y a la autoridad policial.

Artículo 255 – Notificación de la autoridad policial al propietario de los animales. La autoridad policial notificará al dueño de los animales para que proceda a retirarlos dentro del plazo de veinticuatro (24) horas.

Artículo 256 – Propietario desconocido. Si el propietario de los animales no fuese conocido, la autoridad policial procurará individualizarlo, valiéndose de todos los medios de difusión a su alcance y haciendo saber tal circunstancia al Juez Comunal.

Artículo 257 – Falta de retiro de los animales. Si el propietario conocido no retirase los animales en el plazo a que se refiere el artículo 255 o si nadie se presenta a reclamarlos en el término del artículo anterior, la autoridad policial lo hará saber al Juez Comunal para que dentro del término de quince (15) días ordene su venta en remate público y la autoridad policial hará entrega del pertinente certificado del comprador.


Del monto obtenido dispondrá el pago de lo que se adeude en concepto de alimentación, cuidado de los animales, multa y gastos del remate. El resto quedará en depósito judicial por el término de dos (2) meses para su entrega a quien lo reclamase acreditando su derecho, en caso negativo, ingresará a la orden del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio.

Artículo 258 – Facultad del propietario del fundo rústico invadido. El propietario del fundo rústico invadido podrá dejar pastorear y abrevar a los animales invasores, con derecho a cobrar una indemnización en tal concepto, sin perjuicio de la acción ordinaria que le corresponda por los daños y perjuicios que pudiera haber sufrido.


En el caso de que no hiciere uso de esa facultad deberá dar inmediato aviso a la autoridad policial a fin de que esta disponga el destino provisorio de los animales con conocimiento del Juez Comunal. 

Artículo 259 – Remuneración en concepto de pasturaje y abrevaje. La indemnización por concepto de pasturaje y abrevaje a que se refiere el artículo anterior, será la que las partes libremente convenga. Si estas no se pusiesen de acuerdo, decidirá el Juez Comunal conforme a los usos y costumbres.


Cuando el pastoreo y abrevaje de los animales hayan quedado a cargo de la autoridad policial se pagará la indemnización que establezca el Juez Comunal conforme a los usos y costumbres.

Artículo 260 – Excepción. No rige lo dispuesto en los artículos precedentes en caso de inundaciones, incendios de campos o cualquier otro hecho que constituya caso fortuito o fuerza mayor, salvo que se probare que el propietario de los animales los haya introducido intencionalmente en el fundo rústico ajeno.

Título IV

Apartes y apartadores

Capítulo único

Artículo 261 – Obligación de dar rodeo. Todo propietario de animales o quien lo represente tiene la obligación, cuando fuere requerido por el Juez Comunal, a dar rodeo, mediando denuncia de pérdida o extravío de animales.

Artículo 262 – Excepciones. La obligación de dar rodeo dispuesta en el artículo anterior cesa:

a) Durante la época de parición.

b) Después de un temporal, no estando el campo oreado.

c) Durante la hierra y castración, esquila y señalada hasta diez (10) días de terminadas estas operaciones.

d) En caso de sequía, inundación, epidemia y otros impedimentos que provengan de fuerza mayor.

Artículo 263 – Requisitos para solicitar rodeo. Para solicitar rodeo se requiere justificar el carácter de propietario de animales mediante la exhibición del boleto de marca y/o certificados expedidos por la autoridad competente y la denuncia de pérdida o extravío de animales.


Si se tratase de un apartador autorizado al efecto, deberá acreditar su mandato mediante la autorización correspondiente otorgada ante el Juez Comunal, Autoridad Policial o ante Escribano Público.


En caso de no cumplirse con los requisitos establecidos en este artículo, el requerido de rodeo podrá negarse a darlo.

Artículo 264 – Orden judicial de dar rodeo. Si el propietario de los animales requerido de dar rodeo se negare o lo retardase por un plazo mayor de dos (2) días sin motivo fundado para ello, el Juez Comunal a petición del apartador –que reúna los requisitos dispuestos en el artículo anterior– o de la autoridad competente, ordenará que se dé el rodeo pedido y que su costo sea a cargo del propietario remiso, fijándose día y hora para que tenga lugar.

Artículo 265 – Examen, aparte, vigilancia e inspección de rodeo. El día señalado se efectuará el rodeo o rodeos y se practicará el examen y aparte por el apartador y sus dependientes, bajo la vigilancia e inspección del propietario de los animales requerido de rodeo y con la intervención de la autoridad policial y el Juez Comunal quien labrará el acta de la medida realizada y hará entrega de copia al interesado que la solicite, archivando el original en el Juzgado.


En caso de que el rodeo se realizara en la jurisdicción territorial de los Juzgados de Primera Instancia del Circuito, el Juez podrá delegar su intervención en el actuario.

Artículo 266 – Duración del rodeo. El propietario de los animales requerido de rodeo no tendrá obligación de mantener el rodeo parado más de cuatro (4) horas, y el requeriente del rodeo está obligado a llevar el personal necesario para el cumplimiento de esa tarea.

Artículo 267 – Aparte. El ganado deberá recogerse en los lugares o puestos que previamente se designen. El dueño o encargado de los animales dirigirá las operaciones y el apartador se someterá a las disposiciones que aquel adopte con ese objeto.

Artículo 268 – Obligación de pagar los gastos de rodeo. El apartador pagará al propietario de los animales requerido de rodeo los costos de este.


Se exceptuará de este pago al apartador que en el rodeo encontrare animales de su propiedad.

Título V

Hierras y señaladas

- Capítulo único -

Artículo 269 – Aviso a linderos. El propietario de animales que los quiera marcar o señalar deberá peticionar a la autoridad policial que dé aviso a sus linderos con una anticipación de seis (6) días, a fin de que concurran dentro de aquel plazo a sacar los animales de su propiedad que entre aquellos pueda haber. Deberá igualmente pedir al Juez Comunal que presida el acto.

Artículo 270 – Sanción por omisión. El propietario de animales que omitiese la obligación referida en el artículo anterior será sancionado con una pena de hasta un jus por cabeza de animal marcado o señalado.


La pena se agravará hasta dos jus por cabeza de animal marcado o señalado, cuando el propietario de animales los marcase o señalase sin tener registrado el diseño correspondiente a su nombre.

Artículo 271 – Acta de hierra o señalada. Llegado el día de la hierra o señalada y antes de todo trabajo, el Juez Comunal con colaboración policial tomará nota de los animales cuyo propietario se ignore, procediéndose en tal caso de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 256 y 257 de este Código. Seguidamente se dará comienzo de la operación labrándose acta por el Juez Comunal quien entregará copia al interesado que lo solicite y archivando el original en el Juzgado.


En caso de que la hierra o señalada se realizara en la jurisdicción territorial de los Juzgados de Primera Instancia de Circuito el Juez podrá delegar su intervención en el actuario.

LIBRO CUARTO

DE LA FAUNA Y FLORA SILVESTRE

Título I

Normas comunes

Capítulo único

Artículo 272 – Orden Público. Las normas de fauna y flora silvestre que este Código establece son de orden público. En las materias regladas por leyes nacionales deberá obrarse de conformidad a lo en ellas establecido.


Quedan sometidas las disposiciones de este libro:

a) Toda actividad destinada a la aprehensión, captura, crianza y explotación de animales silvestres con fines comerciales, deportivos o de consumo propio, así como la explotación y crianza de esos animales,

b) Toda actividad que tenga por objeto la aprehensión de peces, moluscos y organismos de la fauna y flora acuática con fines comerciales, deportivos de consumo propio, así como el tránsito, comercio e industrialización de sus productos y el aprovechamiento de las aguas de uso público para la cría, reproducción y difusión de dichas especies,

c) Toda otra actividad relacionada con estos recursos que signifique una modificación de las condiciones naturales en que se desarrollan las especies animales.

Artículo 273 – Clasificación, estudio y evaluación técnica de especies. La autoridad de aplicación clasificará las especies de fauna y flora existentes en el territorio de la Provincia.


Anualmente realizará estudios y evaluaciones técnicas a fin de establecer su situación para la adopción de medidas necesarias de protección, conservación y manejo de las mismas.

Artículo 274 – Protección. Todos los habitantes del territorio de la provincia tienen él deber de proteger la fauna silvestre, conforme a los reglamentos que para su conservación y manejo dicte el Poder Ejecutivo.

Artículo 275 – Infracciones. Las infracciones a lo dispuesto en el presente Libro serán penadas con las multas que establezca el Poder Ejecutivo.

Artículo 276 – Vigilancia y control. La vigilancia y control serán ejercidas por: 

a) Inspectores designados por el Poder Ejecutivo,

b) Guarda Faunas Honorarios designados por la autoridad de aplicación y a propuesta de Instituciones afines con personería jurídica,

c) Funcionarios policiales.

Título II

Fauna Silvestre

CAPÍTULO I

Procedimientos de apropiación

Parágrafo primero

Caza

Artículo 277 – Caza y otros procedimientos de apropiación. A los efectos de este Código, entiéndese por caza la acción ejercida por el hombre, mediante el uso de artes, armas y otros medios apropiados, persiguiendo o apresando ejemplares de la fauna silvestre con el fin de someterlos bajo su dominio, apropiárselos como presa, capturándolos, dándoles muerte o facilitando estas acciones a terceros.


También se consideran procedimientos de apropiación la recolección de productos derivados de la fauna silvestre, tales como plumas, huevos, guano, nidos o cualesquiera de sus subproductos.

Artículo 278 – Aplicación normativa y reglamentación. La caza de animales de la fauna silvestre, su persecución o muerte sea cual fuere el medio empleado o el lugar donde se efectúe la destrucción de nidos, huevos o crías y el tránsito o comercio de sus cueros, pieles o productos se efectuarán de conformidad con las disposiciones establecidas en este Código, sin perjuicio de lo prescrito en la Ley 22.421 y los artículos 2540 y concordantes del Código Civil.


El Poder Ejecutivo establecerá por vía reglamentaria las limitaciones a la práctica de la caza por razones de protección y conservación de las especies o de seguridad pública.

Artículo 279 – Prohibición de introducción de especies vivas. Prohíbase la introducción de animales vivos de especies foráneas, ya sea en libertad o en criadero, salvo que medie autorización expresa y previa del organismo provincial competente, previa comunicación a la autoridad de aplicación.

Artículo 280 – Ejercicio del derecho de caza. Será requisito indispensable para practicar la caza: 

a) Haber obtenido la licencia correspondiente de conformidad a lo dispuesto en el artículo 273 de este Código.

b) Contar con la autorización escrita previa del propietario o administrador o poseedor o tenedor a cualquier título legítimo del fundo privado donde se desea practicar la caza.

Artículo 281 – Lugares de caza. El derecho de caza puede ejercerse en todos los lugares que no estén expresamente vedados ya sean de propiedad pública o privada, siempre que se hubiere obtenido la autorización correspondiente.


Los fundos colindantes con aguas provinciales sin acceso público, quedan gravados con una servidumbre de paso para las necesidades de la caza.

Artículo 282 – Derecho de caza del propietario del fundo rústico. Los propietarios dentro de los límites de sus predios solo podrán cazar de conformidad con las prescripciones de este Código y los reglamentos que dicte el Poder Ejecutivo.

Artículo 283 – Zonas y períodos de caza y veda. El Poder Ejecutivo fijará las zonas y períodos de caza y veda con miras a la protección de la fauna silvestre y de las especies dañinas o de las plagas a la producción agropecuaria, facultad que podrá delegar en la autoridad de aplicación.

Artículo 284 – Prohibiciones. Prohíbese en el ejercicio de la caza: 

a) El empleo de todos aquellos medios que tengan por objeto la captura en masa de las aves y otros animales silvestres, la formación de cuadrillas de a pie o caballo.

b) El uso de hondas, redes, trampas, cimbras, mangas, lazos, sustancias tóxicas venenosas o gomosas, explosivas, armas o métodos nocivos, armas de calibre no autorizado o a bala en la caza deportiva volátil.

c) Practicarla en el ejido de las ciudades, pueblos, lugares urbanos o suburbanos, caminos públicos y en todas aquellas áreas habituales concurridas por público, a una distancia mínima que deberá fijarse por la reglamentación.

d) Perseguir y tirar sobre animales desde vehículos automotores, embarcaciones y aeroplanos, con excepción de botes o canoas a remo.

e) Actuar en zonas declaradas parques, reservas, refugio, santuario y otro lugar expresamente prohibido.

f) Practicarlas en horas de la noche o con luz artificial.

g) Transitar con armas descubiertas o preparadas, en las zonas mencionadas en los incisos c) y e)

h) Disparar sobre animales atascados o inmovilizados por cualquier causa.

i) Disparar con armas automáticas o provistas de miras infrarrojas o silenciadores.

j) Ejecutar disparos en salva o sucesivos de más de un cazador sobre la misma pieza.

k) Utilizar perros galgos en la caza de la liebre.

Artículo 285 – Licencias de caza. Las personas que reúnan los requisitos requeridos para ejercer el derecho de caza en la forma establecida en este Código deberán solicitar a la autoridad competente la “licencia de caza” (deportiva, comercial o plaguicida), debiendo los interesados dar cumplimiento a las normativas estatuidas en los reglamentos que a tal efecto dicte el Poder Ejecutivo y que determinarán el importe a pagar, duración, condiciones forma y oportunidad de su obtención.

Artículo 286 – Carácter de la licencia. La licencia de caza es personal, temporaria e intransferible.

Artículo 287 – Caza deportiva. Se entiende por caza deportiva el arte lícito de cazar animales silvestres con elementos permitidos y sin fines de lucro.

Artículo 288 – Prohibiciones. Prohíbese en el ejercicio de la caza deportiva, además de lo establecido en el artículo 284:

a) Cazar sin llevar consigo la licencia de caza.

b) Apropiarse de mayor número de ejemplares que el fijado por la autoridad de aplicación, con excepción de las especies que hayan sido declaradas plagas o circunstancialmente dañinas o perjudiciales. 

Artículo 289 – Caza Comercial. Se entiende por caza comercial aquella que se practique sobre animales silvestres, con fines de lucro y por medios permitidos. La tenencia de los ejemplares, productos y subproductos provenientes de la caza comercial, incluidos los que resulten de su transformación, deberá ajustarse a los requisitos que reglamentariamente se establezcan.

Artículo 290 – Caza de especies nocivas o dañinas. Se entiende por caza de especies nocivas o dañinas, aquella que se practica con el propósito de controlar especies declaradas o circunstancialmente perjudiciales o dañinas.

Artículo 291 – Autorización de caza de especies nocivas o dañinas. Autorízase la caza plaguicida en toda época sin limitación del número de piezas cobradas. Podrá realizarla todo cazador que tenga licencia de caza o con autorización expresa y sin cargo, los empresarios agrícolas cuando la practiquen en sus fundos rústicos. La venta de las piezas cobradas es libre, salvo las normas que se establezcan sobre el transporte de los productos de caza.

Artículo 292 – Excepción a las prohibiciones. Exceptuase, para la caza plaguicida, el cumplimiento de las obligaciones establecidas en los incisos. a), b), y f) del artículo 284, sin perjuicio de la reglamentación que se dicte. 

Artículo 293 – Campañas de lucha contra especies depredadoras, perjudiciales o dañinas. La autoridad de aplicación desarrollará campañas de lucha contra las especies depredadoras de la ganadería y otra perjudiciales o dañinas, y podrá fijar primas sobre las pieles u otros productos como estímulo para su caza, en coordinación con los planes que el gobierno nacional u otros gobiernos provinciales ejecuten con análogo propósito.

Artículo 294 – Caza científica. Se entiende como caza científica por este Código a toda aquella que se efectúe con fines de investigación o para la exhibición zoológica de las piezas cobradas y sin fines de lucro. Para el ejercicio de esta caza se requerirá un permiso especial otorgado por la autoridad de aplicación.

Artículo 295 – Facultad reglamentaria. Para la caza deportiva, comercial, plaguicida o científica, el Poder Ejecutivo determinará las artes, armas y calibres a emplearse, facultad que puede delegar en la autoridad de aplicación.

Artículo 296 – Cotos de caza. Podrán declararse asimismo cotos de caza a aquellas porciones de terreno que por su naturaleza y características sean aptas para el ejercicio de prácticas cinegéticas.

Artículo 297 – Productos de la caza. Autorizase al Poder Ejecutivo a fijar la cantidad de piezas a cobrar diariamente por cada cazador, por especies y en conjunto de acuerdo con la finalidad de conservación de la fauna silvestre y a reglamentar el tránsito de los productos de la caza.

Artículo 298 – Especies protegidas. Toda especie susceptible de caza no mencionada expresamente en los reglamentos que al efecto dicte el Poder Ejecutivo, se considera protegida y su caza prohibida, así como la tenencia y el comercio de ejemplares vivos o de sus productos o despojos.

Artículo 299 – Compraventa prohibida. Prohíbase en jurisdicción provincial la compraventa de productos o subproductos animales derivados de la caza deportiva.

Artículo 300 – Convenios. El Poder Provincial suscribirá convenios con las demás provincias a fin de unificar los diversos sistemas de documentación local, sobre fauna silvestre entre si y con el que rige para el comercio interprovincial y en el territorio federal, así como armonizar los regímenes de caza, protección y veda vigente en el territorio de cada provincia.

Artículo 301 – Decomiso.- Sin perjuicio de las sanciones previstas, el infractor se hará pasible del decomiso de las especies vivas aprehendidas, sus despojos o productos y de las armas u objetos de caza utilizados en la comisión de la infracción, excluido el perro de levante, y de la inhabilitación para cazar por uno o mas períodos cuando la reiteración o gravedad de la infracción así lo requiera.

Artículo 302 – Destino de las piezas y ejemplares vivos provenientes de la caza. Las piezas provenientes de la caza y que fueran secuestradas, se entregarán bajo recibo sin cargo, a entidades de bien público, salvo que no fueran aptas para el consumo con destino a alimentación.


Los ejemplares vivos serán liberados y los despojos o productos, (cueros, plumas y otros) vendidos en la forma que resuelva la autoridad de aplicación.


Aquellas especies que por su naturaleza no puedan ser dejadas en libertad serán entregadas a personas o entidades con fines científicos, culturales o didácticos y las que se consideran plagas dañinas o perjudiciales serán eliminadas en el momento de labrarse el acta de infracción.

Artículo 303 – Destrucción o Subasta. Las armas u objetos destinados a la cacería que se decomisen, podrán ser destruidos, subastados o afectarse el uso del patrimonio de la autoridad de aplicación, si así conviniera.

Artículo 304 – Fomento. El Poder Ejecutivo promoverá para la protección, conservación y aprovechamiento de la fauna silvestre las medidas siguientes.

a) El establecimiento de reservas, santuarios, criaderos de fauna silvestre o autóctona con fines conservacionistas.

b) El establecimiento de cotos genéticos oficiales y privados, jardines zoológicos y reservas faunísticos con fines deportivos, culturales, recreativos, turísticos que podrán tener propósitos de lucro.

Artículo 305 – Peligro de extinción. En caso de que una especie de la fauna silvestre autóctona se halle en peligro de extinción o en grave retroceso numérico, el Poder Ejecutivo deberá adoptar medidas de emergencia a fin de asegurar su repoblación y perpetuación. Las municipalidades y comunas prestarán su colaboración y la autoridad de aplicación provincial aportará los recursos pertinentes, pudiendo disponer también la prohibición de la caza y comercialización de los ejemplares y productos de la especie amenazada.

Párrafo Segundo

Pesca

Artículo 306 – Objeto de la pesca. Se considera objeto de la pesca a todas las especies identificadas zoológicamente como peces, así como crustáceos y moluscos que vivan permanentemente en el agua o transitoriamente fuera de ella, así como la cría o cultivo intensivo o propagación de las mismas en agua y riveras.

Artículo 307 – Concepto de pesca. A los efectos de este Código se entiende por pesca todo acto de apropiación o aprehensión por cualquier sistema o medio del objeto a que se refiere el artículo anterior.

Artículo 308 – Normativa. De acuerdo a las normas contenidas en los artículos 2547 y 2549 del Código Civil, el derecho de pesca en el territorio de la Provincia se regirá por las disposiciones de este Código y por los reglamentos que en su consecuencia dicte el Poder Ejecutivo. Los fundos vecinos a aguas provinciales sin acceso público quedan grabados con una servidumbre de paso para las necesidades de la pesca.

Artículo 309 – Actos comprendidos. Las disposiciones referentes a la pesca se aplicarán: 

a) A los actos de pesca deportiva ejercitados en aguas naturales o artificiales.

b) A cualquier actividad comercial, industrial que tenga por objeto la pesca.

c) Al aprovechamiento de lechos, fondos, aguas, playas, riveras, costas y puertos, para la cría, reproducción o difusión de las especies de la fauna acuática. 

Artículo 310 – Limitaciones al ejercicio de la pesca. El ejercicio de la pesca en aguas públicas estará sujeto a las limitaciones que se establecen en este Código y en los reglamentos que en su consecuencia dicte el Poder Ejecutivo, para el más adecuado aprovechamiento de la riqueza acuática, su conservación y utilización en las mejores condiciones sanitarias y económicas. A tales efectos se demarcarán las zonas de reserva, se fijarán los procedimientos útiles, artes o aparejos de captura permitidos y prohibidos, las dimensiones que deben tener los ejemplares para ser liberados a la venta y condiciones sanitarias de conservación, todo ello en cuanto no corresponda a la jurisdicción nacional.

Artículo 311 – Períodos de veda. Facúltase al Poder Ejecutivo para fijar los períodos de veda, modificar los existentes o señalar períodos especiales, ya sea en forma parcial o general, cuando lo considere conveniente para el mejor ordenamiento de la explotación y conservación pesquera.

Artículo 312 – Pesca en aguas de propiedad privada y artificiales. El ejercicio de la pesca en aguas privadas así como también en lagos y lagunas artificiales, canales o zanjas, construidas o conservadas dentro de predios particulares, requerirá, como medida previa al acto de practicarla, autorización escrita del propietario o empresario agrícola.

Artículo 313 – Aprovechamiento de las aguas privadas. El aprovechamiento de las aguas privadas deberá realizarse de manera tal que no produzca daño sobre la materia de pesca o sanidad acuática que pueda extenderse directa o indirectamente a aguas públicas.

Artículo 314 – Prohibiciones. Prohíbese en el ejercicio de la pesca: 

a) Arrojar, colocar, hacer, o dejar llegar a las aguas de uso público o particular que comuniquen con ella en forma permanente o transitoria, sustancias cuya naturaleza o efectos resulten o puedan resultar nocivos para la biología acuática.

b) Apalear las aguas, o atajar con cualquier suerte de dispositivo el paso de los peces en los ríos, arroyos o lagunas, en la época normal o durante crecidas o descensos.

c) Introducir toda fauna o flora acuática exótica, agregar o difundir las ya introducidas que no sean objeto de cultivo o crianza en cautividad.

d) Usar toda clase de artes, máquinas, útiles, explosivos, aparejos de pesca sin expresa autorización de la autoridad de aplicación.

Artículo 315 – Licencia de Pesca. El ejercicio de la pesca en aguas públicas y privadas requiere la obtención previa licencia de pesca, debiendo los interesados dar cumplimiento a las normas previstas en los reglamentos que al efecto dicte del Poder Ejecutivo y que determinarán el importe a pagar, duración, condición, forma y oportunidad de su obtención.

Artículo 316 – Carácter de la licencia. La licencia de pesca es personal, temporal e intransferible y deberá solicitarse ante el organismo competente previa delegación por la autoridad de aplicación.


Las licencias especiales para investigadores se otorgarán sin cargo a petición de los mismos quienes deberán acreditar con solicitud el fin perseguido, lugar o lugares donde realizarán sus investigaciones y toda otra información que aclare su petición. Al otorgar estas licencias la autoridad de aplicación fijará el período de validez de las mismas.

Artículo 317 – Pesca comercial en aguas provinciales. El Poder Ejecutivo establecerá un régimen especial para el ejercicio de la pesca comercial en aguas públicas y del dominio privado de la Provincia, tendiente a la satisfacción de las necesidades regionales.

Artículo 318 – Permiso. Toda persona física o jurídica que se dedique o quiera dedicarse al ejercicio de la pesca comercial en aguas públicas o del dominio privado de la provincia, así como también al transporte o comercio de sus productos tendrá la obligación de solicitar previamente un permiso que expedirá la autoridad de aplicación, abonando un canon que para cada actividad se fije. El Poder Ejecutivo establecerá la duración, condiciones, forma y oportunidad de los citados permisos, determinando el importe de los cánones.

Artículo 319 – Apropiación de otros recursos de la fauna acuática. La apropiación con fines comerciales de otros recursos de la fauna acuática deberá ajustarse a lo establecido en este Código y la reglamentación especial que dicte el Poder Ejecutivo.

Artículo 320 – Concesión de terrenos fiscales o reservas. La persona física, asociación o persona jurídica que se dedique a la pesca comercial o se halle inscripta como tal para el ejercicio de la misma en aguas del dominio provincial, podrá gestionar la concesión de terrenos fiscales o reserva expresa en las costas fluviales, siempre que tales terrenos se destinen a la instalación de usinas o fábricas industrializadoras de los productos de la pesca o la colonización pesquera. El Poder Ejecutivo podrá otorgar estas concesiones en la extensión superficiaria que sea indispensable para la existencia de la industria o de la colonia.

Artículo 321 – Permiso de explotación. La persona que tenga el derecho al aprovechamiento de un cuerpo de agua de dominio provincial, deberá solicitar el permiso correspondiente.


Los permisos de explotación se otorgarán siempre y cuando el ambiente haya sido habilitado por la autoridad de aplicación y en ellos se establecerán cupos de extracción proporcionales a la superficie útil, atendiendo a la reglamentación que se dicte.

Artículo 322 – Deber de informar. Las personas físicas o jurídicas que se dediquen a la pesca en aguas privadas estarán obligadas a suministrar a la autoridad de aplicación, información estadística, especies, kilogramos extraídos y destino de la producción.

Artículo 323 – Tasa de inspección. La pesca que se autorice de acuerdo con lo establecido en los artículos 315 , 316 y 317 del presente Código, deberá abonar la tasa de inspección que se fije.

Artículo 324 – Guías de tránsito. La provisión de guías de tránsito se efectuará previa comprobación del pago de la tasa de inspección a que se refiere el artículo precedente.

Artículo 325 – Pesca deportiva. El ejercicio de la pesca deportiva, así como también los concursos de este carácter, están sujetos a la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo, la que establecerá los ambientes habilitados, especies, número y tamaño de los ejemplares a extraer, épocas de veda, horarios y artes permitidas; prohibiéndose la venta de productos y/o subproductos.

Artículo 326 – Pesca deportiva por menores de catorce años. Los menores de catorce años podrán practicar la pesca deportiva sin contar con la licencia de pesca.

Artículo 327 – Matrícula. Cualquier embarcación que se destine a trabajos de pesca en ríos y canales navegables, deberá tener la matrícula. La falta de este requisito impedirá el otorgamiento del permiso de pesca que se solicite.

Artículo 328 – Fiscalización. El personal del organismo competente podrá inspeccionar las embarcaciones pesqueras y los depósitos o sitios de almacenamiento, preparación, industrialización, concentración y venta de productos pesqueros a los efectos de fiscalizar el cumplimiento de este Código y de las disposiciones reglamentarias que al efecto dicte el Poder Ejecutivo o por delegación, la autoridad de aplicación.

Artículo 329 – Estudios e investigaciones hidrobiológicos. La autoridad de aplicación tendrá a su cargo los estudios e investigaciones hidrobiológicos realizando especialmente: 

a) El estudio de los distintos aspectos de las aguas provinciales y terrenos por ellas ocupados, afectados o utilizados, procediendo a el mejoramiento de ambos, con el fin de acrecentar o mantener el acervo pesquero, realizar y mantener el censo hidrológico y estudios hidrotécnicos de los cuerpos de agua.

b) La clasificación de las especies ictiológicas por su importancia económica, alimenticia y deportivas, procurando el desarrollo de las mejoras y la introducción de otras nuevas cuya difusión resulte conveniente de acuerdo con las experiencias practicadas.

c) La organización de un servicio de asesoramiento técnico y prestación de elementos que propendan al mejoramiento de la explotación pesquera.

d) La instalación en lugares que crea convenientes de servicios de piscicultura para la repoblación y población de los ambientes pesqueros.

e) El estudio de los recursos naturales acuáticos.

Artículo 330 – Extracción y transporte autorizado. Autorizase a las entidades de pesca deportiva, científicas o conservacionistas, la extracción y el transporte de peces vivos, sus embriones y otros organismos, destinados a la repoblación o población, previo permiso y fiscalización de la autoridad de aplicación.

Artículo 331 – Protección de la fauna acuática. Si ocurrieren anormalidades de orden físico o biológico en aguas provinciales, que sean motivo de perjuicio para el ambiente acuático, su flora o su fauna o para la salud humana, el Poder Ejecutivo podrá suspender toda actividad de pesca y/o circulación de embarcaciones, hasta tanto hayan desaparecido las causas que motivaron la suspensión. Los permisionarios de pesca o cualquier otra persona afectada por una medida de esta naturaleza, se atendrán a lo que al efecto se resuelva, sin tener derecho a indemnizaciones o compensación alguna.

Artículo 332 – Expropiación. Las aguas o riberas cuya posesión se estime técnicamente necesaria debido a una explotación atentatoria contra la mayor actividad económica de las zonas o cuando por un ejercicio abusivo de la explotación pesquera se perjudicare la riqueza ictícola de las mismas o perturbare la situación de otros cursos de aguas, serán declaradas de utilidad pública mediante ley especial y sujetas a expropiación.

Artículo 333 – Motonáutica. El Poder Ejecutivo reglamentará la actividad de motonáutica, determinando las zonas y períodos del año en que ella queda prohibida, con vistas a la protección y conservación de los recursos hidrobiológicos y los otros usos del agua.

Artículo 334 – Industrialización. El producto de la pesca en ríos y lagunas será destinado al consumo humano principalmente, con excepción de los casos en que el Poder Ejecutivo autorice por razones de interés público la industrialización.

Artículo 335 – Decomiso e inhabilitación. Sin perjuicio de las sanciones previstas, el infractor a las normas sobre pesca se hará pasible del decomiso de las piezas extraídas, de sus envases y de todos los elementos indispensables utilizados en la infracción, pudiendo ser inhabilitado para pescar por uno o más períodos cuando la reiteración o gravedad de la falta así lo requiera.

Artículo 336 – Destino de las piezas secuestradas. Las piezas provenientes de la pesca que fueren secuestradas, se entregarán bajo recibo sin cargo, a entidades de bien público, salvo que no fueren aptas para el consumo.


Cuando la cantidad, naturaleza y estado de las piezas extraídas lo permitan, serán vendidas en la forma que lo resuelva la autoridad de aplicación.


Las especies útiles para fines científicos, culturales o didáctico podrán entregarse a las personas o entidades correspondientes, y las que por su estado se consideren perjudiciales podrán ser eliminadas en el momento de constatarse la infracción.

Artículo 337 – Subasta. Las artes de la pesca, los elementos indispensables utilizados en la infracción y los envases que se decomisen, podrán ser subastados o afectados al uso de la autoridad de aplicación. Si así conviniere.

Párrafo Tercero

Acuicultura y Piscicultura

Artículo 338 – Acuicultura y piscicultura. A los fines del presente Código, se entiende como piscicultura a toda actividad intensiva o extensiva, que esté basada en el mantenimiento de peces vivos en cautiverio.


Asimismo se entiende por acuicultura, a toda actividad intensiva o extensiva que esté basada en el mantenimiento de organismos acuáticos vivos, sean peces o no en cautiverio.


El Poder Ejecutivo establecerá las normas reglamentarias a seguir para el cultivo y cría en cautividad de peces y otras especies de la flora y fauna acuática.

LIBRO QUINTO

DE LA POLICÍA SANITARIA

Título I

Disposiciones Comunes

Capítulo único

Artículo 339 – Normativa. La sanidad animal o vegetal se declara de orden público y se regirán en lo que atañe al Poder de Policía que corresponda a la Provincia, de acuerdo a lo establecido en la Constitución Nacional, con arreglo a las disposiciones de este Código y las normas reglamentarias que en su consecuencia se dicten.

Artículo 340 – Obligatoriedad. Se declara obligatorio el control y la erradicación de enfermedades infectocontagiosas, parasitarias o de otro carácter de los animales y de las causas adversas de origen biológico declaradas plagas de las plantas que viven o crecen bajo el control del hombre.

Artículo 341 – Facultades. El Poder Ejecutivo, por intermedio de la autoridad de aplicación está facultado para:

a) Desarrollar e intensificar la investigación y experimentación de elementos y métodos designados a mejorar el estado de sanidad animal y vegetal de la Provincia.

b) Extender o divulgar los conocimientos técnicos actualizados relativos a la sanidad agropecuaria.

c) Ejecutar campañas de lucha contra las plagas y especies depredadoras de la agricultura y de la ganadería.

d) Crear y organizar registros que faciliten sus funciones de contralor sanitario.

e) Efectuar periódicamente el relevamiento estadístico en materia de sanidad animal y vegetal.

f) Declarar infectado el fundo rústico, región o zona donde se constatare la existencia de enfermedades o plagas, clausurar el establecimiento, aislar, secuestrar, señalar, marcar o prohibir el tránsito o venta de animales o vegetales en tales áreas, adoptando las medidas que correspondan, en cada caso, según el carácter de la enfermedad o plaga, pudiendo disponer incluso, la destrucción de los mismos, y objetos susceptibles de ser vehículos de contagio o transmisión.

g) Promover el funcionamiento de organismos mixtos (Estado Provincial con Asociaciones Agropecuarias, Colegios Profesionales, entre otras) con facultades de fiscalización, inspección y control en el cumplimiento de las disposiciones sanitarias. Asimismo, puede formalizar convenios con los Colegios Profesionales a idénticos fines.

h) Sancionar a los infractores de las disposiciones contempladas en este Libro, Decretos y Reglamentos que en consecuencia se dicten.

Artículo 342 – Asistencia. Toda persona, física o jurídica, que en forma permanente o transitoria se dedique a la crianza de animales o cultivo de plantas, al transporte o venta de ganado o plantas, a la elaboración, extracción, transporte o venta de productos o subproductos de origen animal o vegetal, está obligado a prestar la colaboración necesaria al personal técnico encargado de aplicar o fiscalizar el cumplimiento de las normas estatuidas en este Código y los reglamentos sanitarios.


El que no colaborare con el personal técnico en la forma dispuesta en el párrafo anterior, será reprimido con multa de hasta cien jus. 

Artículo 343 – Fuerza Pública. La fuerza pública deberá prestar auxilio a los agentes de la administración que pertenezcan al cuerpo técnico sanitario o los organismos mixtos con facultades de fiscalización de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 284 inc. h), en los casos que requieran su intervención a fin de dar cumplimiento a las normas de policía sanitaria

Título II

Sanidad Animal

CAPÍTULO I

Normas Generales

Artículo 344 – Defensa Sanitaria Animal. La sanidad animal en el territorio de la Provincia de Santa Fe, la defensa y profilaxis contra enfermedades infectocontagiosas y parasitarias, exóticas, enzoóticas, epizoóticas, o de otro carácter, y el fomento de la producción ganadera, se regirá conforme a las disposiciones del presente Título.

Artículo 345 – Enfermedades infectocontagiosas y parasitarias. Las enfermedades infectocontagiosas y parasitarias de los animales, que constituyan una amenaza para la salud del hombre, de las especies explotables y para la economía de las fuentes de producción darán lugar a la intervención de las autoridades de aplicación o competentes quienes lo harán por denuncia recibido o de oficio, aplicando las medidas de policía sanitaria que correspondan en cada caso.


Constatada la presencia de enfermedades infectocontagiosas o de otro carácter, la autoridad de aplicación podrá declarar infectada la propiedad, región o zona, según aconsejen las circunstancias y estará autorizada para clausurar el establecimiento, aislar, secuestrar o prohibir el tránsito o venta de los animales en tales áreas, adoptando las medidas que correspondan en cada caso, según el carácter de la enfermedad, pudiendo disponer incluso, la destrucción de los mismos y objetivos susceptibles de ser vehículos de contagio. En el caso de enfermedades infectocontagiosas irreversibles, la autoridad de aplicación estará autorizada para señalar o marcar los animales infectados.

Artículo 346 – Enfermedad exótica. Se considera exótica toda enfermedad de origen foráneo que hasta el momento de su aparición no se haya presentado en el país.

Artículo 347 – Enfermedad enzoótica. Se considera enzoótica la enfermedad que se compruebe dentro de una zona determinada y sea susceptible de manifestarse como epizoótica.

Artículo 348 – Enunciación. La autoridad de aplicación hará la nomenclatura de las enfermedades a que se refiere el artículo 331 y sobre las cuales ha de recaer su acción pudiendo variarla cuando lo estime conveniente.

Artículo 349 – Obligación de colaborar. Toda persona física o jurídica que, en forma permanente o transitoria, se dedique a la crianza, cuidado, transporte y/o venta de ganado; a la elaboración, extracción y/o venta de productos o subproductos de origen animal está obligado a prestar amplia colaboración al personal técnico encargado de aplicar y fiscalizar el cumplimiento de las normas de sanidad animal, y de los reglamentos que en consecuencia se dicten, debiendo la fuerza pública prestar la colaboración que le fuera requerida.

CAPÍTULO II

Disposiciones comunes a todas las enfermedades

Artículo 350 – Especies incluidas. Las normas de policía sanitaria animal serán aplicadas también a las aves de corral, animales silvestres, peces y lepóridos, y en la misma forma a todas las especies animales susceptibles de contraer, propagar o difundir bacterias, virus, parásitos u otros agentes transmisores de enfermedades no determinadas, que puedan lesionar los intereses económicos de la ganadería o afectar la salud humana.

Artículo 351 – Obligación de denunciar. Es obligatorio denunciar al organismo competente por parte del propietario, empresario agrario o encargado del cuidado de un animal atacado por enfermedad transmisible o que presumiblemente se halle afectado por la misma.


El que no observare lo dispuesto en el presente artículo será sancionado con una multa de hasta cien (100) jus.

Artículo 352 – Obligación de aislamiento y profilaxis. En caso de tratarse de enfermedades calificadas como exóticas, o enzoóticas o epizoóticas por la autoridad sanitaria de aplicación, las personas indicadas precedentemente deberán proceder de inmediato a la adopción de medidas de aislamiento y profilaxis, sin perjuicio de la comunicación obligada a la autoridad para que emita las instrucciones pertinentes.


El que no cumpliere con las medidas de aislamiento, profilaxis y comunicación cuándo estuviere obligado a ello, será reprimido con una multa de hasta cien (100) jus.


Tendrán igual obligación, los laboratorios particulares u oficiales y profesionales veterinarios en general.

Artículo 353 – Cadáveres y despojos. Las medidas profilácticas enunciadas en el artículo anterior deberán también aplicarse a los cadáveres o despojos de animales enfermos o presumiblemente afectados por alguna enfermedad contagiosa, debiendo procederse a la destrucción total.


Prohíbese la extracción del cuero o de cualquier órgano o región anatómica de animales muertos de carbunclo bacteridiano o presumiblemente afectado por esa enfermedad.


El que no observare lo dispuesto en el presente articulo, será reprimido con una multa de hasta cien (100) jus.

Artículo 354 – Excepción en materia de cadáveres o despojos. Exceptúase de la obligación estatuida en el artículo precedente cuando los cadáveres, despojos o restos de animales enfermos o con la presunción de estarlo se lo destine a estudio, investigación o diagnóstico, pero bajo la responsabilidad del médico veterinario que los tenga a su cuidado o se encuentre en posesión de los mismos a cualquier título.

Artículo 355 – Zonas o regiones de infección. Para el más efectivo cumplimiento de las normas de policía sanitaria animal, y siempre que la necesidad de control y/o erradicación de enfermedades transmisibles lo impusieran, la autoridad de aplicación deberá determinar zonas o regiones de infección, infestación, interdicción o indemnes, según la intensidad o gravedad de la propagación o contagio.

Artículo 356 – Certificado de sanidad. En el caso de que se declare infectado o infestado un establecimiento, una zona o distrito o exista peligro inminente de difusión de cualquiera de las enfermedades contagiosas, la extracción de ganado de esos lugares, su acarreo o tránsito hacia centro de comercialización o industrialización, o con destino a pastoreo o pastaje, solo podrá hacerse previa certificación de sanidad, a cuyo efecto la autoridad de aplicación deberá expedir la guía sanitaria de libre tránsito.


El que no observare lo dispuesto en el presente articulo, será reprimido con una multa de hasta cien (100) jus.

Artículo 357 – Prohibición de introducción de animales enfermos. Prohíbese en el territorio de la Provincia la introducción de animales afectados de enfermedades transmisibles o presumiblemente afectado por las mismas, como así también sus cadáveres, despojos, reses o cualquier objeto que haya estado en contacto con ellos y susceptible de propagar la enfermedad.


La autoridad sanitaria podrá ordenar o disponer en estos casos y siempre que la gravedad de la circunstancia lo aconsejen, el secuestro, sacrificio o destrucción de animales enfermos o sus despojos en la forma que el Poder Ejecutivo lo determine.


El que no observare lo dispuesto en el presente articulo, será reprimido con una multa de hasta cien (100) jus, siempre que el hecho no constituya delito.

Artículo 358 – Prohibición de introducción de animales de zonas infectadas o infestadas. No se permitirá la introducción al territorio de la Provincia, de animales en general o especies determinadas, cadáveres, carnes forrajes o cualquier otro objeto susceptible de contaminación, procedentes de regiones declaradas infectadas o infestadas, sin el certificado de sanidad expedido por la autoridad de aplicación.


El que no observare lo dispuesto en el presente articulo, será reprimido con una multa de hasta cien (100) jus, siempre que el hecho no constituya delito.

Artículo 359 – Campos de experimentación, lazaretos. El Poder Ejecutivo instalará campos de experimentación, lazaretos u otros establecimientos análogos en los lugares más indicados, de conformidad con lo que aconseje la técnica sanitaria animal, y deberá dotarlos de los servicios indispensables para el mejor cumplimiento de sus fines.

Artículo 360 – Convenios. El Poder Ejecutivo, podrá suscribir convenios con la nación, provincias, municipalidades, organismos descentralizados nacionales o de las provincias y con instituciones privadas para el más eficaz cumplimiento de los propósitos enunciados en este Título.

Artículo 361 – Autoridad Sanitaria. La autoridad de aplicación controlará el cumplimiento de las normas de policía sanitaria animal, debiendo asimismo realizarlos con relación a: 

a) Los mercados de ganado, aves, animales de caza, lepóridos y peces o cualquier clase de animal que considere pertinente.

b) Los establecimientos dedicados a ferias y remates de animales.

c) Los mataderos.

d) Los frigoríficos.

e) Los saladeros.

f) Las barracas.

g) Las graserías.

h) Los tambos.

i) Los establecimientos o locales donde se obtengan, elaboren, industrialicen o depositen productos o subproductos lácteos.

j) Los establecimientos destinados a la conserva o industrialización de pescado.

k) Cualquier otro local o establecimiento, fábrica o usina donde se extraigan, elaboren, manipulen o transformen productos de origen animal.

l) Los vehículos de transporte de hacienda, productos y subproductos de origen animal.

Artículo 362 – Normas de profilaxis en general. La autoridad sanitaria competente, previa comunicación a la autoridad de aplicación, fijará normas de higiene, desinfección, desinfectación y profilácticas en general, que deberán aplicarse a todo tipo de vehículo o medio de transporte, embarcadero, corral, brete y cualquier otro local utilizado para la permanencia de animales, como así también para los elementos u objetos que hayan estado en contacto con dichos animales, sus restos, despojos, productos o subproductos.

CAPÍTULO III

Indemnización

Artículo 363 – Indemnización. Los propietarios de animales, objetos o construcciones que se hubieren ordenado destruir en virtud de las prescripciones de este Código, podrán reclamar una indemnización cuyo monto será establecido por el Poder Ejecutivo en la suma que a su juicio estime como compensación, sin perjuicio de los recursos judiciales que pudieran corresponderles. Si alguna parte de animales, objetos o construcciones fuera aprovechable, su valor deberá ser descontado.

Artículo 364 – Casos excluidos. No habrá lugar a indemnización en los siguientes casos:

a) Cuando no se hubiesen cumplido con las normas estatuidas en este Código o en los reglamentos e instrucciones sanitarias dictados en su consecuencia.

b) Si la enfermedad de la que estuviera atacado el animal sacrificado fuera necesariamente mortal.

Artículo 365 – Plazo para el reclamo. Todo propietario de un bien destruido, en virtud de una medida sanitaria impuesta en salvaguardia de los intereses de la comunidad, podrá ejercitar su acción dentro de los sesenta (60) días de ejecutada la misma. Transcurrido dicho plazo, perderá su derecho.

Título III

Sanidad Vegetal

CAPÍTULO I

Plagas

Artículo 366 – Concepto. Se considera plaga, a los efectos del presente Código, a todo agente biológico, variable en el tiempo y en el espacio que al superar el índice de peligrosidad según criterio científico cause daño económico, que resultare nocivo para las especies vegetales de interés agrícola, o de sus productos, en contra de las cuales deberán tomarse medidas para lograr su control. 

Artículo 367 – Enumeración. El Poder Ejecutivo a través de la autoridad de aplicación enumerará las principales causas adversas a la vegetación, sobre las que ha de recaer su acción, y de éstas sólo podrá declarar plagas a aquellas para cuyo control se determinen procedimientos técnicos, económicos y de eficacia reconocida.


A tal efecto, hará la nomenclatura de los agentes perjudiciales respecto de los cuales regirán las disposiciones de este Título y podrá declararlas “plagas” cuando corresponda considerarlas tales por su carácter extensivo, invasor o calamitoso, dando a conocer los métodos aconsejados por la técnica agronómica para erradicarlas o establecer un adecuado control.

Artículo 368 – Obligaciones. Los empresarios agrarios, propietarios u ocupantes de tierras fiscales o privadas, tienen la obligación de controlar por su cuenta las plagas, dentro de los inmuebles o medios de transporte que posean u ocupen, como así mismo deberá notificar la aparición de aquellas que por sus hábitos, superen el nivel de acción predial. Del mismo modo deberán dar cumplimiento a las obligaciones de tipo preventivo que exija la autoridad de aplicación.


Las tareas de destrucción o combate de las plagas deberán practicarse sin derecho a retribución alguna mediante procedimientos idóneos y el empleo de los medios y recursos conducentes a tal finalidad, teniendo en cuenta en la medida de lo posible la supresión o reducción del empleo de plaguicidas químicos y su impacto contaminante sobre el medio ambiente rural, la salud humana, la calidad de los alimentos y la preservación de las especies animales útiles al hombre.


Deberán de inmediato notificar a la autoridad de aplicación la aparición de la plaga y manifestar si los elementos con que cuentan son suficientes para combatirla o lograr su destrucción.


Se entiende por control integrado de plagas al conocimiento, selección y uso armónico de medidas de control, sean éstas físicas, químicas, mecánicas, culturales o biológicas que combinadas, aseguren los mejores resultados económicos, ecológicos y sociológicos.


El que no observare las disposiciones contenidas en el presente articulo, será reprimido con una multa de hasta cien (100) jus.

Artículo 369 – Bienes del Estado Provincial, municipios y comunas. En los bienes de dominio público y privado provincial o de los municipios o comunas, las autoridades respectivas deberán dar estricto cumplimiento a las normas estatuidas precedentemente en este Título.

Artículo 370 – Destrucción de la vegetación. El Poder Ejecutivo, con intervención de la autoridad de aplicación, podrá disponer la destrucción total o parcial de la vegetación y de sus partes, aun sin previa declaración de plaga, cuando se verifique la existencia de causas adversas y medien motivos de interés general.

CAPÍTULO II

Control de la Producción

Artículo 371 – Sujetos de control. Quedan sujetas al control sanitario de la autoridad de aplicación las siguientes personas físicas o jurídicas:

a) Las que se dediquen a la cría, venta de plantas o sus partes con fines de propagación.

b) Las que realicen trabajos de lucha contra las plagas con fines de lucro por cuenta de terceros cualquiera fuera el medio que se utilice.

c) Las que desarrollen actividades relacionadas con la sanidad vegetal, cuya autorización y registro considere el Poder Ejecutivo necesarios para realizar las funciones de contralor fitosanitarias.

Artículo 372 – Registro. Las personas físicas o jurídicas indicadas en el artículo anterior deberán inscribirse en un registro especial que llevará la autoridad de aplicación y cumplir con las normas prescritas por este Código y los reglamentos que se dicten.

Artículo 373 – Aprobación. Los productos fitosanitarios destinados al control de plagas, deberán contar con la registración en el Instituto Argentino de Sanidad y Calidad Vegetal u organismo que lo reemplace. Las maquinarias o implementos que utilicen en la aplicación de productos fitosanitarios, deberán estar inscriptos y/o matriculados conforme a la normativa nacional o provincial, debiendo emplear los productos de acuerdo a las recomendaciones del fabricante.


La autoridad de aplicación podrá prohibir o limitar el uso o comercialización de cualquier producto fitosanitario cuando razones de interés general así lo aconsejen. Por idéntico motivo podrá restringir o impedir la utilización de maquinarias o implementos empleados en la aplicación de tales productos.

CAPÍTULO III

Procedimiento

Artículo 374 – Plagas. Cumplimiento de obligaciones. Si la autoridad de aplicación comprobare la existencia de plagas por control deficiente de los mismos, intimará a los responsables al cumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 368 en el plazo que esta establezca.

Artículo 375 – Incumplimiento. Vencido el plazo de intimación a que se refiere el artículo anterior, sin haber dado cumplimiento a la misma, la autoridad de aplicación podrá disponer la realización de los trabajos pertinentes con cargo a los responsables, sin perjuicio de aplicarles las sanciones a que hubiere lugar.

Artículo 376 – Indemnización. En el supuesto de disponerse la destrucción total o parcial de la vegetación o sus partes por verificarse la existencias de causas adversas a la misma, la autoridad de aplicación procederá previamente a justipreciar el valor de los bienes sobre la base del estado en que se encuentren, deduciendo los beneficios pecuniarios que estime pudieren obtenerse una vez destruidos.


En el caso del artículo 356 la autoridad de aplicación deberá indemnizar los perjuicios que se hayan ocasionado con la destrucción de la vegetación o sus partes, de acuerdo a la tasación a que se refiere el párrafo precedente y siempre que en el plazo perentorio de sesenta (60) días, a contar de la fecha en que se diera comienzo a los trabajos, así lo peticionaran los interesados.

Artículo 377 – Pérdida del derecho de indemnización. No habrá derecho a indemnización en los casos en que se hubiesen desobedecido las órdenes de lucha impartidas por la autoridad de aplicación o se probase que los vegetales iban a ser destruidos por la plaga.

Artículo 378 – Cuenta Especial. Créase la cuenta especial denominada “Protección Vegetal” con el objeto de afrontar las erogaciones que se ocasionen como consecuencia de la aplicación de los Capítulos I, II y III del presente Título III.


La cuenta estará integrada con los siguientes recursos:

a) el importe de las multas percibidas por infracciones a las disposiciones de este título;

b) las sumas recaudadas en concepto de registro y/o matriculación;

c) los fondos que se le asignaren por la ley de presupuesto;

d) los recursos que se le asignen a la provincia para la promoción de campañas de control de plagas y/o su prevención.

e) los fondos enumerados se depositarán a la orden del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio, bajo la denominación “Protección Vegetal”.

Artículo 379 – Destino de los fondos de cuenta “Protección Vegetal”. Los recursos que integren la cuenta especial de “Protección Vegetal” serán destinados a solventar erogaciones por control y fiscalización, gastos de difusión, promoción de campañas de control e implementación de convenios con la Nación, provincias y municipios o comunas.

Artículo 380 – Adhesión. La Provincia de Santa Fe adhiere a la Ley Nacional Nº . 20.247.

Artículo 381 – Convenios. Autorizase al Poder Ejecutivo a celebrar convenios con la Nación, provincias, municipios o comunas u otros organismos para coordinar las funciones de control de plagas establecidas en el presente Código.

LIBRO SEXTO

DE LOS EMPRESARIOS Y PRODUCTOS AGRARIOS

Titulo I

Del Registro de Empresarios Agrarios 

CAPÍTULO I

Obligatoriedad de inscripción

Artículo 382 – Obligación. Es obligatoria para los empresarios agrarios de la provincia su inscripción en el Registro Provincial de Empresarios Agrarios, dependiente del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio. El Poder Ejecutivo reglamentará la forma, requisitos, periodicidad y lugar de inscripción.

Artículo 383 – Formulario. A los efectos de lo previsto en el artículo anterior, la autoridad de aplicación facilitará un formulario especial en el que deberá consignarse con carácter de declaración jurada, los datos que se soliciten.

Artículo 384 – Certificado. Todos los empresarios deberán poseer un certificado extendido por la autoridad en el que constará el número de la matrícula y su calidad de empresario agrario, el cual hará fe de su contenido salvo prueba en contrario, ante instituciones oficiales o privadas

Artículo 385 – Informaciones. Las informaciones suministradas por los empresarios agrarios podrán ser utilizadas para investigaciones y fomento de carácter agropecuario, económico, social y fines estadísticos.

Artículo 386 – Acreditación. Todo organismo oficial se abstendrá de dar curso a las gestiones solicitadas por el empresario agrario que no acredite por medio del certificado correspondiente estar inscripto en el Registro Provincial de Empresarios Agrarios.

CAPÍTULO II

Calidad de los productos agrarios

Artículo 387 – Certificación diferenciada de productos agrarios. El Poder Ejecutivo promoverá la certificación diferenciada de los productos agrarios teniendo en cuenta su procedencia, origen calidad y sanidad en las etapas de producción, industrialización y comercialización de los mismos.

Artículo 388 – Organización. A los efectos del artículo anterior, la autoridad de aplicación organizará las estructuras pertinentes que tengan como objetivo diferenciar los productos agrarios en función de su denominación de origen controlado y certificación de calidad, conforme a lo establecido en las normativas nacionales, provinciales e internacionales.

Artículo 389 – Integración. Podrán formar parte de los organismos y/o consejos reguladores cuyo objeto sea diferenciar productos agrarios en función de su procedencia, origen o calidad toda persona física y/o jurídica que demuestre un interés legítimo en obtener tal diferenciación y observe las prescripciones legales reglamentarias.

Artículo 390 – Convenios. El Poder Ejecutivo podrá suscribir convenios con la Nación, provincias, municipalidades y comunas, organismos descentralizados e instituciones privadas para facilitar la certificación diferenciada de productos agrarios.

Titulo II

Consorcios y Cooperativas de Exportación

CAPITULO I

Conformación

Artículo 391 – Objetivos. El presente Capitulo tiene como objetivo facilitar a las pequeñas y medianas empresas la conformación, desarrollo y consolidación de Consorcios y Cooperativas de Exportación de bienes y servicios, en el ámbito de la Provincia, conforme a lo dispuesto por Ley Nº 12.119 incluida en el presente, a los fines de:

a) Posibilitar e incrementar la actividad y la capacidad exportadora de las pequeñas y medianas empresas, incentivando el desarrollo de las economías regionales, estimulando su potencial económico y social.

b) Facilitar la adecuación de las pequeñas y medianas empresas a las estructuras requeridas por los mercados internacionales, en lo que refiere a desarrollo y mejora de los procesos productivos.

c) Implementar mecanismos tendientes al logro de asistencia crediticia a los consorcios y cooperativas.

d) Suscribir convenios con organismos provinciales, entidades intermedias y municipios y comunas de la Provincia, para colaborar en la solución de los requerimientos derivados de la aplicación de la presente.

e) Implementar campañas de divulgación sobre los beneficios que brinda la conformación de consorcios o cooperativas de exportación, en forma conjunta con las entidades intermedias que las agrupen.

f) Promover la capacitación de recursos humanos sobre la problemática de los consorcios y cooperativas de exportación.

g) Promover planes de incorporación de las tecnologías apropiadas, con el asesoramiento de las instituciones, entidades y organismos provinciales, nacionales e internacionales.

Artículo 392 – Modalidades. Los consorcios y cooperativas de exportación deben estar integradas por pequeñas y medianas empresas, conforme a las siguientes modalidades:


Entre productores de un mismo bien, o de un mismo grupo de bienes, o entre prestadores de un mismo tipo de servicios, preferentemente cuando posean tamaños y estructuras similares.


Entre productores de bienes o grupos de productores, o entre prestadores de servicios, que sean complementarios y cuya modalidad de comercialización conjunta, fuera conveniente en el orden internacional.

Artículo 393 – Estructura. Los consorcios y cooperativas de exportación deben constituirse como sociedades regulares, conforme a la Ley Nacional N° 19.550, o como cooperativas, conforme a la Ley Nacional N° 20.337, respectivamente.


La cuota parte del capital de cada miembro, no puede exceder el veinte por ciento (20%) del capital total, y puede incrementarse, tanto el capital como el número de miembros, si los estatutos o los contratos así lo contemplan.


Los consorcios y cooperativas de exportación, deben incluir en el objeto social de sus estatutos o contratos constitutivos:


Coordinar las labores de producción de sus miembros, mediante la redacción de un reglamento interno de funcionamiento. 


Exportar, conjuntamente, los bienes o servicios producidos o prestados por sus miembros.


Propender al avance tecnológico de sus miembros.


Optimizar la calidad de los bienes o servicios a exportar.

Artículo 394 – Radicación. Los consorcios o cooperativas de exportación de bienes y servicios, deben estar integrados por empresarios individuales, sociedades o cooperativas, con actividades productivas total o parcialmente radicados en la Provincia de Santa Fe, sean productores de bienes o prestadores de servicios.


En el caso de empresas cuyas actividades productivas estén parcialmente radicadas en la Provincia, para integrar los consorcios o cooperativas de exportación objetos de la presente, el volumen de producción de aquéllas, en nuestro territorio, debe representar no menos del setenta y cinco por ciento (75%) de su total.

Artículo 395 – De los beneficios. Las entidades encuadradas en la presente ley, acceden a los siguientes beneficios, conforme lo determine la reglamentación:

a) Exención del pago de todo impuesto, tasa o sellado de origen provincial que grave su constitución.

b) Otorgamiento de créditos, garantías y avales previstos en la legislación provincial y nacional.

c) Asistencia técnica y científica.

d) Capacitación, a los fines previstos en el artículo 1º de la presente ley.

Artículo 396 – Funcionamiento. Conforme lo dispuesto en el artículo anterior la autoridad de aplicación debe: 


Convenir, con instituciones de crédito del país o del exterior, programas de financiamiento destinados a los consorcios y cooperativas inscriptas en el Registro Provincial de Consorcios y Cooperativas de Exportación de la Pequeña y Mediana Empresa, previsto en el artículo 12 de la presente Ley, gestionando, especialmente, líneas de financiamiento de carácter promocional.


Implementar con las cámaras empresariales, entidades intermedias, universidades, personas privadas u organismos públicos, cursos de promoción y capacitación sobre las ventajas de este mecanismo de promoción de las exportaciones.

Artículo 397 – Apoyo Institucional. En caso que los consorcios o cooperativas de exportación resuelvan participar en ferias, misiones comerciales o exposiciones, organizadas, declaradas de interés o auspiciadas por la Subsecretaría de Comercio Exterior de la Provincia, la autoridad de aplicación, a través de los organismos provinciales especializados, debe otorgar el apoyo necesario, referente a la gestión comercial y requerimientos de los mercados.

Artículo 398 – De la capacitación. La autoridad de aplicación debe implementar los mecanismos idóneos para organizar cursos de capacitación, destinados a empresarios, sobre consorcios y cooperativas de exportación, en los que pueden participar, además, personal de la administración pública de la Provincia y de municipios y comunas.


Asimismo debe determinar las formas y los medios necesarios para brindar apoyo y orientación, ya sea para la formación, como para el desarrollo de las actividades de los consorcios y cooperativas de exportación.

Artículo 399 – Convenios. La autoridad de aplicación debe convenir con las municipalidades y comunas de la Provincia, la prestación conjunta de asesoramiento y capacitación a los consorcios y cooperativas de exportación, constituidas o a constituirse en sus respectivas jurisdicciones.

Artículo 400 – De las obligaciones. Los consorcios y cooperativas de exportación, así como sus miembros, que hubieran obtenido beneficios, están obligados a cumplir con las metas que sirvieron de base para la concesión de los beneficios, a cuyo efecto la autoridad de aplicación debe efectuar los respectivos controles.

Artículo 401 – De las sanciones. Los consorcios y cooperativas de exportación o los miembros que incurran en incumplimiento total o parcial de las obligaciones emergentes de la presente Ley y su reglamentación, son pasibles de las siguientes sanciones, sin perjuicio de cualquier otra que pueda corresponder:


La cancelación total o parcial de los beneficios que se hubiera acordado, conforme la presente ley.


Aplicación de multas, entre una y diez veces el monto equivalente al valor de los importes con que hubieran resultado beneficiadas.


La autoridad de aplicación puede cancelar, total o parcialmente, los beneficios otorgados en la presente ley, cuando verifique infracciones que sean pasibles de la pérdida total o parcial, de los beneficios otorgados por regímenes de jurisdicción nacional.

Artículo 402 – Del Registro. Créase en el ámbito del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio, el Registro Provincial de Consorcios y Cooperativas de Exportación de la Pequeña y Mediana Empresa, en el cual deben inscribirse los consorcios y cooperativas de exportación, a que refiere la presente ley.

Artículo 403 – Intervención. El Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio, en su carácter de autoridad de aplicación, debe intervenir en todo lo relativo a la implementación, desarrollo y control del presente régimen de Conformación de Consorcios y Cooperativas de Exportación.

Disposiciones Complementarias

Artículo 404 – Competencia. Sin perjuicio de lo normado en la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley 10.160) compete a los Jueces de Primera Instancia de Circuito el conocimiento de las siguientes causas rurales: 

a) Los litigios que versen sobre materia legislada en este Código y en las leyes que lo complementan.

b) Los conflictos suscitados entre las partes en los contratos de arrendamiento rural, de aparcería agrícola y pecuaria, de mediería, de contratos accidentales y de pastaje, asociativo de explotación tambera, maquila, y del contratista de viñas y frutales.

c) Los asuntos suscitados entre las partes en los contratos de comodato, uso y habitación que versen sobre fundos rústicos.

d) Las cuestiones emergentes de los contratos de locación de servicios o locación de obras – contratistas – rurales o agrarios.

e) Las que versen sobre servidumbres rurales o agrarias.

f) Los conflictos por obras nuevas en zonas rurales.

g) Las faltas agrarias enumeradas en este Código que no fueren asignadas expresamente a la autoridad de aplicación.

Artículo 405 – Juzgados. Será competente el Juzgado de Primera Instancia de Circuito en que estuviere ubicado el inmueble.

Artículo 406 – Cuantía. A los efectos dispuestos en el artículo 372 no regirá limitación por cuantía dispuesta en el artículo 109 de la Ley Orgánica de Tribunales (Ley 10.160).

Artículo 407 – Norma supletoria. En todo cuanto sea aplicable en materia de faltas agrarias de competencia de los Jueces de Primera Instancia de Circuito regirán las disposiciones del Código de Faltas de la Provincia.

Artículo 408 – Destino de los importes de las multas. El importe de las multas aplicadas en materia de faltas agrarias será depositado a la orden del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio en una cuenta especial que se creará a tal efecto.

Artículo 409 – Reglamentación. El Poder Ejecutivo deberá dictar, a la mayor brevedad, los reglamentos que este Código le encomienda como así también los Decretos que fuesen indispensables para asegurar su cumplimiento, debiendo compilarse y publicarse como parte integrante de su texto.


Hasta tanto no dicten los mismos, se aplicarán las disposiciones vigentes que no se opongan al presente.

Artículo 410 – Autoridad de aplicación. El Poder Ejecutivo determinará de conformidad a la ley de Ministerios las direcciones o reparticiones de su dependencia que tendrán a su cargo la función de aplicar en cada caso la normativa estatuida en este Código.

Artículo 411 – Leyes Posteriores. Toda Ley Rural que se sancione por la Honorable Legislatura y se promulgue por el Poder Ejecutivo, deberá incorporarse a este Código en la parte pertinente, como así también toda Ley que modifique, derogue o abrogue a las normas estatuidas en el mismo.

Artículo 412 – Derogación. Derógase el Código Rural de la Provincia Ley 1.108 y sus modificatorias, Ley Nº 10.171 y todas las disposiciones que se opongan al presente.

Artículo 413 – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Artículo 414 – De forma.

fundamentos del autor del proyecto
Señor Presidente:


El presente proyecto que volvemos a poner a consideración de mis pares surge como una imperiosa necesidad de actualización del Código Rural, pilar normativo para la construcción de una de las Provincias mas importante de nuestro país. Dicha iniciativa procede de un conjunto de profesionales de reconocida trayectoria en el campo Jurídico-Constitucional, para que en nuestra provincia se actualice el Código Rural, a las nuevas realidades y demandas, dentro de sus límites territoriales, después de mas de 100 años de vigencia. 


El mismo fue redactado en primer termino, por honorables profesionales del derecho como lo son el Dr. Fernando P. Brebbia, Dr. Claudio A. Bermúdez y Dra. Cristina L. Fontana; quienes recibieron la colaboración del Instituto Argentino de Derecho Agrario y del Instituto de Derecho Agrario del Colegio de Abogados de la ciudad de Rosario; y que tras un arduo trabajo, dio como resultado la elaboración de un anteproyecto que fuera presentado como proyecto de Ley, acompañándolo con mi firma, ante esta Honorable Legislatura el 15 de septiembre de 1994, bajo el Expte. N 1206 – PJ y que posteriormente fueran transcriptos por los Diputados Carreras y Merino bajo los proyectos de Ley (Expediente N 5687 D.B) y (Expediente N 5353 PDP), respectivamente. Asimismo se han considerado nuevos aportes realizados por las Comisiones de Agricultura, de Asuntos Comunales y de Presupuesto y Hacienda de esta Honorable Cámara, como así también por parte de funcionarios del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio de la Provincia (Magic), sumado a los aportes originados en dos jornadas de debate y discusión sobre la actualización del Código Rural presentado en la Legislatura provincial, como así también en la Facultad de Derecho de la Universidad Católica Argentina de Rosario


Este mismo Código “revisado y, adaptado” a la legislación vigente, a sido actualizado por los mismos autores y enriquecido por distintos profesionales en diferentes campos de la investigación, como así también por un equipo de profesionales del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio de Santa Fe y la participación especial del Lic. Gabriel Savino en la adaptación normativa a la técnica legislativa. Por cuanto, podemos considerar a este Código como una gran pieza normativa, fundamental para nuestra provincia.

HISTORIAL


El Código Rural vigente en nuestra Provincia fue sancionado por la Honorable Legislatura el día 29 de agosto de 1901 (Ley 1.108), sobre la base del proyecto presentado por el Diputado Dr. Celestino L. Pera, el que rige desde esa fecha con diversas reformas que no han alterado en lo fundamental su sistema, lo cual trae aparejado que frente a los cambios operados en la realidad agropecuaria se encuentre desactualizado.


Por tal motivo, es imprescindible su reforma total, incorporando en un nuevo Digesto los institutos y principios propios del moderno Derecho Agrario en total respeto de las facultades exclusivas y concurrentes de la Provincia en la materia.


Los Códigos Rurales surgieron habida cuenta de la ausencia de toda disposición legislativa que reglara de alguna manera los distintos aspectos de la vida rural y sobre todo con la finalidad de poner orden en la campaña. El primer Código Rural fue el de la Provincia de Buenos Aires sancionado en el mes de noviembre de 1865 (Ley Nº 469, conocido con el nombre de “Código de Alsina”); este Código se originó en base a una encuesta realizada entre distintos hacendados de esa provincia y teniendo en cuenta un cuestionario diseñado al efecto. 
Como resulta de la fecha de su sanción el “Código de Alsina” es anterior al Código Civil de Vélez Sarsfield y esta circunstancia permitió que en él se introdujeran algunas disposiciones referidas al derecho privado, tales como la que se ocupa de la propiedad de los semovientes y los vicios redhibitorios en los contratos y otras instituciones que más adelante entrarían en colisión con la Ley Civil, y que no obstante, las restantes provincias adoptaron siguiendo su modelo, sin reparar que el artículo 108 de la Constitución Nacional sancionada en el año de 1853 permitía a las autoridades provinciales dictar los Códigos Civil, Comercial, Penal y de Minería, mientras el Congreso no ejercitara la facultad establecida en el artículo 67 inc. 11, motivo por el que éstas incurrieron en inconstitucionalidades, al reglar institutos del derecho de fondo.


Este Código de Alsina que rigió por más de cien años no contenía las características propias de un texto legal moderno, pues como hemos expresado, por un lado con su sanción, se pretendía llenar el vacío legislativo existente, y recién más tarde, cuando los territorios nacionales se provincializaron, dieron un marco jurídico nuevo, considerando la distribución de los poderes legislativos de la Nación y de las Provincias conforme a lo establecido en la Constitución Nacional. De este modo pretendieron aunque sin éxito conciliar las normas nacionales y provinciales en materia rural.

DEL CODIGO:


El Proyecto de Código está precedido por un TÍTULO PRELIMINAR que contiene fundamentalmente su descripción, en el sentido que constituye un conjunto orgánico y sistemático de normas jurídicas dictadas para regular la actividad agraria en la Provincia de Santa Fe en ejercicio de las facultades no delegadas a la Nación y con la finalidad de orientar, promover y regular la explotación agropecuaria en cualesquiera de sus especialidades y sus actividades conexas, como así también la protección y conservación de los recursos naturales renovables y la preservación del medio ambiente.


Es sabido que a la Provincia le compete el ejercicio de todos los poderes no delegados expresa o implícitamente a la Nación (artículo 121 de la Constitución Nacional), y de este modo habiéndose delegado al poder central la facultad de legislar toda materia inherente al derecho privado (artículo 75 inc. 12), le queda vedado incursionar en la materia relativa a la propiedad y a los contratos. En rigor el poder provincial se circunscribe al ejercicio del poder de policía y también aquellos otros que el Estado nacional atribuye en distintas materias, como por ejemplo, el caso de la reglamentación de la unidad económica, o los supuestos en que media la adhesión provincial a una Ley nacional como ocurre con el régimen forestal.


Se define la actividad agraria con arreglo a la moderna doctrina de la noción de agrariedad, estableciéndose: que “ella consiste en el desarrollo de un ciclo biológico vegetal o animal ligado al disfrute de las fuerzas o recursos naturales que se resuelven económicamente en la obtención de frutos ya sea destinado al consumo directo o después de una o más transformaciones, o a su comercialización cuando resulte del ejercicio normal de la agricultura.”


Al respecto debe tenerse presente, que el Código de Comercio –en su artículo 452 inc. 3ro.– no considera acto de comercio las ventas que los hacendados o agricultores realicen de sus propios frutos o productos. Se especifica que la actividad agraria consiste, en consecuencia, en el cultivo de vegetales, comprendida la silvicultura, en la cría, mejora o invernada de especies animales y las actividades conexas, con prescindencia del lugar donde ella se realiza y el medio o procedimiento utilizado para obtenerla.


Se define como empresario agrario, a la persona física o jurídica que realiza profesionalmente una actividad económica, organizando los elementos constitutivos de la hacienda, cuya titularidad le pertenece en virtud de un derecho real o personal asumiendo los riesgos y en cuanto a este, dirigida a la producción y circulación de los frutos y productos destinados al mercado. La hacienda agraria es un conjunto de bienes y derechos que el propietario organiza, entendiéndose por fundo rústico a la fracción de tierra que destinada o susceptible de ser destinada a la utilización agrícola forestal o pecuaria.


Las nociones que anteceden y que contiene el Titulo Preliminar se ajustan en consecuencia a una técnica jurídica adecuada, reemplazando a las que los códigos de las provincias, inclusive el de Santa Fe titula como “definiciones generales” y que carecen de todo sentido jurídico y práctico. La definición de persona rural que contiene el actual Código en vigencia en su artículo 2º , pretendiendo por tal al dueño, arrendatario, poseedor o principal administrador es defectuoso, por cuanto lo que realmente interesa es definir al empresario como la persona que realiza una actividad económica profesionalmente y mediante la organización de medios, no interesando si el mismo es propietario o arrendatario o usufructuario (adaptaciones del Nuevo Código)


También son defectuosas las disposiciones de los artículos 3º , 4º y 5º , ya que el fundo rústico –no la propiedad rural– es aquella fracción de tierra que se destina o puede ser destinada a una utilización agrícola, forestal o pecuaria.

CONTENIDOS: 


El Código está dividido en seis libros, referido el libro primero a la “Propiedad Fundiaria”, su delimitación en términos actualizados a la realidad económica con arreglo a lo dispuesto en el último párrafo del artículo 2326 del Código Civil; se incorpora lo concerniente a la conservación y manejo de suelo conforme a las disposiciones de la Ley Provincial Nº 10.552 y a la Colonización toda vez que esta facultad es atribuida a la Provincia por la Constitución Nacional (artículo 125 ). Este Libro se encuentra dividido en cuatro Títulos subdivididos por Capítulos, en los que podremos encontrar normado el deslinde y amojonamiento; cercos perimetrales; medianería rural; unidad económica; conservación y manejo de suelos; planes de conservación; planificación y ejecución de obras; restitución de tierras a comunidades aborígenes; colonización; entre otros puntos de relevancia. 


En el libro segundo el Código se ocupa de la “Propiedad Forestal” debiendo recordarse que la Provincia está adherida al régimen de la Ley Nacional Nº 13.273, agregándose el “Plan Forestal Provincial” aprobado por la Ley Provincial Nº 11.111 y sus complementarias, como las atribuciones de la ley Nº 11.717 concerniente al medio ambiente y desarrollo sustentable. Este Libro cuenta con tres Títulos, subdivididos por diferentes Capítulos los que norman la propiedad forestal; clasificación de los bosques; régimen forestal común; plan de manejo; explotación irracional, régimen forestal especial; régimen de bosques fiscales; prevención y lucha contra incendios; forestación y reforestación; transito de productos forestales; plan forestal provincial, entre otros temas de igual relevancia.


El libro tercero está destinado a la propiedad del “Ganado”, institución típica del Derecho Rural Argentino, actualmente regulado por la Ley Nacional Nº 22.939 que pone fin a la circular discusión acerca de la competencia nacional o provincial en materia de marcas y señales, por cuya razón se incluyan las normas, conceptos y definiciones que la misma contiene además de las disposiciones de resorte provincial, armonizando ambas en diversos títulos para una mejor compresión de una y otra. Además, en este Libro se regulan los certificados de adquisición, guías y precintos con un criterio moderno y práctico, donde se privilegia la practicidad de aplicación del mismo según los acontecimientos sanitarios. Este libro posee cinco Títulos, que comprenden en sus Capítulos, las marcas y señales, la acreditación de propiedad; las señalizaciones; los registros; los certificados; las guías de removido; precintos; autoridad policial; finalmente, el mismo Libro legisla respecto de los animales invasores, aparte y apartadores, hierras y señaladas, siguiendo la normativa tradicional aunque con algunas modificaciones.


El libro cuarto trata de la “Fauna y Flora”; de la caza y la pesca, siguiendo en este tema los lineamientos de la Ley Nacional Nº 22.241 y del Código de la Provincia de Buenos Aires. Este Libro cuenta con dos Títulos, un Capítulo y tres Párrafos, abordando la flora y fauna silvestre; caza; pesca; acuicultura y piscicultura, entre otros lineamientos normativos.


El libro quinto se refiere a la “Policía Sanitaria” tanto animal como vegetal regulando las disposiciones comunes y las propias de cada una de ellas. Este Libro cuenta con tres Títulos, normando la policía sanitaria; disposiciones comunes; seguridad animal; sanidad vegetal; control de producción; enfermedades; indemnizaciones, entre otros.


El libro sexto establece la creación del “Registro de Empresarios Agrarios”, nueva metodología que aseguraría el correcto desempeño del accionar empresario agrario-ganadero provincial. Este Libro consta de dos Títulos en el que se abordan regulando el Registro de empresarios agrarios, incluyéndose en el mismo a los consorcios y cooperativas de exportación, legislada en la provincia por Ley Nº 12.119, actualizándose así el texto normativo a las nuevas exigencias comerciales de nuestra provincia.


Las disposiciones complementarias se refieren a la competencia de los jueces en materia rural, la que se confiere a los Jueces de Primera Instancia de Circuito siguiendo las conclusiones del XI Congreso de Derecho Procesal realizado en la ciudad de la Plata en el año 1981, puntapié inicial para el debate de competencias, y las disposiciones de la Ley Nº 21.209 de la Provincia de Buenos Aires, como de otros tantos encuentros de profesionales del derecho, en distintos puntos de nuestro país.


Los redactores del Código han creído conveniente ampliar las funciones de los Jueces Comunales –Antes Jueces de Paz Legos– a efectos de acercar la justicia al campo, mediante trámites breves que aseguren los derechos de las partes implicadas en los temas legislados en el Código. El Proyecto no trata el régimen de aguas ni el de caminos porque estas materias deben ser legisladas en forma especial, como ocurre en las Provincias de Salta, Mendoza, Santiago del Estero – entre otras – que han regulado la materia de agua en Códigos en forma completa y autónoma; y la temática de caminos en leyes específicas por ser propia del derecho administrativo.


Señor Presidente, el presente proyecto viene a constituir una verdadera herramienta jurídica que después de una centuria, permitirá el mejor desarrollo de la actividad agropecuaria de nuestra Provincia, en un marco de condiciones que generarán mayor justicia. En la elaboración del mismo se tuvo en cuenta la legislación agraria nacional y comparada y la moderna doctrina agraria existente. Es por tal motivo que solicito a mis pares la siguiente aprobación del presente proyecto de Ley “Regulando la Actividad Agraria en el Territorio de la Provincia de Santa Fe” (Nuevo Código Rural Santafesino).
Carlos Bermúdez
SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Pido la palabra.


Señor presidente: tal como fue expresado por Secretaría, la realidad es que existieron dos proyectos presentados para su análisis durante mucho tiempo: uno del diputado Favario y otro del ex diputado Bermúdez.


En lo personal, por mi profesión, por mi actividad, es realmente una satisfacción poder ser miembro informante de un proyecto que viene a regular la actividad agraria en el territorio de la provincia de Santa Fe.


Creo que por una cuestión de respeto ético con quien integró nuestro bloque, debo mencionar que el diputado Bermúdez había preparado un material con el que pensaba defender su proyecto, ya que, obviamente, iba a ser el miembro informante. Pero no pudo hacerlo y así lo expresó la semana pasada, cuando se despidió de este Cuerpo, al reconocer que se iba con la amargura de no poder estar hoy en esta sesión, defendiendo un proyecto de las características que acabo de mencionar.


Eso me lleva a leer textualmente un material que Carlos Bermúdez me entregó, por eso he hecho mención antes a mis respetos intelectuales hacia quienes llevan adelante una tarea de estas características.


“Después de 102 años de vigencia del actual Código Rural de nuestra provincia es necesario dar un texto definitivo y actual, con referencia a la regulación de la actividad agraria.


Esta iniciativa surgió como necesidad de que se actualice el vetusto Código Rural, para adaptarlo a las nuevas realidades y demandas dentro de los límites territoriales, a fin de que constituya una verdadera herramienta jurídica que permitirá el mejor desarrollo de la actividad agropecuaria en nuestra provincia, en un marco de condiciones que generarán mayor justicia y equidad.


Varios años de trabajo demandó la redacción final y la actualización del contenido presente en el texto normativo, que sirvió de base a varios anteproyectos de ley. El texto del anteproyecto de ley fue descripto en los casi 400 artículos, divididos en un Título Preliminar y seis libros. Fue realizado bajo el asesoramiento y supervisión de un reconocido grupo de honorables especialistas del Derecho, como lo son el señor Profesor, Dr. Fernando Brebbia; el señor Juez, Dr. Claudio Bermúdez; y la señora profesora, Dra. Cristina Fontana, quienes oportunamente recibieron la colaboración del Instituto Argentino de Derecho Agrario y del Instituto de Derecho Agrario del Colegio de Abogados de la ciudad de Rosario.


Posteriormente, el proyecto fue enriquecido por los técnicos del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio (Magic), como así también por los aportes realizados por las comisiones de Asuntos Comunales y de Agricultura y Ganadería de la Cámara de Diputados, al igual que por la valiosa participación de las entidades representativas del sector y por los técnicos legislativos, para comparar y actualizar cada uno de sus enunciados, por cuanto se puede considerar este texto como una gran pieza normativa para nuestra provincia.


El Código Rural vigente en nuestra provincia fue sancionado por la Honorable Legislatura, el 29 de agosto de 1901, Ley Nº 1108, sobre la base del proyecto presentado por el diputado Dr. Celestino Pera, el que rige desde esa fecha, con diversas reformas que no han alterado en lo fundamental su sistema, lo cual trae aparejado que frente a los cambios operados en la realidad agropecuaria, se encuentre desactualizado.


Por tal motivo, era imprescindible su reforma total, con la incorporación en un nuevo digesto de los institutos y principios propios del moderno derecho agrario, en total respeto de las facultades exclusivas y concurrentes de la Provincia en la materia.


Los códigos rurales surgieron habida cuenta de la ausencia de toda disposición legislativa que reglara, de alguna manera, los distintos aspectos de la vida rural y, sobre todo, con la finalidad de poner orden en la campaña.


El primer Código Rural fue el de la provincia de Buenos Aires, sancionado en noviembre de 1865 –Ley Nº 469– y conocido con el nombre de Código de Alsina. Este Código se originó sobre la base de una encuesta realizada entre distintos hacendados de esa provincia y teniendo en cuenta un cuestionario diseñado para tal fin. Como resulta de la fecha de su sanción, el Código de Alsina es anterior al Código Civil de Vélez Sarsfield, y esta circunstancia permitió que en él se introdujeran algunas disposiciones referidas al derecho privado, tales como las que se ocupan de la propiedad de los semovientes, los vicios redhibitorios en los contratos y otras disposiciones, que más adelante entrarían en colisión con la ley civil.


No obstante, las restantes provincias lo adoptaron y siguieron su modelo, sin reparar en que el artículo 108 de la Constitución Nacional, sancionada en el año 1853, permitía a las autoridades provinciales dictar los Códigos Civil, Comercial, Penal y de Minería mientras el Congreso no ejercitara la facultad establecida en el artículo 67, inciso 11); por este motivo, estas incurrieron en inconstitucionalidades al reglar institutos del derecho de fondo.


Este Código de Alsina, que rigió por más de 100 años, no contenía las características propias de un texto legal moderno, pues, como hemos expresado, por un lado, con su sanción se pretendía llenar el vacío legal existente, y recién más tarde, cuando los territorios nacionales se provincializaron, dieron un marco jurídico nuevo, considerando la distribución de los poderes legislativos de la Nación y de las provincias, conforme a lo establecido en la Constitución Nacional. De este modo pretendieron, aunque sin éxito, conciliar las normas nacionales y provinciales en materia rural.


Del nuevo Código. El proyecto del presente Código está precedido por un título preliminar que contiene fundamentalmente su descripción, en el sentido de que constituye un conjunto orgánico y sistemático de normas jurídicas dictadas para regular la actividad agraria en la provincia de Santa Fe, en ejercicio de las facultades no delegadas a la Nación y con la finalidad de orientar, promover y regular la explotación agropecuaria, en cualesquiera de sus especialidades y sus actividades conexas, como así también la protección y conservación de los recursos naturales renovables y la preservación del medio ambiente.


Es sabido que a la Provincia le compete el ejercicio de todos los poderes no delegados expresa o implícitamente a la Nación (artículo 121 de la Constitución Nacional) y, de este modo, habiéndose delegado al poder central la facultad de legislar toda materia inherente al derecho privado (artículo 75, inciso 12), le queda vedado incursionar en la materia relativa a la propiedad y a los contratos.


En rigor, el poder provincial se circunscribe al ejercicio del poder de policía, y también a aquellos otros que el Estado Nacional atribuye en distintas materias, como por ejemplo, el caso de la reglamentación de la unidad económica o los supuestos en que media la adhesión provincial a una ley nacional, como ocurre con el régimen forestal.


Se define la actividad agraria con arreglo a la moderna doctrina de la noción de agrariedad, estableciéndose que ella consiste en el desarrollo de un ciclo biológico vegetal o animal ligado al disfrute de las fuerzas o recursos naturales que se resuelven económicamente en la obtención de frutos, ya sea destinados al consumo directo o después de una o más transformaciones, o a su comercialización, cuando resulte del ejercicio normal de la agricultura.


Al respecto, debe tenerse presente que el Código de Comercio, en su artículo 452, inciso 3º), no considera actos de comercio las ventas que los hacendados o agricultores realicen de sus propios frutos o productos. Se especifica que la actividad agraria consiste, en consecuencia, en el cultivo de vegetales, comprendida la silvicultura, en la cría, mejora o invernada de especies animales y las actividades conexas, con la prescindencia del lugar donde ella se realiza y el medio o procedimiento utilizado para obtenerla.


Se define como empresario agrícola a la persona física o jurídica que realiza profesionalmente una actividad económica organizando los elementos constitutivos de la hacienda, cuya titularidad le pertenece en virtud de un derecho real o personal, asumiendo los riesgos, y en cuanto a este, dirigida a la producción y circulación de los frutos y productos destinados al mercado.


La hacienda agraria es un conjunto de bienes y derechos que el propietario organiza, entendiéndose por fundo rústico a la fracción de tierra destinada o susceptible de ser destinada a la utilización agrícola, forestal o pecuaria.


Las nociones que anteceden –y que contiene el Título Preliminar– se ajustan, en consecuencia, a una técnica jurídica adecuada, que reemplazan lo que los códigos de la provincias –inclusive el de Santa Fe– titulan como Definiciones Generales, y que carecen de todo sentido jurídico y práctico.


La definición de persona rural que contiene en su artículo 2º el actual Código vigente  –que pretende por tal al dueño, arrendatario, poseedor o principal administrador– es defectuosa, por cuanto lo que realmente interesa es definir al empresario como la persona que realiza una actividad profesionalmente económica y mediante la organización de medios, sin interesar si este es propietario, arrendatario o usufructuario. (Adaptaciones del nuevo Código).


También son defectuosas las disposiciones de los artículos 3º, 4º y 5º, ya que el fundo rústico –no la propiedad rural– es aquella fracción de tierra que se destina o puede ser destinada a una utilización agrícola, forestal o pecuaria.


Contenidos. El Código está dividido en seis libros, referido el Libro Primero a la propiedad fundiaria, su delimitación en términos actualizados a la realidad económica, con arreglo a lo dispuesto en el último párrafo del artículo 2326 del Código Civil.


Se incorpora lo concerniente a la conservación y manejo del suelo, conforme a las disposiciones de la Ley Provincial Nº 10.552 y a la colonización, toda vez que esta facultad es atribuida a la Provincia, por la Constitución Nacional, en su artículo 125.


En el Libro Segundo, el Código se ocupa de la propiedad forestal, y debe recordarse que la Provincia adhiere al régimen de la Ley Nacional Nº 13.273, y se agrega el Plan Forestal Provincial, aprobado por la Ley Provincial Nº 11.111.


El Libro Tercero está destinado a la propiedad del ganado, institución típica del Derecho Rural Argentino, actualmente regulado por la Ley Nacional Nº 22.939, que pone fin a la circular discusión acerca de la competencia nacional o provincial en materia de marcas y señales. Por esta razón, se incluyen las normas, conceptos y definiciones que esta ley contiene, además de las disposiciones de resorte provincial, armonizando ambas en diversos títulos, para una mejor comprensión de una y otra. Además, en este Libro se regulan los certificados de adquisición, guías y precintos, con un criterio moderno y práctico.


El Libro Cuarto trata de la fauna y la flora, de la caza y la pesca, y sigue en este tema los lineamientos de la Ley Nacional Nº 22.241 y del Código de la Provincia de Buenos Aires, así como de la Ley Provincial Nº 11.717, de medio ambiente.


El Libro Quinto se refiere a la Policía Sanitaria, tanto animal como vegetal, y regula las disposiciones comunes y propias de cada una de ellas.


El Libro Sexto establece la creación del Registro de Empresarios Agrícolas. Las Disposiciones Complementarias se refieren a la competencia de los jueces en materia rural, la que se confiere a los jueces de primera instancia de circuito, siguiendo las conclusiones del XI Congreso de Derecho Procesal, realizado en la ciudad de La Plata, en el año 1981, y las disposiciones de la Ley Nº 21.209 de la provincia de Buenos Aires.


Los redactores del Código han creído conveniente ampliar las funciones de los jueces comunales, antes jueces de paz legos, a fin de acercar la Justicia al campo, mediante trámites breves, que aseguren los derechos de las partes implicadas en los temas legislados en el Código.


El proyecto no trata el régimen de aguas ni el de caminos, porque estas materias deben ser legisladas en forma especial, como ocurre en las provincias de Salta, Mendoza, Santiago del Estero, entre otras, que han regulado la materia de agua en códigos, en forma completa y autónoma, y la temática de caminos en leyes específicas, por ser propia del derecho administrativo.


En su elaboración se tuvo en cuenta la legislación agraria nacional y comparada, y la moderna doctrina agraria existente, como así también las leyes provinciales.”


Creo que este texto, quizás extenso para los trámites legislativos normales, intenta reflejar un trabajo realizado durante mucho tiempo.


En una opinión absolutamente personal, creo que este Código Rural es un avance, es mirar al futuro. Indudablemente, como toda legislación, es lo que hoy estamos en condiciones de llevar a cabo. Seguramente, mañana deberemos empezar a trabajar para agregar artículos que tengan mucho que ver con la realidad que vive hoy el sector agropecuario. Quizás entonces hablaremos de trazabilidad, para identificar el origen de los animales; y eso sí tendríamos que legislarlo, y no sólo legislarlo, sino también aplicarlo. Hay temas específicos, como puede ser la producción porcina, y tal vez otras explotaciones a las que deberíamos dedicarles articulados particulares y específicos.


Pero esto para nada debe cohibir el avance que hoy representa este proyecto de ley. Si votamos en favor del dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, estaremos en condiciones de decir que el Código Rural –que estaba cumpliendo 102 años– hoy comienza una nueva etapa. Una etapa, como mínimo, más actualizada. Gracias, señor presidente.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Señor presidente: de más está decir –y valga la aclaración, atento a que se ha invocado la consideración de un proyecto de nuestra autoría– que no somos descubridores de ninguna originalidad legislativa.


El proyecto que presentamos –que junto con el del señor diputado Bermúdez ha merecido un dictamen único por parte de la Comisión, con algunas disidencias–, en lo que hace a la iniciativa demócrata progresista, ingresó en 1996, motorizada en aquella oportunidad por la ex diputada Zulema Merino.


El proyecto no tuvo tratamiento legislativo, se produjo la caducidad reglamentaria y fue reiterado en 1999; tampoco se pudo obtener su tratamiento.


En el año 2002, junto con el señor diputado Bullrich reiteramos este proyecto que, valga también la aclaración, es la consecuencia de un proyecto redactado originariamente por Carclo (Confederación de Asociaciones Rurales del Centro y Litoral Oeste), que fue enriquecido a lo largo del tiempo con las contribuciones, las discusiones y los aportes que se hicieron por parte de funcionarios del Ministerio de Agricultura, de diversas entidades agropecuarias, de profesionales especializados en la materia, de ambientalistas y por la contribución de la Guardia Rural Los Pumas. Y que fue, también, materia de paneles, de conferencias, de charlas y de discusiones que a lo largo del tiempo sirvieron para enriquecerlo.


Vaya nuestro reconocimiento especial al trabajo de mi ex profesor en la materia, en la Escuela de Derecho de Rosario, el Dr. Fernando Brebbia, que trabajó con ahínco y con el entusiasmo de sus mejores tiempos en el proyecto que presentó el señor diputado Bermúdez, a quien también creo que hay que expresarle en este momento el reconocimiento por su flexibilidad y su predisposición especial, para tratar de llegar a obtener los mayores consensos entre ambos proyectos y poder producir un dictamen en común, que es lo que, en definitiva, hemos logrado.


Y de parte del Bloque Demócrata Progresista, no podemos dejar de expresar también nuestro reconocimiento a la labor permanente, a la valiosa colaboración realizada por el Dr. Lisandro Danna, docente universitario, un hombre preocupado y ocupado permanentemente, a lo largo de su vida, por las cuestiones agropecuarias, que ha sido redactor de gran parte del articulado incluido en el dictamen.


Como dijo recién el señor diputado Ugalde, el proyecto que hoy aspiramos sancionar en la Cámara de Diputados y a que sea ley en un futuro inmediato viene a sustituir el viejo Código Rural, Ley Nº 1106, que data de comienzos del siglo pasado. Y seguramente también –como lo hizo el señor diputado Ugalde– habría que rendir el homenaje y el reconocimiento a quienes fueron autores de aquella ley, que durante tanto tiempo reguló la actividad agropecuaria en la provincia de Santa Fe.


No es el Código perfecto, señor presidente. Es la norma posible que podemos sancionar, como consecuencia de los acuerdos, de las transacciones legislativas, de las posibilidades de lograr entendimientos en la redacción de distintas normas que integran este vasto conjunto de disposiciones sistematizadas en el nuevo Código Rural.


Seguramente, el proyecto es total y absolutamente perfectible en lo futuro, pero tengan la absoluta seguridad de que es el resultado del esfuerzo de todos los que hemos hecho nuestro aporte para aggiornar la legislación en temas tan ligados al interés del conjunto de los santafesinos.


En el entendimiento de que el señor diputado Ugalde desarrolló lo que es la conformación de la sistematización del Código, voy a obviar mayores argumentaciones, señor presidente, y sí voy a solicitar que cuando entremos en el tratamiento en particular, lo hagamos con la suficiente lentitud, como para que podamos ir aclarando algunas de las modificaciones introducidas, ya que estuvimos trabajando hasta ayer a la noche con el ex diputado Bermúdez, superando algunas diferencias, y recién poco tiempo antes de ingresar a la sesión me he hecho del texto definitivo, que hace al dictamen que está en consideración de la Cámara.


Por lo tanto, como seguramente existen todavía algunas diferencias y algunas correcciones que hacer, propongo que busquemos una forma de votar tal que impida que se nos escapen algunas observaciones que queremos puntualizar. Nada más.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si el Cuerpo así lo consiente, propongo que se vote por libros, por títulos y por capítulos.

SR. IBALDI EÍ "UCRIBALDI, Mario" .– Pido la palabra.


Como es un proyecto tan reclamado por el sector agropecuario, postergado por décadas, la Bancada de la Unión Cívica Radical va a votar en general adhiriéndonos a esta iniciativa tan importante para el sector.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración el proyecto de ley (Exptes. Nº 9880 – PDP y 11.488 – PJ), según el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.


Se va a votar en general.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración: Títulos Preliminares.

–
Se aprueban sin observación los artículos 1º al 4º.

–
Al considerarse el artículo 5º:

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Como el texto de la norma contiene 401 artículos, propongo que ponga en consideración cada título y nos deje ver si tenemos alguna observación que hacer y, en consecuencia, votemos el título y no individualmente, artículo por artículo.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Pongo a votación artículo por artículo, hasta el 6º, y luego se considerará el proyecto por libro, por título y por capítulos.


Se va a votar el artículo 5º.

–
Resulta aprobado.

–
Se aprueba el artículo 6º.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración el Libro Primero, De la Propiedad Fundiaria.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el Título I que contiene los Capítulos I, II y III.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración el Título II, Capítulo I.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


En el artículo 30, al final del sexto renglón, donde dice “la determinación”, debe decir “la reglamentación”.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el Título II, Capítulo I, con la modificación introducida por el diputado Favario en el artículo 30 –“por vía de la reglamentación”–.

–
Resulta aprobado.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


¿Qué votamos? ¿El artículo?

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Votamos el Título II, Capítulo I.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– No, no, señor presidente, porque acá tengo algunas observaciones que hacer en el Título completo.


Hice la observación con respecto al artículo 30 y quiero plantear una cuestión con respecto al artículo 33, que es una de las normas en que no hemos podido coincidir y que es materia de diferencias, desde hace ya largo tiempo. Donde dice “Dictamen de la autoridad de aplicación”.


En el dictamen de la comisión –salvo la disidencia que nosotros hemos manifestado–, cuando se habla de la subdivisión de inmuebles, el artículo 33 dice lo siguiente: “La autoridad de aplicación deberá emitir dictamen fundado, acordando o denegando la subdivisión peticionada dentro de los 45 días de cumplidos los recaudos legales. En caso de que no se pronunciara afirmativamente o negativamente en el término fijado, el silencio de la autoridad de aplicación se interpretará como denegatoria.”

Nosotros entendemos, señor presidente, que el concepto que hay que fijar en la ley es exactamente contrario al que se ha redactado en este artículo. Nos parece que realmente es el exceso del abuso de autoridad.


Si para solicitar una subdivisión, un propietario, un productor agropecuario, debe presentar, por supuesto, el plano pertinente, un estudio agroeconómico que demuestre que la división proyectada no contraviene el principio de la unidad económica, conforme lo determina el artículo 32, con un informe técnico practicado por un ingeniero agrónomo o forestal, según las características del predio, evidentemente, tenemos que partir del supuesto de que el propietario que está solicitando la subdivisión –que ha contratado y abonado los honorarios de los distintos profesionales, para presentarse en forma a solicitar la subdivisión que a él le interesa– se está ajustando a la norma.


Y nos parece realmente un abuso de la administración que, si no resuelve la petición en el término de 45 días, se considere que la presentación no está en regla y, que por lo tanto, el pedido de subdivisión sea denegado. En consecuencia, se le obliga al propietario a recurrir a la vía judicial, para poder lograr la autorización de una subdivisión sobre la cual la administración no se pronunció.


Nos parece un abuso absolutamente arbitrario que cuestiones como estas, demoradas por la burocracia de los funcionarios –que a veces no se destacan por la celeridad de las tramitaciones de los expedientes, que terminan olvidados en el fárrago de papelería que existe dentro de la administración pública– terminen significando un castigo para el propietario, para el productor que está solicitando la subdivisión de un inmueble, después de haber hecho todos los estudios, de haber pagado todos los honorarios correspondientes para la presentación de ese estudio.


Nosotros interpretamos que el concepto debe ser el contrario, y proponíamos al respecto que se utilizara el mismo criterio que aplica la Ley Nacional Forestal Nº 13.273, invocada en este proyecto y también por el señor diputado Ugalde, en su momento. En la Ley Forestal Nacional, el artículo 15 dice lo siguiente: “Las autorizaciones deberán ser otorgadas o negadas dentro del término de 30 días de la presentación del pedido, y se reputarán tácitamente acordadas transcurridos 15 días de la fecha de reiteración de la solicitud.”


Es decir, se presenta el interesado que solicita la subdivisión y tiene 30 días para que se pronuncie la administración. Si en esos 30 días no hay pronunciamiento, reitera el pedido; y si en 15 días más no hay pronunciamiento, se considera que está aprobada, no que está denegada. Porque de lo contrario, se estaría obligando a la gente a hacer después una acción judicial.


Nos parece realmente un abuso, por lo tanto, señor presidente, en esto solicitamos la modificación del criterio que ha sustentado la mayoría de la comisión.

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Pido la palabra.


Señor presidente: este tema ha sido largamente debatido entre los dos autores. Con total sinceridad, no me cuesta defender la posición del diputado Bermúdez, a quien hoy estoy intentando reemplazar, porque comparto el planteo expresado, tal como está redactado en los artículo 33 y el 34, a los que, más allá del articulado, hay que analizarlos en conjunto, no se pueden mirar de manera separada.


En primer lugar, debemos ser demasiado cuidadosos cuando hablamos de subdivisión de tierras. No puedo negar que vivo en el sur de la provincia de Santa Fe, donde la subdivisión de la tierra ha llevado a que hoy tengamos cantidad de minifundios que no son explotaciones rentables, o a que la rentabilidad de esas explotaciones no rinda como unidad económica para que, mínimamente, viva de ella una familia.


Y este es uno más de los tantos factores que llevaron al desarraigo de nuestros productores agropecuarios por ir a vivir al pueblo, que terminaron alquilando esas pequeñas explotaciones agropecuarias que, en definitiva, las aprovechan estos pool de siembra que suman hectáreas y hectáreas. Quizás no las alquilan a tan bajo costo, porque pagan bastante bien hoy, por el precio de la soja, pero sí es real que esas tierras no tienen el mismo tratamiento que tenían cuando las trabajaba el propietario. Estos arrendatarios hacen monocultivo, sobreexplotación, pero ni siquiera hacen un intento de preservación del mayor factor que tenemos, que es el suelo, que es la tierra.


Entonces, creo que este tema debe ser atendido direccionalmente. Estoy totalmente de acuerdo con que cuando uno quiere subdividir una unidad teóricamente económica, esto debe ser muy bien fundamentado por un ingeniero agrónomo, un ingeniero forestal, y si la explotación es pecuaria, por un médico veterinario.


Pero esta es una responsabilidad que proviene del ámbito privado; generalmente, es el ingeniero agrónomo o el profesional el que hace la fundamentación de porqué esa subdivisión alcanza para ser una explotación o unidad económica. Porque cualquiera podría decir que para la explotación de cerdos, por ejemplo, en la que hay una fuerte inclinación a la cría intensiva, cuatro hectáreas pueden ser una unidad económica en la que tranquilamente una familia podría vivir, y yo le digo que sí.


De todos modos, el Estado tiene la gran responsabilidad de ejercer el poder contralor de esa subdivisión de la tierra. Y si tenemos en cuenta que hubo etapas en las que se produjeron ventas masivas de campos –lo que quizás no se da en la actualidad, porque este precio hoy sobrevaluado ha frenado un poco la compraventa–, veremos que podría existir la posibilidad de que ante tal cantidad de pedidos, no fuera suficiente el plazo de 45 días, y eso implicaría que en la teoría planteada por el diputado preopinante estuviéramos habilitando subdivisiones en forma indiscriminada, lo cual creo que sería preocupante.


De todos modos, está el artículo 34, que dice: “Si el dictamen de la autoridad de aplicación fuere denegatorio al pedido de subdivisión, se podrá interponer dentro de los cinco (5) días recurso de apelación ante la Cámara Civil y Comercial”.


No sigo, porque creo que con esto es suficiente. O sea, que aquel que seriamente está pidiendo un planteo de subdivisión…

· El diputado Favario se expresa sin micrófono.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– ¡Que vaya a la Justicia, que recurra a la Justicia...!

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Yo no sabía que el diputado Favario interrumpía sin pedir permiso, no lo había conocido [Sonrisas]. Es que justamente opinamos lo contrario

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– La edad lo habilita...

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Ah! Perdón, entonces, le pido disculpas…Puede interrumpir, si es por un problema de edad.

–
Risas.

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Concretamente, señor presidente, hay argumentos de quien fue autor del proyecto, y nosotros sostenemos que los artículos 33 y 34 deben quedar tal como están redactados en el dictamen de mayoría.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Señor presidente: evidentemente, yo no he sido claro en mi exposición, porque el señor diputado ha hecho un argumento totalmente contrario a lo que yo digo. Está hablando de la defensa del minifundio y no sé qué otra cosa, que nosotros no defendemos.


¡Lo digo con precisión, señor presidente! Lo que estamos diciendo es que cuando un propietario, un productor agropecuario, solicita la subdivisión con los planos pertinentes, con los estudios realizados, con los gastos consiguientes que le originó ese estudio, ¡no puede estar en manos de un burócrata del Estado, que no resuelve!


Y la utilización del artículo 34, señor presidente, lo pongan o no lo pongan, es el derecho que le queda al ciudadano de acudir a la Justicia. ¡¿Qué quieren?! ¡¿Mandarla a la gente a la Justicia, porque acá, ni tan siquiera a resolver un tema importante como este pueden dedicarse los funcionarios, para determinar si corresponde o no corresponde?!


¡Esto es un abuso! ¡Es una arbitrariedad, de las tantas arbitrariedades del Estado, que acá se quieren seguir protegiendo, señor presidente!


¡Nosotros no decimos que se apruebe una subdivisión que no corresponde! ¡Lo que estamos diciendo es que los funcionarios resuelvan en el tiempo! Y que el transcurso del tiempo no puede perjudicar a quien solicita la subdivisión de su inmueble de buena fe y en defensa de sus legítimos intereses.


Además, señor presidente, parecería que escapa a la lógica –y lo dije anteriormente–, porque si alguien tiene interés en subdividir, va a tratar de hacer las cosas de la mejor manera posible, y los profesionales contratados van a tratar de hacer las cosas ajustadas a derecho, para que le autoricen la subdivisión y no para que se la rechacen.


¡Esta interpretación del silencio, en contra de los propietarios o de los productores, es un abuso más de los tantos que hace el Estado, que después culminan en juicios que el Estado termina pagando, con los honorarios consiguientes y con los perjuicios que le originan a la gente!


¡Mantener un criterio como este, señor presidente, es seguir defendiendo las rémoras del atraso!

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Diputado Ariel Ugalde, tiene usted la palabra.

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– A mí me da la sensación de que el diputado preopinante interpreta que los buenos son los que están afuera –o sea, todos los colegas de Grbavac, míos... bueno, aquí no hay ingenieros forestales–, que los que están en la actividad privada son buenos por naturaleza, y todo lo que ellos plantean está bien, por lo tanto, tenemos que creerles todo lo que dicen; y que todo lo que depende del Estado está mal.

–
El señor diputado Favario habla sin micrófono.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– ¡Que no tergiverse más lo que digo, señor presidente!

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Decir que en 45 días no van a emitir dictamen es presuponer que van a funcionar mal...


Perdón, no lo escucho.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– ¡No tergiverse lo que yo digo!

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Es mi interpretación, diputado...

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– ¡Yo no he dicho ni he hablado de buenos ni de malos!

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Y usted dice que los ingenieros agrónomos que están en el medio, seguramente van a hacer seriamente el planteo de esa unidad económica que quieren dividir.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Y es la obligación que tienen...

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Y los burócratas, los que se supone, están autorizando o no este tipo de cosas, también son profesionales...

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– ¡Que se expidan, entonces! ¿Cuál es el problema de que se expidan?

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Miren, yo tuve una experiencia personal y la tengo que decir: cuando tuve que subdividir un campo, hace ya unos años, emitieron dictamen antes de los 45 días, y el planteo era serio y fue favorable.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– ¿Qué estamos diciendo? ¡Eso es lo que estoy diciendo yo!

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Entonces, presuponer que van a demorar más de 45 días, lo que nosotros decimos...

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Diputado Carlos Favario: ¿solicita una interrupción? Tiene usted la palabra.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Exactamente lo que dice el señor diputado es lo que estoy diciendo yo: ¡que se pronuncie en 45 días, que acuerde el permiso o que lo deniegue! ¡No que se calla la boca, que cajonea el expediente y que no lo resuelve, que es lo que están legislando acá!

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Está emitiendo opinión: dice “cajonea el expediente”.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– ¡Porque no lo resuelve! ¡Porque no lo resuelve!

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Pero eso es lo que se presume...

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Diputado Ariel Ugalde…

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Estamos dialogando...

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– No dialoguen.

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Termino, señor presidente.


Compartimos el planteo básico. Pretendemos que el Estado, en el área de aplicación, se expida dentro de los 45 días. Nosotros también lo entendemos así, estamos de acuerdo con que los funcionarios tienen que ser dinámicos, ágiles, eficientes, eficaces; lo compartimos. 
Plenamente lo compartimos, porque del trabajo serio vamos a garantizar dos cosas. Por un lado, que los productores agropecuarios –o supuestos productores agropecuarios, porque algunos pueden ser inversores– tengan garantías de lo que ellos están planteando, que rápidamente se expidan y a partir de allí, llevar adelante una negociación. Nosotros necesitamos como Estado que se expidan rápidamente, pero por otro lado, paralelamente –y esto es indelegable– que lo hagan con seriedad en el análisis y en la evaluación, para que cuando se acepte una subdivisión, esta cuente con los avales técnicos que aseguren que eso realmente va a ser una unidad económica. Porque de lo contrario, repito, caeremos en el minifundio.


Y no estoy diciendo que el diputado Favario diga lo contrario, en ningún momento dije que el diputado Favario propendía a eso, en absoluto, porque creo que no es así. Lo que pasa es que puede que haya susceptibilidad en creer más en una parte que en la otra. Yo creo en un Estado dinámico, y si este no funciona, debemos hacerlo dinámico y ágil, pero no poner un articulado que diga que si este no lo hace bien, queda aprobado automáticamente. No estoy de acuerdo con ese planteo, señor presidente.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Creo que está claro. Si el señor diputado Ugalde cree en el Estado dinámico, hay que fijarle un plazo para que ese Estado dinámico se expida. Pero no dejarlo así, porque si no se expide, el perjudicado termina siendo el contribuyente, señor presidente.


¿O acaso es una novedad la existencia de los burócratas en este Estado, que papelean todo? ¿Que han fabricado la industria de los expedientes, que le dan pases y pases a los expedientes, como lo vemos permanentemente acá y lo denunciamos? ¿O se ha hecho alguna cosa para evitar el expedienteo?


¿Cuál es la razón por la que hacen esperar a la gente? ¿O no puede haber un funcionario responsable para que se expida en término, señor presidente?


Hay que obligar al contribuyente a que vaya a la Justicia, para lograr que después la Justicia le dé la razón, porque los funcionarios no se expidieron. ¿Y las costas, quién las paga? ¿El funcionario? ¡No! ¡Las pagan los santafesinos, las paga el Estado, como ocurre siempre!


La arbitrariedad cuesta caro, y con este artículo están consagrando aquí una arbitrariedad que va a ser fuente de juicios, para que el Estado vuelva a pagar honorarios. Nada más, señor presidente.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Entonces, al no haber modificaciones, los artículos 33 y 34…

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Ya que estamos votando por títulos, con respecto al artículo 34, entiendo que los plazos para interponer los recursos de cinco días son totalmente exiguos, por lo que nosotros pedimos una habilitación de 10 días, como mínimo.


Y con relación al artículo 37, hay que hacer una corrección ortográfica en el cuarto renglón, donde dice “pacible” en lugar de “pasible”, con “s”.

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Con respecto a los 10 días propuestos en el artículo 34, estamos de acuerdo.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Y en el artículo 37, sólo una corrección ortográfica.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la reconsideración de la votación del Título II, Capítulo I, que había sido votado anteriormente.

· Resulta afirmativa.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Señor presidente, quiero que quede constancia del voto negativo del Bloque Demócrata Progresista al artículo 33.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración el Título II, Capítulo I, con las modificaciones introducidas por el diputado Favario en los artículos 30 –“por vía de la reglamentación”– , 34 –se cambia “cinco días” por “10 días”– y 37 –una corrección ortográfica–.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración el Título III, Capítulos I al VIII.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– ¿El Capítulo VIII es Ejecución de Obras?

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Sí, señor diputado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el Título III, Capítulos I al VIII.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración el Título IV.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Solicito, previo a este título, la inserción del Título IV del proyecto demócrata progresista que ayer, en principio, habíamos acordado con el diputado Bermúdez, o, por lo menos, entendí yo que podía ser factible.


Señalamos las diferencias existentes en su momento con el resto de las provincias argentinas. En algún momento se habló de que en Santiago del Estero está el Código de Aguas, que regula toda la materia y, por supuesto, es una situación distinta la de esa provincia con la de Santa Fe. Acá no tenemos el problema de la falta de agua. Acá está perfectamente en claro que es factible incorporar dentro del Código Rural un título relativo a la irrigación, en el que se establecen las normas generales, los recursos hídricos superficiales, los recursos hídricos subterráneos, la autoridad de aplicación, las personas comprendidas, el uso y el aprovechamiento de las aguas, las obras con fines de riego; que sería todo el Título IV de nuestro proyecto, que solicitamos sea incorporado antes del Título IV del actual dictamen. Todo el tema de aguas.


Pasaría a ser el Título IV, y el Título IV del dictamen pasaría a ser el Título V.

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Pido la palabra.


Compartimos la propuesta, si se circunscribe al tema de aguas. Pero me gustaría verlo un segundo, diputado Favario, porque lo fue manifestando usted y no…

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– ¿No lo tiene allí?

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– No lo encontramos, por eso.


Solicito un breve cuarto intermedio.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción del diputado Ugalde, para pasar a un breve cuarto intermedio, con permanencia de los señores diputados en sus bancas.

· Resulta aprobado.

· En consecuencia, el Cuerpo pasa a cuarto intermedio desde las 19:42 hasta las 19:48.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se reanuda la sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Señor diputado Favario, ¿de cuántos capítulos consta el Título IV?

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Consta de cinco capítulos. Por supuesto, después se tendrá que hacer la reenumeración.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración del Cuerpo el Título IV que incorpora el señor diputado Favario y que consta de los Capítulos I al V.


Se va a votar.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración el Título IV del dictamen, que pasa a ser Título V del texto ordenado, Capítulos I al VIII.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Seguramente hubo una omisión en la transcripción del dictamen, porque ya habíamos acordado que en el tercer renglón del artículo 89, Capítulo V, después de “remate público, concurso, sorteo o en forma directa” se agregaba “si no hubiere otro interesado”.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el Título V (del texto ordenado), Capítulos I al VIII, con la modificación introducida por el señor diputado Favario en el artículo 89 (Capítulo V).

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración el Titulo VI (del texto ordenado), Capítulos I al V.

–
Resulta aprobado.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


¿Acá se votaron 7 capítulos?

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– ¿En cual me está diciendo usted?


¿En el Título VI? Los capítulos son cinco, en el Título VI.


El Titulo VI consta de cinco capítulos. Es el Título V del dictamen, que pasa a ser el Título VI del texto ordenado.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– El Titulo IV pasa a ser V.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Ese tiene 8 artículos.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– No, 8 capítulos.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Perdón, 8 capítulos.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Acá lo corregimos en el artículo, pero nos olvidamos de corregirlo en el Título, donde dice: “Venta de Entidades de Bien Público” debe decir “Venta a Entidades de Bien Público”.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– ¿En el Capítulo VII?


Diputado Favario: me gustaría saber si tenemos el mismo dictamen. Porque yo tengo “Venta de Entidades de Bien Público” en el Capítulo VIII.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– No, yo lo tengo en el Capítulo VII.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– No, no. Capítulo VIII.

–
Hablan varios señores diputados a la vez.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Diputado Ugalde, ¿qué capítulo tiene? ¿Séptimo?

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Sí…

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Señor presidente, usted tiene uno equivocado. Le dieron un proyecto trucho.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Estoy un capítulo delante de ustedes, no hay nada que hacerle…

· Risas.

· El Presidente solicita al Secretario Parlamentario que compare los textos. Algunos diputados se levantan de sus bancas y consultan con otros.

· Se interrumpe el desarrollo de la sesión desde las 20: 05 hasta las 20:21.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se reanuda la sesión.


Ponemos en reconsideración del Cuerpo la votación del Título V para poder introducir las modificaciones en el Capítulo VI y VII, tal como lo ha propuesto el señor diputado Carlos Favario.


Se va a votar la reconsideración de la votación del Título V.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no hay ninguna otra modificación, entonces ponemos en consideración el Título V, con las modificaciones introducidas en el Capítulos VI –en el que cambiamos los términos “cuatro meses” por “120 días”– y en el Capítulo VII –en el título ponemos Venta a Entidades de Bien Público–. ¿Correcto?

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– ¿En qué artículos?

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Artículo 121 del Capítulo VI y artículo 122 del Capítulo VII, del Título V.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– ¿En el Capítulo VI se cambia por “120 días”? ¿Y en el Capítulo VII queda Ventas a Entidades de Bien Público?
SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Correcto.


Se va a votar el Título V, con las modificaciones introducidas por el señor diputado Carlos Favario.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Ahora ponemos en consideración del Cuerpo el Título... ¡Ah! Perdón, diputado Ariel Ugalde, le pido disculpas, tiene usted la palabra.

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– No, señor presidente, el título que usted va a poner en consideración ahora, que es Irrigación, fue incorporado anteriormente. O sea que habría que suprimir este título completo, y deberíamos seguir con Libro Segundo, De la Propiedad Forestal.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– O sea que, directamente, el Título VI, Capítulo I al V, ya fue considerado en el Capítulo IV que incorporamos.

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Exactamente.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Es decir que..

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Pasamos ahora a considerar el Libro Segundo.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Muy bien.


En consideración, el Libro Segundo, Título I, Capítulos I al IX.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


En el penúltimo renglón del artículo 189 –último artículo de este Capítulo IX–, donde dice “no se encuentren inscriptos de los registros respectivos “ debe sustituirse por “no se encuentren inscriptos en los registros respectivos”, es decir, “en” en lugar de “de”.

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– ¿En qué artículo?

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En el artículo 189 del Capítulo IX.

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Es el último título.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– ¿Es correcto?

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Sí, sí.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el Libro Segundo, Título I, Capítulos I al IX, con la modificación introducida por el señor diputado Carlos Favario en el artículo 189 del Capítulo IX.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración del Cuerpo el Título II, Capítulo I, capítulo único, artículos 190 y 191.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración del Cuerpo el Título III, Capítulo I.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Señor presidente: proponemos la supresión del Título III, conforme a lo que habíamos acordado, en el entendimiento de que no es materia del Código expresamente, y que son disposiciones incorporadas a la Ley Nacional Nº 13.273.

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Estamos de acuerdo.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Correcto.


Entonces, se encuentra en consideración del Cuerpo el Libro Tercero, Título I, Capítulos I al VI.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Perdón, ¿qué libro estamos votando, señor presidente?

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El Libro Tercero.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


En el artículo 217, al final del tercer renglón, donde dice “que asegure que”, debe decir “que asegure la permanencia”.


Y en el artículo siguiente hay que corregir en el último renglón, donde debe decir “en todas sus partes”.

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Sí, hay un error de tipeo. Está bien.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Ahora sí, entonces, se va a votar el Libro Tercero, Título I, Capítulos I al VI, con las modificaciones introducidas por el señor diputado Favario en el Capítulo IV, artículos 217 y 218.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración del Cuerpo el Título II, Capítulo I al III.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– ¿Hasta qué artículo, señor presidente?

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Desde el artículo 236 al 259.

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Al 252.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– ¿Cómo al 252?

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Perdón, discúlpeme, señor presidente, está bien, al 259.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


En el inciso m) del artículo 240, debe decir “transmitente”.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Está en consideración el Título II, Capítulo I al III, con la corrección introducida por el señor diputado Carlos Favario en el inciso m) del artículo 240.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración, el Título III, Capítulo único, artículos 260 al 267.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Está bien.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el Título III, Capítulo único, artículos 260 al 267.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración del Cuerpo el Título IV, Capítulo único, artículos 268 al 275.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración el Libro Cuarto, Título I, Capítulo único, artículos 276 al 281.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración del Cuerpo el Título II, Capítulo I, párrafos 1, 2 y 3, desde los artículos 282 al 341.

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Pido la palabra.


Solicito que sea aprobado hasta el artículo 310 y luego voy a dar una explicación al respecto.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el Título II, Capítulo I, Párrafo 1 completo, hasta el artículo 310.

–
Resulta aprobado.

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Pido la palabra.


El párrafo segundo, que es….

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Acá había una omisión de nuestra parte, que teníamos el interés de corregir y omitimos hacer el agregado.


Propongo un agregado en el artículo 308 –para compatibilizarlo con un artículo posterior, el 340. Donde dice: “por los casos en que es imposible la subasta porque resulta antieconómica…”, que diga: “o donados a entidades de bien público”, tal como está en el artículo 340.

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– ¿O sea que lo único que tendríamos que hacer es agregarle al artículo que usted menciona (donde dice “deberán ser subastados...”): “o donados a entidades de bien público?” ¿Está de acuerdo? Para no mencionar el artículo 340, porque lo vamos a suprimir.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Sí.

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– El agregado es ese, estamos de acuerdo.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la reconsideración de la votación del Título II Capítulo I, Párrafo 1.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Ahora sí ponemos a consideración del Cuerpo el Título II, Capítulo I, Párrafo 1, con la modificación propuesta en el artículo 308 –el agregado “... o donados a entidades de bien público” por el señor diputado Favario.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Quedan pendientes los párrafos 2 y 3.

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Pido la palabra.


Solicito que se suprima el párrafo segundo, que concierne a pesca, con un articulado que va desde el 311 hasta el artículo 341 inclusive…

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Hasta el artículo 340…

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– No, hasta el artículo 341, que habla de acuicultura y piscicultura, o sea que también está relacionado con el tema de los peces…

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Entonces se suprimen los párrafos 2 y 3.

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Se suprimen los párrafos 2 y 3.


Y muy simple, por la hora, fundamento esta supresión en el hecho de que hoy fue sancionada en la Cámara de Senadores la Ley de Preservación de los Recursos Pesqueros, proyecto que se inició en esta Cámara y pasó como media sanción al Senado.


Por consiguiente, si se aprueba, vamos a tratar de incorporar a este Código esa ley sancionada recientemente –hoy, precisamente–. ¿Se entiende? Es decir, suprimimos estos párrafos, porque hoy se aprobó la Ley de Pesca.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Entonces, queda solamente como ya lo aprobamos, Título II, Capítulo I, Párrafo único.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar a continuación el Libro Quinto, Título I, Capítulo único, artículos 342 al 346 –que después, por supuesto, deberíamos reordenar y numerar, tarea que encomendamos a la Secretaría Legislativa, y que Dios la ayude–.


Se va a votar el Libro Quinto, Título I, Capítulo único.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el Título II, Capítulos I, II y III, según está ordenado, desde el artículo 347 al 367 del dictamen.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el Título III, Capítulos I, II y III del proyecto, artículos 368 al 383, que luego serán reordenados.

· Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el Libro Sexto, Título I, Capítulos I y II, artículos 384 al 400, que luego serán ordenados.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Progongo que en el artículo 393, donde dice “…que compete a los jueces de primera instancia de circuito…”, se agregue “que tuvieren jurisdicción en el lugar del inmueble, “ y sigue con la misma redacción.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración del Cuerpo el Libro Sexto, Título I, Capítulos I y II, con la modificación introducida por el diputado Carlos Favario en el artículo 393 del dictamen, con respecto a los jueces de primera instancia.


Se va a votar.

· Resulta aprobado.

· Artículo 401, de forma.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consecuencia, queda aprobado en general y en particular y se comunica al Senado el siguiente texto:

 EÍ "zlRegulación de la actividad agraria" 
La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

ley:

Regulando la actividad agraria en el territorio de la provincia de Santa Fe

(Código Rural)

Título Preliminar

Artículo 1º – Finalidad. Este Código constituye el conjunto orgánico y sistemático de normas jurídicas citadas para regular la actividad agraria en todo el territorio de la Provincia de Santa Fe en ejercicio de las facultades no delegadas de la Nación y que le son propias conforme a las disposiciones de la Constitución Nacional y Provincial, con la finalidad esencial de orientar, promover y regular la explotación agropecuaria en cualesquiera de sus especializaciones de los recursos naturales renovables y la preservación del medio ambiente.

Artículo 2º – Actividad Agraria. Se entiende por actividad productiva agraria a la industria genética consistente en el desarrollo de un ciclo biológico, vegetal o animal, ligado directa o indirectamente al disfrute de las fuerzas o recursos naturales que se resuelve económicamente en la obtención de frutos destinados al consumo directo, o previa a una o múltiples transformaciones, o a su comercialización cuando resulte del ejercicio normal de la agricultura. Ella consiste en el cultivo de vegetales, comprendida la silvicultura, la cría, mejora o invernada de toda especie animal y las actividades conexas, cualesquiera fuera el lugar donde la misma realiza y el medio o procedimiento utilizado para obtenerla.

Artículo 3º – Empresario Agrario. Empresario agrario es la persona física o jurídica que realiza de un modo profesional una actividad económica, organizando los elementos constitutivos de la hacienda cuya titularidad posee en virtud de un derecho real o personal asumiendo los riesgos inherentes a ella, dirigida a la producción y circulación de los frutos y productos destinados al mercado interior o exterior.

Artículo 4º – Hacienda agraria. La hacienda agraria es el conjunto de bienes y derechos organizados por el empresario para el ejercicio de la actividad agraria.

Artículo 5º – Fundo rústico. Fundo rústico es la fracción de tierra destinada, o susceptible de ser destinada a su utilización agrícola, forestal o pecuaria.

Artículo 6º – Explotación racional: es aquella que se realiza conforme a normas de técnicas agrarias que no contraríen los expresamente dispuesto por este Código, y las leyes nacionales y provinciales que se dicten, con la finalidad de preservar los recursos naturales renovables y la contaminación al medioambiente.

Libro Primero

De la propiedad fundiaria

Título I

Delimitación 

Capítulo I

Deslinde y amojonamiento

Artículo 7º – Obligación. Todo propietario de un fundo rústico está obligado a tenerlo deslindado y amojonado. No podrá inscribirse en el Registro de la Propiedad la escritura por la que se transfiera, divida o modifique el dominio, si previamente no se justifica el deslinde.


El deslinde y amojonamiento deberá constar en un plano de mensura inscripto en el Servicio de Catastro e Información Territorial de la Provincia o aquel que en el futuro lo sustituya.

Artículo 8º – Mojones. Requisitos. Los mojones demarcatorios deberán colocarse en cada uno de los ángulos que formen las líneas, a una distancia no mayor de mil metros, y de modo que indiquen con precisión las formas constitutivas del perímetro. Exceptúase el caso en que una parte del fundo tenga por límite el cause de un río o arroyo u otro accidente natural.


Los mojones serán de hierro o madera dura y se levantarán a no menos de un metro del suelo.


El Poder Ejecutivo queda facultado para modificar lo dispuesto en el presente Artículo cuando las condiciones naturales o topográficas del lugar así lo requieran.

Artículo 9º – Formas de deslindes y amojonamiento. El deslinde y amojonamiento podrá hacerse judicial o extrajudicialmente. En este último caso se hará por escritura pública suscrita por los colindantes.

Artículo 10 – Remoción y reemplazo de mojones. La remoción o reemplazo de mojones deberá hacerse con la intervención del Juez Comunal y citación de los colindantes. De la operación se labrará acta y se entregará una copia a los interesados que la soliciten, debiendo archivarse el original en el Juzgado.

Artículo 11 – Inspección ocular. El propietario o empresario agrario que encuentre removido uno o más mojones, podrá requerir que se practique una inspección ocular en el lugar al Juez Comunal quien previa citación de los colindantes y con la presencia de dos testigos labrará acta de la diligencia realizada y entregará una copia al interesado que la solicite, debiendo archivarse el original en el juzgado.

Artículo 12 – Servicio de Catastro e Información Territorial: En todos los casos previstos en este capítulo, se deberá tener presente la aplicación de la Ley Nº 10.921, dando intervención al Servicio de Catastro e Información Territorial dentro del marco de su competencia, ya sea a los fines de inscripción cuando corresponda o como órgano de fiscalización.

Artículo 13 – Sanción. El que removiere o reemplazare mojones en inobservancia de lo dispuesto en el artículo 10 será reprimido con multa de hasta quince jus, siempre que el hecho no constituya delito.

Capítulo II

Cercos Perimetrales

Artículo 14 – Derecho de cercar. El propietario de un fundo rústico tiene el derecho de cercarlo sobre el deslinde de las propiedades, a tal fin deberá acompañar dos ejemplares del plano de mensura judicial o extrajudicial o sus copias requerir al Juez Comunal que previa citación de los linderos y con la presencia de dos testigos, si aquellos no concurrieren, labre acta constatando la ubicación de mojones conforme al artículo 8º y consecuente recorrido del área proyectada.


Se deberá dejar constancia de la parte que cada uno de los colindantes toma a su cargo en los gastos de conservación –si correspondiere–, y de acuerdo a lo que dispone el artículo 19. El magistrado actuante entregará una copia al interesado que lo solicite, debiendo archivarse el original en el Juzgado junto a una copia del plano de mensura.

Artículo 15 – Sanción. El que construyere las cercas sin las formalidades dispuestas en el artículo anterior será reprimido con multa de hasta quince (15) jus.

Capítulo III

Medianería Rural

Artículo 16 – Obligación de pago: Los propietarios de fundos rústicos no cercados están obligados a pagar la medianera cuando los cercos de los propietarios colindantes cierran las dos terceras partes de su propiedad.


Se considera cerca a tal fin todo límite que haga innecesario el cercado. Aún cuando un propietario no tenga cerrado su fundo rústico en las dos terceras partes del perímetro, si utilizase el cerco del colindante de cualquier manera, pagará lo que le corresponda por la porción de que se sirva.

Artículo 17 – Materiales de cerco. Cuando un propietario quisiera cercar su fundo rústico con un material costoso como piedra, tapia, u otros, sus linderos no están obligados a contribuir con el importe de la misma calidad del material, sino con la parte que les correspondería en una cerca de cinco alambres atados con torniquetes o tensados, postes enteros de cualquier material resistente, colocados a doce metros uno de otro y cinco varillas por claro.

Artículo 18 – Mantenimiento del cerco. Es obligación de los propietarios colindantes mantener los cercos medianeros en buen estado y repararlo en caso de deterioro o destrucción.

Artículo 19 – Gastos de conservación. Los gastos para la conservación de las cercas medianeras, corresponderá por mitad de extensión lineal a los condóminos o colindantes.

Artículo 20 – Intimación para la reparación del cerco. El propietario o empresario agrícola que observe que su colindante descuida la parte de la cerca que le corresponde reparar, podrá requerir al Juez Comunal que constate el hecho y le intime la reparación en forma inmediata en caso de que uno o ambos fundos estuvieran ocupados por animales, de lo contrario lo intimará a que lo hiciere en el término de tres (3) días, o el plazo prudente que el Juez así lo determine.


De la diligencia se labrará acta y se entregará copia a los interesados, debiendo archivarse el original en el Juzgado, de igual forma se procederá en caso de incumplimiento.

Artículo 21 – Incumplimiento de la reparación. Vencido los plazos fijados en el artículo anterior sin que la reparación se hubiere realizado, el propietario o empresario agrario interesado, acompañando las actas de intimación e incumplimiento labradas por el Juez Comunal, podrá solicitar al Juez de Primera Instancia de Circuito a que lo autorice a hacerla por cuenta del colindante remiso.

Artículo 22 – Acción ejecutiva. Verificada la reparación, el propietario o empresario agrario, podrá cobrar ejecutivamente el importe de ella al condómino colindante remiso, sirviendo de suficiente título los recibos de facturas de los materiales que se hayan utilizado y del trabajo realizado.

Artículo 23 – Preparación de la vía ejecutiva. En caso de que no pudieran presentarse comprobantes el propietario podrá reparar la vía ejecutiva solicitando al Juez de Primera Instancia de Circuito ordene la tasación del costo de la reparación por peritos.

Artículo 24 – Corrales en cerco medianero. No podrán construirse corrales sobre la cerca medianera o servirse de ella en cualquier forma sin el consentimiento del colindante.


El que no observare lo dispuesto en el párrafo precedente, será reprimido con multa de hasta treinta jus y deberá reponer la cerca medianera a su estado anterior.

Título II

Unidad Económica

Capítulo I

Conceptos Generales

Artículo 25 – Indivisibilidad de la unidad económica. Ningún acto de disposición a cualquier título que implique la subdivisión de fundos rústicos destinados a la explotación agropecuaria en cualesquiera de sus especializaciones ubicados en jurisdicción provincial podrá ser válidamente otorgado, si como consecuencia del mismo resultaren fracciones que no constituyan una unidad económica.

Artículo 26 – Unidad económica. A los efectos del artículo 2326 del Código Civil se considerará unidad económica agraria al fundo que por su superficie, calidad de la tierra, ubicación, mejoras y demás condiciones de producción, racionalmente trabajado por una familia agraria que aporte la mayor parte del trabajo y desarrolle las actividades corrientes de la zona le permita alcanzar un nivel digno y una evolución favorable de la empresa agraria. No perderán este carácter las parcelas que físicamente separadas entre sí y pertenecientes al mismo titular, integren y/o conformen una explotación agraria llevada a cabo por éste, cuyos aspectos técnicos y condiciones que hacen a dicha separación quedarán establecidas en el decreto reglamentario.

Artículo 27 – Mantenimiento del principio de la unidad económica. Queda establecido que no perderá el carácter de la unidad económica, el fundo rústico físicamente separado por caminos, canales públicos, vías férreas, ríos, arroyos, cursos naturales de agua u otros accidentes naturales, salvo que en atención a las circunstancias particulares del caso, la Autoridad de Aplicación considere que la separación quebrante el principio de la unidad económica.

Artículo 28 – Actividad corriente. Concepto. A fines del artículo anterior se entenderá por actividades corrientes aquellas que por su difusión lograda en el último quinquenio ha adquirido permanencia y se desarrolla en no menos del veinte por ciento de las empresas rurales de la zona.

Artículo 29 – Forma de determinación de la unidad económica. La unidad económica deberá ser determinada en todos los casos basándose en el método o al procedimiento que determine el Poder Ejecutivo.

Artículo 30 – Subdivisión autorizada. Puede autorizarse la subdivisión de un fundo rústico en fracciones inferiores a la unidad económica cuando aquella mediante la anexión a otro fundo de propiedad del mismo titular, constituya una unidad económica o mejore la situación preexistente. La distancia existente entre los fundos o anexos se determinará por vía de la reglamentación. Tal circunstancia, deberá surgir de la escritura traslativa de dominio. En el título del inmueble que se anexa en nota marginal se hará constar que la fracción pasa a formar parte de este y no es susceptible de ser enajenado en forma separada.

Artículo 31 – Prohibición de aprobar o autorizar subdivisiones. Los jueces y escribanos no podrán aprobar o autorizar los actos a que se refiere el artículo 25 sin la previa resolución favorable de la Autoridad de Aplicación, en el sentido que la subdivisión que se intenta, no da como resultado una superficie inferior a la unidad económica.

Artículo 32 – Subdivisión. Requisitos. Los propietarios o sucesores de fundos rústicos que desean obtener la aprobación de su división deberán acompañar a su solicitud el plano pertinente y un estudio agroeconómico practicado de acuerdo a lo determinado en el artículo 27 y que demuestre que la división proyectada no contraviene el principio de la unidad económica. El informe técnico a que se refiere este artículo deberá ser practicado por un Ingeniero Agrónomo o Forestal según las característica predominantes del predio. En este caso, deberá dejarse constancia de la aprobación de la división en el Registro de la Propiedad.

Artículo 33 – Dictamen de la Autoridad de Aplicación. La Autoridad de Aplicación deberá emitir dictamen fundado acordando o denegando la subdivisión peticionada dentro de los cuarenta y cinco (45) días de cumplidos los recaudos legales. En caso de que no se pronunciara afirmativamente o negativamente en el término fijado, el silencio de la Autoridad de Aplicación se interpretará como denegatoria.

Artículo 34 – Denegación. Si el dictamen de la Autoridad de Aplicación fuere denegatorio del pedido de subdivisión, se podrá interponer dentro de los diez (10) días recurso de apelación ante la Cámara Civil y Comercial con arreglo al lugar de ubicación del inmueble conforme a las disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Provincia de Santa Fe, el que será concedido en relación y se abrirá siempre la causa a prueba.

Artículo 35 – Excepciones al principio de la indivisibilidad de la unidad económica. Quedan excluidas de las disposiciones de este titulo:

a) Las subdivisiones de inmuebles ubicados en zonas urbanas y suburbanas. 

b) Las fracciones afectadas a obras y servicios públicos o destinadas a actividades comerciales, industriales o mineras. Si la fracción estuviere destinada simultáneamente a la producción agropecuaria y a la explotación comercial, industrial o minera, deberá considerarse la explotación principal con prescindencia de la accesoria; en caso de duda la fracción quedará incluida en las disposiciones de este Título.

c) Los lotes destinados a asentamiento de viviendas, centros deportivos y turísticos.

d) Todo predio isleño o constituido por ellos.

Artículo 36 – Subdivisión de inmuebles cuyo destino sea la realización de actividades atípicas o agropecuarias intensivas. La Autoridad de Aplicación podrá calificar como unidad económica a los inmuebles rurales cuyo destino sea la realización de actividades agrarias atípicas o intensivas y que no revistan el carácter de corrientes en la zona donde se pretende la subdivisión y que tengan una superficie máxima de seis (6) hectáreas. A tal efecto la Autoridad de Aplicación queda facultada para exigir la documentación pertinente que posibilite la viabilidad del proyecto, el que deberá tener un plazo para su concreción de un (1) año, salvo que se justifique plenamente dilatarlos.


Transcurridos los plazos previstos sin que se concretara el tipo de explotación convenido para autorizar la subdivisión –salvo caso fortuito o fuerza mayor debidamente comunicado y aceptado– el o los solicitantes de la subdivisión si correspondiere, se harán pasibles de una multa equivalente al 50 % del avalúo fiscal del predio.


La calificación efectuada por la Autoridad de Aplicación permitirá la subdivisión del inmueble y deberá hacerse constar tal acto en el Registro General de la Propiedad y en todo instrumento público o privado por el que se ceda el uso y goce del fundo rústico a cualquier título.

Artículo 37.– Nulidad. Cualquier acto que resulte violatorio del régimen de la unidad económica agraria establecido en este Título, es nulo de nulidad absoluta. Los magistrados, funcionarios y profesionales que lo violen incurren en falta grave y son pasibles, juntamente con los particulares intervinientes, de una multa de hasta el dos por ciento (2%) de la valuación fiscal del inmueble desmembrado, sin perjuicio de otras sanciones que puedan corresponder. Los ingenieros agrónomos, forestales o en recursos hídricos y licenciados en edafología quedarán inhabilitados para intervenir ante la Autoridad de Aplicación en casos análogos sin perjuicios de otras sanciones que podrá imponer el respectivo colegio profesional.

Artículo 38 – Actos provenientes de otras jurisdicciones. Registración. Para la registración de los actos provenientes de otras jurisdicciones debe justificarse fehacientemente el cumplimiento de las disposiciones contenidas en este Título.

Artículo 39 – Exención fiscal. Queda exenta de toda obligación fiscal, por el término de cinco (5) años todo fundo rústico o fracción indivisa que adquiera un empresario agrario con fines de concentración o recomposición parcelaria tendiente a constituir su unidad económica o mejorar la situación preexistente.

Título III

Conservación y Manejo de Suelos

Capítulo I

Normas Generales

Artículo 40 – Orden público. Declárase de orden público en todo territorio provincial:

a) El control y prevención de todo proceso de degradación de los suelos.

b) La recuperación, habilitación y mejoramiento de las tierras para la producción.

c) La promoción de la educación conservacionista.

Artículo 41 – Medios. A los efectos previstos en el artículo anterior deberán implementarse los medios para adecuar la utilización de la tierra, conforme a su aptitud; manteniendo equilibrio de los ecosistemas de manera de evitar el deterioro de la economía provincial y teniendo en cuenta las posibilidades reales y efectivas de los usuarios.

Artículo 42 – Proceso de degradación. Conceptos. Se considerará como proceso de degradación de los suelos a todo fenómeno por el hecho del hombre o natural que se manifieste con síntomas de erosión, agotamiento, deterioro físico, alcalinidad-salinidad y drenaje inadecuado.


A tales efectos se entenderá por:


Erosión: el proceso de remoción y transporte de las partículas del suelo por acción del agua o viento.


Agotamiento: La pérdida de la capacidad productiva de un suelo por disminución continuada y progresiva de los contenidos de materia orgánica, nutrientes y de la actividad biológica.


Deterioro físico: La disminución de la capacidad de almacenamiento y circulación del agua y el aire en el suelo.


Alcalinidad-Salinidad: La concentración de sodio y de sales solubles en el perfil del suelo, por encima de los valores normales, que perjudican la productividad.


Drenaje inadecuado: El conjunto de condiciones que no provocan un movimiento superficial o profundo, lento o rápido de agua en el suelo, que lo mantiene húmedo o seco por períodos suficientemente prolongados como para originar una notoria disminución de la capacidad productiva.

Artículo 43 – Aprovechamiento o eliminación de montes naturales y artificiales. La regulación del aprovechamiento o eliminación de montes naturales y artificiales quedará sujeta a los alcances de este Título.

Artículo 44 – Supuestos comprendidos: El control y manejo del agua almacenada superficialmente en esteros, cañadas y lagunas, para el aprovechamiento y conservación de ésta como elemento y recurso quedará sujeta a los alcances de este Título.

Capítulo II

Autoridad de aplicación

Artículo 45 –Autoridad de Aplicación: La Autoridad de Aplicación será la que el Poder Ejecutivo determine de acuerdo a lo reglado en el Capítulo III del presente Título.

Artículo 46 – Competencia: Será competencia de la Autoridad de Aplicación:

a) Especificar las necesidades de conservación y manejo de los grupos de aptitud de los suelos.

b) Establecer normas para el correcto desarrollo y ejecución de las prácticas a través de la elaboración de un catálogo.

c) Acceder a la información necesaria existente y conducente a la correcta aplicación del presente Título.

d) Relevar, coordinar, disponer y suministrar la información legal, técnica y básica para la elaboración de los planes y realización de las prácticas.

e) Establecer los requisitos que deberá cumplirse para la presentación del "Plan de Conservación".

f) Verificar la ejecución y mantenimiento de las prácticas conforme a los certificados correspondientes.

g) Fiscalizar el cumplimiento del presente Título.

h) Promover la educación y prácticas conservacionistas mediante la creación, estructuración y desarrollo de programas cuya implementación y desenvolvimiento se realizará en establecimientos educacionales, primarios, secundarios y superiores, debiendo difundirlas a través de los medios de prensa (oral, escrita y televisiva, etc.).

i) Establecer los mecanismos adecuados que permitan canalizar los aportes nacionales e internacionales.

j) Toda actividad necesaria para la consecución de los objetos.


La presente enumeración no es taxativa.

Capítulo III

Áreas de Aplicación

Artículo 47 – Áreas de aplicación. Se declara a todos los suelos de la Provincia sujetos al uso y manejo conservacionista. La Autoridad de Aplicación establecerá áreas de conservación y manejo de suelos, en toda zona donde sea técnicamente recomendable emprender programas de conservación y recuperación, habilitación y mejoramiento de suelos.

Artículo 48 – Unidades físicas de aplicación. Serán consideradas unidades físicas de aplicación las cuencas, subcuencas o sistemas hídricos y las explotaciones agropecuarias, que por naturaleza del problema así lo requieran.

Artículo 49 – Determinación de las áreas de aplicación. La Autoridad de Aplicación determinará las "Áreas de Conservación y Manejo de Suelos" a través de sus organismos técnicos o a propuesta de:

a) La Comisión Provincial de Conservación y Manejo de Suelos, creada por el Decreto Nº 1955/86.

b) Municipalidades y comunas.

c) Propietarios, empresarios agrícolas, contratistas y tenedores por otros títulos de la tierra.

d) Otras organizaciones, organismos o entidades.

Artículo 50 – Clasificación de las "Áreas de Conservación y Manejo de Suelos”. La Autoridad de Aplicación clasificará las Áreas de Conservación y Manejo de Suelos, de acuerdo al tipo de problema que las afecta, magnitud del mismo y a los fines del otorgamiento de los estímulos en:

a) Áreas de conservación y manejo total

b) Áreas de conservación y manejo parcial.

Artículo 51 – Clasificación por los destinatarios. En su relación con los destinatarios, las áreas de conservación y manejo de suelos se clasifican según el carácter en:

a) Áreas de conservación y manejo voluntario.

b) Áreas de conservación y manejo obligatorio.

Artículo 52 – Área de conservación y manejo obligatorio. Se declarará área de conservación y manejo obligatorio a toda zona donde los procesos de degradación tiendan a ser crecientes y progresivos o se desarrollen en un ámbito que no solo alcancen al empresario agrícola individual, sino que los efectos se prolonguen en el espacio y tiempo.

Artículo 53 – Clasificación de las áreas según el tratamiento. Asimismo la Autoridad de Aplicación clasificará las áreas según el tratamiento, de acuerdo a la intensidad en:

a) Tratamiento esencial.

b) Tratamiento integral.

Artículo 54 – Denominaciones. A los efectos de este Título, se entenderá por:

a) Área de conservación y manejo total: Aquella donde los planes de conservación y manejo se lleven a cabo en todos los predios rústicos integrantes de una unidad física definida por una cuenca, subcuenca o sistema hídrico.

b) Área de conservación y manejo parcial: Aquella en donde los planes de conservación y manejo se lleven a cabo a nivel de predios rústicos.

c) Tratamiento esencial: Aquel en el cual se procura lograr la solución de los problemas de degradación a través de una sola práctica o prácticas conjuntas.

d) Tratamiento integral: Aquel en el cual se procura lograr la solución de los problemas mediante la realización de diferentes prácticas complementarias.

Artículo 55 – Gradualidad. La declaración de las áreas de conservación y manejo de suelos se efectuará gradualmente de acuerdo a las necesidades de prevención y control de los procesos de degradación, recuperación, habilitación y mejoramiento de suelos, y en función de las posibilidades técnicas y económicas determinadas por la Autoridad de Aplicación, a quien corresponderá fijar anualmente las superficies máximas a declarar conforme a la reglamentación pertinente.

Artículo 56 – Areas de conservación y manejo experimentales. La Autoridad de Aplicación podrá declarar áreas de conservación y manejo experimentales, cuando a su juicio no existan técnicas suficientemente probadas para la solución de los procesos de degradación o para la determinación de tal condición.

Artículo 57 – Beneficios de las áreas de conservación y manejo experimentales. Las áreas de conservación y manejo experimentales tendrán los mismos beneficios, que se establecen por el presente Título.

Artículo 58 – Limitación. Se podrá declarar no más de un área de conservación y manejo experimental por cada unidad o grupo de aptitud de suelos, estableciéndose las superficies máximas a declarar anualmente conforme a los artículos 50 y 56, del presente.

Capítulo IV

Personas comprendidas

Artículo 59 – Personas comprendidas. Podrán acceder a los estímulos que prevé el presente Titulo los propietarios, usufructuarios, empresarios agrarios y tenedores por cualquier título legitimo, de fondos rústicos que se encuentren ubicados en las zonas previamente declaradas "Áreas de conservación y manejo de suelos".

Artículo 60 – Estímulo. Las personas comprendidas en los términos previstos en el presente Título, gozarán de los siguientes estímulos.

a) Exención o reducción del impuesto inmobiliario en el porcentaje correspondiente al gobierno provincial durante el termino de un año, sobre la superficie de inmuebles rurales, afectados al "Plan de conservación” y comprendidos en áreas de conservación y manejos de suelos, cuyos planes hayan sido aprobados por la Autoridad de Aplicación, quien establecerá el porcentaje correspondiente al estímulo según la siguiente escala.

1 –  Área de Conservación y Manejo Total
- Tratamiento Esencial: 75%.

2 –  Área de Conservación y Manejo Total
 - Tratamiento Integral: 100%.

3 –  Área de Conservación y Manejo Parcial
 - Tratamiento Esencial: 50%.

4 –  Área de Conservación y Manejo Parcial
.- Tratamiento Integral: 75%.


La clasificación de las áreas, según el tratamiento de acuerdo a la intensidad, será determinada por la Autoridad de Aplicación, basándose en la evaluación del contenido del Plan de Conservación.

b) La exención o reducción del impuesto inmobiliario podrá extenderse, una vez ejecutadas las prácticas previstas en el Plan de Conservación, al cual se haya acordado el estímulo del Artículo 64 inciso a), en los mismos porcentajes, por un período superior a los diez (10) años, que dependerá del tipo de prácticas efectuadas, según la escala siguiente:

1 –  Prácticas permanentes: no más de diez (10) años.

2 –  Prácticas semi-permanentes: no más de cinco (5) años.

3 –  Prácticas anuales: no más de dos (2) años.


La Autoridad de Aplicación establecerá en la reglamentación los diferentes tipos de prácticas.


Asimismo, el profesional interviniente podrá sugerir el plazo de duración del estímulo otorgado por el presente artículo.

c) Otras medidas de estímulo y fomento como subsidios para la ejecución de prácticas, créditos especiales gestionados por el Poder Ejecutivo a través de bancos públicos y privados; o prioridad en la atención de problemas de infraestructura, eventual cesión en calidad de comodato de maquinarias específicas para la realización de trabajos de conservación de suelos, y convenios entre las partes, municipios o comunas para la desgravación de la tasa correspondiente.

Artículo 61 – Duración máxima de la exención o reducción del impuesto inmobiliario. El período durante el cual se extenderá la exención o reducción del impuesto inmobiliario podrá ser de hasta doce (12) años en aquellos casos en que la relación entre el impuesto inmobiliario y el costo de las prácticas así lo exija.

Capítulo V

Plan de Conservación

Artículo 62 – Requisitos y Obligaciones - Plan de Conservación. Es requisito indispensable para acceder a los estímulos previstos en el presente Título, la presentación por parte de las personas comprendidas que afronten los gastos de conservación y/o la recuperación de un Plan de Conservación de Suelos, suscripto por un profesional ingeniero agrónomo, ingeniero en recursos hídricos o licenciado en Edafología. La participación de los mismos, dentro de un plan aludido, estará determinada de acuerdo con las incumbencias de cada una de estas profesiones, fijadas por el Ministerio de Educación y Justicia de la Nación. Los profesionales intervinientes deberán estar matriculados en el colegio respectivo.

Artículo 63 – Aprobación. El Plan referido en el artículo anterior será presentado ante la Autoridad de Aplicación, la cual se reserva el derecho de aprobación.

Artículo 64 – Forma. El "Plan de Conservación" constará de:

a) Un informe acerca del estado de los suelos y b) un Programa de aplicación de prácticas de conservación y manejo de suelos.

Artículo 65 – Certificado de Ejecución. Para acceder al estímulo previsto en el artículo 60 inciso b), deberá acreditarse que se han ejecutado las prácticas de acuerdo al plan aprobado, elevándose a la Autoridad de Aplicación un certificado de ejecución de prácticas, suscripto por él o los profesionales intervinientes en el artículo 62 de la presente.

Artículo 66 – Certificado de Conservación y Manejo de Suelos. Verificadas las prácticas de conservación y manejo, la Autoridad de Aplicación entregará al titular del Plan un Certificado de Conservación y Manejo de Suelos, válido por un período conforme a lo establecido en el artículo 60 inciso b).

Artículo 67 – Notificación. La Autoridad de Aplicación, notificará a las personas comprendidas en las Areas de Conservación y Manejo Obligatorio, de los estímulos previstos en este Título a los fines de presentar el Plan de Conservación y Manejo de Suelos en un plazo no mayor de un año.

Artículo 68 – Obligación. Las personas comprendidas de los estímulos previstos en este Título estarán obligados a mantener en buenas condiciones de uso y funcionamiento todas aquellas obras o prácticas por cuya realización se hubiese acordado el estímulo, salvo causas de fuerza mayor.


Esta obligación se mantendrá por un período equivalente a la vida útil de las citadas obras o prácticas, el cual será estipulado en cada caso, por la Autoridad de Aplicación.

Artículo 69 – Constancia. Otorgado el estímulo deberá dejarse constancia en la partida del inmueble beneficiado, de que el mismo se encuentra afectado a un plan de conservación de suelos durante el período que corresponda.


Similar constancia deberá dejarse en el Registro General y en todo instrumento público o privado por el que el inmueble fuese objeto de arrendamiento o cualquier otra forma que implique uso por parte de terceros.

Artículo 70 – Inoponibilidad. Los propietarios, empresarios agrícolas, usufructuarios y tenedores por otros títulos del fundo rústico, no podrán oponerse a la ejecución y mantenimiento de las obras o prácticas de conservación que se lleven a cabo bajo el régimen del presente Título.

Capítulo VI

Incumplimiento

Artículo 71 – Incumplimiento - Sanciones. El incumplimiento de la obligación establecida en el artículo 68 hará pasible de las siguientes sanciones, que podrán ser aplicadas conjunta o alternativamente:

a) Caducidad de los estímulos acordados.

b) Reintegro de los montos del Impuesto Inmobiliario eximido o reducido o subsidios acordados, actualizados, más los intereses resarcitorios correspondientes.

c) Multa cuyo monto podrá ser hasta el 400% del importe que corresponda abonar anualmente en concepto de Impuesto Inmobiliario.

Artículo 72 – No presentación del Plan de Conservación. Las personas beneficiarias de los estímulos previstos en este Título comprendidos en Areas de Conservación y Manejo Obligatorio que no presenten el Plan de Conservación de Suelos en el plazo establecido en el artículo 67, serán emplazados por un nuevo término de ciento ochenta (180) días. Vencido el mismo, el titular del inmueble se hará pasible de una multa, cuyo monto podrá ser de hasta 100% del importe que corresponda abonar anualmente en concepto de Impuesto Inmobiliario, hasta que dicho plan sea presentado.

Artículo 73 – Falta de ejecución total o parcial de las prácticas de conservación. La falta de ejecución parcial o total de prácticas, no justificadas debidamente mediante el certificado correspondiente y previstas en el Plan de Conservación de Suelos, al cual haya otorgado un estímulo previsto en este Título, implicará el reintegro de los mismos actualizados, más los intereses resarcitorios correspondientes. En las Áreas de Conservación y Manejo Obligatorio esta falta será pasible además, de una multa cuyo monto podrá ser de hasta el 400% del importe que corresponda abonar anualmente en concepto de Impuesto Inmobiliario, hasta que la práctica sea ejecutada.

Artículo 74 – Prácticas inadecuadas. La ejecución de prácticas inadecuadas para la conservación del suelo, será pasible de una multa, cuyo monto podrá ser de hasta el ciento por ciento (100%) del importe que corresponda abonar anualmente en concepto de Impuesto Inmobiliario del año en curso. La sanción de referencia será de aplicación solo en los casos de violación específica de una norma reglamentaria de vigencia, establecida por el Poder Ejecutivo Provincial.

Capítulo VII

Responsabilidad Profesional

Artículo 75 – Responsabilidad profesional. Los profesionales que hubiesen falseado u ocultado la realidad de los hechos en la documentación que deban suscribir, serán solidaria e ilimitadamente responsables con los titulares del estímulo, en caso de connivencia dolosa entre ambos.

Artículo 76 – Inhabilitación. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior y según la naturaleza e importancia de la transgresión, los profesionales podrán ser inhabilitados para actuar en trabajos relacionados con este Título en el ámbito provincial, por un período de hasta diez (10) años debiendo elevarse las actuaciones a los respectivos colegios profesionales a los efectos correspondientes.

Artículo 77 – Multa. Los profesionales serán, además pasibles de la aplicación de multas por un monto equivalente a los estímulos acordados, con su correspondiente actualización.

Artículo 78 – Fondo Provincial de Conservación y Manejo de Suelos. Créase el Fondo Provincial de Conservación y Manejo de Suelos el cual tendrá los siguientes objetivos:

a) Proporcionar los medios necesarios para el desarrollo de un programa de difusión, extensión y educación, tendiente a lograr una conciencia conservacionista.

b) Financiar relevamientos agroecológicos en aquellas áreas en donde sean imprescindibles para la ejecución de planes de conservación.

c) Prestar apoyo financiero para la elaboración de proyectos integrales que por su complejidad técnica requieran tal modalidad.

d) Otorgar subsidios para la realización de prácticas conservacionistas que por elevado costo así lo requieran.

e) Costear obras mayores de conservación de suelos, que por su costo no pueden ser afrontadas por el propio empresario agrícola.

f) Financiar la capacitación y entrenamiento de técnicas en conservación y manejo de suelos.

g) Atender todo gasto tendiente al efectivo cumplimiento de las disposiciones del presente Título.

Artículo 79 – Aportes que constituyen el fondo. El Fondo Provincial de Conservación y Manejo de Sueldos tendrá afectación especial al cumplimiento de los objetivos previstos y se constituirá con aportes provenientes de:

a) Porcentaje de lo recaudado en concepto de Impuesto Inmobiliario Rural, en lo que corresponda al Gobierno Provincial.

b) Porcentaje de lo recaudado en concepto de Impuesto sobre los Ingresos Brutos, en lo que corresponde al Gobierno Provincial.

c) Producto de multas aplicadas en virtud del presente Título.

d) Legados, donaciones y herencias.

e) Saldos no utilizados en años anteriores.

f) Aportes nacionales e internacionales.

Artículo 80 – Fijación de los porcentajes. Los porcentajes de los impuestos mencionados en el artículo anterior se establecerán anualmente en la Ley de Presupuesto en base a los requerimientos o planes que el Poder Ejecutivo tenga previsto desarrollar en dicho período.

Artículo 81 – Depósito. Todo aporte proveniente de los recursos mencionados será depositado a la orden del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio en una cuenta especial que se denominará "Fondo Provincial de Conservación Manejo de Suelos", en la entidad bancaria que sea agente financiero de la Provincia, la que quedará exceptuada de lo dispuesto en la Ley de Presupuesto correspondiente, en lo pertinente.

Artículo 82 – Asignación. Los fondos que se asignen a través de los porcentajes de los impuestos ingresados en cuotas periódicas de acuerdo a las previsiones financieras que el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio estime conveniente para el desarrollo del programa de trabajo, compatibilizándolo con las previsiones del órgano recaudador.

Capítulo VIII

Planificación y Ejecución de Obras

Artículo 83 – Pérdida de exención fiscal. Las personas que contravengan las disposiciones de este título o su reglamentación, no gozarán de las exenciones fiscales vigentes o de cualquier otra forma de ayuda económica oficial, hasta que desaparezcan las causas que motivaron la sanción.

Título IV

irrigación

CAPÍTULO I

NORMAS GENERALES

Artículo 84 – Orden público. Declárase de orden público las normas que regulan en este título y en todo el territorio provincial, los recursos hídricos superficiales y subterráneos.

Artículo 85 – Dominio Público. Todo lo referente al dominio público de las aguas, sean de carácter superficial como subterráneas, se regirá por lo establecido por el Código Civil y demás legislación de fondo sobre la materia.

Artículo 86 – Recursos Hídricos. Definiciones. A los efectos del presente título se entiende por:

A) Recursos Hídricos Superficiales:

1. Cursos de agua: son todos aquellos que corren por cauces naturales, quedando comprendidos los ríos, arroyos y torrentes provenientes de aguas vertientes, de fuentes pluviales y otras que las alimenten o forman. También estarán comprendidas las obras de conducción artificial.

2. Aguas lacustres: son las aguas acumuladas naturalmente o por efecto de obras públicas, en concavidades o depresiones topográficas, formando lagos, lagunas o embalses.

3. Cursos intermitentes: son aquellos en que el escurrimiento de las aguas es discontinuo y ocasional por razón de irregularidad o exceso en las precipitaciones pluviales instantáneas, seguidas de períodos de sequía. Para la determinación de un curso intermitente, no será factor condicionante la proporción entre el tiempo de escurrimiento y el de sequía.

4. Reservorios: son las aguas de precipitaciones o fluviales acumuladas en terrenos particulares.

B) Recursos Hídricos Subterráneos.

1. Acuífero: es aquel estrato o formación geológica que permitiendo la circulación del agua por sus poros o grietas, hace que el hombre pueda aprovecharla en cantidades económicamente apreciables para subvenir a sus necesidades. Existen acuíferos libres, confinados y semiconfinados. Son recargados por acción de las precipitaciones en plazos de tiempo variables, en ciertos casos muy largos.

2. Sistema de riego: es la acción de extraer y conducir agua desde una fuente de abastecimiento hasta un cultivo por distintos medios.

3. Regante: toda persona física o jurídica que utiliza un sistema aprobado de riego.

4. Pozo de explotación: son perforaciones destinadas a obtener agua subterránea de distintas profundidades con fines de riego.

Artículo 87 – Extracción de agua. Las aguas destinadas a riego podrán extraerse del subsuelo, manantiales, cauces naturales o artificiales, cuando exista la necesidad y en medida determinada técnicamente por el organismo correspondiente.

Capítulo II

Autoridad de aplicación

Artículo 88 – Autoridad de Aplicación. Será Autoridad de Aplicación el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio, a través de las áreas que correspondan, teniendo a su cargo:

1. Planificar las acciones tendientes a la conservación y regulación del recurso, armonizándolo con otros usos.

2. Realizar estudios técnicos a nivel regional hidrológico e hidrogeológico.

3. Realizar los estudios económicos para la formulación de proyectos y construcción de obras.

4. Elaborar estudios de impacto ambiental en cada uno de los proyectos y obras que se realicen.

5. Crear un registro en el que deberán inscribirse todos los regantes, en las condiciones establecidas en la reglamentación.

6. Habilitar a nuevos regantes, previa aprobación de los estudios correspondientes avalados por un profesional competente.

7. Inspeccionar y controlar los sistemas de riego.

8. Difundir, publicitar y asesorar sobre las técnicas y prácticas más convenientes con fines de riego, de acuerdo a las distintas regiones de la provincia.

9. Celebrar convenios con organismos públicos y privados, sean de carácter nacional o provincial, a fin de llevar a cabo las acciones mencionadas anteriormente.

10. Resolver las cuestiones relativas al incorrecto uso del recurso según lo fijado por esta ley y su reglamentación.

11. Otorgar concesión a los regantes para el uso del agua, con fines de riego, pudiendo en su caso establecer un canon, todo ello en las condiciones y con los requisitos que establezca la reglamentación.

12. Reglamentar las disposiciones del presente título.


Sin perjuicio de las atribuciones conferidas al órgano de aplicación, cuando se trate de la construcción de canales, perforaciones y demás obras de irrigación, se deberá dar intervención al Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda.


Todos los estudios regionales de aprovechamiento de aguas superficiales que realice el organismo de aplicación, deben complementarse con los trabajos de conservación y manejo de suelos previstos en el Título III de este Código.

Capítulo III

Personas comprendidas

Artículo 89 – Regantes. Todo regante sea en su calidad de propietario o de predios, adjudicatario con título provisorio de tierras fiscales, arrendatario o poseedor, debe solicitar permiso a la Autoridad de Aplicación para el uso de aguas de dominio público, con fines de riego, previa presentación de un proyecto acorde a los requisitos que establezca la reglamentación.

Artículo 90 – Reglamentación. Quedan sujetas a las disposiciones precedentes y a la reglamentación en cuanto al estudio y proyecto a presentar por el permisionario, las aguas de dominio privado, cualesquiera fuera el título con que se las posea.

Capítulo IV

Uso y aprovechamiento de aguas

Artículo 91 – Autorización de uso. La Autoridad de Aplicación, previo análisis de las solicitudes y proyectos presentados, podrá autorizar el uso y aprovechamiento sobre aguas de dominio público, fijando criterios sobre la cantidad de agua a aprovechar por cada permisionario y teniendo en cuenta para tal fin, el régimen hidrológico existente, clima, tipo de suelo, cultivo en el que se utilizará, calidad del agua y sistema de riego.


La Autoridad de Aplicación determinará los plazos por los que se conceden los permisos y conserva la facultad de revocar los mismos, sin derecho a indemnización alguna para el permisionario, cuando se compruebe que a su criterio el uso y aprovechamiento de las aguas sea irracional, abusivo o cause perjuicios a terceros o a la comunidad.

Artículo 92 – Requisitos para autorización. Para el otorgamiento de la autorización de uso de las aguas subterráneas se debe previamente evaluar las posibilidades de uso de agua por captación superficial para lo cual se llevarán a cabo los análisis de la zona hidrográfica, sus fuentes posibles, puntos de toma, estudios geofísicos, perfilajes de pozos, ensayo de bombeo y estudios económicos comparativos, teniendo en cuenta en todos los casos la opinión de los organismos técnicos competentes.

Artículo 93 – Responsabilidades. La concesión de uso para riego no libera al permisionario de la responsabilidad por los daños y perjuicios que pudieran ocasionar las obras autorizadas, si no da cumplimiento a lo establecido en el artículo 91, segundo párrafo y artículo 96.

Artículo 94 – Conservación. Los permisionarios deberán mantener las obras en perfecto estado de conservación siendo también de su obligación comunicar toda transferencia de concesión.

Capítulo V

Obras con fines de riego

Artículo 95 – Autorización de perforaciones. La ejecución de perforaciones con fines de riego para ampliación o mejoramiento productivo de áreas agropecuarias, deberá contar con la autorización previa del organismo de aplicación, ante quien han de denunciarse los pozos en explotación en el término y forma que indique la reglamentación.

Artículo 96 – Inspección y control. La ejecución de obras, sus modificaciones, la realización de trabajos, funcionamiento y operación de los proyectos para el uso del agua, podrán ser inspeccionados y controlados por la autoridad competente, quien podrá emitir opinión.


Si se advirtiera que puede causar perjuicios, ordenará su modificación, suspensión, paralización o demolición cuando las mismas no se ajustaren al proyecto visado o cuando los materiales, equipos, maquinarias o motores utilizados y su funcionamiento, no se adecuen a las características del proyecto original aprobado.

Artículo 97 – Impacto ambiental. Para los distintos tamaños o escalas de proyectos de obras sobre uso de agua deberán ser presentados con una Declaración de Impacto Ambiental (DIA) y, de ser necesario por las características de las mismas, con una Evaluación del Impacto Ambiental (EIA), acorde a la reglamentación que establezca para tal fin la Autoridad de Aplicación.

Artículo 98 – Denuncia por daños ambientales. Cualquier persona, sin perjuicio de las acciones previstas por la Ley Nº 10.000, cuando existieran pruebas concretas o suficientes para demostrar que se causan o causarán daños graves al medio ambiente, podrá solicitar ante el juez competente una Evaluación del Impacto Ambiental, previa evaluación por peritos en el cual participará la autoridad competente por sí o por terceros, todo bajo el costo exclusivo del demandante o quien causare daño según corresponda.

título v

COLONIZACIÓN

CAPÍTULO I

DE LA COLONIZACIÓN EN GENERAL

Artículo 99 – Finalidad. La colonización en la provincia tendrá por finalidad:

a) Estabilizar la población rural y procurar aumentarla mediante la incorporación de nuevas empresas agrícolas. 

b) Incorporar nuevas áreas de cultivo y conservar y mejorar la capacidad productiva de los suelos.

c) Promover la subdivisión racional de los fundos rústicos y facilitar su adquisición por quienes estén en condiciones de trabajarlos.

d) Promover la radicación de industrias transformadoras en las zonas de producción.

e) Promover el desarrollo de la economía agraria y la comunidad rural.

f) Promover la realización de contratos de colaboración empresaria y otras formas asociativas y la formación de consorcios de exportación en las colonias.

Artículo 100 – Inmuebles a colonizar. El Poder Ejecutivo afectará al régimen de colonización regulado por este Código las tierras fiscales que considere aptas para tal fin y las privadas que por cualquier título se incorporen a este régimen, a cuyo efecto desarrollará su cometido con sujeción a las presentes normas y a las que concordantemente se establezcan por vía reglamentaria.

Artículo 101 – Planificación. La colonización en la provincia deberá planificarse mediante el inventario y evaluación de las tierras aptas, de los recursos naturales renovables, de las vías de comunicación, de los puertos de embarque de los centros de producción, de los mercados de consumo y de las necesidades de la comunidad rural, a fin de promover en forma gradual y progresiva, el mejor aprovechamiento de los suelos, el incremento de la producción y el bienestar rural.

Artículo 102 – Subdivisión. Los inmuebles para colonizar serán divididos en lotes que constituyan unidades económicas de explotación con arreglo a lo dispuesto en el Titulo II del Libro Primero de este Código. Se organizarán colonias de adjudicatarios acordes con los dictados de la economía, de la convivencia social, de la técnica y ciencia agraria.

Artículo 103 – Superficies reservadas. En cada colonia podrán reservarse las superficies que se consideren necesarias para instalación de escuelas, centros cívicos, institutos de investigaciones, chacras experimentales, puestos camineros, cooperativas, comercios o cualquier otra unidad conveniente para el interés común.

Artículo 104 – Formas de transferencia de las superficies reservadas. Las parcelas a que se hace referencia en el artículo anterior podrán arrendarse o adjudicarse en venta mediante licitación, remate público o en forma directa si no hubiere otro interesado.

Artículo 105 – Fracciones sobrantes. Las fracciones de tierras sobrantes y las mejoras incorporadas a las mismas, que resulten inadecuadas a los fines de la colonización, podrán ser enajenadas mediante licitación o remate público.


Cuando se trate de entidades oficiales o particulares de bien público, la venta podrá realizarse en forma directa.

Artículo 106 – Colonización privada. La colonización privada se realizará de acuerdo a la reglamentación que el Poder Ejecutivo dicte.

Artículo 107 – Convenio de colonización. Facultase al Poder Ejecutivo a celebrar convenios de colonización privada cuando los propietarios de inmuebles rurales procedieran en forma espontánea a su subdivisión y adjudicación en parcelas, de conformidad con las normas contenidas en el presente Código.

Capítulo II

Formas de adquisición de inmuebles colonizables

Artículo 108 – Formas de adquisición. En caso de que no hubiere tierras fiscales aptas para colonizar la adquisición de inmuebles de propiedad privada se hará por convenio, licitación o en remate público, de acuerdo a la reglamentación que el Poder Ejecutivo dicte.

Artículo 109 – Expropiación. Cuando no se pudiera adquirir inmuebles aptos para colonizar por los medios indicados en el artículo anterior, el Estado Provincial previa declaración de utilidad pública mediante ley especial, en cada caso podrá expropiar aquellos inmuebles que reúnan las condiciones establecidas en el artículo 100, siempre que no fuera objeto de explotación agraria racional realizada directamente por el titular, cónyuge o familiar en línea directa y colaterales hasta el segundo grado.

Artículo 110 – Ley aplicable. En todos los trámites expropiatorios necesarios para la adquisición de inmuebles se aplicarán las disposiciones de la Ley Provincial de Expropiaciones.

Capítulo III

Ocupantes de inmuebles colonizables

Artículo 111 – Ocupantes interesados. A los ocupantes de inmuebles que al momento en que estos fueren incorporados al régimen de colonización, lo hubieren trabajado en forma directa y personal durante los últimos dos años agrícolas y reunieren los requisitos exigidos en el artículo 117, se les podrán adjudicar directamente las unidades económicas en que se subdividen. A tales efectos, una vez dividido el inmueble y fijado el valor de los lotes resultantes, el Poder Ejecutivo los ofrecerá en adjudicación a los ocupantes ajustados a las condiciones establecidas, quienes deberán comunicar por escrito dentro del plazo de treinta (30) días de notificados, su decisión.

Artículo 112 – Ocupantes no interesados. Los ocupantes que no manifiesten su decisión en la adjudicación ofrecida, o los que comuniquen su voluntad de no ser adjudicatarios y los que no encuadren en las exigencias establecidas, deberán desocupar el inmueble dentro del plazo que determine el Poder Ejecutivo.

Capítulo IV

Adjudicación de las Unidades Económicas

Artículo 113 – Formas de Adjudicación. Las unidades económicas de los inmuebles a colonizar podrán ser adjudicadas con promesa de venta o arrendamiento con opción a compra.

Artículo 114 – Precio y forma de pago de las unidades económicas. El precio de venta de las unidades económicas o su arrendamiento con opción a compra, forma de pago, plazo, cuotas de amortización y tasas de interés serán fijadas por el Poder Ejecutivo, observando directa relación con el valor de productividad a fin de que en armonía con el tipo de explotación prevista, el adjudicatario pueda atender la deuda con normalidad y mediante el trabajo habitual.

Artículo 115 – Variación por causas justificadas. El Poder Ejecutivo cuando mediaren causas justificadas podrá:

a) Efectuar la revisión del precio o su remisión proporcional.

b) Conceder prórroga para el pago de las cuotas estipuladas.

c) Aceptar el pago de amortizaciones extraordinarias.

Artículo 116 – Definición. Causas justificadas. A los efectos de este artículo se entiende por causas justificadas:

a) El desequilibrio entre el costo de producción y el valor de los productos altere en más de un cincuenta por ciento (50%) el porcentaje de beneficio existente a la fecha de contratación y ese desequilibrio se hubiere producido por factores de índole general, regional o particular del fundo rústico en cuestión.

b) La pérdida total o parcial de las cosechas superior al cincuenta por ciento (50%) ocasionadas por caso fortuito o fuerza mayor, siempre que se tratare de riesgos no asegurables y que no se encontrare compensada con el producido de cosechas precedentes.

Artículo 117 – Condiciones de los adjudicatarios. Con excepción de los casos previstos en el artículo 111, las unidades económicas resultantes de la subdivisión serán ofrecidas públicamente a los aspirantes que reúnan las condiciones siguientes:

a) Poseer aptitud personal, capacidad económica y antecedentes agrarios suficientes que a juicio del Poder Ejecutivo sean necesarios para ser considerandos empresarios agrícola en los términos del artículo 3º;

b) Buena conducta y moralidad suficiente acreditada;

c) No ser propietario el ni el cónyuge, o alguno de sus familiares a su cargo de otro fundo rústico que constituya una económica, ni tener una cuota parte en condominio o sociedad representativa de aquella unidad económica;

d) No desarrollar habitualmente otra actividad económica que haga presumir que la unidad económica constituirá una fuente de recursos complementaria de su economía familiar.

Artículo 118 – Aspirantes de unidades económicas a adjudicar con promesa de venta. Los aspirantes de unidades económicas a ser adjudicados con promesa de venta, además de reunir las condiciones enumeradas en el artículo 117, deberán abonar el precio de la unidad adjudicada de la siguiente forma:

· El diez por ciento (10%) como mínimo al contado.

· El saldo del precio en cuotas semestrales en un plazo máximo de quince (15) años.

Artículo 119 – Aspirantes de unidades económicas a adjudicar en arrendamiento con opción a compra. Podrán optar por ser aspirantes de unidades económicas a adjudicar en arrendamiento con opción a compra, quienes reúnan las condiciones previstas en el artículo 117 y no pudieren cumplimentar lo dispuesto en el artículo anterior. A tal efecto deberán presentar al Poder Ejecutivo un plan de explotación del fundo; en caso de resultar adjudicatarios, el plan aprobado constituirá la base para la confección del contrato de arrendamiento.

Artículo 120 – Concurso. Las unidades económicas se adjudicaran por concurso entre quienes reúnan las condiciones requeridas en los artículos 117, 118 o 119. Se le dará la mayor publicidad y permanecerá abierto por un mínimo de treinta (30) días.

Artículo 121 – Preferencia. En igualdad de condiciones de los aspirantes se tendrá en cuenta el siguiente orden de preferencia:

a) Al aspirante adjudicatario con promesa de venta;

b) A quien tenga familia a su cargo, que viva o que trabaje con él;

c) Aquellos en los que haya recaído sentencia judicial de desalojo por causas que no le sean imputables.

Artículo 122 – Sorteo. En caso de que se mantuviere la igualdad entre los aspirantes para la adjudicación se procederá a sortearlos con la debida publicidad y conocimiento de los interesados.

Artículo 123 – Límite. No se adjudicará más de una unidad económica a una misma persona.

Capítulo V

Adjudicación con promesa de venta

Artículo 124 – Obligación del adjudicatario. Los adjudicatarios seleccionados por concurso de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 117, 118 y 120 quedarán sujetos al cumplimiento de las siguientes obligaciones.

a) Realizar pagos en los plazos y en la forma estipulada.

b) Explotar el lote en forma directa y personal, en forma racional y con sujeción a las leyes y reglamentos vigentes.

c) Realizar los planes y trabajos de conservación y manejo del suelo y de otros recursos naturales que se determinen.

d) Conservar en buen estado las mejoras.

e) Combatir las plagas y malezas por medios idóneos y adecuados.

f) Cumplir las normas generales de explotación que imparta la Autoridad de Aplicación.

Artículo 125 – Prohibición de arrendar o ceder. El adjudicatario no podrá arrendar ni ceder el uso y goce del predio por cualquier título.

Artículo 126 – Conclusión de las adjudicaciones. Las adjudicaciones se extinguen por las siguientes causas.

a) Renuncia del adjudicatario.

b) Rescisión o caducidad declarada por la Autoridad de Aplicación en caso de incumplimiento de las obligaciones estipuladas en este Código, las reglamentaciones que en consecuencia se dicten y las estipuladas en el contrato de adjudicación.

c) Fallecimiento del adjudicatario.

d) Por incapacidad física del adjudicatario.

Artículo 127 – Renuncia. En caso de renuncia del adjudicatario, el veinticinco por ciento (25%) de las amortizaciones realizadas a la fecha y los intereses devengados se imputarán en concepto de pago por el uso y goce del fundo.

Artículo 128 – Mejoras. Las mejoras necesarias y útiles incorporadas a la explotación por el adjudicatario durante la vigencia del contrato se indemnizarán de acuerdo a su valor real a la fecha de entrega del predio.

Artículo 129 – Rescisión o caducidad. En caso de rescisión o caducidad declarada por la Autoridad de Aplicación por el incumplimiento de cualesquiera de las obligaciones a cargo del adjudicatario, las amortizaciones e intereses pagados hasta la fecha se imputarán al pago del uso y goce del fundo. Las mejoras introducidas quedarán a beneficio del fundo.

Artículo 130 – Fallecimiento o incapacidad física del adjudicatario. Si falleciera el adjudicatario o en caso de imposibilidad física del mismo, la Autoridad de Aplicación podrá, según las circunstancias:

a) Continuar la adjudicación con el heredero que este haya designado o que los herederos designen de común acuerdo siempre que al menos uno de ellos reúna las condiciones para hacerse cargo de la explotación. En este caso se declarará trasmitida la adjudicación a nombre de la sucesión.

b) En caso de no existir heredero en las condiciones a que se refiere el inciso anterior o cuando éste no quisiere continuar la explotación la Autoridad de Aplicación depositará a nombre de la sucesión el importe de las amortizaciones, intereses y el valor de las mejoras necesarias o útiles.

Artículo 131 – Efectos de la extinción. Extinguida la vinculación contractual por las causales establecidas, el titular de ella o los herederos en su caso, deberá, desalojar el fundo en el plazo de noventa (90) días o al levantamiento de las cosechas que estuvieran en planta. El fundo quedará libre de adjudicación se adjudicará nuevamente en las condiciones establecidas por este Código.

Artículo 132 – Cumplimiento de las obligaciones. Cumplidas todas y cada una de las obligaciones establecidas, y habiendo transcurrido cinco (5) años desde la fecha de la posesión efectiva, la Autoridad de Aplicación otorgará al adjudicatario la escritura traslativa del dominio, gravándose el inmueble con el derecho real de hipoteca por el saldo del precio y por un plazo no mayor de diez (10) años.

Artículo 133 – Prohibición de transferir o gravar. El adjudicatario no podrá transferir ni gravar la unidad económica a favor de terceros si no ha saldado el precio, de lo que se dejará constancia en la escritura respectiva.

Capítulo VI

Adjudicación en arrendamiento

Artículo 134 – Condiciones. La Autoridad de Aplicación podrá ceder en arrendamiento los fundos que no hubieran sido adjudicados con promesa de venta, en las siguientes condiciones y las que determine en cada caso:

a) El plazo de arrendamiento no será menor de cinco (5) años ni mayor de diez (10).

b) Vencido el plazo del contrato el adjudicatario podrá optar por adquirir el lote adjudicado de acuerdo con lo dispuesto en el capítulo precedente.

c) El precio del arrendamiento y la forma de pago serán establecidos por la Autoridad de Aplicación teniendo en cuenta la productividad del predio.

Artículo 135 – Extinción. La adjudicación en arrendamiento se extinguirá por las siguientes causas:

a) Por opción del adjudicatario para adquirir el predio en propiedad de acuerdo con lo establecido en este código. Dicha opción deberá ser efectuada hasta los seis (6) meses previos al vencimiento del plazo contractual.

b) Por rescisión del contrato en caso de incumplimiento de las obligaciones que la ley y el contrato ponen a cargo del adjudicatario.

c) Por rescisión del contrato pactada de común acuerdo.

d) En caso de fallecimiento o de imposibilidad física del arrendatario.

e) Concurriendo las circunstancias indicadas en el artículo 130, el contrato podrá continuar con los sucesores del arrendatario.

Artículo 136 – Rescisión. En los casos de rescisión contractual el arrendatario deberá restituir el predio libre de ocupantes dentro del término de noventa (90) días o al levantamiento de las cosechas que estuvieran en planta. Solo serán indemnizadas las mejoras necesarias y económicamente útiles.

Capítulo VII

Venta de entidades de bien público

Artículo 137 – Venta de entidades de bien público. El Poder Ejecutivo podrá vender a entidades de bien público fracciones adecuadas al desarrollo de sus actividades específicas.

Artículo 138 – Escrituración. La escritura a favor de la entidad adjudicataria estará condicionada a la realización por la misma, dentro del plazo que se fije, de las obras determinantes de la venta.

Artículo 139 – Mensura y deslinde. La operación de mensura y deslinde de la fracción vendida deberá realizarla la entidad recurrente antes de recibir la posesión. El precio de venta será fijado por el Poder Ejecutivo en cada caso teniendo en cuenta las condiciones del lote y la finalidad de la operación.

Libro segundo

De la propiedad forestal

Título I

Del bosque

Capítulo I

Normas generales

Artículo 140.– Orden público. Declárase de orden público la defensa, conservación, regeneración, enriquecimiento, mejoramiento, ampliación y el estudio de los bosques, así como la promoción del desarrollo e integración adecuada de la industria forestal.


El ejercicio de los derechos sobre los bosques y tierras forestales de propiedad privada o pública provincial, sus frutos y productos, queda sometido a las restricciones y limitaciones establecidas en el presente Código que tendrá y observará los siguientes objetivos:

a) Asegurar la conservación y fomentar el aprovechamiento sostenible de las masas forestales nativas.

b) Restaurar los ecosistemas forestales degradados.

c) Compatibilizar requerimientos sociales, recreativos y culturales con la conservación de las masas forestales.

d) Garantizar la utilización del suelo para fines agrícolas, ganaderos o forestales, asegurando en todos los casos el mantenimiento del potencial biológico y la capacidad productiva del mismo.

e) Fomentar la gestión integrada de los ecosistemas, que engloba a la adecuada utilización de la vegetación, la ordenación de la fauna silvestre y la garantía extensiva, propiciando la ejecución de las obras de infraestructura de apoyo necesarias.

f) Lograr un incremento sustancial en la tasa anual de forestación y en su calidad, aprovechando las ventajas comparativas que nuestra Provincia muestre en ese tipo de producción.

g) Generar condiciones socioeconómicas que eviten el desarraigo de las comunidades rurales mediante el desarrollo de las actividades forestales.

h) Contribuir a la mejora y desarrollo de las foresto-industrias y de la comercialización de los productos forestales.

i) Aumentar significativamente la participación provincial en el mercado nacional e internacional de madera y productos forestales.

j) Consolidar el autoabastecimiento de madera y productos forestales.

Artículo 141 – Bosque y tierra forestal. Concepto. Entendiéndose por bosques, a los efectos de este Código, toda formación leñosa, natural o procedente de siembra o plantación, que cumpla funciones protectoras de producción o panorámica-escénica.


Entiéndase por tierra forestal, a los mismos fines aquella que por sus condiciones naturales, ubicación o constitución, clima, topografía, calidad y conveniencias económicas, sea susceptible de forestación.

Artículo 142 – Ámbito. Se incorporan al régimen previsto en este Título, todos los bosques y tierras forestales que se hallen ubicados dentro de la jurisdicción provincial, ya sean de propiedad pública o privada de la Provincia o los particulares. Exceptúase los bosques protectores y tierras forestales que por sus características especiales y por los fines a que puedan ser destinados se encuentren sometidos a la jurisdicción federal.

Artículo 143 – Concesiones. El Poder Ejecutivo podrá otorgar concesiones sobre inmuebles del dominio público o privado del Estado Provincial, con destino a la creación de masas forestales, en las condiciones y plazos que la reglamentación establezca.


Autorizase al Poder Ejecutivo a celebrar convenios con Autoridades Nacionales o Provinciales para coordinar las funciones de los servicios en materia forestal.

Capítulo II

Clasificación de los bosques

Artículo 144 – Clasificación. Clasifícase los bosques en protectores, permanentes, experimentales, montes especiales y de producción, a cuyo efecto podrá el Poder Ejecutivo confeccionar el mapa forestal.

Artículo 145 – Bosque protector. Se entiende por bosque protector aquel que por su ubicación sirviera para proteger el suelo, caminos, riberas fluviales, orillas de lagos, lagunas, islas, canales, acequias y embalses; prevenir la erosión de las planicies y terrenos en declives, regular el régimen de aguas y fijar médanos; contrarrestar la acción del viento, agua u otros elementos; asegurar condiciones de salubridad publica Se incluyen en esta categoría el arbolado de los caminos.

Artículo 146 – Bosque permanente. Se entiende por bosque permanente, aquel que por su constitución, destino o formación de su suelo debe mantenerse en particular el que forma parte de parques y reservas provinciales, municipales, comunales o se destine a uso público, o el que tuviere especies cuya conservación se considere necesaria. Se incluye en esta categoría el de los caminos y los montes de establecimientos anexos.


El arbolado de los caminos no comprendidos en el artículo anterior, siempre que sea compatible con la seguridad del tránsito vehicular.

Artículo 147 – Bosque experimental. Se entiende por bosque experimental aquel que se destina para estudios forestales de especies indígenas o los artificiales afectados a estudios de acomodación, aclimatación y naturalización de especies indígenas o exóticas.

Artículo 148 – Montes especiales. Se entiende por montes especiales aquellos que siendo de propiedad privada son creados con miras a la protección u ornamentación de extensiones agrícolas, ganaderas o mixtas.

Artículo 149 – Bosques de producción. Se entiende por bosque de producción a aquellos naturales o artificiales de los que resulte posible obtener periódicamente frutos forestales de valor económico mediante explotaciones racionales.

Artículo 150 – Calificación. Corresponde a la Autoridad de Aplicación calificar y declarar al bosque y a la tierra forestal, comprendidas en algunas de las categorías establecidas en el artículo 144. Una vez iniciado el trámite por la parte interesada o notificada la iniciación efectuada de oficio, no podrá innovarse en el estado del bosque o tierra forestal sin autorización administrativa o judicial.

Artículo 151 – Conservación obligatoria. La autoridad provincial, municipal o comunal competente podrá declarar obligatoria por su ubicación, edad o por razones de índole científica, estética o histórica, la conservación de determinados árboles, previa indemnización, si ésta fuera requerida.

Capítulo III

Régimen forestal común

Artículo 152 – Prohibición de devastación y utilización irracional. Prohíbase la devastación del bosque y de la tierra forestal y la utilización irracional de frutos forestales, madereros o no madereros.

Artículo 153 – Plan de manejo y autorización. Los propietarios, empresarios agrarios, usufructuarios o poseedores a cualquier título de bosques no podrán iniciar trabajos de explotación de los mismos sin la conformidad de la Autoridad de Aplicación, que deberán solicitar acompañando el plan de manejo.


El plan deberá contar con un estudio de la capacidad agrícola forestal de los suelos y establecer las normas de manejo y sistematización de los mismos, las cuales serán de aplicación obligatoria y su no cumplimiento hará pasible a los responsables de las penalidades establecidas.


No se requerirá autorización para los trabajos de desmonte o deforestación que se realicen dentro de los límites máximos de superficie y en las zonas que determine la reglamentación, siempre que no se trate de bosques protectores, permanentes o experimentales, ni exista peligro de que se produzca o favorezca la erosión, cuando estos trabajos fueran necesarios para: ampliar el área cultivable si la tierra donde está ubicado el bosque tuviera riego y/o fuera apta para otras explotaciones agrarias económicamente más provechosas o para la formación de bosques de otro tipo.

Artículo 154 – Plazo para la autorización del plan de trabajo. Las autorizaciones o aprobaciones a que se refiere el artículo anterior deberán ser otorgadas o negadas dentro del término de cuarenta y cinco (45) días de la presentación del pedido en forma. Se reputará tácitamente denegada su solicitud, luego de transcurridos cuarenta y cinco (45) días de la reiteración de la misma.

Artículo 155 – Registro e inscripción. Toda persona física o jurídica que por cuenta propia se dedique al corte, elaboración, extracción, industrialización o comercio de frutos forestales o recolección y venta de semillas y plantas forestales u obras de forestación y reforestación o quienes habitualmente realicen gestiones administrativas por cuenta de terceros, deberán inscribirse en los registros pertinentes y quedan obligados a llevar y exhibir los libros y documentación que determine la reglamentación.


La Autoridad de Aplicación creará un Registro de Explotación Forestal donde deberá obligatoriamente inscribirse las personas a que se refiere el párrafo precedente.

Artículo 156 – Explotación irracional de bosques de producción. Si un bosque de producción no fuere objeto de explotación racional, previa audiencia de su propietario, podrá intimársele la presentación del plan y realización de los trabajos respectivos.


Si el propietario no presentara el plan o realizara la explotación del bosque dentro de los plazos que se le fijen, podrá expropiársele se usufructo y se procederá de conformidad con lo dispuesto sobre la administración de bosques fiscales.


La Autoridad de Aplicación deberá determinar los casos en que por trabajo irracional en bosques de producción pueda intimarse al propietario a elevar a su consideración el plan para la explotación racional del bosque, caso contrario procederá a la suspensión inmediata de la explotación irracional del mismo.

Capítulo IV

Régimen forestal especial

Artículo 157 – Registro. Los bosques protectores o permanentes deberán registrarse a cuyo efecto la inscripción se hará a solicitud de los interesados o de oficio. El procedimiento en tales casos se determinará por la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo.

Artículo 158 – Obligaciones. Los bosques protectores y permanentes quedan sometidos a un régimen especial forestal que impone para sus propietarios las siguientes obligaciones:

a) Comunicar a la Autoridad de Aplicación la venta o cambio en el régimen de tenencia del inmueble.

b) Conservar y repoblar el bosque en las condiciones técnicas que se requieran, siempre que la repoblación fuere motivada por aprovechamiento o destrucción imputable al propietario.

c) Realizar la explotación de conformidad con las normas técnicas que se establezcan.

d) Recabar autorización previa para el pastoreo en el bosque o para cualquier género de trabajo en el suelo o subsuelo que afecte su existencia.

e) Permitir a la Autoridad de Aplicación la realización de las labores de forestación y reforestación.

Artículo 159 – Indemnización. Los dueños de bosques protectores o permanentes de propiedad privada podrán solicitar una indemnización que se fijará administrativamente si hubiese acuerdo, y se pagará en cuotas anuales, susceptibles de reajuste, por la disminución efectiva de la renta del bosque que fuera consecuencia directa e inmediata de la aplicación del régimen forestal especial, dentro del límite máximo de rentabilidad producido por una explotación racional.


Para graduar la indemnización, se computará el mayor valor resultante de los trabajos ejecutados y las medidas adoptadas por el Estado Provincial, así como todos los beneficios que dicho régimen reportase a los titulares del dominio, sin perjuicio del derecho del Estado Provincial de optar por la expropiación del inmueble, fijándose la indemnización de acuerdo a las bases especificadas y a las que determina la Ley Provincial de Expropiación.

Capítulo V

Régimen de los bosques fiscales

Artículo 160 – Inalienabilidad. Son inalienables los bosques y tierras forestales que formen el dominio privado del Estado, salvo aquellas tierras que por motivos de interés social y previos estudios técnicos pertinentes se considere necesario destinar a la colonización o formación de pueblos.

Artículo 161 – Normativa aplicable a bosques fiscales protectores, permanentes y de experimentación, Los bosques protectores, permanentes y de experimentación quedan sujetos al régimen común, en cuanto no resulten incompatibles con el régimen forestal especial y con las disposiciones del presente capítulo.

Artículo 162 – Normativa aplicable a bosques fiscales de producción y tierras fiscales. Los bosques fiscales de producción y las tierras forestales quedan sometidos a las disposiciones del régimen forestal común y a las que integran el presente capítulo.

Artículo 163 – Explotación de los bosques fiscales protectores, permanentes y de experimentación. Los bosques fiscales protectores y permanentes solamente podrán ser sometidos a explotaciones mejoradas. La explotación de los bosques fiscales de experimentación está condicionada a los fines de estudio o investigación a que los mismos se encuentran afectados.

Artículo 164 – Explotación de los bosques fiscales de producción. La explotación de los bosques fiscales de producción no podrá autorizarse hasta que se haya efectuado previamente su relevamiento forestal, la aprobación del plan dasocrático y el deslinde, la mensura y amojonamiento del terreno, en la medida que las circunstancias lo permitan.

Artículo 165 – Formas de explotación. La explotación forestal se realizará por concesión, previa adjudicación en licitación pública, por administración o por intermedio de empresas privadas.


La Autoridad de Aplicación, en base al resultado de los estudios técnicos y económicos, determinará los planes, superficies máximas, regularidad, modalidades de las explotaciones y requisitos que han de reunir los adjudicatarios.

Artículo 166 – Carácter de las concesiones y permisos forestales. Las concesiones y permisos forestales obligan al titular a realizar la explotación bajo su dirección y responsabilidad. Son intransferibles, sin previa autorización administrativa, bajo pena de caducidad.

Artículo 167 – Adjudicación directa y licitación privada. Podrá acordarse por adjudicación directa o licitación privada la explotación forestal en superficies máximas establecidas reglamentariamente, cuando se trate de aserraderos o industrias forestales evolucionadas, radicadas o a radicar en las zonas boscosas.


Las superficies serán determinadas de acuerdo con la capacidad de elaboración y la existencia de materia prima.

Artículo 168 – Permisos directos de extracción de productos forestales. Podrán acordarse directamente permisos de extracción de productos forestales por persona y por año hasta un máximo de metros cúbicos que se establecerá reglamentariamente, con normas de explotación similares a las de las concesiones mayores.

Artículo 169 – Aforo. La explotación de bosques fiscales queda sujeto al pago de un aforo fijo, móvil o mixto. Su monto será establecido teniendo en cuenta los estudios dispuestos en el artículo 165, último párrafo.

Artículo 170 – Permisos limitados y gratuitos. Podrán acordarse, a personas carentes de recursos, permisos limitados y gratuitos para la recolección de frutos y productos forestales.

Artículo 171 – Permiso libre de pago. Excepcionalmente podrán acordarse permisos en las condiciones del artículo 153 para la extracción de leña y madera libre de pago o aforo especial a reparticiones públicas o entidades de beneficencia o asistencia social, condicionados a la utilización de los productos para las necesidades del titular y con prohibición de comercializarlos.

Artículo 172 – Ocupación y pastoreo prohibido. Queda prohibida la ocupación de bosques y el pastoreo en los mismos sin permiso de la Autoridad de Aplicación. Los intrusos serán expulsados por la misma, previo emplazamiento, y con el auxilio de la fuerza pública, en caso de ser necesario.


La simple ocupación de bosques o tierras fiscales forestales no servirá de título de preferencia para su concesión.


La caza y la pesca en los bosques fiscales solo serán permitidas en las épocas que fije la Autoridad de Aplicación, mediante reglamentación, previa autorización y de acuerdo con lo normado por este Código.


Podrán autorizarse ocupaciones o servidumbres sobre los bosques fiscales por razón de obras y servicios públicos y como consecuencias de concesiones administrativas, siempre que resulte compatibles con las funciones del monte.

Capítulo VI

Prevención y lucha contra el incendio

Artículo 173 – Plan provincial: La Autoridad de Aplicación deberá elaborar e instrumentar:

a) Un plan provincial de prevención del fuego que tendrá por objeto tratar de lograr una reducción de la superficie anualmente afectada por incendios de masas forestales.

b) Un sistema de manejo del fuego con aptitud para proveer de tecnología adecuada en equipamiento y capacitación para actuar en la prevención, detección y control directo de los incendios declarados en bosques y pastizales.

Artículo 174 – Obligación de denunciar. Toda persona que tenga conocimiento de haberse producido algún incendio de bosques está obligada a formular de inmediato la denuncia ante la autoridad más próxima. Las oficinas telefónicas, telegráficas y de radiocomunicaciones oficiales o privadas deberán transmitir sin previo pago y con carácter urgente las denuncias que se formulen.

Artículo 175 – Elementos para extinguir el incendio. En caso de incendio de bosques las autoridades civiles y organismos o cuerpos de seguridad deberán facilitar elementos, medios de transporte y personal para extinguirlo.

Artículo 176 – Carga pública. La Autoridad de Aplicación o la autoridad estatal más cercana podrá convocar a todos los habitantes aptos físicamente, que habiten o transiten dentro de un radio de cuarenta (40) kilómetros del lugar del siniestro, para que contribuyan con sus servicios personales a la extinción del incendio y proporcionen los elementos útiles para sofocarlo, que serán indemnizados en caso de deterioro. Estas obligaciones son cargas públicas.

Artículo 177 – Prevención. El Poder Ejecutivo dictará los reglamentos necesarios que permitan asegurar la prevención contra los incendios de bosques, como así también determinará los requisitos indispensables para la instalación de cualquier establecimiento que pueda provocar incendios.

Artículo 178 – Prohibición de las quemas. Queda prohibido en toda la provincia la quema intencional de vegetación nativa arraigada, artificial o implantada, cualquiera sea su tipo y motivo, sin la previa autorización de la Autoridad de Aplicación.

Artículo 179 – Encendido de fuego. En el interior de los bosques y en una zona circundante cuya extensión fijará la reglamentación, solo se podrá encender fuego en forma tal que no resulte peligro de incendio y en las condiciones que se determine reglamentariamente.

Capítulo VII

Forestación y reforestación

Artículo 180 – Planes de forestación y reforestación. Los planes de forestación y reforestación a realizarse en los bosques permanentes y protectores deberán ser aprobados previamente por la Autoridad de Aplicación y en base a estudios técnicos y económicos que lo determinen.

Artículo 181 – Trabajos de forestación y reforestación en bosques protectores. Los trabajos de forestación y reforestación en los bosques protectores serán ejecutados por el propietario de las tierras forestales bajo la supervisión técnica de la Autoridad de Aplicación, o por ésta con consentimiento de aquel.


En caso de no ser posible alguna de estas formas, se realizarán los trabajos previa expropiación del inmueble.

Artículo 182 – Tierra forestal objeto de forestación o reforestación. La tierra forestal en los lugares especificados en el artículo 142 de este Código, que se encuentre abandonada o inexplotada por un lapso mínimo de diez (10) años, queda sujeta a forestación o reforestación, pudiendo el Poder Ejecutivo por intermedio de la Autoridad de Aplicación, realizarla sin necesidad de expropiación, procediéndose de conformidad con los artículos 156 y 181.


Si el propietario enajenase la tierra o explotase el bosque, el importe de los trabajos realizados por el Poder Ejecutivo serán reintegrados a la Autoridad de Aplicación.

Artículo 183 – Trabajos realizados por la Autoridad de Aplicación. Los trabajos de forestación y reforestación que realice la Autoridad de Aplicación, fuera de la zona de bosques protectores, con el consentimiento del propietario, serán a costa del Estado Provincial.

Artículo 184 – Conservación obligatoria. La autoridad provincial, municipal o comunal competente podrá declarar obligatoria por su ubicación, edad, o por razones de índole científica, estética o histórica, la conservación de determinados árboles mediante indemnización si esta fuera requerida.

Capítulo VIII

tránsito de los productos forestales

Artículo 185 – Facultad reglamentaria. El Poder Ejecutivo reglamentará la forma y condiciones en que deberá efectuarse el transporte de productos forestales.

Artículo 186 – Transportistas de productos forestales. Los transportistas de productos forestales no podrán aceptar cargas de productos forestales que no se hallen individualizados por la respectiva documentación.


El que aceptare cargas de productos forestales en inobservancia del párrafo precedente, será reprimido con multa de hasta sesenta (60) jus siempre que el hecho no constituya delito.

Artículo 187 – Convenios. Facúltase al Poder Ejecutivo a realizar convenios con municipios y comunas para delegar las funciones de otorgamiento de documentación que ampare la tenencia y transporte de los productos forestales, conviniéndose los porcentajes que serán retenidos por las comunas y municipalidades

Capítulo IX

De los registros

Artículo 188 – Registros. La Autoridad de Aplicación tendrá a su cargo la organización de los siguientes registros, a los fines del ejercicio del control forestal:

a) Registro Provincial de Bosques y Tierras Forestales, en el que se inscribirán todos los bosques y tierras forestales mediante la documentación que establezca el Poder Ejecutivo y de la que deberá surgir: la ubicación del inmueble, condiciones del dominio, superficie y deslinde del inmueble; superficie y deslinde del bosque y su afectación a planes de restauración u ordenación. La Autoridad de Aplicación comunicará al Registro de Propiedad las calificaciones efectuadas respecto de bosques y tierras forestales, con todos los datos de identificación de los inmuebles para la anotación marginal de la afectación al régimen correspondiente. Los escribanos y los jueces deberán requerir, en todos los trámites de transmisión de dominio, que se exhiba la referencia a la nota marginal de afectación.

b) Registro de explotaciones forestales, donde se inscribirá a toda persona física o jurídica que por cuenta propia se dedique al corte, elaboración o extracción, industrialización o comercio de frutos forestales o recolección y venta de semillas y plantas forestales. Estos deberán inscribirse en los registros pertinentes y quedan obligados a llevar y exhibir los libros y documentación que se determine en la reglamentación.

c) Registro de plantaciones forestales, donde se inscribirá a toda persona que ejecute planes de forestación o reforestación en la provincia.

d) Registro de viveros forestales o comercios que trabajen con semillas forestales.

Artículo 189 – Control. La Autoridad de Aplicación queda facultada para ejercer el control de las actividades mencionadas en el artículo anterior; dictar normas reglamentarias, aplicar las sanciones que dicte el Poder Ejecutivo; y para clausurar las empresas o negocios que no se encuentren inscriptos en los registros respectivos.

Título II

Adhesión – Convenios

Capítulo Único

Artículo 190 – Adhesión. Mantiénese la adhesión de la Provincia a las leyes nacionales Nº 13.273 y su modificatoria Nº 20.531.

Artículo 191 – Convenios. El Poder Ejecutivo podrá celebrar convenios con la Nación, las provincias y otros organismos, para coordinar las funciones de los servicios nacionales y provinciales en materia forestal.

Libro Tercero

De la propiedad del ganado

Título I

De las marcas y señales

Capítulo I

Normas aplicables

Artículo 192 – Normativa aplicable. Lo relativo a la propiedad del ganado se regirá por lo dispuesto en las leyes nacionales Nº 20.378, Nº 22.939 y las disposiciones de este Título.

Capítulo II

De la forma de acreditar la propiedad

Artículo 193 – Forma de acreditar la propiedad del ganado. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo anterior la propiedad del ganado se acreditará en la siguiente forma:

a) La del ganado mayor marcado y la del menor señalado se presume, salvo prueba en contrario, a favor de quien tiene registrado a su nombre el diseño de la marca o señal aplicada al animal o mediante certificado de adquisición en caso de dominio derivado.

b) La de los ejemplares de pedigrí (incluidos equinos de pura sangre) se probará con el correspondiente certificado de inscripción en los Registros Genealógicos y Selectivos reconocidos.

c) La de hacienda orejana y de aquella cuya marca o señal no fuera suficientemente clara se presumirá, salvo prueba en contrario, a favor del poseedor de buena fe, salvo que fuera robada o perdida.

d) Los terneros orejanos que sigan a las madres se presumirán de propiedad del propietario de las mismas.

e) Por medio de la implementación en el animal (ganado mayor o ganado menor), de los métodos, técnicas o dispositivos de identificación debidamente aprobados por la Autoridad de Aplicación y que en todos los casos deberán permitir la identificación visual del ganado.

Capítulo III

Propiedad de las marcas y señales

Artículo 194 – Propiedad. El Estado Provincial es el propietario exclusivo de los sistemas de marcas y señales y concede a los particulares el derecho de uso exclusivo por el término de diez (10) años a partir de su registro.

Artículo 195 – Derecho de uso exclusivo de la marca. El derecho de uso de la marca concedido por el Estado Provincial a los particulares es transmisible, inembargable, exclusivo, temporal y prorrogable, probándose con el Título expedido por la Autoridad de Aplicación, que se denominará boleto de marca o señal, según el caso.


El derecho de uso, será concedido siempre que el particular solicitante no tenga causas pendientes por robo o hurto del ganado.

Capítulo IV

De las marcas

Artículo 196 – Concepto. La marca es la impresión que se efectúa sobre el cuero del animal de un dibujo o diseño, por medio de hierro candente, marcación en frío o cualquier otro procedimiento que asegure su permanencia en forma clara e indeleble y autorice la Autoridad de Aplicación.

Artículo 197 – Marcas iguales. Prohibición. En todo el territorio de la Provincia no podrá haber dos marcas iguales. Si las hubiere deberá anularse la más reciente. Se reputan iguales aquellas marcas que pueden representar un mismo o semejante diseño, o cuando uno de ellos al superponerse sobre el otro, lo cubra en todas sus partes.


Autorízase al Poder Ejecutivo a celebrar convenios con las autoridades de las provincias limítrofes a los efectos de que no se concedan marcas iguales en las jurisdicciones administrativas linderas.

Artículo 198 – Formas facultativas de identificar el ganado: Los empresarios agrarios con Boleto de Marca debidamente inscripto a su nombre podrán contramarcar la hacienda que transmitan o remarcar con su propia marca el ganado que adquieran.


También podrá identificarse el ganado por cualquier método o sistema que sea permitido por la Autoridad de Aplicación.

Artículo 199 – Prohibición de la contramarca. Prohíbese el uso de la contramarca, con la excepción de lo dispuesto en el artículo anterior.


El propietario de ganado que lo contramarcase será reprimido con multa de hasta cincuenta (50) jus.

Artículo 200 – Dimensión. La marca deberá tener una dimensión máxima de diez (10) centímetros y mínima de siete (7) centímetros en todos sus diámetros.


El que no ajustare la dimensión de la marca a las medidas exigidas en el párrafo anterior será reprimido con multa de hasta cuatro (4) jus.

Artículo 201 – Obligación de marcar. Es obligatorio para todo propietario de ganado mayor marcarlo o identificarlo con algún sistema alternativo admitido por la Autoridad de Aplicación, antes de que cumpla el primer año de vida. El propietario que así no lo hiciere será reprimido con multa de hasta diez (10) jus. Se entiende por ganado mayor al bovino y equino.

Artículo 202 – Venta – Posventa. Identificación: Las ventas de ganado mayor se harán con contramarca o sin ella, según acuerdo de partes, circunstancia que constará en el certificado. También podrá identificarse el ganado por cualquier otro método o sistema permitido por la Autoridad de Aplicación (por ejemplo: cédula de identificación equina).

Artículo 203 – Lugar de marcación e identificación alternativa. El ganado mayor se marcará únicamente en la pata izquierda o cachete del mismo lado. La marca deberá ser aplicada como figura del boleto y en idéntica posición coincidente con la línea vertical.


Toda otra identificación tradicional quedará determinada por los mecanismos alternativos que dispondrá la Autoridad de Aplicación competente.


El propietario que no cumpliere con la marcación de su ganado en la forma exigida en el párrafo anterior será reprimido con multa de hasta diez (10) jus.

Capítulo V

Señalización en oreja de ganado

Artículo 204 – Concepto. La señal es un corte, incisión, perforación o grabación hecha a fuego en la oreja de un animal.

Artículo 205 – Prohibición de señales iguales. No podrán existir dos señales iguales en el mismo departamento, y a menos de cinco kilómetros cuando estén en departamentos colindantes.


Prohíbase las señales cuyo corte o incisión configuren una mayor profundidad de la cuarta parte de cualquiera de las dos orejas, o aquellas que puedan constituir una alteración a una señal o semejante a una ya existente en el animal.


El que vulnerare lo dispuesto en este artículo será reprimido con una multa de cincuenta (50) jus.

Artículo 206 – Obligación de señalar. Todo propietario de ganado menor deberá señalarlo o identificarlo por el método que sea admitido por la Autoridad de Aplicación competente, antes de cumplir seis (6) meses de vida.


El propietario que así no lo hiciere será reprimido con multa de hasta diez (10) jus.

Capítulo VI

Del Registro

Artículo 207 – Obligatoriedad. Es obligatorio de todo propietario de ganados tener registrado a su nombre el diseño de la marca o señal que utilizase con arreglo a las disposiciones de este Código. Con el registro se adquiere el derecho de uso de la marca o señal, que también puede adquirirse por transmisión a título universal o singular efectuada por su titular, debiendo realizarse en todos los casos las anotaciones de las transferencias respectivas.

Artículo 208 – Pérdida del uso de la marca. El derecho de uso de la marca se pierde:

a) Por la expiración del plazo de diez (10) años si no fuere renovada.

b) Por anulación en el caso de existencia de dos marcas iguales.

c) Por transmisión por actos entre vivos o mortis causa a título o “mortis causa” de los derechos del lugar.

d) Por renuncia expresa del titular.

e) Por disolución, extinción en el caso de personas jurídicas.

f) Por sentencia judicial.

g) Por cancelación declarada por la Autoridad de Aplicación.

h) Por causas pendientes de robo o hurto de ganado según el artículo 195.

Artículo 209 – Requisitos para la titularidad. Para solicitar la inscripción de la marca o señal o denunciar el sistema de identificación admitido por la autoridad competente, deberá acreditarse el carácter de empresario agrario de conformidad a lo dispuesto en el Libro Sexto de este Código, ser propietario de ganado mayor y/o menor, justificar antecedentes de buena conducta mediante exhibición del certificado respectivo y estar inscripto en los registros sanitarios y fiscales establecidos en las normas vigentes.

Artículo 210 – Numeración de las marcas registradas. A la marca registrada se le asignará una numeración inmutable y correlativa, la que será permanente e insusceptible de variaciones.

Artículo 211 – Diseño de marca. El empresario podrá proponer el diseño que prefiera y la Autoridad de Aplicación lo cotejará con los ya registrados, expidiéndose por su aceptación o rechazo de acuerdo a las disposiciones de este capítulo.

Artículo 212 – Aprobación de diseño. Aprobado el diseño la Autoridad de Aplicación procederá a inscribirlo en el Registro y a entregar al titular de su uso el correspondiente boleto.

Artículo 213 – Renovación de marca o señal. La renovación del boleto de marca o señal deberá ser solicitada con una antelación de noventa (90) días a la fecha de vencimiento, caducando el derecho de uso en caso contrario.


Transcurridos tres (3) años desde la fecha de vencimiento sin haberse solicitado la renovación del boleto de marca o señal, quedará vacante el diseño respectivo.


El que no renovare el boleto de marca o señal y continuare su uso habiendo operado la caducidad, será reprimido con una multa de hasta cincuenta (50) jus.

Artículo 214 – Transferencia. El titular del derecho de uso de una marca o señal podrá transferirlo ante la Autoridad de Aplicación o por instrumento público debidamente inscripto en ella. Si conjuntamente se transfiera el ganado deberá otorgarse el certificado-guía de adquisición con las formalidades establecidas en el Título II de este Libro.

Título II

certificados de adquisición-guías o Documentos de Tránsito Animal (DTA) y precintos

Capítulo I

Certificados-guías de adquisición y DTA

Artículo 215 – Certificado guía de adquisición – Documentos de Tránsito Animal. Todo acto de transmisión del dominio de ganado mayor o menor, lanas, cerdas o de cueros se instrumentará a los fines de este Código en un certificado de adquisición que tendrá igualmente el carácter de guía de tránsito (removido), denominándose el instrumento certificado-guía de adquisición.


El Certificado Guía podrá ser reemplazado por el Documento de Tránsito Animal (DTA) cuando así lo dispusiere la autoridad provincial competente.

Artículo 216 – Transferencia de animales de pura raza. La transferencia de dominio de animales de pura raza tendrá la misma instrumentación establecida en el artículo anterior, sin perjuicio de la obligación de inscribir la misma en los registros genealógicos y selectivos correspondientes.

Artículo 217 – Transferencia para otros destinos de animales de pura raza. Cuando los animales de pura raza se vendan para faena, invernada o cría, es decir sin tener en consideración su carácter de tales, se aplicará el régimen común de marcación o señalamiento y la instrumentación prevista en el artículo 215, independientemente de la baja que el vendedor deba efectuar en el registro genealógico correspondiente.

Artículo 218 – Transferencia de terneros orejanos. Está prohibido otorgar certificados-guías para la transferencia de terneros orejanos separados de las madres. Exceptúase de esta prohibición a los terneros de tambo que dentro de los cuatro (4) y diez (10) días de vida se transfieran con destino a faena o crianza artificial en establecimientos con permiso especial para tal fin. En el certificado se hará constar tal circunstancia.


El transmitente deberá acreditar su carácter de tambero mediante la constancia de su inscripción como tal en el Registro de Empresarios Agrícolas.

Artículo 219 – Formulario y requisitos. El certificado-guía de adquisición se confeccionará en un formulario especial con resguardo de filigranas u otros sistemas de seguridad que permitan detectar a simple vista cualquier adulteración o falsificación del mismo, debiendo reunir los siguientes requisitos:

a) Número de orden pre-impreso.

b) Lugar y fecha de emisión.

c) Número del certificado sanitario.

d) Nombre y apellido (o razón social), número de documento y domicilio de las partes intervinientes.

e) Especificación de la causa de la transferencia (venta, donación, etc.).

f) Número de registro del boleto de marca o señal del transmitente y diseño de la misma impreso mediante un sello, o la reseña correspondiente en el caso de animales de pura raza.

g) Indicar si los animales transmitidos son de dominio originario (marca líquida) o derivado (pre-adquiridos); en este último caso se especificará el número del certificado del que se desglosan los mismos.

h) Cantidad, especie, raza o pelo si ésta es indefinida, sexo y categoría (novillo, vaca, etc.).

i) Lugar de origen y destino.

j) Finalidad (faena, invernada, cría u otro).

k) Color y número del precinto.

l) Cuando en la operación intervenga un consignatario de hacienda se identificará al mismo.

m) Firma del transmitente o su representante, o en caso de que no pudiese o no supiese firmar la de otra persona a su ruego junto a la impresión dígito pulgar derecho de aquel, en caso de ganado recibido en consignación podrá ser suplida por la del consignatario.

n) Firma y sello de la autoridad policial.

Artículo 220 – Número de ejemplares. Los certificados-guías serán otorgados en tres ejemplares. El original y el duplicado serán entregados por la autoridad policial al adquirente, y el triplicado será archivado por aquella.

Artículo 221 – Recaudos para su otorgamiento. El certificado-guía será otorgado por el transmitente ante la autoridad policial competente. Esta exigirá la comprobación de la propiedad del ganado mediante la exhibición del boleto de marca o señal, y el sello correspondiente, o el sistema de identificación admitido por la autoridad competente, de cada animal conjuntamente con las denuncias de las mismas o certificado de adquisición en su caso. En este último supuesto deberá tomar razón en el certificado con el que se acredita la propiedad, y en el caso que se venda una cantidad menor que la que figura en el mismo, conformar el desglose dejando constancia del remanente de animales.


No podrán emitirse certificados-guías de animales no marcados o señalados o cuya identificación sea insuficiente o inadecuada.


Cuando se trate de animales de pura raza que no tuvieran marcas o señal o numeración alfanumérica de identificación electrónica denunciada en su caso registrada en la Provincia, los certificados-guías indicarán esa circunstancia y deberán contener el número de tatuaje o reseña que permita individualizarlos. En este caso la autoridad exigirá la comprobación de la propiedad mediante la exhibición del certificado de inscripción en los registros genealógicos y selectivos correspondientes.


La intervención de la autoridad pública no subsana las nulidades o vicios que pudieran afectar el acto de transmisión.

Artículo 222 – Atribuciones y obligaciones de la autoridad policial. Son atribuciones y obligaciones de la autoridad policial:

a) Llevar un registro de empresario agrario de la región y de los consignatarios que registran operaciones sobre ganado, con las referencias contenidas en los boletos de marca o señal.

b) Refrendar los certificados guías de adquisición emitidos.

c) Verificar los antecedentes de los certificados-guías de adquisición.

d) Realizar el control de la tropa cuando lo considere pertinente, y exigir el certificado-guía para su verificación.

e) Verificar el cumplimiento de las disposiciones de carácter sanitario, pudiendo detener la tropa hasta tanto se expida la autoridad sanitaria correspondiente.

f) Detener la tropa que sea trasladada sin la documentación pertinente hasta tanto se acredite la legítima procedencia de la misma, labrando en su caso acta de infracción y dando intervención inmediata de la novedad a los organismos sanitarios más cercanos.

g) Poner en conocimiento de las actas labradas por la infracción a las autoridades competentes.

h) Controlar las hierras, señaladas e implementación del sistema de identificación, autorizada por la autoridad competente, de todo ganado.

i) Conformar el desglose cuando se venda una cantidad de ganado menor que el que figura en el certificado-guía, haciendo costar la cantidad y remanente.


El incumplimiento de lo dispuesto en este artículo hará incurrir al funcionario actuante en las responsabilidades penales, administrativas y civiles del caso.

Artículo 223 – Responsabilidad del funcionario. El incumplimiento de lo dispuesto en el artículo precedente hará incurrir al funcionario actuante en las responsabilidades penales, administrativas y civiles del caso.

Artículo 224 – Plazo de vigencia para el tránsito. El certificado-guía tendrá como guía de tránsito una validez de cuarenta y ocho (48) horas desde la fecha de su otorgamiento y refrenda por la autoridad policial.

Artículo 225 – Archivo de certificados-guías. El adquirente entregará el original del certificado-guía a la autoridad policial competente dentro de los cinco (5) días posteriores de llegados a destino los animales, si no lo hiciere será reprimido con una multa de hasta veinte (20) jus.


La autoridad policial archivará los certificados-guías por adquirente y en orden cronológico, a fin de posibilitar su pronta localización para la toma de razón de las posteriores ventas de los animales comprendidos en los mismos.

Artículo 226 – Certificados emitidos en otras provincias. Los certificados otorgados en otras provincias de conformidad con las leyes del lugar de emisión tendrán el mismo valor que los otorgados en la Provincia.

Capítulo II

De las guías de removido

Artículo 227 – Tránsito de ganado o cueros. Los que remuevan ganado o cueros del ganado mayor o menor, lanas o productos de fauna silvestre (cuya factura haya sido autorizada), por cualquier causa que no sea la enajenación –incluidas la consignación y la contraconsignación–, deberán solicitar a la autoridad policial la expedición de una guía de tránsito denominándose el instrumento guía de removido.

Artículo 228 – Expedición. Las guías serán expedidas por la autoridad policial competente previa comprobación de los recaudos a que se refiere el artículo 221 de la presente.

Artículo 229 – Formulario y requisitos. La guía de removido se confeccionará en un formulario especial con resguardos de filigranas u otro sistema de seguridad que permitan detectar a simple vista cualquier adulteración o falsificación de la misma, debiendo reunir los siguientes requisitos:

a) Número de orden pre-impreso.

b) Lugar y fecha de emisión.

c) Número de certificado sanitario.

d) Nombre y apellido (razón social), número de documento y domicilio del solicitante.

e) Motivo del removido (pastaje, consignación, contraconsignación, etc.).

f) Número de registro del boleto de marca o señal del solicitante y diseño de la misma impreso mediante un sello, o la reseña correspondiente en caso de animales de raza.

g) Indicar si los animales removidos son de dominio originario (marca líquida) o derivado (pre-adquiridos); en este último caso se especificará el número del certificado del que desglosan los mismos.

h) Cantidad, especie, raza o pelo si ésta es indefinida, sexo, y categoría (novillo, vaca, etc.)

i) Lugar de origen y destino.

j) Color y número de precinto.

k) Cuando el motivo del removido fuera la consignación a remate feria o mercado, deberá identificarse al consignatario.

l) Firma del solicitante o su representante o en su caso firma a ruego e impresión dígito pulgar; en caso de contraconsignación la firmará el consignatario.

m) Firma y sello de la autoridad policial.

Artículo 230 – Plazo de vigencia. La guía de tránsito (removido) tendrá una validez de cuarenta y ocho (48) horas desde su otorgamiento; salvo en casos de fuerza mayor que se presenten (inundaciones, cortes de caminos, distancias entre destinos, entre otros) debidamente comprobados, por la autoridad competente, por el que podrá prorrogarse el plazo de hasta un máximo de doscientos cuarenta (240) horas.

Artículo 231 – Guías emitidas en otras provincias. Las guías o constancias equivalentes otorgadas fuera de la Provincia de conformidad con las leyes del lugar de emisión tendrán el mismo valor que las otorgadas en la Provincia.

Capítulo III

De los precintos

Artículo 232 – Obligación de precintar. La Autoridad de Aplicación tiene la facultad de disponer de la obligatoriedad del uso del precinto, si así lo considere conveniente en función de las necesidades temporales sanitarias, preventivas, seguridad en el control, o aquella en la que por fuerza mayor estime que deba aplicarse el respectivo precinto. En dicho caso. todo vehículo que transporte ganado mayor o menor en pie, deberá hacerlo con su puerta o puertas de carga o descarga precintadas. El precinto será provisto por la autoridad policial que haya expedido el certificado-guía de adquisición o la guía de removido. El número y color del precinto deberá contar en dichos documentos.


En tales circunstancias, queda prohibida toda circulación de vehículos que transporten ganados sin los correspondientes precintos.

Artículo 233 – Obligaciones del transportista. En los plazos determinados por la Autoridad de Aplicación en la que se disponga la obligatoriedad del uso del precinto, el transportista, luego de cargado el ganado, colocará los precintos y controlará que la numeración y color de los mismos sea coincidentes con los que figuran en la documentación. En el espacio reservado para tal fin en el certificado-guía o guía de removido el transportista deberá consignar los siguientes datos con carácter de declaración jurada:

a) Su nombre y apellido, tipo y número de documento de identidad y número de licencia de conductor.

b) Nombre de la empresa transportista.

c) Marca del vehículo.

d) Número de patente del camión y de la jaula o acoplado.

e) Itinerario previsto.

f) Su firma.


El transportista que no cumpliere con la obligación de precintar en la forma dispuesta en el artículo anterior y con los requisitos exigidos en el presente, será reprimido con multa de hasta tres (3) jus por cabeza de animal transportado.

Artículo 234 – Obligaciones del remitente. El remitente o su representante o el consignatario en su caso, controlará el cumplimiento por parte del transportista de las obligaciones previstas en el artículo anterior. Asimismo, en el caso que se carguen menos animales que los que figuran en la documentación, dejará constancia en ésta de la cantidad efectivamente embarcada. A continuación completará la documentación con sus datos de identidad y fecha, firmando en prueba de conformidad, haciendo así entrega del ganado.


El que no cumpliere con las obligaciones dispuestas en el presente artículo será reprimido con multa de hasta tres (3) jus por cabeza de animal transportado.

Artículo 235 – Excepciones. Exceptúase del precinto, a los efectos de lo dispuesto en el artículo 233, a los vehículos que transportan:

a) ganado mayor dentro un mismo distrito, sean estos con destino a remate feria, de feria a campo o de campo a campo. 

b) a los equinos destinados a eventos deportivos.

Artículo 236 – Transporte a varios destinos. A los efectos de lo dispuesto en el artículo 233, y en los casos en que se utilice un mismo transporte para ganado de uno o varios remitentes, con distintos destinos de desembarco, el transportista colocará el precinto del primer destino y, sucesivamente irá colocando el correspondiente al siguiente, hasta completar su última entrega. El mismo procedimiento empleará cuando se utilice un mismo transporte para ganado de uno o varios adquirentes con distintos destinos de desembarco.

Artículo 237 – Rotura del precinto por fuerza mayor. En el caso que por razones de fuerza mayor – animales muertos, caídos, rotura de camión – el transportista tuviera que romper el precinto original de su camión, deberá denunciar el hecho a la autoridad policial más cercana quien previo control del ganado transportado, procederá a reponer los precintos rotos, dejando constancia de su numeración en el certificado-guía o guía de removido bajo su firma y sello.

Artículo 238 – Ganado proveniente de otra provincia. Cuando el ganado provenga de otra provincia, la autoridad deberá controlar la carga exigiendo la exhibición de la documentación correspondiente. Si el vehículo no estuviere precintado por provenir de una provincia que no aplique este sistema, precintará las puertas de carga y descarga, dejando constancia de los precintos colocados y su numeración y de los datos del transportista y del vehículo, conforme a lo establecido en los artículos 227 y 228.

Título III

De los animales invasores

Capítulo único

Guarda y custodia de ganado

Artículo 239 – Obligación de guarda y custodia. Todo propietario de ganado tiene obligación de su guarda y custodia. Cuando por su propia culpa o la de sus dependientes sus animales penetraren en un fundo rústico ajeno –privado o público- que se encontrase alambrado o cercado y causaren daño, será reprimido con una multa de hasta cuatro (4) jus por cabeza de animal invasor.


La pena se agravará con una multa de hasta ocho (8) jus por cabeza de animal invasor si el ganado fuera introducido voluntariamente.

Artículo 240 – Obligación de encerrar y dar aviso. El propietario, empresario agrícola u ocupante a cualquier título de un fundo rústico, que encontrase dentro del mismo animales ajenos, deberá encerrarlos dando aviso inmediato al propietario de la marca o señal que estos llevaren si fuese conocido y a la autoridad policial.

Artículo 241 – Notificación de la autoridad policial al propietario de los animales. La autoridad policial notificará al dueño de los animales para que proceda a retirarlos dentro del plazo de veinticuatro (24) horas.

Artículo 242 – Propietario desconocido. Si el propietario de los animales no fuese conocido, la autoridad policial procurará individualizarlo, valiéndose de todos los medios de difusión a su alcance y haciendo saber tal circunstancia al Juez Comunal.

Artículo 243 – Falta de retiro de los animales. Si el propietario conocido no retirase los animales en el plazo a que se refiere el artículo 241 o si nadie se presenta a reclamarlos en el término del artículo anterior, la autoridad policial lo hará saber el Juez Comunal para que dentro del término de quince (15) días ordene su venta en remate público y la autoridad policial hará entrega del pertinente certificado del comprador.


Del monto obtenido dispondrá el pago de lo que se adeude en concepto de alimentación, cuidado de los animales, multa y gastos del remate. El resto quedará en depósito judicial por el término de dos (2) meses para su entrega a quien lo reclamase acreditando su derecho, en caso negativo, ingresará a la orden del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio.

Artículo 244 – Facultad del propietario del fundo rústico invadido. El propietario del fundo rústico invadido podrá dejar pastorear y abrevar a los animales invasores, con derecho a cobrar una indemnización en tal concepto, sin perjuicio de la acción ordinaria que le corresponda por los daños y perjuicios que pudiera haber sufrido.


En el caso de que no hiciere uso de esa facultad deberá dar inmediato aviso a la autoridad policial a fin de que esta disponga el destino provisorio de los animales con conocimiento del Juez Comunal.

Artículo 245 – Remuneración en concepto de pasturaje y abrevaje. La indemnización por concepto de pasturaje y abrevaje a que se refiere el artículo anterior, será la que las partes libremente convenga. Si estas no se pusiesen de acuerdo, decidirá el Juez Comunal conforme a los usos y costumbres.


Cuando el pastoreo y abrevaje de los animales hayan quedado a cargo de la autoridad policial se pagará la indemnización que establezca el Juez Comunal conforme a los usos y costumbres.

Artículo 246 – Excepción. No rige lo dispuesto en los artículos precedentes en caso de inundaciones, incendios de campos o cualquier otro hecho que constituya caso fortuito o fuerza mayor, salvo que se probare que el propietario de los animales los haya introducido intencionalmente en el fundo rústico ajeno.

Título IV

Apartes y apartadores

Capítulo Único

Artículo 247 – Obligación de dar rodeo. Todo propietario de animales o quien lo represente tiene la obligación, cuando fuere requerido por el Juez Comunal, a dar rodeo, mediando denuncia de pérdida o extravío de animales.

Artículo 248 – Excepciones. La obligación de dar rodeo dispuesta en el artículo anterior cesa:

a) Durante la época de parición.

b) Después de un temporal, no estando el campo oreado.

c) Durante la hierra y castración, esquila y señalada hasta diez (10) días de terminadas estas operaciones.

d) En caso de sequía, inundación, epidemia y otros impedimentos que provengan de fuerza mayor.

Artículo 249 – Requisitos para solicitar rodeo. Para solicitar rodeo se requiere justificar el carácter de propietario de animales mediante la exhibición del boleto de marca y/o certificados expedidos por la autoridad competente y la denuncia de pérdida o extravío de animales.


Si se tratase de un apartador autorizado al efecto, deberá acreditar su mandato mediante la autorización correspondiente otorgada ante el Juez Comunal, Autoridad Policial o ante Escribano Público.


En caso de no cumplirse con los requisitos establecidos en este artículo, el requerido de rodeo podrá negarse a darlo.

Artículo 250 – Orden judicial de dar rodeo. Si el propietario de los animales requerido de dar rodeo se negare o lo retardase por un plazo mayor de dos (2) días sin motivo fundado para ello, el Juez Comunal a petición del apartador –que reúna los requisitos dispuestos en el artículo anterior– o de la autoridad competente, ordenará que se dé el rodeo pedido y que su costo sea a cargo del propietario remiso, fijándose día y hora para que tenga lugar.

Artículo 251 – Examen, aparte, vigilancia e inspección de rodeo. El día señalado se efectuará el rodeo o rodeos y se practicará el examen y aparte por el apartador y sus dependientes, bajo la vigilancia e inspección del propietario de los animales requerido de rodeo y con la intervención de la autoridad policial y el Juez Comunal quien labrará el acta de la medida realizada y hará entrega de copia al interesado que la solicite, archivando el original en el Juzgado.


En caso de que el rodeo se realizara en la jurisdicción territorial de los Juzgados de Primera Instancia del Circuito el Juez podrá delegar su intervención en el actuario.

Artículo 252 – Duración del rodeo. El propietario de los animales requerido de rodeo no tendrá obligación de mantener el rodeo parado más de cuatro (4) horas, y el requeriente del rodeo está obligado a llevar el personal necesario para el cumplimiento de esa tarea.

Artículo 253 – Aparte. El ganado deberá recogerse en los lugares o puestos que previamente se designen. El dueño o encargado de los animales dirigirá las operaciones y el apartador se someterá a las disposiciones que aquel adopte con ese objeto.

Artículo 254 – Obligación de pagar los gastos de rodeo. El apartador pagará al propietario de los animales requerido de rodeo los costos de este.


Se exceptuará de este pago al apartador que en el rodeo encontrare animales de su propiedad.

Libro Cuarto

De la fauna y flora silvestre

Título I

Normas comunes

Capítulo Único

Artículo 255 – Orden Público. Las normas de fauna y flora silvestre que este Código establece son de orden público. En las materias regladas por leyes nacionales deberá obrarse de conformidad a lo en ellas establecido.


Quedan sometidas las disposiciones de este libro:

a) Toda actividad destinada a la aprehensión, captura, crianza y explotación de animales silvestres con fines comerciales, deportivos o de consumo propio, así como la explotación y crianza de esos animales,

b) Toda actividad que tenga por objeto la aprehensión de peces, moluscos y organismos de la fauna y flora acuática con fines comerciales, deportivos de consumo propio, así como el tránsito, comercio e industrialización de sus productos y el aprovechamiento de las aguas de uso público para la cría, reproducción y difusión de dichas especies,

c) Toda otra actividad relacionada con estos recursos que signifique una modificación de las condiciones naturales en que se desarrollan las especies animales.

Artículo 256 – Clasificación, estudio y evaluación técnica de especies. La Autoridad de Aplicación adoptará y adaptará los criterios vigentes a nivel nacional e internacional para establecer una clasificación de las especies de fauna y flora silvestre en el territorio de la Provincia.


Periódicamente se realizarán estudios y evaluaciones técnicas a fin de establecer su situación para la adopción de medidas necesarias de protección, conservación y manejo de las mismas.

Artículo 257 – Protección. Todos los habitantes del territorio de la provincia tienen él deber de proteger la fauna silvestre, conforme a los reglamentos que para su conservación y manejo dicte la Autoridad de Aplicación.

Artículo 258 – Funciones de la Autoridad de Aplicación. La Autoridad de Aplicación ejercerá las siguientes funciones:

a) Fijará los requisitos necesarios a cumplimentar por el ejercicio de la caza, pesca, comercialización, crianza en cautiverio, como así también tipo y calibre de armas, artes de caza y pesca y/o toda otra forma de captura a los efectos de administrar y preservar estos recursos naturales.

b) Aplicará los cánones, derechos y contribuciones en las actividades reguladas en el Título II, Capítulo 1, parágrafos primero y segundo de este Libro, que establezca el Poder Ejecutivo.

c) Aplicará las multas fijadas por el Poder Ejecutivo.

Artículo 259 – Infracciones. Las infracciones a lo dispuesto en el presente Libro serán penadas con las multas que establezca el Poder Ejecutivo.

Artículo 260 – Vigilancia y control. La vigilancia y control serán ejercidas por:

a) Inspectores designados por el Poder Ejecutivo,

b) Guarda Faunas Honorarios designados por la Autoridad de Aplicación y a propuesta de instituciones afines con personería jurídica,

c) Funcionarios policiales.

Título II

Fauna Silvestre

Capítulo I

Procedimientos de apropiación

“Parágrafo primero”

Caza

Artículo 261 – Caza y otros procedimientos de apropiación. A los efectos de este Código, entiéndese por caza la acción ejercida por el hombre, mediante el uso de artes, armas y otros medios apropiados, persiguiendo o apresando ejemplares de la fauna silvestre con el fin de someterlos bajo su dominio, apropiárselos como presa, capturándolos, dándoles muerte o facilitando estas acciones a terceros.


También se consideran procedimientos de apropiación la recolección de productos derivados de la fauna silvestre, tales como plumas, huevos, guano, nidos o cualesquiera de sus subproductos.

Artículo 262 – Aplicación normativa y reglamentación. La caza de animales de la fauna silvestre, su persecución o muerte sea cual fuere el medio empleado o el lugar donde se efectúe, la destrucción de nidos, huevos o crías y el tránsito o comercio de sus cueros, pieles o productos se efectuarán de conformidad con las disposiciones establecidas en este Código, sin perjuicio de lo prescrito en la Ley Nº 22.421 y los artículos 2540 y concordantes del Código Civil.


El Poder Ejecutivo establecerá por vía reglamentaria las limitaciones a la práctica de la caza por razones de protección y conservación de las especies o de seguridad pública.

Artículo 263 – Prohibición de introducción de especies vivas. Prohíbase la introducción de animales vivos de especies foráneas, ya sea en libertad o en criadero, salvo que medie autorización expresa y previa del organismo provincial competente, previa comunicación a la Autoridad de Aplicación.

Artículo 264 – Ejercicio del derecho de caza. Será requisito indispensable para practicar la caza:

a) Haber obtenido la licencia correspondiente de conformidad a lo dispuesto en el artículo 269 de este Código.

b) Contar con la autorización escrita previa del propietario o administrador o poseedor o tenedor a cualquier título legítimo del fundo privado donde se desea practicar la caza.

Artículo 265 – Lugares de caza. El derecho de caza puede ejercerse en todos los lugares que no estén expresamente vedados ya sean de propiedad pública o privada, siempre que se hubiere obtenido la autorización correspondiente.

Artículo 266 – Derecho de caza del propietario del fundo rústico. Los propietarios dentro de los límites de sus predios solo podrán cazar de conformidad con las prescripciones de este Código y los reglamentos que dicte la Autoridad de Aplicación.

Artículo 267 – Zonas y períodos de caza y veda. El Poder Ejecutivo fijará las zonas y períodos de caza y veda con miras a la protección de la fauna silvestre y de las especies dañinas o de las plagas a la producción agropecuaria, facultad que podrá delegar en la Autoridad de Aplicación.

Artículo 268 – Prohibiciones. Prohíbese en el ejercicio de la caza:

a) El empleo de todos aquellos medios que tengan por objeto la captura en masa de las aves y otros animales silvestres, la formación de cuadrillas de a pie o caballo.

b) El uso de hondas, redes, trampas, cimbras, mangas, lazos, sustancias tóxicas venenosas o gomosas, explosivas, armas o métodos nocivos, armas de calibre no autorizado o a bala en la caza deportiva volátil.

c) Practicarla en el ejido de las ciudades, pueblos, lugares urbanos o suburbanos, caminos públicos y en todas aquellas áreas habituales concurridas por público, a una distancia mínima que deberá fijarse por la reglamentación.

d) Perseguir y tirar sobre animales desde vehículos automotores, embarcaciones y aeroplanos, con excepción de botes o canoas a remo.

e) Actuar en zonas declaradas parques, reservas, refugio, santuario y otro lugar expresamente prohibido.

f) Practicarlas en horas de la noche o con luz artificial.

g) Transitar con armas descubiertas o preparadas, en las zonas mencionadas en los incisos c) y e)

h) Disparar sobre animales atascados o inmovilizados por cualquier causa.

i) Disparar con armas automáticas o provistas de miras infrarrojas o silenciadores.

j) Ejecutar disparos en salva o sucesivos de más de un cazador sobre la misma pieza.

k) Utilizar perros galgos en la caza de la liebre.

Artículo 269 – Licencias de caza. Las personas que reúnan los requisitos requeridos para ejercer el derecho de caza en la forma establecida en este Código deberán solicitar a la autoridad competente la “licencia de caza” (deportiva, comercial o plaguicida), debiendo los interesados dar cumplimiento a las normativas estatuidas en los reglamentos que a tal efecto dicte el Poder Ejecutivo y que determinarán el importe a pagar, duración, condiciones forma y oportunidad de su obtención.

Artículo 270 – Carácter de la licencia. La licencia de caza es personal, temporaria e intransferible.

Artículo 271 – Caza deportiva. Se entiende por caza deportiva el arte lícito de cazar animales silvestres con elementos permitidos y sin fines de lucro.

Artículo 272 – Prohibiciones. Prohíbese en el ejercicio de la caza deportiva, además de lo establecido en el artículo 268:

a) Cazar sin llevar consigo la licencia de caza.

b) Apropiarse de mayor número de ejemplares que el fijado por la Autoridad de Aplicación, con excepción de las especies que hayan sido declaradas plagas o circunstancialmente dañinas o perjudiciales.

Artículo 273 – Caza Comercial. Se entiende por caza comercial aquella que se practique sobre animales silvestres, con fines de lucro y por medios permitidos. La tenencia de los ejemplares, productos y subproductos provenientes de la caza comercial, incluidos los que resulten de su transformación, deberá ajustarse a los requisitos que reglamentariamente se establezcan.

Artículo 274 – Caza de especies nocivas o dañinas. Se entiende por caza de especies nocivas o dañinas, aquella que se practica con el propósito de controlar especies declaradas o circunstancialmente perjudiciales o dañinas.

Artículo 275 – Autorización de caza de especies nocivas o dañinas. Autorízase la caza plaguicida en toda época sin limitación del número de piezas cobradas. Podrá realizarla todo cazador que tenga licencia de caza o con autorización expresa y sin cargo los empresarios agrícolas cuando la practiquen en sus fundos rústicos. La venta de las piezas cobradas es libre, salvo las normas que se establezcan sobre el transporte de los productos de caza.

Artículo 276 – Excepción a las prohibiciones. Exceptúase, para la caza de especies nocivas o dañinas el cumplimiento de las obligaciones establecidas en los incisos a), b), y f) del artículo 268, sin perjuicio de la reglamentación que se dicte.

Artículo 277 – Campañas de lucha contra especies depredadoras, perjudiciales o dañinas. La Autoridad de Aplicación desarrollará campañas de lucha contra las especies depredadoras de la ganadería y otra perjudiciales o dañinas, y podrá fijar primas sobre las pieles u otros productos como estímulo para su caza, en coordinación con los planes que el gobierno nacional u otros gobiernos provinciales ejecuten con análogo propósito.

Artículo 278 – Caza científica. Se entiende como caza científica por este Código a toda aquella que se efectúe con fines de investigación o para la exhibición zoológica de las piezas cobradas y sin fines de lucro. Para el ejercicio de esta caza se requerirá un permiso especial otorgado por la Autoridad de Aplicación.

Artículo 279 – Facultad reglamentaria. Para la caza deportiva, comercial, plaguicida o científica, el Poder Ejecutivo determinará las artes, armas y calibres a emplearse, facultad que puede delegar en la Autoridad de Aplicación.

Artículo 280 – Cotos de caza. Podrán declararse asimismo cotos de caza a aquellas porciones de terreno que por su naturaleza y características sean aptas para el ejercicio de prácticas cinegéticas.

Artículo 281 – Productos de la caza. Autorízase al Poder Ejecutivo a fijar la cantidad de piezas a cobrar diariamente por cada cazador, por especies y en conjunto de acuerdo con la finalidad de conservación de la fauna silvestre y a reglamentar el tránsito de los productos de la caza.

Artículo 282 – Especies protegidas. Toda especie susceptible de caza no mencionada expresamente en los reglamentos que al efecto dicte el Poder Ejecutivo, se considera protegida y su caza prohibida, así como la tenencia y el comercio de ejemplares vivos o de sus productos o despojos.

Artículo 283 – Compraventa prohibida. Prohíbase en jurisdicción provincial la compraventa de productos o subproductos animales derivados de la caza deportiva.

Artículo 284 – Convenios. El Poder Provincial suscribirá convenios con las demás provincias a fin de unificar los diversos sistemas de documentación local, sobre fauna silvestre entre sí y con el que rige para el comercio interprovincial y en el territorio federal, así como armonizar los regímenes de caza, protección y veda vigente en el territorio de cada provincia.

Artículo 285 – Decomiso. Sin perjuicio de las sanciones previstas, el infractor se hará pasible del decomiso de las especies vivas aprehendidas, sus despojos o productos y de las armas u objetos de caza utilizados en la comisión de la infracción, excluido el perro de levante, y de la inhabilitación para cazar por uno o mas períodos cuando la reiteración o gravedad de la infracción así lo requiera.

Artículo 286 – Destino de las piezas y ejemplares vivos provenientes de la caza. Las piezas provenientes de la caza y que fueran secuestradas, se entregarán bajo recibo sin cargo, a entidades de bien público, salvo que no fueran aptas para el consumo con destino a alimentación.


Los ejemplares vivos serán liberados y los despojos o productos, (cueros, plumas y otros) vendidos en la forma que resuelva la Autoridad de Aplicación.


Aquellas especies que por su naturaleza no puedan ser dejadas en libertad serán entregadas a personas o entidades con fines científicos, culturales o didácticos y las que se consideran plagas dañinas o perjudiciales serán eliminadas en el momento de labrarse el acta de infracción.

Artículo 287 – Destrucción o subasta. Las armas u objetos destinados a la cacería que se decomisen, deberán ser subastados o donados a entidades de bien público.

Artículo 288 – Fomento. El Poder Ejecutivo promoverá para la protección, conservación y aprovechamiento de la fauna silvestre las medidas siguientes.

a) El establecimiento de reservas, santuarios, criaderos de fauna silvestre o autóctona con fines conservacionistas.

b) El establecimiento de cotos genéticos oficiales y privados, jardines zoológicos y reservas faunísticas con fines deportivos, culturales, recreativos, turísticos que podrán tener propósitos de lucro.

Artículo 289 – Peligro de extinción. En caso de que una especie de la fauna silvestre autóctona se halle en peligro de extinción o en grave retroceso numérico, el Poder Ejecutivo deberá adoptar medidas de emergencia a fin de asegurar su repoblación y perpetuación. Las municipalidades y comunas prestarán su colaboración y la Autoridad de Aplicación provincial aportará los recursos pertinentes, pudiendo disponer también la prohibición de la caza y comercialización de los ejemplares y productos de la especie amenazada.

Libro Quinto

De la policía sanitaria

Título I

Disposiciones Comunes

Capítulo Único

Artículo 290 – Normativa. La sanidad animal o vegetal se declara de orden público y se regirán en lo que atañe al Poder de Policía que corresponda a la Provincia, de acuerdo a lo establecido en la Constitución Nacional, con arreglo a las disposiciones de este Código y las normas reglamentarias que en su consecuencia se dicten.

Artículo 291 – Obligatoriedad. Se declara obligatorio el control y la erradicación de enfermedades infectocontagiosas, parasitarias o de otro carácter de los animales y de las causas adversas de origen biológico declaradas plagas de las plantas que viven o crecen bajo el control del hombre.

Artículo 292 – Facultades. El Poder Ejecutivo, por intermedio de la Autoridad de Aplicación está facultado para:

a) Desarrollar e intensificar la investigación y experimentación de elementos y métodos designados a mejorar el estado de sanidad animal y vegetal de la Provincia.

b) Extender o divulgar los conocimientos técnicos actualizados relativos a la sanidad agropecuaria.

c) Promover campañas de lucha contra las plagas y especies depredadoras de la agricultura y de la ganadería.

d) Crear y organizar registros que faciliten sus funciones de contralor sanitario.

e) Efectuar periódicamente el relevamiento estadístico en materia de sanidad animal y vegetal.

f) Declarar infectado el fundo rústico, región o zona donde se constatare la existencia de enfermedades o plagas, clausurar el establecimiento, aislar, secuestrar, señalar, marcar o prohibir el tránsito o venta de animales o vegetales en tales áreas, adoptando las medidas que correspondan, en cada caso, según el carácter de la enfermedad o plaga, pudiendo disponer incluso, la muerte de los animales o la destrucción de los objetos susceptibles de ser vehículos de contagio o transmisión.

g) Promover el funcionamiento de organismos mixtos (Estado Provincial con Asociaciones Agropecuarias, Colegios Profesionales, entre otras) con facultades de fiscalización, inspección y control en el cumplimiento de las disposiciones sanitarias. Asimismo, puede formalizar convenios con los Colegios Profesionales a idénticos fines.

h) Sancionar a los infractores de las disposiciones contempladas en este Libro, decretos y reglamentos que en consecuencia se dicten.

i) Promover el funcionamiento de organismos mixtos (Estado Provincial y asociaciones agrarias) con facultades de fiscalización, inspección y control del cumplimiento de las disposiciones sanitarias.

Artículo 293 – Asistencia. Toda persona, física o jurídica, que en forma permanente o transitoria se dedique a la crianza de animales o que tenga a su cargo su cuidado o asistencia o al cultivo de plantas, al transporte o venta de ganado o plantas, a la elaboración, extracción, transporte o venta de productos o subproductos de origen animal o vegetal, está obligado a prestar la colaboración necesaria al personal técnico encargado de aplicar o fiscalizar el cumplimiento de las normas estatuidas en este Código y los reglamentos sanitarios.


El que no colaborare con el personal técnico en la forma dispuesta en el párrafo anterior, será reprimido con multa de hasta cien (100) jus.

Artículo 294 – Fuerza pública. La fuerza pública deberá prestar auxilio a los agentes de la administración que pertenezcan al cuerpo técnico sanitario o los organismos mixtos con facultades de fiscalización de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 292 inc. h), en los casos que requieran su intervención a fin de dar cumplimiento a las normas de policía sanitaria

Título II

Sanidad animal

Capítulo I

Normas Generales

Artículo 295 – Defensa sanitaria animal. La sanidad animal en el territorio de la Provincia de Santa Fe, la defensa y profilaxis contra enfermedades infectocontagiosas y parasitarias, exóticas, enzoóticas, epizoóticas, o de otro carácter, y el fomento de la producción ganadera, se regirá conforme a las disposiciones del presente Título.

Artículo 296 – Enfermedades infectocontagiosas, parasitarias o de otro carácter. Las enfermedades infectocontagiosas y parasitarias o de otro carácter, de los animales que constituyan una amenaza para la salud del hombre, de las especies explotables y para la economía de las fuentes de producción darán lugar a la intervención de la Autoridad de Aplicación quienes lo harán por denuncia o de oficio, aplicando las medidas de policía sanitaria que correspondan en cada caso.


Constatada la presencia de enfermedades infectocontagiosas o de otro carácter, la Autoridad de Aplicación podrá declarar infectada la propiedad, región o zona, según aconsejen las circunstancias y estará autorizada para clausurar el establecimiento, aislar, secuestrar o prohibir el tránsito o venta de los animales en tales áreas, adoptando las medidas que correspondan en cada caso, según el carácter de la enfermedad, pudiendo disponer incluso, la muerte o destrucción de los mismos y objetos susceptibles de ser vehículos de contagio. En el caso de enfermedades infectocontagiosas irreversibles, la Autoridad de Aplicación estará autorizada para señalar o marcar los animales infectados.

Artículo 297 – Enfermedad exótica. Se considera exótica toda enfermedad de origen foráneo que hasta el momento de su aparición no se haya presentado en el país.

Artículo 298 – Enfermedad enzoótica. Se considera enzoótica la enfermedad que se compruebe dentro de una zona determinada y sea susceptible de manifestarse como epizoótica.

Artículo 299 – Enunciación. La Autoridad de Aplicación hará la nomenclatura de las enfermedades a que se refiere el artículo 296 pudiendo variarla cuando lo estime conveniente.

Capítulo II

Disposiciones comunes a todas las enfermedades

Artículo 300 – Especies incluidas. Las normas de policía sanitaria animal serán aplicadas también a las aves de corral, animales silvestres, peces y lepóridos, y en la misma forma a todas las especies animales susceptibles de contraer, propagar o difundir bacterias, virus, parásitos u otros agentes transmisores de enfermedades que puedan lesionar los intereses económicos de la ganadería o afectar la salud humana.

Artículo 301 – Obligación de denunciar. Es obligatorio denunciar al organismo competente por parte del propietario, empresario agrario o encargado del cuidado de un animal atacado por enfermedad transmitible o que presumiblemente se halle afectado por la misma.


El que no observare lo dispuesto en el presente artículo será sancionado con una multa de hasta cien (100) jus.

Artículo 302 – Obligación de aislamiento y profilaxis. En caso de tratarse de enfermedades calificadas como exóticas, o enzoóticas o epizoóticas por la autoridad sanitaria de aplicación, las personas indicadas precedentemente deberán proceder de inmediato a la adopción de medidas de aislamiento y profilaxis, sin perjuicio de la comunicación obligada a la autoridad para que emita las instrucciones pertinentes.


Tendrán igual obligación, los laboratorios particulares u oficiales y profesionales veterinarios en general.


El que no cumpliere con las medidas de aislamiento, profilaxis y comunicación cuando estuviere obligado a ello, será reprimido con una multa de hasta cien (100) jus.

Artículo 303 – Cadáveres y despojos. Las medidas profilácticas enunciadas en el artículo anterior deberán también aplicarse a los cadáveres o despojos de animales enfermos o presumiblemente afectados por alguna enfermedad contagiosa, debiendo procederse a la destrucción total.


Prohíbese la extracción del cuero o de cualquier órgano o región anatómica de animales muertos de carbunclo bacteridiano o presumiblemente afectado por esa enfermedad.


El que no observare lo dispuesto en el presente artículo, será reprimido con una multa de hasta cien (100) jus.

Artículo 304 – Excepción en materia de cadáveres o despojos. Exceptúase de la obligación estatuida en el artículo precedente cuando los cadáveres, despojos o restos de animales enfermos o con la presunción de estarlo se lo destine a estudio, investigación o diagnóstico, pero bajo la responsabilidad del médico veterinario que los tenga a su cuidado o se encuentre en posesión de los mismos a cualquier título.

Artículo 305 – Zonas o regiones de infección. Para el más efectivo cumplimiento de las normas de policía sanitaria animal, y siempre que la necesidad de control y/o erradicación de enfermedades transmisibles lo impusieran, la Autoridad de Aplicación deberá determinar zonas o regiones de infección, infestación, interdicción o indemnes, según la intensidad o gravedad de la propagación o contagio.

Artículo 306 – Certificado de sanidad. En el caso de que se declare infectado o infestado un establecimiento, una zona o distrito o exista peligro inminente de difusión de cualquiera de las enfermedades contagiosas, la extracción de ganado de esos lugares, su acarreo o tránsito hacia centro de comercialización o industrialización, o con destino a pastoreo o pastaje, solo podrá hacerse previa certificación de sanidad, a cuyo efecto la Autoridad de Aplicación deberá expedir la guía sanitaria de libre tránsito.


El que no observare lo dispuesto en el presente artículo, será reprimido con una multa de hasta cien (100) jus.

Artículo 307 – Prohibición de introducción de animales enfermos. Prohíbese en el territorio de la Provincia la introducción de animales afectados de enfermedades transmitibles o presumiblemente afectados por las mismas, como así también sus cadáveres, despojos, reses o cualquier objeto que haya estado en contacto con ellos y susceptible de propagar la enfermedad.


La autoridad sanitaria podrá ordenar o disponer en estos casos y siempre que la gravedad de la circunstancia lo aconsejen, el secuestro, sacrificio o destrucción de animales enfermos o sus despojos en la forma que el Poder Ejecutivo lo determine.


El que no observare lo dispuesto en el presente artículo, será reprimido con una multa de hasta cien (100) jus, siempre que el hecho no constituya delito.

Artículo 308 – Prohibición de introducción de animales de zonas infectadas o infestadas. No se permitirá la introducción al territorio de la Provincia, de animales en general o especies determinadas, cadáveres, carnes forrajes o cualquier otro objeto susceptible de contaminación, procedentes de regiones declaradas infectadas o infestadas, sin el certificado de sanidad expedido por la autoridad competente.


El que no observare lo dispuesto en el presente artículo, será reprimido con una multa de hasta cien (100) jus.

Artículo 309 – Campos de experimentación, lazaretos. El Poder Ejecutivo instalará campos de experimentación, lazaretos u otros establecimientos análogos en los lugares más indicados, de conformidad con lo que aconseje la técnica sanitaria animal, y deberá dotarlos de los servicios indispensables para el mejor cumplimiento de sus fines.

Artículo 310 – Convenios. El Poder Ejecutivo, podrá suscribir convenios con la Nación, provincias, municipalidades, organismos descentralizados nacionales o de las provincias y con instituciones privadas para el más eficaz cumplimiento de los propósitos enunciados en este Título.

Artículo 311 – Autoridad Sanitaria. La Autoridad de Aplicación controlará el cumplimiento de las normas de policía sanitaria animal, debiendo asimismo realizarlos con relación a:

a) Los mercados de ganado, aves, animales de caza, lepóridos y peces o cualquier clase de animal que considere pertinente.

b) Los establecimientos dedicados a ferias y remates de animales.

c) Los mataderos.

d) Los frigoríficos.

e) Los saladeros.

f) Las barracas.

g) Las graserías.

h) Los tambos.

i) Los establecimientos o locales donde se obtengan, elaboren, industrialicen o depositen productos o subproductos lácteos.

j) Los establecimientos destinados a la conserva o industrialización de pescado.

k) Cualquier otro local o establecimiento, fábrica o usina donde se extraigan, elaboren, manipulen o transformen productos de origen animal.

l) Los vehículos de transporte de hacienda, productos y subproductos de origen animal.

Artículo 312 – Normas de profilaxis en general. La autoridad sanitaria competente, fijará normas de higiene, desinfección, desinfectación y profilácticas en general, que deberán aplicarse a todo tipo de vehículo o medio de transporte, embarcadero, corral, brete y cualquier otro local utilizado para la permanencia de animales, como así también para los elementos u objetos que hayan estado en contacto con dichos animales, sus restos, despojos, productos o subproductos.

Capítulo III

Indemnización

Artículo 313 – Indemnización. Los propietarios de animales, objetos o construcciones que se hubieren ordenado matar o destruir en virtud de las prescripciones de este Código, podrán reclamar una indemnización correspondiente, sin perjuicio de los recursos judiciales que pudieran corresponderles. Si alguna parte de animales, objetos o construcciones fuera aprovechable, su valor deberá ser descontado.

Artículo 314 – Casos excluidos. No habrá lugar a indemnización en los siguientes casos:

a) Cuando no se hubiesen cumplido con las normas estatuidas en este Código o en los reglamentos e instrucciones sanitarias dictados en su consecuencia.

b) Si la enfermedad de la que estuviera atacado el animal sacrificado fuera necesariamente mortal.

Artículo 315 – Plazo para el reclamo. Todo propietario de un bien destruido, en virtud de una medida sanitaria impuesta en salvaguardia de los intereses de la comunidad, podrá ejercitar su acción dentro de los sesenta (60) días de ejecutada la misma. Transcurrido dicho plazo, perderá su derecho.

Título III

Sanidad vegetal

Capítulo I

Plagas

Artículo 316 – Concepto. Se considera plaga, a los efectos del presente Código, a todo agente biológico, variable en el tiempo y en el espacio que al superar el índice de peligrosidad según criterio científico cause daño económico, que resultare nocivo para las especies vegetales de interés agrícola, o de sus productos, en contra de las cuales deberán tomarse medidas para lograr su control.

Artículo 317 – Enumeración. El Poder Ejecutivo enumerará las principales causas adversas a la vegetación, sobre las que ha de recaer su acción, y de éstas sólo podrá declarar plagas a aquellas para cuyo control se determinen procedimientos técnicos, económicos y de eficacia reconocida.


A tal efecto, hará la nomenclatura de los agentes perjudiciales respecto de los cuales regirán las disposiciones de este Título y podrá declararlas “plagas” cuando corresponda considerarlas tales por su carácter extensivo, invasor o calamitoso, dando a conocer los métodos aconsejados por la técnica agronómica para erradicarlas o establecer un adecuado control.

Artículo 318 – Obligaciones. El empresario agrario, propietario u ocupante de tierras fiscales o privadas, tienen la obligación de controlar por su cuenta las plagas, dentro de los inmuebles o medios de transporte que posean u ocupen, como asimismo deberá notificar la aparición de aquellas que por sus hábitos, superen el nivel de acción predial. Del mismo modo deberán dar cumplimiento a las obligaciones de tipo preventivo que exija la Autoridad de Aplicación.


Las tareas de destrucción o combate de las plagas deberán practicarse sin derecho a retribución alguna mediante procedimientos idóneos y el empleo de los medios y recursos conducentes a tal finalidad, teniendo en cuenta en la medida de lo posible la supresión o reducción del empleo de plaguicidas químicos y su impacto contaminante sobre el medio ambiente rural, la salud humana, la calidad de los alimentos y la preservación de las especies animales útiles al hombre.


Deberá de inmediato notificar a la Autoridad de Aplicación la aparición de la plaga y manifestar si los elementos con que cuenta son suficientes para combatirla o lograr su destrucción.


Se entiende por control integrado de plagas al conocimiento, selección y uso armónico de medidas de control, sean éstas físicas, químicas, mecánicas, culturales o biológicas que combinadas, aseguren los mejores resultados económicos, ecológicos y sociológicos.


El que no observare las disposiciones contenidas en el presente artículo, será reprimido con una multa de hasta cien (100) jus.

Artículo 319 – Bienes del Estado Provincial, municipios y comunas. En los bienes de dominio público y privado provincial o de los municipios o comunas, las autoridades respectivas deberán dar estricto cumplimiento a las normas estatuidas en este Título.

Capítulo II

Control de la Producción

Artículo 320 – Control de excepción. El Poder Ejecutivo, con intervención de la Autoridad de Aplicación, podrá disponer medidas de control excepcional cuando se verifique la existencia de causas graves y medien motivos de interés general, pudiendo hasta disponer la destrucción total o parcial de la vegetación y de sus partes, si con tal medida se impide la difusión de la plaga.

Artículo 321 – Sujetos de control. Deberán inscribirse en un registro especial que llevará la Autoridad de Aplicación las personas físicas o jurídicas siguientes:

a) Las que se dediquen a la cría, venta de plantas o sus partes con fines de propagación.

b) Las que desarrollen actividades relacionadas con la sanidad vegetal, cuya autorización y registro considere el Poder Ejecutivo necesarios para realizar las funciones de contralor fitosanitarias.


Quedan exceptuadas de la obligación de inscribirse aquellas personas físicas o jurídicas que en virtud de la leyes vigentes están obligadas a cumplir con dicho requisito.

Artículo 322 – Registro. Las personas físicas o jurídicas indicadas en el artículo anterior deberán inscribirse en un registro especial que llevará la Autoridad de Aplicación y cumplir con las normas prescritas por este Código y los reglamentos que se dicten.

Artículo 323 – Aprobación. Los productos fitosanitarios destinados al control de plagas, deberán contar con la registración en el Instituto Argentino de Sanidad y Calidad Vegetal u organismo que lo reemplace. Las maquinarias o implementos que utilicen en la aplicación de productos fitosanitarios, deberán estar inscriptos y/o matriculados conforme a la normativa nacional o provincial, debiendo emplear los productos de acuerdo a las recomendaciones del fabricante.


La Autoridad de Aplicación podrá prohibir o limitar el uso o comercialización de cualquier producto fitosanitario cuando razones de interés general así lo aconsejen. Por idéntico motivo podrá restringir o impedir la utilización de maquinarias o implementos empleados en la aplicación de tales productos.

Capítulo III

Procedimiento

Artículo 324 – Plagas. Cumplimiento de obligaciones. Si la Autoridad de Aplicación comprobare la existencia de plagas por control deficiente de los mismos, intimará a los responsables al cumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 318 en el plazo que esta establezca.

Artículo 325 – Incumplimiento. Vencido el plazo de intimación a que se refiere el artículo anterior, sin haber dado cumplimiento a la misma, la Autoridad de Aplicación podrá disponer la realización de los trabajos pertinentes con cargo a los responsables, sin perjuicio de aplicarles las sanciones a que hubiere lugar.

Artículo 326 – Indemnización. En el supuesto de disponerse la destrucción total o parcial de la vegetación o sus partes por verificarse la existencia de causas adversas a la misma, la Autoridad de Aplicación procederá previamente a justipreciar el valor de los bienes sobre la base del estado en que se encuentren, deduciendo los beneficios pecuniarios que estime pudieren obtenerse una vez destruidos.


En el caso del artículo 320 la Autoridad de Aplicación deberá indemnizar los perjuicios que se hayan ocasionado con la destrucción de la vegetación o sus partes, de acuerdo a la tasación a que se refiere el párrafo precedente y siempre que en el plazo perentorio de sesenta (60) días, a contar de la fecha en que se diera comienzo a los trabajos, así lo peticionaran los interesados.

Artículo 327 – Pérdida del derecho de indemnización. No habrá derecho a indemnización en los casos en que se hubiesen desobedecido las órdenes de lucha impartidas por la Autoridad de Aplicación o se probase que los vegetales iban a ser destruidos por la plaga.

Artículo 328 – Cuenta Especial. Créase la cuenta especial denominada “Protección Vegetal” con el objeto de afrontar las erogaciones que se ocasionen como consecuencia de la aplicación de los Capítulos I, II y III del presente Título III.


La cuenta estará integrada con los siguientes recursos:

a) el importe de las multas percibidas por infracciones a las disposiciones de este título;

b) las sumas recaudadas en concepto de registro y/o matriculación;

c) los fondos que se le asignaren por la ley de presupuesto;

d) los recursos que se le asignen a la Provincia para la promoción de campañas de control de plagas y/o su prevención.


Los fondos enumerados se depositarán a la orden del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio, bajo la denominación “Protección Vegetal”.

Artículo 329 – Destino de los fondos de cuenta “Protección Vegetal”. Los recursos que integren la cuenta especial de “Protección Vegetal” serán destinados a solventar erogaciones por control y fiscalización, gastos de difusión, promoción de campañas de control e implementación de convenios con la Nación, Provincias y municipios o comunas.

Artículo 330 – Adhesión. La Provincia de Santa Fe adhiere a la Ley Nacional Nº 20.247.

Artículo 331 – Convenios. Autorízase al Poder Ejecutivo a celebrar convenios con la Nación, Provincias, municipios o comunas u otros organismo para coordinar las funciones de control de plagas establecidas en el presente Código.

Libro Sexto

De los empresarios y productos agrarios

Titulo I

Del Registro de Empresarios Agrarios

Capítulo I

Obligatoriedad de inscripción

Artículo 332 – Obligación. Es obligatoria para los empresarios agrarios de la provincia su inscripción en el Registro Provincial de Empresarios Agrarios, dependiente del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio. El Poder Ejecutivo reglamentará la forma, requisitos, periodicidad y lugar de inscripción.

Artículo 333 – Formulario. A los efectos de lo previsto en el artículo anterior, la Autoridad de Aplicación facilitará un formulario especial en el que deberá consignarse con carácter de declaración jurada, los datos que se soliciten.

Artículo 334 – Certificado. Todos los empresarios deberán poseer un certificado extendido por la autoridad en el que constará el número de la matrícula y su calidad de empresario agrario, el cual hará fe de su contenido salvo prueba en contrario, ante instituciones oficiales o privadas

Artículo 335 – Informaciones. Las informaciones suministradas por los empresarios agrarios podrán ser utilizadas para investigaciones y fomento de carácter agropecuario, económico, social y fines estadísticos.

Artículo 336 – Acreditación. Todo organismo oficial se abstendrá de dar curso a las gestiones solicitadas por el empresario agrario que no acredite por medio del certificado correspondiente estar inscripto en el Registro Provincial de Empresarios Agrarios.

Capítulo II

Calidad de los productos agrarios

Artículo 337 – Certificación diferenciada de productos agrarios. El Poder Ejecutivo promoverá la certificación diferenciada de los productos agrarios teniendo en cuenta su procedencia, origen calidad y sanidad en las etapas de producción, industrialización y comercialización de los mismos.

Artículo 338 – Organización. A los efectos del artículo anterior, la Autoridad de Aplicación organizará las estructuras pertinentes que tengan como objetivo diferenciar los productos agrarios en función de su denominación de origen controlado y certificación de calidad, conforme a lo establecido en las normativas nacionales, provinciales e internacionales.

Artículo 339 – Integración. Podrán formar parte de los organismos y/o consejos reguladores cuyo objeto sea diferenciar productos agrarios en función de su procedencia, origen o calidad toda persona física y/o jurídica que demuestre un interés legítimo en obtener tal diferenciación y observe las prescripciones legales reglamentarias.

Artículo 340 – Convenios. El Poder Ejecutivo podrá suscribir convenios con la Nación, Provincias, municipalidades y comunas, organismo descentralizados e instituciones privadas para facilitar la certificación diferenciada de productos agrarios.

Disposiciones Complementarias

Artículo 341 – Competencia. Compete a los Jueces de Primera Instancia de Circuito que tuvieren jurisdicción donde estuviere ubicado el inmueble, el conocimiento de las siguientes causas rurales:

a) Los litigios que versen sobre materia legislada en este Código y en las leyes que lo complementan.

b) Los conflictos suscitados entre las partes en los contratos de arrendamiento rural, de aparcería agrícola y pecuaria, de mediería, de contratos accidentales y de pastaje, asociativo de explotación tambera, maquila, y del contratista de viñas y frutales.

c) Los asuntos suscitados entre las partes en los contratos de comodato, uso y habitación que versen sobre fundos rústicos.

d) Las cuestiones emergentes de los contratos de locación de servicios o locación de obras –contratistas– rurales o agrarios.

e) Las que versen sobre servidumbres rurales o agrarias.

f) Los conflictos por obras nuevas en zonas rurales.

g) Las faltas agrarias enumeradas en este Código que no fueren asignadas expresamente a la Autoridad de Aplicación.

Artículo 342 – Cuantía. A los efectos dispuestos en el artículo 341 no regirá limitación por cuantía dispuesta en el artículo 109 de la Ley Orgánica de Tribunales (Ley 10.160).

Artículo 343 – Norma supletoria. En todo cuanto sea aplicable en materia de faltas agrarias de competencia de los Jueces de Primera Instancia de Circuito regirán las disposiciones del Código de Faltas de la Provincia.

Artículo 344 – Destino de los importes de las multas. El importe de las multas aplicadas en materia de faltas agrarias será depositado a la orden del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio en una cuenta especial que se creará a tal efecto.

Artículo 345 – Reglamentación. El Poder Ejecutivo deberá dictar, a la mayor brevedad, los reglamentos que este Código le encomienda como así también los decretos que fuesen indispensables para asegurar su cumplimiento, debiendo compilarse y publicarse como parte integrante de su texto.


Hasta tanto no dicten los mismos, se aplicarán las disposiciones vigentes que no se opongan al presente.

Artículo 346 –Autoridad de Aplicación. El Poder Ejecutivo determinará de conformidad a la ley de Ministerios las Direcciones o Reparticiones de su dependencia que tendrán a su cargo la función de aplicar en cada caso la normativa estatuida en este Código.

Artículo 347 – Leyes posteriores. Toda ley rural que se sancione por la Honorable Legislatura y se promulgue por el Poder Ejecutivo, deberá incorporarse a este Código en la parte pertinente, como así también toda ley que modifique, derogue o abrogue a las normas estatuidas en el mismo.

Artículo 348 – Derogación. Derógase el Código Rural de la Provincia Ley 1.108 y sus modificatorias, y todas las disposiciones que se opongan al presente.

Artículo 349 – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

10.38 Promoción, regulación y planificación del turismo

(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de ley (Expte. Nº 9741 – UCR) por el que se declara de interés provincial la promoción, regulación y planificación del turismo no cuenta con dictamen de comisión.

SR. BASALDELLA EÍ "UCRBASALDELLA, Miguel Ángel" .– Pido la palabra.


Solicito la renovación del tratamiento preferencial de este proyecto para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción del señor diputado Miguel Ángel Basaldella.

–
Resulta afirmativa.

10.39 Ley Nº 11.739 – Expropiación de inmuebles: modificación del artículo 5º

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el proyecto de ley (Expte. Nº 11.562 – PE – Mensaje Nº 2666) por el que se modifica el artículo 5º de la Ley Nº 11.739, referido a la expropiación de inmuebles de la Zona Franca Santafesina.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el Mensaje del Poder Ejecutivo (Expte. Nº 11.562 – PE) por el cual se modifica el artículo 5º de la Ley Nº 11.739 (Expropiación de Inmuebles – Zona Franca Santafesina) y luego de los estudios realizados os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zlLey Nº 11.739 – Expropiación de inmuebles\: modificación del artículo 5º" 
la Cámara de Diputados de la provincia sanciona con fuerza de

ley:

Artículo 1º.– Incorpóranse como artículos 5º y 6º de la Ley Nº 11.739, los siguientes:


“Artículo 5º: Autorízase al Poder Ejecutivo Provincial a suscribir los actos negociables y convenios tendientes a impulsar el desarrollo y localización definitiva de la Zona Franca Santafesina de Villa Constitución, departamento Constitución.


Facúltaselo a adquirir para la Provincia hasta el precio que fije la Junta Central de Valuación, los inmuebles que resultaron aprobados por Resolución Nº 076/02 del Ministerio de la Producción, Autoridad Nacional de Aplicación de la Ley Nº 24.421, para la localización y funcionamiento de la Zona Franca en jurisdicción de la Provincia de Santa Fe”.


“Artículo 6º: El Poder Ejecutivo, en caso de ejercer la facultad que por el artículo 5º de la presente ley se le otorga, podrá requerir el pago total de los desembolsos efectuados por el Estado acordando los términos de la entrega de la posesión de los inmuebles que a tal fin se hubieran adquirido; si fuese necesario o conveniente a los intereses del Estado Provincial.”

Artículo 2º.– Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 13 de noviembre de 2003.

Paganini – Giorgetti – Giardino – Basaldella – Álvarez, J. – Gutiérrez – Venesia

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 11.562 – PE – Mensaje Nº 2666), por el cual se modifica el artículo 5º de la Ley Nº 11.739 – expropiación de inmuebles Zona Franca Santafesina. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, esta comisión ha resuelto adherir al mismo aconsejando la aprobación del texto remitido por el Poder Ejecutivo en su mensaje.
Sala de Comisión, 20 de noviembre de 2003.

Esquivel – Strada – Reutemann – Meotto – Migno – Basaldella – Dalla Fontana

Mensaje Nº 2666

Santa Fe, 8 de octubre de 2003

A la

Legislatura de la Provincia

Sala de Sesiones


Se remite a vuestra consideración tratamiento y sanción el adjunto proyecto de ley por el que se introducen modificaciones a la Ley Nº 11739 que fuera sancionada por esa Legislatura en fecha 13 de abril de 2000 y promulgada por este Poder Ejecutivo mediante Decreto Nº 2100/00.


La ley cuya reforma se impulsa declaró de interés general y sujeto a expropiación los inmuebles necesarios para la localización y funcionamiento de la Zona Franca Santafesina de Villa Constitución, facultando al Poder Ejecutivo Provincial a individualizar los inmuebles afectados hasta completar la superficie necesaria para el desarrollo del proyecto de acuerdo al pliego de bases y condiciones de la licitación; y a iniciar las acciones expropiatorias.


Se autorizó además al Poder Ejecutivo a suscribir convenio con la adjudicatoria, a fin de que aquella asumiera el pago de las indemnizaciones resultantes y de los gastos que demandara el cumplimiento de la ley.


Razones ajenas a la adjudicante y a la autoridad provincial, impidieron la concreción de la puesta en marcha del proyecto de localización y funcionamiento de la Zona Franca Santafesina.


Con motivo de cuestionamientos de terceros la Autoridad Nacional de Aplicación no aprobó –dentro de la esfera de su exclusiva competencia– la localización y delimitación de la Zona Franca y el área de expansión propuesta por la adjudicataria.


Ello llevó al Ente Zona Franca Santafesina creado por Ley Nº 11731 a efectuar el 11/12/01 una nueva propuesta de localización, que motivara el dictado del Decreto Nº 1730/02, que declaró afectados con destino exclusivo a la localización y funcionamiento de la Zona Franca los inmuebles propuestos por el Ente, los que en su conjunto conforman la superficie necesaria para el funcionamiento del proyecto y a someter a la Autoridad Nacional de Aplicación la nueva propuesta de localización que fuera aprobada por Resolución Nº 076/02 del Ministerio de la Producción.


La empresa adjudicataria ha promovido –no obstante no ser competencia de la Provincia la aprobación de la localización de la Zona Franca– acciones administrativas tendentes a la rescisión del contrato de adjudicación alegando la configuración de la causal de incumplimiento de obligaciones del licitante que imposibilita a la adjudicataria la prestación del servicio, a la reclamación de indemnización por daños y perjuicios, a la par que ha plantado recurso administrado contra la Resolución Nº 076/02 del Ministerio de la Producción.


La necesidad de impulsar la radicación efectiva de la Zona Franca Santafesina de Villa Constitución, propendiendo al desarrollo económico de una importante región de la Provincia de Santa Fe, que determinara el dictado de la Ley Nº 11739 que habilitó al Poder Ejecutivo a utilizar un medio de adquisición del dominio propio del derecho público con relación a un contrato administrativo en marcha pero en situación de conflicto, conlleva hoy la necesidad de otorgar al Poder Ejecutivo facultades suficientes para adquirir en forma directa para la Provincia, hasta el precio que fije la Junta Central de Valuación los inmuebles para la localización y funcionamiento de la Zona Franca Santafesina de Villa Constitución, aprobados por Resolución Nº 076/02 de la Autoridad Nacional de Aplicación de la Ley Nº 24431 y celebrar actos negociables y convenios tendentes a dar impulso al cometido de la Zona Franca.


Se adjunta Expediente Nº 00701-0050271-3, Decreto 1730/02 y Resolución Nº 076/02 del Ministerio de la Producción de la Nación.


Dios guarde a V.H.
Fragueyro – Reutemann
proyecto de ley original
La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley

Artículo 1.– Incorpórese el siguiente texto como artículo 5 de la Ley Nº 11739.


“Artículo 5 – Autorizase al Poder Ejecutivo Provincial a suscribir los actos negociables y convenios tendentes a impulsar el desarrollo y localización definitiva de la Zona Franca Santafesina de Villa Constitución, departamento Constitución.


Facúltaselo a adquirir en forma directa para la Provincia, hasta el precio que fije la Junta Central de Valuación, los inmuebles que resultaron aprobados por Resolución Nº 076/02 del Ministerio de la Producción, Autoridad Nacional de Aplicación de la Ley Nº 24431, para la localización y funcionamiento de la Zona Franca en jurisdicción de la Provincia de Santa Fe”.

Artículo 2 – Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Fragueyro – Reutemann
SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Tiene la palabra el señor diputado Roberto Cané, quien va a fundamentar el dictamen de mayoría.

SR. CANÉ EÍ "PJCANÉ, Roberto" .– Gracias, señor presidente.


Estamos terminando nuestro mandato y realmente me tengo que ir un poco triste, después de estos cuatro años, porque lo primero que trajimos a esta Cámara, de parte de nuestra zona, fue la posibilidad de llevar adelante un emprendimiento productivo importante para Santa Fe, como era la Zona Franca Santafesina.


Las decisiones del Poder Ejecutivo Provincial fueron siempre concretas y no se demoró en nada. Esta Cámara, en cuatro años, llevó adelante cuatro leyes de mucha importancia para que se concretara este proyecto productivo, cual es la Zona Franca Santafesina. Pero situaciones que no hacen a nuestro Gobierno Provincial vienen impidiendo que se pueda llevar a cabo.


En primera instancia, y cuando el concesionario había adquirido las tierras, debimos expropiar las tierras linderas. Primero, un Gobierno Nacional dio la aprobación definitiva de esas tierras. Luego, los cambios de gobierno que todos conocemos, que tuvieron lugar en el ámbito nacional, hicieron que se reviera ese decreto y que tuviésemos un nuevo decreto, que impedía que en esas tierras se llevara adelante este proyecto.


Todos conocemos el accionar de la familia Fernández, que nos visitaba periódicamente y que así lo hizo con el Gobierno Nacional e impidieron que el proyecto se llevara adelante. No pudimos expropiar el resto de las tierras, para obtener las 56 hectáreas que exige la ley, para poder llevar adelante la zona franca.


Ante esta situación, esta Cámara aprobó una ley que permitía la expropiación de otros lotes dentro del área de Villa Constitución. Todo esto demandaba un tiempo que el concesionario no quiso soportar, y ocasionó la rescisión del contrato por parte del concesionario, teniendo en cuenta que este era quien debía comprar las tierras para llevar adelante la zona franca.


Y quiero hacer una aclaración con respecto a esta situación, porque yo todavía no me explico el porqué de tantos palos en la rueda. El decreto que establecía la zona franca santafesina fue el primer decreto nacional en ese sentido. Luego surgieron varias zonas francas en el país: en Córdoba, Mendoza, San Luis –que ya están funcionando–, La Plata, en el norte, en el sur. Son varias las zonas francas que hoy están funcionando, pero no la primera zona franca, la estratégicamente mejor ubicada en el país, con la hidrovía cerca de autopistas, en el ramal del río Paraná... No hay explicación para esta situación, pero al cumplirse 10 años, la zona franca todavía no funciona.


Pero hay un detalle mucho más preocupante: según se establece por ley desde el Gobierno Nacional, la zona franca debe estar funcionando antes del año 2004, porque vence la posibilidad de su instalación, y de no cumplirse, se deberá trasladar a otra provincia.


Esta es la preocupación de la gente villense. Estamos hablando del funcionamiento de zonas francas donde no tienen ríos, donde no tienen situaciones tan favorables como las que nosotros tenemos en Villa Constitución.


Por esto, hoy llega a nuestra Cámara un proyecto de ley que intenta nuevamente sacarnos de esta situación por la que estamos atravesando. Y quizás algunos de nosotros le veamos algún defecto a este proyecto de ley porque, evidentemente, vamos cambiando día a día, acorde a las circunstancias. Pero si queremos obtener la zona franca, necesitamos que el Gobierno Provincial cuente con los lotes propios para llevarla adelante, y esa es la única alternativa que permitirá que en el 2004 no se pierda la posibilidad de su concreción.


Las zonas francas de Córdoba, de Mendoza y de San Luis son lotes del Estado provincial. Creemos que con terrenos propios, la cosa puede ser totalmente distinta. Por lo tanto, les pido a los señores diputados el último esfuerzo, a fin de que logremos, mediante la aprobación de este proyecto, que no se nos escape la posibilidad de contar con una zona franca.


Sólo les pido un esfuercito más; todos me preguntan en el pasillo ¿y qué pasa con la zona franca? Este es un paso importante, y creo que con este proyecto podremos lograr que comience a funcionar la zona franca en Santa Fe. Gracias, señor presidente.

SR. BULLRICH EÍ "PDPBULLRICH, Miguel" .– Pido la palabra.


Obviamente que las expresiones del diputado Cané, cuando hacía referencia a palos en la rueda, no están dirigidas a esta Legislatura.


Esta Legislatura votó cuantos mensajes vinieron del Poder Ejecutivo, tendientes a poner en marcha la zona franca santafesina, y en ese compromiso estábamos involucrados todos y cada uno de los diputados de esta Cámara.


Si la zona franca no funciona hasta la fecha, será porque, en su momento, no se escucharon las objeciones que se hicieron en esta Cámara con relación a los terrenos propuestos. Incluso, diría más: muchas de esas objeciones que nosotros tuvimos en cuenta y que las plasmamos en este recinto fueron abucheadas por la barra, que respondía a gente de Villa Constitución, que pretendía hacer de un día para otro la zona franca, con todas las autorizaciones que se pudieran dar en ese momento.


Se cometió un sinnúmero de errores; tanto fue así que este mensaje que vino del Poder Ejecutivo y que fue sancionado en esta Cámara, con vítores para el diputado Cané y otros diputados, fue vetado por el Poder Ejecutivo debido a los errores que contenía.


Estamos convencidos de que la zona franca debe tener un terreno; estamos convencidos de que esa obligación la tenía el concesionario; y estamos contestes con la ley que se sancionó, tendiente a facultar al Estado Santafesino a comprar los terrenos pertinentes, para afectarlos al funcionamiento de la zona franca.


Cuando llegó este mensaje que hoy estamos tratando se nos manifestó esta necesidad, la de comprar el terreno, pero no mediante la ley que se quiere modificar hoy, que es la Ley de Expropiación, sino por medio de una compra directa. Y eso lo mencionaba el propio Poder Ejecutivo en su mensaje, cuando hacía alusión a la necesidad de comprar unos terrenos en forma directa, que creo que eran los mejores que resultaron de la selección de todos. Son los que corresponden a la fábrica Acíndar, que están muy bien ubicados, pero no sé por qué motivo –o sí lo sé, pero no sé si vale la pena recordarlo– en ese momento no se insistió para que fueran expropiados, y se dejó pasar la oportunidad, y se dejó demorar la decisión con la posibilidad de la adquisición de otros terrenos que, en definitiva, no fueron aceptados por el ente nacional.


Con estas facultades que se le otorgaban al Poder Ejecutivo, por medio de la Ley de Expropiación, entendíamos que lo único que hacía falta era dictar el decreto pertinente, hacer tasar el inmueble por la Junta Central de Evaluación y hacer el ofrecimiento respectivo a los propietarios. Llegado a un acuerdo, sin juicio, se debía firmar el convenio de advenimiento expropiatorio, tal como lo establece la Ley de Expropiación, y se terminaba la cuestión.


Yo planteaba esas objeciones en la comisión, amén de no entender el primer párrafo de la modificación o de la incorporación de este artículo 5º que se quiere hacer a esta ley, tendiente a que el Estado Provincial pueda dictar todos los actos negociables –que no sé qué son– y firmar todos los convenios, para impulsar el desarrollo de la zona franca. Esto no tiene nada que ver con el argumento que se había planteado, con respecto a la adquisición de los terrenos de Acíndar.


Ayer participamos por más de dos horas de una reunión convocada por Presidencia, a pedido nuestro, en la que manifestábamos nuestra intención de que se nos venga a explicar el porqué de estas facultades extraordinarias que se le quieren dar al Poder Ejecutivo. Estuvimos dos horas reunidos con el Ministro de la Producción, el licenciado Fragueyro, con los tres miembros del Ente Zona Franca y también con el Director de Zona Franca perteneciente al Magic, que nos vinieron a ilustrar con respecto a estas facultades solicitadas.


Después de dos horas, durante las cuales expusimos nuestras objeciones –que yo ya había puesto de manifiesto en la comisión–, surgió la necesidad de sancionar una norma para autorizar la compra al Poder Ejecutivo, fuera de la Ley de Expropiación. ¿Y esto por qué? Porque el advenimiento expropiatorio presupone el ofrecimiento del monto de la tasación de la Junta Central de Evaluación.


Y acá, de acuerdo con el convenio que se tendrá que firmar con Acindar –que está interesada en el funcionamiento de la zona franca, y hace una quita del 25 por ciento de esta valuación–, se firmaría un acuerdo por 450.000 dólares para la transferencia de estos terrenos. Con la condición de que si la zona franca no está en funcionamiento en el año 2004 –no sé si en el año 2004, porque el convenio habla de 2006–, la Provincia deberá compensar con los 150.000 dólares restantes, por esa quita que hace Acíndar, por el interés que tiene en el funcionamiento de la zona franca, y que estaría afuera de cualquier advenimiento expropiatorio. Porque el advenimiento expropiatorio es la aceptación lisa y llana del monto ofrecido por la Junta de Evaluación, no es un tome y traiga.


Ante esas posibilidades y ante la posible reducción de un 25 por ciento, nos resultó acertado autorizar prácticamente esta compra directa, para la que ya están los acuerdos plasmados, por lo menos, en borrador.


Es más, como decía el señor diputado Cané, hay otras zonas francas que tienen la propiedad de los terrenos y que han licitado con la propiedad de los terrenos, para que el concesionario pudiera desarrollar y poner en funcionamiento la zona franca, lo que no se dio aquí, porque nuestra ley –que no fue propuesta de esta Legislatura, sino que vino como mensaje del Poder Ejecutivo– le transfería la obligación de aportar el terreno al concesionario.


Es decir que, en cierta medida, el Estado Provincial salió a paliar los errores que tuvo esa ley y a tratar de suplantar al concesionario, que debía proporcionar el terreno y que se había empecinado con unos terrenos que, en realidad, el ente nacional nunca le autorizó.


Como no sé si va a seguir el actual concesionario –porque de acuerdo con las manifestaciones que escuchamos ayer, en la reunión con el Ministro Fragueyro, no sé si va a continuar el concesionamiento con la firma Texas (de acá, de Santa Fe, en la parte comercial, porque es una firma constructora en sociedad no sé con quién)–, existe la posibilidad de que a la indemnización por la compra del terreno, que está establecida en esta ley de expropiación que votamos hace dos años, no la tenga que aportar el concesionario –si es que se va–, y la Provincia pueda incorporar al ente y hacer una nueva licitación, con el terreno ya incorporado.


Y por eso, se le agrega un último párrafo a este dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, que faculta al Poder Ejecutivo a reclamarle al concesionario, si responde a los intereses de la Provincia de Santa Fe. Entonces, le da la elasticidad necesaria para ofrecérselo al concesionario, a Texas, y que funcione y que cumpla con el contrato; o que Texas se vaya, y que la Provincia pueda licitar con el terreno incorporado. Que repito, son los mejores terrenos para el funcionamiento de esta zona franca, por cuanto son linderos a Acíndar y al Puerto de Acíndar, están muy sobre el río, muy bien ubicados. Y con una superficie acorde con lo que establece la ley, y que ya fue aceptada –después del dictado del decreto y de la individualización por parte del Poder Ejecutivo– por el Gobierno Nacional.


¿Pero qué pasa en todo esto? Quedaban estas autorizaciones de actos negociables y convenios, que no se terminaban de llenar. Y la gente del ente –como también el Ministro– nos manifestó que estos actos estaban sólo relacionados para concretar la transferencia y hacer la afectación del terreno al ente.


Levantamos la reunión corrigiendo este dictamen, invirtiendo algunos términos, para darle una redacción acorde con la técnica legislativa, y limitando la firma y la autorización al Poder Ejecutivo, nada más que para concretar la transferencia de estos terrenos y afectarla.


Después de dos horas de esa reunión durante las que estuvimos varios diputados, nos enteramos de que hoy, la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, en vez de aceptar la modificación al dictamen que habían aceptado el ente y el Ministerio de la Producción, ha cambiado y ha mantenido abiertas estas facultades, tendientes a que el Poder Ejecutivo pueda dictar cualquier acto negociable. Que repito, no sé hasta dónde llegan, qué son los actos negociables, si son pagarés, convenios, arreglos, o convenios tendientes a impulsar el desarrollo y localización de la zona franca.


Pero en todo esto aparece el reclamo de Texas. Lo mencionaba también el diputado Cané. Cuando cae la convertibilidad, supuestamente, a Texas no le conviene más el negocio, y entra a hacer un reclamo a la Provincia, cuando esta no es responsable ni tiene nada que ver con la proporción del terreno de este ente. Si tenía que hacer un reclamo, porque no le habían aprobado la propuesta que ellos habían presentado, la hubiese tenido que haber hecho al Gobierno Nacional, que fue el que le rechazó la propuesta, y no a la Provincia, que salió a cubrir las espaldas y a individualizar otro terreno, que realmente fue el aceptado por el ente nacional.


No sé cuánto está reclamando Texas, porque hay un reclamo administrativo que no está en el expediente; no tuvimos conocimiento de cuáles son los reclamos que está haciendo, pero volvemos a pensar en lo que fue la patria contratista.


Como no pueden hacer el negocio por un lado, lo van a hacer por otro, tendiente a rescindir el contrato con algún tipo de convenio, porque si no, no me explico por qué tiene que haber actos negociados y convenio. Si la rescisión es por incumplimiento, y como se dijo acá, a través de los miembros del ente, y como lo dijo el Ministro, y como lo dice el mensaje en una parte, “la Provincia no es responsable”, no queda otra cosa más que ofrecerle el terreno, si es que la Provincia quiere mantener al ente, y si no, lisa y llanamente, rescindir el contrato y que se vaya a hacer juicio adonde quiera.


Pero esto no da lugar a que nosotros tengamos que otorgar facultades extraordinarias para arreglar un convenio en el que la Provincia no tiene absolutamente nada que ver.


Y si hago extensivo esto –y creo que los funcionarios actúan con buena fe– es porque me parece que debemos sancionar las normas conforme al control que debe ejercer esta Legislatura.


Con estas facultades que hoy se pretenden otorgar hasta se podría concesionar directamente, porque el único objetivo de todos estos actos es lograr el funcionamiento de la zona franca. Y me parece que eso no es transparente; que la transparencia está dada a través de este convenio con Acíndar y mediante la posibilidad de que la Provincia pueda tener el terreno para sí e incorporarlo a la nueva licitación –si es que se va–, u ofrecerlo y reclamar el monto correspondiente, firmar todos los acuerdos tendientes a la incorporación y a la afectación de este. Y si hay un rechazo, si hay un dictamen de Fiscalía o lo que fuere, con relación al reclamo de Texas, habrá que compensarlo de alguna forma y que se diga abiertamente cuándo, cómo y qué es lo que sale.


Porque uno de los integrantes del ente tenía una liquidación –que la vi, porque la mostró superficialmente– según la cual los montos que reclama Texas, entre otras cosas, aparte del terreno, son en concepto de daños y perjuicios por gastos irrealizados, que suman más de 400.000 dólares. Y decía este integrante del ente: “Revisando cada uno de los ítem, puedo rebatirle cada uno de ellos, uno por uno, y no le debemos un solo peso”. 

Entonces, si eso es así, para qué vamos a tener actos negociables. Me parece que esto trae un manto de sospecha, que no tiene nada que ver con la zona franca, que no tiene nada que ver con la voluntad política, que no tiene nada que ver con poner palos en la rueda, sino todo lo contrario: significa transparentar un hecho que ya está en marcha, que se inició mal y que, de alguna forma, se está tratando de solucionar, pero no se lo debe hacer a través de cheques en blanco, que no sabemos quiénes los van a ejecutar. Gracias, señor presidente.

SR. CANÉ EÍ "PJCANÉ, Roberto R." .– Pido la palabra.


Señor presidente: creo –y estoy convencido de ello, porque así lo he consultado con el Poder Ejecutivo– que cuando hablamos de “actos negociables”, estamos diciendo que tenemos la oportunidad todavía de negociar con la persona que es concesionaria y que, de alguna manera, por ahí, ofreciéndole el terreno pago por el Gobierno Provincial, se aviene a continuar con la zona franca.


De todas maneras, si eso no sucede, seguramente, el Gobierno Provincial hará una nueva licitación, para llevar adelante la zona franca, y así permitiría que otras personas se pudieran presentar. Pero creo que todavía tenemos la oportunidad de negociar el tema y decirle al actual concesionario: “Hoy tenemos el terreno, no lo pudimos hacer en las 25 hectáreas que ustedes tenían compradas, donde teníamos que expropiar el resto, pero hoy tenemos la oportunidad de ofrecerles estas 56 hectáreas, que están a disposición de ustedes”.


O sea, yo entiendo por “acto negociable” algo así.

SR. BULLRICH EÍ "PDPBULLRICH, Miguel" .– Pido la palabra.


No estamos hablando diferente, señor presidente. Voy a proponer un texto que es, prácticamente, el mismo que consensuamos anoche: “Que todos los actos negociables o acuerdos sean para afectar este bien a la zona franca y darle la localización definitiva”. Y punto.


La compra del terreno en forma directa, la posibilidad de ofertarlo y cobrárselo al concesionario o la posibilidad de que se lo quede la Provincia e incorporarlo a un nuevo pliego licitatorio.


Si después de esto...

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Diputado Miguel Bullrich: le pide una interrupción el señor diputado Roberto Cané.

SR. BULLRICH EÍ "PDPBULLRICH, Miguel" .– Sí, como no.

SR. CANÉ EÍ "PJCANÉ, Roberto R." .– Olvidé hacer una aclaración. Si bien es cierto que habíamos conversado con el señor diputado Bullrich la posibilidad de esa modificación que él hoy está planteando, nosotros la hemos analizado en el bloque con nuestros asesores, pero no le encontramos vía a esa modificación. Creemos que no podemos aceptarla, si queremos continuar con la localización de la zona franca.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Diputado Miguel Bullrich, tiene usted la palabra.

SR. BULLRICH EÍ "PDPBULLRICH, Miguel" .– Continúo, señor presidente.


Si el concesionario no acepta la transferencia del terreno o no acepta el pago y presupone un arreglo extrajudicial al respecto, no me cabe la menor duda de que la próxima Legislatura tendrá el derecho y la obligación de estudiarlo y sancionarlo.


Pero dejar esto en blanco, sin saber cuál va a ser el destino de este concesionario y cuánto va a tener que pagar la Provincia, cuando ya hay una aventura en la presentación del reclamo a la Provincia de Santa Fe por más de 400.000 dólares, me parece que es improcedente.


Si los que hicieron el mensaje, el Magic, a través del Ministro Fragueyro, la Directora del área y los tres representantes del Ente, estuvieron de acuerdo con la modificación, no sé para qué consultaron a los asesores del bloque, si los interesados estaban conformes con la modificación propuesta.


Esto va mucho más allá; yo no pienso mal de nadie, pero creo que no hay ningún tipo de obligación de dar una amplitud como la que tiene este artículo, que hasta fue discutido en la misma mesa, donde se me dijo “no era lo que yo quería decir”, pero finalmente, esta mañana, se me reconoció que era lo que yo estaba objetando.


Si fuera necesaria una nueva ley, con nuevas autorizaciones, con una nueva aprobación de convenio, se hará, a la luz y con la transparencia que tienen que tener todos los actos públicos. Pero creo que después de los errores que se cometieron en la zona franca, no hay ningún motivo ni justificación como para dar un cheque en blanco de esta naturaleza, porque con esto no se garantiza ningún cumplimiento, en la medida en que no estemos todos comprometidos para que la zona franca comience a funcionar.

SR. CANÉ EÍ "PJCANÉ, Roberto" .– Pido la palabra, simplemente para hacer una aclaración.


Con respecto a lo que decía el diputado, ya di la opinión. Pero como él menciona los contratiempos que tuvo la zona franca, quiero decirle que la zona franca de Villa Constitución fue la primera que comenzó a funcionar, y a partir de allí tomaron todas las demás el ejemplo de Villa Constitución, de no licitar con el terreno a cargo del concesionario.


Fuimos la primera zona franca, y lo hicimos así porque el país estaba en un momento en el que no se podía tocar un peso para comprar un solo terreno destinado a llevar adelante la zona franca. Esto fue lo que pasó en aquel tiempo; estamos hablando de la primera zona franca del país. Quizás hoy todos se hayan dado cuenta de que esto no debe ser así, pero en aquel entonces, nosotros llevábamos adelante la zona franca, a través del pago por parte del concesionario.


Por otro lado, el diputado Bullrich menciona que en el año 2004 nos quitarían la zona franca; eso será así en la medida en que no tengamos los terrenos, porque por el simple hecho de que los terrenos sean de propiedad de zona franca, con la cantidad de hectáreas que exige la ley, la situación ya no se modificaría. Él señala que el convenio dice “año 2006”. Exactamente, si nosotros llegamos a contar con los terrenos, tendríamos la posibilidad de prorrogar lo relativo al tema de la infraestructura y demás. Gracias, señor presidente.

SR. BULLRICH EÍ "PDPBULLRICH, Miguel" .– Pido la palabra.


Indudablemente, señor presidente, con este proyecto estamos dando la herramienta para que se incorpore el terreno, pero no estamos dando las herramientas para ver qué es lo que va a pasar después.


Concretamente, voy a proponer como artículo 1º la incorporación de los artículos 5º y 6º de la Ley Nº 11.739 a lo siguiente. “Facúltase a la Provincia de Santa Fe a adquirir, hasta el precio que fije la Junta Central de Evaluación, los inmuebles que resultaron aprobados por la Resolución Nº 76 de 2002 del Ministerio de la Producción, autoridad nacional de aplicación de la Ley Nº 24.421, para la localización y funcionamiento de la zona franca en jurisdicción de la Provincia de Santa Fe”.


Y aquí es donde aparece la modificación: “Autorízase al Poder Ejecutivo Provincial a suscribir los actos negociables y convenios necesarios para la transferencia del inmueble mencionado y su afectación para el funcionamiento de la zona franca santafesina en Villa Constitución”.

Y el artículo 6º, como está redactado en el despacho.

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Pido la palabra.


El Bloque Justicialista avala el dictamen de mayoría de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, tal como lo dijo el señor diputado Roberto Cané.

SR. DI POLLINA EÍ "FPSDI POLLINA, Eduardo" .– Pido la palabra.


El Bloque Socialista apoya la propuesta hecha por el señor diputado Bullrich, con las modificaciones correspondientes.

SRA. TATE EÍ "BRATATE, Alicia" .– Pido la palabra.


El Bloque Radical en la Alianza acompaña la propuesta del señor diputado Miguel Bullrich.

SRA. MIGNO EÍ "UCRMIGNO, María" .– Pido la palabra.


El Bloque de la Unión Cívica Radical también apoya la propuesta del señor diputado Bullrich.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar en general el dictamen de las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueba el artículo 1º ; artículo 2º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por lo tanto, se comunica al Senado.

11 ORDEN DEL DÍA

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Pido la palabra.


Solicito que la Cámara pase a cuarto intermedio, hasta el jueves 27 de noviembre, a las 11, y que el tratamiento del Orden del Día de esta sesión pase a la próxima.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el pedido de cuarto intermedio formulado por el señor diputado Ariel Ugalde.

–
Resulta afirmativa.

12 inasistencias

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Previo al levantamiento de la sesión, la Cámara debe considerar las inasistencias con goce de dieta de los señores diputados Analía Schpeir y Eduardo Galaretto a la presente sesión. La inasistencia del señor diputado Federico Pezz ya fue considerada al comienzo de la sesión.


Si no hay observación, se va a votar.

–
Resulta afirmativa.

· Se pasa a cuarto intermedio a las 21:18.
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